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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 

ACUERDO por el que se dan a conocer los porcentajes, los montos del estímulo fiscal y las cuotas disminuidas del 
impuesto especial sobre producción y servicios, así como las cantidades por litro aplicables a los combustibles que 
se indican, correspondientes al periodo que se especifica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Acuerdo 68/2022 

Acuerdo por el que se dan a conocer los porcentajes, los montos del estímulo fiscal y las cuotas 
disminuidas del impuesto especial sobre producción y servicios, así como las cantidades por litro 

aplicables a los combustibles que se indican, correspondientes al periodo que se especifica. 

KARINA RAMÍREZ ARRAS, Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo dispuesto por el artículo Primero del Decreto por el que se 
establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y servicios aplicables a los 
combustibles que se indican, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre de 2016 y sus 
posteriores modificaciones, y el artículo Primero del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales 
complementarios a los combustibles automotrices, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 4 de 
marzo de 2022, se dan a conocer los porcentajes, los montos del estímulo fiscal y las cuotas disminuidas del 
impuesto especial sobre producción y servicios, así como las cantidades por litro aplicables a los combustibles 
automotrices, respectivamente, correspondientes al periodo comprendido del 21 al 27 de mayo de 2022, 
mediante el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Primero. Los porcentajes del estímulo fiscal para el periodo comprendido del 21 al 27 de mayo 
de 2022, aplicables a los combustibles automotrices son los siguientes: 

Combustible Porcentaje de Estímulo 

Gasolina menor a 91 octanos 100.00% 

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y combustibles 
no fósiles 

100.00% 

Diésel 100.00% 

 

Artículo Segundo. Los montos del estímulo fiscal para el periodo comprendido del 21 al 27 de mayo de 
2022, aplicables a los combustibles automotrices son los siguientes: 

Combustible Monto del estímulo fiscal 

(pesos/litro) 

Gasolina menor a 91 octanos $5.4917 

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y combustibles 
no fósiles 

$4.6375 

Diésel $6.0354 

 

Artículo Tercero. Las cuotas para el periodo comprendido del 21 al 27 de mayo de 2022, aplicables a los 
combustibles automotrices son las siguientes: 

Combustible Cuota (pesos/litro) 

Gasolina menor a 91 octanos $0.0000 

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y combustibles 
no fósiles 

$0.0000 

Diésel $0.0000 
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Artículo Cuarto. Las cantidades por litro de estímulos complementarios aplicables a los combustibles 

automotrices durante el periodo comprendido del 21 al 27 de mayo de 2022, son las siguientes: 

Combustible Cantidad por litro 

(pesos) 

Gasolina menor a 91 octanos $5.0810 

Gasolina mayor o igual a 91 octanos y combustibles 

no fósiles 
$5.0288 

Diésel $3.3969 

 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 

Federación. 

Ciudad de México, a 19 de mayo de 2022.- Con fundamento en el artículo Primero, último párrafo del 

Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y 

servicios aplicables a los combustibles que se indican, y el artículo Primero, último párrafo del Decreto por el 

que se establecen estímulos fiscales complementarios a los combustibles automotrices, en suplencia del C. 

Subsecretario de Hacienda y Crédito Público, la Titular de la Unidad de Política de Ingresos No Tributarios, 

Karina Ramírez Arras.- Rúbrica. 

 

 

ACUERDO por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas 
en la región fronteriza con los Estados Unidos de América, correspondientes al periodo que se especifica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Acuerdo 69/2022 

Acuerdo por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación 

de gasolinas en la región fronteriza con los Estados Unidos de América, correspondientes al periodo 

que se especifica. 

KARINA RAMÍREZ ARRAS, Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios de la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo dispuesto por los artículos Segundo y Quinto del Decreto 

por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y servicios 

aplicables a los combustibles que se indican, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 de diciembre 

de 2016 y sus posteriores modificaciones, se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a 

la enajenación de gasolinas en la franja fronteriza de 20 kilómetros y en el territorio comprendido entre las 

líneas paralelas de más de 20 y hasta 45 kilómetros a la línea divisoria internacional con los Estados Unidos 

de América, durante el periodo que se indica, mediante el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Único.- Se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables, dentro de la franja 

fronteriza de 20 kilómetros y del territorio comprendido entre las líneas paralelas de más de 20 y hasta 45 

kilómetros a la línea divisoria internacional con los Estados Unidos de América, a que se refieren los artículos 

Segundo y Quinto del Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial 

sobre producción y servicios aplicables a los combustibles que se indican, durante el período comprendido del 

21 al 27 de mayo de 2022. 
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Zona I 

Municipios de Tijuana y Playas de Rosarito del Estado de Baja California 
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40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 $0.000 

 

Municipio de Tecate del Estado de Baja California 
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40-45 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$0.130 $0.108 $0.087 $0.065 $0.043 $0.022 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$0.140 $0.117 $0.093 $0.070 $0.047 $0.023 

 

Zona II 

Municipio de Mexicali del Estado de Baja California 
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40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$0.580 $0.483 $0.387 $0.290 $0.193 $0.097 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$0.600 $0.500 $0.400 $0.300 $0.200 $0.100 

 

Zona III 

Municipio de San Luis Rio Colorado del Estado de Sonora 
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kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$3.360 $2.800 $2.240 $1.680 $1.120 $0.560 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$2.900 $2.417 $1.933 $1.450 $0.967 $0.483 

 

Zona IV 

Municipios de Puerto Peñasco y Caborca del Estado de Sonora 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$3.470 $2.892 $2.313 $1.735 $1.157 $0.578 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$2.490 $2.075 $1.660 $1.245 $0.830 $0.415 
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Municipio de General Plutarco Elías Calles del Estado de Sonora 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.010 $2.508 $2.007 $1.505 $1.003 $0.502 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$1.960 $1.633 $1.307 $0.980 $0.653 $0.327 

 

Municipios de Nogales, Sáric, Agua Prieta del Estado de Sonora 

 
0-20 

kms 

20-25 

kms 

25-30 

kms 

30-35 

kms 

35-40 

kms 

40-45 

kms 

Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.010 $2.508 $2.007 $1.505 $1.003 $0.502 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$1.960 $1.633 $1.307 $0.980 $0.653 $0.327 

 

Municipios de Santa Cruz, Cananea, Naco y Altar del Estado de Sonora 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.160 $2.633 $2.107 $1.580 $1.053 $0.527 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$2.210 $1.842 $1.473 $1.105 $0.737 $0.368 

 

Zona V 

Municipio de Janos, Manuel Benavides, Manuel Ojinaga y Ascensión del Estado de Chihuahua 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$4.230 $3.525 $2.820 $2.115 $1.410 $0.705 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$3.320 $2.767 $2.213 $1.660 $1.107 $0.553 

 

Municipios de Juárez, Praxedis G. Guerrero y Guadalupe Estado de Chihuahua 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$2.860 $2.383 $1.907 $1.430 $0.953 $0.477 
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Municipio de Coyame del Sotol del Estado de Chihuahua 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$3.820 $3.183 $2.547 $1.910 $1.273 $0.637 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$3.000 $2.500 $2.000 $1.500 $1.000 $0.500 

 

Zona VI 

Municipios de Ocampo, Acuña, Jiménez, Guerrero y Zaragoza del Estado de Coahuila de Zaragoza y municipio 
de Anáhuac del Estado de Nuevo León 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$4.550 $3.792 $3.033 $2.275 $1.517 $0.758 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 

 

Municipios de Piedras Negras y Nava del Estado de Coahuila de Zaragoza 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$4.220 $3.517 $2.813 $2.110 $1.407 $0.703 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$3.090 $2.575 $2.060 $1.545 $1.030 $0.515 

 

Municipio de Hidalgo del Estado de Coahuila de Zaragoza y Nuevo Laredo del Estado de Tamaulipas 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$4.120 $3.433 $2.747 $2.060 $1.373 $0.687 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$2.990 $2.492 $1.993 $1.495 $0.997 $0.498 

 

Zona VII 

Municipios de Guerrero, Mier y Valle Hermoso del Estado de Tamaulipas 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 
octanos: 

$4.500 $3.750 $3.000 $2.250 $1.500 $0.750 

b) Gasolina mayor o igual a 91 
octanos: 

$3.410 $2.842 $2.273 $1.705 $1.137 $0.568 
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Municipios de Reynosa, Camargo, Gustavo Díaz Ordaz, Rio Bravo, Matamoros y Miguel Alemán del Estado de 

Tamaulipas 
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Monto del estímulo:             

a) Gasolina menor a 91 

octanos: 
$3.830 $3.192 $2.553 $1.915 $1.277 $0.638 

b) Gasolina mayor o igual a 91 

octanos: 
$2.650 $2.208 $1.767 $1.325 $0.883 $0.442 

 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 
Federación. 

Ciudad de México, a 19 de mayo de 2022.- Con fundamento en el artículo Segundo, tercer párrafo del 
Decreto por el que se establecen estímulos fiscales en materia del impuesto especial sobre producción y 
servicios aplicables a los combustibles que se indican, en suplencia del C. Subsecretario de Hacienda y 
Crédito Público, la Titular de la Unidad de Política de Ingresos No Tributarios, Karina Ramírez Arras.- 
Rúbrica. 

 

 

ACUERDO por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación de gasolinas 
en la región fronteriza con Guatemala, correspondientes al periodo que se especifica. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público. 

Acuerdo 70/2022 

Acuerdo por el cual se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación 
de gasolinas en la región fronteriza con Guatemala, correspondientes al periodo que se especifica. 

KARINA RAMÍREZ ARRAS, Titular de la Unidad de Política de Ingresos no Tributarios de la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, con fundamento en lo dispuesto por los artículos Primero y Tercero del Decreto 
por el que se establecen estímulos fiscales a la enajenación de los combustibles que se mencionan en la 
frontera sur de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 28 de 
diciembre de 2020, se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables a la enajenación de 
gasolinas en los municipios fronterizos con Guatemala, durante el periodo que se indica, mediante el siguiente 

ACUERDO 

Artículo Único.- Se dan a conocer los montos de los estímulos fiscales aplicables, en los municipios 
fronterizos con Guatemala, a que se refieren los artículos Primero y Tercero del Decreto por el que se 
establecen estímulos fiscales a la enajenación de los combustibles que se mencionan en la frontera sur de los 
Estados Unidos Mexicanos, durante el período comprendido del 21 al 27 de mayo de 2022. 

Zona I 

Municipios de Calakmul y Candelaria del Estado de Campeche 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.880 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 2.105 
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Zona II 

Municipios de Balancán y Tenosique del Estado de Tabasco 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.312 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.379 

 

Zona III 

Municipios de Ocosingo y Palenque del Estado de Chiapas 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.716 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.745 

 

Zona IV 

Municipios de Marqués de Comillas y Benemérito de las Américas del Estado de Chiapas 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.836 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.904 

 

Zona V 

Municipios de Amatenango de la Frontera, Frontera Comalapa, La Trinitaria, Maravilla Tenejapa y Las Margaritas 

del Estado de Chiapas 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 2.549 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 2.306 

 

Zona VI 

Municipios de Suchiate, Frontera Hidalgo, Metapa, Tuxtla Chico, Unión Juárez, Cacahoatán, Tapachula, 

Motozintla y Mazapa de Madero del Estado de Chiapas 

Monto del estímulo:  

a) Gasolina menor a 91 octanos: 1.504 

b) Gasolina mayor o igual a 91 octanos: 1.167 

 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial  de la 

Federación. 

Ciudad de México, a 19 de mayo de 2022.- Con fundamento en el artículo Primero, tercer párrafo del 

Decreto por el que se establecen estímulos fiscales a la enajenación de los combustibles que se mencionan 

en la frontera sur de los Estados Unidos Mexicanos, en suplencia del C. Subsecretario de Hacienda y Crédito 

Público, la Titular de la Unidad de Política de Ingresos No Tributarios, Karina Ramírez Arras.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL 
ANEXO Técnico de Ejecución para la operación de los componentes de vigilancia epidemiológica de plagas y 
enfermedades fitozoosanitarias, campañas fitozoosanitarias e inocuidad agroalimentaria, acuícola y pesquera, del 
Programa de Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural para el 
ejercicio presupuestal 2022, que celebran la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural y el Estado de Baja 
California. 

 

ANEXO TÉCNICO DE EJECUCIÓN PARA LA OPERACIÓN DE LOS COMPONENTES DE VIGILANCIA 

EPIDEMIOLÓGICA DE PLAGAS Y ENFERMEDADES FITOZOOSANITARIAS, CAMPAÑAS FITOZOOSANITARIAS E 

INOCUIDAD AGROALIMENTARIA, ACUÍCOLA Y PESQUERA, DEL PROGRAMA DE SANIDAD E INOCUIDAD 

AGROALIMENTARIA DE LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL PARA EL  EJERCICIO 

PRESUPUESTAL 2022 EN EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA 

ANEXO TÉCNICO DE EJECUCIÓN PARA LA OPERACIÓN DE LOS COMPONENTES DE VIGILANCIA 

EPIDEMIOLÓGICA DE PLAGAS Y ENFERMEDADES FITOZOOSANITARIAS, CAMPAÑAS FITOZOOSANITARIAS E 

INOCUIDAD AGROALIMENTARIA, ACUÍCOLA Y PESQUERA, DEL PROGRAMA DE SANIDAD E INOCUIDAD 

AGROALIMENTARIA DE LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL PARA EL EJERCICIO 

PRESUPUESTAL 2022, EN EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL PODER 

EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL, EN LO 

SUBSECUENTE “AGRICULTURA”, REPRESENTADA EN ESTE ACTO POR FRANCISCO JAVIER TRUJILLO ARRIAGA, 

DIRECTOR EN JEFE DEL SERVICIO NACIONAL DE SANIDAD, INOCUIDAD Y CALIDAD AGROALIMENTARIA Y JUAN 

MANUEL MARTÍNEZ NÚÑEZ, EN SU CARÁCTER DE TITULAR DE LA OFICINA DE REPRESENTACIÓN DE 

“AGRICULTURA” EN EL ESTADO DE BAJA CALIFORNIA EN ADELANTE REFERIDOS RESPECTIVAMENTE COMO EL 

“SENASICA” Y LA “REPRESENTACIÓN”; Y POR LA OTRA PARTE, EL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL 

ESTADO DE BAJA CALIFORNIA, EN ADELANTE EL “GOBIERNO DEL ESTADO”, REPRESENTADO POR JUAN 

MELÉNDREZ ESPINOZA, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO DEL CAMPO Y LA SEGURIDAD ALIMENTARIA, CON 

LA COMPARECENCIA DE MARCO ANTONIO MORENO MEXÍA, SECRETARIO DE HACIENDA Y ALMA ROSA GARCÍA 

JUÁREZ, SECRETARIA DE PESCA Y ACUACULTURA; A QUIENES DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ 

COMO LAS “PARTES”, CON EL OBJETO DE ESTABLECER LAS ESTRATEGIAS Y ACCIONES PARA LA OPERACIÓN 

DEL PROGRAMA ANTES SEÑALADO, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. Que el 27 de marzo de 2019 las “PARTES” celebraron un Convenio de Coordinación para el 

Desarrollo Rural Sustentable 2019-2024, en lo sucesivo identificado como el “CONVENIO DE 

COORDINACIÓN”, cuyo objeto consiste en establecer las bases de coordinación y cooperación entre 

las “PARTES”, con el fin de llevar a cabo proyectos, estrategias y acciones conjuntas para el 

Desarrollo Rural Sustentable en general; así como, las demás iniciativas que en materia de 

desarrollo agropecuario y pesquero se presenten en lo particular, para impulsar a dicho sector en el 

Estado de Baja California. 

II. Que en la Cláusula Tercera del “CONVENIO DE COORDINACIÓN” las “PARTES” acordaron que con 

el fin de establecer las bases de asignación y ejercicio de los apoyos previstos en el Decreto de 

Presupuesto de Egresos de la Federación para el Estado de Baja California, podrán realizar una 

aportación conjunta, lo que se establecerá en los Anexos Técnicos de Ejecución que consideren 

necesarios suscribir para cada ejercicio fiscal. 

 Asimismo, en dicha Cláusula se precisó que la aportación federal se encontrará sujeta a la 

suficiencia presupuestal establecida en el “DPEF” del ejercicio presupuestal correspondiente, por lo 

que para el presente año fiscal dichos recursos se encuentran señalados en el Anexo 11.1 del 

Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2022, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 29 de noviembre de 2021, en lo sucesivo el “DPEF” y la aportación 

del “GOBIERNO DEL ESTADO” dependerá de la suficiencia presupuestal prevista en el Decreto de 

Presupuesto de Egresos del Estado del Ejercicio Fiscal que corresponda. 



 DIARIO OFICIAL Viernes 20 de mayo de 2022 

III. Que las “PARTES” se comprometieron en la Cláusula Cuarta del “CONVENIO DE 
COORDINACIÓN”, a formalizar Anexos Técnicos de Ejecución de acuerdo a la distribución de los 

recursos concurrentes que se establezcan en el “DPEF” para el Estado de Baja California. 

 En los Anexos Técnicos de Ejecución que suscriban “AGRICULTURA” y el “GOBIERNO DEL 

ESTADO” deberán señalarse: 

a. Los montos de los recursos públicos que se comprometen a aportar; 

b. La calendarización de entrega de los recursos públicos acordados; 

c. Los objetivos y metas que se pretenden alcanzar mediante la aplicación de los recursos públicos 

convenidos; y 

d. Los instrumentos y mecanismos de control operativo y financiero que permitan el eficaz 

cumplimiento de las actividades convenidas. 

 Para la aplicación y ejecución de los recursos presupuestales materia de los Anexos Técnicos de 
Ejecución, las “PARTES” convinieron en aplicar la mecánica operativa descrita en las Reglas de 
Operación de los Programas de “AGRICULTURA” vigentes en el ejercicio fiscal de que se trate, así 

como la normatividad aplicable que para tal efecto esta emita. 

 En ese sentido, es que se indica que el marco normativo vigente para el ejercicio 2022 es el 

siguiente: 

1. El Acuerdo por el que se dan a conocer las Disposiciones Generales aplicables a las Reglas de 
Operación de los Programas de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural vigente para el 
ejercicio 2022, en adelante el “ACUERDO DE DISPOSICIONES GENERALES”, publicado en  el 

Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 2021. 

2. El Acuerdo por el que se dan a conocer las Reglas de Operación del Programa Sanidad e 
Inocuidad Agroalimentaria de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, para el ejercicio 
2022, en lo sucesivo las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA”, publicado en el Diario Oficial de 

la Federación el 23 de diciembre de 2021. 

IV. Que en apego a lo establecido en el artículo 31 del “DPEF” “AGRICULTURA” destina recursos 
orientados a incrementar la producción, la productividad y la competitividad agroalimentaria y 
pesquera del país, a la generación del empleo rural y para las actividades pesqueras y acuícolas, a 
promover en la población campesina y de la pesca el bienestar, así como su incorporación al 
desarrollo nacional, dando prioridad a las zonas de alta y muy alta marginación y a poblaciones 

indígenas. 

 Asimismo, se procurará fomentar el abasto de alimentos y productos básicos y estratégicos a la 
población, promoviendo su acceso a los grupos sociales menos favorecidos y dando prioridad  a la 

producción nacional, a que se refiere el artículo 178 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

V. Que en el presente Anexo Técnico de Ejecución se formalizará entre “AGRICULTURA” y el 
“GOBIERNO DEL ESTADO” la distribución de recursos de los Componentes de Vigilancia 
Epidemiológica de Plagas y Enfermedades Fitozoosanitarias, Campañas Fitozoosanitarias e 
Inocuidad Agroalimentaria, Acuícola y Pesquera del Programa de Sanidad e Inocuidad 
Agroalimentaria de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural para el ejercicio 2022, de 

conformidad con lo establecido en el “Anexo 11.1 Distribución de Recursos por Entidad Federativa” 

del “DPEF”. 

VI. Que en las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA”, se establecen los Componentes de Vigilancia 
Epidemiológica de Plagas y Enfermedades Fitozoosanitarias, Campañas Fitozoosanitarias e 

Inocuidad Agroalimentaria, Acuícola y Pesquera del Programa de Sanidad e Inocuidad 
Agroalimentaria de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural para el ejercicio 2022, en lo 
subsecuente referidos respectivamente como los “COMPONENTES” y el “PROGRAMA”, así como 
los subcomponentes, requisitos y procedimientos para acceder a estos, así como su mecánica 

operativa. 
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VII. Que conforme a la Cláusula Decimosegunda del “CONVENIO DE COORDINACIÓN”, cada una de 

las “PARTES” designó un representante para la suscripción de los Anexos Técnicos de Ejecución. 

 “AGRICULTURA” designó como su Representante en el Estado de Baja California, al Titular de la 

Oficina de Representación de “AGRICULTURA”, quien a la presente fecha se encuentra a cargo de 

JUAN MANUEL MARTÍNEZ NÚÑEZ; 

 Por su parte el “GOBIERNO DEL ESTADO”, designó como su representante al Secretario del Campo 

y la Seguridad Alimentaria, cargo que a la presente ostenta JUAN MELÉNDREZ ESPINOZA; 

asimismo por el “GOBIERNO DEL ESTADO” comparece el titular de la Secretaría de Hacienda 

MARCO ANTONIO MORENO MEXÍA y la titular de la Secretaría de Pesca y Acuacultura, ALMA 

ROSA GARCÍA JUÁREZ. 

DECLARACIONES 

I. DE “AGRICULTURA”: 

I. 1. Que FRANCISCO JAVIER TRUJILLO ARRIAGA, Director en Jefe del Servicio Nacional de 

Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria, en adelante el “SENASICA”, cuenta con 

facultades para suscribir el presente Anexo Técnico de Ejecución, conforme a los artículos 2 

Apartado B fracción V, 52 y 53 del Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y 

Desarrollo Rural, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de mayo del 2021; 1, 5, 6 

y 11 del Reglamento Interior del “SENASICA” y 11 fracción I de las “REGLAS DE OPERACIÓN 

DEL PSIA”. 

I. 2. El “SENASICA” señala como domicilio para los efectos legales del presente Anexo Técnico de 

Ejecución, el ubicado en Avenida Insurgentes Sur, número 489, Piso 1 Colonia Hipódromo, 

Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06100, Ciudad de México. 

I. 3. Que JUAN MANUEL MARTÍNEZ NÚÑEZ, en su carácter de Titular de la Oficina de 

Representación de “AGRICULTURA” en el Estado de Baja California se encuentra facultado 

para suscribir el presente Anexo Técnico de Ejecución de conformidad con lo dispuesto en el 

artículo 2, inciso A) fracción XXXIV, 42, 43, 44 fracciones I, V y VII del Reglamento Interior de 

la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, publicado en el Diario Oficial de la Federación 

el 3 de mayo del 2021 y articulo Único fracción I, inciso n) del Acuerdo por el que se adscriben 

orgánicamente las unidades administrativas a que se refiere el Reglamento Interior de la 

Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 

26 de mayo de 2021, en concordancia con la Cláusula Decimosegunda del “CONVENIO DE 

COORDINACIÓN”. 

I. 4. Que señala como domicilio de la Oficina de Representación en el Estado de Baja California 

para los efectos legales del presente Anexo Técnico de Ejecución el ubicado en Av. Reforma y 

Calle "L" s/n, Colonia Nueva, Código Postal 21100, Mexicali, Baja California. 

II. DEL “GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II. 1. Que JUAN MELÉNDREZ ESPINOZA, en su carácter de Secretario del Campo y la Seguridad 

Alimentaria, acredita su personalidad con el nombramiento otorgado por la Gobernadora del 

Estado de Baja California, Marina del Pilar Ávila Olmeda, contando con las facultades 

necesarias para suscribir el presente Anexo Técnico de Ejecución, de conformidad con lo 

previsto en los artículos 27 fracciones I Y IX; 30 fracción XIV y 44 fracciones I, XXV, XXVI y 

XXXVII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Baja California y, 12 fracción I, y 

13, fracción II, de la Ley de Desarrollo Agropecuario del Estado de Baja California y el ejercicio 

de sus funciones es con base en lo previsto por los artículos 8 y 9 fracciones IX y XV, de su 

Reglamento Interno y la Cláusula Decimosegunda del “CONVENIO DE COORDINACIÓN”. 
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II. 2. Que MARCO ANTONIO MORENO MEXÍA, en su carácter de Secretario de Hacienda, acredita 

su personalidad con el nombramiento otorgado por la Gobernadora del Estado de Baja 

California, Marina del Pilar Ávila Olmeda, contando con las facultades necesarias para suscribir 

el presente Anexo Técnico de Ejecución, de conformidad con los artículos 27 fracciones I y IX; 

30, fracción II y 32 fracciones I, II, X y XIII de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado 

de Baja California y el ejercicio de sus funciones es con base en lo dispuesto en los artículos 9 

y 11 fracciones I, XXV y LXIII, de su Reglamento Interno y a la Cláusula Decimosegunda del 

“CONVENIO DE COORDINACIÓN”. 

II. 3. Que ALMA ROSA GARCÍA JUÁREZ, en su carácter de Secretaria de Pesca y Acuacultura, 

acredita su personalidad con el nombramiento otorgado por la Gobernadora del Estado de 

Baja California, Marina del Pilar Ávila Olmeda, contando con las facultades necesarias para 

suscribir el presente Anexo Técnico de Ejecución, de conformidad con según lo dispuesto en 

los artículos 27 fracción I y IX; 30 fracción XV y 45 fracciones I, VI, XIV, XXI y XXIII, de la Ley 

Orgánica del Poder Ejecutivo del Estado de Baja California, así como 8 fracción II y VII de la 

Ley de Pesca y Acuacultura Sustentables para el Estado de Baja California y el ejercicio de 

sus funciones es con base en lo dispuesto en los artículos 7 y 8 fracciones I,XIX y XXVII de su 

Reglamento Interno y a la Cláusula Decimosegunda del “CONVENIO DE COORDINACIÓN” 

II. 4. Señalan como domicilio legal para los efectos legales del presente Anexo Técnico de 

Ejecución, el ubicado en Kilómetro 22.5 s/n de la carretera Mexicali-San Luis Río Colorado, 

Ejido Sinaloa, Código Postal 21620, Mexicali, Baja California. 

III. DE LAS “PARTES”: 

III.1 Que para el mejor resultado y óptimo beneficio en la aplicación de los recursos asignados al 

“PROGRAMA” en el marco del Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural 

Sustentable señalados en el “DPEF”, las “PARTES” han determinado la implementación del 

presente instrumento para la asignación de responsabilidades y compromisos específicos. 

III.2 Los recursos federales y estatales acordados entre las “PARTES” en el presente Anexo 

Técnico de Ejecución, serán destinados exclusivamente al “PROGRAMA” y sus 

“COMPONENTES” de acuerdo a lo establecidos en las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL 

PSIA”. 

Para tal efecto, las “PARTES” acuerdan suscribir el presente instrumento conforme las siguientes: 

CLÁUSULAS 

OBJETO 

PRIMERA.- El objeto del presente instrumento es establecer las actividades planificadas de los proyectos 

o actividades a desarrollar de acuerdo a los conceptos autorizados mediante la aplicación de los recursos 

presupuestales establecidos para los “COMPONENTES” del “PROGRAMA” determinados en el “Anexo 11.1 

Distribución de Recursos por Entidad Federativa” del “DPEF” y en lo dispuesto en las “REGLAS DE 

OPERACIÓN DEL PSIA”. 

APORTACIÓN DE RECURSOS 

SEGUNDA.- Conforme las bases de asignación y ejercicio de los apoyos previstos en el “DPEF”, las 

“REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA” y en las demás disposiciones legales aplicables, “AGRICULTURA” y 

el “GOBIERNO DEL ESTADO” acuerdan que para el ejercicio fiscal 2022, realizarán una aportación conjunta 

para la operación y ejecución de los “COMPONENTES” del “PROGRAMA”, por un monto de hasta 

$38,721,100.00 (Treinta y ocho millones setecientos veintiun mil cien Pesos 00/100 M.N.), integrados en la 

forma siguiente: 

1. Hasta la cantidad de $31,421,100.00 (Treinta y un millones cuatrocientos veintiun mil cien Pesos 

00/100 M.N.); correspondientes a la aportación federal a cargo de “AGRICULTURA”, con base en la 

suficiencia presupuestal prevista en el “DPEF”; y 
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2. Hasta la cantidad de $7,300,000.00 (Siete millones trescientos mil Pesos 00/100 M.N.), 

correspondientes a la aportación estatal a cargo del “GOBIERNO DEL ESTADO” con base en la 

suficiencia presupuestal prevista en el Decreto de Presupuesto de Egresos del Estado de Baja 

California publicado en fecha 31 de diciembre del 2021 en el Periódico Oficial del Estado. 

La aportación, distribución y ministración de los recursos acordados, se llevará a cabo de conformidad con 

la programación referida en los Apéndices I y II denominados respectivamente “Recursos Convenidos 

Federación - Estado 2022” y “Calendario de Ejecución 2022”, los cuales forman parte integral del presente 

instrumento. 

Los recursos serán depositados, en términos de lo establecido en el “CONVENIO DE COORDINACIÓN” y 

en las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA”. El “GOBIERNO DEL ESTADO” a través del Fideicomiso Fondo 

de Fomento Agropecuario del Estado de Baja California, en lo sucesivo el “FOFAEBC”, fungirá con el carácter 

de Instancia Dispersora de Recursos y las ministraciones se depositarán en el citado “FOFAEBC”, quien 

dispersará los recursos, los que serán radicados, atendiendo la solicitud que para tales efectos formule a 

“AGRICULTURA” el “SENASICA”. 

Cuando el “SENASICA” a través de la Unidad Responsable determine de conformidad con sus 

atribuciones la ocurrencia de alguna emergencia, contingencia o riesgo fitozoosanitario en el Estado de Baja 

California, podrá reorientar los recursos disponibles correspondientes a la aportación federal en la Instancia 

Dispersora de Recursos o en la Instancia Ejecutora para su atención, para lo cual esta última elaborará un 

ajuste al Programa de Trabajo para dicho fin. 

De conformidad con lo establecido en artículo 18 del “ACUERDO DE DISPOSICIONES GENERALES”, 

para la ejecución de los Programas sujetos a las Reglas de Operación, los gastos indirectos deberán ser 

asignados en una proporción respecto al gasto total de cada programa, considerando un porcentaje de hasta 

el 4% (cuatro por ciento) previa autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, como se 

encuentra previsto en los diversos Acuerdos de Reglas de Operación y de acuerdo a la distribución señalada 

en los Lineamientos de Gastos de Operación 2022 emitidos por la Titular de la Unidad de Administración y 

Finanzas. 

En ese sentido, las “PARTES” acuerdan que la aportación de los Gastos de Operación de origen federal y 

estatal se realizará conforme al calendario presupuestal de ministración de recursos que se efectúe de cada 

componente al “FOFAEBC”, de acuerdo con lo pactado en la Cláusula Tercera del “CONVENIO DE 

COORDINACIÓN” y la distribución que se establezca para tal efecto en el Apéndice III, denominado “Cuadro 

de Montos y Metas 2022”, el cual forma parte integral del presente instrumento, lo que deberá ser acorde con 

lo dispuesto en los Lineamientos para el Ejercicio de los Gastos de Operación de los Programas de 

“AGRICULTURA” para el ejercicio 2022, emitidos por la Titular de la Unidad de Administración y Finanzas  de 

“AGRICULTURA” para el presente ejercicio, el día 21 de febrero de 2022. 

De igual modo los Gastos de Operación del “PROGRAMA” serán ejercidos atendiendo en todo momento 

lo establecido en las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA” y el “ACUERDO DE DISPOSICIONES 

GENERALES”. 

PROGRAMA DE SANIDAD E INOCUIDAD AGROALIMENTARIA 

TERCERA.- Para la consecución de los objetivos específicos del “PROGRAMA”, previstos en el artículo 4 

de las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA”, los recursos señalados en la Cláusula Segunda del presente 

instrumento serán destinados a su ejecución y operación en el Estado de Baja California, a través de los 

componentes: 

I. Vigilancia Epidemiológica de Plagas y Enfermedades Fitozoosanitarias; 

II. Campañas Fitozoosanitarias, e 

III. Inocuidad Agroalimentaria, Acuícola y Pesquera. 
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Las metas y los objetivos, así como las actividades y plazos correspondientes de cada proyecto se 

determinarán a través de los Programas de Trabajo, los que serán autorizados por el “SENASICA”, por 

conducto de sus Direcciones Generales competentes, en su respectivo carácter de Unidad Responsable de 

los “COMPONENTES” del “PROGRAMA”, de conformidad con el artículo 7 de las “REGLAS DE OPERACIÓN 

DEL PSIA”. 

Los Programas de Trabajo en cita, serán considerados instrumentos vinculantes para quienes los 

suscriben, los cuales estarán vigentes del 01 de enero del 2022 al 31 de diciembre de 2022 y deberán 

considerar: a) El riesgo ante el desarrollo de un brote de plaga y/o enfermedad reglamentada; b) Que sea 

estratégico y/o prioritario para coadyuvar al fortalecimiento de la Autosuficiencia Alimentaria; c) La inclusión de 

pequeñas unidades de producción y pequeños productores; d) Las características de las diferentes regiones 

socioeconómicas del país, y e) El área de enfoque para la conservación o mejora de la situación sanitaria y de 

inocuidad en cada entidad, zona o región. 

La distribución de los recursos señalados en la Cláusula Segunda del presente instrumento, se llevará a 

cabo de conformidad con la programación a que se refiere el Apéndice III “Cuadro de Montos y Metas 2022”. 

OBLIGACIONES Y ATRIBUCIONES 

CUARTA.- Las “PARTES” en la consecución del presente instrumento tendrán las obligaciones y 

atribuciones establecidas en las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA”, el “ACUERDO DE DISPOSICIONES 

GENERALES”, el “CONVENIO DE COORDINACIÓN” y la legislación presupuestaria federal aplicable. 

DISPOSICIONES GENERALES 

QUINTA. - En todo lo relativo a las auditorías, control y seguimiento, suspensión de recursos, difusión y 

transparencia, evaluación y solución de controversias, y demás disposiciones aplicables previstas en el 

“CONVENIO DE COORDINACIÓN”, las “PARTES” acuerdan sujetarse a los términos establecidos en dicho 

instrumento y de manera particular a la legislación presupuestaria y de fiscalización federal aplicable. 

DE LAS MODIFICACIONES. 

SEXTA. - Las situaciones no previstas en el presente Anexo Técnico de Ejecución y, en su caso, las 

modificaciones o adiciones que se realicen, serán pactadas de común acuerdo entre las “PARTES” y se harán 

constar por escrito mediante Convenio Modificatorio que al efecto se celebre, entre los representantes 

reconocidos de las “PARTES”, el cual surtirá sus efectos a partir del momento de su suscripción. 

DEL CIERRE OPERATIVO DEL EJERCICIO Y CIERRE FINIQUITO. 

SÉPTIMA.- Para la administración y ejercicio de los recursos presupuestales señalados en la Cláusula 

Segunda de este instrumento jurídico, el “GOBIERNO DEL ESTADO”, a través del “FOFAEBC”, se 

compromete a contar con la(s) cuenta(s) o subcuenta(s) productiva(s) específica(s) y exclusiva(s), en la(s) que 

se identifiquen los movimientos realizados, los que se deberán sujetar a lo establecido en este instrumento 

jurídico. 

Para la debida ejecución del objeto materia del presente Anexo Técnico de Ejecución, el “GOBIERNO DEL 

ESTADO” se compromete a ejercer los recursos señalados en la Cláusula Segunda de este instrumento 

jurídico, a través del “FOFAEBC”, para los fines autorizados, así como aplicar y vigilar la programación, 

ejecución y desarrollo de las actividades que permitan el logro de las metas establecidas en los Apéndices de 

este instrumento. 

En cumplimiento a la legislación federal, el “GOBIERNO DEL ESTADO” deberá integrar los soportes e 

informe de la cuenta pública de los “COMPONENTES” del “PROGRAMA”, con la relación definitiva de 

beneficiarios al 31 de diciembre del 2022, en la que se especificarán los recursos entregados, devengados y 

los no devengados enterados a la Tesorería de la Federación, en lo sucesivo “TESOFE”. Esta relación no 

podrá ser modificada, por lo que en el caso de que existan desistimientos, economías o recursos no aplicados 

por los beneficiarios, éstos deberán reintegrarse en términos de las disposiciones jurídicas y presupuestales 

aplicables. 
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El Cierre Operativo del Programa de Trabajo deberá formularse al 31 de diciembre de 2022, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 54 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria 
y 175 y 176 de su Reglamento, su entrega al “SENASICA” deberá efectuarse a más tardar el 31 de enero del 
2023, deberá suscribirse entre la “REPRESENTACIÓN” y el “GOBIERNO DEL ESTADO”, en el que 
establezcan: 

1. Los recursos pagados, devengados o reintegrados, con las relaciones de beneficiarios; 

2. Los montos de los recursos federales recibidos, aplicados y devueltos, en su caso, a la “TESOFE"; 

3. Comprobante de la(s) cuenta(s) bancaria(s) específica(s) o subcuenta(s) específica(s) utilizada(s) 
para la administración de los recursos del “PROGRAMA”, y 

4. En un capítulo separado, los intereses generados, aplicados y enterados, en su caso, a la “TESOFE”, 
las acciones desarrolladas con estos recursos o las metas adicionales alcanzadas con los mismos. 

Asimismo, de manera complementaria las “PARTES” deberán suscribir el Cierre Finiquito correspondiente 
a más tardar el primer trimestre del 2023, en el que deberá precisarse la actualización de los puntos referidos 
con antelación y cualquier otro dato de relevancia que haya sido ejecutado posteriormente a la suscripción del 
Cierre Operativo. 

DE LA VIGENCIA. 

OCTAVA.- El presente instrumento entrará en vigor el día de su firma y su vigencia presupuestal y 
cumplimiento de acciones, será hasta el 31 de diciembre de 2022, en términos de lo establecido en los 
artículos 54 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 175 y 176 de su Reglamento y 
demás disposiciones de la materia, así como del “CONVENIO DE COORDINACIÓN”. 

Leído que fue y enteradas del alcance y contenido legal del presente Anexo Técnico de Ejecución, las 
partes lo firman en cinco tantos originales, en la ciudad de Mexicali, Baja California, a los 22 días del mes de 
febrero de 2022.- Por Agricultura: el Director en Jefe del SENASICA, Francisco Javier Trujillo Arriaga.- 
Rúbrica.- El Titular de la Oficina de Representación de Agricultura en el Estado de Baja California, Juan 
Manuel Martínez Núñez.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado de Baja California: el Secretario del Campo y 
la Seguridad Alimentaria, Juan Meléndrez Espinoza.- Rúbrica.- El Secretario de Hacienda, Marco Antonio 
Moreno Mexía.- Rúbrica.- La Secretaria de Pesca y Acuacultura, Alma Rosa García Juárez.- Rúbrica. 

 

Apéndice I 

Baja California 

Recursos Convenidos Federación - Estado 2022 

(Aportaciones en Pesos) 

DPEF 2022 De AGRICULTURA 
Del Gobierno del 

Estado 
Gran Total 

No. Total Programas y Componentes 31,421,100.00 7,300,000.00 38,721,100.00

De conformidad con lo que establece la fracción IV del artículo 6 del DPEF 2022. 

En Anexo Técnico de Ejecución para el Programa de Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria 

IV 
Programa de Sanidad e Inocuidad 

Agroalimentaria 
De AGRICULTURA 

Del Gobierno del 

Estado 
Gran Total 

A 
Vigilancia Epidemiológica de Plagas y 

Enfermedades Fitozoosanitarias
3,433,236.00 300,000.00 3,733,236.00

B Campañas Fitozoosanitarias 22,251,085.00 6,092,500.00 28,343,585.00

C 
Inocuidad Agroalimentaria, Acuícola y 

Pesquera
5,736,779.00 907,500.00 6,644,279.00

Nota: Incluye los montos para Gastos de Operación. 
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Apéndice II 

Baja California 

Calendario de Ejecución 2022 

(Aportaciones en Pesos) 

 

DPEF 2022 Total Marzo Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre 

No. 
Total Programas y 

Componentes 

Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal 

31,421,100.00 7,300,000.00 0.00 7,300,000.00 24,199,274.00 0.00 1,172,007.00 0.00 6,049,819.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 

En conformidad con lo que establece la fracción IV del artículo 6 del DPEF 2022. 

En Anexo Técnico de Ejecución para el Programa de Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria 

IV Programa de Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria 

A 

Vigilancia 

Epidemiológica de 

Plagas y 

Enfermedades 

Fitozoosanitarias 

3,433,236.00 300,000.00 0.00 300,000.00 2,746,589.00 0.00 0.00 0.00 686,647.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 

B 
Campañas 

Fitozoosanitarias 
22,251,085.00 6,092,500.00 0.00 6,092,500.00 16,863,262.00 0.00 1,172,007.00 0.00 4,215,816.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 

C 

Inocuidad 

Agroalimentaria, 

Acuícola y Pesquera 

5,736,779.00 907,500.00 0.00 907,500.00 4,589,423.00 0.00 0.00 0.00 1,147,356.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 

Nota: Incluye los montos para Gastos de Operación en el componente de Campañas Fitozoosanitarias 
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Apéndice III 

Baja California 

Cuadro de Montos y Metas 2022 

Concentrado Presupuestal 

Componentes-Subcomponentes 
Total por Subcomponente Metas Físicas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

I. Componente Vigilancia Epidemiológica de Plagas y Enfermedades Fitozoosanitarias.  

Subcomponente:  

a) Vigilancia epidemiológica de riesgos 

fitosanitarios 
2,487,794.00 0.00 2,487,794.00 Proyecto 1 

b) Vigilancia epidemiológica de riesgos 

zoosanitarios 
945,442.00 300,000.00 1,245,442.00 Proyecto 2 

II. Componente Campañas Fitozoosanitarias  

Subcomponente:  

a) Servicio fitosanitario en apoyo a la Producción 

para el Bienestar y prevención, control o 

erradicación de plagas fitosanitarias 

13,684,078.00 2,700,000.00 16,384,078.00 Proyecto 9 

b) Prevención y control de enfermedades en 

organismos acuícolas 
2,085,000.00 650,000.00 2,735,000.00 Proyecto 3 

c) Control o erradicación de plagas y 

enfermedades zoosanitarias reglamentadas 
5,310,000.00 2,377,500.00 7,687,500.00 Proyecto 4 

III. Componente Inocuidad Agroalimentaria, Acuícola y Pesquera  

Subcomponente:  

a) Sistemas de Reducción de Riesgos de 

Contaminación y Buenas Prácticas en la 

producción agrícola, pecuaria, acuícola y 

pesquera, y procesamiento primario de 

productos acuícolas y pesqueros 

5,736,779.00 907,500.00 6,644,279.00 Proyecto 3 

Subtotal /1 30,249,093.00 6,935,000.00 37,184,093.00 Proyectos 22 

Gastos de Operación (hasta el 4.0%) /2  1,172,007.00 365,000.00 1,537,007.00     

TOTAL 31,421,100.00 7,300,000.00 38,721,100.00     

/1.- Las metas programáticas y la distribución presupuestal de cada componente, se establecerá en los Programas de Trabajo que 

contienen los proyectos autorizados por las Direcciones Generales del SENASICA; los que serán indicativos, por lo que en caso de 

realizarse modificaciones se hará mediante la autorización de la adecuación al Programa de Trabajo por parte de la Unidad Responsable 

correspondiente, en que deberá expresar las causas que justifiquen tales modificaciones; sin perjuicio, del cumplimiento de las 

disposiciones jurídicas y presupuestales aplicables. 

/2.- Los Gastos de Operación serán ejecutados como se establece en los “Lineamientos para el Ejercicio de los Gastos de Operación 

de los Programas de “AGRICULTURA” para el ejercicio 2022, emitidos por la Unidad de Administración y Finanzas del Ramo, el 21 

de febrero de 2022. 

 

Vigilancia epidemiológica de riesgos 

fitosanitarios  

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Vigilancia Epidemiológica Fitosanitaria 2,487,794.00 0.00 2,487,794.00 Proyecto 1 

TOTAL 2,487,794.00 0.00 2,487,794.00 Proyectos 1 

      

Vigilancia epidemiológica de riesgos 

zoosanitarios 

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Vigilancia Epidemiológica de las 

Enfermedades o Plagas en Animales Terrestres 
630,723.00 300,000.00 930,723.00 Proyecto 1 

2022 Vigilancia Epidemiológica de las 

Enfermedades o Plagas en Organismos 

Acuáticos 

314,719.00 0.00 314,719.00 Proyecto 1 

TOTAL 945,442.00 300,000.00 1,245,442.00 Proyectos 2 
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Servicio fitosanitario en apoyo a la 

Producción para el Bienestar y prevención, 

control o erradicación de plagas 

fitosanitarias 

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Servicio Fitosanitario 9,935,970.00 0.00 9,935,970.00 Proyecto 1 

2022 Manejo Fitosanitario en apoyo a la 

Producción para el Bienestar (Maíz)
 205,500.00 0.00 205,500.00 Proyecto 1 

2022 Manejo Fitosanitario en apoyo a la 

Producción para el Bienestar (Trigo panificable) 
587,946.00 100,000.00 687,946.00 Proyecto 1 

2022 Campañas de Protección Fitosanitaria 

(Piojo Harinoso de la Vid) 
612,800.00 0.00 612,800.00 Proyecto 1 

2022 Campañas de Protección Fitosanitaria 

(Plagas de los Cítricos) 
623,882.00 400,000.00 1,023,882.00 Proyecto 1 

2022 Campañas de Protección Fitosanitaria 

(Moscas de la Fruta) 
507,613.00 650,000.00 1,157,613.00 Proyecto 1 

2022 Campañas de Protección Fitosanitaria 

(Plagas reglamentadas del Algodonero) 
510,367.00 0.00 510,367.00 Proyecto 1 

2022 Campañas de Protección Fitosanitaria 

(Manejo Fitosanitario de la Vid) 
0.00 1,250,000.00 1,250,000.00 Proyecto 1 

2022 Operación de Puntos de Verificación 

Interna en Materia Fitosanitaria 
700,000.00 300,000.00 1,000,000.00 Proyecto 1 

TOTAL 13,684,078.00 2,700,000.00 16,384,078.00 Proyectos 9 

 

Prevención y control de enfermedades en 

organismos acuícolas 

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Crustáceos 363,479.00 150,000.00 513,479.00 Proyecto 1 

2022 Moluscos 1,133,439.00 300,000.00 1,433,439.00 Proyecto 1 

2022 Peces y anfibios 588,082.00 200,000.00 788,082.00 Proyecto 1 

TOTAL 2,085,000.00 650,000.00 2,735,000.00 Proyectos 3 

      

Control o erradicación de plagas y 

enfermedades zoosanitarias reglamentadas 

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Campaña Nacional contra la Brucelosis en 

los Animales 
725,000.00 500,000.00 1,225,000.00 Proyecto 1 

2022 Campaña Nacional contra la Tuberculosis 

Bovina (Mycobacterium bovis) 
3,550,000.00 1,000,000.00 4,550,000.00 Proyecto 1 

2022 Campaña Nacional contra la Varroasis de 

las Abejas 
0.00 380,000.00 380,000.00 Proyecto 1 

2022 Operación de Puntos de Verificación 

Interna en Materia Zoosanitaria 
1,035,000.00 497,500.00 1,532,500.00 Proyecto 1 

TOTAL 5,310,000.00 2,377,500.00 7,687,500.00 Proyectos 4 

      

Sistemas de Reducción de Riesgos de 

Contaminación y Buenas Prácticas en la 

producción agrícola, pecuaria, acuícola y 

pesquera, y procesamiento primario de 

productos acuícolas y pesqueros 

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Inocuidad Agrícola 3,000,000.00 400,000.00 3,400,000.00 Proyecto 1 

2022 Inocuidad Pecuaria 1,350,000.00 350,000.00 1,700,000.00 Proyecto 1 

2022 Inocuidad Acuícola y Pesquera 1,386,779.00 157,500.00 1,544,279.00 Proyecto 1 

TOTAL 5,736,779.00 907,500.00 6,644,279.00 Proyectos 3 

 

Por Agricultura: el Director en Jefe del SENASICA, Francisco Javier Trujillo Arriaga.- Rúbrica.- El Titular 
de la Oficina de Representación de Agricultura en el Estado de Baja California, Juan Manuel Martínez 
Núñez.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado de Baja California: el Secretario del Campo y la Seguridad 
Alimentaria, Juan Meléndrez Espinoza.- Rúbrica.- El Secretario de Hacienda, Marco Antonio Moreno 
Mexía.- Rúbrica.- La Secretaria de Pesca y Acuacultura, Alma Rosa García Juárez.- Rúbrica. 
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ANEXO Técnico de Ejecución para la operación de los componentes de vigilancia epidemiológica de plagas y 
enfermedades fitozoosanitarias, campañas fitozoosanitarias e inocuidad agroalimentaria, acuícola y pesquera, del 
Programa de Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural para el 
ejercicio presupuestal 2022, que celebran la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural y el Estado de Zacatecas. 

 

ANEXO TÉCNICO DE EJECUCIÓN PARA LA OPERACIÓN DE LOS COMPONENTES DE VIGILANCIA 

EPIDEMIOLÓGICA DE PLAGAS Y ENFERMEDADES FITOZOOSANITARIAS, CAMPAÑAS FITOZOOSANITARIAS E 

INOCUIDAD AGROALIMENTARIA, ACUÍCOLA Y PESQUERA, DEL PROGRAMA DE SANIDAD E INOCUIDAD 

AGROALIMENTARIA DE LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL PARA  EL EJERCICIO 

PRESUPUESTAL 2022 EN EL ESTADO DE ZACATECAS 

ANEXO TÉCNICO DE EJECUCIÓN PARA LA OPERACIÓN DE LOS COMPONENTES DE VIGILANCIA 

EPIDEMIOLÓGICA DE PLAGAS Y ENFERMEDADES FITOZOOSANITARIAS, CAMPAÑAS FITOZOOSANITARIAS E 

INOCUIDAD AGROALIMENTARIA, ACUÍCOLA Y PESQUERA, DEL PROGRAMA DE SANIDAD E INOCUIDAD 

AGROALIMENTARIA DE LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL PARA EL EJERCICIO 

PRESUPUESTAL 2022, EN EL ESTADO DE ZACATECAS QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL PODER EJECUTIVO 

FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL, EN LO 

SUBSECUENTE “AGRICULTURA”, REPRESENTADA EN ESTE ACTO POR EL DR. FRANCISCO JAVIER TRUJILLO 

ARRIAGA, DIRECTOR EN JEFE DEL SERVICIO NACIONAL DE SANIDAD, INOCUIDAD Y CALIDAD 

AGROALIMENTARIA Y EL ING. JOSÉ MARÍA LLAMAS CABALLERO, EN SU CARÁCTER DE ENCARGADO DEL 

DESPACHO DE LA OFICINA DE REPRESENTACIÓN DE “AGRICULTURA” EN EL ESTADO DE ZACATECAS EN 

ADELANTE REFERIDOS RESPECTIVAMENTE COMO EL “SENASICA” Y LA “REPRESENTACIÓN”; Y POR LA OTRA 

PARTE, EL PODER EJECUTIVO DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE ZACATECAS, EN ADELANTE EL “GOBIERNO DEL 

ESTADO”, REPRESENTADO POR EL LIC. JESÚS PADILLA ESTRADA, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO  DEL 

CAMPO, A QUIENES DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ COMO LAS “PARTES”, CON EL OBJETO DE 

ESTABLECER LAS ESTRATEGIAS Y ACCIONES PARA LA OPERACIÓN DEL PROGRAMA ANTES SEÑALADO, AL 

TENOR DE LOS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

Que el 07 de Febrero de 2022, las “PARTES” celebraron un Convenio de Coordinación del Programa de 

Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria 2022-2024, en lo sucesivo identificado como el “CONVENIO DE 

COORDINACIÓN”, cuyo objeto es establecer las bases que permitan potenciar el impacto de los recursos, 

fortalecer la cobertura de las acciones, explotar la complementariedad, así como reducir gastos 

administrativos relacionados con el Programa en el Estado de Zacatecas, contribuyendo a mantener y mejorar 

el patrimonio fitozoosanitario y de inocuidad agroalimentaria, acuícola y pesquera en las zonas o regiones que 

corresponden a dicho Estado; lo anterior, a través de proyectos, estrategias y acciones conjuntas de 

conformidad con el Programa de Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria de la Secretaria de Agricultura y 

Desarrollo Rural durante los ejercicios del 2022 al 2024. 

I. Que en la Cláusula Tercera del “CONVENIO DE COORDINACIÓN” las “PARTES” acordaron que, 

con el fin de establecer las bases de asignación y ejercicio de los apoyos previstos en el Decreto de 

Presupuesto de Egresos de la Federación, para el Estado de Zacatecas, podrán realizar una 

aportación conjunta, lo que se establecerá en los Anexos Técnicos de Ejecución que consideren 

necesario suscribir para cada ejercicio fiscal. 

 Asimismo, en dicha Cláusula se precisó que la aportación federal se encontrará sujeta a la 

suficiencia presupuestal establecida en el “DPEF” del ejercicio presupuestal correspondiente, por lo 

que para el presente año fiscal dichos recursos se encuentran señalados en el Anexo 11.1 del 

Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2022, publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 29 de noviembre de 2021, en lo sucesivo el “DPEF” y la aportación 

del “GOBIERNO DEL ESTADO” dependerá de la suficiencia presupuestal prevista en el Decreto de 

Presupuesto de Egresos del Estado del Ejercicio Fiscal que corresponda. 
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II. Que las “PARTES” se comprometieron en la Cláusula Cuarta del “CONVENIO DE 

COORDINACIÓN”, a formalizar Anexos Técnicos de Ejecución de acuerdo a la distribución de los 

recursos concurrentes que se establezcan en el “DPEF” para el Estado de Zacatecas. 

 En los Anexos Técnicos de Ejecución que suscriban “AGRICULTURA” y el “GOBIERNO DEL 

ESTADO” deberán señalarse: 

a. Los montos de los recursos públicos que se comprometen a aportar; 

b. La calendarización de entrega de los recursos públicos acordados; 

c. Los objetivos y metas que se pretenden alcanzar mediante la aplicación de los recursos públicos 

convenidos; y 

d. Los instrumentos y mecanismos de control operativo y financiero que permitan el eficaz 

cumplimiento de las actividades convenidas. 

 Para la aplicación y ejecución de los recursos presupuestales materia de los Anexos Técnicos de 

Ejecución, las “PARTES” convinieron en aplicar la mecánica operativa descrita en las Reglas  de 

Operación de los Programas de la “AGRICULTURA” vigentes en el ejercicio fiscal de que se trate, así 

como la normatividad aplicable que para tal efecto ésta emita. 

 En ese sentido, es que se indica que el marco normativo vigente para el ejercicio 2022 es el 

siguiente: 

1. El Acuerdo por el que se dan a conocer las Disposiciones Generales aplicables a las Reglas de 

Operación de los Programas de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural vigente para el 

ejercicio 2022, en adelante el “ACUERDO DE DISPOSICIONES GENERALES”, publicado en  el 

Diario Oficial de la Federación el 28 de diciembre de 2021. 

2. El Acuerdo por el que se dan a conocer las Reglas de Operación del Programa Sanidad e 

Inocuidad Agroalimentaria de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, para el ejercicio 

2022, en lo sucesivo las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA”, publicado en el Diario Oficial de 

la Federación el 23 de diciembre de 2021. 

III. Que en apego a lo establecido en el artículo 31 del “DPEF”, la “AGRICULTURA” destina recursos 

orientados a incrementar la producción, la productividad y la competitividad agroalimentaria y 

pesquera del país, a la generación del empleo rural y para las actividades pesqueras y acuícolas, a 

promover en la población campesina y de la pesca el bienestar, así como su incorporación al 

desarrollo nacional, dando prioridad a las zonas de alta y muy alta marginación y a poblaciones 

indígenas. 

 Asimismo, se procurará fomentar el abasto de alimentos y productos básicos y estratégicos a la 

población, promoviendo su acceso a los grupos sociales menos favorecidos y dando prioridad  a la 

producción nacional, a que se refiere el artículo 178 de la Ley de Desarrollo Rural Sustentable. 

IV. Que en el presente Anexo Técnico de Ejecución se formalizará entre “AGRICULTURA” y el 

“GOBIERNO DEL ESTADO” la distribución de recursos de los Componentes de Vigilancia 

Epidemiológica de Plagas y Enfermedades Fitozoosanitarias, Campañas Fitozoosanitarias e 

Inocuidad Agroalimentaria, Acuícola y Pesquera del Programa de Sanidad e Inocuidad 

Agroalimentaria de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural para el ejercicio 2022 de 

conformidad con lo establecido en el “Anexo 11.1 Distribución de Recursos por Entidad Federativa” 

del “DPEF”. 

V. Que en las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA”, se establecen los Componentes de Vigilancia 

Epidemiológica de Plagas y Enfermedades Fitozoosanitarias, Campañas Fitozoosanitarias e 

Inocuidad Agroalimentaria, Acuícola y Pesquera del Programa de Sanidad e Inocuidad 

Agroalimentaria de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural para el ejercicio 2022, en lo 

subsecuente referidos respectivamente como los “COMPONENTES” y el “PROGRAMA”, así como 

los subcomponentes, requisitos y procedimientos para acceder a estos, así como su mecánica 

operativa. 
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VI. Que conforme a la Cláusula Decimoprimera del “CONVENIO DE COORDINACIÓN”, cada una de las 

“PARTES” designó un representante para la suscripción de los Anexos Técnicos de Ejecución. 

 “AGRICULTURA” designó como su Representante en el Estado de Zacatecas, al Encargado del 

Despacho de la Oficina de Representación de “AGRICULTURA”, quien a la presente fecha se 

encuentra a cargo del ING. JOSÉ MARÍA LLAMAS CABALLERO; 

 Por su parte el “GOBIERNO DEL ESTADO”, designó como su representante al Secretario del 

Campo, cargo que a la presente ostenta el LIC. JESÚS PADILLA ESTRADA. 

DECLARACIONES 

I. DE “AGRICULTURA”: 

I. 1. Que el DR. FRANCISCO JAVIER TRUJILLO ARRIAGA, Director en Jefe del Servicio Nacional 

de Sanidad, Inocuidad y Calidad Agroalimentaria, en adelante el “SENASICA”, cuenta con 

facultades para suscribir el presente Anexo Técnico de Ejecución, conforme a los artículos 2 

Apartado B fracción V, 52 y 53 del Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y 

Desarrollo Rural, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 3 de mayo de 2021 ; 1, 5, 6 

y 11 del Reglamento Interior del “SENASICA” y 11 fracción I de las “REGLAS DE OPERACIÓN 

DEL PSIA”. 

I. 2. Que a través de los Oficios No. B00.00.05.-0226-2022; B00.00.05.-0257-2022 y B00.00.05.-

0283-2022 de fecha 31 de enero de 2022, la Unidad Responsable ha designado como 

Instancias Ejecutoras al COMITÉ ESTATAL DE SANIDAD VEGETAL DE ZACATECAS, al 

COMITÉ ESTATAL PARA EL FOMENTO Y PROTECCIÓN PECUARIA DE ZACATECAS, S.C. 

y al COMITÉ DE SANIDAD ACUÍCOLA DEL ESTADO DE ZACATECAS. A.C. en lo 

subsecuentes “INSTANCIAS EJECUTORAS”, de conformidad con lo previsto en el artículo 6, 

Fracción VI, de las “Reglas de Operación del PSIA” y artículo 5, fracción I, inciso d) del 

“ACUERDO DE DISPOSICIONES GENERALES”. 

I. 3. El “SENASICA” señala como domicilio para los efectos legales del presente Anexo Técnico de 

Ejecución, el ubicado en Avenida Insurgentes Sur, número 489, Piso 1, Colonia Hipódromo, 

Alcaldía Cuauhtémoc, Código Postal 06100, Ciudad de México. 

I. 4. El ING. JOSÉ MARÍA LLAMAS CABALLERO, en su carácter de Encargado del Despacho de la 

Oficina de Representación de “AGRICULTURA” en el Estado de Zacatecas se encuentra 

facultado para suscribir el presente Anexo Técnico de Ejecución de conformidad con lo 

dispuesto en el artículo 2, inciso A) fracción XXXIV, 42, 43, 44 fracciones I, V y VII del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 3 de mayo del 2021 y artículo Único fracción I, inciso n) del Acuerdo 

por el que se adscriben orgánicamente las unidades administrativas a que se refiere el 

Reglamento Interior de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural, publicado en el Diario 

Oficial de la Federación el 26 de mayo de 2021, en concordancia con la Cláusula 

Decimoprimera del “CONVENIO DE COORDINACIÓN”. 

I. 5. Que señala como domicilio de la Oficina de Representación en el Estado de Zacatecas para 

los efectos legales del presente Anexo Técnico de Ejecución el ubicado en Avenida Secretaría 

de la Defensa Nacional Número 88, Colonia Centro, Código Postal 98600, Guadalupe, 

Zacatecas. 

II. DEL “GOBIERNO DEL ESTADO”: 

II. 1. Que el LIC. JESÚS PADILLA ESTRADA, en su carácter de Secretario del Campo, acredita su 

personalidad con el nombramiento otorgado por el C. Gobernador, contando con las facultades 

necesarias para suscribir el presente Anexo Técnico de Ejecución, de conformidad con lo 

previsto en los artículos 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

Zacatecas; 4,12, y 21 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado  de 

Zacatecas; la Cláusula Decimoprimera del “CONVENIO DE COORDINACIÓN”. 
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II. 2. Señala como domicilio para los efectos legales del presente Anexo Técnico de Ejecución, el 

ubicado en Kilómetro 21.5 de la Carretera Panamericana tramo Zacatecas-Fresnillo, Morelos, 

Zacatecas. 

III. DE LAS “PARTES”: 

III.1 Que para el mejor resultado y óptimo beneficio en la aplicación de los recursos asignados al 

“PROGRAMA” en el marco del Programa Especial Concurrente para el Desarrollo Rural 

Sustentable señalados en el “DPEF”, las “PARTES” han determinado la implementación del 

presente instrumento para la asignación de responsabilidades y compromisos específicos. 

III.2 Los recursos federales y estatales acordados entre las “PARTES” en el presente Anexo 

Técnico de Ejecución, serán destinados exclusivamente al “PROGRAMA” y sus 

“COMPONENTES” de acuerdo a lo establecidos en las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL 

PSIA”. 

Para tal efecto, las “PARTES” acuerdan suscribir el presente instrumento conforme las siguientes: 

CLÁUSULAS 

OBJETO 

PRIMERA.- El objeto del presente instrumento es establecer las actividades planificadas de los proyectos 

o actividades a desarrollar de acuerdo a los conceptos autorizados mediante la aplicación de los recursos 

presupuestales establecidos para los “COMPONENTES” del “PROGRAMA” determinados en el “Anexo 11.1 

Distribución de Recursos por Entidad Federativa” del “DPEF” y en lo dispuesto en las “REGLAS DE 

OPERACIÓN DEL PSIA”. 

APORTACIÓN DE RECURSOS 

SEGUNDA.- Conforme las bases de asignación y ejercicio de los apoyos previstos en el “DPEF”, las 

“REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA” y en las demás disposiciones legales aplicables, “AGRICULTURA” y 

el “GOBIERNO DEL ESTADO” acuerdan que para el ejercicio fiscal 2022, realizarán una aportación conjunta 

para la operación y ejecución de los “COMPONENTES” del “PROGRAMA”, por un monto de hasta 

$51,028,000.00 (Cincuenta y un millones veintiocho mil Pesos 00/100 M.N.), integrados en la forma siguiente: 

1. Hasta la cantidad de $45,628,000.00 (Cuarenta y cinco millones seiscientos veintiocho mil Pesos 

00/100 M.N.); correspondientes a la aportación federal a cargo de “AGRICULTURA”, con base en la 

suficiencia presupuestal prevista en el “DPEF”; y 

2. Hasta la cantidad de $5,400,000.00 (Cinco millones cuatrocientos mil Pesos 00/100 M.N.), 

correspondientes a la aportación estatal a cargo del “GOBIERNO DEL ESTADO” con base en la 

suficiencia presupuestal prevista en el Decreto de Presupuesto de Egresos del Estado de Zacatecas, 

publicado en el Periódico Oficial del Gobierno de Zacatecas el día 29 de diciembre de 2021. 

Los recursos señalados en el punto número 1 de la presente Cláusula, se radicarán vía electrónica o 

mediante depósito bancario a las Cuentas Número aperturadas a nombre de las “INSTANCIAS 

EJECUTORAS” con Clabe Interbancaria e Institución Bancaria conforme a lo siguiente: 

a) Comité Estatal de Sanidad Vegetal de Zacatecas: Cuenta No. 0172964333, clabe Interbancaria 

012930001729643339, Banco BBVA BANCOMER; 

b) Comité Estatal para el Fomento y Protección Pecuaria de Zacatecas, S.C.: Cuenta No. 0191083937, 

clabe Interbancaria 012930001910839376, Banco BBVA Bancomer y; 

c) Comité de Sanidad Acuícola del Estado de Zacatecas. A.C.: Cuenta No. 1064017681, clabe 

Interbancaria 072930010640176819, Banco Mercantil Del Norte S.A. 

La aportación, distribución y ministración de los recursos acordados, se llevará a cabo de conformidad con 

la programación referida en los Apéndices I y II, denominados respectivamente “Recursos Convenidos 

Federación - Estado 2022” y “Calendario de Ejecución 2022”, los cuales forman parte integral del presente 

instrumento. 
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Dado que los recursos federales deben ser transferidos a la entidad federativa, el “GOBIERNO DEL 

ESTADO” manifiesta desde este momento su conformidad para que los recursos que le sean transferidos por 

“AGRICULTURA”, materia del presente instrumento, sean depositados a las Instancias Ejecutoras autorizadas 

por el “SENASICA”, y a quienes el “GOBIERNO DEL ESTADO” en este acto y en términos de las “REGLAS 

DE OPERACIÓN DEL PSIA”, designa para recibir los recursos a dichas Instancias Ejecutoras, quienes 

deberán ejercerlos en términos de lo establecido en el “CONVENIO DE COORDINACIÓN” y en las “REGLAS 

DE OPERACIÓN DEL PSIA” y el “ACUERDO DE DISPOSICIONES GENERALES”. 

Cuando el “SENASICA” a través de la Unidad Responsable determine de conformidad con sus 

atribuciones la ocurrencia de alguna emergencia, contingencia o riesgo fitozoosanitario en el Estado de 

Zacatecas, podrá reorientar los recursos disponibles correspondientes a la aportación federal en la Instancia 

Ejecutora para su atención, para lo cual esta última elaborará un ajuste al Programa de Trabajo para dicho fin. 

De conformidad con lo establecido en artículo 18 del “ACUERDO DE DISPOSICIONES GENERALES”, 

para la ejecución de los Programas sujetos a las Reglas de Operación, los gastos indirectos deberán ser 

asignados en una proposición respecto al gasto total de cada programa, considerando un porcentaje de hasta 

el 4% (cuatro por ciento) previa autorización de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, como se 

encuentra previsto en los diversos Acuerdos de Reglas de Operación y de acuerdo a la distribución señalada 

en los Lineamientos de Gastos de Operación 2022 emitidos por la Titular de la Unidad de Administración y 

Finanzas. 

En ese sentido el “SENASICA” determina que la ejecución de los gastos de operación se hará de 

conformidad con lo dispuesto en el “ACUERDO DE DISPOSICIONES GENERALES” y los Lineamientos para 

el Ejercicio de los Gastos de Operación de los Programas de la Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural 

emitidos por la Titular de la Unidad de Administración y Finanzas de esta Dependencia del Ejecutivo Federal, 

para el presente ejercicio. 

Debido a que los recursos se entregarán de manera directa a las Instancias Ejecutoras, en cumplimiento a 

lo manifestado por el Estado de Zacatecas en el presente anexo, las referencias, facultades y obligaciones 

que el “CONVENIO DE COORDINACIÓN” y las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA” hagan al FOFAE, se 

entenderán hechas a la Instancia Ejecutora respectiva, en lo aplicable, lo que deberá señalarse en el 

instrumento jurídico correspondiente. 

De igual modo los Gastos de Operación del “PROGRAMA” serán ejercidos atendiendo en todo momento 

lo establecido en las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA” y el “ACUERDO DE DISPOSICIONES 

GENERALES” y los Lineamientos para el Ejercicio de los Gastos de Operación de los Programas de la 

Secretaría de Agricultura y Desarrollo Rural emitidos por la Titular de la Unidad de Administración y Finanzas 

de esta Dependencia del Ejecutivo Federal que correspondan al presente ejercicio. 

PROGRAMA DE SANIDAD E INOCUIDAD AGROALIMENTARIA 

TERCERA.- Para la consecución de los objetivos específicos del “PROGRAMA”, previstos en el artículo 4 

de las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA”, los recursos señalados en la Cláusula Segunda del presente 

instrumento serán destinados a su ejecución y operación en el Estado de Zacatecas, a través de los 

componentes: 

I. Vigilancia Epidemiológica de Plagas y Enfermedades Fitozoosanitarias; 

II. Campañas Fitozoosanitarias, e 

III. Inocuidad Agroalimentaria, Acuícola y Pesquera. 

Las metas y los objetivos, así como las actividades y plazos correspondientes de cada proyecto se 

determinarán a través de los Programas de Trabajo, los que serán autorizados por el “SENASICA”, por 

conducto de sus Direcciones Generales competentes, en su respectivo carácter de Unidad Responsable de 

los “COMPONENTES” del “PROGRAMA”, de conformidad con el artículo 7 de las “REGLAS DE OPERACIÓN 

DEL PSIA”. 



 DIARIO OFICIAL Viernes 20 de mayo de 2022 

Los Programas de Trabajo en cita, serán considerados instrumentos vinculantes para quienes los 

suscriben, los cuales estarán vigentes de 01 de enero del 2022 al 31 de diciembre de 2022 y deberán 

considerar: a) El riesgo ante el desarrollo de un brote de plaga y/o enfermedad reglamentada; b) Que sea 

estratégico y/o prioritario para coadyuvar al fortalecimiento de la Autosuficiencia Alimentaria; c) La inclusión de 

pequeñas unidades de producción y pequeños productores; d) Las características de las diferentes regiones 

socioeconómicas del país, y e) El área de enfoque para la conservación o mejora de la situación sanitaria y de 

inocuidad en cada entidad, zona o región. 

La distribución de los recursos señalados en la Cláusula Segunda del presente instrumento, se llevará a 

cabo de conformidad con la programación a que se refiere el Apéndice III “Cuadro de Montos y Metas 2022”. 

OBLIGACIONES Y ATRIBUCIONES 

CUARTA- Las “PARTES” en la consecución del presente instrumento tendrán las obligaciones y 

atribuciones establecidas en las “REGLAS DE OPERACIÓN DEL PSIA”, el “ACUERDO DE DISPOSICIONES 

GENERALES”, el “CONVENIO DE COORDINACIÓN” y la legislación presupuestaria federal aplicable. 

DISPOSICIONES GENERALES 

QUINTA.- En todo lo relativo a las auditorías, control y seguimiento, suspensión de recursos, difusión y 

transparencia, evaluación y solución de controversias, y demás disposiciones aplicables previstas en el 

“CONVENIO DE COORDINACIÓN”, las “PARTES” acuerdan sujetarse a los términos establecidos en dicho 

instrumento y de manera particular a la legislación presupuestaria y de fiscalización federal aplicable. 

DE LAS MODIFICACIONES. 

SEXTA.- Las situaciones no previstas en el presente Anexo Técnico de Ejecución y, en su caso, las 

modificaciones o adiciones que se realicen, serán pactadas de común acuerdo entre las “PARTES” y se harán 

constar por escrito mediante Convenio Modificatorio que al efecto se celebre, entre los representantes 

reconocidos de las “PARTES”, el cual surtirá sus efectos a partir del momento de su suscripción. 

DEL CIERRE OPERATIVO DEL EJERCICIO Y CIERRE FINIQUITO. 

SÉPTIMA. -Para la administración y ejercicio de los recursos presupuestales señalados en la Cláusula 

Segunda de este instrumento jurídico, las “PARTES” a través de las Instancias Ejecutoras, se comprometen a 

contar con la(s) cuenta(s) o subcuenta(s) específica(s) y exclusiva(s), en la que se identifiquen los 

movimientos realizados, los que se deberán sujetar a lo establecido en este instrumento jurídico. 

Para la debida ejecución del objeto materia del presente Anexo Técnico de Ejecución, las “PARTES” se 

comprometen a ejercer los recursos señalados en la Cláusula Segunda de este instrumento jurídico, a través 

de las Instancias Ejecutoras para los fines autorizados, así como aplicar y vigilar la programación, ejecución y 

desarrollo de las actividades que permitan el logro de las metas establecidas en los Apéndices de este 

instrumento. 

En cumplimiento a la legislación federal, las “PARTES” a través de las Instancias Ejecutoras deberá 

integrar los soportes e informe de la cuenta pública de los “COMPONENTES” del “PROGRAMA”, con la 

relación definitiva de beneficiarios al 31 de diciembre del 2022, en la que se especificarán los recursos 

entregados, devengados y los no devengados enterados a la Tesorería de la Federación, en lo sucesivo 

“TESOFE”. Esta relación no podrá ser modificada, por lo que en el caso de que existan desistimientos, 

economías o recursos no aplicados por los beneficiarios, éstos deberán reintegrarse en términos de las 

disposiciones jurídicas y presupuestales aplicables. 

El Cierre Operativo del Programa de Trabajo deberá formularse al 31 de diciembre de 2022, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 54 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria 

y 175 y 176 de su Reglamento, su entrega al “SENASICA” deberá efectuarse a más tardar el 31 de enero del 

2023, deberá suscribirse entre la “REPRESENTACIÓN” y el “GOBIERNO DEL ESTADO”, en el que 

establezcan: 
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1. Los recursos pagados, devengados o reintegrados, con las relaciones de beneficiarios; 

2. Los montos de los recursos federales recibidos, aplicados y devueltos, en su caso, a la “TESOFE”; 

3. Comprobante de la(s) cuenta(s) bancaria(s) específica(s) o subcuenta(s) específica(s) utilizada(s) 

para la administración de los recursos del “PROGRAMA”, y 

4. En un capítulo separado, los intereses generados, aplicados y enterados, en su caso, a la “TESOFE”, 

las acciones desarrolladas con estos recursos o las metas adicionales alcanzadas con los mismos. 

Asimismo, de manera complementaria las “PARTES” deberán suscribir el Cierre Finiquito correspondiente 

a más tardar el primer trimestre del 2023, en el que deberá precisarse la actualización de los puntos referidos 

con antelación y cualquier otro dato de relevancia que haya sido ejecutado posteriormente a la suscripción del 

Cierre Operativo. 

DE LA VIGENCIA. 

OCTAVA- El presente instrumento entrará en vigor el día de su firma y su vigencia presupuestal y 

cumplimiento de acciones, será hasta el 31 de diciembre de 2022, en términos de lo establecido en los 

artículos 54 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 175 y 176 de su Reglamento y 

demás disposiciones de la materia, así como del “CONVENIO DE COORDINACIÓN”. 

Leído que fue y enteradas del alcance y contenido legal del presente Anexo Técnico de Ejecución, las 

partes lo firman en cinco tantos originales, en la ciudad de Zacatecas, Zacatecas, a los 22 días del mes de 

febrero de 2022.- Por Agricultura: el Director en Jefe del SENASICA, Dr. Francisco Javier Trujillo Arriaga.- 

Rúbrica.- El Encargado del Despacho de la Oficina de Representación de Agricultura en el Estado de 

Zacatecas, Ing. José María Llamas Caballero.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado de Zacatecas:  el 

Secretario del Campo, Lic. Jesús Padilla Estrada.- Rúbrica. 

 

Apéndice I 

Zacatecas 

Recursos Convenidos Federación - Estado 2022 

(Aportaciones en Pesos) 

DPEF 2022 De AGRICULTURA 
Del Gobierno del 

Estado 
Gran Total 

No. 
Total Programas y 

Componentes 
45,628,000.00 5,400,000.00 51,028,000.00

De conformidad con lo que establece la fracción IV del artículo 6 del DPEF 2022. 

En Anexo Técnico de Ejecución para el Programa de Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria 

IV 
Programa de Sanidad e 

Inocuidad Agroalimentaria 
De AGRICULTURA 

Del Gobierno del 

Estado 
Gran Total 

A 

Vigilancia Epidemiológica de 

Plagas y Enfermedades 

Fitozoosanitarias 

4,830,901.00 0.00 4,830,901.00

B Campañas Fitozoosanitarias 35,161,029.00 4,551,250.00 39,712,279.00

C 
Inocuidad Agroalimentaria, 

Acuícola y Pesquera 
5,636,070.00 848,750.00 6,484,820.00

Nota: Incluye los montos para Gastos de Operación. 
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Apéndice II 

Zacatecas 

Calendario de Ejecución 2022 

(Aportaciones en Pesos) 

DPEF 2022 Total Marzo Abril Mayo Junio Julio Agosto Septiembre 

No. 
Total Programas y 

Componentes 

Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal Federal Estatal 

45,628,000.00 5,400,000.00 0.00 4,216,675.00 35,140,861.00 1,183,325.00 1,701,924.00 0.00 8,785,215.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 

En conformidad con lo que establece la fracción IV del artículo 6 del DPEF 2022. 

En Anexo Técnico de Ejecución para el Programa de Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria 

IV Programa de Sanidad e Inocuidad Agroalimentaria 

A 

Vigilancia 

Epidemiológica de 

Plagas y 

Enfermedades 

Fitozoosanitarias 

4,830,901.00 0.00 0.00 0.00 3,864,721.00 0.00 0.00 0.00 966,180.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 

B 
Campañas 

Fitozoosanitarias 
35,161,029.00 4,551,250.00 0.00 3,367,925.00 26,767,284.00 1,183,325.00 1,701,924.00 0.00 6,691,821.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 

C 

Inocuidad 

Agroalimentaria, 

Acuícola y Pesquera 

5,636,070.00 848,750.00 0.00 848,750.00 4,508,856.00 0.00 0.00 0.00 1,127,214.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 0.00 

Nota: Incluye los montos para Gastos de Operación en el componente de Campañas Fitozoosanitarias 
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Apéndice III 

Zacatecas 

Cuadro de Montos y Metas 2022 

Concentrado Presupuestal 

Componentes-Subcomponentes 
Total por Subcomponente Metas Físicas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

I. Componente Vigilancia Epidemiológica de Plagas y Enfermedades Fitozoosanitarias.  

Subcomponente:  

a) Vigilancia epidemiológica de riesgos 
fitosanitarios  

3,050,901.00 0.00 3,050,901.00 Proyecto 1 

b) Vigilancia epidemiológica de riesgos 
zoosanitarios  

1,780,000.00 0.00 1,780,000.00 Proyecto 1 

II. Componente Campañas Fitozoosanitarias  

Subcomponente:  

a) Servicio fitosanitario en apoyo a la 
Producción para el Bienestar y 
prevención, control o erradicación de 
plagas fitosanitarias 

15,550,066.00 2,037,000.00 17,587,066.00 Proyecto 10 

b) Prevención y control de 
enfermedades en organismos acuícolas 

1,835,000.00 509,250.00 2,344,250.00 Proyecto 1 

c) Control o erradicación de plagas y 
enfermedades zoosanitarias 
reglamentadas 

16,074,039.00 1,843,000.00 17,917,039.00 Proyecto 6 

III. Componente Inocuidad Agroalimentaria, Acuícola y Pesquera  

Subcomponente:  

a) Sistemas de Reducción de Riesgos 
de Contaminación y Buenas Prácticas 
en la producción agrícola, pecuaria, 
acuícola y pesquera, y procesamiento 
primario de productos acuícolas y 
pesqueros 

5,636,070.00 848,750.00 6,484,820.00 Proyecto 3 

Subtotal /1 43,926,076.00 5,238,000.00 49,164,076.00 Proyectos 22 

Gastos de Operación (hasta el 4.0%) 
/2  

1,701,924.00 162,000.00 1,863,924.00     

TOTAL 45,628,000.00 5,400,000.00 51,028,000.00     

/1.- Las metas programáticas y la distribución presupuestal de cada componente, se establecerá en los Programas de Trabajo que 
contienen los proyectos autorizados por las Direcciones Generales del SENASICA; los que serán indicativos, por lo que en caso de 
realizarse modificaciones se hará mediante la autorización de la adecuación al Programa de Trabajo por parte de la Unidad Responsable 
correspondiente, en que deberá expresar las causas que justifiquen tales modificaciones; sin perjuicio, del cumplimiento de las 
disposiciones jurídicas y presupuestales aplicables. 

/2.- Los Gastos de Operación serán ejecutados como se establece en los “Lineamientos para el Ejercicio de los Gastos de Operación 
de los Programas de “AGRICULTURA” para el ejercicio 2022, emitidos por la Unidad de Administración y Finanzas del Ramo, el 21 
de febrero de 2022. 

 

Vigilancia epidemiológica de riesgos 
fitosanitarios 

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Vigilancia Epidemiológica 
Fitosanitaria 

3,050,901.00 0.00 3,050,901.00 Proyecto 1 

TOTAL 3,050,901.00 0.00 3,050,901.00 0.00 1 

      

Vigilancia epidemiológica de riesgos 
zoosanitarios 

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Vigilancia Epidemiológica de las 
Enfermedades o Plagas en Animales 
Terrestres 

1,780,000.00 0.00 1,780,000.00 Proyecto 1 

TOTAL 1,780,000.00 0.00 1,780,000.00 Proyectos 1 

      

Servicio fitosanitario en apoyo a la 
Producción para el Bienestar y 
prevención, control o erradicación 
de plagas fitosanitarias 

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Servicio Fitosanitario 10,624,997.00 0.00 10,624,997.00 Proyecto 1 

2022 Manejo Fitosanitario en apoyo a la 
Producción para el Bienestar (Maíz) 

810,500.00 0.00 810,500.00 Proyecto 1 
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2022 Manejo Fitosanitario en apoyo a la 
Producción para el Bienestar (Frijol) 

840,000.00 135,800.00 975,800.00 Proyecto 1 

2022 Manejo Fitosanitario en apoyo a la 
Producción para el Bienestar (Trigo 
panificable) 

115,748.00 0.00 115,748.00 Proyecto 1 

2022 Campañas de Protección 
Fitosanitaria (Plagas de los Cítricos) 

563,163.00 0.00 563,163.00 Proyecto 1 

2022 Campañas de Protección 
Fitosanitaria (Moscas de la Fruta) 

1,041,304.00 0.00 1,041,304.00 Proyecto 1 

2022 Campañas de Protección 
Fitosanitaria (Manejo Fitosanitario de 
Roedores) 

0.00 727,500.00 727,500.00 Proyecto 1 

2022 Campañas de Protección 
Fitosanitaria (Manejo Fitosanitario de 
Calabaza) 

0.00 727,500.00 727,500.00 Proyecto 1 

2022 Campañas de Protección 
Fitosanitaria (Manejo Fitosanitario de 
Durazno) 

0.00 446,200.00 446,200.00 Proyecto 1 

2022 Operación de Puntos de 
Verificación Interna en Materia 
Fitosanitaria 

1,554,354.00 0.00 1,554,354.00 Proyecto 1 

TOTAL 15,550,066.00 2,037,000.00 17,587,066.00 Proyectos 10 

 

Prevención y control de 
enfermedades en organismos 
acuícolas 

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Peces y anfibios 1,835,000.00 509,250.00 2,344,250.00 Proyecto 1 

TOTAL 1,835,000.00 509,250.00 2,344,250.00 Proyectos 1 

      

Control o erradicación de plagas y 
enfermedades zoosanitarias 
reglamentadas 

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Campaña Nacional contra la 
Brucelosis en los Animales 

3,299,039.00 0.00 3,299,039.00 Proyecto 1 

2022 Campaña Nacional contra la 
Tuberculosis Bovina (Mycobacterium 
bovis) 

8,510,000.00 0.00 8,510,000.00 Proyecto 1 

2022 Campaña Nacional contra la 
Varroasis de las Abejas 

310,000.00 0.00 310,000.00 Proyecto 1 

2022 Campaña Nacional para la 
prevención y control de la rabia en 
bovinos y especies ganaderas 

775,000.00 0.00 775,000.00 Proyecto 1 

2022 Operación de Puntos de 
Verificación Interna en Materia 
Zoosanitaria 

2,280,000.00 1,843,000.00 4,123,000.00 Proyecto 1 

2022 Programa de eliminación de 
animales positivos, reactores, 
expuestos y sospechosos 

900,000.00 0.00 900,000.00 Proyecto 1 

TOTAL 16,074,039.00 1,843,000.00 17,917,039.00 Proyectos 6 

      

Sistemas de Reducción de Riesgos 
de Contaminación y Buenas 
Prácticas en la producción agrícola, 
pecuaria, acuícola y pesquera, y 
procesamiento primario de 
productos acuícolas y pesqueros 

Montos presupuestales Metas 

Federal Estatal Total Medida Cantidad 

2022 Inocuidad Agrícola 3,352,998.00 388,000.00 3,740,998.00 Proyecto 1 

2022 Inocuidad Pecuaria 1,116,000.00 0.00 1,116,000.00 Proyecto 1 

2022 Inocuidad Acuícola y Pesquera 1,167,072.00 460,750.00 1,627,822.00 Proyecto 1 

TOTAL 5,636,070.00 848,750.00 6,484,820.00 Proyectos 3 

 

Por Agricultura: el Director en Jefe del SENASICA, Dr. Francisco Javier Trujillo Arriaga.- Rúbrica.-  El 
Encargado del Despacho de la Oficina de Representación de Agricultura en el Estado de Zacatecas, Ing. José 
María Llamas Caballero.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado de Zacatecas: el Secretario del Campo, Lic. 
Jesús Padilla Estrada.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE LA FUNCION PUBLICA 
CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, a la 
Fiscalía General de la República, a las empresas productivas del Estado y equivalentes de los gobiernos de las 
entidades federativas, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos regulados por la Ley de 
Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, con la empresa Bio Estrategias Ecológicas y 
Sustentables, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- FUNCIÓN PÚBLICA.- 
Secretaría de la Función Pública.- SALUD.- Secretaría de Salud.- Órgano Interno de Control en la Secretaría 
de Salud.- Área de Responsabilidades.- Expediente: SP-001/2022.- Oficio: OIC-AR-280-2022. 

CIRCULAR POR LA QUE SE COMUNICA A LAS DEPENDENCIAS Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN 

PÚBLICA FEDERAL, A LA FISCALÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA, A LAS EMPRESAS PRODUCTIVAS DEL ESTADO Y 

EQUIVALENTES DE LOS GOBIERNOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, QUE DEBERÁN ABSTENERSE DE 

ACEPTAR PROPUESTAS O CELEBRAR CONTRATOS REGULADOS POR LA LEY DE ADQUISICIONES, 

ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL SECTOR PÚBLICO, CON LA EMPRESA BIO ESTRATEGIAS ECOLÓGICAS Y 

SUSTENTABLES, S.A. DE C.V. 

Dependencias y entidades de la 

Administración Pública Federal, empresas 

productivas del Estado, Fiscalía General  de 

la República y equivalentes en los gobiernos 

de las Entidades Federativas. 

P r e s e n t e s. 

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 14, 16, 21, 22 y 134 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 1, 2, fracción I, 12, 14, 16 y 37, fracciones XII, XXI y XXIX de la Ley Orgánica de 

la Administración Pública Federal; 59, 60, fracción VI, 61 y 74 penúltimo párrafo de la Ley de Adquisiciones, 

Arrendamientos y Servicios del Sector Público; 1, 2, 14, 18, 56, 70, 72, 73, 74, 76, 79 y 80 de la Ley Federal 

de Procedimiento Administrativo; 1, 4, 6, fracción III, apartado B, 38, fracción III, numeral 12 y 40 primer 

párrafo del Reglamento Interior de la Secretaría de la Función Pública; 2, penúltimo párrafo, 49 y 51, del 

Reglamento Interior de la Secretaría de Salud; y en cumplimiento a lo ordenado en los resolutivos SEGUNDO 

Y QUINTO de la resolución de 29 de abril de 2022, que se dictó en el expediente número SP-001/2022, esta 

autoridad administrativa hace de su conocimiento que, a partir del día siguiente al en que se publique la 

presente Circular en el Diario Oficial de la Federación y en CompraNet, deberán abstenerse, de aceptar 

propuestas o celebrar contratos con la empresa BIO ESTRATEGIAS ECOLÓGICAS Y SUSTENTABLES, 

S.A. DE C.V., de manera directa o por interpósita persona, por el plazo de DOCE (12) MESES. 

En el entendido de que los contratos adjudicados y los que actualmente se tengan formalizados con la 

citada empresa no quedarán comprendidos en la aplicación de esta Circular, en términos del artículo 112 del 

Reglamento de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

Las Entidades Federativas, Municipios y Alcaldías de la Ciudad de México, deberán cumplir con lo 

señalado en esta Circular cuando las adquisiciones, arrendamientos o servicios, se realicen con cargo total o 

parcial a fondos federales, conforme a los convenios que celebren con el Ejecutivo Federal. 

En caso de que al día en que se cumpla el plazo de inhabilitación, la referida persona moral no haya 

pagado la multa impuesta a través de la resolución de 29 de abril de 2022, la inhabilitación subsistirá hasta 

que se realice el pago correspondiente de la misma, en términos de lo dispuesto en el artículo 60, párrafo 

tercero, de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

ATENTAMENTE 

Ciudad de México, a 29 de abril de 2022.- El Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 

Control en la Secretaría de Salud, Maestro Sergio Gutiérrez Reyes.- Rúbrica. 
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CIRCULAR por la que se comunica a las dependencias, la Consejería Jurídica, la Fiscalía General de la República 
y entidades de la Administración Pública Federal, así como a las entidades federativas, municipios y alcaldías de la 
Ciudad de México, que deberán abstenerse de aceptar propuestas o celebrar contratos con la empresa SST de 
México, S.A. de C.V. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de la Función 
Pública.- Órgano Interno de Control en Aeropuertos y Servicios Auxiliares.- Área de Responsabilidades. 

CIRCULAR N° OIC/ASA/09/085/F3.-435/2022 

CIRCULAR POR LA QUE SE COMUNICA A LAS DEPENDENCIAS, LA CONSEJERÍA JURÍDICA, LA FISCALÍA 

GENERAL DE LA REPÚBLICA Y ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA FEDERAL, ASÍ COMO A LOS 

GOBIERNOS DE LAS ENTIDADES FEDERATIVAS, MUNICIPIOS Y ALCALDÍAS DE LA CIUDAD DE MÉXICO, QUE 

DEBERÁN ABSTENERSE DE ACEPTAR PROPUESTAS O CELEBRAR CONTRATOS CON LA EMPRESA SST DE 

MÉXICO, S.A. DE C.V. 

Oficiales Mayores de las Dependencias, Fiscalía 

General de la República y equivalentes de la 

Consejería Jurídica y de las entidades de la 

Administración Pública Federal y de los 

Gobiernos de las Entidades Federativas, 

Municipios y Alcaldías de la Ciudad de 

México 

P R E S E N T E S 

Con fundamento en los artículos 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2, 8 y 9 

primer párrafo de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, de aplicación supletoria a la Ley de 

Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, por disposición expresa de su artículo 11; en 

cumplimiento a lo ordenado en el Resolutivo Segundo de la Resolución de 29 de abril de 2022, que se dictó 

en el expediente administrativo SAN.007/2021, mediante la cual se resolvió el procedimiento administrativo 

sancionador en contra de la empresa SST DE MÉXICO, S.A. DE C.V., esta autoridad administrativa hace de 

su conocimiento que se le impuso a dicha persona moral una multa por la cantidad de $134,664.00 (Ciento 

treinta y cuatro mil seiscientos sesenta y cuatro pesos 00/100 M.N.), así como una inhabilitación por un plazo 

de tres meses, por lo que a partir del día siguiente al en que se publique la presente circular en el Diario 

Oficial de la Federación, deberán abstenerse de recibir propuestas o celebrar contrato alguno sobre las 

materias de contratación, adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público, así como obra pública 

y servicios relacionados con las mismas, con la persona moral mencionada, de manera directa o por 

interpósita persona, por el plazo de tres meses. 

En virtud de lo señalado en el párrafo anterior, los contratos adjudicados y los que actualmente  se tengan 

formalizados con la mencionada infractora, no quedarán comprendidos en la aplicación de la presente 

Circular. 

Las entidades federativas y los municipios interesados deberán cumplir con lo señalado en esta Circular 

cuando realicen procedimientos de contratación, adquisiciones, arrendamientos y servicios del sector público, 

así como obra pública con cargo total o parcial a fondos federales, conforme a los convenios que celebren con 

el Ejecutivo Federal; el plazo antes señalado quedará sujeto a lo dispuesto por el antepenúltimo párrafo del 

artículo 60 de la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, sin que sea necesaria 

la publicación de algún otro comunicado. 

Ciudad de México a 16 de mayo de 2022.- El Titular del Área de Responsabilidades del Órgano Interno de 

Control en Aeropuertos y Servicios Auxiliares, Lic. Ricardo Rembrandt Romero Ortiz.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE SALUD 
CONVENIO de Coordinación para la transferencia de recursos federales con carácter de subsidios, para el 
fortalecimiento de las acciones institucionales en materia de infancia migrante, centros de asistencia social, 
establecimientos asistenciales y lugares habilitados, que operan los sistemas DIF estatales y municipales, en 
términos de la Ley de Asistencia Social, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de 
Migración y la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, que celebran el Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado 
de Chiapas y el Municipio de Arriaga. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES CON CARÁCTER DE 

SUBSIDIOS, PARA EL FORTALECIMIENTO DE LAS ACCIONES INSTITUCIONALES EN MATERIA DE INFANCIA 

MIGRANTE CENTROS DE ASISTENCIA SOCIAL, ESTABLECIMIENTOS ASISTENCIALES Y LUGARES HABILITADOS, 

QUE OPERAN LOS SISTEMAS DIF ESTATALES Y MUNICIPALES, EN TÉRMINOS DE LA LEY DE ASISTENCIA SOCIAL, 

LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, LA LEY DE MIGRACIÓN Y LA LEY 

SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL 

SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, EN ADELANTE EL “DIF NACIONAL”, A 

TRAVÉS DE LA JEFA DE UNIDAD DE ATENCIÓN A POBLACIÓN VULNERABLE, LA LIC. MIRIAM MIREYA BAHENA 

BARBOSA, ASISTIDA POR EL DIRECTOR GENERAL DE COORDINACIÓN Y FOMENTO A POLÍTICAS PARA LA 

PRIMERA INFANCIA, FAMILIAS Y POBLACIÓN EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD, EL L.C. RAÚL MUSTAFA 

YASSIN JIMÉNEZ Y POR LA OTRA, EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL ESTADO DE 

CHIAPAS, EN ADELANTE REFERIDO COMO EL “DIF ESTATAL”, REPRESENTADO POR SU DIRECTORA GENERAL, 

LA LIC. DELIAMARÍA GONZÁLEZ FLANDEZ, ASISTIDA POR LA COORDINADORA OPERATIVA DE CENTROS 

ASISTENCIALES, LA C. ANA CECILIA ORTIZ FARRERA, ASÍ COMO, EL MUNICIPIO DE ARRIAGA, CHIAPAS 

CONJUNTAMENTE CON EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE ESE MUNICIPIO, EN LO 

SUCESIVO EL “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, REPRESENTADOS POR LA PRESIDENTA MUNICIPAL 

CONSTITUCIONAL, LA C.P. YOLANDA ALONSO DE LOS SANTOS Y LA DIRECTORA DEL DIF MUNICIPAL, LA LIC. 

MARIA ASCENCION ANZURES SOTO, A QUIENES y ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA, SE LES DENOMINARÁ 

COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone en sus artículos 1°, párrafos primero 
y tercero y, 4º, párrafo noveno, que en este país, todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en ella y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad; asimismo, que en todas las decisiones y actuaciones del Estado, se velará y 
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos, pues 
este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a 
la niñez. || atenderá, será el interés superior del niño. Esta Convención también establece, en su artículo 4º, la 
obligación para que los Estados parte adopten las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para 
dar efectividad a los derechos reconocidos en la misma. 

II. El 4 de diciembre de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en lo sucesivo la “Ley General”, que tiene por objeto el reconocer a 
niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Por lo que específicamente en relación a la niñez migrante, la “Ley General” establece, en su artículo 89, 
que las autoridades de todos los órdenes de gobierno deberán proporcionar, de conformidad con sus 
competencias, los servicios correspondientes a niñas, niños y adolescentes en situación de migración, 
independientemente de su nacionalidad o su situación migratoria, teniendo el principio del interés superior de 
la niñez como la consideración primordial que se tomará en cuenta durante el procedimiento administrativo 
migratorio al que estén sujetos, asimismo, refiere, en su artículo 94, que, para garantizar la protección integral 
de los derechos, los Sistemas Nacional, Estatales y Municipales DIF, concurrente y/o coincidentemente, 
habilitarán espacios de alojamiento o albergues para recibir a niñas, niños y adolescentes migrantes, 
asimismo, conforme al artículo 117, fracción XI, en relación con el artículo 118, fracción XII, y el artículo 119, 
fracción IX, los órdenes de gobierno deben coordinarse para la implementación y ejecución de las acciones y 
políticas públicas que deriven de dicha Ley. 
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III. De igual forma, la “Ley General” establece en su artículo 120, fracciones II y III, que son atribuciones 
del “DIF NACIONAL”, entre otras; impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades del orden federal, 
de las entidades federativas, del municipio y de las alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, 
estableciendo los mecanismos necesarios para ello y celebrar convenios de colaboración con los sistemas de 
las entidades federativas y los sistemas municipales, así como con organizaciones e instituciones de los 
sectores público, privado y social. 

IV. El 11 de noviembre de 2020 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que 
se reforman diversos artículos de la Ley de Migración y de la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político en materia de infancia migrante. 

En este sentido, la Ley de Migración establece, en sus artículos 95, 98, 99 y 112, que ninguna niña, niño o 
adolescente, deberá ingresar en una estación migratoria y que se otorgará de inmediato por el Instituto 
Nacional de Migración en adelante el “INM”, como medida de carácter temporal, la condición de estancia de 
visitante por razones humanitarias, misma que no estará sujeta a la presentación de documentación ni pago 
de derecho alguno. Siendo que el “DIF NACIONAL”, cuenta con la atribución de participar y reforzar las 
acciones de coordinación para la implementación de la política nacional de atención a la niñez en contexto de 
migración, ello se hará mediante ayudas focalizadas a los grupos de niñas, niños y adolescentes, 
acompañados, no acompañados y separados, mediante mecanismos de otorgamiento de recursos para 
financiar los Proyectos, enfocados principalmente en el fortalecimiento de la operación de Centros de 
Asistencia Social y Establecimientos Asistenciales, así como de su infraestructura de alojamiento temporal, 
acogimiento residencial, cuidados alternativos y acciones de intervención de retornos asistidos, y las que 
corresponden a la participación de las Procuradurías de Protección en materia de representación jurídica y 
restitución de derechos, para la atención de niñas, niños y adolescentes migrantes acompañados y no 
acompañados, a través del mantenimiento, el reacondicionamiento, la habilitación, la ampliación, la 
remodelación, la rehabilitación, el equipamiento y/o el reequipamiento de espacios de alojamiento u otras 
estrategias de trabajo que resulten relevantes para mitigar la situación de vulnerabilidad de los NNA´s 
Migrantes, así como el otorgamiento de cuidados de hidratación, alimentación, higiene, atención sanitaria, 
entre otros, hasta en tanto se resuelve su situación migratoria en el procedimiento administrativo migratorio y, 
en su caso, cuando así corresponda al interés superior de la niñez, los correspondientes retornos asistidos o 
en su caso realizar los acompañamientos para aquellos casos en que se detecte que la niñez migrante 
requiera de alguna protección complementaria y/o la representación jurídica para la obtención de la condición 
de refugiado o asilo político. 

Al mismo tiempo, la Ley de Migración, la Ley de Asistencia Social y la “Ley General” establecen la 
obligatoriedad del “DIF NACIONAL” de suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal, de las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales de la Cuidad de México 
para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes acompañados y no 
acompañados en contexto de migración. 

V. Mediante oficio No. 272.000.00.0759.2021 la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto del “DIF NACIONAL” informa del presupuesto asignado por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público a ese Sistema Estatal, en donde se establece la asignación del Apoyo para el fortalecimiento de las 
acciones institucionales en materia de infancia migrante, centros de asistencia social, establecimientos 
asistenciales y lugares habilitados en términos del artículo 94 de la “Ley General”. 

VI. Con fecha 23 de junio de 2021, se celebró la Primera Sesión Extraordinaria de la Junta de Gobierno 
del “DIF NACIONAL”, en donde mediante Acuerdo 03/EXT.01/2021 fue aprobada la emisión y ordenada la 
publicación en el Diario Oficial de la Federación de los Criterios para la Transferencia de Apoyos para el 
Fortalecimiento de los Sistemas para el Desarrollo Integral de la Familia integrados en el Sistema Nacional de 
Asistencia Social Pública en materia de sus Acciones de Intervención relativas a la Niñez Migrante en 
adelante los “CRITERIOS”, los cuales tienen por objeto establecer las bases para la transferencia de 
subsidios y/o Apoyos del “DIF NACIONAL” a los Sistemas Estatales respecto del Proyecto que puedan 
presentar los Sistemas Municipales DIF, a efecto de impulsar el fortalecimiento de operación, así como, de la 
infraestructura para el alojamiento temporal, acogimiento residencial, cuidados alternativos y acciones de 
intervención en retornos asistidos de niñas, niños y adolescentes en situación de migración y de sus familiares 
acompañantes, a que alude el presente instrumento y que sustentan normativamente la suscripción del 
presente convenio. 
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DECLARACIONES 

I. Declara el “DIF NACIONAL”: 

I.1 Que es un organismo público descentralizado, con patrimonio y personalidad jurídica propios, normado 
por la Ley General de Salud y la Ley de Asistencia Social, publicadas en el Diario Oficial de la Federación los 
días 7 de febrero de 1984 y 2 de septiembre de 2004, respectivamente, así como lo establecido en el Estatuto 
Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.2 Que tiene entre sus objetivos la promoción y coordinación de la asistencia social, la prestación de 
servicios en ese campo, así como la realización de las demás acciones que establezcan las disposiciones 
legales aplicables; y que, entre sus atribuciones y funciones, actúa en coordinación con entidades y 
dependencias federales, locales y municipales en el diseño de las políticas públicas, operación de programas, 
prestación de servicios, y la realización de acciones en la materia. 

I.3 Que dentro de su estructura Orgánica, cuenta con la Unidad de Atención a Población Vulnerable, en 
adelante “UAPV”, unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de coadyuvar, 
prestar apoyo, colaboración técnica para la creación de establecimientos de asistencia social para niñas, 
niños y adolescentes migrantes acompañados y no acompañados en las entidades federativas, municipios y 
entidades territoriales de la Cuidad de México, así como para operar Centros de Asistencia Social a cargo del 
“DIF NACIONAL”, conforme a lo señalado por el artículo 15, fracciones V y VI del Estatuto Orgánico del 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.4 Que la persona Titular de la “UAPV”, se encuentra facultada para celebrar el presente convenio de 
conformidad con lo previsto por el mismo artículo 15, fracción XV del Estatuto Orgánico del Sistema Nacional 
para el Desarrollo Integral de la Familia, y que a su vez cuenta en términos de la fracción II del criterio 13 de 
los “CRITERIOS”, con facultades para autorizar de manera fundada y motivada otros proyectos diversos a los 
previstos en los mismos, lo que en la especie acontece, dado que derivado del abundante flujo migratorio de 
niñez por el territorio del Estado libre y soberano de Chiapas, se hace necesario, hasta en tanto se resuelven 
los procedimientos administrativos migratorios y los posible retornos asistidos, brindar alojamiento temporal, 
situación que motiva autorizar de manera excepcional proyectos de establecimientos. Asistenciales operados 
por los Municipios que forman parte del Sistema de Asistencia Social de tales personas morales de Derecho 
Público y por ende también son integrantes del Sistema Nacional de Asistencia Social público de los Estados 
Unidos Mexicanos, cuanto más porque en términos de la Ley de migración, la facultad de brindar cuidados, y 
condiciones de estancia temporal de niñez migrante conforme a lo señalado por el artículo 112 de la Ley de 
Migración es una competencia concurrente de los Sistemas para el Desarrollo integral de la Familia, Federal, 
Estatal y Municipal, lo que justifica la suscripción del presente convenio. 

I.5 Que a su vez, dentro de su estructura Orgánica, cuenta con la Dirección General de Coordinación y 
Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y Población en Situación de Vulnerabilidad 
(DGCFPPIFPSV), unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de diseñar, 
gestionar o coordinar las políticas públicas y las acciones concernientes a los servicios de asistencia social, 
que se consideren primordiales para el beneficio de las personas en situación de vulnerabilidad, 
especialmente de niñas, niños y adolescentes en situación de migración acompañados y no acompañados, 
conforme a lo previsto en la normatividad aplicable; administrar y coordinar la operación de los Centros de 
Asistencia Social de niñas, niños y adolescentes en situación de migración, con que cuente el Organismo 
conforme a la normatividad aplicable, así como apoyar en el marco de sus atribuciones, a la Procuraduría 
Federal de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y coadyuvar con los sectores público, 
privado y social en la atención integral de niñas, niños, adolescentes y personas en situación de 
vulnerabilidad. 

1.6 Que de conformidad con el oficio no. 272.000.00.0243.2022 emitido por la Dirección de Programación, 
Organización Y Presupuesto, cuenta con suficiencia presupuestal con cargo a la partida 43801 “Subsidios a 
Entidades Federativas y Municipios” del Clasificador por Objeto de Gasto vigente. 

I.7 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: SND7701134L0. 

I.8 Que para efectos del presente convenio, manifiesta que su domicilio es el ubicado en Avenida Emiliano 
Zapata, Número 340, Colonia Santa Cruz Atoyac, Alcaldía Benito Juárez, Código Postal 03310, Ciudad de 
México, mismo que señala para todos los fines y efectos legales de este convenio. 

II. Declara el “DIF ESTATAL”: 

II.1 Que es un organismo público descentralizado de la Administración Pública del Estado de Chiapas, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, regido por el Decreto de creación No. 209, publicado en el Periódico 
Oficial del Estado No. 034, de fecha 27 de junio del año 2007. 
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II.2 Que de conformidad con el artículo 3 del Decreto de Creación del Sistema para el Desarrollo Integral 
de la Familia del Estado de Chiapas, entre sus objetivos se encuentran: objetivo principal, proporcionar 
atención a grupos vulnerables y ejecutar acciones tendientes a la protección y desarrollo a los mismos, en el 
marco de integración y fortalecimiento del núcleo familiar, en toda la entidad. 

II.3 Que dentro de su estructura orgánica, cuenta con la Coordinación Operativa de Centros Asistenciales 
en adelante la “COORDINACIÓN”, quien cuenta con las facultades para dirigir el funcionamiento y la 
administración de los centros asistenciales, así como el de otorgar servicios asistenciales de calidad y con 
calidez a la población en general, de acuerdo con los artículos 4, 110 de la Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes. 

II.4 Que la Lic. Deliamaría González Flandez, fue nombrada Directora General del Sistema para el 
Desarrollo Integral de la Familia de Chiapas, a partir del 14 de agosto de 2020, de conformidad con el 
nombramiento emitido por el Dr. Rutilio Escandón Cadenas, Gobernador Constitucional del Estado de 
Chiapas, con fundamento en los artículos 59, fracción XXIII y 60 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Chiapas, y los artículos 9 y 11 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Chiapas, por lo que cuenta con las facultades para actuar en representación del organismo. 

II.5 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: SDI001208PY8. 

II.6 Que para los efectos de este convenio, señala como su domicilio el ubicado en calle Libramiento Norte 
Oriente Salomón González Blanco, Sin Número, Colonia Patria Nueva, Código Postal 29045, Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas. 

Asimismo, proporciona el correo electrónico dgeneral@difchiapas.gob.mx en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

III. Declara el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” actuando conjuntamente: 

III.1 Que el ayuntamiento de Arriaga, Chiapas; es una Entidad de derecho público con personalidad 
jurídica y patrimonio propio y cuenta con la capacidad y facultad para la celebración del presente contrato, en 
los términos de los artículos, 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 82 y 84 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, Artículos 2, 45 Fracción LXV, 57 Fracciones I y 
V de la Ley de Desarrollo Constitucional en materia de Gobierno y Administración Municipal del Estado de 
Chiapas. 

III.2 Que tiene entre sus objetivos: Promover el fortalecimiento y desarrollo integral del individuo, la familia 
y grupos vulnerables que requieran una atención inmediata, bajo el principio de desarrollo humano 
sustentable, a través de programas de asistencia social encaminados a prevenir, promover, proteger y 
rehabilitar a las personas que lo soliciten y que se encuentren en situación de vulnerabilidad social en el 
municipio de Arriaga, Chiapas; principalmente a personas menores de edad, adultos mayores y personas con 
discapacidad, con la finalidad de contribuir a su incorporación a una vida plena y productiva encaminada al 
mejoramiento de la calidad de vida de las familias, procurando la igualdad de oportunidades de desarrollo. 

III.3 Que el ayuntamiento del municipio de Arriaga, Chiapas; es representado por su Presidenta Municipal 
Constitucional, misma que acredita su personalidad con la Constancia de Mayoría de fecha 10 de junio del 
año 2021, emitido por el Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas. Asimismo, 
proporciona el correo electrónico arriagampal@gmail.com en el cual, de acuerdo con las condiciones 
específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente instrumento 
jurídico. 

III.4 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: MAC850101GX8. 

III.5 Que a su vez declara que, como parte de la administración pública municipal del municipio de Arriaga, 
Chiapas cuenta con un Organismo Público Descentralizado, dotado con personalidad jurídica y patrimonio 
propio denominado Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de Arriaga, Chiapas. 

III.6 Que el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de Arriaga, Chiapas tiene entre 
sus objetivos: Promover el fortalecimiento y desarrollo integral del individuo, la familia y grupos vulnerables 
que requieran una atención inmediata, bajo el principio de desarrollo humano sustentable, a través de 
programas de asistencia social encaminados a prevenir, promover, proteger y rehabilitar a las personas que lo 
soliciten y que se encuentren en situación de vulnerabilidad social en el municipio de Arriaga, Chiapas; 
principalmente a personas menores de edad, adultos mayores y personas con discapacidad, con la finalidad 
de contribuir a su incorporación a una vida plena y productiva encaminada al mejoramiento de la calidad de 
vida de las familias, procurando la igualdad de oportunidades de desarrollo. 
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III.7 Que la Directora General del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de 
Arriaga, Chiapas acredita su personalidad mediante el nombramiento de fecha 01 de noviembre de 2021, 
emitido por la C.P. Yolanda Alonso de los Santos, Presidenta Municipal Constitucional del Municipio referido y 
se encuentra facultada para celebrar el presente Convenio de Colaboración, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 123 de la Ley de Desarrollo Constitucional en Materia de Gobierno y Administración Municipal 
del Estado de Chiapas. 

Asimismo, proporciona el correo electrónico difarriaga2021@gmail.com, en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

IV. Declaran conjuntamente “LAS PARTES”: 

IV.1 Que se reconocen la personalidad jurídica y capacidad legal con la que se ostentan sus 
representantes, mismas que al momento de suscribir el presente convenio, no les han sido revocadas, 
modificadas, ni limitadas en forma alguna. 

IV.2 Que es su voluntad celebrar el presente convenio en términos de los artículos 28, 32, 33, 34, 35 y 36 
de la Ley de Planeación, 75, 82, 83 y demás relativos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, por lo que en su suscripción no existe error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio del 
consentimiento que vulnere su libre voluntad y pueda ser causa de nulidad. 

IV.3 Que reconocen la certeza y validez de las declaraciones contenidas en este instrumento y están 
conformes con las mismas. 

Una vez declarado lo anterior, “LAS PARTES” convienen sujetar su colaboración en términos de las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El objeto del presente convenio es establecer las bases y procedimientos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para la trasferencia de recursos federales con carácter de subsidios y la 
ejecución del Proyecto aprobado en el Municipio de Arriaga, Estado de Chiapas, en el marco de la “Ley 
General”, Ley de Asistencia Social, Ley de Migración, los “Criterios” y la demás normatividad aplicable. 

SEGUNDA. ALCANCES. “LAS PARTES” acuerdan que el Proyecto forma parte integrante de este 
instrumento jurídico, como “ANEXO DE EJECUCIÓN”. 

El Proyecto que se realice con este recurso, no podrá ser cedido, concesionado, modificado, ni enajenado 
para su operación y deberá aplicarse únicamente en los Centros de Asistencia Social, Establecimientos 
Asistenciales y Lugares Habilitados en términos del artículo 94 de la “Ley General”. 

TERCERA. CUENTA BANCARIA. Los recursos que proporcione el “DIF NACIONAL” se ejercerán por 
medio de una cuenta bancaria productiva que la Secretaría de Finanzas o su equivalente en la entidad 
federativa aperture a favor del Sistema para el DIF del Municipio de Arriaga, Chiapas a solicitud del Presidente 
Municipal del Municipio de Arriaga, Chiapas, la que se abrirá de manera especial y exclusiva para la 
administración de los recursos federales materia del presente instrumento jurídico, con el fin de que se 
distinga contablemente su origen e identifique que las erogaciones correspondan a los fines del Proyecto, de 
conformidad con lo señalado en el quinto párrafo del artículo 69 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

La Secretaría de Finanzas o su equivalente en la entidad federativa, deberá de emitir el recibo 
correspondiente al ingreso de los recursos transferidos por el “DIF NACIONAL”, el día que se reciba, mismo 
que deberá remitirse a más tardar en los siguientes cinco (5) días hábiles a satisfacción del “DIF NACIONAL”, 
y en congruencia con lo dispuesto, tanto en los “CRITERIOS”, como en el presente convenio.  

Para los efectos de los párrafos que anteceden la Secretaria de Finanzas o su homólogo en el Municipio, 
transferirá los recursos en un máximo de cinco (5) días hábiles posteriores a haber aperturado la cuenta 
productiva. 

CUARTA. SUPERVISIÓN Y SEGUIMIENTO DEL “DIF NACIONAL”. “LAS PARTES” están de acuerdo, 
que para supervisar y dar seguimiento al cumplimiento del Proyecto objeto del presente Convenio de 
Coordinación, el seguimiento del mismo se realizará conforme a los “CRITERIOS” y a través del personal 
adscrito a la Dirección General de Coordinación y Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y 
Población en Situación de Vulnerabilidad, quien revisará y resguardará los elementos relativos, tales como: 

I. Las supervisiones que sean reportadas por “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, que haga 
denotar las coincidencias entre la ejecución de las acciones, los Proyectos autorizados y su 
alineación al criterio 5 de los “CRITERIOS”. Dichas visitas de verificación deberán ser minutadas y 
debidamente firmadas por las personas servidoras públicas que en ellas intervengan; 
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II. Los informes de avance; 

III. El informe final de resultados y alcances obtenidos en la ejecución de las acciones materia de los 
“CRITERIOS” y; 

IV. Los demás que requieran las medidas de control, verificación y vigilancia previstas en los 
“CRITERIOS” y/o definidas por la “UAPV”, a través de la DGCFPPIFPSV. 

Para ello, la DGCFPPIFPSV podrá: 

1) Realizar por sí misma y/o a través de terceros que al efecto designe, visitas de supervisión en el 
domicilio de los Centros de Asistencia Social, Establecimientos Asistenciales y/o Lugares Habilitados 
conforme al “ANEXO DE EJECUCIÓN”; mismas que podrán ser sin previo aviso y en los momentos 
que el “DIF NACIONAL” considere oportuno; 

2) Requerir los informes que considere necesarios; y 

3) Reunirse las veces que considere necesarias con el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, a 
través del personal que de ambas partes designen. 

QUINTA. OBLIGACIONES DEL “DIF NACIONAL”: 

I. Asignar y aportar los recursos federales con carácter de subsidios, por la cantidad total de 
$12’469,278.55 (Doce millones cuatrocientos sesenta y nueve mil doscientos setenta y ocho pesos 
55/100 M.N.), misma que se otorgará de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria y posterior a la 
firma de este instrumento, en la cuenta bancaria productiva que la Secretaría de Finanzas o su 
equivalente en la entidad federativa abrirá para tales efectos, previa documentación que para esos 
fines se proporcione al “DIF NACIONAL”; los recursos señalados en la presente cláusula serán 
destinados única y exclusivamente para el desarrollo del Proyecto autorizado y agregado como 
“ANEXO DE EJECUCIÓN” al presente convenio; 

II. Determinar, a través la Unidad de Administración y Finanzas, el mecanismo a través del cual se 
proporcionará la cantidad que se menciona en la fracción I de la presente cláusula, de conformidad 
con las disposiciones de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y en términos de la 
normatividad en la materia; 

III. Aprobar, verificar y supervisar, bajo responsabilidad de la DGCFPPIFPSV, la ejecución del 
Proyecto; 

IV. Otorgar, a través de las Unidades Administrativas que suscriben el presente instrumento, la 
asesoría y orientación en el ámbito de su competencia, al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y 
SMDIF” cuando éste se la solicite y; 

V. En general, cumplir en todo momento con las disposiciones contenidas en los “CRITERIOS”. 

SEXTA. OBLIGACIONES DEL “DIF ESTATAL”: 

I. Otorgar, a través de las Unidades Administrativas que suscriben el presente instrumento, la 
asesoría y orientación en el ámbito de su competencia al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y 
SMDIF”, cuando éste se la solicite. 

II. Supervisar el cumplimiento del Proyecto objeto del presente Convenio de Coordinación a través de 
la colaboración institucional y las reuniones a las que se refiere la cláusula cuarta fracción IV inciso 
3). 

III. Acompañar con asesoría técnica al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” para que los 
informes de avance de los Proyectos se hagan de manera trimestral, así como para que se 
presente el informe final. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DEL “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”: 

I. Recibir y canalizar los recursos señalados en el presente convenio, así como supervisar la 
ejecución y desarrollo de las actividades objeto del presente instrumento y que se realicen de 
acuerdo con lo señalado en los “CRITERIOS” y demás normatividad aplicable; 

II. Aplicar en su totalidad los recursos señalados en este convenio, garantizando la liberación expedita 
de los mismos, los cuales deberán destinarse, única y exclusivamente para los fines del Proyecto 
autorizado. Asimismo, se deberán llevar a cabo todas las acciones tendientes a la verificación y 
comprobación de la correcta aplicación de los recursos presupuestarios asignados; 
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III. Aceptar y facilitar la realización de toda clase de visitas de verificación por parte del “DIF 
NACIONAL”, Comisión Nacional y las Estatales de Derechos Humanos, así como brindar 
oportunamente la documentación o información de los requerimientos que le sean formulados por 
parte de los diversos Órganos de Fiscalización, así como por el “DIF NACIONAL” y cualquier otra 
instancia competente para el cumplimiento y atención de exhortos, medidas cautelares y/o 
recomendaciones y quejas de tales; 

IV. Asumir los compromisos de atender las recomendaciones al modelo de atención y cuidados en los 
Centros de Asistencia Social y Establecimientos Asistenciales y a los modelos para diagnósticos de 
derechos vulnerados, planes de restitución, medidas de protección que le sean emitas por 
unidades administrativas del “DIF NACIONAL”; 

V. Los informes de avance de los Proyectos se harán de manera trimestral, así como el informe final, 
siendo este último que deberá entregarse a más tardar dentro de los 15 días naturales posteriores 
al cierre del ejercicio fiscal correspondiente, sin perjuicio de contar de los comprobantes fiscales 
impresos y archivos electrónicos que amparen la adquisición y servicios para dar cumplimiento a 
las metas de acuerdo con el Proyecto, en términos de las disposiciones fiscales vigentes; 

VI. Administrar los recursos que reciban, así como comprobar, verificar y justificar, el destino del gasto 
de los recursos otorgados ante las instancias fiscalizadoras correspondientes, así como hacerse 
responsable de las sanciones acreditables en caso de que se le dé un uso distinto a ese recurso; 

VII. En los eventos y actividades realizadas en el marco del Proyecto, ha de señalar expresamente que 
éste, forma parte del fondo de los Apoyos para la operación y habilitación de los Centros de 
Asistencia Social, Establecimientos Asistenciales y Lugares Habilitados en términos del artículo 94 
de la “Ley General”; así como divulgar la participación y apoyo del Gobierno Federal a través del 
“DIF NACIONAL” y del gobierno de la entidad Federativa de que se trate a través del “DIF 
ESTATAL”; 

VIII. Aceptar y facilitar la realización de visitas de supervisión y seguimiento, así como reuniones de 
trabajo por parte del personal adscrito a la DGCFPPIFPSV y/o que esta designe, debidamente 
identificado y brindar oportunamente la información y documentación que les sea solicitada. En 
caso de existir algún cambio respecto de la información emitida, deberá informar de forma 
inmediata y por escrito dichos cambios; 

IX. Cumplir estricta y puntualmente con el contenido, alcances, objetivos y adquisiciones establecidos 
en el “ANEXO DE EJECUCIÓN”, del presente convenio; 

X. Derivado de la asignación y aplicación de los recursos financieros que haya solicitado, fortalecer la 
operación, infraestructura de alojamiento temporal, cuidados alternativos y acciones de intervención 
de retornos asistidos, y las que corresponden a la participación de las Procuradurías de Protección 
en materia de representación jurídica y restitución de derechos, para la atención de niñas, niños y 
adolescentes migrantes acompañados y no acompañados, a través del mantenimiento, el 
reacondicionamiento, la habilitación, la ampliación, la remodelación, la rehabilitación, el 
equipamiento y/o el reequipamiento de espacios de alojamiento u otras estrategias de trabajo que 
resulten relevantes para mitigar la situación de las NNA´s migrantes , así como el otorgamiento de 
cuidados de hidratación, alimentación, higiene, atención sanitaria, entre otros, hasta en tanto se 
resuelve su situación migratoria en el procedimiento administrativo migratorio y, en su caso, cuando 
así corresponda al interés superior de la niñez, los correspondientes retornos asistidos o en su 
caso realizar los acompañamientos para aquellos casos en que se detecte que la niñez migrante 
requiera de alguna protección complementaria y/o la representación jurídica para la obtención de la 
condición de refugiado o asilo político; 

XI. Contar con un control de los gastos correspondientes al recurso recibido a través del fondo de 
apoyo para la ejecución del proyecto aprobado, así como obtener comprobantes fiscales de todo lo 
ejercido con los recursos del fondo que se otorgan en virtud de la suscripción de este instrumento. 
los comprobantes fiscales deberán estar sujetos a lo establecido por el Código Fiscal de la 
Federación, para efectos en su caso, sean requeridos por autoridad competente; 

XII. Realizar las acciones necesarias para que se reintegre a la Tesorería de la Federación, los 
recursos federales presupuestarios no comprobados o no devengados, al 31 de diciembre de 2022, 
incluyendo sus rendimientos financieros, de conformidad con los “CRITERIOS” y la normatividad 
aplicable en materia, a más tardar dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes al cierre del 
ejercicio fiscal; 
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El “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” tiene la obligación de informar lo anterior, a la 
Dirección de Finanzas, a la “UAPV” y a la DGCFPPIFPSV del “DIF NACIONAL” y del ámbito local a 
quien corresponda; 

Los recursos deberán estar debidamente devengados a más tardar el 31 de diciembre de 2022, por 
lo que la DGCFPPIFPSV hasta la misma fecha, recibirá los informes finales acorde al proyecto 
aprobado; 

XIII. No ceder a terceras personas físicas o morales, los derechos y obligaciones derivadas de este 
convenio; 

XIV. Responder de los defectos y vicios que pudieran tener, por inobservancia o negligencia, de los 
productos realizados durante el Proyecto, así como asumir la responsabilidad con terceros y sus 
respectivas indemnizaciones derivadas de esta inobservancia; 

XV. No establecer ligas de dependencia o subordinación con partidos políticos y abstenerse de efectuar 
actividades político-partidistas, así como abstenerse de realizar proselitismo o propaganda con 
fines religiosos; 

XVI. Ser responsable del manejo, guarda y custodia de los materiales, insumos y recursos humanos 
necesarios para la ejecución del proyecto; 

XVII. Solventar las observaciones y requerimientos realizados por la DGCFPPIFPSV, derivados de la 
revisión de los Informes señalados en la presente cláusula en un plazo no mayor a cinco días 
hábiles contados a partir de que se le notifique al correo electrónico proporcionado por el 
“AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” para tal efecto; 

XVIII. Responder de las comprobaciones periódicas y finales necesarias, que les sean requeridas por las 
instancias fiscalizadoras correspondientes, de los recursos federales transferidos en calidad de 
Apoyos y; 

XIX. Reportar los avances correspondientes en el Sistema de Recursos Federales Transferidos, 
establecido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en cumplimiento a los artículos 85 de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 48 y 49 de la Ley de Coordinación 
Fiscal; 68, 71, 72 y 80 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

OCTAVA. GRUPO DE TRABAJO. Para la ejecución, supervisión, seguimiento y evaluación del objeto del 
presente Convenio de Coordinación, “LAS PARTES” acuerdan en formar un Grupo de Trabajo, que estará 
conformado con personas servidoras públicas de nivel mínimo de Dirección de Área, por los siguientes 
representantes: 

I. Por el “DIF NACIONAL” la persona titular de la DGCFPPIFPSV, o a quien ésta designe mediante 
escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

II. Por el “DIF ESTATAL” la persona titular de la Coordinación Operativa de Centros Asistenciales, o a 
quien ésta designe mediante escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

III. Por el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” la persona titular del Sistema para el Desarrollo 
Integral de la Familia del Municipio de Arriaga, Chiapas, o a quien ésta designe mediante escrito 
que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

NOVENA. ACTUALIZACIÓN. “LAS PARTES” convienen en hacer del conocimiento las personas suplentes 
de las designadas en la Cláusula anterior, mismas que deberán contar con facultades para tomar decisiones y 
deberán tener cuando menos el nivel jerárquico inmediato inferior de aquellos que los designan. 

Asimismo, “LAS PARTES” acuerdan que el Grupo de Trabajo tendrá las siguientes funciones: 

I. Determinar y aprobar las acciones factibles de ejecución; 

II. Dar seguimiento a las acciones objeto del presente instrumento y evaluar sus resultados; 

III. Proponer la suscripción de instrumentos necesarios para dar cumplimiento al objeto del presente 
instrumento y; 

IV. Resolver las diferencias respecto al alcance o ejecución del presente convenio, mediante la 
amigable composición y a través del Grupo de Trabajo al que se refiere la cláusula SÉPTIMA del 
presente instrumento. 
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DÉCIMA. COMPROMISOS CONJUNTOS DE “LAS PARTES”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances 
del presente Convenio de Coordinación se comprometen a: 

I. Realizar los trámites administrativos que cuando así se requiera, en estricto apego a la Ley de 
Migración, la “Ley General”, el Plan de Restitución de Derechos que emita la Procuraduría Federal 
de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y/o la Procuraduría de Protección que 
sea competente en el Municipio, así como la demás normatividad aplicable. 

II. Actuar atendiendo al principio de interés superior de la niñez y/o unidad familiar. 

III. Atender los requerimientos, auditorias, recomendaciones y observaciones que determinen las 
instancias fiscalizadoras de recursos federales. 

DÉCIMA PRIMERA. VIGENCIA. La vigencia del presente Convenio de Coordinación será a partir de su 
fecha de suscripción y hasta el 31 de diciembre de 2022. 

DÉCIMA SEGUNDA. MODIFICACIONES. En caso de ser necesario, el presente Convenio de 
Coordinación podrá ser modificado o adicionado durante su vigencia, mediante la celebración del Convenio 
Modificatorio respectivo, “LAS PARTES” acuerdan que esta procederá siempre que se haga por escrito. Las 
modificaciones o adiciones pasarán a formar parte integrante de este instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. CASO FORTUITO. Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán 
responsabilidad civil por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia del caso fortuito o 
fuerza mayor, en especial los que provoquen la suspensión de las actividades que se realicen con motivo del 
cumplimiento del presente Convenio de Coordinación, por lo que una vez que desaparezcan las causas que 
suscitaron su interrupción, se procederá a reanudar las acciones en la forma y términos acordados por “LAS 
PARTES”. 

DÉCIMA CUARTA. RESCISIÓN. “LAS PARTES” están de acuerdo en que serán causas de rescisión sin 
responsabilidad para el “DIF NACIONAL”, las siguientes: 

I. Que el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” no apliquen los recursos entregados para los 
fines aprobados o los apliquen inadecuadamente, en cuyo caso, deberán reintegrar la totalidad de 
dichos recursos otorgados; 

II. Que se incumpla con la ejecución del Proyecto; 

III. Que el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” no acepten la realización de visitas de 
supervisión cuando así lo soliciten el “DIF NACIONAL”, los Órganos Fiscalizadores Federales 
competentes o cualquier otra autoridad competente o autorizada, con el fin de verificar la correcta 
aplicación de los recursos; 

IV. Que no entreguen a la DGCFPPIFPSV los informes y la documentación que acredite los avances y 
la conclusión de los compromisos y conceptos del Proyecto; 

V. Que se presente información falsa sobre los conceptos de aplicación; 

VI. Por motivo de duplicidad de Proyectos a conceptos idénticos de otros Proyectos o fondos 
federales; 

VII. Cuando el “DIF NACIONAL”, o algún órgano de fiscalización detecten desviaciones o 
incumplimientos en el ejercicio de los recursos; y 

VIII. En general, cuando exista incumplimiento de los compromisos establecidos en el presente 
convenio, los “CRITERIOS” y las disposiciones que deriven de éstas. 

El “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” acepta que, ante la rescisión operará la cancelación de la 
entrega de los apoyos, y reintegrará a la Tesorería de la Federación, los recursos otorgados o su parte 
proporcional, según corresponda, así como los intereses y rendimientos generados, sin perjuicio de que el 
“DIF NACIONAL” dé vista a las autoridades competentes, respecto de las responsabilidades que pudieran 
actualizarse. 

La rescisión a la que se refiere esta cláusula se realizara sin necesidad de declaración judicial previa, solo 
bastara con la notificación que haga el “DIF NACIONAL” en ese sentido, por la causal que corresponda. 

DÉCIMA QUINTA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. “LAS PARTES” podrán dar por terminado 
anticipadamente el presente instrumento, mediante el convenio respectivo, suscrito por quienes en este 
actúan, o solicitar su salida del mismo, mediante escrito libre que contenga una manifestación explícita de que 
se desea salir anticipadamente del presente Convenio de Coordinación, con los datos generales de la parte 
que así lo desea, por lo menos con 30 (treinta) días hábiles de antelación, en el entendido de que las 
actividades que se encuentren en ejecución, deberán ser concluidas salvo acuerdo en contrario. 
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Asimismo, dado que las obligaciones y facultades establecidas por la Ley de Migración y “Ley General”, no 
se interrumpen debido a la terminación del presente instrumento, las acciones que desplieguen “LAS 
PARTES” deberán de realizarse en estricta observancia de dichas normas y de las demás relativas en la 
materia. 

En este caso el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” deberá realizar la devolución a la Tesorería de 
la Federación de los recursos no devengados a la fecha en que se presente la terminación, así como de sus 
posibles rendimientos, de conformidad con la normatividad aplicable vigente. 

DÉCIMA SEXTA. COMUNICACIONES. Los avisos y comunicaciones entre “LAS PARTES”, deberán 
realizarse por escrito, por conducto de las personas designadas como enlaces de seguimiento señaladas en 
el presente Convenio de Coordinación o por cualquier otro medio electrónico o por la vía más expedita de la 
cual obre constancia, siempre atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA SÉPTIMA. DESIGNACIÓN DE LOS ENLACES DE SEGUIMIENTO. “LAS PARTES” convienen 
designar como enlaces de seguimiento del presente Convenio de Coordinación, a las personas previstas en la 
cláusula Octava. 

DÉCIMA OCTAVA. PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. “LAS PARTES” se obligan a respetar el 
principio de confidencialidad y reserva, respecto a la información que manejen o lleguen a producir con motivo 
del presente instrumento, así como a tratarla en estricto apego a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás 
normatividad que en materia aplique. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que, para publicar información y documentos 
relacionados con el objeto del presente instrumento, se deberá contar con el consentimiento y aprobación de 
cada una de ellas. 

DÉCIMA NOVENA. RELACIÓN LABORAL. “LAS PARTES” convienen en que el personal seleccionado 
para la realización y cumplimiento del objeto del presente instrumento se entenderá relacionado 
exclusivamente con aquélla que lo eligió. Por ende, asumirán su responsabilidad por este concepto y en 
ningún caso serán considerados patrones solidarios o sustitutos, aclarando que cada una de “LAS PARTES” 
que intervienen en este Convenio de Coordinación, tiene medios propios para afrontar la responsabilidad que 
derive de las relaciones de trabajo que se establezcan con sus trabajadores. 

VIGÉSIMA. USO DE LOGOTIPOS. “LAS PARTES” acuerdan que se podrá usar el nombre y logotipo de 
cada una de ellas, sólo en los casos relacionados con las actividades derivadas del presente Convenio de 
Coordinación y sujetos a consentimiento previo y por escrito de cada una de “LAS PARTES”. El nombre, logo 
y emblema de cualquiera de ellas podrán reproducirse únicamente de la manera que se estipule en el 
presente instrumento o acuerdo establecido para ello. 

VIGÉSIMA PRIMERA. EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDADES. “LAS PARTES” realizarán las 
actividades y procedimientos específicos que tengan a bien establecer de manera profesional y bajo su más 
estricta responsabilidad, sin que ello implique una relación de subordinación de cualquier parte hacia la otra. 

VIGÉSIMA SEGUNDA. LEY APLICABLE Y JURISDICCIÓN. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
Convenio de Coordinación es producto de la buena fe, por lo que realizarán todas las acciones posibles para 
el debido cumplimiento de éste, en caso de presentarse alguna discrepancia sobre su interpretación o 
ejecución, respecto de asuntos que no se encuentren expresamente previstos en las cláusulas 
correspondientes, “LAS PARTES” resolverán conforme al criterio 13 de los “CRITERIOS”. En caso de persistir 
controversia para la interpretación y cumplimiento del presente instrumento, así como para aquello que no 
esté expresamente estipulado, “LAS PARTES” se someterán a la aplicación de las Leyes Federales de los 
Estados Unidos Mexicanos y a la jurisdicción de los Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

VIGÉSIMA TERCERA. PUBLICACIÓN. En cumplimiento de las disposiciones contenidas en el artículo 36 
de la Ley de Planeación y 178 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, el presente Convenio de Coordinación será publicado en el Diario Oficial de la Federación. 

Leído el presente por las partes y conocedoras de su fuerza y alcance legal, lo firman en la Ciudad de 
México, el 5 de abril de 2022, en seis ejemplares originales.- Por el DIF Nacional: Jefa de la Unidad de 
Atención a Población Vulnerable, Lic. Miriam Mireya Bahena Barbosa.- Rúbrica.- Asistencia: Director 
General de Coordinación y Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y Población en Situación de 
Vulnerabilidad, L.C. Raúl Mustafa Yassin Jiménez.- Rúbrica.- Por el DIF Estatal: Directora General, Lic. 
Deliamaría González Flandez.- Rúbrica.- Asistencia: Coordinadora Operativa de Centros Asistenciales, C. 
Ana Cecilia Ortiz Farrera.- Rúbrica.- Por el Ayuntamiento Municipal y SMDIF: Presidenta Municipal 
Constitucional, C.P. Yolanda Alonso de los Santos.- Rúbrica.- Directora del DIF Municipal, Lic. María 
Ascención Anzures Soto.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación para la transferencia de recursos federales con carácter de subsidios, para el 
fortalecimiento de las acciones institucionales en materia de infancia migrante, centros de asistencia social, 
establecimientos asistenciales y lugares habilitados, que operan los sistemas DIF estatales y municipales, en 
términos de la Ley de Asistencia Social, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de 
Migración y la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, que celebran el Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado 
de Chiapas y el Municipio de Comitán de Domínguez. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES CON CARÁCTER DE 

SUBSIDIOS, PARA EL FORTALECIMIENTO DE LAS ACCIONES INSTITUCIONALES EN MATERIA DE INFANCIA 

MIGRANTE CENTROS DE ASISTENCIA SOCIAL, ESTABLECIMIENTOS ASISTENCIALES Y LUGARES HABILITADOS, 

QUE OPERAN LOS SISTEMAS DIF ESTATALES Y MUNICIPALES, EN TÉRMINOS DE LA LEY DE ASISTENCIA SOCIAL, 

LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, LA LEY DE MIGRACIÓN Y LA LEY 

SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL 

SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, EN ADELANTE EL “DIF NACIONAL”, A 

TRAVÉS DE LA JEFA DE UNIDAD DE ATENCIÓN A POBLACIÓN VULNERABLE, LA LIC. MIRIAM MIREYA BAHENA 

BARBOSA, ASISTIDA POR EL DIRECTOR GENERAL DE COORDINACIÓN Y FOMENTO A POLÍTICAS PARA LA 

PRIMERA INFANCIA, FAMILIAS Y POBLACIÓN EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD, EL L.C. RAÚL MUSTAFA 

YASSIN JIMÉNEZ Y POR LA OTRA, EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL ESTADO DE 

CHIAPAS, EN ADELANTE REFERIDO COMO EL “DIF ESTATAL”, REPRESENTADO POR SU DIRECTORA GENERAL, 

LA LIC. DELIAMARÍA GONZÁLEZ FLANDEZ, ASISTIDA POR LA COORDINADORA OPERATIVA DE CENTROS 

ASISTENCIALES, LA C. ANA CECILIA ORTÍZ FARRERA, ASÍ COMO, EL MUNICIPIO DE COMITÁN DE DOMÍNGUEZ, 

CHIAPAS CONJUNTAMENTE CON EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE ESE 

MUNICIPIO, EN LO SUCESIVO EL “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, REPRESENTADOS POR EL PRESIDENTE 

MUNICIPAL CONSTITUCIONAL, EL L.A.E. MARIO ANTONIO GUILLEN DOMÍNGUEZ, Y LA DIRECTORA DEL DIF 

MUNICIPAL, LA LIC. GABRIELA MAGDALENA HIDALGO NÁPOLES, A QUIENES y ACTUANDO DE MANERA 

CONJUNTA, SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES Y CLÁUSULAS 

SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone en sus artículos 1°, párrafos primero 
y tercero y, 4º, párrafo noveno, que en este país, todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en ella y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad; asimismo, que en todas las decisiones y actuaciones del Estado, se velará y 
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos, pues 
este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a 
la niñez. || atenderá, será el interés superior del niño. Esta Convención también establece, en su artículo 4º, la 
obligación para que los Estados parte adopten las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para 
dar efectividad a los derechos reconocidos en la misma. 

II. El 4 de diciembre de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en lo sucesivo la “Ley General”, que tiene por objeto el reconocer a 
niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Por lo que específicamente en relación a la niñez migrante, la “Ley General” establece, en su artículo 89, 
que las autoridades de todos los órdenes de gobierno deberán proporcionar, de conformidad con sus 
competencias, los servicios correspondientes a niñas, niños y adolescentes en situación de migración, 
independientemente de su nacionalidad o su situación migratoria, teniendo el principio del interés superior de 
la niñez como la consideración primordial que se tomará en cuenta durante el procedimiento administrativo 
migratorio al que estén sujetos, asimismo, refiere, en su artículo 94, que, para garantizar la protección integral 
de los derechos, los Sistemas Nacional, Estatales y Municipales DIF, concurrente y/o coincidentemente, 
habilitarán espacios de alojamiento o albergues para recibir a niñas, niños y adolescentes migrantes, 
asimismo, conforme al artículo 117, fracción XI, en relación con el artículo 118, fracción XII, y el artículo 119, 
fracción IX, los órdenes de gobierno deben coordinarse para la implementación y ejecución de las acciones y 
políticas públicas que deriven de dicha Ley. 
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III. De igual forma, la “Ley General” establece en su artículo 120, fracciones II y III, que son atribuciones 
del “DIF NACIONAL”, entre otras; impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades del orden federal, 
de las entidades federativas, del municipio y de las alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, 
estableciendo los mecanismos necesarios para ello y celebrar convenios de colaboración con los sistemas de 
las entidades federativas y los sistemas municipales, así como con organizaciones e instituciones de los 
sectores público, privado y social. 

IV. El 11 de noviembre de 2020 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que 
se reforman diversos artículos de la Ley de Migración y de la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político en materia de infancia migrante. 

En este sentido, la Ley de Migración establece, en sus artículos 95, 98, 99 y 112, que ninguna niña, niño o 
adolescente, deberá ingresar en una estación migratoria y que se otorgará de inmediato por el Instituto 
Nacional de Migración en adelante el “INM”, como medida de carácter temporal, la condición de estancia de 
visitante por razones humanitarias, misma que no estará sujeta a la presentación de documentación ni pago 
de derecho alguno. Siendo que el “DIF NACIONAL”, cuenta con la atribución de participar y reforzar las 
acciones de coordinación para la implementación de la política nacional de atención a la niñez en contexto de 
migración, ello se hará mediante ayudas focalizadas a los grupos de niñas, niños y adolescentes, 
acompañados, no acompañados y separados, mediante mecanismos de otorgamiento de recursos para 
financiar los Proyectos, enfocados principalmente en el fortalecimiento de la operación de Centros de 
Asistencia Social y Establecimientos Asistenciales, así como de su infraestructura de alojamiento temporal, 
acogimiento residencial, cuidados alternativos y acciones de intervención de retornos asistidos, y las que 
corresponden a la participación de las Procuradurías de Protección en materia de representación jurídica y 
restitución de derechos, para la atención de niñas, niños y adolescentes migrantes acompañados y no 
acompañados, a través del mantenimiento, el reacondicionamiento, la habilitación, la ampliación, la 
remodelación, la rehabilitación, el equipamiento y/o el reequipamiento de espacios de alojamiento u otras 
estrategias de trabajo que resulten relevantes para mitigar la situación de vulnerabilidad de los NNA´s 
Migrantes, así como el otorgamiento de cuidados de hidratación, alimentación, higiene, atención sanitaria, 
entre otros, hasta en tanto se resuelve su situación migratoria en el procedimiento administrativo migratorio y, 
en su caso, cuando así corresponda al interés superior de la niñez, los correspondientes retornos asistidos o 
en su caso realizar los acompañamientos para aquellos casos en que se detecte que la niñez migrante 
requiera de alguna protección complementaria y/o la representación jurídica para la obtención de la condición 
de refugiado o asilo político. 

Al mismo tiempo, la Ley de Migración, la Ley de Asistencia Social y la “Ley General” establecen la 
obligatoriedad del “DIF NACIONAL” de suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal, de las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales de la Cuidad de México 
para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes acompañados y no 
acompañados en contexto de migración. 

V. Mediante oficio No. 272.000.00.0759.2021 la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto del “DIF NACIONAL” informa del presupuesto asignado por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público a ese Sistema Estatal, en donde se establece la asignación del Apoyo para el fortalecimiento de las 
acciones institucionales en materia de infancia migrante, centros de asistencia social, establecimientos 
asistenciales y lugares habilitados en términos del artículo 94 de la “Ley General”. 

VI. Con fecha 23 de junio de 2021, se celebró la Primera Sesión Extraordinaria de la Junta de Gobierno 
del “DIF NACIONAL”, en donde mediante Acuerdo 03/EXT.01/2021 fue aprobada la emisión y ordenada la 
publicación en el Diario Oficial de la Federación de los Criterios para la Transferencia de Apoyos para el 
Fortalecimiento de los Sistemas para el Desarrollo Integral de la Familia integrados en el Sistema Nacional de 
Asistencia Social Pública en materia de sus Acciones de Intervención relativas a la Niñez Migrante en 
adelante los “CRITERIOS”, los cuales tienen por objeto establecer las bases para la transferencia de 
subsidios y/o Apoyos del “DIF NACIONAL” a los Sistemas Estatales respecto del Proyecto que puedan 
presentar los Sistemas Municipales DIF, a efecto de impulsar el fortalecimiento de operación, así como, de la 
infraestructura para el alojamiento temporal, acogimiento residencial, cuidados alternativos y acciones de 
intervención en retornos asistidos de niñas, niños y adolescentes en situación de migración y de sus familiares 
acompañantes, a que alude el presente instrumento y que sustentan normativamente la suscripción del 
presente convenio. 
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DECLARACIONES 

I. Declara el “DIF NACIONAL”: 

I.1 Que es un organismo público descentralizado, con patrimonio y personalidad jurídica propios, normado 
por la Ley General de Salud y la Ley de Asistencia Social, publicadas en el Diario Oficial de la Federación los 
días 7 de febrero de 1984 y 2 de septiembre de 2004, respectivamente, así como lo establecido en el Estatuto 
Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.2 Que tiene entre sus objetivos la promoción y coordinación de la asistencia social, la prestación de 
servicios en ese campo, así como la realización de las demás acciones que establezcan las disposiciones 
legales aplicables; y que, entre sus atribuciones y funciones, actúa en coordinación con entidades y 
dependencias federales, locales y municipales en el diseño de las políticas públicas, operación de programas, 
prestación de servicios, y la realización de acciones en la materia. 

I.3 Que dentro de su estructura Orgánica, cuenta con la Unidad de Atención a Población Vulnerable, en 
adelante “UAPV”, unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de coadyuvar, 
prestar apoyo, colaboración técnica para la creación de establecimientos de asistencia social para niñas, 
niños y adolescentes migrantes acompañados y no acompañados en las entidades federativas, municipios y 
entidades territoriales de la Cuidad de México, así como para operar Centros de Asistencia Social a cargo del 
“DIF NACIONAL”, conforme a lo señalado por el artículo 15, fracciones V y VI del Estatuto Orgánico del 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.4 Que la persona Titular de la “UAPV”, se encuentra facultada para celebrar el presente convenio de 
conformidad con lo previsto por el mismo artículo 15, fracción XV del Estatuto Orgánico del Sistema Nacional 
para el Desarrollo Integral de la Familia, y que a su vez cuenta en términos de la fracción II del criterio 13 de 
los “CRITERIOS”, con facultades para autorizar de manera fundada y motivada otros proyectos diversos a los 
previstos en los mismos, lo que en la especie acontece, dado que derivado del abundante flujo migratorio de 
niñez por el territorio del Estado libre y soberano de Chiapas, se hace necesario, hasta en tanto se resuelven 
los procedimientos administrativos migratorios y los posible retornos asistidos, brindar alojamiento temporal, 
situación que motiva autorizar de manera excepcional proyectos de establecimientos. Asistenciales operados 
por los Municipios que forman parte del Sistema de Asistencia Social de tales personas morales de Derecho 
Público y por ende también son integrantes del Sistema Nacional de Asistencia Social público de los Estados 
Unidos Mexicanos, cuanto más porque en términos de la Ley de migración, la facultad de brindar cuidados, y 
condiciones de estancia temporal de niñez migrante conforme a lo señalado por el artículo 112 de la Ley de 
Migración es una competencia concurrente de los Sistemas para el Desarrollo integral de la Familia, Federal, 
Estatal y Municipal, lo que justifica la suscripción del presente convenio. 

I.5 Que a su vez, dentro de su estructura Orgánica, cuenta con la Dirección General de Coordinación y 
Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y Población en Situación de Vulnerabilidad 
(DGCFPPIFPSV), unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de diseñar, 
gestionar o coordinar las políticas públicas y las acciones concernientes a los servicios de asistencia social, 
que se consideren primordiales para el beneficio de las personas en situación de vulnerabilidad, 
especialmente de niñas, niños y adolescentes en situación de migración acompañados y no acompañados, 
conforme a lo previsto en la normatividad aplicable; administrar y coordinar la operación de los Centros de 
Asistencia Social de niñas, niños y adolescentes en situación de migración, con que cuente el Organismo 
conforme a la normatividad aplicable, así como apoyar en el marco de sus atribuciones, a la Procuraduría 
Federal de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y coadyuvar con los sectores público, 
privado y social en la atención integral de niñas, niños, adolescentes y personas en situación de 
vulnerabilidad. 

1.6 Que de conformidad con el oficio no. 272.000.00.0166.2022 emitido por la Dirección de Programación, 
Organización Y Presupuesto, cuenta con suficiencia presupuestal con cargo a la partida 43801 “Subsidios a 
Entidades Federativas y Municipios” del Clasificador por Objeto de Gasto vigente. 

I.7 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: SND7701134L0. 

I.8 Que para efectos del presente convenio, manifiesta que su domicilio es el ubicado en Avenida Emiliano 
Zapata, Número 340, Colonia Santa Cruz Atoyac, Alcaldía Benito Juárez, Código Postal 03310, Ciudad de 
México, mismo que señala para todos los fines y efectos legales de este convenio. 

II. Declara el “DIF ESTATAL”: 

II.1 Que es un organismo público descentralizado de la Administración Pública del Estado de Chiapas, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, regido por el Decreto de creación No. 209, publicado en el Periódico 
Oficial del Estado No. 034, de fecha 27 de junio del año 2007. 
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II.2 Que de conformidad con el artículo 3 del Decreto de Creación del Sistema para el Desarrollo Integral 
de la Familia del Estado de Chiapas, entre sus objetivos se encuentran: objetivo principal, proporcionar 
atención a grupos vulnerables y ejecutar acciones tendientes a la protección y desarrollo a los mismos, en el 
marco de integración y fortalecimiento del núcleo familiar, en toda la entidad. 

II.3 Que dentro de su estructura orgánica, cuenta con la Coordinación Operativa de Centros Asistenciales 
en adelante la “COORDINACIÓN”, quien cuenta con las facultades para dirigir el funcionamiento y la 
administración de los centros asistenciales, así como el de otorgar servicios asistenciales de calidad y con 
calidez a la población en general, de acuerdo con los artículos 4, 110 de la Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes. 

II.4 Que la Lic. Deliamaría González Flandez, fue nombrada Directora General del Sistema para el 
Desarrollo Integral de la Familia de Chiapas, a partir del 14 de agosto de 2020, de conformidad con el 
nombramiento emitido por el Dr. Rutilio Escandón Cadenas, Gobernador Constitucional del Estado de 
Chiapas, con fundamento en los artículos 59, fracción XXIII y 60 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Chiapas, y los artículos 9 y 11 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Chiapas, por lo que cuenta con las facultades para actuar en representación del organismo. 

II.5 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: SDI001208PY8. 

II.6 Que para los efectos de este convenio, señala como su domicilio el ubicado en calle Libramiento Norte 
Oriente Salomón González Blanco, Sin Número, Colonia Patria Nueva, Código Postal 29045, Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas. 

Asimismo, proporciona el correo electrónico dgeneral@difchiapas.gob.mx en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

III. Declara el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” actuando conjuntamente: 

III.1 Que el Ayuntamiento de Comitán de Domínguez es un Entidad de derecho público con personalidad 
jurídica y patrimonio propio y cuenta con la capacidad y facultad para la celebración del presente contrato, en 
los términos de los artículos, 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 82 y 84 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, Artículos 2, 45 Fracción LXV, 57 Fracciones I y 
V de la Ley de Desarrollo Constitucional en materia de Gobierno y Administración Municipal del Estado de 
Chiapas. 

III.2 Que tiene entre sus objetivos: Promover el fortalecimiento y desarrollo integral del individuo, la familia 
y grupos vulnerables que requieran una atención inmediata, bajo el principio de desarrollo humano 
sustentable, a través de programas de asistencia social encaminados a prevenir, promover, proteger y 
rehabilitar a las personas que lo soliciten y que se encuentren en situación de vulnerabilidad social en el 
municipio de Comitán de Domínguez, Chiapas; principalmente a personas menores de edad, adultos mayores 
y personas con discapacidad, con la finalidad de contribuir a su incorporación a una vida plena y productiva 
encaminada al mejoramiento de la calidad de vida de las familias, procurando la igualdad de oportunidades de 
desarrollo. 

III.3 Que el ayuntamiento del municipio de Comitán de Domínguez es representado por su Presidente 
Municipal Constitucional mismo que acredita su personalidad con la constancia de mayoría y validez de fecha 
10 de junio de 2018, emitido por el Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas. 
Asimismo, proporciona el correo electrónico presidencia@comitan.gob.mx, en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

III.4 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: MCD850101RVA. 

III.5 Que a su vez declara que, como parte de la administración pública municipal de Comitán de 
Domínguez cuenta con un Organismo Público Desconcentrado, dotado con personalidad jurídica y patrimonio 
propio, establecido mediante el Acuerdo de creación: Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del 
Municipio de Comitán de Domínguez, Chiapas; de fecha 09 de diciembre de 2015. 

III.6 Que el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de Comitán de Domínguez, 
Chiapas Tiene entre sus objetivos: Promover el fortalecimiento y desarrollo integral del individuo, la familia y 
grupos vulnerables que requieran una atención inmediata, bajo el principio de desarrollo humano sustentable, 
a través de programas de asistencia social encaminados a prevenir, promover, proteger y rehabilitar a las 
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personas que lo soliciten y que se encuentren en situación de vulnerabilidad social en el municipio de Comitán 
de Domínguez, Chiapas; principalmente a personas menores de edad, adultos mayores y personas con 
discapacidad, con la finalidad de contribuir a su incorporación a una vida plena y productiva encaminada al 
mejoramiento de la calidad de vida de las familias, procurando la igualdad de oportunidades de desarrollo. 

III.7 Que la Directora del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de Comitán de 
Domínguez, Chiapas acredita su personalidad mediante el nombramiento de fecha 11 de octubre de 2021 
emitido por el L.A.E. Mario Antonio Guillén Domínguez, presidente municipal constitucional y la Lic. María 
Eugenia Méndez Morales, Secretaria Municipal, y se encuentra facultada para celebrar el presente Convenio 
de Colaboración, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 123 de la Ley de Desarrollo Constitucional en 
Materia de Gobierno y Administración Municipal del Estado de Chiapas 

Asimismo, proporciona el correo electrónico smdifcomitan@gmail.com, en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

IV. Declaran conjuntamente “LAS PARTES”: 

IV.1 Que se reconocen la personalidad jurídica y capacidad legal con la que se ostentan sus 
representantes, mismas que al momento de suscribir el presente convenio, no les han sido revocadas, 
modificadas, ni limitadas en forma alguna. 

IV.2 Que es su voluntad celebrar el presente convenio en términos de los artículos 28, 32, 33, 34, 35 y 36 
de la Ley de Planeación, 75, 82, 83 y demás relativos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, por lo que en su suscripción no existe error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio del 
consentimiento que vulnere su libre voluntad y pueda ser causa de nulidad. 

IV.3 Que reconocen la certeza y validez de las declaraciones contenidas en este instrumento y están 
conformes con las mismas. 

Una vez declarado lo anterior, “LAS PARTES” convienen sujetar su colaboración en términos de las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El objeto del presente convenio es establecer las bases y procedimientos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para la trasferencia de recursos federales con carácter de subsidios y la 
ejecución del Proyecto aprobado en el Municipio de Comitán de Domínguez, Estado de Chiapas, en el marco 
de la “Ley General”, Ley de Asistencia Social, Ley de Migración, los “Criterios” y la demás normatividad 
aplicable. 

SEGUNDA. ALCANCES. “LAS PARTES” acuerdan que el Proyecto forma parte integrante de este 
instrumento jurídico, como “ANEXO DE EJECUCIÓN”. 

El Proyecto que se realice con este recurso, no podrá ser cedido, concesionado, modificado, ni enajenado 
para su operación y deberá aplicarse únicamente en los Centros de Asistencia Social, Establecimientos 
Asistenciales y Lugares Habilitados en términos del artículo 94 de la “Ley General”. 

TERCERA. CUENTA BANCARIA. Los recursos que proporcione el “DIF NACIONAL” se ejercerán por 
medio de una cuenta bancaria productiva que la Secretaría de Finanzas o su equivalente en la entidad 
federativa aperture a favor del Sistema para el DIF del Municipio de Comitán de Domínguez, Chiapas a 
solicitud del Presidente Municipal del Municipio de Comitán de Domínguez, Chiapas, la que se abrirá de 
manera especial y exclusiva para la administración de los recursos federales materia del presente instrumento 
jurídico, con el fin de que se distinga contablemente su origen e identifique que las erogaciones correspondan 
a los fines del Proyecto, de conformidad con lo señalado en el quinto párrafo del artículo 69 de la Ley General 
de Contabilidad Gubernamental. 

La Secretaría de Finanzas o su equivalente en la entidad federativa, deberá de emitir el recibo 
correspondiente al ingreso de los recursos transferidos por el “DIF NACIONAL”, el día que se reciba, mismo 
que deberá remitirse a más tardar en los siguientes cinco (5) días hábiles a satisfacción del “DIF NACIONAL”, 
y en congruencia con lo dispuesto, tanto en los “CRITERIOS”, como en el presente convenio.  

Para los efectos de los párrafos que anteceden la Secretaria de Finanzas o su homólogo en el Municipio, 
transferirá los recursos en un máximo de cinco (5) días hábiles posteriores a haber aperturado la cuenta 
productiva. 
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CUARTA. SUPERVISIÓN Y SEGUIMIENTO DEL “DIF NACIONAL”. “LAS PARTES” están de acuerdo, 
que para supervisar y dar seguimiento al cumplimiento del Proyecto objeto del presente Convenio de 
Coordinación, el seguimiento del mismo se realizará conforme a los “CRITERIOS” y a través del personal 
adscrito a la Dirección General de Coordinación y Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y 
Población en Situación de Vulnerabilidad, quien revisará y resguardará los elementos relativos, tales como: 

I. Las supervisiones que sean reportadas por “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, que haga 
denotar las coincidencias entre la ejecución de las acciones, los Proyectos autorizados y su 
alineación al criterio 5 de los “CRITERIOS”. Dichas visitas de verificación deberán ser minutadas y 
debidamente firmadas por las personas servidoras públicas que en ellas intervengan; 

II. Los informes de avance; 

III. El informe final de resultados y alcances obtenidos en la ejecución de las acciones materia de los 
“CRITERIOS” y; 

IV. Los demás que requieran las medidas de control, verificación y vigilancia previstas en los 
“CRITERIOS” y/o definidas por la “UAPV”, a través de la DGCFPPIFPSV. 

Para ello, la DGCFPPIFPSV podrá: 

1) Realizar por sí misma y/o a través de terceros que al efecto designe, visitas de supervisión en el 
domicilio de los Centros de Asistencia Social, Establecimientos Asistenciales y/o Lugares Habilitados 
conforme al “ANEXO DE EJECUCIÓN”; mismas que podrán ser sin previo aviso y en los momentos 
que el “DIF NACIONAL” considere oportuno; 

2) Requerir los informes que considere necesarios; y 

3) Reunirse las veces que considere necesarias con el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, a 
través del personal que de ambas partes designen. 

QUINTA. OBLIGACIONES DEL “DIF NACIONAL”: 

I. Asignar y aportar los recursos federales con carácter de subsidios, por la cantidad total de 
$5’845,950.00 (Cinco millones ochocientos cuarenta y cinco mil novecientos cincuenta pesos 
00/100 M.N.), misma que se otorgará de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria y posterior a la 
firma de este instrumento, en la cuenta bancaria productiva que la Secretaría de Finanzas o su 
equivalente en la entidad federativa abrirá para tales efectos, previa documentación que para esos 
fines se proporcione al “DIF NACIONAL”; los recursos señalados en la presente cláusula serán 
destinados única y exclusivamente para el desarrollo del Proyecto autorizado y agregado como 
“ANEXO DE EJECUCIÓN” al presente convenio.; 

II. Determinar, a través la Unidad de Administración y Finanzas, el mecanismo a través del cual se 
proporcionará la cantidad que se menciona en la fracción I de la presente cláusula, de conformidad 
con las disposiciones de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y en términos de la 
normatividad en la materia; 

III. Aprobar, verificar y supervisar, bajo responsabilidad de la DGCFPPIFPSV, la ejecución del 
Proyecto; 

IV. Otorgar, a través de las Unidades Administrativas que suscriben el presente instrumento, la 
asesoría y orientación en el ámbito de su competencia, al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y 
SMDIF” cuando éste se la solicite y; 

V. En general, cumplir en todo momento con las disposiciones contenidas en los “CRITERIOS”. 

SEXTA. OBLIGACIONES DEL “DIF ESTATAL”: 

I. Otorgar, a través de las Unidades Administrativas que suscriben el presente instrumento, la 
asesoría y orientación en el ámbito de su competencia al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y 
SMDIF”, cuando éste se la solicite. 

II. Supervisar el cumplimiento del Proyecto objeto del presente Convenio de Coordinación a través de 
la colaboración institucional y las reuniones a las que se refiere la cláusula cuarta fracción IV inciso 
3). 

III. Acompañar con asesoría técnica al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” para que los 
informes de avance de los Proyectos se hagan de manera trimestral, así como para que se 
presente el informe final. 
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SÉPTIMA. OBLIGACIONES DEL “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”: 

I. Recibir y canalizar los recursos señalados en el presente convenio, así como supervisar la 
ejecución y desarrollo de las actividades objeto del presente instrumento y que se realicen de 
acuerdo con lo señalado en los “CRITERIOS” y demás normatividad aplicable; 

II. Aplicar en su totalidad los recursos señalados en este convenio, garantizando la liberación expedita 
de los mismos, los cuales deberán destinarse, única y exclusivamente para los fines del Proyecto 
autorizado. Asimismo, se deberán llevar a cabo todas las acciones tendientes a la verificación y 
comprobación de la correcta aplicación de los recursos presupuestarios asignados; 

III. Aceptar y facilitar la realización de toda clase de visitas de verificación por parte del “DIF 
NACIONAL”, Comisión Nacional y las Estatales de Derechos Humanos, así como brindar 
oportunamente la documentación o información de los requerimientos que le sean formulados por 
parte de los diversos Órganos de Fiscalización, así como por el “DIF NACIONAL” y cualquier otra 
instancia competente para el cumplimiento y atención de exhortos, medidas cautelares y/o 
recomendaciones y quejas de tales; 

IV. Asumir los compromisos de atender las recomendaciones al modelo de atención y cuidados en los 
Centros de Asistencia Social y Establecimientos Asistenciales y a los modelos para diagnósticos de 
derechos vulnerados, planes de restitución, medidas de protección que le sean emitas por 
unidades administrativas del “DIF NACIONAL”; 

V. Los informes de avance de los Proyectos se harán de manera trimestral, así como el informe final, 
siendo este último que deberá entregarse a más tardar dentro de los 15 días naturales posteriores 
al cierre del ejercicio fiscal correspondiente, sin perjuicio de contar de los comprobantes fiscales 
impresos y archivos electrónicos que amparen la adquisición y servicios para dar cumplimiento a 
las metas de acuerdo con el Proyecto, en términos de las disposiciones fiscales vigentes; 

VI. Administrar los recursos que reciban, así como comprobar, verificar y justificar, el destino del gasto 
de los recursos otorgados ante las instancias fiscalizadoras correspondientes, así como hacerse 
responsable de las sanciones acreditables en caso de que se le dé un uso distinto a ese recurso; 

VII. En los eventos y actividades realizadas en el marco del Proyecto, ha de señalar expresamente que 
éste, forma parte del fondo de los Apoyos para la operación y habilitación de los Centros de 
Asistencia Social, Establecimientos Asistenciales y Lugares Habilitados en términos del artículo 94 
de la “Ley General”; así como divulgar la participación y apoyo del Gobierno Federal a través del 
“DIF NACIONAL” y del gobierno de la entidad Federativa de que se trate a través del “DIF 
ESTATAL”; 

VIII. Aceptar y facilitar la realización de visitas de supervisión y seguimiento, así como reuniones de 
trabajo por parte del personal adscrito a la DGCFPPIFPSV y/o que esta designe, debidamente 
identificado y brindar oportunamente la información y documentación que les sea solicitada. En 
caso de existir algún cambio respecto de la información emitida, deberá informar de forma 
inmediata y por escrito dichos cambios; 

IX. Cumplir estricta y puntualmente con el contenido, alcances, objetivos y adquisiciones establecidos 
en el “ANEXO DE EJECUCIÓN”, del presente convenio; 

X. Derivado de la asignación y aplicación de los recursos financieros que haya solicitado, fortalecer la 
operación, infraestructura de alojamiento temporal, cuidados alternativos y acciones de intervención 
de retornos asistidos, y las que corresponden a la participación de las Procuradurías de Protección 
en materia de representación jurídica y restitución de derechos, para la atención de niñas, niños y 
adolescentes migrantes acompañados y no acompañados, a través del mantenimiento, el 
reacondicionamiento, la habilitación, la ampliación, la remodelación, la rehabilitación, el 
equipamiento y/o el reequipamiento de espacios de alojamiento u otras estrategias de trabajo que 
resulten relevantes para mitigar la situación de las NNA´s migrantes , así como el otorgamiento de 
cuidados de hidratación, alimentación, higiene, atención sanitaria, entre otros, hasta en tanto se 
resuelve su situación migratoria en el procedimiento administrativo migratorio y, en su caso, cuando 
así corresponda al interés superior de la niñez, los correspondientes retornos asistidos o en su 
caso realizar los acompañamientos para aquellos casos en que se detecte que la niñez migrante 
requiera de alguna protección complementaria y/o la representación jurídica para la obtención de la 
condición de refugiado o asilo político; 
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XI. Contar con un control de los gastos correspondientes al recurso recibido a través del fondo de 
apoyo para la ejecución del proyecto aprobado, así como obtener comprobantes fiscales de todo lo 
ejercido con los recursos del fondo que se otorgan en virtud de la suscripción de este instrumento. 
los comprobantes fiscales deberán estar sujetos a lo establecido por el Código Fiscal de la 
Federación, para efectos en su caso, sean requeridos por autoridad competente; 

XII. Realizar las acciones necesarias para que se reintegre a la Tesorería de la Federación, los 
recursos federales presupuestarios no comprobados o no devengados, al 31 de diciembre de 2022, 
incluyendo sus rendimientos financieros, de conformidad con los “CRITERIOS” y la normatividad 
aplicable en materia, a más tardar dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes al cierre del 
ejercicio fiscal; 

El “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” tiene la obligación de informar lo anterior, a la 
Dirección de Finanzas, a la “UAPV” y a la DGCFPPIFPSV del “DIF NACIONAL” y del ámbito local a 
quien corresponda; 

Los recursos deberán estar debidamente devengados a más tardar el 31 de diciembre de 2022, por 
lo que la DGCFPPIFPSV hasta la misma fecha, recibirá los informes finales acorde al proyecto 
aprobado; 

XIII. No ceder a terceras personas físicas o morales, los derechos y obligaciones derivadas de este 
convenio; 

XIV. Responder de los defectos y vicios que pudieran tener, por inobservancia o negligencia, de los 
productos realizados durante el Proyecto, así como asumir la responsabilidad con terceros y sus 
respectivas indemnizaciones derivadas de esta inobservancia; 

XV. No establecer ligas de dependencia o subordinación con partidos políticos y abstenerse de efectuar 
actividades político-partidistas, así como abstenerse de realizar proselitismo o propaganda con 
fines religiosos; 

XVI. Ser responsable del manejo, guarda y custodia de los materiales, insumos y recursos humanos 
necesarios para la ejecución del proyecto; 

XVII. Solventar las observaciones y requerimientos realizados por la DGCFPPIFPSV, derivados de la 
revisión de los Informes señalados en la presente cláusula en un plazo no mayor a cinco días 
hábiles contados a partir de que se le notifique al correo electrónico proporcionado por el 
“AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” para tal efecto; 

XVIII. Responder de las comprobaciones periódicas y finales necesarias, que les sean requeridas por las 
instancias fiscalizadoras correspondientes, de los recursos federales transferidos en calidad de 
Apoyos y; 

XIX. Reportar los avances correspondientes en el Sistema de Recursos Federales Transferidos, 
establecido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en cumplimiento a los artículos 85 de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 48 y 49 de la Ley de Coordinación 
Fiscal; 68, 71, 72 y 80 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

OCTAVA. GRUPO DE TRABAJO. Para la ejecución, supervisión, seguimiento y evaluación del objeto del 
presente Convenio de Coordinación, “LAS PARTES” acuerdan en formar un Grupo de Trabajo, que estará 
conformado con personas servidoras públicas de nivel mínimo de Dirección de Área, por los siguientes 
representantes: 

I. Por el “DIF NACIONAL” la persona titular de la DGCFPPIFPSV, o a quien ésta designe mediante 
escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

II. Por el “DIF ESTATAL” la persona titular de la Coordinación Operativa de Centros Asistenciales, o a 
quien ésta designe mediante escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

III. Por el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” la persona titular del Sistema para el Desarrollo 
Integral de la Familia del Municipio de Comitán de Domínguez, Chiapas, o a quien ésta designe 
mediante escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

NOVENA. ACTUALIZACIÓN. “LAS PARTES” convienen en hacer del conocimiento las personas suplentes 
de las designadas en la Cláusula anterior, mismas que deberán contar con facultades para tomar decisiones y 
deberán tener cuando menos el nivel jerárquico inmediato inferior de aquellos que los designan. 

Asimismo, “LAS PARTES” acuerdan que el Grupo de Trabajo tendrá las siguientes funciones: 

I. Determinar y aprobar las acciones factibles de ejecución; 

II. Dar seguimiento a las acciones objeto del presente instrumento y evaluar sus resultados; 

III. Proponer la suscripción de instrumentos necesarios para dar cumplimiento al objeto del presente 
instrumento y; 
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IV. Resolver las diferencias respecto al alcance o ejecución del presente convenio, mediante la 
amigable composición y a través del Grupo de Trabajo al que se refiere la cláusula SÉPTIMA del 
presente instrumento. 

DÉCIMA. COMPROMISOS CONJUNTOS DE “LAS PARTES”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances 
del presente Convenio de Coordinación se comprometen a: 

I. Realizar los trámites administrativos que cuando así se requiera, en estricto apego a la Ley de 
Migración, la “Ley General”, el Plan de Restitución de Derechos que emita la Procuraduría Federal 
de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y/o la Procuraduría de Protección que 
sea competente en el Municipio, así como la demás normatividad aplicable. 

II. Actuar atendiendo al principio de interés superior de la niñez y/o unidad familiar. 

III. Atender los requerimientos, auditorias, recomendaciones y observaciones que determinen las 
instancias fiscalizadoras de recursos federales. 

DÉCIMA PRIMERA. VIGENCIA. La vigencia del presente Convenio de Coordinación será a partir de su 
fecha de suscripción y hasta el 31 de diciembre de 2022. 

DÉCIMA SEGUNDA. MODIFICACIONES. En caso de ser necesario, el presente Convenio de 
Coordinación podrá ser modificado o adicionado durante su vigencia, mediante la celebración del Convenio 
Modificatorio respectivo, “LAS PARTES” acuerdan que esta procederá siempre que se haga por escrito. Las 
modificaciones o adiciones pasarán a formar parte integrante de este instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. CASO FORTUITO. Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán 
responsabilidad civil por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia del caso fortuito o 
fuerza mayor, en especial los que provoquen la suspensión de las actividades que se realicen con motivo del 
cumplimiento del presente Convenio de Coordinación, por lo que una vez que desaparezcan las causas que 
suscitaron su interrupción, se procederá a reanudar las acciones en la forma y términos acordados por  “LAS 
PARTES”. 

DÉCIMA CUARTA. RESCISIÓN. “LAS PARTES” están de acuerdo en que serán causas de rescisión sin 
responsabilidad para el “DIF NACIONAL”, las siguientes: 

I. Que el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” no apliquen los recursos entregados para los 
fines aprobados o los apliquen inadecuadamente, en cuyo caso, deberán reintegrar la totalidad de 
dichos recursos otorgados; 

II. Que se incumpla con la ejecución del Proyecto; 

III. Que el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” no acepten la realización de visitas de 
supervisión cuando así lo soliciten el “DIF NACIONAL”, los Órganos Fiscalizadores Federales 
competentes o cualquier otra autoridad competente o autorizada, con el fin de verificar la correcta 
aplicación de los recursos; 

IV. Que no entreguen a la DGCFPPIFPSV los informes y la documentación que acredite los avances y 
la conclusión de los compromisos y conceptos del Proyecto; 

V. Que se presente información falsa sobre los conceptos de aplicación; 

VI. Por motivo de duplicidad de Proyectos a conceptos idénticos de otros Proyectos o fondos 
federales; 

VII. Cuando el “DIF NACIONAL”, o algún órgano de fiscalización detecten desviaciones o 
incumplimientos en el ejercicio de los recursos; y 

VIII. En general, cuando exista incumplimiento de los compromisos establecidos en el presente 
convenio, los “CRITERIOS” y las disposiciones que deriven de éstas. 

El “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” acepta que, ante la rescisión operará la cancelación de la 
entrega de los apoyos, y reintegrará a la Tesorería de la Federación, los recursos otorgados o su parte 
proporcional, según corresponda, así como los intereses y rendimientos generados, sin perjuicio de que el 
“DIF NACIONAL” dé vista a las autoridades competentes, respecto de las responsabilidades que pudieran 
actualizarse. 

La rescisión a la que se refiere esta cláusula se realizara sin necesidad de declaración judicial previa, solo 
bastara con la notificación que haga el “DIF NACIONAL” en ese sentido, por la causal que corresponda. 

DÉCIMA QUINTA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. “LAS PARTES” podrán dar por terminado 
anticipadamente el presente instrumento, mediante el convenio respectivo, suscrito por quienes en este 
actúan, o solicitar su salida del mismo, mediante escrito libre que contenga una manifestación explícita de que 
se desea salir anticipadamente del presente Convenio de Coordinación, con los datos generales de la parte 
que así lo desea, por lo menos con 30 (treinta) días hábiles de antelación, en el entendido de que las 
actividades que se encuentren en ejecución, deberán ser concluidas salvo acuerdo en contrario. 
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Asimismo, dado que las obligaciones y facultades establecidas por la Ley de Migración y “Ley General”, no 
se interrumpen debido a la terminación del presente instrumento, las acciones que desplieguen “LAS 
PARTES” deberán de realizarse en estricta observancia de dichas normas y de las demás relativas en la 
materia. 

En este caso el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” deberá realizar la devolución a la Tesorería de 
la Federación de los recursos no devengados a la fecha en que se presente la terminación, así como de sus 
posibles rendimientos, de conformidad con la normatividad aplicable vigente. 

DÉCIMA SEXTA. COMUNICACIONES. Los avisos y comunicaciones entre “LAS PARTES”, deberán 
realizarse por escrito, por conducto de las personas designadas como enlaces de seguimiento señaladas en 
el presente Convenio de Coordinación o por cualquier otro medio electrónico o por la vía más expedita de la 
cual obre constancia, siempre atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA SÉPTIMA. DESIGNACIÓN DE LOS ENLACES DE SEGUIMIENTO. “LAS PARTES” convienen 
designar como enlaces de seguimiento del presente Convenio de Coordinación, a las personas previstas en la 
cláusula Octava. 

DÉCIMA OCTAVA. PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. “LAS PARTES” se obligan a respetar el 
principio de confidencialidad y reserva, respecto a la información que manejen o lleguen a producir con motivo 
del presente instrumento, así como a tratarla en estricto apego a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás 
normatividad que en materia aplique. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que, para publicar información y documentos 
relacionados con el objeto del presente instrumento, se deberá contar con el consentimiento y aprobación de 
cada una de ellas. 

DÉCIMA NOVENA. RELACIÓN LABORAL. “LAS PARTES” convienen en que el personal seleccionado 
para la realización y cumplimiento del objeto del presente instrumento se entenderá relacionado 
exclusivamente con aquélla que lo eligió. Por ende, asumirán su responsabilidad por este concepto y en 
ningún caso serán considerados patrones solidarios o sustitutos, aclarando que cada una de “LAS PARTES” 
que intervienen en este Convenio de Coordinación, tiene medios propios para afrontar la responsabilidad que 
derive de las relaciones de trabajo que se establezcan con sus trabajadores. 

VIGÉSIMA. USO DE LOGOTIPOS. “LAS PARTES” acuerdan que se podrá usar el nombre y logotipo de 
cada una de ellas, sólo en los casos relacionados con las actividades derivadas del presente Convenio de 
Coordinación y sujetos a consentimiento previo y por escrito de cada una de “LAS PARTES”. El nombre, logo 
y emblema de cualquiera de ellas podrán reproducirse únicamente de la manera que se estipule en el 
presente instrumento o acuerdo establecido para ello. 

VIGÉSIMA PRIMERA. EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDADES. “LAS PARTES” realizarán las 
actividades y procedimientos específicos que tengan a bien establecer de manera profesional y bajo su más 
estricta responsabilidad, sin que ello implique una relación de subordinación de cualquier parte hacia la otra. 

VIGÉSIMA SEGUNDA. LEY APLICABLE Y JURISDICCIÓN. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
Convenio de Coordinación es producto de la buena fe, por lo que realizarán todas las acciones posibles para 
el debido cumplimiento de éste, en caso de presentarse alguna discrepancia sobre su interpretación o 
ejecución, respecto de asuntos que no se encuentren expresamente previstos en las cláusulas 
correspondientes, “LAS PARTES” resolverán conforme al criterio 13 de los “CRITERIOS”. En caso de persistir 
controversia para la interpretación y cumplimiento del presente instrumento, así como para aquello que no 
esté expresamente estipulado, “LAS PARTES” se someterán a la aplicación de las Leyes Federales de los 
Estados Unidos Mexicanos y a la jurisdicción de los Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

VIGÉSIMA TERCERA. PUBLICACIÓN. En cumplimiento de las disposiciones contenidas en el artículo 36 
de la Ley de Planeación y 178 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, el presente Convenio de Coordinación será publicado en el Diario Oficial de la Federación. 

Leído el presente por las partes y conocedoras de su fuerza y alcance legal, lo firman en la Ciudad de 
México, el 5 de abril de 2022, en seis ejemplares originales.- Por el DIF Nacional: Jefa de la Unidad de 
Atención a Población Vulnerable, Lic. Miriam Mireya Bahena Barbosa.- Rúbrica.- Asistencia: Director 
General de Coordinación y Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y Población en Situación de 
Vulnerabilidad, L.C. Raúl Mustafa Yassin Jiménez.- Rúbrica.- Por el DIF Estatal: Directora General, Lic. 
Deliamaría González Flandez.- Rúbrica.- Asistencia: Coordinadora Operativa de Centros Asistenciales, C. 
Ana Cecilia Ortiz Farrera.- Rúbrica.- Por el Ayuntamiento Municipal y SMDIF: Presidente Municipal 
Constitucional, L.A.E. Mario Antonio Guillen Domínguez.- Rúbrica.- Directora del DIF Municipal, Lic. 
Gabriela Magdalena Hidalgo Nápoles.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación para la transferencia de recursos federales con carácter de subsidios, para el 
fortalecimiento de las acciones institucionales en materia de infancia migrante, centros de asistencia social, 
establecimientos asistenciales y lugares habilitados, que operan los sistemas DIF estatales y municipales, en 
términos de la Ley de Asistencia Social, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de 
Migración y la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, que celebran el Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado 
de Chiapas y el Municipio de Frontera Comalapa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES CON CARÁCTER DE 
SUBSIDIOS, PARA EL FORTALECIMIENTO DE LAS ACCIONES INSTITUCIONALES EN MATERIA DE INFANCIA 
MIGRANTE CENTROS DE ASISTENCIA SOCIAL, ESTABLECIMIENTOS ASISTENCIALES Y LUGARES HABILITADOS, 
QUE OPERAN LOS SISTEMAS DIF ESTATALES Y MUNICIPALES, EN TÉRMINOS DE LA LEY DE ASISTENCIA SOCIAL, 
LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, LA LEY DE MIGRACIÓN Y LA LEY 
SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL 
SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, EN ADELANTE EL “DIF NACIONAL”, A 
TRAVÉS DE LA JEFA DE UNIDAD DE ATENCIÓN A POBLACIÓN VULNERABLE, LA LIC. MIRIAM MIREYA BAHENA 
BARBOSA, ASISTIDA POR EL DIRECTOR GENERAL DE COORDINACIÓN Y FOMENTO A POLÍTICAS PARA LA 
PRIMERA INFANCIA, FAMILIAS Y POBLACIÓN EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD, EL L.C. RAÚL MUSTAFA 
YASSIN JIMÉNEZ Y POR LA OTRA, EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL ESTADO DE 
CHIAPAS, EN ADELANTE REFERIDO COMO EL “DIF ESTATAL”, REPRESENTADO POR SU DIRECTORA GENERAL, 
LA LIC. DELIAMARÍA GONZÁLEZ FLANDEZ, ASISTIDA POR LA COORDINADORA OPERATIVA DE CENTROS 
ASISTENCIALES, LA C. ANA CECILIA ORTIZ FARRERA, ASÍ COMO, EL MUNICIPIO DE FRONTERA COMALAPA, 
CHIAPAS, CONJUNTAMENTE CON EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE ESE 
MUNICIPIO, EN LO SUCESIVO EL “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, REPRESENTADOS POR EL PRESIDENTE 
MUNICIPAL CONSTITUCIONAL, EL DR. ROBERTO ALEJANDRO MÉRIDA GONZÁLEZ, Y LA DIRECTORA DEL DIF 
MUNICIPAL, LA PROFA. ESTELA GONZÁLEZ MELÉNDEZ, A QUIENES y ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA, SE 
LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone en sus artículos 1°, párrafos primero 
y tercero y, 4º, párrafo noveno, que en este país, todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en ella y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad; asimismo, que en todas las decisiones y actuaciones del Estado, se velará y 
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos, pues 
este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a 
la niñez. || atenderá, será el interés superior del niño. Esta Convención también establece, en su artículo 4º, la 
obligación para que los Estados parte adopten las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para 
dar efectividad a los derechos reconocidos en la misma. 

II. El 4 de diciembre de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en lo sucesivo la “Ley General”, que tiene por objeto el reconocer a 
niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Por lo que específicamente en relación a la niñez migrante, la “Ley General” establece, en su artículo 89, 
que las autoridades de todos los órdenes de gobierno deberán proporcionar, de conformidad con sus 
competencias, los servicios correspondientes a niñas, niños y adolescentes en situación de migración, 
independientemente de su nacionalidad o su situación migratoria, teniendo el principio del interés superior de 
la niñez como la consideración primordial que se tomará en cuenta durante el procedimiento administrativo 
migratorio al que estén sujetos, asimismo, refiere, en su artículo 94, que, para garantizar la protección integral 
de los derechos, los Sistemas Nacional, Estatales y Municipales DIF, concurrente y/o coincidentemente, 
habilitarán espacios de alojamiento o albergues para recibir a niñas, niños y adolescentes migrantes, 
asimismo, conforme al artículo 117, fracción XI, en relación con el artículo 118, fracción XII, y el artículo 119, 
fracción IX, los órdenes de gobierno deben coordinarse para la implementación y ejecución de las acciones y 
políticas públicas que deriven de dicha Ley. 

III. De igual forma, la “Ley General” establece en su artículo 120, fracciones II y III, que son atribuciones 
del “DIF NACIONAL”, entre otras; impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades del orden federal, 
de las entidades federativas, del municipio y de las alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, 
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estableciendo los mecanismos necesarios para ello y celebrar convenios de colaboración con los sistemas de 
las entidades federativas y los sistemas municipales, así como con organizaciones e instituciones de los 
sectores público, privado y social. 

IV. El 11 de noviembre de 2020 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que 
se reforman diversos artículos de la Ley de Migración y de la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político en materia de infancia migrante. 

En este sentido, la Ley de Migración establece, en sus artículos 95, 98, 99 y 112, que ninguna niña, niño o 
adolescente, deberá ingresar en una estación migratoria y que se otorgará de inmediato por el Instituto 
Nacional de Migración en adelante el “INM”, como medida de carácter temporal, la condición de estancia de 
visitante por razones humanitarias, misma que no estará sujeta a la presentación de documentación ni pago 
de derecho alguno. Siendo que el “DIF NACIONAL”, cuenta con la atribución de participar y reforzar las 
acciones de coordinación para la implementación de la política nacional de atención a la niñez en contexto de 
migración, ello se hará mediante ayudas focalizadas a los grupos de niñas, niños y adolescentes, 
acompañados, no acompañados y separados, mediante mecanismos de otorgamiento de recursos para 
financiar los Proyectos, enfocados principalmente en el fortalecimiento de la operación de Centros de 
Asistencia Social y Establecimientos Asistenciales, así como de su infraestructura de alojamiento temporal, 
acogimiento residencial, cuidados alternativos y acciones de intervención de retornos asistidos, y las que 
corresponden a la participación de las Procuradurías de Protección en materia de representación jurídica y 
restitución de derechos, para la atención de niñas, niños y adolescentes migrantes acompañados y no 
acompañados, a través del mantenimiento, el reacondicionamiento, la habilitación, la ampliación, la 
remodelación, la rehabilitación, el equipamiento y/o el reequipamiento de espacios de alojamiento u otras 
estrategias de trabajo que resulten relevantes para mitigar la situación de vulnerabilidad de los NNA´s 
Migrantes, así como el otorgamiento de cuidados de hidratación, alimentación, higiene, atención sanitaria, 
entre otros, hasta en tanto se resuelve su situación migratoria en el procedimiento administrativo migratorio y, 
en su caso, cuando así corresponda al interés superior de la niñez, los correspondientes retornos asistidos o 
en su caso realizar los acompañamientos para aquellos casos en que se detecte que la niñez migrante 
requiera de alguna protección complementaria y/o la representación jurídica para la obtención de la condición 
de refugiado o asilo político. 

Al mismo tiempo, la Ley de Migración, la Ley de Asistencia Social y la “Ley General” establecen la 
obligatoriedad del “DIF NACIONAL” de suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal, de las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales de la Cuidad de México 
para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes acompañados y no 
acompañados en contexto de migración. 

V. Mediante oficio No. 272.000.00.0759.2021 la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto del “DIF NACIONAL” informa del presupuesto asignado por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público a ese Sistema Estatal, en donde se establece la asignación del Apoyo para el fortalecimiento de las 
acciones institucionales en materia de infancia migrante, centros de asistencia social, establecimientos 
asistenciales y lugares habilitados en términos del artículo 94 de la “Ley General”. 

VI. Con fecha 23 de junio de 2021, se celebró la Primera Sesión Extraordinaria de la Junta de Gobierno 
del “DIF NACIONAL”, en donde mediante Acuerdo 03/EXT.01/2021 fue aprobada la emisión y ordenada la 
publicación en el Diario Oficial de la Federación de los Criterios para la Transferencia de Apoyos para el 
Fortalecimiento de los Sistemas para el Desarrollo Integral de la Familia integrados en el Sistema Nacional de 
Asistencia Social Pública en materia de sus Acciones de Intervención relativas a la Niñez Migrante en 
adelante los “CRITERIOS”, los cuales tienen por objeto establecer las bases para la transferencia de 
subsidios y/o Apoyos del “DIF NACIONAL” a los Sistemas Estatales respecto del Proyecto que puedan 
presentar los Sistemas Municipales DIF, a efecto de impulsar el fortalecimiento de operación, así como, de la 
infraestructura para el alojamiento temporal, acogimiento residencial, cuidados alternativos y acciones de 
intervención en retornos asistidos de niñas, niños y adolescentes en situación de migración y de sus familiares 
acompañantes, a que alude el presente instrumento y que sustentan normativamente la suscripción del 
presente convenio. 

DECLARACIONES 

I. Declara el “DIF NACIONAL”: 

I.1 Que es un organismo público descentralizado, con patrimonio y personalidad jurídica propios, normado 
por la Ley General de Salud y la Ley de Asistencia Social, publicadas en el Diario Oficial de la Federación los 
días 7 de febrero de 1984 y 2 de septiembre de 2004, respectivamente, así como lo establecido en el Estatuto 
Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 
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I.2 Que tiene entre sus objetivos la promoción y coordinación de la asistencia social, la prestación de 
servicios en ese campo, así como la realización de las demás acciones que establezcan las disposiciones 
legales aplicables; y que, entre sus atribuciones y funciones, actúa en coordinación con entidades y 
dependencias federales, locales y municipales en el diseño de las políticas públicas, operación de programas, 
prestación de servicios, y la realización de acciones en la materia. 

I.3 Que dentro de su estructura Orgánica, cuenta con la Unidad de Atención a Población Vulnerable, en 
adelante “UAPV”, unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de coadyuvar, 
prestar apoyo, colaboración técnica para la creación de establecimientos de asistencia social para niñas, 
niños y adolescentes migrantes acompañados y no acompañados en las entidades federativas, municipios y 
entidades territoriales de la Cuidad de México, así como para operar Centros de Asistencia Social a cargo del 
“DIF NACIONAL”, conforme a lo señalado por el artículo 15, fracciones V y VI del Estatuto Orgánico del 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.4 Que la persona Titular de la “UAPV”, se encuentra facultada para celebrar el presente convenio de 
conformidad con lo previsto por el mismo artículo 15, fracción XV del Estatuto Orgánico del Sistema Nacional 
para el Desarrollo Integral de la Familia, y que a su vez cuenta en términos de la fracción II del criterio 13 de 
los “CRITERIOS”, con facultades para autorizar de manera fundada y motivada otros proyectos diversos a los 
previstos en los mismos, lo que en la especie acontece, dado que derivado del abundante flujo migratorio de 
niñez por el territorio del Estado libre y soberano de Chiapas, se hace necesario, hasta en tanto se resuelven 
los procedimientos administrativos migratorios y los posible retornos asistidos, brindar alojamiento temporal, 
situación que motiva autorizar de manera excepcional proyectos de establecimientos. Asistenciales operados 
por los Municipios que forman parte del Sistema de Asistencia Social de tales personas morales de Derecho 
Público y por ende también son integrantes del Sistema Nacional de Asistencia Social público de los Estados 
Unidos Mexicanos, cuanto más porque en términos de la Ley de migración, la facultad de brindar cuidados, y 
condiciones de estancia temporal de niñez migrante conforme a lo señalado por el artículo 112 de la Ley de 
Migración es una competencia concurrente de los Sistemas para el Desarrollo integral de la Familia, Federal, 
Estatal y Municipal, lo que justifica la suscripción del presente convenio. 

I.5 Que a su vez, dentro de su estructura Orgánica, cuenta con la Dirección General de Coordinación y 
Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y Población en Situación de Vulnerabilidad 
(DGCFPPIFPSV), unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de diseñar, 
gestionar o coordinar las políticas públicas y las acciones concernientes a los servicios de asistencia social, 
que se consideren primordiales para el beneficio de las personas en situación de vulnerabilidad, 
especialmente de niñas, niños y adolescentes en situación de migración acompañados y no acompañados, 
conforme a lo previsto en la normatividad aplicable; administrar y coordinar la operación de los Centros de 
Asistencia Social de niñas, niños y adolescentes en situación de migración, con que cuente el Organismo 
conforme a la normatividad aplicable, así como apoyar en el marco de sus atribuciones, a la Procuraduría 
Federal de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y coadyuvar con los sectores público, 
privado y social en la atención integral de niñas, niños, adolescentes y personas en situación de 
vulnerabilidad. 

1.6 Que de conformidad con el oficio no. 272.000.00.0246.2022 emitido por la Dirección de Programación, 
Organización Y Presupuesto, cuenta con suficiencia presupuestal con cargo a la partida 43801 “Subsidios a 
Entidades Federativas y Municipios” del Clasificador por Objeto de Gasto vigente. 

I.7 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: SND7701134L0. 

I.8 Que para efectos del presente convenio, manifiesta que su domicilio es el ubicado en Avenida Emiliano 
Zapata, Número 340, Colonia Santa Cruz Atoyac, Alcaldía Benito Juárez, Código Postal 03310, Ciudad de 
México, mismo que señala para todos los fines y efectos legales de este convenio. 

II. Declara el “DIF ESTATAL”: 

II.1 Que es un organismo público descentralizado de la Administración Pública del Estado de Chiapas, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, regido por el Decreto de creación No. 209, publicado en el Periódico 
Oficial del Estado No. 034, de fecha 27 de junio del año 2007, dos mil siete. 

II.2 Que de conformidad con el artículo 3 del Decreto de Creación del Sistema para el Desarrollo Integral 
de la Familia del Estado de Chiapas, entre sus objetivos se encuentran: objetivo principal, proporcionar 
atención a grupos vulnerables y ejecutar acciones tendientes a la protección y desarrollo a los mismos, en el 
marco de integración y fortalecimiento del núcleo familiar, en toda la entidad. 
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II.3 Que dentro de su estructura orgánica, cuenta con la Coordinación Operativa de Centros Asistenciales 
en adelante la “COORDINACIÓN”, quien cuenta con las facultades para dirigir el funcionamiento y la 
administración de los centros asistenciales, así como el de otorgar servicios asistenciales de calidad y con 
calidez a la población en general, de acuerdo con los artículos 4, 110 de la Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes. 

II.4 Que la Lic. Deliamaría González Flandez, fue nombrada Directora General del Sistema para el 
Desarrollo Integral de la Familia de Chiapas, a partir del 14 de agosto de 2020, de conformidad con el 
nombramiento emitido por el Dr. Rutilio Escandón Cadenas, Gobernador Constitucional del Estado de 
Chiapas, con fundamento en los artículos 59, fracción XXIII y 60 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Chiapas, y los artículos 9 y 11 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Chiapas, por lo que cuenta con las facultades para actuar en representación del organismo. 

II.5 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: SDI001208PY8. 

II.6 Que, para los efectos de este convenio, señala como su domicilio el ubicado en calle Libramiento 
Norte Oriente Salomón González Blanco, Sin Número, Colonia Patria Nueva, Código Postal 29045, Tuxtla 
Gutiérrez, Chiapas. 

Asimismo, proporciona el correo electrónico dgeneral@difchiapas.gob.mx en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

III. Declara el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” actuando conjuntamente: 

III.1 Que el ayuntamiento de Frontera de Comalapa, Chiapas, es un Entidad de derecho público con 
personalidad jurídica y patrimonio propio y cuenta con la capacidad y facultad para la celebración del presente 
contrato, en los términos de los artículos, 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 82 
y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, Artículos 2, 45 Fracción LXV, 57 
Fracciones I y V de la Ley de Desarrollo Constitucional en materia de Gobierno y Administración Municipal del 
Estado de Chiapas. 

III.2 Que tiene entre sus objetivos: Promover el fortalecimiento y desarrollo integral del individuo, la familia 
y grupos vulnerables que requieran una atención inmediata, bajo el principio de desarrollo humano 
sustentable, a través de programas de asistencia social encaminados a prevenir, promover, proteger y 
rehabilitar a las personas que lo soliciten y que se encuentren en situación de vulnerabilidad social en el 
municipio de Frontera de Comalapa, Chiapas; principalmente a personas menores de edad, adultos mayores 
y personas con discapacidad, con la finalidad de contribuir a su incorporación a una vida plena y productiva 
encaminada al mejoramiento de la calidad de vida de las familias, procurando la igualdad de oportunidades de 
desarrollo. 

III.3 Que el ayuntamiento del municipio de Frontera de Comalapa, Chiapas, es representado por su 
Presidente Municipal Constitucional mismo que acredita su personalidad con la constancia de mayoría y 
validez de fecha 30 de septiembre del año 2021, emitido por el Instituto de Elecciones y Participación 
Ciudadana del Estado de Chiapas. Asimismo, proporciona el correo electrónico 
presidenciacomalapa2124@gmail.com en el cual, de acuerdo con las condiciones específicas podrá ser 
notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente instrumento jurídico. 

III.4 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: MFC850101TD8. 

III.5 Que a su vez declara que como parte de la administración pública municipal del municipio de Frontera 
Comalapa, Chiapas, cuenta con un Organismo Público Descentralizado, dotado con personalidad jurídica y 
patrimonio propio, establecido mediante el Acuerdo de creación: Sistema para el Desarrollo Integral de la 
Familia del Municipio de Frontera de Comalapa, Chiapas. 

III.6 Que el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de Frontera de Comalapa, 
Chiapas Tiene entre sus objetivos: Promover el fortalecimiento y desarrollo integral del individuo, la familia y 
grupos vulnerables que requieran una atención inmediata, bajo el principio de desarrollo humano sustentable, 
a través de programas de asistencia social encaminados a prevenir, promover, proteger y rehabilitar a las 
personas que lo soliciten y que se encuentren en situación de vulnerabilidad social en el municipio de Frontera 
de Comalapa, Chiapas; principalmente a personas menores de edad, adultos mayores y personas con 
discapacidad, con la finalidad de contribuir a su incorporación a una vida plena y productiva encaminada al 
mejoramiento de la calidad de vida de las familias, procurando la igualdad de oportunidades de desarrollo. 
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III.7 Que la Directora del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de Frontera de 
Comalapa, Chiapas, acredita su personalidad mediante el nombramiento de fecha 01 de octubre del año 2021 
emitido por el Dr. Roberto Alejandro Mérida González, Presidente Municipal Constitucional del Municipio 
referido y se encuentra facultada para celebrar el presente Convenio de Colaboración, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 123 de la Ley de Desarrollo Constitucional en Materia de Gobierno y Administración 
Municipal del Estado de Chiapas. 

Asimismo, proporciona el correo electrónico diffronteracomalapa2124@gmail.com, en el cual, de acuerdo 
con las condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del 
presente instrumento jurídico. 

IV. Declaran conjuntamente “LAS PARTES”: 

IV.1 Que se reconocen la personalidad jurídica y capacidad legal con la que se ostentan sus 
representantes, mismas que al momento de suscribir el presente convenio, no les han sido revocadas, 
modificadas, ni limitadas en forma alguna. 

IV.2 Que es su voluntad celebrar el presente convenio en términos de los artículos 28, 32, 33, 34, 35 y 36 
de la Ley de Planeación, 75, 82, 83 y demás relativos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, por lo que en su suscripción no existe error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio del 
consentimiento que vulnere su libre voluntad y pueda ser causa de nulidad. 

IV.3 Que reconocen la certeza y validez de las declaraciones contenidas en este instrumento y están 
conformes con las mismas. 

Una vez declarado lo anterior, “LAS PARTES” convienen sujetar su colaboración en términos de las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El objeto del presente convenio es establecer las bases y procedimientos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para la trasferencia de recursos federales con carácter de subsidios y la 
ejecución del Proyecto aprobado en el Municipio de Frontera Comalapa, Estado de Chiapas, en el marco de la 
“Ley General”, Ley de Asistencia Social, Ley de Migración, los “Criterios” y la demás normatividad aplicable. 

SEGUNDA. ALCANCES. “LAS PARTES” acuerdan que el Proyecto forma parte integrante de este 
instrumento jurídico, como “ANEXO DE EJECUCIÓN”. 

El Proyecto que se realice con este recurso, no podrá ser cedido, concesionado, modificado, ni enajenado 
para su operación y deberá aplicarse únicamente en los Centros de Asistencia Social, Establecimientos 
Asistenciales y Lugares Habilitados en términos del artículo 94 de la “Ley General”. 

TERCERA. CUENTA BANCARIA. Los recursos que proporcione el “DIF NACIONAL” se ejercerán por 
medio de una cuenta bancaria productiva que la Secretaría de Finanzas o su equivalente en la entidad 
federativa aperture a favor del Sistema para el DIF del Municipio de Frontera Comalapa, Chiapas a solicitud 
del Presidente Municipal del Municipio de Frontera Comalapa, Chiapas, la que se abrirá de manera especial y 
exclusiva para la administración de los recursos federales materia del presente instrumento jurídico, con el fin 
de que se distinga contablemente su origen e identifique que las erogaciones correspondan a los fines del 
Proyecto, de conformidad con lo señalado en el quinto párrafo del artículo 69 de la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental. 

La Secretaría de Finanzas o su equivalente en la entidad federativa, deberá de emitir el recibo 
correspondiente al ingreso de los recursos transferidos por el “DIF NACIONAL”, el día que se reciba, mismo 
que deberá remitirse a más tardar en los siguientes cinco (5) días hábiles a satisfacción del “DIF NACIONAL”, 
y en congruencia con lo dispuesto, tanto en los “CRITERIOS”, como en el presente convenio.  

Para los efectos de los párrafos que anteceden la Secretaria de Finanzas o su homólogo en el Municipio, 
transferirá los recursos en un máximo de cinco (5) días hábiles posteriores a haber aperturado la cuenta 
productiva. 

CUARTA. SUPERVISIÓN Y SEGUIMIENTO DEL “DIF NACIONAL”. “LAS PARTES” están de acuerdo, 
que para supervisar y dar seguimiento al cumplimiento del Proyecto objeto del presente Convenio de 
Coordinación, el seguimiento del mismo se realizará conforme a los “CRITERIOS” y a través del personal 
adscrito a la Dirección General de Coordinación y Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y 
Población en Situación de Vulnerabilidad, quien revisará y resguardará los elementos relativos, tales como: 
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I. Las supervisiones que sean reportadas por “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, que haga 
denotar las coincidencias entre la ejecución de las acciones, los Proyectos autorizados y su 
alineación al criterio 5 de los “CRITERIOS”. Dichas visitas de verificación deberán ser minutadas y 
debidamente firmadas por las personas servidoras públicas que en ellas intervengan; 

II. Los informes de avance; 

III. El informe final de resultados y alcances obtenidos en la ejecución de las acciones materia de los 
“CRITERIOS” y; 

IV. Los demás que requieran las medidas de control, verificación y vigilancia previstas en los 
“CRITERIOS” y/o definidas por la “UAPV”, a través de la DGCFPPIFPSV. 

Para ello, la DGCFPPIFPSV podrá: 

1) Realizar por sí misma y/o a través de terceros que al efecto designe, visitas de supervisión en el 
domicilio de los Centros de Asistencia Social, Establecimientos Asistenciales y/o Lugares Habilitados 
conforme al “ANEXO DE EJECUCIÓN”; mismas que podrán ser sin previo aviso y en los momentos 
que el “DIF NACIONAL” considere oportuno; 

2) Requerir los informes que considere necesarios; y 

3) Reunirse las veces que considere necesarias con el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, a 
través del personal que de ambas partes designen. 

QUINTA. OBLIGACIONES DEL “DIF NACIONAL”: 

I. Asignar y aportar los recursos federales con carácter de subsidios, por la cantidad total de 
$9’070,550.00 (Nueve millones setenta mil quinientos cincuenta pesos 00/100 M.N.), misma que se 
otorgará de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria y posterior a la firma de este instrumento, en 
la cuenta bancaria productiva que la Secretaría de Finanzas o su equivalente en la entidad 
federativa abrirá para tales efectos, previa documentación que para esos fines se proporcione al 
“DIF NACIONAL”; los recursos señalados en la presente cláusula serán destinados única y 
exclusivamente para el desarrollo del Proyecto autorizado y agregado como “ANEXO DE 
EJECUCIÓN” al presente convenio.; 

II. Determinar, a través la Unidad de Administración y Finanzas, el mecanismo a través del cual se 
proporcionará la cantidad que se menciona en la fracción I de la presente cláusula, de conformidad 
con las disposiciones de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y en términos de la 
normatividad en la materia; 

III. Aprobar, verificar y supervisar, bajo responsabilidad de la DGCFPPIFPSV, la ejecución del 
Proyecto; 

IV. Otorgar, a través de las Unidades Administrativas que suscriben el presente instrumento, la 
asesoría y orientación en el ámbito de su competencia, al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y 
SMDIF” cuando éste se la solicite y; 

V. En general, cumplir en todo momento con las disposiciones contenidas en los “CRITERIOS”. 

SEXTA. OBLIGACIONES DEL “DIF ESTATAL”: 

I. Otorgar, a través de las Unidades Administrativas que suscriben el presente instrumento, la 
asesoría y orientación en el ámbito de su competencia al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y 
SMDIF”, cuando éste se la solicite. 

II. Supervisar el cumplimiento del Proyecto objeto del presente Convenio de Coordinación a través de 
la colaboración institucional y las reuniones a las que se refiere la cláusula cuarta fracción IV inciso 
3). 

III. Acompañar con asesoría técnica al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” para que los 
informes de avance de los Proyectos se hagan de manera trimestral, así como para que se 
presente el informe final. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DEL “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”: 

I. Recibir y canalizar los recursos señalados en el presente convenio, así como supervisar la 
ejecución y desarrollo de las actividades objeto del presente instrumento y que se realicen de 
acuerdo con lo señalado en los “CRITERIOS” y demás normatividad aplicable; 

II. Aplicar en su totalidad los recursos señalados en este convenio, garantizando la liberación expedita 
de los mismos, los cuales deberán destinarse, única y exclusivamente para los fines del Proyecto 
autorizado. Asimismo, se deberán llevar a cabo todas las acciones tendientes a la verificación y 
comprobación de la correcta aplicación de los recursos presupuestarios asignados; 
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III. Aceptar y facilitar la realización de toda clase de visitas de verificación por parte del “DIF 
NACIONAL”, Comisión Nacional y las Estatales de Derechos Humanos, así como brindar 
oportunamente la documentación o información de los requerimientos que le sean formulados por 
parte de los diversos Órganos de Fiscalización, así como por el “DIF NACIONAL” y cualquier otra 
instancia competente para el cumplimiento y atención de exhortos, medidas cautelares y/o 
recomendaciones y quejas de tales; 

IV. Asumir los compromisos de atender las recomendaciones al modelo de atención y cuidados en los 
Centros de Asistencia Social y Establecimientos Asistenciales y a los modelos para diagnósticos de 
derechos vulnerados, planes de restitución, medidas de protección que le sean emitas por 
unidades administrativas del “DIF NACIONAL”; 

V. Los informes de avance de los Proyectos se harán de manera trimestral, así como el informe final, 
siendo este último que deberá entregarse a más tardar dentro de los 15 días naturales posteriores 
al cierre del ejercicio fiscal correspondiente, sin perjuicio de contar de los comprobantes fiscales 
impresos y archivos electrónicos que amparen la adquisición y servicios para dar cumplimiento a 
las metas de acuerdo con el Proyecto, en términos de las disposiciones fiscales vigentes; 

VI. Administrar los recursos que reciban, así como comprobar, verificar y justificar, el destino del gasto 
de los recursos otorgados ante las instancias fiscalizadoras correspondientes, así como hacerse 
responsable de las sanciones acreditables en caso de que se le dé un uso distinto a ese recurso; 

VII. En los eventos y actividades realizadas en el marco del Proyecto, ha de señalar expresamente que 
éste, forma parte del fondo de los Apoyos para la operación y habilitación de los Centros de 
Asistencia Social, Establecimientos Asistenciales y Lugares Habilitados en términos del artículo 94 
de la “Ley General”; así como divulgar la participación y apoyo del Gobierno Federal a través del 
“DIF NACIONAL” y del gobierno de la entidad Federativa de que se trate a través del “DIF 
ESTATAL”; 

VIII. Aceptar y facilitar la realización de visitas de supervisión y seguimiento, así como reuniones de 
trabajo por parte del personal adscrito a la DGCFPPIFPSV y/o que esta designe, debidamente 
identificado y brindar oportunamente la información y documentación que les sea solicitada. En 
caso de existir algún cambio respecto de la información emitida, deberá informar de forma 
inmediata y por escrito dichos cambios; 

IX. Cumplir estricta y puntualmente con el contenido, alcances, objetivos y adquisiciones establecidos 
en el “ANEXO DE EJECUCIÓN”, del presente convenio; 

X. Derivado de la asignación y aplicación de los recursos financieros que haya solicitado, fortalecer la 
operación, infraestructura de alojamiento temporal, cuidados alternativos y acciones de intervención 
de retornos asistidos, y las que corresponden a la participación de las Procuradurías de Protección 
en materia de representación jurídica y restitución de derechos, para la atención de niñas, niños y 
adolescentes migrantes acompañados y no acompañados, a través del mantenimiento, el 
reacondicionamiento, la habilitación, la ampliación, la remodelación, la rehabilitación, el 
equipamiento y/o el reequipamiento de espacios de alojamiento u otras estrategias de trabajo que 
resulten relevantes para mitigar la situación de las NNA´s migrantes , así como el otorgamiento de 
cuidados de hidratación, alimentación, higiene, atención sanitaria, entre otros, hasta en tanto se 
resuelve su situación migratoria en el procedimiento administrativo migratorio y, en su caso, cuando 
así corresponda al interés superior de la niñez, los correspondientes retornos asistidos o en su 
caso realizar los acompañamientos para aquellos casos en que se detecte que la niñez migrante 
requiera de alguna protección complementaria y/o la representación jurídica para la obtención de la 
condición de refugiado o asilo político; 

XI. Contar con un control de los gastos correspondientes al recurso recibido a través del fondo de 
apoyo para la ejecución del proyecto aprobado, así como obtener comprobantes fiscales de todo lo 
ejercido con los recursos del fondo que se otorgan en virtud de la suscripción de este instrumento. 
los comprobantes fiscales deberán estar sujetos a lo establecido por el Código Fiscal de la 
Federación, para efectos en su caso, sean requeridos por autoridad competente; 

XII. Realizar las acciones necesarias para que se reintegre a la Tesorería de la Federación, los 
recursos federales presupuestarios no comprobados o no devengados, al 31 de diciembre de 2022, 
incluyendo sus rendimientos financieros, de conformidad con los “CRITERIOS” y la normatividad 
aplicable en materia, a más tardar dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes al cierre del 
ejercicio fiscal; 



  DIARIO OFICIAL Viernes 20 de mayo de 2022 

El “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” tiene la obligación de informar lo anterior, a la 
Dirección de Finanzas, a la “UAPV” y a la DGCFPPIFPSV del “DIF NACIONAL” y del ámbito local a 
quien corresponda; 

Los recursos deberán estar debidamente devengados a más tardar el 31 de diciembre de 2022, por 
lo que la DGCFPPIFPSV hasta la misma fecha, recibirá los informes finales acorde al proyecto 
aprobado; 

XIII. No ceder a terceras personas físicas o morales, los derechos y obligaciones derivadas de este 
convenio; 

XIV. Responder de los defectos y vicios que pudieran tener, por inobservancia o negligencia, de los 
productos realizados durante el Proyecto, así como asumir la responsabilidad con terceros y sus 
respectivas indemnizaciones derivadas de esta inobservancia; 

XV. No establecer ligas de dependencia o subordinación con partidos políticos y abstenerse de efectuar 
actividades político-partidistas, así como abstenerse de realizar proselitismo o propaganda con 
fines religiosos; 

XVI. Ser responsable del manejo, guarda y custodia de los materiales, insumos y recursos humanos 
necesarios para la ejecución del proyecto; 

XVII. Solventar las observaciones y requerimientos realizados por la DGCFPPIFPSV, derivados de la 
revisión de los Informes señalados en la presente cláusula en un plazo no mayor a cinco días 
hábiles contados a partir de que se le notifique al correo electrónico proporcionado por el 
“AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” para tal efecto; 

XVIII. Responder de las comprobaciones periódicas y finales necesarias, que les sean requeridas por las 
instancias fiscalizadoras correspondientes, de los recursos federales transferidos en calidad de 
Apoyos y; 

XIX. Reportar los avances correspondientes en el Sistema de Recursos Federales Transferidos, 
establecido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en cumplimiento a los artículos 85 de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 48 y 49 de la Ley de Coordinación 
Fiscal; 68, 71, 72 y 80 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

OCTAVA. GRUPO DE TRABAJO. Para la ejecución, supervisión, seguimiento y evaluación del objeto del 
presente Convenio de Coordinación, “LAS PARTES” acuerdan en formar un Grupo de Trabajo, que estará 
conformado con personas servidoras públicas de nivel mínimo de Dirección de Área, por los siguientes 
representantes: 

I. Por el “DIF NACIONAL” la persona titular de la DGCFPPIFPSV, o a quien ésta designe mediante 
escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

II. Por el “DIF ESTATAL” la persona titular de la Coordinación Operativa de Centros Asistenciales, o a 
quien ésta designe mediante escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

III. Por el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” la persona titular del Sistema para el Desarrollo 
Integral de la Familia del Municipio de Frontera Comalapa, Chiapas, o a quien ésta designe 
mediante escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

NOVENA. ACTUALIZACIÓN. “LAS PARTES” convienen en hacer del conocimiento las personas suplentes 
de las designadas en la Cláusula anterior, mismas que deberán contar con facultades para tomar decisiones y 
deberán tener cuando menos el nivel jerárquico inmediato inferior de aquellos que los designan. 

Asimismo, “LAS PARTES” acuerdan que el Grupo de Trabajo tendrá las siguientes funciones: 

I. Determinar y aprobar las acciones factibles de ejecución; 

II. Dar seguimiento a las acciones objeto del presente instrumento y evaluar sus resultados; 

III. Proponer la suscripción de instrumentos necesarios para dar cumplimiento al objeto del presente 
instrumento y; 

IV. Resolver las diferencias respecto al alcance o ejecución del presente convenio, mediante la 
amigable composición y a través del Grupo de Trabajo al que se refiere la cláusula SÉPTIMA del 
presente instrumento. 
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DÉCIMA. COMPROMISOS CONJUNTOS DE “LAS PARTES”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances 
del presente Convenio de Coordinación se comprometen a: 

I. Realizar los trámites administrativos que cuando así se requiera, en estricto apego a la Ley de 
Migración, la “Ley General”, el Plan de Restitución de Derechos que emita la Procuraduría Federal 
de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y/o la Procuraduría de Protección que 
sea competente en el Municipio, así como la demás normatividad aplicable. 

II. Actuar atendiendo al principio de interés superior de la niñez y/o unidad familiar. 

III. Atender los requerimientos, auditorias, recomendaciones y observaciones que determinen las 
instancias fiscalizadoras de recursos federales. 

DÉCIMA PRIMERA. VIGENCIA. La vigencia del presente Convenio de Coordinación será a partir de su 
fecha de suscripción y hasta el 31 de diciembre de 2022. 

DÉCIMA SEGUNDA. MODIFICACIONES. En caso de ser necesario, el presente Convenio de 
Coordinación podrá ser modificado o adicionado durante su vigencia, mediante la celebración del Convenio 
Modificatorio respectivo, “LAS PARTES” acuerdan que esta procederá siempre que se haga por escrito. Las 
modificaciones o adiciones pasarán a formar parte integrante de este instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. CASO FORTUITO. Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán 
responsabilidad civil por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia del caso fortuito o 
fuerza mayor, en especial los que provoquen la suspensión de las actividades que se realicen con motivo del 
cumplimiento del presente Convenio de Coordinación, por lo que una vez que desaparezcan las causas que 
suscitaron su interrupción, se procederá a reanudar las acciones en la forma y términos acordados por “LAS 
PARTES”. 

DÉCIMA CUARTA. RESCISIÓN. “LAS PARTES” están de acuerdo en que serán causas de rescisión sin 
responsabilidad para el “DIF NACIONAL”, las siguientes: 

I. Que el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” no apliquen los recursos entregados para los 
fines aprobados o los apliquen inadecuadamente, en cuyo caso, deberán reintegrar la totalidad de 
dichos recursos otorgados; 

II. Que se incumpla con la ejecución del Proyecto; 

III. Que el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” no acepten la realización de visitas de 
supervisión cuando así lo soliciten el “DIF NACIONAL”, los Órganos Fiscalizadores Federales 
competentes o cualquier otra autoridad competente o autorizada, con el fin de verificar la correcta 
aplicación de los recursos; 

IV. Que no entreguen a la DGCFPPIFPSV los informes y la documentación que acredite los avances y 
la conclusión de los compromisos y conceptos del Proyecto; 

V. Que se presente información falsa sobre los conceptos de aplicación; 

VI. Por motivo de duplicidad de Proyectos a conceptos idénticos de otros Proyectos o fondos 
federales; 

VII. Cuando el “DIF NACIONAL”, o algún órgano de fiscalización detecten desviaciones o 
incumplimientos en el ejercicio de los recursos; y 

VIII. En general, cuando exista incumplimiento de los compromisos establecidos en el presente 
convenio, los “CRITERIOS” y las disposiciones que deriven de éstas. 

El “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” acepta que, ante la rescisión operará la cancelación de la 
entrega de los apoyos, y reintegrará a la Tesorería de la Federación, los recursos otorgados o su parte 
proporcional, según corresponda, así como los intereses y rendimientos generados, sin perjuicio de que el 
“DIF NACIONAL” dé vista a las autoridades competentes, respecto de las responsabilidades que  pudieran 
actualizarse. 

La rescisión a la que se refiere esta cláusula se realizara sin necesidad de declaración judicial previa, solo 
bastara con la notificación que haga el “DIF NACIONAL” en ese sentido, por la causal que corresponda. 

DÉCIMA QUINTA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. “LAS PARTES” podrán dar por terminado 
anticipadamente el presente instrumento, mediante el convenio respectivo, suscrito por quienes en este 
actúan, o solicitar su salida del mismo, mediante escrito libre que contenga una manifestación explícita de que 
se desea salir anticipadamente del presente Convenio de Coordinación, con los datos generales de la parte 
que así lo desea, por lo menos con 30 (treinta) días hábiles de antelación, en el entendido de que las 
actividades que se encuentren en ejecución, deberán ser concluidas salvo acuerdo en contrario. 
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Asimismo, dado que las obligaciones y facultades establecidas por la Ley de Migración y “Ley General”, no 
se interrumpen debido a la terminación del presente instrumento, las acciones que desplieguen “LAS 
PARTES” deberán de realizarse en estricta observancia de dichas normas y de las demás relativas en la 
materia. 

En este caso el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” deberá realizar la devolución a la Tesorería de 
la Federación de los recursos no devengados a la fecha en que se presente la terminación, así como de sus 
posibles rendimientos, de conformidad con la normatividad aplicable vigente. 

DÉCIMA SEXTA. COMUNICACIONES. Los avisos y comunicaciones entre “LAS PARTES”, deberán 
realizarse por escrito, por conducto de las personas designadas como enlaces de seguimiento señaladas en 
el presente Convenio de Coordinación o por cualquier otro medio electrónico o por la vía más expedita de la 
cual obre constancia, siempre atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA SÉPTIMA. DESIGNACIÓN DE LOS ENLACES DE SEGUIMIENTO. “LAS PARTES” convienen 
designar como enlaces de seguimiento del presente Convenio de Coordinación, a las personas previstas en la 
cláusula Octava. 

DÉCIMA OCTAVA. PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. “LAS PARTES” se obligan a respetar el 
principio de confidencialidad y reserva, respecto a la información que manejen o lleguen a producir con motivo 
del presente instrumento, así como a tratarla en estricto apego a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás 
normatividad que en materia aplique. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que, para publicar información y documentos 
relacionados con el objeto del presente instrumento, se deberá contar con el consentimiento y aprobación de 
cada una de ellas. 

DÉCIMA NOVENA. RELACIÓN LABORAL. “LAS PARTES” convienen en que el personal seleccionado 
para la realización y cumplimiento del objeto del presente instrumento se entenderá relacionado 
exclusivamente con aquélla que lo eligió. Por ende, asumirán su responsabilidad por este concepto y en 
ningún caso serán considerados patrones solidarios o sustitutos, aclarando que cada una de “LAS PARTES” 
que intervienen en este Convenio de Coordinación, tiene medios propios para afrontar la responsabilidad que 
derive de las relaciones de trabajo que se establezcan con sus trabajadores. 

VIGÉSIMA. USO DE LOGOTIPOS. “LAS PARTES” acuerdan que se podrá usar el nombre y logotipo de 
cada una de ellas, sólo en los casos relacionados con las actividades derivadas del presente Convenio de 
Coordinación y sujetos a consentimiento previo y por escrito de cada una de “LAS PARTES”. El nombre, logo 
y emblema de cualquiera de ellas podrán reproducirse únicamente de la manera que se estipule en el 
presente instrumento o acuerdo establecido para ello. 

VIGÉSIMA PRIMERA. EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDADES. “LAS PARTES” realizarán las 
actividades y procedimientos específicos que tengan a bien establecer de manera profesional y bajo su más 
estricta responsabilidad, sin que ello implique una relación de subordinación de cualquier parte hacia la otra. 

VIGÉSIMA SEGUNDA. LEY APLICABLE Y JURISDICCIÓN. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
Convenio de Coordinación es producto de la buena fe, por lo que realizarán todas las acciones posibles para 
el debido cumplimiento de éste, en caso de presentarse alguna discrepancia sobre su interpretación o 
ejecución, respecto de asuntos que no se encuentren expresamente previstos en las cláusulas 
correspondientes, “LAS PARTES” resolverán conforme al criterio 13 de los “CRITERIOS”. En caso de persistir 
controversia para la interpretación y cumplimiento del presente instrumento, así como para aquello que no 
esté expresamente estipulado, “LAS PARTES” se someterán a la aplicación de las Leyes Federales de los 
Estados Unidos Mexicanos y a la jurisdicción de los Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

VIGÉSIMA TERCERA. PUBLICACIÓN. En cumplimiento de las disposiciones contenidas en el artículo 36 
de la Ley de Planeación y 178 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, el presente Convenio de Coordinación será publicado en el Diario Oficial de la Federación. 

Leído el presente por las partes y conocedoras de su fuerza y alcance legal, lo firman en la Ciudad de 
México, el 5 de abril de 2022, en seis ejemplares originales.- Por el DIF Nacional: Jefa de la Unidad de 
Atención a Población Vulnerable, Lic. Miriam Mireya Bahena Barbosa.- Rúbrica.- Asistencia: Director 
General de Coordinación y Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y Población en Situación de 
Vulnerabilidad, L.C. Raúl Mustafa Yassin Jiménez.- Rúbrica.- Por el DIF Estatal: Directora General, Lic. 
Deliamaría González Flandez.- Rúbrica.- Asistencia: Coordinadora Operativa de Centros Asistenciales, C. 
Ana Cecilia Ortiz Farrera.- Rúbrica.- Por el Ayuntamiento Municipal y SMDIF: Presidente Municipal 
Constitucional, Med. Roberto Alejandro Mérida González.- Rúbrica.- Directora del DIF Municipal,  Profa. 
Estela González Meléndez.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación para la transferencia de recursos federales con carácter de subsidios, para el 
fortalecimiento de las acciones institucionales en materia de infancia migrante, centros de asistencia social, 
establecimientos asistenciales y lugares habilitados, que operan los sistemas DIF estatales y municipales, en 
términos de la Ley de Asistencia Social, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de 
Migración y la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, que celebran el Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado 
de Chiapas y el Municipio de Frontera Hidalgo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES CON CARÁCTER DE 
SUBSIDIOS, PARA EL FORTALECIMIENTO DE LAS ACCIONES INSTITUCIONALES EN MATERIA DE INFANCIA 
MIGRANTE CENTROS DE ASISTENCIA SOCIAL, ESTABLECIMIENTOS ASISTENCIALES Y LUGARES HABILITADOS, 
QUE OPERAN LOS SISTEMAS DIF ESTATALES Y MUNICIPALES, EN TÉRMINOS DE LA LEY DE ASISTENCIA SOCIAL, 
LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, LA LEY DE MIGRACIÓN Y LA LEY 
SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL 
SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, EN ADELANTE EL “DIF NACIONAL”, A 
TRAVÉS DE LA JEFA DE UNIDAD DE ATENCIÓN A POBLACIÓN VULNERABLE, LA LIC. MIRIAM MIREYA BAHENA 
BARBOSA, ASISTIDA POR EL DIRECTOR GENERAL DE COORDINACIÓN Y FOMENTO A POLÍTICAS PARA LA 
PRIMERA INFANCIA, FAMILIAS Y POBLACIÓN EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD, EL L.C. RAÚL MUSTAFA 
YASSIN JIMÉNEZ Y POR LA OTRA, EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL ESTADO DE 
CHIAPAS, EN ADELANTE REFERIDO COMO EL “DIF ESTATAL”, REPRESENTADO POR SU DIRECTORA GENERAL, 
LA LIC. DELIAMARÍA GONZÁLEZ FLANDEZ, ASISTIDA POR LA COORDINADORA OPERATIVA DE CENTROS 
ASISTENCIALES, LA C. ANA CECILIA ORTIZ FARRERA, ASÍ COMO, EL MUNICIPIO DE FRONTERA HIDALGO, 
CHIAPAS CONJUNTAMENTE CON EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE ESE 
MUNICIPIO, EN LO SUCESIVO EL “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, REPRESENTADOS POR LA PRESIDENTA 
MUNICIPAL CONSTITUCIONAL, LA LIC. JUANA ELIZABETH DE LA CRUZ MAZARIEGOS, Y LA DIRECTORA DEL DIF 
MUNICIPAL, LA C. ELIA MARILÚ HERRERA RODAS, A QUIENES y ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA, SE LES 
DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone en sus artículos 1°, párrafos primero 
y tercero y, 4º, párrafo noveno, que en este país, todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en ella y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad; asimismo, que en todas las decisiones y actuaciones del Estado, se velará y 
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos, pues 
este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a 
la niñez. || atenderá, será el interés superior del niño. Esta Convención también establece, en su artículo 4º, la 
obligación para que los Estados parte adopten las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para 
dar efectividad a los derechos reconocidos en la misma. 

II. El 4 de diciembre de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en lo sucesivo la “Ley General”, que tiene por objeto el reconocer a 
niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Por lo que específicamente en relación a la niñez migrante, la “Ley General” establece, en su artículo 89, 
que las autoridades de todos los órdenes de gobierno deberán proporcionar, de conformidad con sus 
competencias, los servicios correspondientes a niñas, niños y adolescentes en situación de migración, 
independientemente de su nacionalidad o su situación migratoria, teniendo el principio del interés superior de 
la niñez como la consideración primordial que se tomará en cuenta durante el procedimiento administrativo 
migratorio al que estén sujetos, asimismo, refiere, en su artículo 94, que, para garantizar la protección integral 
de los derechos, los Sistemas Nacional, Estatales y Municipales DIF, concurrente y/o coincidentemente, 
habilitarán espacios de alojamiento o albergues para recibir a niñas, niños y adolescentes migrantes, 
asimismo, conforme al artículo 117, fracción XI, en relación con el artículo 118, fracción XII, y el artículo 119, 
fracción IX, los órdenes de gobierno deben coordinarse para la implementación y ejecución de las acciones y 
políticas públicas que deriven de dicha Ley. 

III. De igual forma, la “Ley General” establece en su artículo 120, fracciones II y III, que son atribuciones 
del “DIF NACIONAL”, entre otras; impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades del orden federal, 
de las entidades federativas, del municipio y de las alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, 
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estableciendo los mecanismos necesarios para ello y celebrar convenios de colaboración con los sistemas de 
las entidades federativas y los sistemas municipales, así como con organizaciones e instituciones de los 
sectores público, privado y social. 

IV. El 11 de noviembre de 2020 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que 
se reforman diversos artículos de la Ley de Migración y de la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político en materia de infancia migrante.  

En este sentido, la Ley de Migración establece, en sus artículos 95, 98, 99 y 112, que ninguna niña, niño o 
adolescente, deberá ingresar en una estación migratoria y que se otorgará de inmediato por el Instituto 
Nacional de Migración en adelante el “INM”, como medida de carácter temporal, la condición de estancia de 
visitante por razones humanitarias, misma que no estará sujeta a la presentación de documentación ni pago 
de derecho alguno. Siendo que el “DIF NACIONAL”, cuenta con la atribución de participar y reforzar las 
acciones de coordinación para la implementación de la política nacional de atención a la niñez en contexto de 
migración, ello se hará mediante ayudas focalizadas a los grupos de niñas, niños y adolescentes, 
acompañados, no acompañados y separados, mediante mecanismos de otorgamiento de recursos para 
financiar los Proyectos, enfocados principalmente en el fortalecimiento de la operación de Centros de 
Asistencia Social y Establecimientos Asistenciales, así como de su infraestructura de alojamiento temporal, 
acogimiento residencial, cuidados alternativos y acciones de intervención de retornos asistidos, y las que 
corresponden a la participación de las Procuradurías de Protección en materia de representación jurídica y 
restitución de derechos, para la atención de niñas, niños y adolescentes migrantes acompañados y no 
acompañados, a través del mantenimiento, el reacondicionamiento, la habilitación, la ampliación, la 
remodelación, la rehabilitación, el equipamiento y/o el reequipamiento de espacios de alojamiento u otras 
estrategias de trabajo que resulten relevantes para mitigar la situación de vulnerabilidad de los NNA´s 
Migrantes, así como el otorgamiento de cuidados de hidratación, alimentación, higiene, atención sanitaria, 
entre otros, hasta en tanto se resuelve su situación migratoria en el procedimiento administrativo migratorio y, 
en su caso, cuando así corresponda al interés superior de la niñez, los correspondientes retornos asistidos o 
en su caso realizar los acompañamientos para aquellos casos en que se detecte que la niñez migrante 
requiera de alguna protección complementaria y/o la representación jurídica para la obtención de la condición 
de refugiado o asilo político. 

Al mismo tiempo, la Ley de Migración, la Ley de Asistencia Social y la “Ley General” establecen la 
obligatoriedad del “DIF NACIONAL” de suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal, de las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales de la Cuidad de México 
para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes acompañados y no 
acompañados en contexto de migración. 

V. Mediante oficio No. 272.000.00.0759.2021 la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto del “DIF NACIONAL” informa del presupuesto asignado por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público a ese Sistema Estatal, en donde se establece la asignación del Apoyo para el fortalecimiento de las 
acciones institucionales en materia de infancia migrante, centros de asistencia social, establecimientos 
asistenciales y lugares habilitados en términos del artículo 94 de la “Ley General”. 

VI. Con fecha 23 de junio de 2021, se celebró la Primera Sesión Extraordinaria de la Junta de Gobierno 
del “DIF NACIONAL”, en donde mediante Acuerdo 03/EXT.01/2021 fue aprobada la emisión y ordenada la 
publicación en el Diario Oficial de la Federación de los Criterios para la Transferencia de Apoyos para el 
Fortalecimiento de los Sistemas para el Desarrollo Integral de la Familia integrados en el Sistema Nacional de 
Asistencia Social Pública en materia de sus Acciones de Intervención relativas a la Niñez Migrante en 
adelante los “CRITERIOS”, los cuales tienen por objeto establecer las bases para la transferencia de 
subsidios y/o Apoyos del “DIF NACIONAL” a los Sistemas Estatales respecto del Proyecto que puedan 
presentar los Sistemas Municipales DIF, a efecto de impulsar el fortalecimiento de operación, así como, de la 
infraestructura para el alojamiento temporal, acogimiento residencial, cuidados alternativos y acciones de 
intervención en retornos asistidos de niñas, niños y adolescentes en situación de migración y de sus familiares 
acompañantes, a que alude el presente instrumento y que sustentan normativamente la suscripción del 
presente convenio. 

DECLARACIONES 

I. Declara el “DIF NACIONAL”: 

I.1 Que es un organismo público descentralizado, con patrimonio y personalidad jurídica propios, normado 
por la Ley General de Salud y la Ley de Asistencia Social, publicadas en el Diario Oficial de la Federación los 
días 7 de febrero de 1984 y 2 de septiembre de 2004, respectivamente, así como lo establecido en el Estatuto 
Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 
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I.2 Que tiene entre sus objetivos la promoción y coordinación de la asistencia social, la prestación de 
servicios en ese campo, así como la realización de las demás acciones que establezcan las disposiciones 
legales aplicables; y que, entre sus atribuciones y funciones, actúa en coordinación con entidades y 
dependencias federales, locales y municipales en el diseño de las políticas públicas, operación de programas, 
prestación de servicios, y la realización de acciones en la materia. 

I.3 Que dentro de su estructura Orgánica, cuenta con la Unidad de Atención a Población Vulnerable, en 
adelante “UAPV”, unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de coadyuvar, 
prestar apoyo, colaboración técnica para la creación de establecimientos de asistencia social para niñas, 
niños y adolescentes migrantes acompañados y no acompañados en las entidades federativas, municipios y 
entidades territoriales de la Cuidad de México, así como para operar Centros de Asistencia Social a cargo del 
“DIF NACIONAL”, conforme a lo señalado por el artículo 15, fracciones V y VI del Estatuto Orgánico del 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.4 Que la persona Titular de la “UAPV”, se encuentra facultada para celebrar el presente convenio de 
conformidad con lo previsto por el mismo artículo 15, fracción XV del Estatuto Orgánico del Sistema Nacional 
para el Desarrollo Integral de la Familia, y que a su vez cuenta en términos de la fracción II del criterio 13 de 
los “CRITERIOS”, con facultades para autorizar de manera fundada y motivada otros proyectos diversos a los 
previstos en los mismos, lo que en la especie acontece, dado que derivado del abundante flujo migratorio de 
niñez por el territorio del Estado libre y soberano de Chiapas, se hace necesario, hasta en tanto se resuelven 
los procedimientos administrativos migratorios y los posible retornos asistidos, brindar alojamiento temporal, 
situación que motiva autorizar de manera excepcional proyectos de establecimientos. Asistenciales operados 
por los Municipios que forman parte del Sistema de Asistencia Social de tales personas morales de Derecho 
Público y por ende también son integrantes del Sistema Nacional de Asistencia Social público de los Estados 
Unidos Mexicanos, cuanto más porque en términos de la Ley de migración, la facultad de brindar cuidados, y 
condiciones de estancia temporal de niñez migrante conforme a lo señalado por el artículo 112 de la Ley de 
Migración es una competencia concurrente de los Sistemas para el Desarrollo integral de la Familia, Federal, 
Estatal y Municipal, lo que justifica la suscripción del presente convenio. 

I.5 Que a su vez, dentro de su estructura Orgánica, cuenta con la Dirección General de Coordinación y 
Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y Población en Situación de Vulnerabilidad 
(DGCFPPIFPSV), unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de diseñar, 
gestionar o coordinar las políticas públicas y las acciones concernientes a los servicios de asistencia social, 
que se consideren primordiales para el beneficio de las personas en situación de vulnerabilidad, 
especialmente de niñas, niños y adolescentes en situación de migración acompañados y no acompañados, 
conforme a lo previsto en la normatividad aplicable; administrar y coordinar la operación de los Centros de 
Asistencia Social de niñas, niños y adolescentes en situación de migración, con que cuente el Organismo 
conforme a la normatividad aplicable, así como apoyar en el marco de sus atribuciones, a la Procuraduría 
Federal de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y coadyuvar con los sectores público, 
privado y social en la atención integral de niñas, niños, adolescentes y personas en situación de 
vulnerabilidad. 

1.6 Que de conformidad con el oficio no. 272.000.00.0250.2022 emitido por la Dirección de Programación, 
Organización Y Presupuesto, cuenta con suficiencia presupuestal con cargo a la partida 43801 “Subsidios a 
Entidades Federativas y Municipios” del Clasificador por Objeto de Gasto vigente. 

I.7 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: SND7701134L0. 

I.8 Que para efectos del presente convenio, manifiesta que su domicilio es el ubicado en Avenida Emiliano 
Zapata, Número 340, Colonia Santa Cruz Atoyac, Alcaldía Benito Juárez, Código Postal 03310, Ciudad de 
México, mismo que señala para todos los fines y efectos legales de este convenio. 

II. Declara el “DIF ESTATAL”: 

II.1 Que es un organismo público descentralizado de la Administración Pública del Estado de Chiapas, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, regido por el Decreto de creación No. 209, publicado en el Periódico 
Oficial del Estado No. 034, de fecha 27 de junio del año 2007. 

II.2 Que de conformidad con el artículo 3 del Decreto de Creación del Sistema para el Desarrollo Integral 
de la Familia del Estado de Chiapas, entre sus objetivos se encuentran: objetivo principal, proporcionar 
atención a grupos vulnerables y ejecutar acciones tendientes a la protección y desarrollo a los mismos, en el 
marco de integración y fortalecimiento del núcleo familiar, en toda la entidad. 
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II.3 Que dentro de su estructura orgánica, cuenta con la Coordinación Operativa de Centros Asistenciales 
en adelante la “COORDINACIÓN”, quien cuenta con las facultades para dirigir el funcionamiento y la 
administración de los centros asistenciales, así como el de otorgar servicios asistenciales de calidad y con 
calidez a la población en general, de acuerdo con los artículos 4, 110 de la Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes. 

II.4 Que la Lic. Deliamaría González Flandez, fue nombrada Directora General del Sistema para el 
Desarrollo Integral de la Familia de Chiapas, a partir del 14 de agosto de 2020, de conformidad con el 
nombramiento emitido por el Dr. Rutilio Escandón Cadenas, Gobernador Constitucional del Estado de 
Chiapas, con fundamento en los artículos 59, fracción XXIII y 60 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Chiapas, y los artículos 9 y 11 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Chiapas, por lo que cuenta con las facultades para actuar en representación del organismo. 

II.5 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: SDI001208PY8. 

II.6 Que para los efectos de este convenio, señala como su domicilio el ubicado en calle Libramiento Norte 
Oriente Salomón González Blanco, Sin Número, Colonia Patria Nueva, Código Postal 29045, Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas. 

Asimismo, proporciona el correo electrónico dgeneral@difchiapas.gob.mx en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

III. Declara el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” actuando conjuntamente: 

III.1 Que el ayuntamiento de Frontera Hidalgo, Chiapas, es un Entidad de derecho público con 
personalidad jurídica y patrimonio propio y cuenta con la capacidad y facultad para la celebración del presente 
contrato, en los términos de los artículos, 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 82 
y 84 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, Artículos 2, 45 Fracción LXV, 57 
Fracciones I y V de la Ley de Desarrollo Constitucional en materia de Gobierno y Administración Municipal del 
Estado de Chiapas. 

III.2 Que tiene entre sus objetivos: Promover el fortalecimiento y desarrollo integral del individuo, la familia 
y grupos vulnerables que requieran una atención inmediata, bajo el principio de desarrollo humano 
sustentable, a través de programas de asistencia social encaminados a prevenir, promover, proteger y 
rehabilitar a las personas que lo soliciten y que se encuentren en situación de vulnerabilidad social en el 
municipio de Frontera Hidalgo, Chiapas; principalmente a personas menores de edad, adultos mayores y 
personas con discapacidad, con la finalidad de contribuir a su incorporación a una vida plena y productiva 
encaminada al mejoramiento de la calidad de vida de las familias, procurando la igualdad de oportunidades de 
desarrollo. 

III.3 Que el ayuntamiento del municipio de Frontera Hidalgo, Chiapas es representado por su Presidenta 
Municipal Constitucional mismo que acredita su personalidad con la constancia de mayoría y validez de fecha 
09 de junio de 2021, emitido por el Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas. 
Asimismo, proporciona el correo electrónico ing.favielsolis@hotmail.com en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

III.4 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: MFH8501018S3. 

III.5 Que a su vez declara que, como parte de la administración pública municipal del municipio de 
Frontera Hidalgo, Chiapas cuenta con un Organismo Público Descentralizado, dotado con personalidad 
jurídica y patrimonio propio denominado Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de 
Frontera Hidalgo, Chiapas. 

III.6 Que el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de Frontera Hidalgo, Chiapas 
tiene entre sus objetivos: Promover el fortalecimiento y desarrollo integral del individuo, la familia y grupos 
vulnerables que requieran una atención inmediata, bajo el principio de desarrollo humano sustentable, a 
través de programas de asistencia social encaminados a prevenir, promover, proteger y rehabilitar a las 
personas que lo soliciten y que se encuentren en situación de vulnerabilidad social en el municipio de Frontera 
Hidalgo, Chiapas; principalmente a personas menores de edad, adultos mayores y personas con 
discapacidad, con la finalidad de contribuir a su incorporación a una vida plena y productiva encaminada al 
mejoramiento de la calidad de vida de las familias, procurando la igualdad de oportunidades de desarrollo. 
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III.7 Que la Directora General del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de 
Frontera Hidalgo, Chiapas acredita su personalidad mediante el nombramiento de fecha 04 de octubre de 
2021 emitido por la Lic. Juana Elizabeth de la Cruz Mazariegos, Presidenta Municipal Constitucional del 
Municipio referido y se encuentra facultada para celebrar el presente Convenio de Colaboración, de 
conformidad con lo dispuesto por el artículo 123 de la Ley de Desarrollo Constitucional en Materia de 
Gobierno y Administración Municipal del Estado de Chiapas. 

Asimismo, proporciona el correo electrónico ing.favielsolis@hotmail.com, en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

IV. Declaran conjuntamente “LAS PARTES”: 

IV.1 Que se reconocen la personalidad jurídica y capacidad legal con la que se ostentan sus 
representantes, mismas que al momento de suscribir el presente convenio, no les han sido revocadas, 
modificadas, ni limitadas en forma alguna. 

IV.2 Que es su voluntad celebrar el presente convenio en términos de los artículos 28, 32, 33, 34, 35 y 36 
de la Ley de Planeación, 75, 82, 83 y demás relativos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, por lo que en su suscripción no existe error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio del 
consentimiento que vulnere su libre voluntad y pueda ser causa de nulidad. 

IV.3 Que reconocen la certeza y validez de las declaraciones contenidas en este instrumento y están 
conformes con las mismas. 

Una vez declarado lo anterior, “LAS PARTES” convienen sujetar su colaboración en términos de las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El objeto del presente convenio es establecer las bases y procedimientos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para la trasferencia de recursos federales con carácter de subsidios y la 
ejecución del Proyecto aprobado en el Municipio de Frontera Hidalgo, Estado de Chiapas, en el marco de la 
“Ley General”, Ley de Asistencia Social, Ley de Migración, los “Criterios” y la demás normatividad aplicable. 

SEGUNDA. ALCANCES. “LAS PARTES” acuerdan que el Proyecto forma parte integrante de este 
instrumento jurídico, como “ANEXO DE EJECUCIÓN”. 

El Proyecto que se realice con este recurso, no podrá ser cedido, concesionado, modificado, ni enajenado 
para su operación y deberá aplicarse únicamente en los Centros de Asistencia Social, Establecimientos 
Asistenciales y Lugares Habilitados en términos del artículo 94 de la “Ley General”. 

TERCERA. CUENTA BANCARIA. Los recursos que proporcione el “DIF NACIONAL” se ejercerán por 
medio de una cuenta bancaria productiva que la Secretaría de Finanzas o su equivalente en la entidad 
federativa aperture a favor del Sistema para el DIF del Municipio de Frontera Hidalgo, Chiapas a solicitud del 
Presidente Municipal del Municipio Frontera Hidalgo, Chiapas, la que se abrirá de manera especial y exclusiva 
para la administración de los recursos federales materia del presente instrumento jurídico, con el fin de que se 
distinga contablemente su origen e identifique que las erogaciones correspondan a los fines del Proyecto, de 
conformidad con lo señalado en el quinto párrafo del artículo 69 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

La Secretaría de Finanzas o su equivalente en la entidad federativa, deberá de emitir el recibo 
correspondiente al ingreso de los recursos transferidos por el “DIF NACIONAL”, el día que se reciba, mismo 
que deberá remitirse a más tardar en los siguientes cinco (5) días hábiles a satisfacción del “DIF NACIONAL”, 
y en congruencia con lo dispuesto, tanto en los “CRITERIOS”, como en el presente convenio.  

Para los efectos de los párrafos que anteceden la Secretaria de Finanzas o su homólogo en el Municipio, 
transferirá los recursos en un máximo de cinco (5) días hábiles posteriores a haber aperturado la  cuenta 
productiva. 

CUARTA. SUPERVISIÓN Y SEGUIMIENTO DEL “DIF NACIONAL”. “LAS PARTES” están de acuerdo, 
que para supervisar y dar seguimiento al cumplimiento del Proyecto objeto del presente Convenio de 
Coordinación, el seguimiento del mismo se realizará conforme a los “CRITERIOS” y a través del personal 
adscrito a la Dirección General de Coordinación y Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y 
Población en Situación de Vulnerabilidad, quien revisará y resguardará los elementos relativos, tales como: 

I. Las supervisiones que sean reportadas por “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, que haga 
denotar las coincidencias entre la ejecución de las acciones, los Proyectos autorizados y su 
alineación al criterio 5 de los “CRITERIOS”. Dichas visitas de verificación deberán ser minutadas y 
debidamente firmadas por las personas servidoras públicas que en ellas intervengan; 
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II. Los informes de avance; 

III. El informe final de resultados y alcances obtenidos en la ejecución de las acciones materia de los 
“CRITERIOS” y; 

IV. Los demás que requieran las medidas de control, verificación y vigilancia previstas en los 
“CRITERIOS” y/o definidas por la “UAPV”, a través de la DGCFPPIFPSV. 

Para ello, la DGCFPPIFPSV podrá: 

1) Realizar por sí misma y/o a través de terceros que al efecto designe, visitas de supervisión en el 
domicilio de los Centros de Asistencia Social, Establecimientos Asistenciales y/o Lugares Habilitados 
conforme al “ANEXO DE EJECUCIÓN”; mismas que podrán ser sin previo aviso y en los momentos 
que el “DIF NACIONAL” considere oportuno; 

2) Requerir los informes que considere necesarios; y 

3) Reunirse las veces que considere necesarias con el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, a 
través del personal que de ambas partes designen. 

QUINTA. OBLIGACIONES DEL “DIF NACIONAL”: 

I. Asignar y aportar los recursos federales con carácter de subsidios, por la cantidad total de 
$11’225,623.30 (Once millones doscientos veinticinco mil seiscientos veintitrés pesos 30/100 M.N.), 
misma que se otorgará de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria y posterior a la firma de este 
instrumento, en la cuenta bancaria productiva que la Secretaría de Finanzas o su equivalente en la 
entidad federativa abrirá para tales efectos, previa documentación que para esos fines se 
proporcione al “DIF NACIONAL”; los recursos señalados en la presente cláusula serán destinados 
única y exclusivamente para el desarrollo del Proyecto autorizado y agregado como “ANEXO DE 
EJECUCIÓN” al presente convenio.; 

II. Determinar, a través la Unidad de Administración y Finanzas, el mecanismo a través del cual se 
proporcionará la cantidad que se menciona en la fracción I de la presente cláusula, de conformidad 
con las disposiciones de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y en términos de la 
normatividad en la materia; 

III. Aprobar, verificar y supervisar, bajo responsabilidad de la DGCFPPIFPSV, la ejecución del 
Proyecto; 

IV. Otorgar, a través de las Unidades Administrativas que suscriben el presente instrumento, la 
asesoría y orientación en el ámbito de su competencia, al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y 
SMDIF” cuando éste se la solicite y; 

V. En general, cumplir en todo momento con las disposiciones contenidas en los “CRITERIOS”. 

SEXTA. OBLIGACIONES DEL “DIF ESTATAL”: 

I. Otorgar, a través de las Unidades Administrativas que suscriben el presente instrumento, la 
asesoría y orientación en el ámbito de su competencia al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y 
SMDIF”, cuando éste se la solicite. 

II. Supervisar el cumplimiento del Proyecto objeto del presente Convenio de Coordinación a través de 
la colaboración institucional y las reuniones a las que se refiere la cláusula cuarta fracción IV inciso 
3). 

III. Acompañar con asesoría técnica al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” para que los 
informes de avance de los Proyectos se hagan de manera trimestral, así como para que se 
presente el informe final. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DEL “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”: 

I. Recibir y canalizar los recursos señalados en el presente convenio, así como supervisar la 
ejecución y desarrollo de las actividades objeto del presente instrumento y que se realicen de 
acuerdo con lo señalado en los “CRITERIOS” y demás normatividad aplicable; 

II. Aplicar en su totalidad los recursos señalados en este convenio, garantizando la liberación expedita 
de los mismos, los cuales deberán destinarse, única y exclusivamente para los fines del Proyecto 
autorizado. Asimismo, se deberán llevar a cabo todas las acciones tendientes a la verificación y 
comprobación de la correcta aplicación de los recursos presupuestarios asignados; 
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III. Aceptar y facilitar la realización de toda clase de visitas de verificación por parte del “DIF 
NACIONAL”, Comisión Nacional y las Estatales de Derechos Humanos, así como brindar 
oportunamente la documentación o información de los requerimientos que le sean formulados por 
parte de los diversos Órganos de Fiscalización, así como por el “DIF NACIONAL” y cualquier otra 
instancia competente para el cumplimiento y atención de exhortos, medidas cautelares y/o 
recomendaciones y quejas de tales; 

IV. Asumir los compromisos de atender las recomendaciones al modelo de atención y cuidados en los 
Centros de Asistencia Social y Establecimientos Asistenciales y a los modelos para diagnósticos de 
derechos vulnerados, planes de restitución, medidas de protección que le sean emitas por 
unidades administrativas del “DIF NACIONAL”; 

V. Los informes de avance de los Proyectos se harán de manera trimestral, así como el informe final, 
siendo este último que deberá entregarse a más tardar dentro de los 15 días naturales posteriores 
al cierre del ejercicio fiscal correspondiente, sin perjuicio de contar de los comprobantes fiscales 
impresos y archivos electrónicos que amparen la adquisición y servicios para dar cumplimiento a 
las metas de acuerdo con el Proyecto, en términos de las disposiciones fiscales vigentes; 

VI. Administrar los recursos que reciban, así como comprobar, verificar y justificar, el destino del gasto 
de los recursos otorgados ante las instancias fiscalizadoras correspondientes, así como hacerse 
responsable de las sanciones acreditables en caso de que se le dé un uso distinto a ese recurso; 

VII. En los eventos y actividades realizadas en el marco del Proyecto, ha de señalar expresamente que 
éste, forma parte del fondo de los Apoyos para la operación y habilitación de los Centros de 
Asistencia Social, Establecimientos Asistenciales y Lugares Habilitados en términos del artículo 94 
de la “Ley General”; así como divulgar la participación y apoyo del Gobierno Federal a través del 
“DIF NACIONAL” y del gobierno de la entidad Federativa de que se trate a través del “DIF 
ESTATAL”; 

VIII. Aceptar y facilitar la realización de visitas de supervisión y seguimiento, así como reuniones de 
trabajo por parte del personal adscrito a la DGCFPPIFPSV y/o que esta designe, debidamente 
identificado y brindar oportunamente la información y documentación que les sea solicitada. En 
caso de existir algún cambio respecto de la información emitida, deberá informar de forma 
inmediata y por escrito dichos cambios; 

IX. Cumplir estricta y puntualmente con el contenido, alcances, objetivos y adquisiciones establecidos 
en el “ANEXO DE EJECUCIÓN”, del presente convenio; 

X. Derivado de la asignación y aplicación de los recursos financieros que haya solicitado, fortalecer la 
operación, infraestructura de alojamiento temporal, cuidados alternativos y acciones de intervención 
de retornos asistidos, y las que corresponden a la participación de las Procuradurías de Protección 
en materia de representación jurídica y restitución de derechos, para la atención de niñas, niños y 
adolescentes migrantes acompañados y no acompañados, a través del mantenimiento, el 
reacondicionamiento, la habilitación, la ampliación, la remodelación, la rehabilitación, el 
equipamiento y/o el reequipamiento de espacios de alojamiento u otras estrategias de trabajo que 
resulten relevantes para mitigar la situación de las NNA´s migrantes , así como el otorgamiento de 
cuidados de hidratación, alimentación, higiene, atención sanitaria, entre otros, hasta en tanto se 
resuelve su situación migratoria en el procedimiento administrativo migratorio y, en su caso, cuando 
así corresponda al interés superior de la niñez, los correspondientes retornos asistidos o en su 
caso realizar los acompañamientos para aquellos casos en que se detecte que la niñez migrante 
requiera de alguna protección complementaria y/o la representación jurídica para la obtención de la 
condición de refugiado o asilo político; 

XI. Contar con un control de los gastos correspondientes al recurso recibido a través del fondo de 
apoyo para la ejecución del proyecto aprobado, así como obtener comprobantes fiscales de todo lo 
ejercido con los recursos del fondo que se otorgan en virtud de la suscripción de este instrumento. 
los comprobantes fiscales deberán estar sujetos a lo establecido por el Código Fiscal de la 
Federación, para efectos en su caso, sean requeridos por autoridad competente; 

XII. Realizar las acciones necesarias para que se reintegre a la Tesorería de la Federación, los 
recursos federales presupuestarios no comprobados o no devengados, al 31 de diciembre de 2022, 
incluyendo sus rendimientos financieros, de conformidad con los “CRITERIOS” y la normatividad 
aplicable en materia, a más tardar dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes al cierre del 
ejercicio fiscal; 
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El “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” tiene la obligación de informar lo anterior, a la 
Dirección de Finanzas, a la “UAPV” y a la DGCFPPIFPSV del “DIF NACIONAL” y del ámbito local a 
quien corresponda; 

Los recursos deberán estar debidamente devengados a más tardar el 31 de diciembre de 2022, por 
lo que la DGCFPPIFPSV hasta la misma fecha, recibirá los informes finales acorde al proyecto 
aprobado; 

XIII. No ceder a terceras personas físicas o morales, los derechos y obligaciones derivadas de este 
convenio; 

XIV. Responder de los defectos y vicios que pudieran tener, por inobservancia o negligencia, de los 
productos realizados durante el Proyecto, así como asumir la responsabilidad con terceros y sus 
respectivas indemnizaciones derivadas de esta inobservancia; 

XV. No establecer ligas de dependencia o subordinación con partidos políticos y abstenerse de efectuar 
actividades político-partidistas, así como abstenerse de realizar proselitismo o propaganda con 
fines religiosos; 

XVI. Ser responsable del manejo, guarda y custodia de los materiales, insumos y recursos humanos 
necesarios para la ejecución del proyecto; 

XVII. Solventar las observaciones y requerimientos realizados por la DGCFPPIFPSV, derivados de la 
revisión de los Informes señalados en la presente cláusula en un plazo no mayor a cinco días 
hábiles contados a partir de que se le notifique al correo electrónico proporcionado por el 
“AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” para tal efecto; 

XVIII. Responder de las comprobaciones periódicas y finales necesarias, que les sean requeridas por las 
instancias fiscalizadoras correspondientes, de los recursos federales transferidos en calidad de 
Apoyos y; 

XIX. Reportar los avances correspondientes en el Sistema de Recursos Federales Transferidos, 
establecido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en cumplimiento a los artículos 85 de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 48 y 49 de la Ley de Coordinación 
Fiscal; 68, 71, 72 y 80 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

OCTAVA. GRUPO DE TRABAJO. Para la ejecución, supervisión, seguimiento y evaluación del objeto del 
presente Convenio de Coordinación, “LAS PARTES” acuerdan en formar un Grupo de Trabajo, que estará 
conformado con personas servidoras públicas de nivel mínimo de Dirección de Área, por los siguientes 
representantes: 

I. Por el “DIF NACIONAL” la persona titular de la DGCFPPIFPSV, o a quien ésta designe mediante 
escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

II. Por el “DIF ESTATAL” la persona titular de la Coordinación Operativa de Centros Asistenciales, o a 
quien ésta designe mediante escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

III. Por el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” la persona titular del Sistema para el Desarrollo 
Integral de la Familia del Municipio de Frontera Hidalgo, Chiapas, o a quien ésta designe mediante 
escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

NOVENA. ACTUALIZACIÓN. “LAS PARTES” convienen en hacer del conocimiento las personas suplentes 
de las designadas en la Cláusula anterior, mismas que deberán contar con facultades para tomar decisiones y 
deberán tener cuando menos el nivel jerárquico inmediato inferior de aquellos que los designan. 

Asimismo, “LAS PARTES” acuerdan que el Grupo de Trabajo tendrá las siguientes funciones: 

I. Determinar y aprobar las acciones factibles de ejecución; 

II. Dar seguimiento a las acciones objeto del presente instrumento y evaluar sus resultados; 

III. Proponer la suscripción de instrumentos necesarios para dar cumplimiento al objeto del presente 
instrumento y; 

IV. Resolver las diferencias respecto al alcance o ejecución del presente convenio, mediante la 
amigable composición y a través del Grupo de Trabajo al que se refiere la cláusula SÉPTIMA del 
presente instrumento. 
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DÉCIMA. COMPROMISOS CONJUNTOS DE “LAS PARTES”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances 
del presente Convenio de Coordinación se comprometen a: 

I. Realizar los trámites administrativos que cuando así se requiera, en estricto apego a la Ley de 
Migración, la “Ley General”, el Plan de Restitución de Derechos que emita la Procuraduría Federal 
de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y/o la Procuraduría de Protección que 
sea competente en el Municipio, así como la demás normatividad aplicable. 

II. Actuar atendiendo al principio de interés superior de la niñez y/o unidad familiar. 

III. Atender los requerimientos, auditorias, recomendaciones y observaciones que determinen las 
instancias fiscalizadoras de recursos federales. 

DÉCIMA PRIMERA. VIGENCIA. La vigencia del presente Convenio de Coordinación será a partir de su 
fecha de suscripción y hasta el 31 de diciembre de 2022. 

DÉCIMA SEGUNDA. MODIFICACIONES. En caso de ser necesario, el presente Convenio de 
Coordinación podrá ser modificado o adicionado durante su vigencia, mediante la celebración del Convenio 
Modificatorio respectivo, “LAS PARTES” acuerdan que esta procederá siempre que se haga por escrito. Las 
modificaciones o adiciones pasarán a formar parte integrante de este instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. CASO FORTUITO. Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán 
responsabilidad civil por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia del caso fortuito o 
fuerza mayor, en especial los que provoquen la suspensión de las actividades que se realicen con motivo del 
cumplimiento del presente Convenio de Coordinación, por lo que una vez que desaparezcan las causas que 
suscitaron su interrupción, se procederá a reanudar las acciones en la forma y términos acordados por “LAS 
PARTES”. 

DÉCIMA CUARTA. RESCISIÓN. “LAS PARTES” están de acuerdo en que serán causas de rescisión sin 
responsabilidad para el “DIF NACIONAL”, las siguientes: 

I. Que el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” no apliquen los recursos entregados para los 
fines aprobados o los apliquen inadecuadamente, en cuyo caso, deberán reintegrar la totalidad de 
dichos recursos otorgados; 

II. Que se incumpla con la ejecución del Proyecto; 

III. Que el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” no acepten la realización de visitas de 
supervisión cuando así lo soliciten el “DIF NACIONAL”, los Órganos Fiscalizadores Federales 
competentes o cualquier otra autoridad competente o autorizada, con el fin de verificar la correcta 
aplicación de los recursos; 

IV. Que no entreguen a la DGCFPPIFPSV los informes y la documentación que acredite los avances y 
la conclusión de los compromisos y conceptos del Proyecto; 

V. Que se presente información falsa sobre los conceptos de aplicación; 

VI. Por motivo de duplicidad de Proyectos a conceptos idénticos de otros Proyectos o fondos 
federales; 

VII. Cuando el “DIF NACIONAL”, o algún órgano de fiscalización detecten desviaciones o 
incumplimientos en el ejercicio de los recursos; y 

VIII. En general, cuando exista incumplimiento de los compromisos establecidos en el presente 
convenio, los “CRITERIOS” y las disposiciones que deriven de éstas. 

El “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” acepta que, ante la rescisión operará la cancelación de la 
entrega de los apoyos, y reintegrará a la Tesorería de la Federación, los recursos otorgados o su parte 
proporcional, según corresponda, así como los intereses y rendimientos generados, sin perjuicio de que el 
“DIF NACIONAL” dé vista a las autoridades competentes, respecto de las responsabilidades que pudieran 
actualizarse. 

La rescisión a la que se refiere esta cláusula se realizara sin necesidad de declaración judicial previa, solo 
bastara con la notificación que haga el “DIF NACIONAL” en ese sentido, por la causal que corresponda. 

DÉCIMA QUINTA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. “LAS PARTES” podrán dar por terminado 
anticipadamente el presente instrumento, mediante el convenio respectivo, suscrito por quienes en este 
actúan, o solicitar su salida del mismo, mediante escrito libre que contenga una manifestación explícita de que 
se desea salir anticipadamente del presente Convenio de Coordinación, con los datos generales de la parte 
que así lo desea, por lo menos con 30 (treinta) días hábiles de antelación, en el entendido de que las 
actividades que se encuentren en ejecución, deberán ser concluidas salvo acuerdo en contrario. 
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Asimismo, dado que las obligaciones y facultades establecidas por la Ley de Migración y “Ley General”, no 
se interrumpen debido a la terminación del presente instrumento, las acciones que desplieguen “LAS 
PARTES” deberán de realizarse en estricta observancia de dichas normas y de las demás relativas en la 
materia. 

En este caso el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” deberá realizar la devolución a la Tesorería de 
la Federación de los recursos no devengados a la fecha en que se presente la terminación, así como de sus 
posibles rendimientos, de conformidad con la normatividad aplicable vigente. 

DÉCIMA SEXTA. COMUNICACIONES. Los avisos y comunicaciones entre “LAS PARTES”, deberán 
realizarse por escrito, por conducto de las personas designadas como enlaces de seguimiento señaladas en 
el presente Convenio de Coordinación o por cualquier otro medio electrónico o por la vía más expedita de la 
cual obre constancia, siempre atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA SÉPTIMA. DESIGNACIÓN DE LOS ENLACES DE SEGUIMIENTO. “LAS PARTES” convienen 
designar como enlaces de seguimiento del presente Convenio de Coordinación, a las personas previstas en la 
cláusula Octava. 

DÉCIMA OCTAVA. PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. “LAS PARTES” se obligan a respetar el 
principio de confidencialidad y reserva, respecto a la información que manejen o lleguen a producir con motivo 
del presente instrumento, así como a tratarla en estricto apego a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás 
normatividad que en materia aplique. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que, para publicar información y documentos 
relacionados con el objeto del presente instrumento, se deberá contar con el consentimiento y aprobación de 
cada una de ellas. 

DÉCIMA NOVENA. RELACIÓN LABORAL. “LAS PARTES” convienen en que el personal seleccionado 
para la realización y cumplimiento del objeto del presente instrumento se entenderá relacionado 
exclusivamente con aquélla que lo eligió. Por ende, asumirán su responsabilidad por este concepto y en 
ningún caso serán considerados patrones solidarios o sustitutos, aclarando que cada una de “LAS PARTES” 
que intervienen en este Convenio de Coordinación, tiene medios propios para afrontar la responsabilidad que 
derive de las relaciones de trabajo que se establezcan con sus trabajadores. 

VIGÉSIMA. USO DE LOGOTIPOS. “LAS PARTES” acuerdan que se podrá usar el nombre y logotipo de 
cada una de ellas, sólo en los casos relacionados con las actividades derivadas del presente Convenio de 
Coordinación y sujetos a consentimiento previo y por escrito de cada una de “LAS PARTES”. El nombre, logo 
y emblema de cualquiera de ellas podrán reproducirse únicamente de la manera que se estipule en el 
presente instrumento o acuerdo establecido para ello. 

VIGÉSIMA PRIMERA. EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDADES. “LAS PARTES” realizarán las 
actividades y procedimientos específicos que tengan a bien establecer de manera profesional y bajo su más 
estricta responsabilidad, sin que ello implique una relación de subordinación de cualquier parte hacia la otra. 

VIGÉSIMA SEGUNDA. LEY APLICABLE Y JURISDICCIÓN. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
Convenio de Coordinación es producto de la buena fe, por lo que realizarán todas las acciones posibles para 
el debido cumplimiento de éste, en caso de presentarse alguna discrepancia sobre su interpretación o 
ejecución, respecto de asuntos que no se encuentren expresamente previstos en las cláusulas 
correspondientes, “LAS PARTES” resolverán conforme al criterio 13 de los “CRITERIOS”. En caso de persistir 
controversia para la interpretación y cumplimiento del presente instrumento, así como para aquello que no 
esté expresamente estipulado, “LAS PARTES” se someterán a la aplicación de las Leyes Federales de los 
Estados Unidos Mexicanos y a la jurisdicción de los Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

VIGÉSIMA TERCERA. PUBLICACIÓN. En cumplimiento de las disposiciones contenidas en el artículo 36 
de la Ley de Planeación y 178 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, el presente Convenio de Coordinación será publicado en el Diario Oficial de la Federación. 

Leído el presente por las partes y conocedoras de su fuerza y alcance legal, lo firman en la Ciudad de 
México, el 5 de abril de 2022, en seis ejemplares originales.- Por el DIF Nacional: Jefa de la Unidad de 
Atención a Población Vulnerable, Lic. Miriam Mireya Bahena Barbosa.- Rúbrica.- Asistencia: Director 
General de Coordinación y Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y Población en Situación de 
Vulnerabilidad, L.C. Raúl Mustafa Yassin Jiménez.- Rúbrica.- Por el DIF Estatal: Directora General, Lic. 
Deliamaría González Flandez.- Rúbrica.- Asistencia: Coordinadora Operativa de Centros Asistenciales, C. 
Ana Cecilia Ortiz Farrera.- Rúbrica.- Por el Ayuntamiento Municipal y SMDIF: Presidenta Municipal 
Constitucional, Lic. Juana Elizabeth de la Cruz Mazariegos.- Rúbrica.- Directora del DIF Municipal, C. Elia 
Marilú Herrera Rodas.- Rúbrica. 



Viernes 20 de mayo de 2022 DIARIO OFICIAL  

CONVENIO de Coordinación para la transferencia de recursos federales con carácter de subsidios, para el 
fortalecimiento de las acciones institucionales en materia de infancia migrante, centros de asistencia social, 
establecimientos asistenciales y lugares habilitados, que operan los sistemas DIF estatales y municipales, en 
términos de la Ley de Asistencia Social, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de 
Migración y la Ley sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, que celebran el Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado 
de Chiapas y el Municipio de La Trinitaria. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA TRANSFERENCIA DE RECURSOS FEDERALES CON CARÁCTER DE 
SUBSIDIOS, PARA EL FORTALECIMIENTO DE LAS ACCIONES INSTITUCIONALES EN MATERIA DE INFANCIA 
MIGRANTE CENTROS DE ASISTENCIA SOCIAL, ESTABLECIMIENTOS ASISTENCIALES Y LUGARES HABILITADOS, 
QUE OPERAN LOS SISTEMAS DIF ESTATALES Y MUNICIPALES, EN TÉRMINOS DE LA LEY DE ASISTENCIA SOCIAL, 
LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, LA LEY DE MIGRACIÓN Y LA LEY 
SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE EL 
SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, EN ADELANTE EL “DIF NACIONAL”, A 
TRAVÉS DE LA JEFA DE UNIDAD DE ATENCIÓN A POBLACIÓN VULNERABLE, LA LIC. MIRIAM MIREYA BAHENA 
BARBOSA, ASISTIDA POR EL DIRECTOR GENERAL DE COORDINACIÓN Y FOMENTO A POLÍTICAS PARA LA 
PRIMERA INFANCIA, FAMILIAS Y POBLACIÓN EN SITUACIÓN DE VULNERABILIDAD, EL L.C. RAÚL MUSTAFA 
YASSIN JIMÉNEZ Y POR LA OTRA, EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DEL ESTADO DE 
CHIAPAS, EN ADELANTE REFERIDO COMO EL “DIF ESTATAL”, REPRESENTADO POR SU DIRECTORA GENERAL, 
LA LIC. DELIAMARÍA GONZÁLEZ FLANDEZ, ASISTIDA POR LA COORDINADORA OPERATIVA DE CENTROS 
ASISTENCIALES, LA C. ANA CECILIA ORTIZ FARRERA, ASÍ COMO, EL MUNICIPIO DE LA TRINITARIA, CHIAPAS 
CONJUNTAMENTE CON EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA DE ESE MUNICIPIO, EN LO 
SUCESIVO EL “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, REPRESENTADOS POR EL PRESIDENTE MUNICIPAL 
CONSTITUCIONAL, EL C.P. ERVIN LEONEL PEREZ ALFARO Y LA DIRECTORA DEL DIF MUNICIPAL, LA LIC. BRENDA 
GUADALUPE OCHOA GUILLÉN, A QUIENES y ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA, SE LES DENOMINARÁ COMO 
“LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone en sus artículos 1°, párrafos primero 
y tercero y, 4º, párrafo noveno, que en este país, todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en ella y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad; asimismo, que en todas las decisiones y actuaciones del Estado, se velará y 
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos, pues 
este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a 
la niñez. || atenderá, será el interés superior del niño. Esta Convención también establece, en su artículo 4º, la 
obligación para que los Estados parte adopten las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para 
dar efectividad a los derechos reconocidos en la misma. 

II. El 4 de diciembre de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en lo sucesivo la “Ley General”, que tiene por objeto el reconocer a 
niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad. 

Por lo que específicamente en relación a la niñez migrante, la “Ley General” establece, en su artículo 89, 
que las autoridades de todos los órdenes de gobierno deberán proporcionar, de conformidad con sus 
competencias, los servicios correspondientes a niñas, niños y adolescentes en situación de migración, 
independientemente de su nacionalidad o su situación migratoria, teniendo el principio del interés superior de 
la niñez como la consideración primordial que se tomará en cuenta durante el procedimiento administrativo 
migratorio al que estén sujetos, asimismo, refiere, en su artículo 94, que, para garantizar la protección integral 
de los derechos, los Sistemas Nacional, Estatales y Municipales DIF, concurrente y/o coincidentemente, 
habilitarán espacios de alojamiento o albergues para recibir a niñas, niños y adolescentes migrantes, 
asimismo, conforme al artículo 117, fracción XI, en relación con el artículo 118, fracción XII, y el artículo 119, 
fracción IX, los órdenes de gobierno deben coordinarse para la implementación y ejecución de las acciones y 
políticas públicas que deriven de dicha Ley. 

III. De igual forma, la “Ley General” establece en su artículo 120, fracciones II y III, que son atribuciones 
del “DIF NACIONAL”, entre otras; impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades del orden federal, 
de las entidades federativas, del municipio y de las alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, 
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estableciendo los mecanismos necesarios para ello y celebrar convenios de colaboración con los sistemas de 
las entidades federativas y los sistemas municipales, así como con organizaciones e instituciones de los 
sectores público, privado y social. 

IV. El 11 de noviembre de 2020 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que 
se reforman diversos artículos de la Ley de Migración y de la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político en materia de infancia migrante. 

En este sentido, la Ley de Migración establece, en sus artículos 95, 98, 99 y 112, que ninguna niña, niño o 
adolescente, deberá ingresar en una estación migratoria y que se otorgará de inmediato por el Instituto 
Nacional de Migración en adelante el “INM”, como medida de carácter temporal, la condición de estancia de 
visitante por razones humanitarias, misma que no estará sujeta a la presentación de documentación ni pago 
de derecho alguno. Siendo que el “DIF NACIONAL”, cuenta con la atribución de participar y reforzar las 
acciones de coordinación para la implementación de la política nacional de atención a la niñez en contexto de 
migración, ello se hará mediante ayudas focalizadas a los grupos de niñas, niños y adolescentes, 
acompañados, no acompañados y separados, mediante mecanismos de otorgamiento de recursos para 
financiar los Proyectos, enfocados principalmente en el fortalecimiento de la operación de Centros de 
Asistencia Social y Establecimientos Asistenciales, así como de su infraestructura de alojamiento temporal, 
acogimiento residencial, cuidados alternativos y acciones de intervención de retornos asistidos, y las que 
corresponden a la participación de las Procuradurías de Protección en materia de representación jurídica y 
restitución de derechos, para la atención de niñas, niños y adolescentes migrantes acompañados y no 
acompañados, a través del mantenimiento, el reacondicionamiento, la habilitación, la ampliación, la 
remodelación, la rehabilitación, el equipamiento y/o el reequipamiento de espacios de alojamiento u otras 
estrategias de trabajo que resulten relevantes para mitigar la situación de vulnerabilidad de los NNA´s 
Migrantes, así como el otorgamiento de cuidados de hidratación, alimentación, higiene, atención sanitaria, 
entre otros, hasta en tanto se resuelve su situación migratoria en el procedimiento administrativo migratorio y, 
en su caso, cuando así corresponda al interés superior de la niñez, los correspondientes retornos asistidos o 
en su caso realizar los acompañamientos para aquellos casos en que se detecte que la niñez migrante 
requiera de alguna protección complementaria y/o la representación jurídica para la obtención de la condición 
de refugiado o asilo político. 

Al mismo tiempo, la Ley de Migración, la Ley de Asistencia Social y la “Ley General” establecen la 
obligatoriedad del “DIF NACIONAL” de suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración 
Pública Federal, de las entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales de la Cuidad de México 
para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes acompañados y no 
acompañados en contexto de migración. 

V. Mediante oficio No. 272.000.00.0759.2021 la Dirección General de Programación, Organización y 
Presupuesto del “DIF NACIONAL” informa del presupuesto asignado por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público a ese Sistema Estatal, en donde se establece la asignación del Apoyo para el fortalecimiento de las 
acciones institucionales en materia de infancia migrante, centros de asistencia social, establecimientos 
asistenciales y lugares habilitados en términos del artículo 94 de la “Ley General”. 

VI. Con fecha 23 de junio de 2021, se celebró la Primera Sesión Extraordinaria de la Junta de Gobierno 
del “DIF NACIONAL”, en donde mediante Acuerdo 03/EXT.01/2021 fue aprobada la emisión y ordenada la 
publicación en el Diario Oficial de la Federación de los Criterios para la Transferencia de Apoyos para el 
Fortalecimiento de los Sistemas para el Desarrollo Integral de la Familia integrados en el Sistema Nacional de 
Asistencia Social Pública en materia de sus Acciones de Intervención relativas a la Niñez Migrante en 
adelante los “CRITERIOS”, los cuales tienen por objeto establecer las bases para la transferencia de 
subsidios y/o Apoyos del “DIF NACIONAL” a los Sistemas Estatales respecto del Proyecto que puedan 
presentar los Sistemas Municipales DIF, a efecto de impulsar el fortalecimiento de operación, así como, de la 
infraestructura para el alojamiento temporal, acogimiento residencial, cuidados alternativos y acciones de 
intervención en retornos asistidos de niñas, niños y adolescentes en situación de migración y de sus familiares 
acompañantes, a que alude el presente instrumento y que sustentan normativamente la suscripción del 
presente convenio. 

DECLARACIONES 

I. Declara el “DIF NACIONAL”: 

I.1 Que es un organismo público descentralizado, con patrimonio y personalidad jurídica propios, normado 
por la Ley General de Salud y la Ley de Asistencia Social, publicadas en el Diario Oficial de la Federación los 
días 7 de febrero de 1984 y 2 de septiembre de 2004, respectivamente, así como lo establecido en el Estatuto 
Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 
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I.2 Que tiene entre sus objetivos la promoción y coordinación de la asistencia social, la prestación de 
servicios en ese campo, así como la realización de las demás acciones que establezcan las disposiciones 
legales aplicables; y que, entre sus atribuciones y funciones, actúa en coordinación con entidades y 
dependencias federales, locales y municipales en el diseño de las políticas públicas, operación de programas, 
prestación de servicios, y la realización de acciones en la materia. 

I.3 Que dentro de su estructura Orgánica, cuenta con la Unidad de Atención a Población Vulnerable, en 
adelante “UAPV”, unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de coadyuvar, 
prestar apoyo, colaboración técnica para la creación de establecimientos de asistencia social para niñas, 
niños y adolescentes migrantes acompañados y no acompañados en las entidades federativas, municipios y 
entidades territoriales de la Cuidad de México, así como para operar Centros de Asistencia Social a cargo del 
“DIF NACIONAL”, conforme a lo señalado por el artículo 15, fracciones V y VI del Estatuto Orgánico del 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.4 Que la persona Titular de la “UAPV”, se encuentra facultada para celebrar el presente convenio de 
conformidad con lo previsto por el mismo artículo 15, fracción XV del Estatuto Orgánico del Sistema Nacional 
para el Desarrollo Integral de la Familia, y que a su vez cuenta en términos de la fracción II del criterio 13 de 
los “CRITERIOS”, con facultades para autorizar de manera fundada y motivada otros proyectos diversos a los 
previstos en los mismos, lo que en la especie acontece, dado que derivado del abundante flujo migratorio de 
niñez por el territorio del Estado libre y soberano de Chiapas, se hace necesario, hasta en tanto se resuelven 
los procedimientos administrativos migratorios y los posible retornos asistidos, brindar alojamiento temporal, 
situación que motiva autorizar de manera excepcional proyectos de establecimientos. Asistenciales operados 
por los Municipios que forman parte del Sistema de Asistencia Social de tales personas morales de Derecho 
Público y por ende también son integrantes del Sistema Nacional de Asistencia Social público de los Estados 
Unidos Mexicanos, cuanto más porque en términos de la Ley de migración, la facultad de brindar cuidados, y 
condiciones de estancia temporal de niñez migrante conforme a lo señalado por el artículo 112 de la Ley de 
Migración es una competencia concurrente de los Sistemas para el Desarrollo integral de la Familia, Federal, 
Estatal y Municipal, lo que justifica la suscripción del presente convenio. 

I.5 Que a su vez, dentro de su estructura Orgánica, cuenta con la Dirección General de Coordinación y 
Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y Población en Situación de Vulnerabilidad 
(DGCFPPIFPSV), unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de diseñar, 
gestionar o coordinar las políticas públicas y las acciones concernientes a los servicios de asistencia social, 
que se consideren primordiales para el beneficio de las personas en situación de vulnerabilidad, 
especialmente de niñas, niños y adolescentes en situación de migración acompañados y no acompañados, 
conforme a lo previsto en la normatividad aplicable; administrar y coordinar la operación de los Centros de 
Asistencia Social de niñas, niños y adolescentes en situación de migración, con que cuente el Organismo 
conforme a la normatividad aplicable, así como apoyar en el marco de sus atribuciones, a la Procuraduría 
Federal de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y coadyuvar con los sectores público, 
privado y social en la atención integral de niñas, niños, adolescentes y personas en situación de 
vulnerabilidad. 

1.6 Que de conformidad con el oficio no. 272.000.00.0255.2022 emitido por la Dirección de Programación, 
Organización Y Presupuesto, cuenta con suficiencia presupuestal con cargo a la partida 43801 “Subsidios a 
Entidades Federativas y Municipios” del Clasificador por Objeto de Gasto vigente. 

I.7 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: SND7701134L0. 

I.8 Que para efectos del presente convenio, manifiesta que su domicilio es el ubicado en Avenida Emiliano 
Zapata, Número 340, Colonia Santa Cruz Atoyac, Alcaldía Benito Juárez, Código Postal 03310, Ciudad de 
México, mismo que señala para todos los fines y efectos legales de este convenio. 

II. Declara el “DIF ESTATAL”: 

II.1 Que es un organismo público descentralizado de la Administración Pública del Estado de Chiapas, con 
personalidad jurídica y patrimonio propio, regido por el Decreto de creación No. 209, publicado en el Periódico 
Oficial del Estado No. 034, de fecha 27 de junio del año 2007. 

II.2 Que de conformidad con el artículo 3 del Decreto de Creación del Sistema para el Desarrollo Integral 
de la Familia del Estado de Chiapas, entre sus objetivos se encuentran: objetivo principal, proporcionar 
atención a grupos vulnerables y ejecutar acciones tendientes a la protección y desarrollo a los mismos, en el 
marco de integración y fortalecimiento del núcleo familiar, en toda la entidad. 
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II.3 Que dentro de su estructura orgánica, cuenta con la Coordinación Operativa de Centros Asistenciales 
en adelante la “COORDINACIÓN”, quien cuenta con las facultades para dirigir el funcionamiento y la 
administración de los centros asistenciales, así como el de otorgar servicios asistenciales de calidad y con 
calidez a la población en general, de acuerdo con los artículos 4, 110 de la Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes. 

II.4 Que la Lic. Deliamaría González Flandez, fue nombrada Directora General del Sistema para el 
Desarrollo Integral de la Familia de Chiapas, a partir del 14 de agosto de 2020, de conformidad con el 
nombramiento emitido por el Dr. Rutilio Escandón Cadenas, Gobernador Constitucional del Estado de 
Chiapas, con fundamento en los artículos 59, fracción XXIII y 60 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Chiapas, y los artículos 9 y 11 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Chiapas, por lo que cuenta con las facultades para actuar en representación del organismo. 

II.5 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: SDI001208PY8. 

II.6 Que para los efectos de este convenio, señala como su domicilio el ubicado en calle Libramiento Norte 
Oriente Salomón González Blanco, Sin Número, Colonia Patria Nueva, Código Postal 29045, Tuxtla Gutiérrez, 
Chiapas. 

Asimismo, proporciona el correo electrónico dgeneral@difchiapas.gob.mx en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

III. Declara el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” actuando conjuntamente: 

III.1 Que el ayuntamiento de La Trinitaria, Chiapas; es una Entidad de derecho público con personalidad 
jurídica y patrimonio propio y cuenta con la capacidad y facultad para la celebración del presente contrato, en 
los términos de los artículos, 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 82 y 84 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, Artículos 2, 45 Fracción LXV, 57 Fracciones I y 
V de la Ley de Desarrollo Constitucional en materia de Gobierno y Administración Municipal del Estado de 
Chiapas. 

III.2 Que tiene entre sus objetivos: Promover el fortalecimiento y desarrollo integral del individuo, la familia 
y grupos vulnerables que requieran una atención inmediata, bajo el principio de desarrollo humano 
sustentable, a través de programas de asistencia social encaminados a prevenir, promover, proteger y 
rehabilitar a las personas que lo soliciten y que se encuentren en situación de vulnerabilidad social en el 
municipio de La Trinitaria, Chiapas; principalmente a personas menores de edad, adultos mayores y personas 
con discapacidad, con la finalidad de contribuir a su incorporación a una vida plena y productiva encaminada 
al mejoramiento de la calidad de vida de las familias, procurando la igualdad de oportunidades de desarrollo. 

III.3 Que el ayuntamiento del municipio de La Trinitaria, Chiapas; es representado por su Presidente 
Municipal Constitucional, misma que acredita su personalidad con la Constancia de Mayoría y Validez de 
fecha 09 de junio del año 2021, emitido por el Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de 
Chiapas. Asimismo, proporciona el correo electrónico flordilia.126@gmail.com en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

III.4 Que su registro Federal de Contribuyentes, expedido por el Servicio de Administración Tributaria de la 
Secretaria de Hacienda y Crédito Público es el alfanumérico: MTC850101JM1. 

III.5 Que a su vez declara que, como parte de la administración pública municipal del municipio de La 
Trinitaria, Chiapas cuenta con un Organismo Público Descentralizado, dotado con personalidad jurídica y 
patrimonio propio denominado Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de La Trinitaria, 
Chiapas. 

III.6 Que el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de La Trinitaria, Chiapas tiene 
entre sus objetivos: Promover el fortalecimiento y desarrollo integral del individuo, la familia y grupos 
vulnerables que requieran una atención inmediata, bajo el principio de desarrollo humano sustentable, a 
través de programas de asistencia social encaminados a prevenir, promover, proteger y rehabilitar a las 
personas que lo soliciten y que se encuentren en situación de vulnerabilidad social en el municipio de La 
Trinitaria, Chiapas; principalmente a personas menores de edad, adultos mayores y personas con 
discapacidad, con la finalidad de contribuir a su incorporación a una vida plena y productiva encaminada al 
mejoramiento de la calidad de vida de las familias, procurando la igualdad de oportunidades de desarrollo. 



Viernes 20 de mayo de 2022 DIARIO OFICIAL  

III.7 Que la Directora General del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Municipio de La 
Trinitaria, Chiapas acredita su personalidad mediante el nombramiento de fecha 01 de octubre de 2021, 
emitido por el C.P. Ervin Leonel Pérez Alfaro, Presidente Municipal Constitucional del Municipio referido y se 
encuentra facultada para celebrar el presente Convenio de Colaboración, de conformidad con lo dispuesto por 
el artículo 123 de la Ley de Desarrollo Constitucional en Materia de Gobierno y Administración Municipal del 
Estado de Chiapas. 

Asimismo, proporciona el correo electrónico smdif.latrinitaria@gmail.com, en el cual, de acuerdo con las 
condiciones específicas podrá ser notificado de cualquier circunstancia derivada de la suscripción del presente 
instrumento jurídico. 

IV. Declaran conjuntamente “LAS PARTES”: 

IV.1 Que se reconocen la personalidad jurídica y capacidad legal con la que se ostentan sus 
representantes, mismas que al momento de suscribir el presente convenio, no les han sido revocadas, 
modificadas, ni limitadas en forma alguna. 

IV.2 Que es su voluntad celebrar el presente convenio en términos de los artículos 28, 32, 33, 34, 35 y 36 
de la Ley de Planeación, 75, 82, 83 y demás relativos de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, por lo que en su suscripción no existe error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio del 
consentimiento que vulnere su libre voluntad y pueda ser causa de nulidad. 

IV.3 Que reconocen la certeza y validez de las declaraciones contenidas en este instrumento y están 
conformes con las mismas. 

Una vez declarado lo anterior, “LAS PARTES” convienen sujetar su colaboración en términos de las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El objeto del presente convenio es establecer las bases y procedimientos de 
coordinación entre “LAS PARTES” para la trasferencia de recursos federales con carácter de subsidios y la 
ejecución del Proyecto aprobado en el Municipio de La Trinitaria, Estado de Chiapas, en el marco de la “Ley 
General”, Ley de Asistencia Social, Ley de Migración, los “Criterios” y la demás normatividad aplicable. 

SEGUNDA. ALCANCES. “LAS PARTES” acuerdan que el Proyecto forma parte integrante de este 
instrumento jurídico, como “ANEXO DE EJECUCIÓN”. 

El Proyecto que se realice con este recurso, no podrá ser cedido, concesionado, modificado, ni enajenado 
para su operación y deberá aplicarse únicamente en los Centros de Asistencia Social, Establecimientos 
Asistenciales y Lugares Habilitados en términos del artículo 94 de la “Ley General”. 

TERCERA. CUENTA BANCARIA. Los recursos que proporcione el “DIF NACIONAL” se ejercerán por 
medio de una cuenta bancaria productiva que la Secretaría de Finanzas o su equivalente en la entidad 
federativa aperture a favor del Sistema para el DIF del Municipio de La Trinitaria, Chiapas a solicitud del 
Presidente Municipal del Municipio de La Trinitaria, Chiapas, la que se abrirá de manera especial y exclusiva 
para la administración de los recursos federales materia del presente instrumento jurídico, con el fin de que se 
distinga contablemente su origen e identifique que las erogaciones correspondan a los fines del Proyecto, de 
conformidad con lo señalado en el quinto párrafo del artículo 69 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental. 

La Secretaría de Finanzas o su equivalente en la entidad federativa, deberá de emitir el recibo 
correspondiente al ingreso de los recursos transferidos por el “DIF NACIONAL”, el día que se reciba, mismo 
que deberá remitirse a más tardar en los siguientes cinco (5) días hábiles a satisfacción del “DIF NACIONAL”, 
y en congruencia con lo dispuesto, tanto en los “CRITERIOS”, como en el presente convenio.  

Para los efectos de los párrafos que anteceden la Secretaria de Finanzas o su homólogo en el Municipio, 
transferirá los recursos en un máximo de cinco (5) días hábiles posteriores a haber aperturado la cuenta 
productiva. 

CUARTA. SUPERVISIÓN Y SEGUIMIENTO DEL “DIF NACIONAL”. “LAS PARTES” están de acuerdo, 
que para supervisar y dar seguimiento al cumplimiento del Proyecto objeto del presente Convenio de 
Coordinación, el seguimiento del mismo se realizará conforme a los “CRITERIOS” y a través del personal 
adscrito a la Dirección General de Coordinación y Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y 
Población en Situación de Vulnerabilidad, quien revisará y resguardará los elementos relativos, tales como: 

I. Las supervisiones que sean reportadas por “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, que haga 
denotar las coincidencias entre la ejecución de las acciones, los Proyectos autorizados y su 
alineación al criterio 5 de los “CRITERIOS”. Dichas visitas de verificación deberán ser minutadas y 
debidamente firmadas por las personas servidoras públicas que en ellas intervengan; 
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II. Los informes de avance; 

III. El informe final de resultados y alcances obtenidos en la ejecución de las acciones materia de los 
“CRITERIOS” y; 

IV. Los demás que requieran las medidas de control, verificación y vigilancia previstas en los 
“CRITERIOS” y/o definidas por la “UAPV”, a través de la DGCFPPIFPSV. 

Para ello, la DGCFPPIFPSV podrá: 

1) Realizar por sí misma y/o a través de terceros que al efecto designe, visitas de supervisión en el 
domicilio de los Centros de Asistencia Social, Establecimientos Asistenciales y/o Lugares Habilitados 
conforme al “ANEXO DE EJECUCIÓN”; mismas que podrán ser sin previo aviso y en los momentos 
que el “DIF NACIONAL” considere oportuno; 

2) Requerir los informes que considere necesarios; y 

3) Reunirse las veces que considere necesarias con el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”, a 
través del personal que de ambas partes designen. 

QUINTA. OBLIGACIONES DEL “DIF NACIONAL”: 

I. Asignar y aportar los recursos federales con carácter de subsidios, por la cantidad total de 
$8’657,191.70 (Ocho millones seiscientos cincuenta y siete mil ciento noventa y un pesos 70/100 
M.N.), misma que se otorgará de acuerdo a la disponibilidad presupuestaria y posterior a la firma 
de este instrumento, en la cuenta bancaria productiva que la Secretaría de Finanzas o su 
equivalente en la entidad federativa abrirá para tales efectos, previa documentación que para esos 
fines se proporcione al “DIF NACIONAL”; los recursos señalados en la presente cláusula serán 
destinados única y exclusivamente para el desarrollo del Proyecto autorizado y agregado como 
“ANEXO DE EJECUCIÓN” al presente convenio; 

II. Determinar, a través la Unidad de Administración y Finanzas, el mecanismo a través del cual se 
proporcionará la cantidad que se menciona en la fracción I de la presente cláusula, de conformidad 
con las disposiciones de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y en términos de la 
normatividad en la materia; 

III. Aprobar, verificar y supervisar, bajo responsabilidad de la DGCFPPIFPSV, la ejecución del 
Proyecto; 

IV. Otorgar, a través de las Unidades Administrativas que suscriben el presente instrumento, la 
asesoría y orientación en el ámbito de su competencia, al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y 
SMDIF” cuando éste se la solicite y; 

V. En general, cumplir en todo momento con las disposiciones contenidas en los “CRITERIOS”. 

SEXTA. OBLIGACIONES DEL “DIF ESTATAL”: 

I. Otorgar, a través de las Unidades Administrativas que suscriben el presente instrumento, la 
asesoría y orientación en el ámbito de su competencia al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y 
SMDIF”, cuando éste se la solicite. 

II. Supervisar el cumplimiento del Proyecto objeto del presente Convenio de Coordinación a través de 
la colaboración institucional y las reuniones a las que se refiere la cláusula cuarta fracción IV inciso 
3). 

III. Acompañar con asesoría técnica al “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” para que los 
informes de avance de los Proyectos se hagan de manera trimestral, así como para que se 
presente el informe final. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DEL “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF”: 

I. Recibir y canalizar los recursos señalados en el presente convenio, así como supervisar la 
ejecución y desarrollo de las actividades objeto del presente instrumento y que se realicen de 
acuerdo con lo señalado en los “CRITERIOS” y demás normatividad aplicable; 

II. Aplicar en su totalidad los recursos señalados en este convenio, garantizando la liberación expedita 
de los mismos, los cuales deberán destinarse, única y exclusivamente para los fines del Proyecto 
autorizado. Asimismo, se deberán llevar a cabo todas las acciones tendientes a la verificación y 
comprobación de la correcta aplicación de los recursos presupuestarios asignados; 
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III. Aceptar y facilitar la realización de toda clase de visitas de verificación por parte del “DIF 
NACIONAL”, Comisión Nacional y las Estatales de Derechos Humanos, así como brindar 
oportunamente la documentación o información de los requerimientos que le sean formulados por 
parte de los diversos Órganos de Fiscalización, así como por el “DIF NACIONAL” y cualquier otra 
instancia competente para el cumplimiento y atención de exhortos, medidas cautelares y/o 
recomendaciones y quejas de tales; 

IV. Asumir los compromisos de atender las recomendaciones al modelo de atención y cuidados en los 
Centros de Asistencia Social y Establecimientos Asistenciales y a los modelos para diagnósticos de 
derechos vulnerados, planes de restitución, medidas de protección que le sean emitas por 
unidades administrativas del “DIF NACIONAL”; 

V. Los informes de avance de los Proyectos se harán de manera trimestral, así como el informe final, 
siendo este último que deberá entregarse a más tardar dentro de los 15 días naturales posteriores 
al cierre del ejercicio fiscal correspondiente, sin perjuicio de contar de los comprobantes fiscales 
impresos y archivos electrónicos que amparen la adquisición y servicios para dar cumplimiento a 
las metas de acuerdo con el Proyecto, en términos de las disposiciones fiscales vigentes; 

VI. Administrar los recursos que reciban, así como comprobar, verificar y justificar, el destino del gasto 
de los recursos otorgados ante las instancias fiscalizadoras correspondientes, así como hacerse 
responsable de las sanciones acreditables en caso de que se le dé un uso distinto a ese recurso; 

VII. En los eventos y actividades realizadas en el marco del Proyecto, ha de señalar expresamente que 
éste, forma parte del fondo de los Apoyos para la operación y habilitación de los Centros de 
Asistencia Social, Establecimientos Asistenciales y Lugares Habilitados en términos del artículo 94 
de la “Ley General”; así como divulgar la participación y apoyo del Gobierno Federal a través del 
“DIF NACIONAL” y del gobierno de la entidad Federativa de que se trate a través del “DIF 
ESTATAL”; 

VIII. Aceptar y facilitar la realización de visitas de supervisión y seguimiento, así como reuniones de 
trabajo por parte del personal adscrito a la DGCFPPIFPSV y/o que esta designe, debidamente 
identificado y brindar oportunamente la información y documentación que les sea solicitada. En 
caso de existir algún cambio respecto de la información emitida, deberá informar de forma 
inmediata y por escrito dichos cambios; 

IX. Cumplir estricta y puntualmente con el contenido, alcances, objetivos y adquisiciones establecidos 
en el “ANEXO DE EJECUCIÓN”, del presente convenio; 

X. Derivado de la asignación y aplicación de los recursos financieros que haya solicitado, fortalecer la 
operación, infraestructura de alojamiento temporal, cuidados alternativos y acciones de intervención 
de retornos asistidos, y las que corresponden a la participación de las Procuradurías de Protección 
en materia de representación jurídica y restitución de derechos, para la atención de niñas, niños y 
adolescentes migrantes acompañados y no acompañados, a través del mantenimiento, el 
reacondicionamiento, la habilitación, la ampliación, la remodelación, la rehabilitación, el 
equipamiento y/o el reequipamiento de espacios de alojamiento u otras estrategias de trabajo que 
resulten relevantes para mitigar la situación de las NNA´s migrantes , así como el otorgamiento de 
cuidados de hidratación, alimentación, higiene, atención sanitaria, entre otros, hasta en tanto se 
resuelve su situación migratoria en el procedimiento administrativo migratorio y, en su caso, cuando 
así corresponda al interés superior de la niñez, los correspondientes retornos asistidos o en su 
caso realizar los acompañamientos para aquellos casos en que se detecte que la niñez migrante 
requiera de alguna protección complementaria y/o la representación jurídica para la obtención de la 
condición de refugiado o asilo político; 

XI. Contar con un control de los gastos correspondientes al recurso recibido a través del fondo de 
apoyo para la ejecución del proyecto aprobado, así como obtener comprobantes fiscales de todo lo 
ejercido con los recursos del fondo que se otorgan en virtud de la suscripción de este instrumento. 
los comprobantes fiscales deberán estar sujetos a lo establecido por el Código Fiscal de la 
Federación, para efectos en su caso, sean requeridos por autoridad competente; 

XII. Realizar las acciones necesarias para que se reintegre a la Tesorería de la Federación, los 
recursos federales presupuestarios no comprobados o no devengados, al 31 de diciembre de 2022, 
incluyendo sus rendimientos financieros, de conformidad con los “CRITERIOS” y la normatividad 
aplicable en materia, a más tardar dentro de los 15 (quince) días naturales siguientes al cierre del 
ejercicio fiscal; 
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El “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” tiene la obligación de informar lo anterior, a la 
Dirección de Finanzas, a la “UAPV” y a la DGCFPPIFPSV del “DIF NACIONAL” y del ámbito local a 
quien corresponda; 

Los recursos deberán estar debidamente devengados a más tardar el 31 de diciembre de 2022, por 
lo que la DGCFPPIFPSV hasta la misma fecha, recibirá los informes finales acorde al proyecto 
aprobado; 

XIII. No ceder a terceras personas físicas o morales, los derechos y obligaciones derivadas de este 
convenio; 

XIV. Responder de los defectos y vicios que pudieran tener, por inobservancia o negligencia, de los 
productos realizados durante el Proyecto, así como asumir la responsabilidad con terceros y sus 
respectivas indemnizaciones derivadas de esta inobservancia; 

XV. No establecer ligas de dependencia o subordinación con partidos políticos y abstenerse de efectuar 
actividades político-partidistas, así como abstenerse de realizar proselitismo o propaganda con 
fines religiosos; 

XVI. Ser responsable del manejo, guarda y custodia de los materiales, insumos y recursos humanos 
necesarios para la ejecución del proyecto; 

XVII. Solventar las observaciones y requerimientos realizados por la DGCFPPIFPSV, derivados de la 
revisión de los Informes señalados en la presente cláusula en un plazo no mayor a cinco días 
hábiles contados a partir de que se le notifique al correo electrónico proporcionado por el 
“AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” para tal efecto; 

XVIII. Responder de las comprobaciones periódicas y finales necesarias, que les sean requeridas por las 
instancias fiscalizadoras correspondientes, de los recursos federales transferidos en calidad de 
Apoyos y; 

XIX. Reportar los avances correspondientes en el Sistema de Recursos Federales Transferidos, 
establecido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en cumplimiento a los artículos 85 de 
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 48 y 49 de la Ley de Coordinación 
Fiscal; 68, 71, 72 y 80 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

OCTAVA. GRUPO DE TRABAJO. Para la ejecución, supervisión, seguimiento y evaluación del objeto del 
presente Convenio de Coordinación, “LAS PARTES” acuerdan en formar un Grupo de Trabajo, que estará 
conformado con personas servidoras públicas de nivel mínimo de Dirección de Área, por los siguientes 
representantes: 

I. Por el “DIF NACIONAL” la persona titular de la DGCFPPIFPSV, o a quien ésta designe mediante 
escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

II. Por el “DIF ESTATAL” la persona titular de la Coordinación Operativa de Centros Asistenciales, o a 
quien ésta designe mediante escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

III. Por el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” la persona titular del Sistema para el Desarrollo 
Integral de la Familia del Municipio de La Trinitaria, Chiapas, o a quien ésta designe mediante 
escrito que se haga del conocimiento de “LAS PARTES”. 

NOVENA. ACTUALIZACIÓN. “LAS PARTES” convienen en hacer del conocimiento las personas suplentes 
de las designadas en la Cláusula anterior, mismas que deberán contar con facultades para tomar decisiones y 
deberán tener cuando menos el nivel jerárquico inmediato inferior de aquellos que los designan. 

Asimismo, “LAS PARTES” acuerdan que el Grupo de Trabajo tendrá las siguientes funciones: 

I. Determinar y aprobar las acciones factibles de ejecución; 

II. Dar seguimiento a las acciones objeto del presente instrumento y evaluar sus resultados; 

III. Proponer la suscripción de instrumentos necesarios para dar cumplimiento al objeto del presente 
instrumento y; 

IV. Resolver las diferencias respecto al alcance o ejecución del presente convenio, mediante la 
amigable composición y a través del Grupo de Trabajo al que se refiere la cláusula SÉPTIMA del 
presente instrumento. 
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DÉCIMA. COMPROMISOS CONJUNTOS DE “LAS PARTES”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances 
del presente Convenio de Coordinación se comprometen a: 

I. Realizar los trámites administrativos que cuando así se requiera, en estricto apego a la Ley de 
Migración, la “Ley General”, el Plan de Restitución de Derechos que emita la Procuraduría Federal 
de Protección de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y/o la Procuraduría de Protección que 
sea competente en el Municipio, así como la demás normatividad aplicable. 

II. Actuar atendiendo al principio de interés superior de la niñez y/o unidad familiar. 

III. Atender los requerimientos, auditorias, recomendaciones y observaciones que determinen las 
instancias fiscalizadoras de recursos federales. 

DÉCIMA PRIMERA. VIGENCIA. La vigencia del presente Convenio de Coordinación será a partir de su 
fecha de suscripción y hasta el 31 de diciembre de 2022. 

DÉCIMA SEGUNDA. MODIFICACIONES. En caso de ser necesario, el presente Convenio de 
Coordinación podrá ser modificado o adicionado durante su vigencia, mediante la celebración del Convenio 
Modificatorio respectivo, “LAS PARTES” acuerdan que esta procederá siempre que se haga por escrito. Las 
modificaciones o adiciones pasarán a formar parte integrante de este instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. CASO FORTUITO. Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán 
responsabilidad civil por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia del caso fortuito o 
fuerza mayor, en especial los que provoquen la suspensión de las actividades que se realicen con motivo del 
cumplimiento del presente Convenio de Coordinación, por lo que una vez que desaparezcan las causas que 
suscitaron su interrupción, se procederá a reanudar las acciones en la forma y términos acordados por “LAS 
PARTES”. 

DÉCIMA CUARTA. RESCISIÓN. “LAS PARTES” están de acuerdo en que serán causas de rescisión sin 
responsabilidad para el “DIF NACIONAL”, las siguientes: 

I. Que el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” no apliquen los recursos entregados para los 
fines aprobados o los apliquen inadecuadamente, en cuyo caso, deberán reintegrar la totalidad de 
dichos recursos otorgados; 

II. Que se incumpla con la ejecución del Proyecto; 

III. Que el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” no acepten la realización de visitas de 
supervisión cuando así lo soliciten el “DIF NACIONAL”, los Órganos Fiscalizadores Federales 
competentes o cualquier otra autoridad competente o autorizada, con el fin de verificar la correcta 
aplicación de los recursos; 

IV. Que no entreguen a la DGCFPPIFPSV los informes y la documentación que acredite los avances y 
la conclusión de los compromisos y conceptos del Proyecto; 

V. Que se presente información falsa sobre los conceptos de aplicación; 

VI. Por motivo de duplicidad de Proyectos a conceptos idénticos de otros Proyectos o fondos 
federales; 

VII. Cuando el “DIF NACIONAL”, o algún órgano de fiscalización detecten desviaciones o 
incumplimientos en el ejercicio de los recursos; y 

VIII.  En general, cuando exista incumplimiento de los compromisos establecidos en el presente 
convenio, los “CRITERIOS” y las disposiciones que deriven de éstas. 

El “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” acepta que, ante la rescisión operará la cancelación de la 
entrega de los apoyos, y reintegrará a la Tesorería de la Federación, los recursos otorgados o su parte 
proporcional, según corresponda, así como los intereses y rendimientos generados, sin perjuicio de que el 
“DIF NACIONAL” dé vista a las autoridades competentes, respecto de las responsabilidades que pudieran 
actualizarse. 

La rescisión a la que se refiere esta cláusula se realizara sin necesidad de declaración judicial previa, solo 
bastara con la notificación que haga el “DIF NACIONAL” en ese sentido, por la causal que corresponda. 

DÉCIMA QUINTA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. “LAS PARTES” podrán dar por terminado 
anticipadamente el presente instrumento, mediante el convenio respectivo, suscrito por quienes en este 
actúan, o solicitar su salida del mismo, mediante escrito libre que contenga una manifestación explícita de que 
se desea salir anticipadamente del presente Convenio de Coordinación, con los datos generales de la parte 
que así lo desea, por lo menos con 30 (treinta) días hábiles de antelación, en el entendido de que las 
actividades que se encuentren en ejecución, deberán ser concluidas salvo acuerdo en contrario. 
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Asimismo, dado que las obligaciones y facultades establecidas por la Ley de Migración y “Ley General”, no 
se interrumpen debido a la terminación del presente instrumento, las acciones que desplieguen “LAS 
PARTES” deberán de realizarse en estricta observancia de dichas normas y de las demás relativas en la 
materia. 

En este caso el “AYUNTAMIENTO MUNICIPAL Y SMDIF” deberá realizar la devolución a la Tesorería de 
la Federación de los recursos no devengados a la fecha en que se presente la terminación, así como de sus 
posibles rendimientos, de conformidad con la normatividad aplicable vigente. 

DÉCIMA SEXTA. COMUNICACIONES. Los avisos y comunicaciones entre “LAS PARTES”, deberán 
realizarse por escrito, por conducto de las personas designadas como enlaces de seguimiento señaladas en 
el presente Convenio de Coordinación o por cualquier otro medio electrónico o por la vía más expedita de la 
cual obre constancia, siempre atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA SÉPTIMA. DESIGNACIÓN DE LOS ENLACES DE SEGUIMIENTO. “LAS PARTES” convienen 
designar como enlaces de seguimiento del presente Convenio de Coordinación, a las personas previstas en la 
cláusula Octava. 

DÉCIMA OCTAVA. PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. “LAS PARTES” se obligan a respetar el 
principio de confidencialidad y reserva, respecto a la información que manejen o lleguen a producir con motivo 
del presente instrumento, así como a tratarla en estricto apego a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás 
normatividad que en materia aplique. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que, para publicar información y documentos 
relacionados con el objeto del presente instrumento, se deberá contar con el consentimiento y aprobación de 
cada una de ellas. 

DÉCIMA NOVENA. RELACIÓN LABORAL. “LAS PARTES” convienen en que el personal seleccionado 
para la realización y cumplimiento del objeto del presente instrumento se entenderá relacionado 
exclusivamente con aquélla que lo eligió. Por ende, asumirán su responsabilidad por este concepto y en 
ningún caso serán considerados patrones solidarios o sustitutos, aclarando que cada una de “LAS PARTES” 
que intervienen en este Convenio de Coordinación, tiene medios propios para afrontar la responsabilidad que 
derive de las relaciones de trabajo que se establezcan con sus trabajadores. 

VIGÉSIMA. USO DE LOGOTIPOS. “LAS PARTES” acuerdan que se podrá usar el nombre y logotipo de 
cada una de ellas, sólo en los casos relacionados con las actividades derivadas del presente Convenio de 
Coordinación y sujetos a consentimiento previo y por escrito de cada una de “LAS PARTES”. El nombre, logo 
y emblema de cualquiera de ellas podrán reproducirse únicamente de la manera que se estipule en el 
presente instrumento o acuerdo establecido para ello. 

VIGÉSIMA PRIMERA. EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDADES. “LAS PARTES” realizarán las 
actividades y procedimientos específicos que tengan a bien establecer de manera profesional y bajo su más 
estricta responsabilidad, sin que ello implique una relación de subordinación de cualquier parte hacia la otra. 

VIGÉSIMA SEGUNDA. LEY APLICABLE Y JURISDICCIÓN. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
Convenio de Coordinación es producto de la buena fe, por lo que realizarán todas las acciones posibles para 
el debido cumplimiento de éste, en caso de presentarse alguna discrepancia sobre su interpretación o 
ejecución, respecto de asuntos que no se encuentren expresamente previstos en las cláusulas 
correspondientes, “LAS PARTES” resolverán conforme al criterio 13 de los “CRITERIOS”. En caso de persistir 
controversia para la interpretación y cumplimiento del presente instrumento, así como para aquello que no 
esté expresamente estipulado, “LAS PARTES” se someterán a la aplicación de las Leyes Federales de los 
Estados Unidos Mexicanos y a la jurisdicción de los Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

VIGÉSIMA TERCERA. PUBLICACIÓN. En cumplimiento de las disposiciones contenidas en el artículo 36 
de la Ley de Planeación y 178 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, el presente Convenio de Coordinación será publicado en el Diario Oficial de la Federación. 

Leído el presente por las partes y conocedoras de su fuerza y alcance legal, lo firman en la Ciudad de 
México, el 5 de abril de 2022, en seis ejemplares originales.- Por el DIF Nacional: Jefa de la Unidad de 
Atención a Población Vulnerable, Lic. Miriam Mireya Bahena Barbosa.- Rúbrica.- Asistencia: Director 
General de Coordinación y Fomento a Políticas para la Primera Infancia, Familias y Población en Situación de 
Vulnerabilidad, L.C. Raúl Mustafa Yassin Jiménez.- Rúbrica.- Por el DIF Estatal: Directora General, Lic. 
Deliamaría González Flandez.- Rúbrica.- Asistencia: Coordinadora Operativa de Centros Asistenciales, C. 
Ana Cecilia Ortiz Farrera.- Rúbrica.- Por el Ayuntamiento Municipal y SMDIF: Presidente Municipal 
Constitucional, C.P. Ervin Leonel Pérez Alfaro.- Rúbrica.- Directora del DIF Municipal, Lic. Brenda 
Guadalupe Ochoa Guillén.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Colaboración en materia migratoria a favor de niñas, niños y adolescentes en el marco de la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, la Ley de Migración y la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político, que celebran el Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia y el 
Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia Michoacana. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA MIGRATORIA A FAVOR DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES EN 

EL MARCO DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, LA LEY DE MIGRACIÓN 

Y LA LEY SOBRE REFUGIADOS, PROTECCIÓN COMPLEMENTARIA Y ASILO POLÍTICO, QUE CELEBRAN POR UNA 

PARTE EL SISTEMA NACIONAL PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA, EN ADELANTE EL “DIF 

NACIONAL”, A TRAVÉS DEL JEFE DE LA UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, EL LIC. JOSÉ ALFREDO 

ANGUIANO CHÁVEZ, ASISTIDO POR LA JEFA DE LA UNIDAD DE ATENCIÓN A POBLACIÓN VULNERABLE, LA LIC. 

MIRIAM MIREYA BAHENA BARBOSA Y POR EL PROCURADOR FEDERAL DE PROTECCIÓN DE NIÑAS, NIÑOS Y 

ADOLESCENTES, EL MTRO. OLIVER CASTAÑEDA CORREA Y POR LA OTRA, EL SISTEMA PARA EL DESARROLLO 

INTEGRAL DE LA FAMILIA MICHOACANA, EN ADELANTE “DIF MICHOACÁN”, REPRESENTADO POR SU DIRECTORA 

GENERAL, LA LIC. PAULA EDITH ESPINOSA BARRIENTOS, ASISTIDA POR EL PROCURADOR DE PROTECCIÓN DE 

NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES EN EL ESTADO DE MICHOACÁN, EL M. EN D. ALFONSO MARTÍNEZ VITAL, A 

QUIENES ACTUANDO DE MANERA CONJUNTA, SE LES DENOMINARÁ COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS 

ANTECEDENTES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES:  

ANTECEDENTES 

I. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos dispone en sus artículos 1°, párrafos primero 
y tercero y, 4º, párrafo noveno, que en este país, todas las personas gozarán de los derechos humanos 
reconocidos en ella y en los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como que 
todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, respetar, proteger 
y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad y progresividad; asimismo, que en todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y 
cumplirá con el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena sus derechos, pues 
este principio deberá guiar el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a 
la niñez. 

II. La Convención sobre los Derechos del Niño, adoptada por la Organización de las Naciones Unidas el 
20 de noviembre de 1989, ratificada por el Estado mexicano el 21 de septiembre de 1990 y publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el 25 de enero de 1991, señala en su artículo 3º que en todas las medidas 
concernientes a los niños que toman las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, 
las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será 
el interés superior del niño. Esta Convención también establece, en su artículo 4º, la obligación para que los 
Estados Partes adopten las medidas administrativas, legislativas y de otra índole para dar efectividad a los 
derechos reconocidos en la misma. 

III. El 4 de diciembre de 2014 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en lo sucesivo la “Ley General”, que tiene por objeto el reconocer a 
niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad y progresividad; en los términos que establece el artículo 1º de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y promoción de 
sus derechos humanos conforme a lo establecido en los tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano forma parte; crear y regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Nacional de 
Protección Integral de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a efecto de que el Estado cumpla con su 
responsabilidad en la protección, prevención y restitución integrales de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes que hayan sido vulnerados; establecer los criterios que orientarán la política nacional en materia 
de derechos de niñas, niños y adolescentes, así como las facultades, competencias, concurrencia y bases de 
coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios, así como las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México; la actuación de los Poderes Legislativo, Judicial y organismos 
constitucionales autónomos; y, establecer las bases generales para la participación de los sectores privado y 
social en las acciones tendientes a garantizar la protección y el ejercicio de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, así como a prevenir su vulneración. 
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IV. De igual forma, la “Ley General” establece en su artículo 120, fracciones II y III, que son atribuciones 
del “DIF NACIONAL”, entre otras: impulsar la cooperación y coordinación de las autoridades del orden federal, 
de las entidades federativas, del municipio y de las alcaldías de la Ciudad de México, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, en materia de protección y restitución de derechos de niñas, niños y adolescentes, 
estableciendo los mecanismos necesarios para ello y celebrar convenios de colaboración con los sistemas de 
las entidades federativas y los sistemas municipales, así como con organizaciones e instituciones de los 
sectores público, privado y social. 

V. El Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024 refiere como uno de sus Principios Rectores “Al margen de la 
ley, nada; por encima de la ley, nadie”, que alude: “Ante el sistemático quebrantamiento de las leyes, tanto en 
su espíritu como en su letra, hemos de desempeñar el poder con estricto acatamiento al orden legal, la 
separación de poderes, el respeto al pacto federal, en observancia de los derechos sociales, colectivos y 
sociales, empezando por los derechos humanos, y el fin de la represión política; nada por la fuerza; todo, por 
la razón; solución de los conflictos mediante el diálogo; fin de los privilegios ante la ley y cese de los fueros”. 

VI. El 11 de noviembre de 2020 fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, el Decreto por el que 
se reforman diversos artículos de la Ley de Migración y de la Ley sobre Refugiados, Protección 
Complementaria y Asilo Político en materia de infancia migrante. 

En este sentido, la Ley de Migración establece la facultad de la Procuraduría Federal de Protección de 
Niñas, Niños y Adolescentes, en adelante la “Procuraduría Federal”, y de las procuradurías homólogas en 
cada Entidad Federativa, en adelante “Procuradurías Locales” y “Procuradurías Independientes”, para emitir 
un Plan de Restitución de Derechos, aplicable en los procedimientos que realice el Instituto Nacional de 
Migración en adelante el “INM”, en los casos en que se encuentren involucradas niñas, niños o adolescentes. 

De igual manera, la Ley de Migración establece que ninguna niña, niño o adolescente, deberá ingresar en 
una estación migratoria y que se otorgará de inmediato por el “INM”, como medida de carácter temporal, la 
condición de estancia por razones humanitarias, misma que no estará sujeta a la presentación de 
documentación ni pago de derecho alguno. 

Asimismo, la Ley en cita establece que, en dichos procedimientos, de manera inmediata, el “INM” dará 
vista a la “Procuraduría Federal”, al tiempo de canalizar a la niña, niño o adolescente, al Sistema DIF 
correspondiente, estando ambas instituciones obligadas a otorgar facilidades de estancia y garantizar la 
protección y los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

De igual forma, la Ley de Migración, establece la obligatoriedad del “DIF NACIONAL” de suscribir 
convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las entidades federativas, 
municipios y demarcaciones territoriales y con las organizaciones de la sociedad civil especializadas para 
garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes. 

Aunado a lo anterior, la Ley de Asistencia Social, establece que el “DIF NACIONAL” como coordinador de 
Sistema Nacional de Asistencia Social Pública y Privada, promoverá la celebración de convenios entre los 
distintos niveles de gobierno. 

DECLARACIONES 

I. Declara el “DIF NACIONAL”: 

I.1 Que es un organismo público descentralizado, con patrimonio y personalidad jurídica propios, normado 
por la Ley General de Salud y la Ley de Asistencia Social, publicadas en el Diario Oficial de la Federación los 
días 7 de febrero de 1984 y 2 de septiembre de 2004, respectivamente, así como lo establecido en el Estatuto 
Orgánico del Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

I.2 Que tiene entre sus objetivos la promoción y coordinación de la asistencia social, la prestación de 
servicios en ese campo, así como la realización de las demás acciones que establezcan las disposiciones 
legales aplicables; y que, entre sus atribuciones y funciones, actúa en coordinación con entidades y 
dependencias federales, locales y municipales en el diseño de las políticas públicas, operación de programas, 
prestación de servicios, y la realización de acciones en la materia. 

I.3 Que el Jefe de la Unidad de Administración y Finanzas cuenta con facultades para suscribir este 
instrumento jurídico, de conformidad con el artículo 19, fracciones XIX y XXVI del Estatuto Orgánico del 
Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia, así como en el acuerdo delegatorio de facultades 
publicado en el Diario Oficial de la Federación en fecha 4 de noviembre de 2020, mismas que, bajo protesta 
de decir verdad, manifiesta no le han sido revocadas ni limitadas en forma alguna. 
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I.4 Que dentro de su estructura orgánica, cuenta con la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, 
Niños y Adolescentes, en adelante la “Procuraduría Federal” unidad administrativa que tiene como atribución, 
entre otras, procurar la protección integral de los derechos de niñas, niños y adolescentes, que prevén la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales de los que el Estado 
mexicano es parte y demás disposiciones aplicables. 

I.5 Que a su vez, dentro de su estructura Orgánica, cuenta con una Unidad de Atención a Población 
Vulnerable, en adelante “UAPV”, unidad administrativa que dentro de sus atribuciones se encuentran las de 
coadyuvar, prestar apoyo, colaboración técnica para la creación de establecimientos de asistencia social para 
niñas, niños y adolescentes migrantes acompañados y no acompañados en las entidades federativas, 
municipios y demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, así como operar Centros de Asistencia 
Social a cargo del “DIF NACIONAL” conforme la normatividad aplicable. 

I.6 Que para efectos del presente convenio, manifiesta que su domicilio es el ubicado en el  inmueble 

marcado con número 340 de la Avenida Emiliano Zapata, Colonia Santa Cruz Atoyac, Alcaldía Benito Juárez, 

Código Postal 03310, en la Ciudad de México, mismo que señala para todos los fines y efectos legales de 

este convenio; así como, de manera conjunta o indistinta, el ubicado en la calle de Francisco Sosa número 

439, Colonia del Carmen, Alcaldía Coyoacán, Código Postal 04100, en la Ciudad de México. 

II. Declara el “DIF MICHOACÁN”: 

II.1 Que un organismo público descentralizado del Gobierno del Estado de Michoacán de Ocampo con 

personalidad jurídica y patrimonio propios, creado por Decreto Número 139, así como sus reformas al Decreto 

mediante el Número 191, publicados en el Periódico Oficial del Estado el 18 de julio de 1977, y  el 28 de enero 

de 1985 respectivamente, regulado en el artículo 7° por la Ley de Asistencia Social del propio Estado, 

publicada en el Periódico Oficial del Estado de fecha 14 de mayo de 1987, artículo 11 de la Ley de Entidades 

Paraestatales del Estado de Michoacán, artículo 37 fracción I, y 38 de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública del Estado de Michoacán de Ocampo. 

II.2 Que entre sus objetivos está el promover e impulsar el sano crecimiento físico mental y social de la 

niñez, cuidar y dar en adopción a niños expósitos, previa investigación de la solvencia moral de los 

adoptantes, debiendo vigilar el proceso de integración de los adoptados, operar establecimientos de 

asistencia social en beneficio de menores en estado de abandono, de ancianos desamparados y personas 

con discapacidad sin recursos, diseñar programas tendientes a prevenir y evitar el mal trato de menores o 

ancianos, proporcionándoles atención, cuidado y vigilancia, y en su caso, denunciar o encauzar el 

procedimiento ante las autoridades competentes, lo anterior de conformidad con el artículo 9 de la Ley de 

Asistencia Social del Estado de Michoacán de Ocampo. 

II.3 Que la Lic. Paula Edith Espinosa Barrientos, en su carácter de Directora General del Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia Michoacana, de acuerdo al nombramiento que le fue otorgado el 1° primero 

de octubre de 2021 dos mil veintiuno por el Mtro. Alfredo Ramírez Bedolla, Gobernador Constitucional del 

Estado de Michoacán, tiene facultades necesarias y que no le han sido revocadas o modificadas, para 

celebrar el presente convenio de acuerdo a lo establecido en el artículo 9° numeral 8, articulo 12 del Decreto 

de Creación del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia Michoacana, igualmente guarda relación con 

el artículo 6° fracción XVI, del Reglamento Interior del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia 

Michoacana, Ley de Entidades Paraestatales del Estado de Michoacán en sus artículos 19 fracción I y 56 

fracción I, en la Ley de Asistencia Social del Estado de Michoacán de Ocampo, en su artículo 21 fracción VI. 

II.4 Que dentro de su estructura orgánica, forma parte la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 

Adolescentes, de conformidad con el artículo 13 del Reglamento Interior del Sistema para el Desarrollo 

Integral de la Familia Michoacana, y del numeral 1.4. del Manual de Organización del Sistema para el 

Desarrollo Integral de la Familia Michoacana, y entre sus funciones se encuentra la de autorizar, registrar, 

certificar y supervisar los CAS del Sistema DIF Michoacán, y en su caso coordinarse con la Procuraduría 

Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes. 

II.5 Que señala como su domicilio para todos los fines y efectos legales que se deriven del presente 

Convenio, el ubicado en Avenida Acueducto, esquina Ventura Puente, Lote 17, Colonia Bosque Cuauhtémoc, 

Municipio de Morelia, Michoacán, Código Postal 58020. 
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III. Declaran conjuntamente “LAS PARTES”: 

III.1 Que se reconocen la personalidad jurídica y capacidad legal con la que se ostentan sus 
representantes, mismas que al momento de suscribir el presente convenio, no les han sido revocadas, 
modificadas, ni limitadas en forma alguna. 

III.2 Que es su voluntad celebrar el presente convenio y en su suscripción no existe error, dolo, mala fe, 
violencia o cualquier otro vicio del consentimiento que vulnere su libre voluntad y pueda ser causa de nulidad. 

III.3 Que reconocen la certeza y validez de las declaraciones contenidas en este instrumento y están 
conformes con las mismas. 

Una vez declarado lo anterior, “LAS PARTES” convienen sujetar su colaboración en términos de las 
siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio General de Colaboración, tiene por objeto establecer y 
desarrollar estrategias de apoyo y las bases para la colaboración y coordinación mediante las cuales, “LAS 
PARTES” de acuerdo al ámbito de sus atribuciones y de manera enunciativa más no limitativa, realicen 
trabajos conjuntos de promoción, atención, protección y respeto de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes en contexto de migración, en el marco de la normatividad aplicable y el Plan de Restitución de 
Derechos, emitido por la “Procuraduría Federal” y la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes del Estado de Michoacán. 

SEGUNDA. ALCANCES. “LAS PARTES” acuerdan que de conformidad con lo establecido en los artículos 
95 y 98 de la Ley de Migración, en los casos de detectar niñas, niños o adolescentes migrantes no 
acompañados, el “INM” notificará inmediatamente a la Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y 
Adolescentes del Estado de Michoacán, y al mismo tiempo realizar la canalización al Sistema DIF Estatal o 
Municipal, correspondiente. 

Asimismo, en ningún caso, el “INM” presentará ni alojará a niñas, niños o adolescentes migrantes en 
estaciones migratorias ni en lugares habilitados para ello, de tal forma que, los trámites administrativos 
migratorios de personas adultas bajo cuyo cuidado estén niñas, niños o adolescentes migrantes, deberá 
realizarse, atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

En el caso de que el “DIF MICHOACÁN” no cuente con espacio en sus Centros de Asistencia Social (CAS) 
y/o en sus establecimientos de Asistencia Social para el alojamiento de niñas, niños y adolescentes migrantes 
acompañados, no acompañados, o separados, notificará al “DIF NACIONAL” quien asume el compromiso de 
coordinar acciones con los DIF Estatales, que si cuenten con la posibilidad de brindar el alojamiento, a través 
de sus CAS y/o de los convenios o acuerdos de concertación que se tengan vigentes. En este caso, el “DIF 
NACIONAL” bajo la premisa de que ninguna niña, niño y adolescente migrante podrá ingresar a un Centro de 
Asistencia Social, sin la correspondiente emisión de la medida de protección, se compromete a que a través 
de la “Procuraduría Federal” establezca una comunicación para la coordinación con la entidad federativa que 
recibirá en acogimiento residencial a niñas, niños y adolescentes migrantes para efectos de asegurar y 
garantizar el cumplimiento de sus derechos. 

El “DIF MICHOACÁN” se compromete recíprocamente a brindar alojamiento residencial a las niñas, niños 
y adolescentes migrantes no acompañados, acompañados o separados en los casos en que un Sistema Local 
DIF de otra entidad federativa no cuente con los espacios para el acogimiento residencial y el cumplimiento 
del principio de la no separación y de la habilitación de lugares separados, que asegure la integridad física de 
las personas extranjeras en los términos del párrafo anterior. 

El “DIF MICHOACÁN”, a través de su Procuraduría de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, por su 
parte, se comprometen a transmitir la información necesaria a efecto de mantener permanentemente 
actualizado el Registro de Niñas, Niños y Adolescentes Migrantes a que se refieren los artículos 99 y 100 de 
la “Ley General”. 

El “DIF MICHOACÁN”, en coordinación con sus respectivas procuradurías de protección, se comprometen 
a verificar que el “INM” realice el trámite de inmediato a la condición de estancia por razones humanitarias a 
las niñas, niños y adolescentes migrantes en los términos de la Ley de Migración y el “DIF NACIONAL” se 
compromete para el caso, de que alguna entidad federativa no cuente con los insumos humanos suficientes 
de representación en coadyuvancia o suplencia a coordinar las acciones de colaboración para que a través de 
la “PROCURADURÍA FEDERAL” se asuman las acciones que aseguren a las niñas, niños y adolescentes 
migrantes obtengan dicha condición. 
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TERCERA. COMPROMISOS DEL “DIF NACIONAL”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances del 
presente convenio de colaboración el “DIF NACIONAL” se compromete a: 

a) Dar atención de manera inmediata, a través de la “Procuraduría Federal”, a la notificación que le dé 
el “INM” respecto a los casos de niñas, niños y adolescentes, involucrados en trámites 
administrativos migratorios. 

b) Realizar acciones de coordinación con el “DIF MICHOACÁN” a fin de otorgar facilidades de estancia 
y garantizar la protección y los derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes. 

c) Suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las 
entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales, así como con las organizaciones de 
la sociedad civil especializadas para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños 
y adolescentes. 

d) Realizar las acciones que correspondan, a efecto de que las mismas se realicen, atendiendo al 
principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

e) Emitir, a través de la “Procuraduría Federal” el Plan de Restitución de Derechos al que se refiere la 
Ley de Migración, cuando las Procuradurías del Estado lo soliciten. 

f) Contar por sí mismo o a través de terceros y de conformidad con su presupuesto aprobado, con 
espacios de alojamiento que permitan la protección integral de los derechos de niñas, niños o 
adolescentes migrantes. 

g) Realizar mesas de trabajo con el “DIF MICHOACÁN”, para evaluar las acciones derivadas del 
presente instrumento y con la intención de generar mecanismos de mejora continua. 

h) Las demás necesarias para el cumplimiento a las obligaciones contraídas en el presente convenio. 

CUARTA. COMPROMISOS DEL “DIF MICHOACÁN”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances del 
presente convenio de colaboración el “DIF MICHOACÁN” se compromete a: 

a) Atender de forma inmediata, el caso de niñas, niños o adolescentes migrantes que le sea canalizado 
por el “INM”, teniendo como principio la unidad familiar y el interés superior de la niñez. 

b) Llevar a cabo las acciones que le correspondan de conformidad con la normatividad en materia y el 
Plan de Restitución de Derechos que emita la “Procuraduría Federal” y/o la Procuraduría de 
Protección de Niñas, Niños y Adolescentes en el Estado de Michoacán. 

c) Otorgar facilidades de estancia y garantizar la protección y los derechos de niñas, niños y 
adolescentes migrantes, procurando la unidad familiar, priorizando los casos de niñas, niños o 
adolescentes migrantes sujetos a un procedimiento de retorno asistido. 

d) Suscribir convenios con dependencias y entidades de la Administración Pública Federal, de las 
entidades federativas, municipios y demarcaciones territoriales y con las organizaciones de la 
sociedad civil especializadas, para garantizar la protección integral de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes migrantes. 

e) Contar por sí mismo o a través de terceros, con espacios de alojamiento que permitan la protección 
integral de los derechos de niñas, niños o adolescentes migrantes. 

f) Garantizar el alojamiento de niñas, niños y adolescentes provenientes de una entidad federativa, 
cuyo Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, comunique oficialmente tal solicitud en razón 
de que no cuenta con los espacios referidos en el inciso anterior, ya sea de forma directa o a través 
del “DIF NACIONAL”. 

g) Participar en mesas de trabajo con el “DIF NACIONAL”, para evaluar las acciones derivadas del 
presente instrumento y con la intención de generar mecanismos de mejora continua. 

h) Las demás necesarias para el cumplimiento a las obligaciones contraídas en el presente convenio. 

QUINTA. PLAN DE TRABAJO. “LAS PARTES” convienen de ser necesario en formular de manera 
conjunta, un plan de trabajo en el que se establezcan entre otras, las etapas, actividades y condiciones 
específicas a desarrollar, así como los tiempos en que habrán de presentarse los resultados. 
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SEXTA. DESARROLLO DEL OBJETO. “LAS PARTES” realizarán las actividades a las que se 
comprometen, con sus propios recursos y cada una dentro del ámbito de sus atribuciones, para el desarrollo 
del objeto del presente Convenio, según el plan de trabajo, quedando sujeta a su disponibilidad 
presupuestaria la autorizada para tal fin. 

SÉPTIMA. GRUPO DE TRABAJO. Para la ejecución, supervisión, seguimiento y evaluación del objeto del 
presente convenio, “LAS PARTES” convienen en formar un grupo de trabajo, el cual estará conformado por 
los siguientes representantes: 

a) Por el “DIF NACIONAL” la persona Titular de la Unidad de Atención a Población Vulnerable y la 
persona Titular de la Procuraduría Federal de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, o quien 
éstos designen mediante escrito que se haga de conocimiento de “LAS PARTES”. 

b) Por el “DIF MICHOACÁN” la Persona Titular de la Procuraduría de Protección a Niñas, Niños y 
Adolescentes en el Estado de Michoacán, o quien ésta designe mediante escrito que se haga de 
conocimiento de “LAS PARTES”. 

OCTAVA. ACTUALIZACIÓN. “LAS PARTES” convienen en hacer del conocimiento de la otra, el 
nombramiento de las demás personas que se designen para efectos de representación con posterioridad a la 
firma del presente convenio, así como el de las personas suplentes, mismas que deberán tener el nivel 
jerárquico inmediato inferior de los representantes designados. 

Asimismo, “LAS PARTES” acuerdan que el grupo de trabajo tendrá las siguientes funciones: 

a) Determinar y aprobar las acciones factibles de ejecución. 

b) Dar seguimiento a las acciones objeto del presente instrumento y evaluar sus resultados; 

c) Proponer la suscripción de convenios u otros instrumentos necesarios para dar cumplimiento al 
objeto del presente instrumento; y 

d) Resolver las diferencias respecto al alcance o ejecución del presente Convenio, mediante la 
amigable composición y a través del grupo de trabajo al que se refiere la cláusula SÉPTIMA del 
mismo. 

NOVENA. DISPONIBILIDAD FINANCIERA Y PRESUPUESTAL. “LAS PARTES” acuerdan que la 
ejecución de las actividades que se deriven del presente Convenio y de los Convenios que pudieran provenir 
de éste, se llevarán a cabo en razón de la disponibilidad financiera y presupuestal con que cuenten y de 
acuerdo con la normatividad que rige en la materia. 

DÉCIMA. COMPROMISOS CONJUNTOS DE “LAS PARTES”. Para dar cumplimiento al objeto y alcances 
del presente convenio de colaboración “LAS PARTES” se comprometen a: 

a) Realizar los trámites administrativos migratorios, en estricto apego a la Ley de Migración, la “Ley 
General”, el Plan de Restitución de Derechos que emita la “Procuraduría Federal” y demás 
normatividad aplicable. 

b) Las acciones que realicen “LAS PARTES”, deberán de llevarse a cabo atendiendo al principio de 
unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA PRIMERA. VIGENCIA. Sin perjuicio de la fecha de suscripción del presente instrumento, la 
vigencia del mismo será indefinida, a partir de la entrada en vigor del decreto por el que se Reforman Diversos 
Artículos de la Ley de Migración y de La Ley Sobre Refugiados, Protección Complementaria y Asilo Político, 
en Materia de Infancia Migrante, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 11 de noviembre de 2020, 
salvo que se actualice lo previsto por la cláusula DÉCIMA CUARTA. 

DÉCIMA SEGUNDA. MODIFICACIONES. En caso de ser necesario, el presente Convenio de 
Colaboración podrá ser modificado o adicionado durante su vigencia, mediante la celebración del convenio 
Modificatorio respectivo, “LAS PARTES” acuerdan que esta procederá siempre que se haga por escrito. Las 
modificaciones o adiciones pasarán a formar parte integrante de este instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. CASO FORTUITO. Queda expresamente pactado que “LAS PARTES” no tendrán 
responsabilidad civil por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia del caso fortuito o 
fuerza mayor, en especial los que provoquen la suspensión de las actividades que se realicen con motivo del 
cumplimiento del presente convenio, por lo que una vez que desaparezcan las causas que suscitaron su 
interrupción, se procederá a reanudar las acciones en la forma y términos acordados por “LAS PARTES”. 
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DÉCIMA CUARTA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. “LAS PARTES” podrán dar por terminado 
anticipadamente el presente instrumento, mediante el convenio respectivo, suscrito por la mayoría de quienes 
en este actúan, o solicitar su salida del mismo, mediante escrito libre que contenga una manifestación 
explícita de que se desea salir anticipadamente del presente convenio, con los datos generales de la parte 
que así desea salir, con por lo menos 30 (treinta) días hábiles de antelación, en el entendido de que las 
actividades que se encuentren en ejecución, deberán ser concluidas salvo acuerdo en contrario. 

Asimismo, dado que las obligaciones y facultades establecidas por la Ley de Migración y “Ley General” no 
se interrumpen debido a la terminación del presente instrumento, las acciones que desplieguen “LAS 
PARTES” deberán de realizarse en estricta observancia de dichas normas y de las demás relativas en la 
materia. 

DÉCIMA QUINTA. COMUNICACIONES. Los avisos y comunicaciones entre “LAS PARTES”, deberán 
realizarse por escrito, por conducto de las personas designadas como enlaces de seguimiento señaladas en 
el presente convenio o por cualquier otro medio electrónico o por la vía más expedita de la cual obre 
constancia, siempre atendiendo al principio de unidad familiar y del interés superior de la niñez. 

DÉCIMA SEXTA. DESIGNACIÓN DE LOS ENLACES DE SEGUIMIENTO. “LAS PARTES” convienen 
designar como enlaces de seguimiento del presente convenio a las personas previstas en la cláusula 
SÉPTIMA, mismas que fungirán como enlaces entre “LAS PARTES”, el Grupo de Trabajo y sus entes públicos 
representados. 

DÉCIMA SÉPTIMA. PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES. “LAS PARTES” se obligan a respetar el 
principio de confidencialidad y reserva, respecto a la información que manejen o lleguen a producir con motivo 
del presente instrumento, así como a tratarla en estricto apego a la Ley Federal de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y demás 
normatividad que en materia aplique. 

Derivado de lo anterior, “LAS PARTES” están conformes en que, para publicar información y documentos 
relacionados con el objeto del presente instrumento, se deberá contar con el consentimiento y aprobación de 
cada una de ellas. 

DÉCIMA OCTAVA. RELACIÓN LABORAL. “LAS PARTES” convienen en que el personal seleccionado 
para la realización del objeto del presente instrumento se entenderá relacionado exclusivamente con aquélla 
que lo eligió. Por ende, asumirán su responsabilidad por este concepto y en ningún caso serán considerados 
patrones solidarios o sustitutos, aclarando que cada una de “LAS PARTES” que intervienen en este convenio 
tiene medios propios para afrontar la responsabilidad que derive de las relaciones de trabajo que se 
establezcan con sus trabajadores. 

DÉCIMA NOVENA. USO DE LOGOTIPOS. “LAS PARTES” acuerdan que se podrá usar el nombre y 
logotipo de cada una de ellas, sólo en los casos relacionados con las actividades derivadas del presente 
convenio y sujetos a consentimiento previo y por escrito de cada una de “LAS PARTES”. El nombre, logo y 
emblema de cualquiera de ellas podrán reproducirse únicamente de las maneras que se estipulan en el 
presente convenio o acuerdo establecido para ello. 

VIGÉSIMA. EXCLUYENTE DE RESPONSABILIDADES. “LAS PARTES” realizarán las actividades y 
procedimientos específicos que tengan a bien establecer de manera profesional y bajo su más estricta 
responsabilidad, sin que ello implique una relación de subordinación de cualquier parte hacia la otra. 

VIGÉSIMA PRIMERA. LEY APLICABLE Y JURISDICCIÓN. “LAS PARTES” manifiestan que el presente 
convenio es producto de la buena fe, por lo que realizarán todas las acciones posibles para el debido 
cumplimiento de éste, en caso de presentarse alguna discrepancia sobre su interpretación o ejecución, 
respecto de asuntos que no se encuentren expresamente previstos en las cláusulas correspondientes, “LAS 
PARTES” procurarán resolver las diferencias de mutuo acuerdo. En caso de persistir controversia para la 
interpretación y cumplimiento del presente convenio, así como para aquello que no esté expresamente 
estipulado, “LAS PARTES” se someterán a la aplicación de las Leyes Federales de los Estados Unidos 
Mexicanos y a la jurisdicción de los Tribunales Federales con sede en la Ciudad de México. 

Leído el presente convenio por las partes y conocedoras de su fuerza y alcance legal lo firman en la 
Ciudad de México, el 25 de marzo de 2022, en siete ejemplares originales.- Por el DIF Nacional: Jefe de la 
Unidad de Administración y Finanzas, Lic. José Alfredo Anguiano Chávez.- Rúbrica.- Asistencia: Jefa de la 
Unidad de Atención a Población Vulnerable, Lic. Miriam Mireya Bahena Barbosa.- Rúbrica.- Procurador 
Federal, Mtro. Oliver Castañeda Correa.- Rúbrica.- Por el DIF Michoacán: Directora General, Lic. Paula 
Edith Espinosa Barrientos.- Rúbrica.- Asistencia: Procurador de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes 
en el Estado de Michoacán, M. en D. Alfonso Martínez Vital.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y 
URBANO 

CONVENIO de Coordinación para el otorgamiento de recursos federales del Programa de Modernización de los 
Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, que celebran la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano y el Estado de Puebla. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN N° 214/PEMC/006/2022 PARA EL OTORGAMIENTO DE RECURSOS FEDERALES 
DEL PROGRAMA DE MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DE LA PROPIEDAD Y LOS CATASTROS, 

QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE 
DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y URBANO Y EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA EL OTORGAMIENTO DE RECURSOS FEDERALES DEL PROGRAMA DE 
MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DE LA PROPIEDAD Y CATASTROS, EN LO SUCESIVO  “EL 
PROGRAMA”, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA 
DE DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y URBANO, A LA QUE EN ADELANTE SE LE DENOMINARÁ “LA 
SEDATU”, REPRESENTADA POR EL ARQ. DAVID RICARDO CERVANTES PEREDO, SUBSECRETARIO DE 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y AGRARIO, ASISTIDO POR LA LIC. GRISELDA MARTÍNEZ VÁZQUEZ, DIRECTORA 
GENERAL DE INVENTARIOS Y MODERNIZACIÓN REGISTRAL Y CATASTRAL, Y POR LA OTRA PARTE, EL 
EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE PUEBLA, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA” REPRESENTADA POR LA ACT. MARÍA TERESA CASTRO CORRO, EN SU CARÁCTER DE 
SECRETARIA DE PLANEACIÓN Y FINANZAS, ASISTIDA POR LA LIC. LIZETH DELFÍN DOMÍNGUEZ, DIRECTORA 
GENERAL DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL ESTADO DE PUEBLA; Y QUIENES CUANDO ACTÚEN DE 
MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, 
DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

1. Que el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la obligación 
del Estado de organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional, que se encuentra 
reglamentado en la Ley de Planeación, ordenamiento que en su artículo 28 establece que las acciones 
contenidas en el Plan Nacional de Desarrollo, así como en los Programas que de éste emanen, deberán 
especificar las acciones que serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas. 

2. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, tiene como principios rectores aplicados al Programa de 
Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros los siguientes: “Honradez y Honestidad, 
la corrupción ha sido el principal inhibidor del crecimiento económico”; “Economía para el bienestar; 
retomaremos el camino del crecimiento con austeridad y sin corrupción, disciplina fiscal, cese del 
endeudamiento”; “Por el bien de todos, primero los pobres; No dejar a nadie atrás, no dejar a nadie fuera”, del 
cual se puntualiza lo siguiente: “…Propugnamos un modelo de desarrollo respetuoso de los habitantes y del 
hábitat, equitativo, orientado a subsanar y no a agudizar las desigualdades, defensor de la diversidad cultural 
y del ambiente natural, sensible a las modalidades y singularidades económicas regionales y locales y 
consciente de las necesidades de los habitantes futuros del país, a quienes no podemos heredar un territorio 
en ruinas…”, siendo de este último principio que emanan los programas presupuestarios del Ramo 
Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, entre ellos, el Programa de Modernización de los 
Registros Públicos de la Propiedad y Catastros que se aplicará en las Instituciones Registrales y/o Catastrales 
de las entidades federativas y municipios en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables; “El respeto 
al derecho ajeno es la paz; solución pacífica de los conflictos mediante el diálogo y rechazo a la violencia y a 
la guerra, respeto a los derechos humanos”; a través de instituciones registrales y catastrales modernizadas, 
haremos un combate frontal a la corrupción y fortaleceremos la seguridad jurídica patrimonial. 

3. Por su parte, el artículo 33 de la Ley de Planeación determina que el Ejecutivo Federal podrá convenir 
con los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la Planeación Nacional del 
Desarrollo, y coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, a la consecución de los objetivos de 
la planeación nacional, y para que las acciones a realizarse por la Federación y los Estados se planeen  de 
manera conjunta. 

4. Que la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, señala 
en su artículo 78 fracción VIII, que la Federación por conducto de “LA SEDATU”, suscribirá acuerdos de 
coordinación con las entidades de la Administración Pública Federal, las entidades federativas y los 
municipios y, en su caso, convenios de concertación con los sectores social y privado, en los que se 
especificarán los compromisos para la modernización de procedimientos y trámites administrativos en materia 
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de desarrollo urbano, catastro y registro público de la propiedad, así como para la producción y titulación de 
vivienda; además en su artículo 101, fracción IX, dispone que la Federación, las entidades federativas, los 
municipios y las demarcaciones territoriales, sujetos a disponibilidad presupuestaria, fomentarán la 
coordinación y la concertación de acciones e inversiones entre los sectores público, social y privado para  la 
modernización de los sistemas catastrales y registrales de la propiedad inmobiliaria en los Centros de 
Población. 

5. Que de conformidad con el artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,  “LA 
SEDATU”, en el ámbito de su competencia, le corresponde entre otras: elaborar y conducir las políticas de 
vivienda, ordenamiento territorial, desarrollo agrario y urbano, promover y coordinar con las entidades 
federativas, municipios y en su caso las alcaldías de la Ciudad de México, así como la elaboración de 
lineamientos para regular diversas materias; apoyar los programas de modernización de los registros públicos 
de la propiedad; y diseñar los programas de modernización de los registros públicos inmobiliarios así como los 
catastros, a través de la administración de la plataforma nacional de información a que se refiere la Ley 
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano. 

6. Que las fracciones, XVIII y XXVIII del artículo 8 del Reglamento Interior de “LA SEDATU” facultan a la 
Subsecretaría de Ordenamiento Territorial y Agrario a “…Formular y proponer a la persona titular de la 
Secretaría el proyecto de la política nacional de asentamientos humanos y ordenamiento territorial, así como 
los anteproyectos de programas nacional, sectoriales, especiales y presupuestarios que procedan, en materia 
de ordenamiento territorial, tenencia de la tierra en el ámbito rural, registral y catastral…”, a “…Integrar, 
procesar, generar y analizar la información estratégica del territorio nacional y generar estadísticas, informes y 
demás análisis que coadyuven a la planeación territorial del desarrollo y a la toma de decisiones de las 
autoridades competentes…”, así como a “…Promover y fomentar la integración, modernización, actualización 
y vinculación permanente del registro de la propiedad rural, del catastro rural nacional, de los catastros de las 
entidades federativas y de los municipios y de los registros públicos de la propiedad…”. 

7.- Que el artículo 22 del mismo ordenamiento legal, hace mención a las atribuciones de la Dirección 
General de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, en lo sucesivo “LA DIRECCIÓN GENERAL”, 
entre las que se encuentra la responsabilidad de diseñar, proponer, coordinar y dar seguimiento a proyectos 
para la modernización de registros públicos de la propiedad y los catastros, mediante acuerdos de 
coordinación con las entidades federativas y municipios; coordinar, supervisar y administrar el Sistema  de 
Información Territorial y Urbano; así como la Plataforma Nacional de Información Registral y Catastral; 
promover, proponer y apoyar conjuntamente con las autoridades de la federación, las entidades federativas e 
instituciones registrales y catastrales para la instrumentación de programas, estrategias, lineamientos y 
normas técnicas que contribuyan a garantizar la seguridad jurídica de los derechos registrados; la celebración 
de convenios de coordinación en materia de modernización y vinculación registral y catastral; conformar, 
coordinar y administrar una plataforma nacional con elementos jurídicos, operativos y tecnológicos, 
estandarizada y homologada, para los registros públicos de la propiedad del país y las instituciones 
catastrales, para la interconexión e interoperabilidad de la información e indicadores que produzcan las 
autoridades de los tres órdenes de gobierno; y realizar acciones de mejora para establecer esquemas que 
garanticen la interconexión e interoperabilidad de la información respecto de los inventarios de la propiedad, 
así como de la información registral y catastral. De igual forma cuenta con las facultades de autorizar apoyos 
a los proyectos de modernización de registros públicos de la propiedad y los catastros en las entidades 
federativas y municipios; coordinar, controlar, dar seguimiento y participar en la evaluación de los programas 
de modernización y vinculación registral y catastral apoyados con recursos federales; informar, opinar, 
asesorar y atender a las instancias de evaluación de los programas a su cargo; organizar y promover 
investigaciones, estudios e intercambio de mejores prácticas en materia de modernización y vinculación 
registral y catastral; desarrollar programas, proyectos, estudios y acciones de asistencia técnica y capacitación 
para los registros públicos de la propiedad y los catastros en materia de modernización y vinculación; así 
como para el desarrollo de capacidades respecto al uso y análisis de los sistemas de información geográficos 
para la planeación territorial y gestionar ante los tres niveles de gobierno la coordinación de estos para el 
acceso a los inventarios de la propiedad pública para su incorporación, interconexión e interoperabilidad con 
la Plataforma Nacional de Información Registral y Catastral. 

8. Que el Programa de Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, en lo 
sucesivo “EL PROGRAMA”, contribuye al ordenamiento y la planeación territorial como articuladores del 
bienestar de las personas y el uso correcto del suelo, a través de la implementación de proyectos de 
modernización en las instituciones registrales y/o catastrales del país, para brindar certeza jurídica patrimonial 
y utilidad pública a partir de la conservación, integración, actualización y homologación de la información 
registral y catastral, así como la incorporación de nuevas tecnologías para la mejora de sus procesos que 
fortalezcan su eficiencia, eficacia y transparencia. 

9. Que con fecha 18 de enero de 2022, el titular de “LA SEDATU” expidió los Lineamientos del Programa 
de Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, en lo sucesivo  “LOS 
LINEAMIENTOS”, mismos que se publicaron en el Diario Oficial de la Federación el día 15 de marzo de 2022. 
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DECLARACIONES 

I. “LA SEDATU” DECLARA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

I.1. Que es una dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, en términos de lo 
establecido en los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1°, 2° fracción I 
y 26 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 

I.2. Que en términos del artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,  “LA 
SEDATU”, tiene como una de sus atribuciones la de apoyar los programas de modernización de los Registros 
Públicos de la Propiedad, así como de los Catastros; 

I.3. Que el Subsecretario de Ordenamiento Territorial y Agrario, cuenta con las facultades para suscribir el 
presente Convenio de Coordinación, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 2 apartado A, fracción 
I, inciso a), 7 fracciones XI y XII y 8 fracción XXVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano; 

I.4. Que la Directora General de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, cuenta con las 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación, de conformidad con lo dispuesto por  los 
artículos 2, apartado A, fracción III, inciso d), 10, 11 fracción IV y 22 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; 

I.5. Que conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 83 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, cuenta con la debida suficiencia de recursos en la partida presupuestal 43101 
del Clasificador por Objeto de Gasto para la Administración Pública Federal, para llevar a cabo la asignación 
materia de este Convenio de Coordinación; 

I.6. Que conforme a “LOS LINEAMIENTOS” citados en el numeral 9 de los antecedentes, y derivado del 
Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-22/DGIMRC/05PEMC, emitido en su Primera Sesión, celebrada el 
21 de abril de 2022, se autorizó el Proyecto Ejecutivo de Modernización Catastral, en adelante “EL PEMC” a 
“LA ENTIDAD FEDERATIVA”, y 

1.7. Cuenta con Registro Federal de Contribuyentes SRA750101RB7, y señala como su domicilio fiscal el 
ubicado en Avenida Heroica Escuela Naval Militar, número 669, colonia Presidentes Ejidales, Segunda 
Sección, alcaldía Coyoacán, C. P. 04470, en la Ciudad de México. 

I.8. Para los efectos legales que se deriven del presente Convenio de Coordinación señala el domicilio 
ubicado en Avenida Nuevo León número 210, colonia Hipódromo, alcaldía Cuauhtémoc, C. P. 06100, en la 
Ciudad de México. 

II. “LA ENTIDAD FEDERATIVA” DECLARA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

II.1. Que en términos de los artículos 40, 41 primer párrafo, 42 fracción I, 43, 115 y 116 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; así como el artículo 1 y 2 de la Constitución Política del Estado de 
Puebla, es un Estado libre y soberano integrante de la Federación; 

II.2. Que mediante oficio número G/002/2022, de fecha 15 de marzo de 2022 el C. Luis Miguel Gerónimo 
Barbosa Huerta, en su carácter de Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Puebla, ratificó el interés de  “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA” para continuar adherido a “EL PROGRAMA”, en términos de lo establecido en el 
inciso a) del numeral 7.2 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

II.3. Que la Act. María Teresa Castro Corro en su carácter de Secretaria de Planeación y Finanzas está 
facultada legalmente para celebrar el presente Convenio de Coordinación, con fundamento en los artículos 9, 
10, 13 párrafo primero, 24, 30 fracción III, 31 fracción II y 33 fracciones IV, XI, LV TER y LXII, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Puebla; así como el artículo 3 fracción XII y 11 fracciones 
VI y VIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Planeación y Finanzas; y de acuerdo al nombramiento 
otorgado en fecha primero de agosto de dos mil diecinueve; 

Que la Lic. Lizeth Delfín Domínguez, Directora General del Instituto Registral y Catastral del Estado de 
Puebla, cuenta con facultades para suscribir el presenten Convenio de conformidad con lo dispuesto en los 
artículos 33 fracción LV TER de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Puebla; 14 
fracción I del Decreto que crea el Instituto Registral y Catastral del Estado de Puebla; así como 8 fracciones I 
y VIII del Reglamento Interior del Instituto Registral y Catastral del Estado de Puebla, artículo 16 fracción III de 
la Ley de Catastro del Estado de Puebla y de acuerdo al nombramiento otorgado en fecha primero de octubre 
de dos mil veinte. 

II.4. Que “LA ENTIDAD FEDERATIVA” presentó a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, el Proyecto Ejecutivo de 
Modernización Catastral, mismo que fue autorizado mediante Acuerdo del Comité de Evaluación, N° S01-
22/DGIMRC/05PEMC emitido en su Primera Sesión, celebrada el 21 de abril de 2022; 
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II.5. Que conocen y se obligan a cumplir en tiempo y forma con “LOS LINEAMIENTOS”, específicamente 
por lo que se refiere a informar sobre los recursos federales transferidos a las entidades federativas; 

II.6. Que su clave de Registro Federal de Contribuyentes ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
es el siguiente: GEP8501011S6, y 

II.7. Que señalan como domicilio para los efectos del presente Convenio de Coordinación el ubicado en 
Avenida 11 Oriente número 2224, Colonia Azcárate, Puebla, Puebla, C.P. 72501; 

III. “LAS PARTES” DECLARAN A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

ÚNICA. Que es su voluntad celebrar el presente Convenio de Coordinación, aceptando los compromisos 
derivados de su participación en el desarrollo y cumplimiento del objeto descrito en este instrumento jurídico. 
Asimismo, manifiestan mutuamente que las facultades con las que actúan, no les han sido revocadas o 
modificadas en forma alguna y se reconocen recíprocamente la personalidad jurídica con la que suscriben el 
presente instrumento. 

MARCO JURÍDICO 

En virtud de lo anterior y con fundamento en los artículos 26, 40, 41 primer párrafo, 43, 90, 115 y 116 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 26, 28, 32 quinto párrafo, 33, 34, 35 y 36 de la Ley de 
Planeación; 1°, 2°, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 54, 74, 75 y 82 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 68, 69, 70, 71 y 72 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental; 175, 223, 224 y 226 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 1, 3 y 7 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022; 1, 
2 apartado A, fracción I y III, inciso a) y d), 7, fracciones XI y XII, y 8 fracción XXVIII, 10, 11 fracción IV y 22 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, así como en los artículos 1 y 2 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Puebla, artículos 9, 10, 13 párrafo primero, 24, 30 
fracción III, 31 fracción II y 33 fracciones IV, XI, LV TER y LXII de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Estado de Puebla, el artículo 3 fracción XII y 11 fracciones VI y VIII del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Planeación y Finanzas, artículo 14 fracción I del Decreto que crea el Instituto Registral y 
Catastral del Estado de Puebla; el artículo 8 fracciones I y VIII del Reglamento Interior del Instituto Registral  y 
Catastral del Estado de Puebla, el artículo 16 fracción III de la Ley de Catastro del Estado de Puebla, en “LOS 
LINEAMIENTOS” y demás disposiciones jurídicas aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio 
de Coordinación al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO 

El presente Convenio de Coordinación, tiene por objeto fijar las bases mediante las cuales “LA SEDATU” 
aporta y transfiere recursos presupuestarios federales con carácter de subsidio a “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” para la ejecución de “EL PEMC, con la finalidad de que los organismos encargados de la 
función Registral y Catastral sean más eficientes, eficaces y garanticen la actualización de la información 
sobre inmuebles, vinculando la información que se genera en ambas instituciones, que permita interoperar e 
interconectar dicha información en forma sistemática y permanente a la Plataforma Nacional de Información 
Registral y Catastral. 

Los recursos que entrega el Ejecutivo Federal por conducto de “LA SEDATU” y las aportaciones de  “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA” a que se refiere la Cláusula Segunda del presente instrumento, se aplicarán a “EL 
PEMC”, por el importe total del proyecto, que asciende a la cantidad de $2,529,454.18 (Dos millones 
quinientos veintinueve mil cuatrocientos cincuenta y cuatro pesos 18/100 M. N.). 

“LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberá llevar a cabo el estricto ejercicio de los recursos destinados 
exclusivamente para “EL PEMC” en proporción a la aportación de cada uno de ellos, esto es, que en el 
desembolso de las cuentas se respetará el porcentaje establecido en el resumen financiero de su Proyecto. 

Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación,  “LAS 
PARTES” se sujetarán a lo establecido en el mismo, a “LOS LINEAMIENTOS” y demás disposiciones jurídicas 
aplicables. 

SEGUNDA. APORTACIONES 

“LA SEDATU” por conducto de “LA DIRECCIÓN GENERAL” y con cargo a su presupuesto autorizado, 
aporta en carácter de subsidio a “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, recursos presupuestarios federales por la 
cantidad de $1,505,025.25 (Un millón quinientos cinco mil veinticinco pesos 25/100 M. N.), a la firma del 
presente Convenio de Coordinación, para la realización de “EL PEMC”. 
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Conforme a lo establecido en el artículo 82 fracción IX de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, quinto párrafo del artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, 
y la fracción VIII, inciso a), del numeral 8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”, los recursos a que se refiere el párrafo 
que antecede, se radicarán a través de la Tesorería de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en la cuenta bancaria 
productiva específica del Banco BBVA México S.A, cuenta número 00118632162, CLABE número 
012650001186321626, sucursal 0688 Gobierno Puebla,, a nombre de Secretaría de Planeación y Finanzas 
del Estado de Puebla, con la finalidad de que los recursos aportados, así como sus rendimientos financieros 
estén debidamente identificados. 

Por su parte, a efecto de complementar los recursos necesarios para el cumplimiento del objeto del 
presente Convenio de Coordinación, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a destinar la cantidad de 
$1,024,428.93 (Un millón veinticuatro mil cuatrocientos veintiocho pesos 93/100 M. N.), de sus propios 
recursos presupuestarios, importe que deberá destinarse de manera exclusiva al desarrollo de “EL PEMC”, 
enviando el comprobante de dicha aportación a “LA DIRECCIÓN GENERAL”. 

“LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberá ejercer oportunamente los recursos federales y los propios que 
complementen el financiamiento de “EL PEMC”, única y exclusivamente en los conceptos aprobados, 
cuidando de manera especial no contravenir lo dispuesto por el artículo 54 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria. 

TERCERA. APLICACIÓN 

Los recursos presupuestarios federales que otorga el Ejecutivo Federal por conducto de “LA SEDATU”, así 
como las aportaciones de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” a que se refiere la Cláusula que antecede, se 
destinarán de forma exclusiva para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación, en la 
inteligencia de que tales recursos no podrán traspasarse ni destinarse a ningún otro concepto de gasto, 
además de que se registrarán de acuerdo con los destinos definidos en “EL PEMC” presentado por  “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA” y aprobado en el Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-22/DGIMRC/05PEMC, 
emitido en su Primera Sesión, celebrada el 21 de abril de 2022. 

Una vez devengados y conforme al avance del proyecto, los recursos presupuestarios federales que se 
aporten deberán ser registrados por “LA ENTIDAD FEDERATIVA” en su contabilidad, de acuerdo con las 
disposiciones jurídicas aplicables y se rendirán en su Cuenta Pública, sin que por ello pierdan su carácter 
federal. 

CUARTA. NATURALEZA DE LA APORTACIÓN 

En términos del artículo 175 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, los recursos federales aportados se consideran devengados por “LA SEDATU” a partir de la 
entrega de los mismos a “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

QUINTA. RESPONSABLES DE LA EJECUCIÓN DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN 

Para efectos del cumplimiento de las obligaciones derivadas de este Convenio de Coordinación,  “LAS 
PARTES” designan como responsables a las siguientes personas: 

Por parte de “LA SEDATU”, a la Lic. Griselda Martínez Vázquez, en su carácter de Directora General de 
Inventarios y Modernización Registral y Catastral. 

Por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, a la Lic. Lizeth Delfín Domínguez, en su carácter de Directora 
General del Instituto Registral y Catastral del Estado de Puebla. 

De igual manera, “LAS PARTES” convienen desde ahora en tomar en consideración las recomendaciones 
y opiniones que, en su caso, emita “LA DIRECCIÓN GENERAL”, sobre cualquier aspecto relativo a la 
ejecución técnica y administrativa de acciones y obligaciones derivadas de este Convenio de Coordinación y 
en relación con “EL PEMC” o “EL PROGRAMA”. 

La comunicación entre “LAS PARTES”, se llevará a cabo a través de la instancia a que se refiere el 
numeral 5.2 de “LOS LINEAMIENTOS”, denominada “LA VENTANILLA ÚNICA”. 

SEXTA. OBLIGACIONES DE “LA ENTIDAD FEDERATIVA” 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se 
obliga a: 

I. Cumplir con lo dispuesto en el presente instrumento y en “LOS LINEAMIENTOS” específicamente 
con las obligaciones referidas en su numeral 9.2, así como las disposiciones que emita la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en sustitución de los mismos; 

II. Aportar y garantizar la adecuada y transparente aplicación de los recursos a que se refiere el 
párrafo tercero de la Cláusula Segunda de este Convenio de Coordinación; 
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III. Aplicar los recursos a que se refiere este Convenio de Coordinación en los términos, condiciones, 
objetivos y metas previstos en “EL PEMC” dictaminado por “LA SEDATU” y aprobado en el 
Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-22/DGIMRC/05PEMC, emitido en su Primera Sesión, 
celebrada el 21 de abril de 2022; 

IV. Responsabilizarse, a través de la Act. María Teresa Castro Corro, Secretaria de Planeación y 
Finanzas y la Lic. Lizeth Delfín Domínguez, Directora General del Instituto Registral y Catastral del 
Estado de Puebla de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” de lo siguiente: 

a) Administrar y conservar los recursos presupuestarios federales en la cuenta bancaria 
productiva específica señalada en la Cláusula Segunda de este Convenio de Coordinación, 
por lo que no podrán de ninguna forma traspasarse tales recursos a otras cuentas; 

b) Comprometer la totalidad de los recursos dentro de los 90 días naturales siguientes a la 
entrega de los mismos, o a más tardar el 31 de diciembre de 2022 si la ministración federal 
fuera posterior al primero de octubre, de conformidad con lo establecido las fracciones XVI y 
XVII del numeral 8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

c) Realizar en estricto apego a la normativa aplicable y procurar las mejores condiciones para 
“LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en cuanto a la contratación de adquisiciones, servicios, entre 
otros, obligándose en todo momento a tomar las previsiones necesarias que permitan 
garantizar la integridad y certeza de la constitución de las empresas privadas y los socios que 
las integran, de conformidad a lo previsto en el artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación; 

d) Efectuar las ministraciones oportunamente para la ejecución de “EL PEMC” previsto en este 
instrumento; así como recabar e integrar debidamente la totalidad de la documentación 
comprobatoria de todas las erogaciones con cargo al mismo; 

e) Realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública Local 
conforme sean devengados y ejercidos respectivamente los recursos; 

f) Dar cumplimiento a las demás disposiciones federales aplicables en la administración de los 
recursos, en corresponsabilidad con la instancia ejecutora local; 

g) Reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos públicos federales que no se 
encuentren comprometidos al 31 de diciembre de 2022, así como los rendimientos financieros 
que se hubieran generado, de conformidad con lo establecido en la fracción XVIII del numeral 
8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

h) Remitir a “LA DIRECCIÓN GENERAL” de manera mensual los estados de cuenta de la 
cuenta bancaria productiva específica federal y estatal, dentro de los diez primeros días de 
cada mes, y 

i) En caso de no cumplir en tiempo y forma con lo estipulado en su proyecto y en las 
obligaciones pactadas en los contratos que deriven de este, realizar la devolución íntegra del 
recurso otorgado por la Federación a la Tesorería de la Federación, así como los 
rendimientos financieros que se hubieran generado. 

V. Colaborar con “LA DIRECCIÓN GENERAL” de conformidad con el numeral 11 de  “LOS 
LINEAMIENTOS” y entregarle la información que se enlista, así como a otorgar las facilidades 
necesarias para la consecución de las acciones referidas: 

a) Copia de los contratos que “LA ENTIDAD FEDERATIVA” celebre con terceros para llevar a 
cabo las acciones contenidas en “EL PEMC”; 

b) Copia de las facturas de los bienes y servicios adquiridos que deberán garantizar las mejores 
condiciones para “LA ENTIDAD FEDERATIVA”; 

c) Evidencia documental o fotográfica de los entregables que con motivo de sus contrataciones 
para la ejecución de su Proyecto se hayan comprometido, tratándose de equipo de cómputo o 
mobiliario, entregables de carácter intangible, o cuya patente o licencia no lo permita, bastará 
con el acta entrega recepción de los bienes que contenga las características técnicas del 
entregable y su evidencia fotográfica correspondiente; 

d) Compartir copia de la información entregada por las empresas incluidas la base de datos 
resultante de la actualización, migración, limpieza y/o homogenización salvaguardando los 
datos personales y la base cartográfica final, y las credenciales de acceso para consulta vía 
remota, para facilitar la verificación de los procesos y productos, y materiales de apoyo; 
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e) Compartir con “LA DIRECCIÓN GENERAL”, copia en formato digital de los aplicativos, 
desarrollos, plataformas y demás herramientas tecnológicas, para este fin “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” deberá solicitar estos rubros al proveedor por obra por encargo y no por uso 
de licencia de software, entregado como producto en su versión final, toda aquella 
documentación generada durante el proceso de la creación de este entregable, 
encontrándose en este rubro, diagramas de entidad relación, diagramas de flujo, diagramas 
de caso de uso, diagramas de despliegue, diccionario de datos, modelado y estructura de la 
base de datos, manual de usuario, manual de instalación, manual técnico, código fuente y 
toda aquella documentación soporte que se vea implicada durante las fases de desarrollo del 
entregable. “LA DIRECCIÓN GENERAL” con la finalidad de contribuir al desarrollo y 
modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y de los Catastros, podrá hacer uso 
de esta información para su implementación en cualquier Entidad Federativa que así lo 
requiera, para cumplir con los objetivos de “EL PROGRAMA”; 

f) Evidencia Fotográfica de las áreas y equipamiento, incluidos en el Proyecto con el alta y 
resguardo en el inventario de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, y 

g) Toda aquella información y documentación que se requiera y que se relacione con el objeto 
del presente Convenio de Coordinación. 

VI. Entregar a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, a través de “LA VENTANILLA ÚNICA”, de manera 
trimestral, la relación detallada y validada sobre la aplicación de los recursos federales, en los 
términos establecidos en “EL PEMC” y “LOS LINEAMIENTOS”, así como los datos y 
documentación necesaria para la supervisión y cierre de Proyectos que para el caso determine  “LA 
DIRECCIÓN GENERAL”. 

 Asimismo, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a mantener bajo su custodia a través de su 
Secretaría de Planeación y Finanzas, la documentación justificativa y comprobatoria original de los 
recursos presupuestarios federales erogados y de igual manera, a entregarla cuando se la requiera 
“LA DIRECCIÓN GENERAL, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de la 
Función Pública y la Auditoría Superior de la Federación, así como a entregar la información 
adicional que éstas le requieran, de conformidad con lo establecido por la Ley Federal de 
Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento y por “LOS LINEAMIENTOS” para 
informar sobre los recursos federales transferidos a las entidades federativas, de conformidad al 
primer párrafo del artículo 83 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y 
224 fracción VI de su Reglamento. 

 La documentación justificativa y comprobatoria del gasto de los recursos presupuestarios federales 
objeto de este Convenio de Coordinación, deberá cumplir con los requisitos fiscales establecidos 
en las disposiciones federales aplicables; 

VII. Registrar los recursos presupuestarios federales en su contabilidad, de acuerdo con los principios 
de contabilidad gubernamental; 

VIII. Rendir los informes sobre finanzas públicas y la Cuenta Pública Local, ante su Congreso respecto 
de los recursos presupuestarios federales; 

IX. Iniciar las acciones para dar cumplimiento a lo dispuesto por la Cláusula Primera de este Convenio 
de Coordinación, en un plazo no mayor a 15 días naturales, contados a partir de la firma de la 
minuta para formalizar el inicio de actividades, entre “LA DIRECCIÓN GENERAL” y “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” prevista en el inciso n) del numeral 9.2 de los “LINEAMIENTOS”; 

X. Observar las disposiciones legales federales aplicables, en su caso, a las adquisiciones y 
prestación de servicios de cualquier naturaleza que se efectúe con los recursos federales 
señalados en la Cláusula Segunda del presente instrumento; 

XI. No comprometer de ninguna forma recursos que excedan de su capacidad financiera, para la 
realización de “EL PEMC”; 

XII. Requerir con oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 
correspondan, la asesoría técnica y las autorizaciones o permisos que resulten necesarios para la 
realización de “EL PEMC”; 

XIII. Proporcionar la información y documentación que en relación con los recursos a que se refiere la 
Cláusula Segunda de este instrumento requieran los órganos de control y fiscalización federales y 
estatales facultados, y permitir a éstos las visitas de inspección que en ejercicio de sus respectivas 
atribuciones lleven a cabo; 
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XIV. Otorgar a “LA DIRECCIÓN GENERAL” el acceso a los datos públicos y servicios informáticos 
locales y/o WEB construidos como producto de la aplicación, instrumentación y operación de  “EL 
PROGRAMA”; 

XV. Realizar las acciones necesarias en conjunto con “LA DIRECCIÓN GENERAL” para llevar a cabo la 
integración de la información pública registral y catastral dispuesta por “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA”, a fin de generar los mecanismos locales y vía web de interoperabilidad e 
interconexión permanente con los Aplicativos y Plataformas Tecnológicas desarrollados por  “LA 
DIRECCIÓN GENERAL” y/o “LA SEDATU” con el fin de garantizar la estandarización de los datos 
registrales y catastrales generados en el país; 

XVI. Colaborar con “LA DIRECCIÓN GENERAL” en la promoción del aprovechamiento de los datos, 
información, y sistemas de información resultantes del cumplimiento del presente instrumento legal, 
por parte del sector gubernamental, académico, comercial, social y todos aquellos sectores 
interesados en la temática registral y catastral del país; 

XVII. Mandar a publicar en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, dentro de los 15 
días hábiles posteriores a su formalización, el presente instrumento; 

XVIII. Instalar un Comité de Contraloría Social y cumplir las actividades necesarias para su correcto 
funcionamiento, y 

XIX. Cumplir con las demás obligaciones de “EL PROGRAMA”, de “LOS LINEAMIENTOS” y de  “EL 
PEMC”, así como aquellas que relacionadas con éstos le sean solicitadas por “LA DIRECCIÓN 
GENERAL”. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DEL EJECUTIVO FEDERAL 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación el Ejecutivo Federal, a través de 
“LA DIRECCIÓN GENERAL”, se obliga a lo siguiente: 

I. Asesorar y colaborar con el personal designado por “LA ENTIDAD FEDERATIVA” cuando éste se 
lo solicite, en la consecución de los fines del presente instrumento legal; 

II. Supervisar el cumplimiento de las acciones que se realicen con motivo del presente Convenio de 
Coordinación; 

III. Transferir los recursos presupuestarios federales a que se refiere la Cláusula Segunda de este 
Convenio de Coordinación, en los términos y condiciones que se establecen en el mismo; 

IV. Realizar los registros correspondientes en la cuenta pública federal y demás reportes relativos al 
ejercicio del gasto público, para informar sobre la aplicación de los recursos transferidos en el 
marco de este Convenio de Coordinación; 

V. Verificar que los recursos presupuestarios que en virtud de este instrumento se transfieran, no 
permanezcan ociosos y que sean aplicados únicamente para la realización de los fines a los cuales 
son destinados, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes del Ejecutivo Federal; 

VI. Abstenerse de intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos, convenios o de 
cualquier otro instrumento jurídico que formalice “LA ENTIDAD FEDERATIVA” para cumplir con  los 
fines para los cuales son destinados los recursos presupuestales federales transferidos y los 
locales asignados a los mismos fines; 

VII. Mandar a publicar en el Diario Oficial de la Federación, dentro de los 15 días hábiles posteriores a 
su formalización, el presente instrumento, y 

VIII. Difundir en su página de Internet el concepto financiado con los recursos que serán transferidos 
mediante el presente instrumento. 

OCTAVA. RELACIÓN LABORAL 

Los recursos humanos que para la ejecución del objeto del presente Convenio de Coordinación, requiera 
cada una de “LAS PARTES”, quedarán bajo su respectiva y exclusiva responsabilidad jurídica y administrativa 
y no existirá relación laboral alguna entre éstos y la otra parte; por lo que, en ningún caso alguna de las partes 
se entenderá como patrón sustituto o solidario de los empleados de la otra o de las personas que participen 
en la ejecución o implementación del presente instrumento. 

NOVENA. CONTROL Y SEGUIMIENTO 

El control y seguimiento de los recursos presupuestarios federales a que se refiere la Cláusula Segunda 
de este Convenio de Coordinación, corresponderá a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, sin perjuicio de las 
acciones que puedan realizar la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de la Función Pública 
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y la Auditoría Superior de la Federación, conforme al marco jurídico aplicable y sin menoscabar las acciones 
de vigilancia, control, seguimiento y evaluación que en coordinación con la Secretaría de la Función Pública, 
realice el órgano de control o contraloría general del Ejecutivo de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, debiéndose 
observar lo estipulado en el numeral 9 de “LOS LINEAMIENTOS”. 

DÉCIMA. SANCIONES 

Las conductas que impliquen responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de 
afectaciones a la Hacienda Pública Federal en que incurran los servidores públicos, federales o locales, serán 
determinadas y sancionadas en términos de lo que resulte aplicable de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y demás disposiciones aplicables en términos del Título Cuarto de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad con el numeral 10 de “LOS LINEAMIENTOS”. 

DÉCIMA PRIMERA. VERIFICACIÓN 

Con el objeto de asegurar la efectividad del presente Convenio de Coordinación, “LAS PARTES”, 
revisarán bimestralmente su contenido y su aplicación, adoptando a la brevedad las medidas necesarias para 
establecer el enlace y la comunicación requeridas para dar el debido seguimiento a los compromisos 
asumidos y los contratos que deriven del presente, que por conducto de los responsables a que se refiere la 
Cláusula Quinta de este instrumento y de conformidad con lo establecido en “EL PEMC”. 

DÉCIMA SEGUNDA. RECURSOS PARA FISCALIZACIÓN Y VIGILANCIA 

“LAS PARTES” convienen conforme a lo establecido por las fracciones XI y XII del artículo 82 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que se destinará un monto equivalente al uno al millar 
del monto total de los recursos federales aportados para la fiscalización de los mismos, a favor de la Auditoría 
Superior de la Federación o el órgano técnico de fiscalización de la legislatura de la propia entidad federativa; 
para que realice la vigilancia, inspección, control y evaluación de los trabajos y acciones ejecutadas por 
administración directa con esos recursos, de conformidad a lo señalado en el párrafo segundo del artículo 224 
del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Asimismo, la Secretaría de la Función Pública podrá verificar en cualquier momento el cumplimiento de los 
compromisos a cargo de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en los términos del presente instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. REINTEGRO DE RECURSOS FEDERALES 

“LA DIRECCIÓN GENERAL” procederá a solicitar a “LA ENTIDAD FEDERATIVA” el reintegro a la 
Tesorería de la Federación de los recursos que le fueron transferidos, así como los rendimientos financieros 
que en su caso se hayan generado, cuando: 

I. Los recursos no se utilizaron para los fines pactados por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

II. “LA DIRECCIÓN GENERAL” así se lo requiera, por haberse incumplido por parte de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” cualquiera de las obligaciones pactadas en el presente Convenio de Coordinación o 
de los contratos que deriven de éste. 

III. Los recursos federales, permanezcan ociosos, o no se encuentren efectivamente comprometidos la 
totalidad de los recursos dentro de los 90 días naturales siguientes a la entrega de los mismos o 
más tardar el 31 de diciembre de 2022, si la ministración federal fuera posterior al primero  de 
octubre, en términos de lo dispuesto por las fracciones XVI y XVII del numeral 8.1 de  “LOS 
LINEAMIENTOS”, en concordancia con cláusula SEXTA fracción IV inciso b) del presente 
instrumento. 

En los supuestos señalados en las fracciones I y II, el reintegro se hará dentro de los 30 días naturales 
siguientes a los que “LA DIRECCIÓN GENERAL” requiera el reintegro de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”. 

En el caso de la fracción III, el reintegro se hará en términos de lo señalado en el artículo 54 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento y el inciso o) del numeral 9.2 de  “LOS 
LINEAMIENTOS”. 

DÉCIMA CUARTA. MODIFICACIONES AL CONVENIO DE COORDINACIÓN 

“LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de Coordinación podrá modificarse de común acuerdo 
y por escrito, durante la vigencia del mismo, sin alterar su estructura u objeto y con estricto apego a las 
disposiciones jurídicas aplicables. Las modificaciones al Convenio de Coordinación deberán mandarse a 
publicar en el Diario Oficial de la Federación, así como en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha de su formalización. 

En caso de contingencia para la realización de las funciones, planes, programas o proyectos previstos en 
este instrumento, ambas partes acuerdan tomar las medidas o mecanismos que permitan afrontar dichas 
contingencias, en el entendido de que, en todo caso, las medidas y mecanismos acordados serán 
formalizados mediante la suscripción del Convenio Modificatorio correspondiente. 
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DÉCIMA QUINTA. DIFUSIÓN Y TRANSPARENCIA 

El presente Convenio de Coordinación deberá mandarse a publicar en el Diario Oficial de la Federación, 
así como en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” dentro de los 15 días hábiles 
siguientes a la fecha de su formalización, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de 
Planeación y el último párrafo, del artículo 224 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria. 

De igual forma “LAS PARTES” difundirán “EL PROGRAMA” en sus respectivas páginas electrónicas o 
portales de la red de información electrónica, sin perjuicio de que igualmente lo difundan al público por otros 
medios, en los términos de las disposiciones aplicables. 

“LAS PARTES” convienen que se sujetarán a las disposiciones aplicables tanto en la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, como en la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 

DÉCIMA SEXTA. VIGENCIA 

El presente Convenio de Coordinación comenzará a surtir sus efectos a partir de la fecha de su 
suscripción y hasta el cumplimiento total de las obligaciones del presente Convenio de Coordinación, así 
como de todos los instrumentos accesorios que se deriven del mismo y las que se determine el Cierre Técnico 
de “EL PEMC”. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. 

El presente Convenio de Coordinación podrá darse por terminado anticipadamente cuando se presente 
alguna de las siguientes causas: 

I. Por haberse cumplido el objeto para el que fue celebrado; 

II. Por acuerdo de “LAS PARTES”; 

III. Cuando se determine que los recursos presupuestarios federales se utilizaron con fines distintos a 
los previstos en este Convenio de Coordinación o por el incumplimiento de las obligaciones 
contraídas en el mismo o de los contratos que deriven de éste; 

IV. Por caso fortuito o fuerza mayor, y 

V. Por el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el mismo. 

DÉCIMA OCTAVA. INTERPRETACIÓN, JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio de Coordinación, así como convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento, así como a las 
demás disposiciones jurídicas aplicables. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio de 
Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo, se sujetarán a lo dispuesto en los artículos 42 
y 43 de la Ley de Planeación, en concordancia con el artículo 109 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en términos de lo que resulte aplicable de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 

DÉCIMA NOVENA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a cumplir los protocolos y acciones establecidas en las disposiciones 
jurídicas aplicables en materia de anticorrupción, transparencia y rendición de cuentas en los actos jurídicos y 
de autoridad que, en su caso, lleven a cabo para el cumplimiento de las obligaciones que asumen por virtud 
del presente instrumento, y a poner a disposición de las autoridades fiscalizadoras competentes toda la 
información que derive de su actuación. 

VIGÉSIMA. CESIÓN DE DERECHOS Y OBLIGACIONES. 

“LAS PARTES” no podrán ceder o transferir total ni parcialmente los derechos y/o las obligaciones que se 
deriven del presente instrumento. 

Leído el presente Convenio de Coordinación y enteradas las partes de su valor, contenido y alcance legal, 
lo firman por quintuplicado a los 27 días del mes de abril de 2022.- Por la SEDATU: el Subsecretario de 
Ordenamiento Territorial y Agrario, Arq. David Ricardo Cervantes Peredo.- Rúbrica.- La Directora General 
de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, Lic. Griselda Martínez Vázquez.- Rúbrica.- Por la 
Entidad Federativa: la Secretaria de Planeación y Finanzas, Act. María Teresa Castro Corro.- Rúbrica.-  La 
Directora General del Instituto Registral y Catastral del Estado de Puebla, Lic. Lizeth Delfín Domínguez.- 
Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación para el otorgamiento de recursos federales del Programa de Modernización de los 
Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, que celebran la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano y el Municipio de Hermosillo, Son. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN N° 214/ PEMC/005/2022 PARA EL OTORGAMIENTO DE RECURSOS FEDERALES 
DEL PROGRAMA DE MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DE LA PROPIEDAD Y LOS CATASTROS, 

QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE 
DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y URBANO Y EL MUNICIPIO DE HERMOSILLO, SONORA. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA EL OTORGAMIENTO DE RECURSOS FEDERALES DEL PROGRAMA DE 
MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DE LA PROPIEDAD Y CATASTROS, EN LO SUCESIVO  “EL 
PROGRAMA”, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA 
DE DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y URBANO, A LA QUE EN ADELANTE SE LE DENOMINARÁ “LA 
SEDATU”, REPRESENTADA POR EL ARQ. DAVID RICARDO CERVANTES PEREDO, SUBSECRETARIO DE 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y AGRARIO, ASISTIDO POR LA LIC. GRISELDA MARTÍNEZ VÁZQUEZ, TITULAR DE 
LA DIRECCIÓN GENERAL DE INVENTARIOS Y MODERNIZACIÓN REGISTRAL Y CATASTRAL, Y POR LA OTRA 
PARTE, EL EJECUTIVO DEL MUNICIPIO DE HERMOSILLO, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ “EL 
MUNICIPIO” REPRESENTADO POR EL LIC. ANTONIO FRANCISCO ASTIAZARÁN GUTIÉRREZ, EN SU CARÁCTER DE 
PRESIDENTE MUNICIPAL, ASISTIDO POR LA ING. FLOR DE ROSA AYALA ROBLES LINARES, TESORERO 
MUNICIPAL DE HERMOSILLO Y EL LIC. ARTURO ALVARADO ARZATE, DIRECTOR DE CATASTRO DEL MUNICIPIO 
DE HERMOSILLO, SONORA, Y QUIENES CUANDO ACTÚEN DE MANERA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ “LAS 
PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

1. Que el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la obligación 
del Estado de organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional, que se encuentra 
reglamentado en la Ley de Planeación, ordenamiento que en su artículo 28 establece que las acciones 
contenidas en el Plan Nacional de Desarrollo, así como en los Programas que de éste emanen, deberán 
especificar las acciones que serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas. 

2. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, tiene como principios rectores aplicados al Programa de 
Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros los siguientes: “Honradez y Honestidad, 
la corrupción ha sido el principal inhibidor del crecimiento económico”; “Economía para el bienestar; 
retomaremos el camino del crecimiento con austeridad y sin corrupción, disciplina fiscal, cese del 
endeudamiento”; “Por el bien de todos, primero los pobres; No dejar a nadie atrás, no dejar a nadie fuera”, del 
cual se puntualiza lo siguiente: “…Propugnamos un modelo de desarrollo respetuoso de los habitantes y del 
hábitat, equitativo, orientado a subsanar y no a agudizar las desigualdades, defensor de la diversidad cultural 
y del ambiente natural, sensible a las modalidades y singularidades económicas regionales y locales y 
consciente de las necesidades de los habitantes futuros del país, a quienes no podemos heredar un territorio 
en ruinas…”, siendo de este último principio que emanan los programas presupuestarios del Ramo 
Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, entre ellos, el Programa de Modernización de los 
Registros Públicos de la Propiedad y Catastros que se aplicará en las Instituciones Registrales y/o Catastrales 
de las entidades federativas y municipios en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables; “El respeto 
al derecho ajeno es la paz; solución pacífica de los conflictos mediante el diálogo y rechazo a la violencia y a 
la guerra, respeto a los derechos humanos”; a través de instituciones registrales y catastrales modernizadas, 
haremos un combate frontal a la corrupción y fortaleceremos la seguridad jurídica patrimonial. 

3. Por su parte, el artículo 33 de la Ley de Planeación determina que el Ejecutivo Federal podrá convenir 
con los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la Planeación Nacional del 
Desarrollo, y coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, a la consecución de los objetivos de 
la planeación nacional, y para que las acciones a realizarse por la Federación y los Estados se planeen de 
manera conjunta. 

4. Que la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, señala 
en su artículo 78 fracción VIII, que la Federación por conducto de “LA SEDATU”, suscribirá acuerdos de 
coordinación con las entidades de la Administración Pública Federal, las entidades federativas y los 
municipios y, en su caso, convenios de concertación con los sectores social y privado, en los que se 
especificarán los compromisos para la modernización de procedimientos y trámites administrativos en materia 
de desarrollo urbano, catastro y registro público de la propiedad, así como para la producción y titulación de 
vivienda; además en su artículo 101, fracción IX, dispone que la Federación, las entidades federativas, los 
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municipios y las demarcaciones territoriales, sujetos a disponibilidad presupuestaria, fomentarán la 
coordinación y la concertación de acciones e inversiones entre los sectores público, social y privado para la 
modernización de los sistemas catastrales y registrales de la propiedad inmobiliaria en los Centros de 
Población. 

5. Que de conformidad con el artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,  “LA 
SEDATU”, en el ámbito de su competencia, le corresponde entre otras: elaborar y conducir las políticas de 
vivienda, ordenamiento territorial, desarrollo agrario y urbano, promover y coordinar con las entidades 
federativas, municipios y en su caso las alcaldías de la Ciudad de México, así como la elaboración de 
lineamientos para regular diversas materias; apoyar los programas de modernización de los registros públicos 
de la propiedad; y diseñar los programas de modernización de los registros públicos inmobiliarios así como los 
catastros, a través de la administración de la plataforma nacional de información a que se refiere la Ley 
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano. 

6. Que las fracciones XVIII y XXVIII del artículo 8 del Reglamento Interior de “LA SEDATU” facultan a la 
Subsecretaría de Ordenamiento Territorial y Agrario a “…Formular y proponer a la persona titular de la 
Secretaría el proyecto de la política nacional de asentamientos humanos y ordenamiento territorial, así como 
los anteproyectos de programas nacional, sectoriales, especiales y presupuestarios que procedan, en materia 
de ordenamiento territorial, tenencia de la tierra en el ámbito rural, registral y catastral…”, a “…Integrar, 
procesar, generar y analizar la información estratégica del territorio nacional y generar estadísticas, informes y 
demás análisis que coadyuven a la planeación territorial del desarrollo y a la toma de decisiones de las 
autoridades competentes…”, así como a “…Promover y fomentar la integración, modernización, actualización 
y vinculación permanente del registro de la propiedad rural, del catastro rural nacional, de los catastros de las 
entidades federativas y de los municipios y de los registros públicos de la propiedad…”. 

7.- Que el artículo 22 del mismo ordenamiento legal, hace mención a las atribuciones de la Dirección 
General de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, en lo sucesivo “LA DIRECCIÓN GENERAL”, 
entre las que se encuentra la responsabilidad de diseñar, proponer, coordinar y dar seguimiento a proyectos 
para la modernización de registros públicos de la propiedad y los catastros, mediante acuerdos de 
coordinación con las entidades federativas y municipios; coordinar, supervisar y administrar el Sistema  de 
Información Territorial y Urbano; así como la Plataforma Nacional de Información Registral y Catastral; 
promover, proponer y apoyar conjuntamente con las autoridades de la federación, las entidades federativas e 
instituciones registrales y catastrales para la instrumentación de programas, estrategias, lineamientos y 
normas técnicas que contribuyan a garantizar la seguridad jurídica de los derechos registrados; la celebración 
de convenios de coordinación en materia de modernización y vinculación registral y catastral; conformar, 
coordinar y administrar una plataforma nacional con elementos jurídicos, operativos y tecnológicos, 
estandarizada y homologada, para los registros públicos de la propiedad del país y las instituciones 
catastrales, para la interconexión e interoperabilidad de la información e indicadores que produzcan las 
autoridades de los tres órdenes de gobierno; y realizar acciones de mejora para establecer esquemas que 
garanticen la interconexión e interoperabilidad de la información respecto de los inventarios de la propiedad, 
así como de la información registral y catastral. De igual forma cuenta con las facultades de autorizar apoyos 
a los proyectos de modernización de registros públicos de la propiedad y los catastros en las entidades 
federativas y municipios; coordinar, controlar, dar seguimiento y participar en la evaluación de los programas 
de modernización y vinculación registral y catastral apoyados con recursos federales; informar, opinar, 
asesorar y atender a las instancias de evaluación de los programas a su cargo; organizar y promover 
investigaciones, estudios e intercambio de mejores prácticas en materia de modernización y vinculación 
registral y catastral; desarrollar programas, proyectos, estudios y acciones de asistencia técnica y capacitación 
para los registros públicos de la propiedad y los catastros en materia de modernización y vinculación; así 
como para el desarrollo de capacidades respecto al uso y análisis de los sistemas de información geográficos 
para la planeación territorial y gestionar ante los tres niveles de gobierno la coordinación de estos para el 
acceso a los inventarios de la propiedad pública para su incorporación, interconexión e interoperabilidad con 
la Plataforma Nacional de Información Registral y Catastral. 

8. Que el Programa de Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, en lo 
sucesivo “EL PROGRAMA”, contribuye al ordenamiento y la planeación territorial como articuladores del 
bienestar de las personas y el uso correcto del suelo, a través de la implementación de proyectos de 
modernización en las instituciones registrales y/o catastrales del país, para brindar certeza jurídica patrimonial 
y utilidad pública a partir de la conservación, integración, actualización y homologación de la información 
registral y catastral, así como la incorporación de nuevas tecnologías para la mejora de sus procesos que 
fortalezcan su eficiencia, eficacia y transparencia. 

9. Que con fecha 18 de enero de 2022, el titular de “LA SEDATU” expidió los Lineamientos del Programa 
de Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, en lo sucesivo  “LOS 
LINEAMIENTOS”, mismos que se publicaron en el Diario Oficial de la Federación el día 15 de marzo de 2022. 

DECLARACIONES 
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I. “LA SEDATU” DECLARA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

I.1. Que es una dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, en términos de lo 
establecido en los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1°, 2° fracción I 
y 26 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 

I.2. Que en términos del artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,  “LA 
SEDATU”, tiene como una de sus atribuciones la de apoyar los programas de modernización de los Registros 
Públicos de la Propiedad, así como de los Catastros; 

I.3. Que el Subsecretario de Ordenamiento Territorial y Agrario, cuenta con las facultades para suscribir el 
presente Convenio de Coordinación, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 2 apartado A, fracción 
I, inciso a), 7 fracciones XI y XII y 8 fracción XXVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano; 

I.4. Que la Directora General de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, cuenta con las 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 2, apartado A, fracción III, inciso d), 10, 11 fracción IV y 22 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; 

I.5. Que conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 83 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, cuenta con la debida suficiencia de recursos en la partida presupuestal 43101 
del Clasificador por Objeto de Gasto para la Administración Pública Federal, para llevar a cabo la asignación 
materia de este Convenio de Coordinación; 

I.6. Que conforme a “LOS LINEAMIENTOS” citados en el numeral 9 de los antecedentes, y derivado del 
Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-22/DGIMRC/07PEMC, emitido en su Primera Sesión, celebrada el 
21 de abril de 2022, se autorizó el Proyecto Ejecutivo de Modernización Catastral, en adelante “EL PEMC” a 
“EL MUNICIPIO”, y 

1.7. Cuenta con Registro Federal de Contribuyentes SRA750101RB7, y señala como su domicilio fiscal el 
ubicado en Avenida Heroica Escuela Naval Militar, número 669, colonia Presidentes Ejidales, Segunda 
Sección, alcaldía Coyoacán, C. P. 04470, en la Ciudad de México. 

I.8. Para los efectos legales que se deriven del presente Convenio de Coordinación señala el domicilio 
ubicado en Avenida Nuevo León número 210, colonia Hipódromo, alcaldía Cuauhtémoc, C. P. 06100, en la 
Ciudad de México. 

II. “EL MUNICIPIO” DECLARA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

II.1. Que en términos de los artículos 40, 42 fracción I, 43, 115 y 116 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, 4, 128 y 129 de la Constitución Política del Estado de Sonora, así como  los 
diversos artículos 2 y 9 de la Ley de Gobierno y Administración Municipal; el Municipio de Hermosillo, Sonora, 
está investido de personalidad jurídica y patrimonio propio, contando, por tanto, con facultad suficiente para 
celebrar contrato, convenios y demás actos jurídicos relacionados con el objeto para el que ha sido creado por 
el legislador. 

II.2. Que mediante oficio número PMH/064/2022, de fecha 15 de marzo, el Lic. Antonio Francisco 
Astiazaran Gutiérrez, en su carácter de Presidente Municipal del H. Ayuntamiento de Hermosillo, ratificó el 
interés de “EL MUNICIPIO” para adherirse a “EL PROGRAMA”, en términos de lo establecido en el inciso a) 
del numeral 7.2 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

II.3. Que el Lic. Antonio Francisco Astiazarán Gutiérrez, en su carácter de Presidente Municipal de 
Hermosillo Sonora está facultado legalmente para celebrar el presente Convenio de Coordinación, con 
Fundamento en los artículos 130 de la Constitución Política del Estado de Sonora y 48 Ley de Gobierno y 
Administración Municipal. 

Que la Ing. Flor de Rosa Ayala Robles Linares, Tesorero Municipal está facultado legalmente para 
celebrar el presente Convenio de Coordinación, con fundamento en los artículos 87, 91 y 92, de la Ley  de 
Gobierno y Administración Municipal, establecen la existencia de diversas dependencias encargadas de 
auxiliar en el despacho de los asuntos relativos a la administración municipal 

Que el C. Arturo Alvarado Arzate, Director de Catastro Municipal, está facultado legalmente para celebrar 
el presente Convenio de Coordinación, con fundamento en el artículo 44 de la Ley Registral y Catastral del 
Estado de Sonora. 
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II.4. Que “EL MUNICIPIO” presentó a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, el Proyecto Ejecutivo de 
Modernización Catastral, mismo que fue autorizado mediante Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-
22/DGIMRC/07PEMC, emitido en su Primera Sesión, celebrada el 21 de abril de 2022. 

II.5. Que conocen y se obligan a cumplir en tiempo y forma con “LOS LINEAMIENTOS”, específicamente 
por lo que se refieren a informar sobre los recursos federales transferidos a las entidades federativas; 

II.6. Que su clave de Registro Federal de Contribuyentes ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
es el siguiente: MHE570101FI1; y 

II.7. Que señalan como domicilio para los efectos del presente Convenio de Coordinación el ubicado en 
Blvd. Hidalgo y Comonfort s/n, Colonia Centenario, C.P. 83260, en la Ciudad de Hermosillo, Sonora; 

III. “LAS PARTES” DECLARAN A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

ÚNICA. Que es su voluntad celebrar el presente Convenio de Coordinación, aceptando los compromisos 
derivados de su participación en el desarrollo y cumplimiento del objeto descrito en este instrumento jurídico. 
Asimismo, manifiestan mutuamente que las facultades con las que actúan, no les han sido revocadas o 
modificadas en forma alguna y se reconocen recíprocamente la personalidad jurídica con la que suscriben el 
presente instrumento. 

MARCO JURÍDICO 

En virtud de lo anterior y con fundamento en los artículos 26, 40, 41 primer párrafo, 43, 90, 115 y 116 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 26, 28, 32 quinto párrafo, 33, 34, 35 y 36 de la Ley de 
Planeación; 1°, 2°, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 54, 74, 75 y 82 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 68, 69, 70, 71 y 72 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental; 175, 223, 224 y 226 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 1, 3 y 7 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022; 1, 
2 apartado A, fracción I y III, inciso a) y d), 7, fracciones XI y XII, y 8 fracción XXVIII, 10, 11 fracción IV y 22 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, así como en los artículos 4, 
128, 129 130 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Sonora, así como los diversos 
artículos 2, 9, 48 87, 91 y 92 de la Ley de Gobierno y Administración y 44 de la Ley Registral y Catastral del 
Estado de Sonora, en “LOS LINEAMIENTOS” y demás disposiciones jurídicas aplicables, “LAS PARTES” 
celebran el presente Convenio de Coordinación al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO 

El presente Convenio de Coordinación, tiene por objeto fijar las bases mediante las cuales “LA SEDATU” 
aporta y transfiere recursos presupuestarios federales con carácter de subsidio a “EL MUNICIPIO” para la 
ejecución de “EL PEMC, con la finalidad de que los organismos encargados de la función Registral y Catastral 
sean más eficientes, eficaces y garanticen la actualización de la información sobre inmuebles, vinculando la 
información que se genera en ambas instituciones, que permita interoperar e interconectar dicha información 
en forma sistemática y permanente a la Plataforma Nacional de Información Registral y Catastral. 

Los recursos que entrega el Ejecutivo Federal por conducto de “LA SEDATU” y las aportaciones de  “EL 
MUNICIPIO” a que se refiere la Cláusula Segunda del presente instrumento, se aplicarán a “EL PEMC”, por el 
importe total del proyecto, que asciende a la cantidad de $16, 102,243.27 (dieciséis millones ciento dos mil 
doscientos cuarenta y tres pesos 27/100 M. N.). 

“EL MUNICIPIO” deberá llevar a cabo el estricto ejercicio de los recursos destinados exclusivamente para 
“EL PEMC” en proporción a la aportación de cada uno de ellos, esto es, que en el desembolso de las cuentas 
se respetará el porcentaje establecido en el resumen financiero de su Proyecto. 

Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación,  “LAS 
PARTES” se sujetarán a lo establecido en el mismo, a “LOS LINEAMIENTOS” y a demás disposiciones 
jurídicas aplicables. 

SEGUNDA. APORTACIONES 

“LA SEDATU” por conducto de “LA DIRECCIÓN GENERAL” y con cargo a su presupuesto autorizado, 
aporta en carácter de subsidio a “EL MUNICIPIO”, recursos presupuestarios federales por la cantidad de  $ 6, 
762,943.00 (Seis millones setecientos sesenta y dos mil novecientos cuarenta y tres pesos 00/100 M. N.), a la 
firma del presente Convenio de Coordinación, para la realización de “EL PEMC”. 
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Conforme a lo establecido en el artículo 82 fracción IX de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, quinto párrafo del artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, 
y la fracción VIII, inciso a), del numeral 8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”, los recursos a que se refiere el párrafo 
que antecede, se radicarán a través de la Tesorería de “EL MUNICIPIO”, en la cuenta bancaria productiva 
específica del Banco BBVA MEXICO, S.A. INSTITUCION DE BANCA MULTIPLE, cuenta número 
0118591245, CLABE número 012760001185912450, sucursal GOBIERNO SONORA CR 7702, a nombre de 
MUNICIPIO DE HERMOSILLO DEL ESTADO DE SONORA, con la finalidad de que los recursos aportados, 
así como sus rendimientos financieros estén debidamente identificados. 

Por su parte, a efecto de complementar los recursos necesarios para el cumplimiento del objeto del 
presente Convenio de Coordinación, “EL MUNICIPIO” se obliga a destinar la cantidad de $9, 339,300.27 
(Nueve millones trescientos treinta y nueve mil trescientos pesos 27/100 M. N.), de sus propios recursos 
presupuestarios, importe que deberá destinarse de manera exclusiva al desarrollo de “EL PEMC”, enviando el 
comprobante de dicha aportación a “LA DIRECCIÓN GENERAL”. 

“EL MUNICIPIO” deberá ejercer oportunamente los recursos federales y los propios que complementen el 
financiamiento de “EL PEMC”, única y exclusivamente en los conceptos aprobados, cuidando de manera 
especial no contravenir lo dispuesto por el artículo 54 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria. 

TERCERA. APLICACIÓN 

Los recursos presupuestarios federales que otorga el Ejecutivo Federal por conducto de “LA SEDATU”, así 
como las aportaciones de “EL MUNICIPIO” a que se refiere la Cláusula que antecede, se destinarán de forma 
exclusiva para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación, en la inteligencia de que 
tales recursos no podrán traspasarse ni destinarse a ningún otro concepto de gasto, además de que se 
registrarán de acuerdo con los destinos definidos en “EL PEMC” presentado por “EL MUNICIPIO” y aprobado 
en el Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-22/DGIMRC/07PEMC, emitido en su Primera Sesión, 
celebrada el 21 de abril de 2022. 

Una vez devengados y conforme al avance del proyecto, los recursos presupuestarios federales que se 
aporten deberán ser registrados por “EL MUNICIPIO” en su contabilidad, de acuerdo con las disposiciones 
jurídicas aplicables y se rendirán en su Cuenta Pública, sin que por ello pierdan su carácter federal. 

CUARTA. NATURALEZA DE LA APORTACIÓN 

En términos del artículo 175 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, los recursos federales aportados se consideran devengados por “LA SEDATU” a partir de la 
entrega de los mismos a “EL MUNICIPIO”. 

QUINTA. RESPONSABLES DE LA EJECUCIÓN DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN 

Para efectos del cumplimiento de las obligaciones derivadas de este Convenio de Coordinación,  “LAS 
PARTES” designan como responsables a las siguientes personas: 

Por parte de “LA SEDATU”, a la Lic. Griselda Martínez Vázquez, en su carácter de Directora General de 
Inventarios y Modernización Registral y Catastral. 

Por parte de “EL MUNICIPIO”, al Lic. Arturo Alvarado Arzate, en su carácter de Director de Catastro del 
Municipio de Hermosillo. 

De igual manera, “LAS PARTES” convienen desde ahora en tomar en consideración las recomendaciones 
y opiniones que, en su caso, emita “LA DIRECCIÓN GENERAL”, sobre cualquier aspecto relativo a la 
ejecución técnica y administrativa de acciones y obligaciones derivadas de este Convenio de Coordinación y 
en relación con “EL PEMC”. 

La comunicación entre “LAS PARTES”, se llevará a cabo a través de la instancia a que se refiere el 
numeral 5.2 de “LOS LINEAMIENTOS”, denominada “LA VENTANILLA ÚNICA”. 

SEXTA. OBLIGACIONES DE “EL MUNICIPIO” 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación, “EL MUNICIPIO” se obliga a: 

I. Cumplir con lo dispuesto en el presente instrumento y en “LOS LINEAMIENTOS” específicamente 
con las obligaciones referidas en su numeral 9.2, así como las disposiciones que emita la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en sustitución de los mismos; 

II. Aportar y garantizar la adecuada y transparente aplicación de los recursos a que se refiere el 
párrafo tercero de la Cláusula Segunda de este Convenio de Coordinación; 
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III. Aplicar los recursos a que se refiere este Convenio de Coordinación en los términos, condiciones, 
objetivos y metas previstos en “EL PEMC” dictaminado por “LA SEDATU” y aprobado en el 
Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-22/DGIMRC/07PEMC, emitido en su Primera Sesión, 
celebrada el 21 de abril de 2022. 

IV. Responsabilizarse, a través de su Tesorero Municipal la Ing. Flor de Rosa Ayala Robles Linares de 
“EL MUNICIPIO” de lo siguiente: 

a) Administrar y conservar los recursos presupuestarios federales en la cuenta bancaria 
productiva específica señalada en la Cláusula Segunda de este Convenio de Coordinación, 
por lo que no podrán de ninguna forma traspasarse tales recursos a otras cuentas; 

b) Comprometer la totalidad de los recursos dentro de los 90 días naturales siguientes a la 
entrega de los mismos, o a más tardar el 31 de diciembre de 2022 si la ministración federal 
fuera posterior al primero de octubre, de conformidad con lo establecido las fracciones XVI y 
XVII del numeral 8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

c) Realizar en estricto apego a la normativa aplicable y procurar las mejores condiciones para el 
“EL MUNICIPIO”, en cuanto a la contratación de adquisiciones, servicios, entre otros, 
obligándose en todo momento a tomar las previsiones necesarias que permitan garantizar la 
integridad y certeza de la constitución de las empresas privadas y los socios que las integran, 
de conformidad a lo previsto en el artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación; 

d) Efectuar las ministraciones oportunamente para la ejecución de “EL PEMC” previsto en este 
instrumento; así como recabar e integrar debidamente la totalidad de la documentación 
comprobatoria de todas las erogaciones con cargo al mismo; 

e) Realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública Local 
conforme sean devengados y ejercidos respectivamente los recursos; 

f) Dar cumplimiento a las demás disposiciones federales aplicables en la administración de los 
recursos, en corresponsabilidad con la instancia ejecutora local; 

g) Reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos públicos federales que no se 
encuentren comprometidos al 31 de diciembre de 2022, así como los rendimientos financieros 
que se hubieran generado, de conformidad con lo establecido en la fracción XVIII del numeral 
8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

h) Remitir a “LA DIRECCIÓN GENERAL” de manera mensual los estados de cuenta de la 
cuenta bancaria productiva específica federal y estatal, dentro de los diez primeros días de 
cada mes, y 

i) En caso de no cumplir en tiempo y forma con lo estipulado en su proyecto y en las 
obligaciones pactadas en los contratos que deriven de este, realizar la devolución íntegra del 
recurso otorgado por la Federación a la Tesorería de la Federación, así como los 
rendimientos financieros que se hubieran generado. 

V. Colaborar con “LA DIRECCIÓN GENERAL” de conformidad con el numeral 11 de  “LOS 
LINEAMIENTOS” y entregarle la información que se enlista, así como a otorgar las facilidades 
necesarias para la consecución de las acciones referidas: 

a) Copia de los contratos que “EL MUNICIPIO” celebre con terceros para llevar a cabo las 
acciones contenidas en “EL PEMC”; 

b) Copia de las facturas de los bienes y servicios adquiridos que deberán garantizar las mejores 
condiciones para la “EL MUNICIPIO”; 

c) Evidencia documental o fotográfica de los entregables que con motivo de sus contrataciones 
para la ejecución de su Proyecto se hayan comprometido, tratándose de equipo de cómputo o 
mobiliario, entregables de carácter intangible, o cuya patente o licencia no lo permita, bastará 
con el acta entrega recepción de los bienes que contenga las características técnicas del 
entregable y su evidencia fotográfica correspondiente; 

d) Compartir copia de la información entregada por las empresas incluidas la base de datos 
resultante de la actualización, migración, limpieza y/o homogenización salvaguardando los 
datos personales y la base cartográfica final, y las credenciales de acceso para consulta vía 
remota, para facilitar la verificación de los procesos y productos, y materiales de apoyo; 
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e) Compartir con “LA DIRECCIÓN GENERAL”, copia en formato digital de los aplicativos, 
desarrollos, plataformas y demás herramientas tecnológicas, para este fin “EL MUNICIPIO” 
deberá solicitar estos rubros al proveedor por obra por encargo y no por uso de licencia de 
software, entregado como producto en su versión final, toda aquella documentación generada 
durante el proceso de la creación de este entregable, encontrándose en este rubro, 
diagramas de entidad relación, diagramas de flujo, diagramas de caso de uso, diagramas de 
despliegue, diccionario de datos, modelado y estructura de la base de datos, manual de 
usuario, manual de instalación, manual técnico, código fuente y toda aquella documentación 
soporte que se vea implicada durante las fases de desarrollo del entregable. “LA DIRECCIÓN 
GENERAL” con la finalidad de contribuir al desarrollo y modernización de los Registros 
Públicos de la Propiedad y de los Catastros, podrá hacer uso de esta información para su 
implementación en cualquier Entidad Federativa que así lo requiera, para cumplir con los 
objetivos de “EL PROGRAMA”; 

f) Evidencia Fotográfica de las áreas y equipamiento, incluidos en el Proyecto con el alta y 
resguardo en el inventario de “EL MUNICIPIO”, y 

g) Toda aquella información y documentación que se requiera y que se relacione con el objeto 
del presente Convenio de Coordinación. 

VI. Entregar a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, a través de “LA VENTANILLA ÚNICA”, de manera 
trimestral, la relación detallada y validada sobre la aplicación de los recursos federales, en los 
términos establecidos en “EL PEMC” y “LOS LINEAMIENTOS”, así como los datos y 
documentación necesaria para la supervisión y cierre de Proyectos que para el caso determine  “LA 
DIRECCIÓN GENERAL”. 

 Asimismo, “EL MUNICIPIO” se obliga a mantener bajo su custodia a través de su Tesorería 
Municipal, la documentación justificativa y comprobatoria original de los recursos presupuestarios 
federales erogados y de igual manera, a entregarla cuando se la requiera “LA DIRECCIÓN 
GENERAL, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de la Función Pública y la 
Auditoría Superior de la Federación, así como a entregar la información adicional que éstas le 
requieran, de conformidad con lo establecido por la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, su Reglamento y por “LOS LINEAMIENTOS” para informar sobre los recursos 
federales transferidos a las entidades federativas, de conformidad al primer párrafo del artículo 83 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y 224 fracción VI de su 
Reglamento. 

 La documentación justificativa y comprobatoria del gasto de los recursos presupuestarios federales 
objeto de este Convenio de Coordinación, deberá cumplir con los requisitos fiscales establecidos 
en las disposiciones federales aplicables; 

VII. Registrar los recursos presupuestarios federales en su contabilidad, de acuerdo con los principios 
de contabilidad gubernamental; 

VIII. Rendir los informes sobre finanzas públicas y la Cuenta Pública Local, ante su Congreso respecto 
de los recursos presupuestarios federales; 

IX. Iniciar las acciones para dar cumplimiento a lo dispuesto por la Cláusula Primera de este Convenio 
de Coordinación, en un plazo no mayor a 15 días naturales, contados a partir de la firma de la 
minuta para formalizar el inicio de actividades, entre “LA DIRECCIÓN GENERAL”  y “EL 
MUNICIPIO” prevista en el inciso n) del numeral 9.2 de los “LINEAMIENTOS”; 

X. Observar las disposiciones legales federales aplicables, en su caso, a las adquisiciones y 
prestación de servicios de cualquier naturaleza que se efectúe con los recursos federales 
señalados en la Cláusula Segunda del presente instrumento; 

XI. No comprometer de ninguna forma recursos que excedan de su capacidad financiera, para la 
realización de “EL PEMC”; 

XII. Requerir con oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 
correspondan, la asesoría técnica y las autorizaciones o permisos que resulten necesarios para la 
realización de “EL PEMC”; 

XIII. Proporcionar la información y documentación que en relación con los recursos a que se refiere la 
Cláusula Segunda de este instrumento requieran los órganos de control y fiscalización federales y 
estatales facultados, y permitir a éstos las visitas de inspección que en ejercicio de sus respectivas 
atribuciones lleven a cabo; 

XIV. Otorgar a “LA DIRECCIÓN GENERAL” el acceso a los datos públicos y servicios informáticos 
locales y/o WEB construidos como producto de la aplicación, instrumentación y operación de  “EL 
PROGRAMA”; 
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XV. Realizar las acciones necesarias en conjunto con “LA DIRECCIÓN GENERAL” para llevar a cabo la 
integración de la información pública registral y catastral dispuesta por “EL MUNICIPIO”, a fin de 
generar los mecanismos locales y vía web de interoperabilidad e interconexión permanente con los 
Aplicativos y Plataformas Tecnológicas desarrollados por “LA DIRECCIÓN GENERAL” y/o  “LA 
SEDATU” con el fin de garantizar la estandarización de los datos registrales y catastrales 
generados en el país; 

XVI. Colaborar con “LA DIRECCIÓN GENERAL” en la promoción del aprovechamiento de los datos, 
información, y sistemas de información resultantes del cumplimiento del presente instrumento legal, 
por parte del sector gubernamental, académico, comercial, social y todos aquellos sectores 
interesados en la temática registral y catastral del país; 

XVII. Mandar a publicar en el órgano de difusión oficial de “EL MUNICIPIO”, dentro de los 15 días hábiles 
posteriores a su formalización, el presente instrumento; 

XVIII. Instalar un Comité de Contraloría Social y cumplir las actividades necesarias para su correcto 
funcionamiento, y 

XIX. Cumplir con las demás obligaciones de “EL PROGRAMA”, de “LOS LINEAMIENTOS” y de  “EL 
PEMC”, así como aquellas que relacionadas con éstos le sean solicitadas por “LA DIRECCIÓN 
GENERAL”. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DEL EJECUTIVO FEDERAL 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación el Ejecutivo Federal, a través de 
“LA DIRECCIÓN GENERAL”, se obliga a lo siguiente: 

I. Asesorar y colaborar con el personal designado por “EL MUNICIPIO” cuando éste se lo solicite, en 
la consecución de los fines del presente instrumento legal; 

II. Supervisar el cumplimiento de las acciones que se realicen con motivo del presente Convenio de 
Coordinación; 

III. Transferir los recursos presupuestarios federales a que se refiere la Cláusula Segunda de este 
Convenio de Coordinación, en los términos y condiciones que se establecen en el mismo; 

IV. Realizar los registros correspondientes en la cuenta pública federal y demás reportes relativos al 
ejercicio del gasto público, para informar sobre la aplicación de los recursos transferidos en el 
marco de este Convenio de Coordinación; 

V. Verificar que los recursos presupuestarios que en virtud de este instrumento se transfieran, no 
permanezcan ociosos y que sean aplicados únicamente para la realización de los fines a los cuales 
son destinados, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes del Ejecutivo Federal; 

VI. Abstenerse de intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos, convenios o de 
cualquier otro instrumento jurídico que formalice “EL MUNICIPIO” para cumplir con los fines para 
los cuales son destinados los recursos presupuestales federales transferidos y los locales 
asignados a los mismos fines; 

VII. Mandar a publicar en el Diario Oficial de la Federación, dentro de los 15 días hábiles posteriores a 
su formalización, el presente instrumento, y 

VIII. Difundir en su página de Internet el concepto financiado con los recursos que serán transferidos 
mediante el presente instrumento. 

OCTAVA. RELACIÓN LABORAL 

Los recursos humanos que para la ejecución del objeto del presente Convenio de Coordinación, requiera 
cada una de “LAS PARTES”, quedarán bajo su respectiva y exclusiva responsabilidad jurídica y administrativa 
y no existirá relación laboral alguna entre éstos y la otra parte; por lo que, en ningún caso alguna de las partes 
se entenderá como patrón sustituto o solidario de los empleados de la otra o de las personas que participen 
en la ejecución o implementación del presente instrumento. 

NOVENA. CONTROL Y SEGUIMIENTO 

El control y seguimiento de los recursos presupuestarios federales a que se refiere la Cláusula Segunda 
de este Convenio de Coordinación, corresponderá a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, sin perjuicio de las 
acciones que puedan realizar la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de la Función Pública 
y la Auditoría Superior de la Federación, conforme al marco jurídico aplicable y sin menoscabar las acciones 
de vigilancia, control, seguimiento y evaluación que en coordinación con la Secretaría de la Función Pública, 
realice el órgano de control o contraloría general del Ejecutivo de “EL MUNICIPIO”, debiéndose observar lo 
estipulado en el numeral 9 de “LOS LINEAMIENTOS”. 
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DÉCIMA. SANCIONES 

Las conductas que impliquen responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de 
afectaciones a la Hacienda Pública Federal en que incurran los servidores públicos, federales o locales, serán 
determinadas y sancionadas en términos de lo que resulte aplicable de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y demás disposiciones aplicables en términos del Título Cuarto de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad con el numeral 10 de “LOS LINEAMIENTOS”. 

DÉCIMA PRIMERA. VERIFICACIÓN 

Con el objeto de asegurar la efectividad del presente Convenio de Coordinación, “LAS PARTES”, 
revisarán bimestralmente su contenido y su aplicación, adoptando a la brevedad las medidas necesarias para 
establecer el enlace y la comunicación requeridas para dar el debido seguimiento a los compromisos 
asumidos y los contratos que deriven del presente, que por conducto de los responsables a que se refiere la 
Cláusula Quinta de este instrumento y de conformidad con lo establecido en “EL PEMC”. 

DÉCIMA SEGUNDA. RECURSOS PARA FISCALIZACIÓN Y VIGILANCIA 

“LAS PARTES” convienen conforme a lo establecido por las fracciones XI y XII del artículo 82 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que se destinará un monto equivalente al uno al millar 
del monto total de los recursos federales aportados para la fiscalización de los mismos, a favor del Auditoría 
Superior de la Federación o el órgano técnico de fiscalización de la legislatura de la propia entidad federativa; 
para que realice la vigilancia, inspección, control y evaluación de los trabajos y acciones ejecutadas por 
administración directa con esos recursos, de conformidad a lo señalado en el párrafo segundo del artículo 224 
del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Asimismo, la Secretaría de la Función Pública podrá verificar en cualquier momento el cumplimiento de los 
compromisos a cargo de “EL MUNICIPIO”, en los términos del presente instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. REINTEGRO DE RECURSOS FEDERALES 

“LA DIRECCIÓN GENERAL” procederá a solicitar a “EL MUNICIPIO” el reintegro a la Tesorería de la 
Federación de los recursos que le fueron transferidos, así como los rendimientos financieros que en su caso 
se hayan generado, cuando: 

I. Los recursos no se utilizaron para los fines pactados por parte de “EL MUNICIPIO”. 

II. “LA DIRECCIÓN GENERAL” así se lo requiera, por haberse incumplido por parte de  “EL 
MUNICIPIO” cualquiera de las obligaciones pactadas en el presente Convenio de Coordinación o 
de los contratos que deriven de éste. 

III. Los recursos federales, permanezcan ociosos, o no se encuentren efectivamente comprometidos la 
totalidad de los recursos dentro de los 90 días naturales siguientes a la entrega de los mismos o 
más tardar el 31 de diciembre de 2022, si la ministración federal fuera posterior al primero  de 
octubre, en términos de lo dispuesto por las fracciones XVI y XVII del numeral 8.1 de  “LOS 
LINEAMIENTOS”, en concordancia con cláusula SEXTA fracción IV inciso b) del presente 
instrumento. 

En los supuestos señalados en las fracciones I y II, el reintegro se hará dentro de los 30 días naturales 
siguientes a los que “LA DIRECCIÓN GENERAL” requiera el reintegro de “EL MUNICIPIO”. 

En el caso de la fracción III, el reintegro se hará en términos de lo señalado en el artículo 54 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento y el inciso o) del numeral 9.2 de  “LOS 
LINEAMIENTOS”. 

DÉCIMA CUARTA. MODIFICACIONES AL CONVENIO DE COORDINACIÓN 

“LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de Coordinación podrá modificarse de común acuerdo 
y por escrito, durante la vigencia del mismo, sin alterar su estructura u objeto y con estricto apego a las 
disposiciones jurídicas aplicables. Las modificaciones al Convenio de Coordinación deberán mandarse a 
publicar en el Diario Oficial de la Federación, así como en el órgano de difusión oficial de “EL MUNICIPIO” 
dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha de su formalización. 

En caso de contingencia para la realización de las funciones, planes, programas o proyectos previstos en 
este instrumento, ambas partes acuerdan tomar las medidas o mecanismos que permitan afrontar dichas 
contingencias, en el entendido de que, en todo caso, las medidas y mecanismos acordados serán 
formalizados mediante la suscripción del Convenio Modificatorio correspondiente. 
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DÉCIMA QUINTA. DIFUSIÓN Y TRANSPARENCIA 

El presente Convenio de Coordinación deberá mandarse a publicar en el Diario Oficial de la Federación, 
así como en el órgano de difusión oficial de “EL MUNICIPIO” dentro de los 15 días hábiles siguientes a la 
fecha de su formalización, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación y el 
último párrafo, del artículo 224 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria. 

De igual forma “LAS PARTES” difundirán “EL PROGRAMA” en sus respectivas páginas electrónicas o 
portales de la red de información electrónica, sin perjuicio de que igualmente lo difundan al público por otros 
medios, en los términos de las disposiciones aplicables. 

“LAS PARTES” convienen que se sujetarán a las disposiciones aplicables tanto en la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, como en la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 

DÉCIMA SEXTA. VIGENCIA 

El presente Convenio de Coordinación comenzará a surtir sus efectos a partir de la fecha de su 
suscripción y hasta el cumplimiento total de las obligaciones del presente Convenio de Coordinación, así 
como de todos los instrumentos accesorios que se deriven del mismo y las que se determinen en el Cierre 
Técnico de “EL PEMC”. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. 

El presente Convenio de Coordinación podrá darse por terminado anticipadamente cuando se presente 
alguna de las siguientes causas: 

I. Por haberse cumplido el objeto para el que fue celebrado; 

II. Por acuerdo de “LAS PARTES”; 

III. Cuando se determine que los recursos presupuestarios federales se utilizaron con fines distintos a 
los previstos en este Convenio de Coordinación o por el incumplimiento de las obligaciones 
contraídas en el mismo o de los contratos que deriven de éste; 

IV. Por caso fortuito o fuerza mayor, y 

V. Por el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el mismo. 

DÉCIMA OCTAVA. INTERPRETACIÓN, JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio de Coordinación, así como convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento, así como a las 
demás disposiciones jurídicas aplicables. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio de 
Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo, se sujetarán a lo dispuesto en los artículos 42 
y 43 de la Ley de Planeación, en concordancia con el artículo 109 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en términos de lo que resulte aplicable de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 

DÉCIMA NOVENA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a cumplir los protocolos y acciones establecidas en las disposiciones 
jurídicas aplicables en materia de anticorrupción, transparencia y rendición de cuentas en los actos jurídicos y 
de autoridad que, en su caso, lleven a cabo para el cumplimiento de las obligaciones que asumen por virtud 
del presente instrumento, y a poner a disposición de las autoridades fiscalizadoras competentes toda la 
información que derive de su actuación. 

VIGÉSIMA. CESIÓN DE DERECHOS Y OBLIGACIONES. 

“LAS PARTES” no podrán ceder o transferir total ni parcialmente los derechos y/o las obligaciones que se 
deriven del presente instrumento. 

Leído el presente Convenio de Coordinación y enteradas las partes de su valor, contenido y alcance legal, 
lo firman por quintuplicado a los 21 días del mes de abril de 2022.- Por la SEDATU: el Subsecretario de 
Ordenamiento Territorial y Agrario, Arq. David Ricardo Cervantes Peredo.- Rúbrica.- La Directora General 
de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, Lic. Griselda Martínez Vázquez.- Rúbrica.- Por el 
Municipio: Presidente Municipal, Lic. Antonio Francisco Astiazarán Gutiérrez.- Rúbrica.- Tesorero 
Municipal, Ing. Flor de Rosa Ayala Robles Linares.- Rúbrica.- Director de Catastro, Lic. Arturo Alvarado 
Arzate.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación para el otorgamiento de recursos federales del Programa de Modernización de los 
Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, que celebran la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano y el Estado de Zacatecas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- DESARROLLO 
TERRITORIAL.- Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN N°214 /PEMI/001/2022 PARA EL OTORGAMIENTO DE RECURSOS FEDERALES DEL 

PROGRAMA DE MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DE LA PROPIEDAD Y LOS CATASTROS, QUE 

CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA DE DESARROLLO 

AGRARIO, TERRITORIAL Y URBANO Y EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE ZACATECAS. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA EL OTORGAMIENTO DE RECURSOS FEDERALES DEL PROGRAMA DE 

MODERNIZACIÓN DE LOS REGISTROS PÚBLICOS DE LA PROPIEDAD Y CATASTROS, EN LO SUCESIVO  “EL 

PROGRAMA”, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL, POR CONDUCTO DE LA SECRETARÍA 

DE DESARROLLO AGRARIO, TERRITORIAL Y URBANO, A LA QUE EN ADELANTE SE LE DENOMINARÁ “LA 

SEDATU”, REPRESENTADA POR EL ARQ. DAVID RICARDO CERVANTES PEREDO, SUBSECRETARIO DE 

ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y AGRARIO, ASISTIDO POR LA LIC. GRISELDA MARTÍNEZ VÁZQUEZ, TITULAR DE 

LA DIRECCIÓN GENERAL DE INVENTARIOS Y MODERNIZACIÓN REGISTRAL Y CATASTRAL, Y POR LA OTRA 

PARTE, EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE ZACATECAS, AL QUE EN LO SUCESIVO SE LE 

DENOMINARÁ “LA ENTIDAD FEDERATIVA” REPRESENTADA POR EL M.I. RICARDO OLIVARES SÁNCHEZ EN SU 

CALIDAD DE SECRETARIO DE FINANZAS, ASISTIDO POR EL LIC. HÉCTOR ADRIÁN MENCHACA MEDRANO 

TITULAR DE LA DIRECCIÓN DE CATASTRO Y REGISTRO PÚBLICO; Y QUIENES CUANDO ACTÚEN DE MANERA 

CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, 

DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

1. Que el artículo 26 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece la obligación 
del Estado de organizar un sistema de planeación democrática del desarrollo nacional, que se encuentra 
reglamentado en la Ley de Planeación, ordenamiento que en su artículo 28 establece que las acciones 
contenidas en el Plan Nacional de Desarrollo, así como en los Programas que de éste emanen, deberán 
especificar las acciones que serán objeto de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas. 

2. Que el Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, tiene como principios rectores aplicados al Programa de 
Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros los siguientes: “Honradez y Honestidad, 
la corrupción ha sido el principal inhibidor del crecimiento económico”; “Economía para el bienestar; 
retomaremos el camino del crecimiento con austeridad y sin corrupción, disciplina fiscal, cese del 
endeudamiento”; “Por el bien de todos, primero los pobres; No dejar a nadie atrás, no dejar a nadie fuera”, del 
cual se puntualiza lo siguiente: “…Propugnamos un modelo de desarrollo respetuoso de los habitantes y del 
hábitat, equitativo, orientado a subsanar y no a agudizar las desigualdades, defensor de la diversidad cultural 
y del ambiente natural, sensible a las modalidades y singularidades económicas regionales y locales y 
consciente de las necesidades de los habitantes futuros del país, a quienes no podemos heredar un territorio 
en ruinas…”, siendo de este último principio que emanan los programas presupuestarios del Ramo 
Administrativo 15 “Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano”, entre ellos, el Programa de Modernización de los 
Registros Públicos de la Propiedad y Catastros que se aplicará en las Instituciones Registrales y/o Catastrales 
de las entidades federativas y municipios en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables; “El respeto 
al derecho ajeno es la paz; solución pacífica de los conflictos mediante el diálogo y rechazo a la violencia y a 
la guerra, respeto a los derechos humanos”; a través de instituciones registrales y catastrales modernizadas, 
haremos un combate frontal a la corrupción y fortaleceremos la seguridad jurídica patrimonial. 

3. Por su parte, el artículo 33 de la Ley de Planeación determina que el Ejecutivo Federal podrá convenir 
con los gobiernos de las entidades federativas, satisfaciendo las formalidades que en cada caso procedan, la 
coordinación que se requiera a efecto de que dichos gobiernos participen en la Planeación Nacional del 
Desarrollo, y coadyuven, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, a la consecución de los objetivos de 
la planeación nacional, y para que las acciones a realizarse por la Federación y los Estados se planeen  de 
manera conjunta. 

4. Que la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, señala 
en su artículo 78 fracción VIII, que la Federación por conducto de “LA SEDATU”, suscribirá acuerdos de 
coordinación con las entidades de la Administración Pública Federal, las entidades federativas y los 
municipios y, en su caso, convenios de concertación con los sectores social y privado, en los que se 
especificarán los compromisos para la modernización de procedimientos y trámites administrativos en materia 
de desarrollo urbano, catastro y registro público de la propiedad, así como para la producción y titulación de 
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vivienda; además en su artículo 101, fracción IX, dispone que la Federación, las entidades federativas, los 
municipios y las demarcaciones territoriales, sujetos a disponibilidad presupuestaria, fomentarán la 
coordinación y la concertación de acciones e inversiones entre los sectores público, social y privado para la 
modernización de los sistemas catastrales y registrales de la propiedad inmobiliaria en los Centros de 
Población. 

5. Que de conformidad con el artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,  “LA 
SEDATU”, en el ámbito de su competencia, le corresponde entre otras: elaborar y conducir las políticas de 
vivienda, ordenamiento territorial, desarrollo agrario y urbano, promover y coordinar con las entidades 
federativas, municipios y en su caso las alcaldías de la Ciudad de México, así como la elaboración de 
lineamientos para regular diversas materias; apoyar los programas de modernización de los registros públicos 
de la propiedad; y diseñar los programas de modernización de los registros públicos inmobiliarios así como los 
catastros, a través de la administración de la plataforma nacional de información a que se refiere la Ley 
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano. 

6. Que las fracciones XVIII y XXVIII del artículo 8 del Reglamento Interior de “LA SEDATU” facultan  a la 
Subsecretaría de Ordenamiento Territorial y Agrario a “…Formular y proponer a la persona titular de la 
Secretaría el proyecto de la política nacional de asentamientos humanos y ordenamiento territorial, así como 
los anteproyectos de programas nacional, sectoriales, especiales y presupuestarios que procedan, en materia 
de ordenamiento territorial, tenencia de la tierra en el ámbito rural, registral y catastral…”, a “…Integrar, 
procesar, generar y analizar la información estratégica del territorio nacional y generar estadísticas, informes y 
demás análisis que coadyuven a la planeación territorial del desarrollo y a la toma de decisiones de las 
autoridades competentes…”, así como a “…Promover y fomentar la integración, modernización, actualización 
y vinculación permanente del registro de la propiedad rural, del catastro rural nacional, de los catastros de las 
entidades federativas y de los municipios y de los registros públicos de la propiedad…”. 

7.- Que el artículo 22 del mismo ordenamiento legal, hace mención a las atribuciones de la Dirección 
General de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, en lo sucesivo “LA DIRECCIÓN GENERAL”, 
entre las que se encuentra la responsabilidad de diseñar, proponer, coordinar y dar seguimiento a proyectos 
para la modernización de registros públicos de la propiedad y los catastros, mediante acuerdos de 
coordinación con las entidades federativas y municipios; coordinar, supervisar y administrar el Sistema  de 
Información Territorial y Urbano; así como la Plataforma Nacional de Información Registral y Catastral; 
promover, proponer y apoyar conjuntamente con las autoridades de la federación, las entidades federativas e 
instituciones registrales y catastrales para la instrumentación de programas, estrategias, lineamientos y 
normas técnicas que contribuyan a garantizar la seguridad jurídica de los derechos registrados; la celebración 
de convenios de coordinación en materia de modernización y vinculación registral y catastral; conformar, 
coordinar y administrar una plataforma nacional con elementos jurídicos, operativos y tecnológicos, 
estandarizada y homologada, para los registros públicos de la propiedad del país y las instituciones 
catastrales, para la interconexión e interoperabilidad de la información e indicadores que produzcan las 
autoridades de los tres órdenes de gobierno; y realizar acciones de mejora para establecer esquemas que 
garanticen la interconexión e interoperabilidad de la información respecto de los inventarios de la propiedad, 
así como de la información registral y catastral. De igual forma cuenta con las facultades de autorizar apoyos 
a los proyectos de modernización de registros públicos de la propiedad y los catastros en las entidades 
federativas y municipios; coordinar, controlar, dar seguimiento y participar en la evaluación de los programas 
de modernización y vinculación registral y catastral apoyados con recursos federales; informar, opinar, 
asesorar y atender a las instancias de evaluación de los programas a su cargo; organizar y promover 
investigaciones, estudios e intercambio de mejores prácticas en materia de modernización y vinculación 
registral y catastral; desarrollar programas, proyectos, estudios y acciones de asistencia técnica y capacitación 
para los registros públicos de la propiedad y los catastros en materia de modernización y vinculación; así 
como para el desarrollo de capacidades respecto al uso y análisis de los sistemas de información geográficos 
para la planeación territorial y gestionar ante los tres niveles de gobierno la coordinación de estos para el 
acceso a los inventarios de la propiedad pública para su incorporación, interconexión e interoperabilidad con 
la Plataforma Nacional de Información Registral y Catastral. 

8. Que el Programa de Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, en lo 
sucesivo “EL PROGRAMA”, contribuye al ordenamiento y la planeación territorial como articuladores del 
bienestar de las personas y el uso correcto del suelo, a través de la implementación de proyectos de 
modernización en las instituciones registrales y/o catastrales del país, para brindar certeza jurídica patrimonial 
y utilidad pública a partir de la conservación, integración, actualización y homologación de la información 
registral y catastral, así como la incorporación de nuevas tecnologías para la mejora de sus procesos que 
fortalezcan su eficiencia, eficacia y transparencia. 

9. Que con fecha 18 de enero de 2022, el titular de “LA SEDATU” expidió los Lineamientos del Programa 
de Modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y Catastros, en lo sucesivo  “LOS 
LINEAMIENTOS”, mismos que se publicaron en el Diario Oficial de la Federación el día 15 de marzo de 2022. 
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DECLARACIONES 

I. “LA SEDATU” DECLARA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

I.1. Que es una dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, en términos de lo 
establecido en los artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1°, 2° fracción I 
y 26 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 

I.2. Que en términos del artículo 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal,  “LA 
SEDATU”, tiene como una de sus atribuciones la de apoyar los programas de modernización de los Registros 
Públicos de la Propiedad, así como de los Catastros; 

I.3. Que el Subsecretario de Ordenamiento Territorial y Agrario, cuenta con las facultades para suscribir el 
presente Convenio de Coordinación, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 2 apartado A, fracción 
I, inciso a), 7 fracciones XI y XII y 8 fracción XXVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano; 

I.4. Que la Directora General de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, cuenta con las 
facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación, de conformidad con lo dispuesto por  los 
artículos 2, apartado A, fracción III, inciso d), 10, 11 fracción IV y 22 del Reglamento Interior de la Secretaría 
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano; 

I.5. Que conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 83 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, cuenta con la debida suficiencia de recursos en la partida presupuestal 43101 
del Clasificador por Objeto de Gasto para la Administración Pública Federal, para llevar a cabo la asignación 
materia de este Convenio de Coordinación; 

I.6. Que conforme a “LOS LINEAMIENTOS” citados en el numeral 9 de los antecedentes, y derivado del 
Acuerdo del Comité de Evaluación N° S01-22/DGIMRC/01PEMI, emitido en su Primera Sesión, celebrada  el 
21 de abril de 2022, se autorizó el Proyecto Ejecutivo de Modernización Integral, en adelante “EL PEMI”  a “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA”, y 

1.7. Cuenta con Registro Federal de Contribuyentes SRA750101RB7, y señala como su domicilio fiscal el 
ubicado en Avenida Heroica Escuela Naval Militar, número 669, colonia Presidentes Ejidales, Segunda 
Sección, alcaldía Coyoacán, C. P. 04470, en la Ciudad de México. 

I.8. Para los efectos legales que se deriven del presente Convenio de Coordinación señala el domicilio 
ubicado en Avenida Nuevo León número 210, colonia Hipódromo, alcaldía Cuauhtémoc, C. P. 06100, en la 
Ciudad de México. 

II. “LA ENTIDAD FEDERATIVA” DECLARA A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

II.1. Que en términos de los artículos 40, 41 primer párrafo, 42 fracción I, 43, 115 y 116 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 1, 2 y 6 de la Constitución Política del Estado de Zacatecas, es un 
Estado Libre y Soberano integrante de la Federación; 

II.2. Que mediante oficio número RODG/121/2022, de fecha 23 de marzo de 2022 el Lic. David Monreal 
Ávila, en su carácter de Titular del Poder Ejecutivo del Estado de Zacatecas, ratificó el interés de  “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA” para adherirse a “EL PROGRAMA”, en términos de lo establecido en el inciso a) del 
numeral 7.2 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

II.3. Que el M.I. Ricardo Olivares Sánchez en su carácter de Secretario de Finanzas cuenta con facultades 
legales para celebrar el presente Convenio de Coordinación, con fundamento en los artículos 84 y 86 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, así como los artículos 12, 17, 25 y 27 
fracción V de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Zacatecas. 

Que el Lic. Héctor Adrián Menchaca Medrano en su carácter de Director de Catastro y Registro Público 
está facultado legalmente para celebrar el presente Convenio de Coordinación, con fundamento en los 
artículos 17 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Zacatecas y 34 fracción XVIII del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas. 

II.4. Que “LA ENTIDAD FEDERATIVA” presentó a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, el Proyecto Ejecutivo de 
Modernización Integral, mismo que fue autorizado mediante Acuerdo del Comité de Evaluación, No. S01-
22/DGIMRC/01PEMI emitido en su Primera Sesión, celebrada el 21 de abril de 2022; 

II.5. Que conocen y se obligan a cumplir en tiempo y forma con “LOS LINEAMIENTOS”, específicamente 
por lo que se refieren a informar sobre los recursos federales transferidos a las entidades federativas; 
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II.6. Que su clave de Registro Federal de Contribuyentes ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público 
es el siguiente: SFI950101DU2, y 

II.7. Que señalan como domicilio para los efectos del presente Convenio de Coordinación el ubicado en 
Boulevard Héroes de Chapultepec, Número 1902, Ciudad Gobierno, Código Postal 98160, Zacatecas, 
Zacatecas.; 

III. “LAS PARTES” DECLARAN A TRAVÉS DE SUS REPRESENTANTES: 

ÚNICA. Que es su voluntad celebrar el presente Convenio de Coordinación, aceptando los compromisos 
derivados de su participación en el desarrollo y cumplimiento del objeto descrito en este instrumento jurídico. 
Asimismo, manifiestan mutuamente que las facultades con las que actúan, no les han sido revocadas o 
modificadas en forma alguna y se reconocen recíprocamente la personalidad jurídica con la que suscriben el 
presente instrumento. 

MARCO JURÍDICO 

En virtud de lo anterior y con fundamento en los artículos 26, 40, 41 primer párrafo, 43, 90, 115 y 116 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 26, 28, 32 quinto párrafo, 33, 34, 35 y 36 de la Ley de 
Planeación; 1°, 2°, 26 y 41 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 54, 74, 75 y 82 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria; 68, 69, 70, 71 y 72 de la Ley General de Contabilidad 
Gubernamental; 175, 223, 224 y 226 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria; 1, 3 y 7 del Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022; 1, 
2 apartado A, fracción I y III, inciso a) y d), 7, fracciones XI y XII, y 8 fracción XXVIII, 10, 11 fracción IV y 22 del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, así como en los artículos 1, 2, 
6, 84 y 86 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Zacatecas, artículos, 12, 17, 25 y 27 
fracción V de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Zacatecas y artículo 34 fracción 
XVIII del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas en “LOS LINEAMIENTOS” y demás disposiciones 
jurídicas aplicables, “LAS PARTES” celebran el presente Convenio de Coordinación al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO 

El presente Convenio de Coordinación, tiene por objeto fijar las bases mediante las cuales “LA SEDATU” 
aporta y transfiere recursos presupuestarios federales con carácter de subsidio a “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” para la ejecución de “EL PEMI”, con la finalidad de que los organismos encargados de la 
función Registral y Catastral sean más eficientes, eficaces y garanticen la actualización de la información 
sobre inmuebles, vinculando la información que se genera en ambas instituciones, que permita interoperar e 
interconectar dicha información en forma sistemática y permanente a la Plataforma Nacional de Información 
Registral y Catastral. 

Los recursos que entrega el Ejecutivo Federal por conducto de “LA SEDATU” y las aportaciones de  “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA” a que se refiere la Cláusula Segunda del presente instrumento, se aplicarán  a “EL 
PEMI”, por el importe total del proyecto, que asciende a la cantidad de $ 3,612,833.41 (tres millones 
seiscientos doce mil ochocientos treinta y tres pesos 41/100 M. N.). 

“LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberá llevar a cabo el estricto ejercicio de los recursos destinados 
exclusivamente para “EL PEMI” en proporción a la aportación de cada uno de ellos, esto es, que en el 
desembolso de las cuentas se respetará el porcentaje establecido en el resumen financiero de su Proyecto. 

Con el objeto de asegurar la aplicación y efectividad del presente Convenio de Coordinación,  “LAS 
PARTES” se sujetarán a lo establecido en el mismo, a “LOS LINEAMIENTOS” y demás disposiciones jurídicas 
aplicables. 

SEGUNDA. APORTACIONES 

“LA SEDATU” por conducto de “LA DIRECCIÓN GENERAL” y con cargo a su presupuesto autorizado, 
aporta en carácter de subsidio a “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, recursos presupuestarios federales por la 
cantidad de $ 2,131,571.72 (dos millones ciento treinta y un mil quinientos setenta y un pesos 72/100 M. N.), a 
la firma del presente Convenio de Coordinación, para la realización de “EL PEMI”. 

Conforme a lo establecido en el artículo 82 fracción IX de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, quinto párrafo del artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, 
y la fracción VIII, inciso a), del numeral 8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”, los recursos a que se refiere el párrafo 
que antecede, se radicarán a través de la Tesorería de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en la cuenta bancaria 
productiva específica del Banco BBVA, S.A , cuenta número 0118616825, CLABE número 
012930001186168253, sucursal Banca de Gobierno 7709, a nombre de la Secretaría de Finanzas del Estado 
de Zacatecas, con la finalidad de que los recursos aportados, así como sus rendimientos financieros estén 
debidamente identificados. 
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Por su parte, a efecto de complementar los recursos necesarios para el cumplimiento del objeto del 
presente Convenio de Coordinación, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a destinar la cantidad de  $ 
1,481,261.69 (un millón cuatrocientos ochenta y un mil doscientos sesenta y un pesos 69/100 M. N.), de sus 
propios recursos presupuestarios, importe que deberá destinarse de manera exclusiva al desarrollo de  “EL 
PEMI”, enviando el comprobante de dicha aportación a “LA DIRECCIÓN GENERAL”. 

“LA ENTIDAD FEDERATIVA” deberá ejercer oportunamente los recursos federales y los propios que 
complementen el financiamiento de “EL PEMI”, única y exclusivamente en los conceptos aprobados, cuidando 
de manera especial no contravenir lo dispuesto por el artículo 54 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria. 

TERCERA. APLICACIÓN 

Los recursos presupuestarios federales que otorga el Ejecutivo Federal por conducto de “LA SEDATU”, así 
como las aportaciones de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” a que se refiere la Cláusula que antecede, se 
destinarán de forma exclusiva para dar cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación, en la 
inteligencia de que tales recursos no podrán traspasarse ni destinarse a ningún otro concepto de gasto, 
además de que se registrarán de acuerdo con los destinos definidos en “EL PEMI” presentado por  “LA 
ENTIDAD FEDERATIVA” y aprobado en el Acuerdo del Comité de Evaluación N°S01-22/DGIMRC/01PEMI, 
emitido en su Primera Sesión, celebrada el 21 de abril de 2022. 

Una vez devengados y conforme al avance del proyecto, los recursos presupuestarios federales que se 
aporten deberán ser registrados por “LA ENTIDAD FEDERATIVA” en su contabilidad, de acuerdo con las 
disposiciones jurídicas aplicables y se rendirán en su Cuenta Pública, sin que por ello pierdan su carácter 
federal. 

CUARTA. NATURALEZA DE LA APORTACIÓN 

En términos del artículo 175 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad 
Hacendaria, los recursos federales aportados se consideran devengados por “LA SEDATU” a partir de la 
entrega de los mismos a “LA ENTIDAD FEDERATIVA. 

QUINTA. RESPONSABLES DE LA EJECUCIÓN DEL CONVENIO DE COORDINACIÓN 

Para efectos del cumplimiento de las obligaciones derivadas de este Convenio de Coordinación,  “LAS 
PARTES” designan como responsables a las siguientes personas: 

Por parte de “LA SEDATU”, a la Lic. Griselda Martínez Vázquez, en su carácter de Directora General de 
Inventarios y Modernización Registral y Catastral. 

Por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA, al Lic. Héctor Adrián Menchaca Medrano, en su carácter de 
Director de Catastro y Registro Público. 

De igual manera, “LAS PARTES” convienen desde ahora en tomar en consideración las recomendaciones 
y opiniones que, en su caso, emita “LA DIRECCIÓN GENERAL”, sobre cualquier aspecto relativo a la 
ejecución técnica y administrativa de acciones y obligaciones derivadas de este Convenio de Coordinación y 
en relación con “EL PEMI” o “EL PROGRAMA”. 

La comunicación entre “LAS PARTES”, se llevará a cabo a través de la instancia a que se refiere el 
numeral 5.2 de “LOS LINEAMIENTOS”, denominada “LA VENTANILLA ÚNICA”. 

SEXTA. OBLIGACIONES DE “LA ENTIDAD FEDERATIVA” 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se 
obliga a: 

I. Cumplir con lo dispuesto en el presente instrumento y en “LOS LINEAMIENTOS” específicamente 
con las obligaciones referidas en su numeral 9.2, así como las disposiciones que emita la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en sustitución de los mismos; 

II. Aportar y garantizar la adecuada y transparente aplicación de los recursos a que se refiere el 
párrafo tercero de la Cláusula Segunda de este Convenio de Coordinación; 

III. Aplicar los recursos a que se refiere este Convenio de Coordinación en los términos, condiciones, 
objetivos y metas previstos en “EL PEMI” dictaminado por “LA SEDATU” y aprobado en el Acuerdo 
del Comité de Evaluación N°S01-22/DGIMRC/01PEMI, emitido en su Primera Sesión, celebrada el 
21 de abril de 2022; 

IV. Responsabilizarse, a través de su Secretario de Finanzas el M.I. Ricardo Olivares Sánchez. y el 
Director de Catastro y Registro Público, el Lic. Héctor Adrián Menchaca Medrano de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” de lo siguiente: 
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a) Administrar y conservar los recursos presupuestarios federales en la cuenta bancaria 
productiva específica señalada en la Cláusula Segunda de este Convenio de Coordinación, 
por lo que no podrán de ninguna forma traspasarse tales recursos a otras cuentas; 

b) Comprometer la totalidad de los recursos dentro de los 90 días naturales siguientes a la 
entrega de los mismos, o a más tardar el 31 de diciembre de 2022 si la ministración federal 
fuera posterior al primero de octubre, de conformidad con lo establecido las fracciones XVI y 
XVII del numeral 8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

c) Realizar en estricto apego a la normativa aplicable y procurar las mejores condiciones para 
“LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en cuanto a la contratación de adquisiciones, servicios, entre 
otros, obligándose en todo momento a tomar las previsiones necesarias que permitan 
garantizar la integridad y certeza de la constitución de las empresas privadas y los socios que 
las integran, de conformidad a lo previsto en el artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación; 

d) Efectuar las ministraciones oportunamente para la ejecución de “EL PEMI” previsto en este 
instrumento; así como recabar e integrar debidamente la totalidad de la documentación 
comprobatoria de todas las erogaciones con cargo al mismo; 

e) Realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública Local 
conforme sean devengados y ejercidos respectivamente los recursos; 

f) Dar cumplimiento a las demás disposiciones federales aplicables en la administración de los 
recursos, en corresponsabilidad con la instancia ejecutora local; 

g) Reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos públicos federales que no se 
encuentren comprometidos al 31 de diciembre de 2022, así como los rendimientos financieros 
que se hubieran generado, de conformidad con lo establecido en la fracción XVIII del numeral 
8.1 de “LOS LINEAMIENTOS”; 

h) Remitir a “LA DIRECCIÓN GENERAL” de manera mensual los estados de cuenta de la 
cuenta bancaria productiva específica federal y estatal, dentro de los diez primeros días de 
cada mes, y 

i) En caso de no cumplir en tiempo y forma con lo estipulado en su proyecto y en las 
obligaciones pactadas en los contratos que deriven de este, realizar la devolución íntegra del 
recurso otorgado por la Federación a la Tesorería de la Federación, así como los 
rendimientos financieros que se hubieran generado. 

V. Colaborar con “LA DIRECCIÓN GENERAL” de conformidad con el numeral 11 de  “LOS 
LINEAMIENTOS” y entregarle la información que se enlista, así como a otorgar las facilidades 
necesarias para la consecución de las acciones referidas: 

a) Copia de los contratos que “LA ENTIDAD FEDERATIVA” celebre con terceros para llevar a 
cabo las acciones contenidas en “EL PEMI”; 

b) Copia de las facturas de los bienes y servicios adquiridos que deberán garantizar las mejores 
condiciones para “LA ENTIDAD FEDERATIVA”; 

c) Evidencia documental o fotográfica de los entregables que con motivo de sus contrataciones 
para la ejecución de su Proyecto se hayan comprometido, tratándose de equipo de cómputo o 
mobiliario, entregables de carácter intangible, o cuya patente o licencia no lo permita, bastará 
con el acta entrega recepción de los bienes que contenga las características técnicas del 
entregable y su evidencia fotográfica correspondiente; 

d) Compartir copia de la información entregada por las empresas incluidas la base de datos 
resultante de la actualización, migración, limpieza y/o homogenización salvaguardando los 
datos personales y la base cartográfica final, y las credenciales de acceso para consulta vía 
remota, para facilitar la verificación de los procesos y productos, y materiales de apoyo; 

e) Compartir con “LA DIRECCIÓN GENERAL”, copia en formato digital de los aplicativos, 
desarrollos, plataformas y demás herramientas tecnológicas, para este fin “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” deberá solicitar estos rubros al proveedor por obra por encargo y no por uso 
de licencia de software, entregado como producto en su versión final, toda aquella 
documentación generada durante el proceso de la creación de este entregable, 
encontrándose en este rubro, diagramas de entidad relación, diagramas de flujo, diagramas 
de caso de uso, diagramas de despliegue, diccionario de datos, modelado y estructura de la 
base de datos, manual de usuario, manual de instalación, manual técnico, código fuente y 
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toda aquella documentación soporte que se vea implicada durante las fases de desarrollo del 
entregable. “LA DIRECCIÓN GENERAL” con la finalidad de contribuir al desarrollo y 
modernización de los Registros Públicos de la Propiedad y de los Catastros, podrá hacer uso 
de esta información para su implementación en cualquier Entidad Federativa que así lo 
requiera, para cumplir con los objetivos de “EL PROGRAMA”; 

f) Evidencia Fotográfica de las áreas y equipamiento, incluidos en el Proyecto con el alta y 
resguardo en el inventario de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, y 

g) Toda aquella información y documentación que se requiera y que se relacione con el objeto 
del presente Convenio de Coordinación. 

VI. Entregar a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, a través de “LA VENTANILLA ÚNICA”, de manera 
trimestral, la relación detallada y validada sobre la aplicación de los recursos federales, en los 
términos establecidos en “EL PEMI” y “LOS LINEAMIENTOS”, así como los datos y documentación 
necesaria para la supervisión y cierre de Proyectos que para el caso determine “LA DIRECCIÓN 
GENERAL”. 

 Asimismo, “LA ENTIDAD FEDERATIVA” se obliga a mantener bajo su custodia a través de su 
Secretaría de Finanzas, la documentación justificativa y comprobatoria original de los recursos 
presupuestarios federales erogados y de igual manera, a entregarla cuando se la requiera  “LA 
DIRECCIÓN GENERAL”, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de la Función 
Pública y la Auditoría Superior de la Federación, así como a entregar la información adicional que 
éstas le requieran, de conformidad con lo establecido por la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento y por “LOS LINEAMIENTOS” para informar sobre los 
recursos federales transferidos a las entidades federativas, de conformidad al primer párrafo del 
artículo 83 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y 224 fracción VI de su 
Reglamento. 

 La documentación justificativa y comprobatoria del gasto de los recursos presupuestarios federales 
objeto de este Convenio de Coordinación, deberá cumplir con los requisitos fiscales establecidos 
en las disposiciones federales aplicables; 

VII. Registrar los recursos presupuestarios federales en su contabilidad, de acuerdo con los principios 
de contabilidad gubernamental; 

VIII. Rendir los informes sobre finanzas públicas y la Cuenta Pública Local, ante su Congreso respecto 
de los recursos presupuestarios federales; 

IX. Iniciar las acciones para dar cumplimiento a lo dispuesto por la Cláusula Primera de este Convenio 
de Coordinación, en un plazo no mayor a 15 días naturales, contados a partir de la firma de la 
minuta para formalizar el inicio de actividades, entre “LA DIRECCIÓN GENERAL” y “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” prevista en el inciso n) del numeral 9.2 de los “LINEAMIENTOS”; 

X. Observar las disposiciones legales federales aplicables, en su caso, a las adquisiciones y 
prestación de servicios de cualquier naturaleza que se efectúe con los recursos federales 
señalados en la Cláusula Segunda del presente instrumento; 

XI. No comprometer de ninguna forma recursos que excedan de su capacidad financiera, para la 
realización de “EL PEMI”; 

XII. Requerir con oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 
correspondan, la asesoría técnica y las autorizaciones o permisos que resulten necesarios para la 
realización de “EL PEMI”; 

XIII. Proporcionar la información y documentación que en relación con los recursos a que se refiere la 
Cláusula Segunda de este instrumento requieran los órganos de control y fiscalización federales y 
estatales facultados, y permitir a éstos las visitas de inspección que en ejercicio de sus respectivas 
atribuciones lleven a cabo; 

XIV. Otorgar a “LA DIRECCIÓN GENERAL” el acceso a los datos públicos y servicios informáticos 
locales y/o WEB construidos como producto de la aplicación, instrumentación y operación de  “EL 
PROGRAMA”; 

XV. Realizar las acciones necesarias en conjunto con “LA DIRECCIÓN GENERAL” para llevar a cabo la 
integración de la información pública registral y catastral dispuesta por “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA”, a fin de generar los mecanismos locales y vía web de interoperabilidad e 
interconexión permanente con los Aplicativos y Plataformas Tecnológicas desarrollados por  “LA 
DIRECCIÓN GENERAL” y/o “LA SEDATU” con el fin de garantizar la estandarización de los datos 
registrales y catastrales generados en el país; 
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XVI. Colaborar con “LA DIRECCIÓN GENERAL” en la promoción del aprovechamiento de los datos, 
información, y sistemas de información resultantes del cumplimiento del presente instrumento legal, 
por parte del sector gubernamental, académico, comercial, social y todos aquellos sectores 
interesados en la temática registral y catastral del país; 

XVII. Mandar a publicar en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, dentro de los 15 
días hábiles posteriores a su formalización, el presente instrumento; 

XVIII. Instalar un Comité de Contraloría Social y cumplir las actividades necesarias para su correcto 
funcionamiento, y 

XIX. Cumplir con las demás obligaciones de “EL PROGRAMA”, de “LOS LINEAMIENTOS” y de  “EL 
PEMI”, así como aquellas que relacionadas con éstos le sean solicitadas por “LA DIRECCIÓN 
GENERAL”. 

SÉPTIMA. OBLIGACIONES DEL EJECUTIVO FEDERAL 

Para el cumplimiento del objeto del presente Convenio de Coordinación el Ejecutivo Federal, a través de 
“LA DIRECCIÓN GENERAL”, se obliga a lo siguiente: 

I. Asesorar y colaborar con el personal designado por “LA ENTIDAD FEDERATIVA” cuando éste se 
lo solicite, en la consecución de los fines del presente instrumento legal; 

II. Supervisar el cumplimiento de las acciones que se realicen con motivo del presente Convenio de 
Coordinación; 

III. Transferir los recursos presupuestarios federales a que se refiere la Cláusula Segunda de este 
Convenio de Coordinación, en los términos y condiciones que se establecen en el mismo; 

IV. Realizar los registros correspondientes en la cuenta pública federal y demás reportes relativos al 
ejercicio del gasto público, para informar sobre la aplicación de los recursos transferidos en el 
marco de este Convenio de Coordinación; 

V. Verificar que los recursos presupuestarios que en virtud de este instrumento se transfieran, no 
permanezcan ociosos y que sean aplicados únicamente para la realización de los fines a los cuales 
son destinados, sin perjuicio de las atribuciones que en la materia correspondan a otras instancias 
competentes del Ejecutivo Federal; 

VI. Abstenerse de intervenir en el procedimiento de asignación de los contratos, convenios o de 
cualquier otro instrumento jurídico que formalice “LA ENTIDAD FEDERATIVA” para cumplir con los 
fines para los cuales son destinados los recursos presupuestales federales transferidos y los 
locales asignados a los mismos fines; 

VII. Mandar a publicar en el Diario Oficial de la Federación, dentro de los 15 días hábiles posteriores a 
su formalización, el presente instrumento, y 

VIII. Difundir en su página de Internet el concepto financiado con los recursos que serán transferidos 
mediante el presente instrumento. 

OCTAVA. RELACIÓN LABORAL 

Los recursos humanos que para la ejecución del objeto del presente Convenio de Coordinación, requiera 
cada una de “LAS PARTES”, quedarán bajo su respectiva y exclusiva responsabilidad jurídica y administrativa 
y no existirá relación laboral alguna entre éstos y la otra parte; por lo que, en ningún caso alguna de las partes 
se entenderá como patrón sustituto o solidario de los empleados de la otra o de las personas que participen 
en la ejecución o implementación del presente instrumento. 

NOVENA. CONTROL Y SEGUIMIENTO 

El control y seguimiento de los recursos presupuestarios federales a que se refiere la Cláusula Segunda 
de este Convenio de Coordinación, corresponderá a “LA DIRECCIÓN GENERAL”, sin perjuicio de las 
acciones que puedan realizar la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de la Función Pública 
y la Auditoría Superior de la Federación, conforme al marco jurídico aplicable y sin menoscabar las acciones 
de vigilancia, control, seguimiento y evaluación que en coordinación con la Secretaría de la Función Pública, 
realice el órgano de control o contraloría general del Ejecutivo de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, debiéndose 
observar lo estipulado en el numeral 9 de “LOS LINEAMIENTOS”. 
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DÉCIMA. SANCIONES 

Las conductas que impliquen responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de 
afectaciones a la Hacienda Pública Federal en que incurran los servidores públicos, federales o locales, serán 
determinadas y sancionadas en términos de lo que resulte aplicable de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas y demás disposiciones aplicables en términos del Título Cuarto de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, de conformidad con el numeral 10 de “LOS LINEAMIENTOS”. 

DÉCIMA PRIMERA. VERIFICACIÓN 

Con el objeto de asegurar la efectividad del presente Convenio de Coordinación, “LAS PARTES”, 
revisarán bimestralmente su contenido y su aplicación, adoptando a la brevedad las medidas necesarias para 
establecer el enlace y la comunicación requeridas para dar el debido seguimiento a los compromisos 
asumidos y los contratos que deriven del presente, que por conducto de los responsables a que se refiere la 
Cláusula Quinta de este instrumento y de conformidad con lo establecido en “EL PEMI”. 

DÉCIMA SEGUNDA. RECURSOS PARA FISCALIZACIÓN Y VIGILANCIA 

“LAS PARTES” convienen conforme a lo establecido por las fracciones XI y XII del artículo 82 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que se destinará un monto equivalente al uno al millar 
del monto total de los recursos federales aportados para la fiscalización de los mismos, a favor del Auditoría 
Superior de la Federación o el órgano técnico de fiscalización de la legislatura de la propia entidad federativa; 
para que realice la vigilancia, inspección, control y evaluación de los trabajos y acciones ejecutadas por 
administración directa con esos recursos, de conformidad a lo señalado en el párrafo segundo del artículo 224 
del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

Asimismo, la Secretaría de la Función Pública podrá verificar en cualquier momento el cumplimiento de los 
compromisos a cargo de “LA ENTIDAD FEDERATIVA”, en los términos del presente instrumento. 

DÉCIMA TERCERA. REINTEGRO DE RECURSOS FEDERALES 

“LA DIRECCIÓN GENERAL” procederá a solicitar a “LA ENTIDAD FEDERATIVA” el reintegro a la 
Tesorería de la Federación de los recursos que le fueron transferidos, así como los rendimientos financieros 
que en su caso se hayan generado, cuando: 

I. Los recursos no se utilizaron para los fines pactados por parte de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” 

II. “LA DIRECCIÓN GENERAL” así se lo requiera, por haberse incumplido por parte de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” cualquiera de las obligaciones pactadas en el presente Convenio de Coordinación o 
de los contratos que deriven de éste. 

III. Los recursos federales, permanezcan ociosos, o no se encuentren efectivamente comprometidos la 
totalidad de los recursos dentro de los 90 días naturales siguientes a la entrega de los mismos o 
más tardar el 31 de diciembre de 2022, si la ministración federal fuera posterior al primero  de 
octubre, en términos de lo dispuesto por las fracciones XVI y XVII del numeral 8.1 de  “LOS 
LINEAMIENTOS”, en concordancia con cláusula SEXTA fracción IV inciso b) del presente 
instrumento. 

En los supuestos señalados en las fracciones I y II, el reintegro se hará dentro de los 30 días naturales 
siguientes a los que “LA DIRECCIÓN GENERAL” requiera el reintegro de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” 

En el caso de la fracción III, el reintegro se hará en términos de lo señalado en el artículo 54 de la Ley 
Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento y el inciso o) del numeral 9.2 de  “LOS 
LINEAMIENTOS”. 

DÉCIMA CUARTA. MODIFICACIONES AL CONVENIO DE COORDINACIÓN 

“LAS PARTES” acuerdan que el presente Convenio de Coordinación podrá modificarse de común acuerdo 
y por escrito, durante la vigencia del mismo, sin alterar su estructura u objeto y con estricto apego a las 
disposiciones jurídicas aplicables. Las modificaciones al Convenio de Coordinación deberán mandarse a 
publicar en el Diario Oficial de la Federación, así como en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD 
FEDERATIVA” dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha de su formalización. 

En caso de contingencia para la realización de las funciones, planes, programas o proyectos previstos en 
este instrumento, ambas partes acuerdan tomar las medidas o mecanismos que permitan afrontar dichas 
contingencias, en el entendido de que, en todo caso, las medidas y mecanismos acordados serán 
formalizados mediante la suscripción del Convenio Modificatorio correspondiente. 
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DÉCIMA QUINTA. DIFUSIÓN Y TRANSPARENCIA 

El presente Convenio de Coordinación deberá mandarse a publicar en el Diario Oficial de la Federación, 
así como en el órgano de difusión oficial de “LA ENTIDAD FEDERATIVA” dentro de los 15 días hábiles 
siguientes a la fecha de su formalización, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de 
Planeación y el último párrafo, del artículo 224 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria. 

De igual forma “LAS PARTES” difundirán “EL PROGRAMA” en sus respectivas páginas electrónicas o 
portales de la red de información electrónica, sin perjuicio de que igualmente lo difundan al público por otros 
medios, en los términos de las disposiciones aplicables. 

“LAS PARTES” convienen que se sujetarán a las disposiciones aplicables tanto en la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, como en la Ley General de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública. 

DÉCIMA SEXTA. VIGENCIA 

El presente Convenio de Coordinación comenzará a surtir sus efectos a partir de la fecha de su 
suscripción y hasta el cumplimiento total de las obligaciones del presente Convenio de Coordinación, así 
como de todos los instrumentos accesorios que se deriven del mismo y las que se determinen en el Cierre 
Técnico de “EL PEMI”. 

DÉCIMA SÉPTIMA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. 

El presente Convenio de Coordinación podrá darse por terminado anticipadamente cuando se presente 
alguna de las siguientes causas: 

I. Por haberse cumplido el objeto para el que fue celebrado; 

II. Por acuerdo de “LAS PARTES”; 

III. Cuando se determine que los recursos presupuestarios federales se utilizaron con fines distintos a 
los previstos en este Convenio de Coordinación o por el incumplimiento de las obligaciones 
contraídas en el mismo o de los contratos que deriven de éste; 

IV. Por caso fortuito o fuerza mayor, y 

V. Por el incumplimiento de las obligaciones contraídas en el mismo. 

DÉCIMA OCTAVA. INTERPRETACIÓN, JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA 

“LAS PARTES” manifiestan su conformidad para interpretar, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, y para resolver de común acuerdo, todo lo relativo a la ejecución y cumplimiento del presente 
Convenio de Coordinación, así como convienen en sujetarse para todo lo no previsto en el mismo, a lo 
dispuesto en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, su Reglamento, así como a las 
demás disposiciones jurídicas aplicables. 

De las controversias que surjan con motivo de la ejecución y cumplimiento del presente Convenio de 
Coordinación, que no puedan ser resueltas de común acuerdo, se sujetarán a lo dispuesto en los artículos 42 
y 43 de la Ley de Planeación, en concordancia con el artículo 109 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos y en términos de lo que resulte aplicable de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 

DÉCIMA NOVENA. ANTICORRUPCIÓN. 

“LAS PARTES” se comprometen a cumplir los protocolos y acciones establecidas en las disposiciones 
jurídicas aplicables en materia de anticorrupción, transparencia y rendición de cuentas en los actos jurídicos y 
de autoridad que, en su caso, lleven a cabo para el cumplimiento de las obligaciones que asumen por virtud 
del presente instrumento, y a poner a disposición de las autoridades fiscalizadoras competentes toda la 
información que derive de su actuación. 

VIGÉSIMA. CESIÓN DE DERECHOS Y OBLIGACIONES. 

“LAS PARTES” no podrán ceder o transferir total ni parcialmente los derechos y/o las obligaciones que se 
deriven del presente instrumento. 

Leído el presente Convenio de Coordinación y enteradas las partes de su valor, contenido y alcance legal, 
lo firman por quintuplicado a los 21 días del mes de abril de 2022.- Por la SEDATU: el Subsecretario de 
Ordenamiento Territorial y Agrario, Arq. David Ricardo Cervantes Peredo.- Rúbrica.- La Directora General 
de Inventarios y Modernización Registral y Catastral, Lic. Griselda Martínez Vázquez.- Rúbrica.- Por la 
Entidad Federativa: el Secretario de Finanzas, M.I. Ricardo Olivares Sánchez.- Rúbrica.- El Director de 
Catastro y Registro Público, Lic. Héctor Adrián Menchaca Medrano.- Rúbrica. 
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INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR 
CONVENIO Modificatorio al Convenio de Colaboración en materia de transferencia de recursos presupuestarios 
federales con el carácter de subsidios para el desarrollo de acciones correspondientes al Programa Presupuestario 
E023 Atención a la Salud para el ejercicio fiscal 2021, que celebran el Instituto de Salud para el Bienestar y el 
Estado de Aguascalientes. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

CONVENIO MODIFICATORIO: PSP-E023-2021-AGS-01 

CONVENIO MODIFICATORIO AL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE 

RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA EL DESARROLLO  DE 

ACCIONES CORRESPONDIENTES AL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL 

EJERCICIO FISCAL 2021 (“EL PROGRAMA”), QUE SUSCRIBIERON EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR 

(“INSABI”) Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES (“LA ENTIDAD”), QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, 

EL “INSABI”, REPRESENTADO POR SU DIRECTOR GENERAL, EL MTRO. JUAN ANTONIO FERRER AGUILAR, 

ASISTIDO POR EL COORDINADOR DE RECLUTAMIENTO Y DISTRIBUCIÓN DEL PERSONAL DE SALUD Y, POR LA 

OTRA, “LA ENTIDAD” REPRESENTADA POR EL C.P. CARLOS DE JESÚS MAGALLANES GARCÍA, SECRETARIO DE 

FINANZAS DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES Y POR EL DR. MIGUEL ÁNGEL PIZA JIMÉNEZ, SECRETARIO  DE 

SALUD Y DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO DE SERVICIOS DE SALUD DEL ESTADO DE AGUASCALIENTES, A 

QUIENES CUANDO ACTÚEN CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ "LAS PARTES", AL TENOR DE LOS 

ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

1. Con fecha 01 de febrero de 2021, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Colaboración en 
materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de subsidios para el 
desarrollo de acciones correspondientes al Programa presupuestario E023 “Atención a la Salud”, en 
lo sucesivo “CONVENIO PRINCIPAL”, con el objeto de establecer los compromisos a que se 
sujetarían las mismas para que, el “INSABI” transfiera a “LA ENTIDAD” recursos presupuestarios 
federales con el carácter de subsidios, a efecto de que esta última, en el marco de “EL PROGRAMA” 
y con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en la prestación 
gratuita de servicios de salud correspondientes al primer y segundo niveles de atención, dirigidos a 
las personas sin seguridad social que se encuentran en condiciones de alta y muy alta marginación, 
y/o zonas de atención prioritaria a través del fortalecimiento de las redes de servicios de salud, los 
destine a la contratación de personal de salud requerido para tal fin y se apoye la ejecución del  “EL 
PROGRAMA”. 

2. Conforme a la cláusula Décima Tercera. Modificaciones del “CONVENIO PRINCIPAL”, dicho 
instrumento jurídico puede ser modificado de común acuerdo de “LAS PARTES”, mediante la 
formalización del instrumento jurídico correspondiente. 

3. Considerando que, la partida de gasto que habrá de aceptarse para realizar la transferencia de 
recursos a “LA ENTIDAD” es la 43401 del Clasificador por objeto del gasto de la Administración 
Pública Federal, resulta necesario modificar su Anexo 1, a efecto de que en el mismo se establezca 
dicha precisión. 

En virtud de lo anterior, las partes suscriben el presente Instrumento Jurídico con la finalidad de modificar 
su Anexo 1, a efecto de precisar que la partida de gasto que se afectará para llevar a cabo la transferencia de 
recursos y contribuir a garantizar la prestación gratuita de servicios de salud, es la 43401 del Clasificador por 
objeto del gasto de la Administración Pública Federal, correspondiente a “Subsidios a la prestación de 
servicios públicos”. 

DECLARACIONES 

Declaran “LAS PARTES” por conducto de sus representantes que: 

I. Se reconocen mutuamente el carácter y las facultades con las que comparecen a la celebración del 
presente instrumento jurídico. 

II. Reproducen y ratifican las declaraciones insertas en el “CONVENIO PRINCIPAL”. 

III. Acuerdan la celebración del presente convenio modificatorio de conformidad con las siguientes: 
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CLÁUSULAS 

PRIMERA. “LAS PARTES” acuerdan modificar el Anexo 1 del “CONVENIO PRINCIPAL”, en los términos 
siguientes: 

ANEXO 1 

PRESUPUESTO AUTORIZADO Y CALENDARIZACIÓN DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 

(Capítulo 4000 “Transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras Ayudas) 

Clave Entidad Federativa Partida de Gasto Importe Total 
Periodo de Transferencia 

Enero -Junio 

     

01 Aguascalientes 43401 $19,938,924.00 $19,938,924.00

   

Total  $19,938,924.00 $19,938,924.00

 

SEGUNDA. RATIFICACIÓN DEL CONTENIDO DEL “CONVENIO PRINCIPAL”. “LAS PARTES” acuerdan 
que, salvo las modificaciones hechas al Anexo 1 del “CONVENIO PRINCIPAL”, quedan vigentes con toda su 
fuerza y alcance legal sus demás estipulaciones formando, éstas y el presente convenio modificatorio, una 
sola unidad contractual. 

TERCERA. ENTRADA EN VIGOR DE LAS MODIFICACIONES. “LAS PARTES” convienen que las 
modificaciones al “CONVENIO PRINCIPAL” pactadas en el presente convenio modificatorio, entrarán en vigor 
a partir de la fecha de su firma. 

Una vez leído el presente instrumento jurídico, se firma por cuadruplicado en la Ciudad de México,  el 19 
de febrero de 2021.- Por el INSABI: el Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.- El 
Coordinador de Reclutamiento y Distribución de Personal de Salud, Dr. Juan José Mazón Ramírez.- 
Rúbrica.- Por la Entidad: el Secretario de Finanzas del Estado de Aguascalientes, C.P. Carlos de Jesús 
Magallanes García.- Rúbrica.- El Secretario de Salud y Director General del Instituto de Servicios de Salud 
del Estado de Aguascalientes, Dr. Miguel Ángel Piza Jiménez.- Rúbrica. 

 

 

CONVENIO Modificatorio al Convenio de Colaboración en materia de transferencia de recursos presupuestarios 
federales con el carácter de subsidios para el desarrollo de acciones correspondientes al Programa Presupuestario 
E023 Atención a la Salud para el ejercicio fiscal 2021, que celebran el Instituto de Salud para el Bienestar y el 
Estado de Chiapas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

CONVENIO MODIFICATORIO: PSP-E023-2021-CHIS-07 

CONVENIO MODIFICATORIO AL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE 
RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA EL DESARROLLO  DE 
ACCIONES CORRESPONDIENTES AL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL 
EJERCICIO FISCAL 2021 (“EL PROGRAMA”), QUE SUSCRIBIERON EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR 
(“INSABI”) Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE CHIAPAS (“LA ENTIDAD”), QUE CELEBRAN POR 
UNA PARTE, EL “INSABI”, REPRESENTADO POR SU DIRECTOR GENERAL, EL MTRO. JUAN ANTONIO FERRER 
AGUILAR, ASISTIDO POR EL COORDINADOR DE RECLUTAMIENTO Y DISTRIBUCIÓN DEL PERSONAL DE SALUD Y, 
POR LA OTRA, “LA ENTIDAD” REPRESENTADA POR EL DR. JAVIER JIMÉNEZ JIMÉNEZ, SECRETARIO DE 
HACIENDA Y POR EL DR. JOSÉ MANUEL CRUZ CASTELLANOS, EN SU CARÁCTER DE SECRETARIO DE SALUD Y 
DIRECTOR GENERAL DEL INSTITUTO DE SALUD, A QUIENES CUANDO ACTÚEN CONJUNTAMENTE SE LES 
DENOMINARÁ "LAS PARTES", AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

1. Con fecha 01 de febrero de 2021, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Colaboración en 
materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de subsidios para el 
desarrollo de acciones correspondientes al Programa presupuestario E023 “Atención a la Salud”, en 
lo sucesivo “CONVENIO PRINCIPAL”, con el objeto de establecer los compromisos a que se 
sujetarían las mismas para que, el “INSABI” transfiera a “LA ENTIDAD” recursos presupuestarios 
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federales con el carácter de subsidios, a efecto de que esta última, en el marco de “EL PROGRAMA” 
y con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en la prestación 
gratuita de servicios de salud correspondientes al primer y segundo niveles de atención, dirigidos a 
las personas sin seguridad social que se encuentran en condiciones de alta y muy alta marginación, 
y/o zonas de atención prioritaria a través del fortalecimiento de las redes de servicios de salud, los 
destine a la contratación de personal de salud requerido para tal fin y se apoye la ejecución del  “EL 
PROGRAMA”. 

2. Conforme a la cláusula Décima Tercera. Modificaciones del “CONVENIO PRINCIPAL”, dicho 
instrumento jurídico puede ser modificado de común acuerdo de “LAS PARTES”, mediante la 
formalización del instrumento jurídico correspondiente. 

3. Considerando que, la partida de gasto que habrá de aceptarse para realizar la transferencia de 
recursos a “LA ENTIDAD” es la 43401 del Clasificador por objeto del gasto de la Administración 
Pública Federal, resulta necesario modificar su Anexo 1, a efecto de que en el mismo se establezca 
dicha precisión. 

En virtud de lo anterior, las partes suscriben el presente Instrumento Jurídico con la finalidad de modificar 
su Anexo 1, a efecto de precisar que la partida de gasto que se afectará para llevar a cabo la transferencia de 
recursos y contribuir a garantizar la prestación gratuita de servicios de salud, es la 43401 del Clasificador por 
objeto del gasto de la Administración Pública Federal, correspondiente a “Subsidios a la prestación de 
servicios públicos”. 

DECLARACIONES 

Declaran “LAS PARTES” por conducto de sus representantes que: 

I. Se reconocen mutuamente el carácter y las facultades con las que comparecen a la celebración del 
presente instrumento jurídico. 

II. Reproducen y ratifican las declaraciones insertas en el “CONVENIO PRINCIPAL”. 

III. Acuerdan la celebración del presente convenio modificatorio de conformidad con las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. “LAS PARTES” acuerdan modificar el Anexo 1 del “CONVENIO PRINCIPAL”, en los términos 
siguientes: 

ANEXO 1 

PRESUPUESTO AUTORIZADO Y CALENDARIZACIÓN DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 

(Capítulo 4000 “Transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras Ayudas) 

Clave Entidad Federativa Partida de Gasto Importe Total 
Periodo de Transferencia 

Enero -Junio 

     

07 Chiapas 43401 $75,340,399.00 $75,340,399.00

   

Total  $75,340,399.00 $75,340,399.00

 

SEGUNDA. RATIFICACIÓN DEL CONTENIDO DEL “CONVENIO PRINCIPAL”. “LAS PARTES” acuerdan 
que, salvo las modificaciones hechas al Anexo 1 del “CONVENIO PRINCIPAL”, quedan vigentes con toda su 
fuerza y alcance legal sus demás estipulaciones formando, éstas y el presente convenio modificatorio, una 
sola unidad contractual. 

TERCERA. ENTRADA EN VIGOR DE LAS MODIFICACIONES. “LAS PARTES” convienen que las 
modificaciones al “CONVENIO PRINCIPAL” pactadas en el presente convenio modificatorio, entrarán en vigor 
a partir de la fecha de su firma. 

Una vez leído el presente instrumento jurídico, se firma por cuadruplicado en la Ciudad de México, el 19 
de febrero de 2021.- Por el INSABI: el Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.-  El 
Coordinador de Reclutamiento y Distribución de Personal de Salud, Dr. Juan José Mazón Ramírez.- 
Rúbrica.- Por la Entidad: el Secretario de Hacienda, Dr. Javier Jiménez Jiménez.- Rúbrica.- El Secretario de 
Salud y Director General del Instituto de Salud, Dr. José Manuel Cruz Castellanos.- Rúbrica. 
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CONVENIO Modificatorio al Convenio de Colaboración en materia de transferencia de recursos presupuestarios 
federales con el carácter de subsidios para el desarrollo de acciones correspondientes al Programa Presupuestario 
E023 Atención a la Salud para el ejercicio fiscal 2021, que celebran el Instituto de Salud para el Bienestar y el 
Estado de Morelos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

CONVENIO MODIFICATORIO: PSP-E023-2021-MOR-17 

CONVENIO MODIFICATORIO AL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE 

RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA EL DESARROLLO  DE 

ACCIONES CORRESPONDIENTES AL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL 

EJERCICIO FISCAL 2021 (“EL PROGRAMA”), QUE SUSCRIBIERON EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR 

(“INSABI”) Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MORELOS (“LA ENTIDAD”), QUE CELEBRAN POR 

UNA PARTE, EL “INSABI”, REPRESENTADO POR SU DIRECTOR GENERAL, EL MTRO. JUAN ANTONIO FERRER 

AGUILAR, ASISTIDO POR EL COORDINADOR DE RECLUTAMIENTO Y DISTRIBUCIÓN DEL PERSONAL DE SALUD Y, 

POR LA OTRA, “LA ENTIDAD” REPRESENTADA POR LA L.C. Y L. EN D. MÓNICA BOGGIO TOMASAZ MERINO, 

SECRETARIA DE HACIENDA, POR EL DR. MARCO ANTONIO CANTÚ CUEVAS, SECRETARIO DE SALUD, Y EL  DR. 

HÉCTOR BARÓN OLIVARES, DIRECTOR GENERAL DE SERVICIOS DE SALUD DE MORELOS, A QUIENES CUANDO 

ACTÚEN CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ "LAS PARTES", AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, 

DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

1. Con fecha 01 de febrero de 2021, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Colaboración en 
materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de subsidios para el 
desarrollo de acciones correspondientes al Programa presupuestario E023 “Atención a la Salud”, en 
lo sucesivo “CONVENIO PRINCIPAL”, con el objeto de establecer los compromisos a que se 
sujetarían las mismas para que, el “INSABI” transfiera a “LA ENTIDAD” recursos presupuestarios 
federales con el carácter de subsidios, a efecto de que esta última, en el marco de “EL PROGRAMA” 
y con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en la prestación 
gratuita de servicios de salud correspondientes al primer y segundo niveles de atención, dirigidos a 
las personas sin seguridad social que se encuentran en condiciones de alta y muy alta marginación, 
y/o zonas de atención prioritaria a través del fortalecimiento de las redes de servicios de salud, los 
destine a la contratación de personal de salud requerido para tal fin y se apoye la ejecución del  “EL 
PROGRAMA”. 

2. Conforme a la cláusula Décima Tercera. Modificaciones del “CONVENIO PRINCIPAL”, dicho 
instrumento jurídico puede ser modificado de común acuerdo de “LAS PARTES”, mediante la 
formalización del instrumento jurídico correspondiente. 

3. Considerando que, la partida de gasto que habrá de aceptarse para realizar la transferencia de 
recursos a “LA ENTIDAD” es la 43401 del Clasificador por objeto del gasto de la Administración 
Pública Federal, resulta necesario modificar su Anexo 1, a efecto de que en el mismo se establezca 
dicha precisión. 

En virtud de lo anterior, las partes suscriben el presente Instrumento Jurídico con la finalidad de modificar 
su Anexo 1, a efecto de precisar que la partida de gasto que se afectará para llevar a cabo la transferencia de 
recursos y contribuir a garantizar la prestación gratuita de servicios de salud, es la 43401 del Clasificador por 
objeto del gasto de la Administración Pública Federal, correspondiente a “Subsidios a la prestación de 
servicios públicos”. 

DECLARACIONES 

Declaran “LAS PARTES” por conducto de sus representantes que: 

I. Se reconocen mutuamente el carácter y las facultades con las que comparecen a la celebración del 
presente instrumento jurídico. 

II. Reproducen y ratifican las declaraciones insertas en el “CONVENIO PRINCIPAL”. 

III. Acuerdan la celebración del presente convenio modificatorio de conformidad con las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. “LAS PARTES” acuerdan modificar el Anexo 1 del “CONVENIO PRINCIPAL”, en los términos 
siguientes: 
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ANEXO 1 

PRESUPUESTO AUTORIZADO Y CALENDARIZACIÓN DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 

(Capítulo 4000 “Transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras Ayudas) 

Clave Entidad Federativa Partida de Gasto Importe Total 
Periodo de Transferencia 

Enero-Junio 

     

17 Morelos 43401 $31,838,613.00 $31,838,613.00

   

Total  $31,838,613.00 $31,838,613.00

 

SEGUNDA. RATIFICACIÓN DEL CONTENIDO DEL “CONVENIO PRINCIPAL”. “LAS PARTES” acuerdan 
que, salvo las modificaciones hechas al Anexo 1 del “CONVENIO PRINCIPAL”, quedan vigentes con toda su 
fuerza y alcance legal sus demás estipulaciones formando, éstas y el presente convenio modificatorio, una 
sola unidad contractual. 

TERCERA. ENTRADA EN VIGOR DE LAS MODIFICACIONES. “LAS PARTES” convienen que las 
modificaciones al “CONVENIO PRINCIPAL” pactadas en el presente convenio modificatorio, entrarán en vigor 
a partir de la fecha de su firma. 

Una vez leído el presente instrumento jurídico, se firma por cuadruplicado en la Ciudad de México,  el 19 
de febrero de 2021.- Por el INSABI: el Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.-  El 
Coordinador de Reclutamiento y Distribución de Personal de Salud, Dr. Juan José Mazón Ramírez.- 
Rúbrica.- Por la Entidad: la Secretaria de Hacienda, L.C. y L. en D. Mónica Boggio Tomasaz Merino.- 
Rúbrica.- Secretario de Salud, Dr. Marco Antonio Cantú Cuevas.- Rúbrica.- Director General de Servicios de 
Salud de Morelos, Dr. Héctor Barón Olivares.- Rúbrica. 

 

 

CONVENIO Modificatorio al Convenio de Colaboración en materia de transferencia de recursos presupuestarios 
federales con el carácter de subsidios para el desarrollo de acciones correspondientes al Programa Presupuestario 
E023 Atención a la Salud para el ejercicio fiscal 2021, que celebran el Instituto de Salud para el Bienestar y el 
Estado de Quintana Roo. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- SALUD.- Secretaría de 
Salud.- Instituto de Salud para el Bienestar. 

CONVENIO MODIFICATORIO: PSP-E023-2021-QROO-23 

CONVENIO MODIFICATORIO AL CONVENIO DE COLABORACIÓN EN MATERIA DE TRANSFERENCIA DE 
RECURSOS PRESUPUESTARIOS FEDERALES CON EL CARÁCTER DE SUBSIDIOS PARA EL DESARROLLO  DE 
ACCIONES CORRESPONDIENTES AL PROGRAMA PRESUPUESTARIO E023 “ATENCIÓN A LA SALUD” PARA EL 
EJERCICIO FISCAL 2021 (“EL PROGRAMA”), QUE SUSCRIBIERON EL INSTITUTO DE SALUD PARA EL BIENESTAR 
(“INSABI”) Y EL EJECUTIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE QUINTANA ROO (“LA ENTIDAD”), QUE CELEBRAN 
POR UNA PARTE, EL “INSABI”, REPRESENTADO POR SU DIRECTOR GENERAL, EL MTRO. JUAN ANTONIO FERRER 
AGUILAR, ASISTIDO POR EL COORDINADOR DE RECLUTAMIENTO Y DISTRIBUCIÓN DEL PERSONAL DE SALUD Y, 
POR LA OTRA, “LA ENTIDAD” REPRESENTADA POR LA M.I. YOHANET TEÓDULA TORRES MUÑOZ, EN SU 
CARÁCTER DE SECRETARIA DE FINANZAS Y PLANEACIÓN, Y DE LA MSP. ALEJANDRA AGUIRRE CRESPO, EN  SU 
CARÁCTER DE SECRETARIA DE SALUD Y DIRECTORA GENERAL DE LOS SERVICIOS ESTATALES DE SALUD, A 
QUIENES CUANDO ACTÚEN CONJUNTAMENTE SE LES DENOMINARÁ "LAS PARTES", AL TENOR DE LOS 
ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

1. Con fecha 01 de febrero de 2021, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Colaboración en 
materia de transferencia de recursos presupuestarios federales con el carácter de subsidios para el 
desarrollo de acciones correspondientes al Programa presupuestario E023 “Atención a la Salud”, en 
lo sucesivo “CONVENIO PRINCIPAL”, con el objeto de establecer los compromisos a que se 
sujetarían las mismas para que, el “INSABI” transfiera a “LA ENTIDAD” recursos presupuestarios 
federales con el carácter de subsidios, a efecto de que esta última, en el marco de “EL PROGRAMA” 
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y con la finalidad de contribuir a garantizar el acceso efectivo y la continuidad en la prestación 
gratuita de servicios de salud correspondientes al primer y segundo niveles de atención, dirigidos a 
las personas sin seguridad social que se encuentran en condiciones de alta y muy alta marginación, 
y/o zonas de atención prioritaria a través del fortalecimiento de las redes de servicios de salud, los 
destine a la contratación de personal de salud requerido para tal fin y se apoye la ejecución del  “EL 
PROGRAMA”. 

2. Conforme a la cláusula Décima Tercera. Modificaciones del “CONVENIO PRINCIPAL”, dicho 
instrumento jurídico puede ser modificado de común acuerdo de “LAS PARTES”, mediante la 
formalización del instrumento jurídico correspondiente. 

3. Considerando que, la partida de gasto que habrá de aceptarse para realizar la transferencia de 
recursos a “LA ENTIDAD” es la 43401 del Clasificador por objeto del gasto de la Administración 
Pública Federal, resulta necesario modificar su Anexo 1, a efecto de que en el mismo se establezca 
dicha precisión. 

En virtud de lo anterior, las partes suscriben el presente Instrumento Jurídico con la finalidad de modificar 
su Anexo 1, a efecto de precisar que la partida de gasto que se afectará para llevar a cabo la transferencia de 
recursos y contribuir a garantizar la prestación gratuita de servicios de salud, es la 43401 del Clasificador por 
objeto del gasto de la Administración Pública Federal, correspondiente a “Subsidios a la prestación de 
servicios públicos”. 

DECLARACIONES 

Declaran “LAS PARTES” por conducto de sus representantes que: 

I. Se reconocen mutuamente el carácter y las facultades con las que comparecen a la celebración del 
presente instrumento jurídico. 

II. Reproducen y ratifican las declaraciones insertas en el “CONVENIO PRINCIPAL”. 

III. Acuerdan la celebración del presente convenio modificatorio de conformidad con las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. “LAS PARTES” acuerdan modificar el Anexo 1 del “CONVENIO PRINCIPAL”, en los términos 
siguientes: 

ANEXO 1 

PRESUPUESTO AUTORIZADO Y CALENDARIZACIÓN DE TRANSFERENCIA DE RECURSOS 

(Capítulo 4000 “Transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras Ayudas) 

Clave Entidad Federativa Partida de Gasto Importe Total 
Periodo de Transferencia 

Enero-Junio 

     

23 Quintana Roo 43401 $11,849,167.00 $11,849,167.00

   

Total  $11,849,167.00 $11,849,167.00

 

SEGUNDA. RATIFICACIÓN DEL CONTENIDO DEL “CONVENIO PRINCIPAL”. “LAS PARTES” acuerdan 
que, salvo las modificaciones hechas al Anexo 1 del “CONVENIO PRINCIPAL”, quedan vigentes con toda su 
fuerza y alcance legal sus demás estipulaciones formando, éstas y el presente convenio modificatorio, una 
sola unidad contractual. 

TERCERA. ENTRADA EN VIGOR DE LAS MODIFICACIONES. “LAS PARTES” convienen que las 
modificaciones al “CONVENIO PRINCIPAL” pactadas en el presente convenio modificatorio, entrarán en vigor 
a partir de la fecha de su firma. 

Una vez leído el presente instrumento jurídico, se firma por cuadruplicado en la Ciudad de México, el 19 
de febrero de 2021.- Por el INSABI: el Director General, Mtro. Juan Antonio Ferrer Aguilar.- Rúbrica.-  El 
Coordinador de Reclutamiento y Distribución de Personal de Salud, Dr. Juan José Mazón Ramírez.- 
Rúbrica.- Por la Entidad: Secretaria de Finanzas y Planeación, M.I. Yohanet Teódula Torres Muñoz.- 
Rúbrica.- Secretaria de Salud y Directora General de los Servicios Estatales de Salud, MSP. Alejandra 
Aguirre Crespo.- Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Acción de 
Inconstitucionalidad 176/2021 y su acumulada 177/2021, así como los Votos Particular del señor Ministro Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Concurrente del señor Ministro Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 176/2021 Y SU 
ACUMULADA 177/2021 

PROMOVENTES: PARTIDO ACCIÓN NACIONAL Y 
PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL 

MINISTRO PONENTE: JUAN LUIS GONZÁLEZ ALCÁNTARA CARRANCÁ 
SECRETARIOS: FERNANDO SOSA PASTRANA 
 OMAR CRUZ CAMACHO 
COLABORADOR: JUAN IGNACIO ALVAREZ 

Ciudad de México. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión 
correspondiente al día veintiuno de febrero de dos mil veintidós, emite la siguiente: 

SENTENCIA 

Por la que se resuelve la acción de inconstitucionalidad 176/2021 y su acumulada 177/2021, promovidas 
respectivamente por el Partido Acción Nacional (PAN) y el Partido Revolucionario Institucional (PRI), en contra 
del artículo 32, párrafos primero y segundo, de la Constitución del Estado de Chiapas, reformado mediante el 
Decreto 005, publicado el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno en el medio oficial local. 

ANTECEDENTES Y TRÁMITE DE LA DEMANDA 

1. Presentación del escrito inicial. El veintiséis de noviembre de dos mil veintiuno, el PRI y el PAN 
promovieron sendas acciones de inconstitucionalidad y señalaron como autoridades demandadas a los 
Poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Chiapas1. 

2. Conceptos de invalidez. Los partidos políticos actores manifestaron en síntesis lo siguiente: 

a) El PRI señala en sus antecedentes que el procedimiento legislativo en la fase de 
aprobación por la mayoría de los ayuntamientos fue irregular, porque en el dictamen de la 
comisión y en el acta de la sesión legislativa no se estableció el procedimiento para que los 
ayuntamientos emitieran su aprobación mediante sus actas de cabildo, aun cuando se 
establece su intervención en el artículo 124 de la Constitución de Chiapas. 

b) En su primer concepto de invalidez, detalla que el Decreto 005 se aprobó vulnerando el 
principio de deliberación parlamentaria, porque fue aprobado fast track, en contravención del 
principio fundamental de legalidad previsto en el artículo 16 de la Constitución Federal y de la 
fracción III del diverso 124 de la Constitución local. 

c) Señala que es inadmisible e inaceptable que el veintiséis de octubre de dos mil veintiuno se 
haya podido celebrar la sesión legislativa, y que el mismo día, o un día después, ciento diez 
ayuntamientos aprobaran la minuta y la remitieran al Congreso, quien en la sesión de 
veintiocho de octubre contabilizó el número de ayuntamientos para, una hora después, remitir 
el decreto al ejecutivo para su publicación. 

d) Afirma que en el acta de la sesión del veintiocho de octubre se menciona un comunicado con 
el nombre de los ayuntamientos que aprobaron la minuta; no obstante, esos nombres –o la 
dispensa de su lectura– no constaron en el acta sino que figuraron hasta el decreto. 

e) Por ello, considera necesario que se solicite al Congreso del Estado las copias certificadas 
donde conste el acuse de recibo de los ayuntamientos que aprobaron la minuta, así como las 
copias certificadas de las actas de cabildo para que se pueda constatar la hora de entrega y 
recepción en el Congreso. 

 
1 El PRI también señaló como autoridades promulgadoras, además del Poder Ejecutivo, al Secretario General de Gobierno, a la Coordinadora 
General de Asuntos Jurídicos y a la Jefa de la Unidad de Legalización y Publicaciones Oficiales, todos del Estado de Chiapas. No obstante, 
mediante el acuerdo de treinta de noviembre de dos mil veintiuno, el Ministro instructor ordenó dar vista únicamente a los Poderes Ejecutivo y 
Legislativo del Estado, en tanto fueron los órganos legislativo y ejecutivo que emitieron y promulgaron las normas generales impugnadas, en 
términos de la fracción II del artículo 61 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. 
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f) Finaliza afirmando que el procedimiento legislativo, además de la celeridad con que 
transcurrió, fue opaco e irregular, porque no hubo certeza jurídica de que se hayan cumplido 
las funciones y facultades otorgadas por la Constitución Federal y las leyes reglamentarias 
del propio Congreso, anteponiendo así los intereses de los grupos mayoritarios. 

g) El PAN señala en su primer concepto de invalidez que el párrafo primero del artículo 32 de 
la Constitución del Estado de Chiapas vulnera los artículos 41, 116, fracción IV, inciso f) y 
133 de la Constitución Federal. 

h) Señala que, para tener derecho al financiamiento público local, el precepto impugnado no 
considera la votación que se obtenga en la elección para gobernador y ayuntamientos, y sólo 
toma en cuenta la de diputados locales. 

i) Menciona que, conforme a los artículos 116, fracción IV, incisos f) y g), de la Constitución 
Federal y 94 de la Ley General de Partidos Políticos, el requisito de obtener el tres por ciento 
de la votación válida emitida para gobernador, diputados y ayuntamientos, en el caso de los 
partidos políticos locales, es para conservar y acreditar su registro y para acceder a la 
prerrogativa del financiamiento público estatal. 

j) Así, lo que la norma impugnada establece es que si un partido político no obtiene el tres por 
ciento en la elección para diputados locales, perderá la acreditación ante el órgano electoral 
local. 

k) Añade que en los artículos 116, fracción IV, inciso f) constitucional y 50, párrafo 1 y 51, 
párrafo 1, de la Ley General se señala que los partidos políticos tienen derecho a recibir 
financiamiento público de manera equitativa y los tipos de financiamiento. 

l) Considera que el artículo 52 de la Ley General no acota que, para obtener recursos públicos 
locales, sea exclusivamente por la votación que se tenga en la elección de diputados locales. 

m) Por esta razón, y conforme a lo establecido en los artículos 23, inciso d) y 26 de la misma 
Ley General, la porción normativa impugnada es inconstitucional, porque está prohibido 
limitar el financiamiento a la elección de diputados, sin considerar las de gobernador y 
ayuntamientos. 

n) Reitera que conforme al artículo 94 de la Ley General un partido político puede conservar su 
acreditación con el sólo hecho de obtener el tres por ciento en una u otra elección local. 
Agrega que un sistema jurídico debe considerarse como una unidad integral, sin soslayar las 
particularidades de cada partido según ciertos parámetros objetivos como el grado de apoyo 
o representatividad que tenga. 

o) Afirma que es criterio de los órganos jurisdiccionales que basta con que un partido político 
nacional con acreditación local obtenga en alguna elección, sin importar cuál de ellas, el tres 
por ciento de la votación válida emitida para que pueda conservar su acreditación y tenga 
derecho a recibir financiamiento público local. 

p) Añade que el legislador local no considera que cada elección es una unidad, lo que implica 
que si un partido no obtiene el porcentaje fijado en una elección municipal, esto traería como 
consecuencia la pérdida de la acreditación. 

q) Agrega que el artículo 52, fracción 1, de la Ley General establece que para que un partido 
político nacional tenga recursos públicos locales debe obtener el tres por ciento de la 
votación emitida en el proceso local anterior, y que si bien ese precepto no especifica la 
elección a la que se refiere, eso se solventa recurriendo al artículo 94 de la propia Ley 
General. 

r) Finalmente, el PRI y el PAN coinciden en sus respectivos segundos conceptos de invalidez 
que el párrafo segundo del artículo 32 de la Constitución del Estado de Chiapas vulnera la 
Constitución Federal y la Ley General de Partidos Políticos, porque reduce del 65% al 32.5% 
la fórmula para calcular la asignación del financiamiento público local a los partidos políticos 
nacionales. 

s) El PRI señala que la reforma es ilegal, porque el legislador local no expuso los motivos, 
razones o circunstancias especiales del acto por medio del cual se reformó el artículo 32 de 
la Constitución local. 

t) Considera que el porcentaje del 32.5% previsto en el segundo párrafo impugnado contradice 
el porcentaje del 65% establecido expresamente en los artículos 41, párrafo segundo, 
fracción II, inciso a), de la Constitución Federal y 51, apartado 1, inciso a), fracción I, de la 
Ley General de Partidos Políticos. 



 DIARIO OFICIAL Viernes 20 de mayo de 2022 

u) Menciona que antes de la reforma, el artículo constitucional establecía que “la ley fijará las 
reglas y criterios a que se sujetará la asignación y distribución del financiamiento público”; por 
ello, el artículo 52, numeral 3, del Código de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado 
de Chiapas establece que el monto del financiamiento de los partidos políticos se determina 
multiplicando cierto valor “por el sesenta y cinco por ciento del valor de la unidad de medida y 
actualización vigente”. 

v) Estima que el legislador chiapaneco pasó por encima de los precedentes del Alto Tribunal, 
porque ya en la acción de inconstitucionalidad 158/2020 y sus acumuladas 159/2020, 
161/2020, 224/2020 y 227/2020, resuelta el tres de diciembre de dos mil veinte, el Pleno 
determinó que eran inconstitucionales las leyes del Estado de Chiapas que pretendían 
disminuir el financiamiento público de los partidos políticos. 

w) Reconoce que, conforme al artículo 116, segundo párrafo, fracción IV, constitucional, existe 
libre configuración legislativa en materia de financiamiento público; no obstante, dicha 
libertad no es irrestricta, pues el propio precepto constitucional y el artículo 50, fracción I, de 
la Ley General establecen que el financiamiento debe fijarse conforme a las bases 
pertinentes. 

x) Así, al apartarse de dichas bases, estableciendo formas distintas de financiamiento para los 
partidos políticos (una para los nacionales y otra para los estatales), la norma impugnada 
rompe con el principio de equidad electoral, pues trata de forma desigual a quienes 
constitucionalmente tienen el mismo carácter. 

y) Afirma que es injusto e inequitativo que se distribuya de forma igualitaria entre todos los 
partidos el 70% de los recursos para las actividades específicas, pues eso genera un 
tratamiento igualitario a quienes, conforme a las bases constitucionales, deben ser tratados 
como desiguales en función de la fuerza electoral demostrada en el proceso electoral local 
inmediato anterior. 

z) Finalmente, menciona que en la acción de inconstitucionalidad 100/2018 y sus acumuladas 
102/2018, 103/2018 y 104/2018, resuelta el cinco de septiembre de dos mil diecinueve, el 
Pleno declaró la invalidez de una norma de la Constitución del Estado de Tabasco que 
establecía una forma de cuantificar el financiamiento público de los partidos políticos de 
modo distinto a lo previsto en la Ley General. 

aa) El PAN señala que el mismo artículo 32, párrafo segundo, de la Constitución del Estado de 
Chiapas vulnera los artículos 41, base II, inciso a), 116, fracción IV, inciso g) y 133 de la 
Constitución Federal. 

bb) Señala que conforme a la acción de inconstitucionalidad 100/2018 y sus acumuladas 
102/2018, 103/2018 y 104/2018, no existe libertad configurativa para determinar el cálculo del 
financiamiento público para las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos 
locales, porque ese aspecto está previsto en la Ley General de Partidos Políticos. 

cc) Refiere que en los artículos 1, inciso c), 23, inciso d), 26, numeral 1, inciso b), 50, 51 y 52 de 
la Ley General se prevé lo relativo al financiamiento público de los partidos políticos, 
nacionales y locales, por sus actividades ordinarias, destacando el cálculo por el 65% de la 
UMA vigente para su determinación. 

dd) Agrega que, en cumplimiento del artículo tercero transitorio del decreto por el que se publicó 
la Ley General de Partidos Políticos, el legislador chiapaneco había emitido códigos 
electorales (en los años dos mil diecisiete y dos mil veinte) adecuando su marco jurídico-
electoral, específicamente sus artículos 52, numerales 3, al parámetro en la materia. 

ee) Considera que la reducción del financiamiento público vulnera el ejercicio de las actividades 
de promoción partidista, lo que resulta en una invasión a la vida interna de los partidos 
políticos nacionales, quienes son entidades de interés público que deben organizarse y 
determinarse por sí mismos. 

ff) Estima que de la lectura del Decreto se aprecia la falta de fundamentación y motivación, 
porque la norma impugnada discrimina a los partidos políticos nacionales reduciendo su 
financiamiento en un cincuenta por ciento, lo que contraviene el artículo 23, inciso d), párrafo 
segundo, de la Ley General, que acota que las leyes locales no podrán limitar el 
financiamiento de los partidos nacionales. 



Viernes 20 de mayo de 2022 DIARIO OFICIAL   

gg) Señala que el artículo 133 constitucional ordena el acatamiento a la propia Constitución y las 
leyes del Congreso de la Unión, precisando que serán la Ley Suprema de toda la Unión. Por 
ello, y conforme al artículo tercero transitorio del decreto por el que se emitió la Ley General 
de Partidos Políticos, estima que las normas impugnadas no pueden estar por encima de la 
legislación general, específicamente del artículo 51, numeral 1, inciso a), que establece la 
manera de calcular los montos de financiamiento de los partidos políticos nacionales y 
locales. 

hh) Menciona que en las acciones de inconstitucionalidad 5/2015 y 100/2018, la Suprema Corte 
de Justicia sostuvo que las legislaturas locales deben establecer que la base para cuantificar 
el financiamiento público es la que resulte de multiplicar el número total de ciudadanos 
inscritos en el padrón electoral local por el 65% del salario mínimo diario vigente en la región, 
y así distribuirse entre los partidos políticos nacionales y locales. 

3. Artículos constitucionales violados. El PAN considera que las normas impugnadas violan los 
artículos 41, bases I y II, 116, fracción IV, inciso g) y 133 de la Constitución Federal. El PRI considera 
violados los artículos 1, 14, 16, 41, 72 y 133 de la Constitución Federal. 

4. Admisión y trámite. Mediante acuerdos de veintinueve de noviembre de dos mil veintiuno, el Ministro 
Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ordenó formar y registrar con los números 
176/2021 (la del PAN) y 177/2021 (la del PRI) las presentes acciones de inconstitucionalidad, ordenó 
su acumulación y turnó los expedientes al Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá para que 
fungiera como instructor del procedimiento. 

5. Mediante acuerdo de treinta de noviembre del mismo año, el Ministro instructor admitió a trámite las 
demandas y ordenó (i) dar vista a los poderes Ejecutivo y Legislativo del Estado de Chiapas para que 
rindieran sus informes y requerirlos para que remitieran los antecedentes legislativos de las normas 
impugnadas; (ii) dar vista a la Fiscalía General de la República y a la Consejería Jurídica del Gobierno 
Federal para que manifestaran lo correspondiente; (iii) solicitar la opinión de la Sala Superior del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación; (iv) requerir al Instituto de Elecciones y 
Participación Ciudadana del Estado de Chiapas un informe donde precisara la fecha de inicio del 
siguiente proceso electoral en la entidad; y (v) requerir al Instituto Nacional Electoral para que remitiera 
copias certificadas de los estatutos vigentes de los partidos accionantes, sus registros vigentes, 
representantes e integrantes de los órganos de dirección nacional. 

6. Informe del Poder Ejecutivo. Mediante escrito recibido el siete de enero de dos mil veintidós, la 
Subconsejera Jurídica de lo Contencioso rindió el informe de ley en representación del Poder Ejecutivo 
del Estado de Chiapas, manifestando en síntesis lo siguiente: 

a) Son infundados los argumentos de los partidos accionantes, porque conforme al artículo 116, 
fracción IV, inciso g), de la Constitución Federal, en relación con el 52, punto 2, de la Ley 
General de Partidos Políticos, las entidades federativas tienen libertad de configuración para 
establecer las reglas para el otorgamiento del financiamiento público estatal para los partidos 
políticos nacionales; señala que este ha sido el criterio de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación al resolver la acción de inconstitucionalidad 126/2019 y su acumulada 129/2019. 

7. Informe del Poder Legislativo. Por escrito enviado el diez de enero de dos mil veintidós por medio de 
Correos de México y recibido en esta Suprema Corte de Justicia el veintisiete siguiente, la Diputada 
Presidenta rindió el informe de ley en representación del Congreso del Estado de Chiapas, donde en 
síntesis señaló lo siguiente: 

a) Conforme al artículo 45, fracción I, de la Constitución del Estado, el Congreso local está 
facultado para legislar en materias que no están reservadas al Congreso de la Unión y en 
aquellas donde no exista facultad concurrente, como la materia electoral. 

b) Por ello, el veintisiete de octubre de dos mil veintiuno se publicó el Decreto, por medio del 
cual se reformaron, entre otros, el artículo 32 impugnado de la Constitución del Estado. 

c) Señala que, conforme a las consideraciones apuntadas en el Decreto referido, es importante 
establecer un modelo de financiamiento público estatal de los partidos políticos locales y 
nacionales que resulte acorde con los criterios del Tribunal Pleno, esto es, que el 
financiamiento estatal de los partidos nacionales queda en el ámbito de configuración de las 
legislaturas locales. 

d) Agrega que la Ley General de Partidos Políticos establece pautas precisas en lo relativo al 
financiamiento estatal de los partidos locales, y en el caso del financiamiento estatal para los 
partidos nacionales sólo establece la obligación de otorgarlo. 

e) Señala que el Decreto 003 es constitucional porque fue emitido por autoridad competente y 
en apego a la Constitución. 
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f) En otro sentido, señala que la legislatura sí cumplió con la garantía de fundamentación y 
motivación en la expedición del Decreto 003, porque, conforme a los criterios del Pleno de la 
Suprema Corte, el Congreso actuó dentro de los límites de sus atribuciones constitucionales 
(fundamentación), regulando relaciones sociales que así lo exigen (motivación). 

g) Añade que la atribución constitucional de legislar debe ceñirse al proceso legislativo, pero no 
llega al extremo de requerir que se explique o justifique el acto legislativo cuando es en 
beneficio de la sociedad y contribuye al estado de derecho. 

h) Por tanto, la motivación legislativa se satisface cuando su fin es otorgar a la sociedad los 
estándares de convivencia que exige su realidad social, en un marco de protección al estado 
de derecho. Además, la fundamentación y motivación se aprecia en el texto del considerando 
del propio Decreto. 

i) Advierte que el Pleno de la Corte ha sostenido que los vicios procedimentales que no 
trasciendan de modo fundamental a la norma son irrelevantes, si el órgano legislativo 
aprueba la ley y si se publica oficialmente, circunstancias que el Congreso sí efectuó. 

j) Asimismo, señala que el Tribunal Pleno, al resolver la acción de inconstitucionalidad 9/2005, 
sostuvo que para determinar si las violaciones procedimentales redundan en la invalidez de 
una norma, es necesario verificar si éstas impactaron o no en la calidad democrática de la 
decisión final. 

k) Añade que la regulación del procedimiento legislativo no es única, pues incluye modalidades 
que responden a las vicisitudes de los trabajos parlamentarios, por lo que basta con que se 
abra la etapa de discusión en el parlamento para que se entienda cumplido el procedimiento 
legislativo. Cita como apoyo la jurisprudencia P./J. 46/2006. 

l) En su “contestación a los conceptos de invalidez” señala que los partidos políticos 
accionantes impugnaron el Decreto 005, publicado el veintiocho de octubre de dos mil 
veintiuno, siendo esto equivocado, porque la reforma al artículo 32 de la Constitución local 
fue emitido mediante el Decreto 003, publicado en el medio oficial el veintisiete de octubre de 
dos mil veintiuno. 

m) Reitera que la norma impugnada no es contraria a la Constitución Federal, porque fue 
emitida con fundamento en los artículos 45, fracción I, de la Constitución del Estado de 
Chiapas, 73, fracción XXIX-U, 116, fracción IV, inciso g) y 124 de la Constitución Federal, en 
relación con el diverso 1, numeral 1, inciso c), de la Ley General de Partidos Políticos. 

n) A partir de estos preceptos considera que la legislatura local tiene atribución para legislar en 
las materias que no están reservadas a la Federación y en las llamadas concurrentes, 
precisando que en la materia electoral deben establecerse disposiciones que regulen el 
financiamiento público de los partidos políticos nacionales y locales. 

o) Por ello, estima que son infundados los conceptos de invalidez de los partidos políticos 
accionantes, donde consideran que el Congreso chiapaneco no es competente para emitir el 
Decreto 003, ya que, conforme al artículo 73 constitucional referido, el legislador federal 
emitió la Ley General de Partidos Políticos, de cuyo artículo 1 se desprende la concurrencia 
entre la Federación y los Estados para legislar, entre otros supuestos, el financiamiento 
público de los partidos políticos. 

p) En cuanto al artículo 32 de la Constitución local, impugnado por los partidos accionantes, 
considera que no contraviene la Constitución Federal, porque la regulación del financiamiento 
público local corresponde a las entidades federativas, no implica una intromisión al principio 
de auto-organización de los partidos y la manera de distribuir el financiamiento es adecuada. 

q) Por otra parte, señala que conforme a la Ley General de Partidos Políticos, la norma 
impugnada no establece una limitación en el financiamiento público local de los partidos 
políticos nacionales, sino que sólo establece una modalidad para su ejercicio. 

r) Considera que si una norma admite distintas interpretaciones, la Suprema Corte debe optar 
por aquella que sea compatible con la Constitución Federal. 

s) Señala que la norma impugnada busca otorgar mejores mecanismos a los partidos políticos 
en el acceso al financiamiento público, ponderando el derecho humano a la salud pública en 
el contexto mundial de la pandemia. 

t) Esto es acorde con el criterio de la Corte en el sentido de que los Estados de la Federación 
tienen la facultad de regular y ampliar los derechos humanos, además de que el principio pro-
persona obliga a que las autoridades legislativas opten por la interpretación que tienda a la 
protección más amplia de los derechos humanos. 
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8. Opinión de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Por escrito 
recibido el veintiocho de diciembre de dos mil veintiuno, la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación opinó, en síntesis, lo siguiente: 

a) Del primer concepto de invalidez se abstuvo de opinar, porque el tema de las violaciones al 
procedimiento legislativo rebasa el ámbito de su competencia en materia electoral. 

b) Del segundo concepto de invalidez estima que el artículo 32, párrafo primero, de la 
Constitución del Estado de Chiapas vulnera la Constitución Federal y la Ley General de 
Partidos Políticos, en específico el artículo 52, párrafo 1; considera que de una interpretación 
sistemática y funcional de este precepto se entiende que basta con que un partido político 
nacional obtenga el tres por ciento en alguna elección local (Ejecutivo, Legislativo o los 
Ayuntamientos) para que tenga derecho al financiamiento público local. 

c) Del tercer concepto de invalidez considera que el artículo 32, párrafo segundo, de la 
Constitución del Estado de Chiapas es acorde con la Constitución Federal, pues en la acción 
de inconstitucionalidad 38/2017 y sus acumuladas 39/2017 y 60/2017, el Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determinó que en el caso del financiamiento local de 
los partidos políticos nacionales existe libertad configurativa de los estados. 

9. Opinión de la Fiscalía General de la República y de la Consejería Jurídica del Gobierno Federal. 
La Fiscalía General de la República y la Consejería Jurídica del Gobierno Federal no emitieron opinión. 

10. Informe del Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana del Estado de Chiapas. Por escrito 
recibido el catorce de enero de dos mil veintidós, el Consejero Presidente del Instituto de Elecciones y 
Participación Ciudadana del Estado de Chiapas informó que el proceso electoral extraordinario inicia el 
primero de febrero de dos mil veintidós. 

11. Informe del Instituto Nacional Electoral. Por escrito recibido el veintiuno de diciembre de dos mil 
veintiuno, el Director Jurídico del Instituto Nacional Electoral remitió los estatutos, el registro vigente y 
los nombres de quienes presiden e integran los respectivos Comités Ejecutivos Nacionales de los 
partidos políticos accionantes. 

12. Alegatos. Por escrito recibido el treinta y uno de enero de dos mil veintidós, la delegada del PRI 
formuló los alegatos que estimó pertinentes. 

13. Cierre de la instrucción. El cuatro de febrero dos mil veintidós, se declaró cerrada la instrucción y se 
envió el expediente al Ministro instructor para la elaboración del proyecto de resolución. 

I. COMPETENCIA. 

14. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para resolver la 
presente acción de inconstitucionalidad, de conformidad con los artículos 105, fracción II, inciso f), de la 
Constitución Federal2, y 10, fracción I de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación3, porque 
los partidos políticos accionantes plantean una posible contradicción entre la Constitución Federal y el 
Decreto 005 por el que se reformó el artículo 32, párrafos primero y segundo, de la Constitución Política 
del Estado de Chiapas. 

II. PRECISIÓN DE LAS NORMAS IMPUGNADAS. 

15. Esta sentencia debe contener la fijación breve y precisa de las normas generales que son materia de la 
presente acción de inconstitucionalidad, conforme al artículo 41, fracción I, de la Ley Reglamentaria de 
las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos4. 

 
2 ARTÍCULO 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: [...] 
II.- De las acciones de inconstitucionalidad que tengan por objeto plantear la posible contradicción entre una norma de carácter general y esta 
Constitución. 
Las acciones de inconstitucionalidad podrán ejercitarse, dentro de los treinta días naturales siguientes a la fecha de publicación de la norma, 
por: [...] 
f) Los partidos políticos con registro ante el Instituto Nacional Electoral, por conducto de sus dirigencias nacionales, en contra de leyes 
electorales federales o locales; y los partidos políticos con registro en una entidad federativa, a través de sus dirigencias, exclusivamente en 
contra de leyes electorales expedidas por la Legislatura de la entidad federativa que les otorgó el registro; [...] 
3 ARTÍCULO 10. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá funcionando en Pleno: 
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; [...]. 
4 ARTICULO 41. Las sentencias deberán contener: 
I. La fijación breve y precisa de las normas generales, actos u omisiones objeto de la controversia y, en su caso, la apreciación de las pruebas 
conducentes a tenerlos o no por demostrados; 
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16. Así pues, de una revisión de los conceptos de invalidez de los partidos políticos promoventes, se tiene 
que las normas generales impugnadas son los que aparecen en la siguiente tabla: 

TEMAS PRECISIÓN DE LAS NORMAS IMPUGNADAS 

TEMA 1 

Violaciones al 
procedimiento legislativo 

Decreto 005 por el que se reformó el artículo 32, párrafos primero y segundo, de la 
Constitución Política del Estado de Chiapas, publicado el veintiocho de octubre de dos mil 
veintiuno en el periódico oficial de la entidad federativa. 

TEMA 2 

Financiamiento público 
local de los partidos 
políticos nacionales 

Artículo 32, párrafo primero, en la porción normativa que dice: “para Diputados”, de la 
Constitución del Estado de Chiapas 

Artículo 32, párrafo segundo, en la porción normativa que dice: “El financiamiento público 
local para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos 
políticos nacionales se fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos 
inscritos en el padrón electoral del Estado de Chiapas, por el treinta y dos punto cinco por 
ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización.” de la Constitución del 
Estado de Chiapas 

 

III. OPORTUNIDAD. 

17. El plazo para promover una acción de inconstitucionalidad es de treinta días naturales y el cómputo 
inicia a partir del día siguiente a la fecha en que la norma general sea publicada en el medio oficial, con 
la precisión de que en materia electoral todos los días se consideran hábiles, conforme al artículo 60 de 
la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos5. 

18. En este caso, el Decreto 005 fue publicado el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno en el medio 
oficial local; así, el plazo para su impugnación transcurrió del veintinueve de octubre al veintisiete de 
noviembre del mismo año. En consecuencia, la acción de inconstitucionalidad es oportuna, pues 
ambos escritos de demanda se presentaron el veintiséis de noviembre de dicha anualidad en la Oficina 
de Certificación Judicial y Correspondencia de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación. 

IV. LEGITIMACIÓN. 

19. Los partidos políticos nacionales pueden ejercer la acción de inconstitucionalidad si: (i) cuentan con 
registro ante el Instituto Nacional Electoral; (ii) promueven por conducto de su dirigencia nacional; (iii) 
quien suscribe a nombre y en representación del partido cuenta con las facultades para ello; y (iv) las 
normas locales impugnadas son de naturaleza electoral, conforme a los artículos 105, fracción II, inciso 
f), de la Constitución Federal6 y 62, último párrafo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos7. 

20. i) El primer requisito queda satisfecho, porque del informe rendido por el Instituto Nacional Electoral se 
comprueba que el PAN y el PRI son partidos políticos nacionales con registros vigentes. 

21. ii) y iii) Asimismo, se satisfacen los requisitos segundo y tercero, porque el PAN promovió su demanda 
por conducto del Presidente del Comité Ejecutivo Nacional, cuya calidad quedó acreditada en el mismo 
informe, y cuya facultad de representación se encuentra en los artículos 53, 19 y 24 de los Estatutos de 
ese partido político8. 

 
5 ARTÍCULO 60. El plazo para ejercitar la acción de inconstitucionalidad será de treinta días naturales contados a partir del día siguiente a la 
fecha en que la ley o tratado internacional impugnado sean publicados en el correspondiente medio oficial. Si el último día del plazo fuese 
inhábil, la demanda podrá presentarse el primer día hábil siguiente. 
En materia electoral, para el cómputo de los plazos, todos los días son hábiles. 
6 Ver nota 3. 
7 ARTÍCULO 62. [...]  
En los términos previstos por el inciso f) de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se 
considerarán parte demandante en los procedimientos por acciones en contra de leyes electorales, además de las señaladas en la fracción I 
del artículo 10 de esta ley, a los partidos políticos con registro por conducto de sus dirigencias nacionales o estatales, según corresponda, a 
quienes les será aplicable, en lo conducente, lo dispuesto en los dos primeros párrafos del artículo 11 de este mismo ordenamiento. 
8 ARTÍCULO 53. Son facultades y deberes del Comité Ejecutivo Nacional: 
a) Ejercer por medio de su Presidente o de la persona o personas que estime conveniente designar al efecto, la representación legal de 
Acción Nacional, en los términos de las disposiciones que regulan el mandato tanto en el Código Civil para el Distrito Federal en materia 
común y para toda la República en materia Federal, en la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y Ley Federal del Trabajo. En 
consecuencia, el Presidente gozará de todas las facultades generales y aun las que requieran cláusula especial conforme a la Ley, para 
pleitos y cobranzas, actos de administración, actos de dominio y para suscribir títulos de crédito. Las disposiciones de tales ordenamientos 
legales se tienen aquí por reproducidas como si se insertaran a la letra, así como los relativos de la legislación electoral vigente; 
ARTÍCULO 19. La máxima autoridad de Acción Nacional reside en la Asamblea Nacional. 
ARTÍCULO 24. 
1. El Presidente del Comité Ejecutivo Nacional lo será también de la Asamblea Nacional Ordinaria y Extraordinaria. [...] 
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22. Por su parte, el PRI promovió su demanda por conducto del Presidente del Comité Ejecutivo Nacional, 
cuya calidad quedó acreditada en el mismo informe, y cuya facultad de representación consta en los 
artículos 89, 67 y 68 de los Estatutos de dicho partido político9. 

23. iv) Finalmente, se cumple con el cuarto requisito, porque los partidos políticos accionantes impugnan 
los párrafos primero y segundo del artículo 32 de la Constitución Política del Estado de Chiapas, 
disposición que en lo esencial versa sobre el financiamiento público local de los partidos políticos. 

24. Así, conforme al criterio de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, dado que la norma impugnada 
se refiere al financiamiento público, se relaciona indirectamente con el proceso electoral, por lo que su 
naturaleza electoral queda acreditada para fines de la procedencia de la acción de inconstitucionalidad 
promovida por los partidos políticos10. 

25. Por lo tanto, la presente acción fue promovida por partes legitimadas, pues quedaron satisfechos los 
requisitos previstos en la Constitución Federal y la Ley Reglamentaria de la materia. 

V. CAUSAS DE IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO. 

26. Lo referente a la procedencia de la acción de inconstitucionalidad es de estudio preferente, por lo que 
es necesario examinar las causas de improcedencia y sobreseimiento planteadas por las autoridades 
demandadas. 

27. Al respecto, el Poder Legislativo del Estado de Chiapas considera que la acción de inconstitucionalidad 
es improcedente, porque la norma impugnada no contraviene la Constitución Federal. Señala que esta 
norma fue emitida conforme a la libertad configurativa de que goza la legislatura local, con el objetivo 
de establecer un financiamiento público equitativo e imparcial para los partidos políticos, tomando en 
cuenta la pandemia y ponderando el bien jurídico que es la salud pública. Además, para su emisión, se 
siguió el procedimiento de reformas constitucionales previsto en los artículos 135 de la Constitución 
Federal y 124 de la Constitución del Estado. 

28. Esta causal de improcedencia debe desestimarse, pues el Congreso local hace valer una causal que 
involucra una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del asunto, porque determinar si la 
legislatura cuenta o no libertad configurativa en este tema, los fines de la reforma y si siguió o no el 
procedimiento legislativo son argumentos que ameritan un estudio de fondo11. 

VI. ESTUDIO DE FONDO. 

29. En este apartado, se analizarán los conceptos de invalidez formulados por los partidos políticos 
promoventes conforme a los siguientes temas: 

TEMA 1. VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. 

30. El Partido Revolucionario Institucional señala violaciones al procedimiento legislativo, argumentando 
que (A) el legislador no motivó la reforma al artículo 32 de la Constitución del Estado de Chiapas y (B) 
la intervención de los ayuntamientos fue irregular en varios sentidos. 

31. Dado que el promovente hace valer violaciones al procedimiento de reformas, este tópico deberá 
analizarse prioritariamente, ya que, de resultar fundado, su efecto sería la invalidez de todo el Decreto 
005, lo que haría innecesario ocuparse del resto de los argumentos de inconstitucionalidad12. 

 
9 ARTÍCULO 89. La persona titular de la Presidencia del Comité Ejecutivo Nacional tendrá las facultades siguientes: 
XVI. Ocurrir en representación del Partido para promover la acción de inconstitucionalidad referida en el artículo 105, fracción II, inciso f, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando se trate de plantear una posible contradicción entre una norma de carácter 
general y la propia Constitución; 
ARTÍCULO 67. La Asamblea Nacional es el órgano supremo del Partido [...]. 
ARTÍCULO 68. Los trabajos de la Asamblea Nacional estarán coordinados por una mesa directiva que tendrá la siguiente integración: 
I. Una Presidencia, que corresponderá a la persona que presida el Comité Ejecutivo Nacional;  
10 En los párrafos 33 a 40 de la acción de inconstitucionalidad 15/2017 y sus acumuladas 16/2017, 18/2017 y 19/2017, resueltas el diecisiete 
de agosto de dos mil diecisiete, el Pleno sostuvo que, para fines de la procedencia de la acción de inconstitucionalidad promovida por los 
partidos políticos, se tiene por nomas relacionadas directamente con los procesos electorales las que: (1) establecen el régimen normativo de 
los procesos electorales y (2) los principios para la elección de determinados servidores públicos. Por otra parte, se tiene como normas 
relacionadas indirectamente las reglas sobre: (1) distritación y redistritación; (2) la creación de órganos administrativos para fines electorales; 
(3) la organización de las elecciones; (4) el financiamiento público; (5) la comunicación social de los partidos políticos; (6) los límites de las 
erogaciones y montos máximos de aportaciones en materia de financiamiento partidario; (7) los delitos y faltas administrativas de carácter 
electoral y sus sanciones; y (8) la integración de los órganos jurisdiccionales electorales. 
En todo caso, se considera como no electoral lo que no se relaciona de algún modo con los procesos electorales, sin perder de vista que la 
división mencionada es con la única finalidad de determinar la procedencia en esta vía cuando se intenta por partidos políticos. 
11 Tesis P./J. 36/2004 de rubro: ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL DE IMPROCEDENCIA QUE 
INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Novena época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
tomo XIX, junio de 2004, página 865 y registro digital 181395. 
12 Tesis P./J. 32/2007 de rubro: “ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD EN MATERIA ELECTORAL. LAS VIOLACIONES PROCESALES 
DEBEN EXAMINARSE PREVIAMENTE A LAS VIOLACIONES DE FONDO, PORQUE PUEDEN TENER UN EFECTO DE INVALIDACIÓN 
TOTAL SOBRE LA NORMA IMPUGNADA, QUE HAGA INNECESARIO EL ESTUDIO DE ÉSTAS”. Novena Época del Semanario Judicial de 
la Federación y su Gaceta, tomo XXVI, diciembre de 2007, página 776 y registro digital 170881. 
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32. Por su importancia, es necesario ocuparse desde ahora de lo afirmado por el Poder Legislativo del 
Estado de Chiapas en su informe, cuando señala que la reforma impugnada se publicó mediante el 
Decreto 003 (el veintisiete de octubre de dos mil veintiuno), y no mediante el Decreto 005, (el veintiocho 
de octubre del mismo año), como afirman los partidos accionantes en sus demandas. Ese argumento 
es inexacto. 

33. De los antecedentes legislativos remitidos por el propio Legislativo a esta Suprema Corte, este Pleno 
advierte que la reforma impugnada sí fue publicada mediante el Decreto 005, y que mediante el 
Decreto 003 lo que se publicó fue la “Minuta con Proyecto de Decreto” en cumplimiento de lo 
establecido en la fracción II del artículo 124 de la Constitución del Estado de Chiapas, como una más 
de las fases del proceso de reforma constitucional en la entidad federativa. 

34. Por lo demás, este Tribunal Pleno considera que son infundados los conceptos de invalidez. 

35. Para demostrarlo, se establecerá el parámetro de regularidad constitucional en la materia (I); las 
normas vigentes aplicables a las reformas constitucionales en el Estado de Chiapas (II); se hará una 
relatoría de los trabajos legislativos (III); y, finalmente, se dará respuesta a los argumentos de  invalidez 
(IV). 

36. I. PARÁMETRO DE REGULARIDAD CONSTITUCIONAL. Sobre el tema de violaciones al 
procedimiento legislativo, este Tribunal Pleno en diversos precedentes se ha pronunciado en el sentido 
de que las violaciones a las formalidades del procedimiento legislativo deben abordarse desde la 
consideración de las premisas básicas en las que se asienta la democracia representativa como 
modelo de Estado, de acuerdo con los artículos 39, 40, 41 y 116 de la Constitución Federal. 

37. Para ello, la evaluación del potencial invalidante debe equilibrar dos principios que se encuentran en 
natural tensión. Por un lado, un principio que este Tribunal ha denominado de economía procesal, que 
apunta a la necesidad de no reponer innecesariamente etapas procedimentales cuando ello pudiera no 
tener como resultado un cambio sustancial de la voluntad parlamentaria; y, por el contrario, un principio 
de equidad en la deliberación parlamentaria, que apunta a la necesidad de no considerar 
automáticamente como irrelevantes todas las infracciones procedimentales que se produzcan en una 
tramitación parlamentaria13. 

38. Es este último principio, el de la equidad en la deliberación parlamentaria, el que está estrechamente 
vinculado con la esencia y valor mismo de la democracia como sistema de adopción de decisiones 
públicas en contextos caracterizados por el pluralismo político. 

39. La democracia representativa es un sistema político en el que las decisiones se toman por una mayoría 
de los votos de los representantes, en donde lo sometido a votación ha sido objeto de deliberación por 
parte, no solo de las mayorías, sino también de las minorías políticas. 

40. Es precisamente el peso representativo y la naturaleza de la deliberación pública lo que otorga todo su 
sentido a la reglamentación del procedimiento legislativo y a la necesidad de imponer su respeto, sobre 
todo a los legisladores cuando actúan como órgano de reforma constitucional. 

41. Si el simple respeto a las reglas de votación pudiera convalidar cualquier desconocimiento del resto de 
las reglas que rigen el procedimiento legislativo, la dimensión deliberativa de la democracia carecería 
de sentido, precisamente porque las minorías, por su propia naturaleza, están predestinadas a no 
imponerse en la votación final a menos que su opinión coincida con un número suficiente de 
integrantes de otras fuerzas políticas. 

42. Por tanto, es aquí donde cobran toda su importancia las reglas que garantizan la participación efectiva 
de las minorías, al regular, por citar algunos ejemplos, la conformación del orden del día, las 
convocatorias a las sesiones, las reglas de integración de la Cámara, la estructuración del proceso de 
discusión o el reflejo de las conclusiones en los soportes documentales correspondientes. 

 
13 El criterio sostenido en estos precedentes se ha aplicado en las siguientes acciones: a) Acción de Inconstitucionalidad 9/2005, promovida 
por el Partido Revolucionario Institucional, resuelta el trece de junio de dos mil cinco, por mayoría de 6 votos. Ministros disidentes: Luna 
Ramos, Díaz Romero, Góngora Pimentel, Sánchez Cordero y Silva Meza; b) Acción de inconstitucionalidad 50/2015 y sus acumuladas 
55/2015, 56/2015 y 58/2015, promovidas por Partidos Políticos Movimiento Ciudadano, Acción Nacional, Revolución Democrática y 
MORENA, resueltas el diez de noviembre de dos mil quince, por mayoría de ocho votos. Ministros disidentes: Franco González Salas, 
Zaldívar Lelo de Larrea y Silva Meza; c) Acción de inconstitucionalidad 112/2019 y sus acumuladas 113/2019, 114/2019, 115/2019, 119/2019 
y 120/2019, promovidas por Partidos Acción Nacional, Movimiento Ciudadano, De la Revolución Democrática, Revolucionario Institucional, De 
Baja California y Comisión Nacional de los Derechos Humanos, resuelta el once de mayo de dos mil veinte, por unanimidad de once votos; d) 
Acción de inconstitucionalidad 31/2019, promovida por Diputados de la Sexagésima Legislatura del Estado de Chihuahua, resuelta el uno de 
julio de dos mil diecinueve, por mayoría de siete votos. Ministros disidentes: Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco 
González Salas y Medina Mora I. 
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43. Así, el órgano legislativo, antes de ser un órgano decisorio tiene que ser un órgano deliberante donde 
encuentren cauce de expresión las opiniones de todos los grupos, tanto los mayoritarios como los 
minoritarios. 

44. Las reglas que disciplinan el procedimiento legislativo protegen el derecho de las minorías a influir y 
moldear en el transcurso de la deliberación pública aquello que será objeto de la votación final y, por 
tanto, otorgan pleno sentido a su condición de representantes de los ciudadanos. 

45. De conformidad con lo expuesto, para determinar si las violaciones al procedimiento legislativo 
redundan en la violación de las garantías de debido proceso y legalidad consagradas en los artículos 
14, segundo párrafo y 16, primer párrafo, de la Constitución Federal, y provocan la invalidez de la 
norma emitida, o si, por el contrario, no tienen relevancia invalidatoria por no llegar a trastocar los 
atributos democráticos de la decisión final, es necesario evaluar el cumplimiento de los estándares 
siguientes: 

a) El procedimiento legislativo debe respetar el derecho a la participación de todas las fuerzas 
políticas con representación parlamentaria en condiciones de libertad e igualdad. 

 En otras palabras, es necesario que se respeten los cauces que permitan tanto a las 
mayorías como a las minorías parlamentarias expresar y defender su opinión en un contexto 
de deliberación pública, lo que otorga relevancia a las reglas de integración y quórum y a las 
que regulan el objeto y desarrollo de los debates en el seno de las Cámaras. 

b) El procedimiento deliberativo debe culminar con la correcta aplicación de las reglas de 
votación establecidas. 

c) Tanto la deliberación parlamentaria como las votaciones deben ser públicas. 

46. Así, en atención a los criterios expuestos, debe evaluarse el procedimiento legislativo en su integridad, 
pues es necesario determinar si la existencia de ciertas irregularidades procedimentales impacta o no 
en la calidad democrática de la decisión final14. 

47. Con el cumplimiento de los presupuestos referidos se asegura que todos los representantes tengan 
una participación activa y eficaz en el procedimiento legislativo, respetando los principios de igual 
consideración y respeto de todas las opiniones, corrientes e ideas. 

48. En conclusión, en un Estado democrático es imprescindible que la Constitución imponga ciertos 
requisitos de forma, publicidad y participación para la creación, reforma o modificación de las normas 
del ordenamiento jurídico, porque así se asegura la participación de las minorías y el cumplimiento de 
los principios democráticos. 

49. II. NORMAS APLICABLES. Por lo tanto, a efecto de analizar los conceptos de invalidez, es necesario 
mencionar previamente las reglas que rigen el procedimiento legislativo en el Estado de Chiapas. 

50. Al respecto, la Constitución del Estado establece lo siguiente: 

i. El Congreso del Estado se compone por un total de cuarenta diputados (artículo 37)15; 

ii.  El derecho de iniciar leyes o decretos le compete, entre otros, al titular del Poder Ejecutivo 
del Estado (artículo 4816); 

iii.  Los proyectos de leyes o decretos que sean aprobados por el Congreso se remitirán al 
Ejecutivo, quien, si no tiene observaciones, ordenará su publicación inmediata (artículo 4917); 

 
14 Resultan aplicables las tesis L/2008 y XLIX/2008, respectivamente de rubros: “PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS CUYO 
CUMPLIMIENTO SE DEBE VERIFICAR EN CADA CASO CONCRETO PARA LA DETERMINACIÓN DE LA INVALIDACIÓN DE AQUÉL” y 
“FORMALIDADES DEL PROCEDIMIENTO LEGISLATIVO. PRINCIPIOS QUE RIGEN EL EJERCICIO DE LA EVALUACIÓN DE SU 
POTENCIAL INVALIDATORIO”. 
15 Artículo 37. [...] 
El Congreso del Estado, se integrará con veinticuatro diputados electos según el principio de mayoría relativa, mediante el sistema de distritos 
uninominales y por dieciséis diputados electos según el principio de representación proporcional, de acuerdo al sistema de listas votadas en 
una circunscripción plurinominal única, conforme lo determine la Ley.  
16 Artículo 48. El derecho de iniciar leyes o decretos compete: 
I. Al Titular del Poder Ejecutivo del Estado.  
[...] 
17 Artículo 49. Todo proyecto de ley o decreto que sea rechazado por el Congreso del Estado, no podrá volver a presentarse en el mismo 
periodo de sesiones.  
Los proyectos de ley o decreto aprobados por el Congreso del Estado, se remitirán al Ejecutivo, quien, si no tuviere observaciones que hacer, 
los publicará inmediatamente.  
[...] 
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iv. Es facultad del Gobernador iniciar ante el Congreso las leyes y decretos, y promulgar y ejecutar 
las leyes y decretos que expida el Congreso (artículo 59, fracciones I y XVI18) 

v. Para que una adición o reforma a la Constitución pueda ser parte de la misma, se necesita que 
el Congreso apruebe por las dos terceras partes de los Diputados que lo integren las reformas o 
adiciones (I); que la minuta proyecto de decreto se publique en el medio oficial local (II); que la 
mayoría de los Ayuntamientos den su aprobación dentro de los treinta días siguientes a que se 
les comunique la minuta, en el entendido de que su abstención implica aprobación (III); y que el 
Congreso realice el cómputo de los Ayuntamientos que aprobaron la minuta para, en su caso, 
realizar la declaratoria correspondiente (IV) (artículo 12419). 

51. La Ley de Desarrollo Constitucional en Materia de Gobierno y Administración Municipal del Estado de 
Chiapas establece lo siguiente: 

i. Los Ayuntamientos tienen la atribución de intervenir en las reformas a la Constitución (artículo 
45, fracción XXIV20); 

52. La Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Chiapas establece lo que sigue: 

i. El Gobernador podrá instar leyes o decretos y hacerlas llegar al Congreso por conducto de la 
Secretaría General de Gobierno para su trámite legislativo (artículos 10 y 29, fracción III21). 

53. La Ley Orgánica del Congreso señala lo siguiente: 

i. Existen comisiones ordinarias y especiales para estudiar, dictaminar y seguir los asuntos que 
le competa al Congreso. Las comisiones ordinarias tienen a su cargo lo relacionado con la 
materia propia de su denominación, así como el análisis y dictamen de las iniciativas de leyes 
y decretos de su competencia (artículo 32, punto 122); 

ii. La Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales es una comisión ordinaria que le 
compete estudiar y reglamentar, entre otras, las iniciativas de reformas constitucionales 
(artículos 32, punto 2, y 39, punto 1, fracción I23); 

 
18 Artículo 59. Son facultades y obligaciones del Gobernador, las siguientes:  
I. Promulgar y ejecutar las leyes y decretos que expida el Congreso del Estado, para proveer en la esfera administrativa a su fiel observancia, 
así como ejecutar los actos administrativos que al Ejecutivo del Estado encomienden las leyes federales.  
[...] 
XVI. Iniciar ante el Congreso del Estado, las leyes y decretos que juzgue convenientes.  
[...] 
19 Artículo 124. Para que las adiciones y reformas a la presente Constitución puedan ser parte de la misma, se requiere:  
I. Que el Congreso del Estado, con la aprobación de las dos terceras partes de los Diputados que lo integren, acuerden las reformas o 
adiciones.  
II. Que la Minuta Proyecto de Decreto se publique en el Periódico Oficial del Estado.  
III.- Que la mayoría de los Ayuntamientos den su aprobación dentro de los 30 días siguientes a aquel en que hubiere comunicado la Minuta 
Proyecto de Decreto de reformas y/o adiciones, entendiéndose que su abstención es aprobación.  
I. (SIC) El Congreso del Estado o la Comisión Permanente en su caso, harán el computo de los votos de los Ayuntamientos que aprueben la 
Minuta Proyecto de Decreto de reformas y adiciones y realice la declaratoria correspondiente.  
20 Artículo 45. Son atribuciones de los Ayuntamientos: 
[...] 
XXIV.- Intervenir en las reformas de la Constitución Política del Estado libre y Soberano de Chiapas; 
[...]. 
21 Artículo 10.- El Gobernador del Estado podrá expedir con las formalidades legales los decretos, acuerdos, instructivos, circulares y oficios 
que considere necesarios para el buen desempeño de sus funciones, publicando en el Periódico Oficial los que por su naturaleza lo 
requieran. Para su validez deberán ser firmados por la Secretaría General de Gobierno y los titulares de las Dependencias o Entidades a las 
que corresponda intervenir en función de su competencia. 
De la misma forma podrá instar leyes o decretos, en términos de lo previsto en la Constitución Política local, y hacerlas llegar al Congreso del 
Estado para su trámite legislativo, por conducto de la Secretaría General de Gobierno. 
Artículo 29.- A la Secretaría General de Gobierno corresponde el despacho de los siguientes asuntos: 
[...] 
III. Enviar al Congreso del Estado, en representación del Titular del Poder Ejecutivo las iniciativas de leyes y decretos que éste promueva. 
[...] 
22 Artículo 32.- 
1. Para el estudio, dictamen y seguimiento de los asuntos que el congreso del estado deba tratar por razones de competencia, se constituirán 
comisiones, ordinarias y especiales 
Las comisiones ordinarias tendrán a su cargo las cuestiones relacionadas con la materia propia de su denominación y el análisis y dictamen 
de las iniciativas de leyes y decretos de su competencia. 
23 Artículo 32.- 
[...] 
2. Las comisiones ordinarias son: 
I. De gobernación y puntos constitucionales; 
[...] 
Articulo 39.- 
1. En general la competencia de estas comisiones es la que se deriva de su propia denominación en correspondencia con las respectivas 
áreas de la administración pública, y conocerán para su estudio, dictamen y seguimiento entre otros aspectos, de los siguientes asuntos: 
i. La comisión de gobernación y puntos constitucionales, estudiara y reglamentara en el área de su competencia todas las iniciativas de 
reformas constitucionales, leyes reglamentarias y bases generales de reglamentos municipales; 
[...] 
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iii. Las sesiones de las comisiones deberán ser formales y su actuación es colegiada. Los 
asuntos a tratar se deben comunicar a sus miembros por lo menos con veinticuatro horas de 
anticipación (artículo 34, punto 224); 

iv. Las comisiones tomarán sus decisiones por mayoría de votos; los dictámenes deberán ser 
firmados por la mayoría de los integrantes; si un miembro disiente de la resolución, podrá 
firmar un voto particular dirigido al Diputado Presidente de la Mesa Directiva, para ponerlo a 
consideración del Pleno (artículo 35, punto 125). 

54. Finalmente, el Reglamento del Congreso señala lo siguiente: 

i. Los diputados reunidos que formen quórum en el recinto oficial constituyen el Pleno del 
Congreso. El quórum para celebrar sesiones se forma con la concurrencia de la mitad más 
uno de los diputados integrantes de la legislatura, salvo que la sesión sea para discutir leyes, 
pues en ese caso deberá ser de las dos terceras partes de los diputados integrantes de la 
legislatura (artículo 2526); 

ii.  Las comisiones deben contar con una Mesa Directiva conformada por un Presidente, un 
Vicepresidente, un Secretario y cuatro Vocales (artículo 5927); 

iii.  El Presidente de la Comisión será el responsable de los expedientes que pasen a su estudio; 
deberá acusar recibo con copia para los integrantes de la Comisión, citándolos a una reunión 
para conocer el contenido del asunto. Las reuniones serán públicas, salvo que así lo acuerden 
los integrantes (artículos 66 y 6728); 

iv.    Las comisiones deberán reunirse mediante convocatoria de su Presidente, quien deberá 
entregar la misma con veinticuatro horas de anticipación a los miembros de la Comisión 
(artículo 6829); 

 
24 Articulo 34.- 
[...] 
2. Las sesiones de comisiones serán formales y su actuación deberá ser colegiada; debiéndose comunicar a sus miembros los asuntos a 
tratar con por lo menos veinticuatro horas de anticipación. 
[...] 
25 Articulo 35.- 
1. Las comisiones tomaran sus decisiones por mayoría de votos de sus miembros. los dictámenes que produzcan deberán presentarse 
firmados por la mayoría de los diputados que las integren. cuando alguno de los miembros de una comisión disienta de la resolución 
adoptada, podrá expresar su parecer por escrito, firmando como voto particular dirigido al diputado presidente de la mesa directiva, a fin de 
que se ponga a consideración del pleno. 
26 Artículo 25 
El Pleno del Congreso del Estado, lo constituyen los diputados reunidos que formen quórum legal en el recinto oficial para celebrar sesión del 
Congreso, en los términos previstos en la Ley Orgánica y este reglamento.  
El Sistema Electrónico de asistencia y de votación se abrirá y se cerrará previa instrucción de la Presidencia de la Mesa Directiva, hasta por el 
tiempo que esta misma señale, después de lo cual, el Secretario en funciones preguntará si falta algún Diputado por emitir su voto, y de ser 
así y habiendo vencido el término establecido para hacerlo, lo registrará de manera nominal o económica según sea el caso.  
En caso de que las sesiones del pleno se efectúen fuera del recinto legislativo o por imprevistos que efectúen el adecuado funcionamiento del 
Sistema Electrónico de asistencia y votación, se utilizará el sistema tradicional.  
En los casos en que se requiera la verificación del quórum, el Presidente de la Mesa Directiva ordenará abrir el Sistema Electrónico de 
asistencia y votación hasta por cinco minutos.  
El quórum Legal del Congreso para celebrar sesiones y ejercer su encargo, se formará con la concurrencia de la mitad más uno de los 
diputados que integran la legislatura.  
El quórum requerido en las sesiones donde se discutan las leyes, deberá ser de las dos terceras partes de los diputados que integran la 
legislatura.  
27 Artículo 59  
Para el estudio, dictamen y seguimiento de los asuntos que el Congreso del Estado debe tratar por razones de competencia, se constituirán 
Comisiones a que se refiere la Ley Orgánica del Congreso, debiendo contar con una Mesa directiva que estará conformada por un 
Presidente, un Vicepresidente, un Secretario y 4 Vocales, los cuales en ausencia del secretario realizaran dicha función, por designación del 
Presidente.  
Para hacer más eficiente la labor en las Comisiones de los Diputados tendrán acceso a todos los documentos y medios de información 
disponibles en el Congreso inherentes a la competencia de la Comisión respectiva.  
28 Artículo 66  
Al recibir las Comisiones los asuntos que les turnen, su Presidente será el responsable de los expedientes que pasen a su estudio, quien 
acusaría el recibo correspondiente con copia para los demás integrantes de la comisión, citándolos a una reunión en la que se daría a 
conocer el contenido del asunto recibido, y se acordaría el procedimiento a seguir para obtener la información necesaria que permita la 
elaboración del dictamen correspondiente.  
Si el caso lo permite, podrán realizarse consultas y foros de participación social, así como comparecencias de los particulares y de los 
servidores públicos relacionados con el asunto.  
Artículo 67  
Las reuniones de las Comisiones deberán ser públicas, salvo que el asunto requiera tratarse en privado, previo acuerdo de los integrantes de 
la Comisión; asimismo, podrán celebrar reuniones en línea, cuando se presenten los supuestos que señala el artículo 5 Bis. de este 
Reglamento.  
29 Artículo 68 
Las Comisiones se reunirán mediante convocatoria de su Presidente quien la deberá entregar a los miembros de la Comisión, con 
veinticuatro horas de anticipación.  



 DIARIO OFICIAL Viernes 20 de mayo de 2022 

v. En la convocatoria se debe incluir lo siguiente: el proyecto de orden del día; la fecha, hora y 
lugar de su realización; y los documentos relacionados con los asuntos (artículo 6930); 

vi. El quórum de las reuniones de las comisiones se hará con la presencia de la mayoría absoluta 
de sus integrantes, misma que se requiere para tomar las resoluciones (artículo 7131); 

vii.  El proyecto de dictamen será presentado por el Presidente a los demás integrantes de la 
Comisión para su discusión y aprobación (artículo 7932); 

viii. La Comisión deberá presentar por escrito su dictamen dentro de los quince días siguientes a 
la fecha en que lo recibió (artículo 8033); 

ix. Aprobado el dictamen por la Comisión, el Presidente lo turnará a su homólogo de la Mesa 
Directiva en un plazo no mayor a tres días para, en su caso, agendarlo en el orden del día de 
la sesión respectiva (artículo 8834); 

x. Los dictámenes contendrán como mínimo los antecedentes del trabajo de la Comisión; una 
explicación resumida de los motivos en que se basa; una parte expositiva de las razones 
jurídicas en que se funda y justifica; y los puntos resolutivos (artículo 9035); 

xi. Si el dictamen se refiere a la proposición de una iniciativa de ley, decreto o acuerdo debe 
contener una exposición concisa de lo que la motiva, las razones o fundamentos del dictamen 
en una parte específica y fundar la adopción del proyecto en un sólo artículo en los puntos 
resolutivos si se adopta la totalidad del mismo (artículo 9136); 

xii. Los dictámenes se entregarán a la Secretaría de Servicios Parlamentarios para la impresión 
de las copias que se entregarán a los diputados, para que se acuerde con la Mesa Directiva la 
inclusión para su análisis y discusión en el orden del día (artículo 9237); 

xiii. Las iniciativas de leyes o decretos presentadas al Congreso deberán constar por escrito y 
estar dirigidas a su Presidente, con el nombre y la firma de los autores (artículo 96, primer 
párrafo38); 

 
30 Artículo 69  
En las convocatorias a reuniones de Comisiones se incluirá lo siguiente:  
I. Proyecto de orden del día; 
II. Fecha, hora y lugar de su realización; y 
III. Documentos relacionados con los asuntos a tratar.  
31 Artículo 71  
El quórum de las reuniones de las comisiones se hará con la presencia de la mayoría absoluta de sus integrantes.  
Las resoluciones de las Comisiones serán tomadas por mayoría absoluta y en caso de empate su Presidente tendrá voto de calidad.  
32 Artículo 79  
Concluidos los trabajos de la Comisión, el proyecto de dictamen será presentado por el Presidente de la Comisión a los demás integrantes de 
esta, para su discusión y en su caso aprobación.  
Los legisladores que no hubieran estado presentes en la reunión de Comisión, podrán adherirse mediante su firma al dictamen o resolución 
correspondiente, sin que este acto justifique su inasistencia.  
33 Artículo 80  
Toda Comisión presentará su dictamen por escrito de los asuntos de su competencia, dentro de los quince días siguientes al de la fecha en 
que los haya recibido, pudiendo la Presidencia de la Mesa Directiva, por sí misma o a petición del autor o autores de la iniciativa o 
proposición, fijar plazo diferente para su desahogo.  
34 Artículo 88  
Aprobado el dictamen, el Presidente de la Comisión lo turnará al Presidente de la Mesa Directiva en un plazo que no excederá de tres días 
para que, de ser procedente, se agende en el orden del día de la sesión respectiva.  
35 Artículo 90  
Todo dictamen contendrá, cuando menos, lo siguiente:  
I. Referencia de los antecedentes del trabajo de la Comisión, que incluya el resultado de las consultas, comparecencias y conferencias 
llevadas a cabo;  
II. Explicación resumida de los motivos generales y particulares, en que se basa; 
III. Una parte expositiva de las razones jurídicas en que se funde y justifique, y 
IV. Puntos resolutivos.  
36 Artículo 91  
Cuando el dictamen se refiera a la proposición de una iniciativa de ley, decreto o acuerdo, contendrá una exposición clara y precisa de los 
motivos de la misma, las razones o fundamentos en que apoyen su dictamen, dedicando la parte específica del mismo a ese propósito; en 
caso de adoptar el proyecto en su totalidad podrán fundar la adopción del mismo en un solo artículo que aparecerá en la parte resolutiva del 
dictamen. Si de dichas iniciativas o proyectos se hubieren modificado algún o algunos artículos, se hará constar así en la parte resolutiva, 
presentándolos con la redacción que se haya juzgado apropiada.  
37 Artículo 92  
Los dictámenes se entregarán a la Secretaría de Servicios Parlamentarios para que realice la impresión de las copias necesarias que serán 
entregadas a los diputados, y acuerde con la Mesa Directiva o la Comisión Permanente; en su caso, la inclusión de su análisis y discusión en 
el orden del día.  
38 Artículo 96 
Todas las iniciativas de ley o decreto que se presenten al Congreso del Estado, en ejercicio de la facultad a que se refiere el artículo 27 de la 
Constitución Política del Estado, deberán ser por escrito y dirigidas al Presidente del Congreso, con el nombre y firma de su autor o autores.   
[...] 
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xiv. A las iniciativas de leyes o decretos se les dará primera lectura ante el Pleno del Congreso y 
serán turnadas a la Comisión respectiva para su estudio y dictamen (artículo 96, segundo 
párrafo39); 

xv. No se puede discutir en el Pleno ninguna proposición o proyecto que no sea dictaminada 
antes por la Comisión (artículo 9840); 

xvi. Llegada la hora de la discusión de segunda lectura de los dictámenes de proyectos de leyes o 
decretos, se leerá ante el Pleno la iniciativa y luego el dictamen con el voto particular o de 
minoría si lo hay. Todo dictamen con proyecto de ley se discutirá primero en lo general y luego 
en lo particular. Si el proyecto de ley consta de menos de veinte artículos sólo será discutido y 
votado en lo general. Si ningún legislador pide la palabra en contra de un dictamen, el 
Presidente de la Comisión podrá exponer los motivos y fundamentos del dictamen (artículos 
104, fracción IV y 11141); 

xvii. Las votaciones son nominales, económicas y por cédula. La votación nominal se realiza 
mediante el Sistema Electrónico o en voz de cada legislador. Los dictámenes de las 
comisiones con proyecto de ley o decreto se votan nominalmente. Todas las votaciones se 
resuelven por mayoría absoluta de votos, salvo disposición constitucional o legal en contrario 
que disponga las dos terceras partes (artículos 131, 133, 134 y 14242); 

 
39 Artículo 96 
[...] 
A las iniciativas referidas en el párrafo anterior, se les dará primera lectura ante el Pleno del Congreso del Estado y serán turnadas a la 
Comisión Legislativa para su estudio y dictamen correspondiente.  
40 Artículo 98  
Ninguna proposición o proyecto podrá discutirse en el Pleno del Congreso, sin que primero pase a la Comisión o Comisiones 
correspondientes y éstas hayan dictaminado.  
41 Artículo 104 
Una vez leído el documento en el Pleno, se sujetará las reglas siguientes de discusión:  
[...] 
IV. En la discusión de segunda lectura de los dictámenes de proyectos de leyes o decretos y en el caso de discusión de los acuerdos, se 
observará lo siguiente:  
a. Llegada la hora de la discusión, se leerá la iniciativa, proposición u oficio que la hubiere provocado, y después, el dictamen de la Comisión 
a cuyo examen se remitió, y el voto particular o voto con dictamen de minoría, si lo hubiere.  
En caso de la existencia de voto particular o voto con dictamen de minoría, previamente a la discusión del dictamen, se abrirá el registro de 
hasta dos oradores en contra y dos a favor, quienes harán uso de la palabra por un tiempo máximo de cinco minutos.  
Concluida la discusión, el Presidente consultara al Pleno, en votación económica, si se acepta o se rechaza la propuesta.  
Cuando el voto particular o voto con dictamen de minoría sea aprobado, el dictamen será devuelto a la Comisión de origen para que dentro 
del término de diez días presente uno nuevo.  
b. Todo dictamen con Proyecto de Ley se discutirá primero en lo general, o sea en conjunto, y después en lo particular el contenido de los 
artículos. Cuando conste de menos de 20 artículos será discutido y votado solo en lo general.  
c. Previamente a la apertura del periodo de discusión, el secretario formará una lista de los diputados que pidan la palabra en contra y otra de 
los que la pidan a favor, las cuales leerá íntegras antes de comenzar la discusión.  
d. El Presidente de la Mesa Directiva, concederá el uso de la palabra a los legisladores inscritos, quienes hablarán alternadamente en contra 
o a favor, de conformidad al orden de las listas, comenzando por el inscrito en contra.  
Siempre que algún legislador de los que hayan pedido la palabra no estuviere presente en el salón cuando le toque hablar, se le colocará al 
último de su respectiva lista.  
e. Una vez agotada la participación de los oradores inscritos, se preguntará si está suficientemente discutido;  
f. Si se decide que no lo está, se continuará bajo las mismas bases establecidas anteriormente, y se hará por segunda y última vez la 
pregunta indicada;  
g. Si aún se resolviere por la negativa, podrán hablar dos diputados en contra y dos a favor por una sola vez, con lo que se tendrá el proyecto 
suficientemente discutido en lo general, seguidamente se someterá a votación en lo general.  
h. Seguidamente se pondrá a discusión desde luego los artículos en lo particular, observándose las mismas prevenciones anteriores, una vez 
agotado el procedimiento de discusión, el Presidente someterá a votación en lo particular;  
i. Si el proyecto sólo constare de un artículo, se pondrá a discusión, sujetándose a lo dispuesto en los incisos anteriores.  
Artículo 111  
Cuando nadie pida la palabra en contra de un dictamen, el Presidente de la Comisión podrá exponer los motivos o fundamentos que éste 
haya tenido para presentarlo en el sentido en que lo hubiere hecho.  
42 Artículo 131  
Habrá tres clases de votaciones: nominales, económicas y por cédula.  
Artículo 132  
Cuando llegue el momento de votar, el Presidente lo anunciará en el salón de sesiones y poco después comenzará la votación.  
Artículo 133 
La votación nominal se realiza a través del Sistema Electrónico o, en su caso, en voz alta por cada Diputado.  
Cuando se utiliza el Sistema Electrónico, el Presidente de la Mesa Directiva indica el tiempo de que se dispone para votar, una vez concluido 
el tiempo disponible el Secretario pregunta si falta algún Diputado por emitir su voto y, en su caso, lo registra nominalmente.  
De no disponer del Sistema Electrónico, o previo acuerdo de la Mesa Directiva recibe la votación nominal del modo siguiente:  
I.- El Presidente del Congreso, tomará la lista de asistencia y dirá en voz alta el nombre y los apellidos de cada uno de los diputados, y estos 
levantando la mano, contestaran en voz alta por la negativa o por la afirmativa;  
II.- Uno de los secretarios de la Mesa Directiva, apuntará los que aprueben y los que reprueben;  
III.- Concluido ese acto, uno de los mismos secretarios preguntara dos veces en voz alta, si falta algún miembro del Congreso por votar;  
IV. - Los secretarios harán enseguida la computación de los votos, y leerán los nombres de los que hubiesen aprobado y el otro de los que 
reprobaren; después dirán el número total de cada lista y harán pública el resultado de la votación.  
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xviii. Las actas contendrán una versión simplificada de la sesión. La Secretaría de Servicios 
Parlamentarios deberá conservar un Diario de los Debates del proceso legislativo. El Diario de 
los Debates deberán contener, entre otros, un acta circunstanciada de las sesiones y la 
inserción de los documentos a los que se les dio lectura en la sesión (artículos 146, 149 y 
15043); 

55. III. TRABAJOS LEGISLATIVOS. Establecida la normatividad que rige el procedimiento legislativo en el 
Estado de Chiapas, a continuación se narran los trabajos legislativos realizados con motivo de la 
emisión del Decreto 00544, poniendo énfasis en la motivación legislativa y la intervención de los 
ayuntamientos, pues esos dos aspectos son los señalados como irregulares por el partido  accionante 
(PRI). 

56. Presentación de la iniciativa. Por escrito recibido el diecinueve de octubre de dos mil veintiuno en el 
Congreso del Estado de Chiapas, la Secretaria General de Gobierno signó un oficio donde manifestó 
que, por instrucciones del Gobernador del Estado, remitía para su trámite parlamentario la iniciativa de 
“Decreto por el que se reforman los párrafos primero y segundo del artículo 32: y párrafos cuarto y 
noveno del artículo 101 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas”. 

57. Lectura y turno de la iniciativa a la Comisión. En la sesión ordinaria de veintiuno de octubre de dos 
mil veintiuno, la Diputada Presidenta (como parte del tercer punto del orden del día) informó al Pleno 
que se había recibido un oficio signado por la Secretaría General de Gobierno con la iniciativa de 
decreto. Por instrucciones de la misma Presidenta, la Diputada Secretaria dio lectura al documento. Al 
finalizar, la Presidenta ordenó que se turnara la iniciativa a la Comisión de Gobernación y Puntos 
Constitucionales para su estudio y dictamen. 

58. De la lista de asistencia, consta que 38 de los 40 legisladores estuvieron presentes en la sesión 
ordinaria del día veintiuno de octubre. 

59. Por escrito recibido el mismo veintiuno de octubre, el diputado Marcelo Toledo Cruz signó un oficio 
donde se le informaba el turno de la iniciativa de decreto para su dictamen en la Comisión de 
Gobernación y Puntos Constitucionales que preside. 

60. Dictamen de la Comisión. Por escrito signado el veinticinco de octubre de dos mil veintiuno, los 
integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales resolvieron y dictaminaron la 
iniciativa de decreto por mayoría de seis votos de los diputados y diputadas Marcelo Toledo Cruz 
(presidente), Fabiola Ricci Diestel (Vicepresidenta), Enrique Zamora Morlet (Secretario), Carlos Mario 
Estrada Urbina, Elizabeth Escobedo Morales y Carolina Zuarth Ramos (Vocales), con el voto en contra 
del diputado Rubén Antonio Zuarth Esquinca (vocal). 

61. El Dictamen consta de los apartados siguientes: I.- Del Trámite Legislativo; II.- Materia de la iniciativa; 
III.- Valoración de la iniciativa; Considerando; Resolutivo único; Transitorios. 

 
Al concluir la votación la Secretaria informa el resultado al Presidente de la Mesa Directiva, quien hace la declaratoria correspondiente y 
ordena el trámite que procede.  
Artículo 134  
Se votaran nominalmente los dictámenes de las comisiones con proyecto de Ley o Decreto; cuando así lo acuerde la Mesa Directiva; o lo 
soliciten dos o más Diputados con la aprobación del pleno y si se aprueba o no cada artículo de los que compongan el indicado proyecto o 
cada proposición de las que forman el artículo.  
Artículo 142  
Todas las votaciones se resolverán por mayoría absoluta de votos, excepto en aquellos casos en que la Constitución Política del Estado, la 
Ley Orgánica o este reglamento dispongan las dos terceras partes de los votos.  
En las votaciones, cualquier diputado podrá pedir a la secretaría que haga constar en el acta el sentido en que se emita su voto, salvo que la 
votación sea por cédula.  
43 Artículo 146 
La Secretaría de la Mesa Directiva, supervisará que la Secretaría de Servicios Parlamentarios elabore el acta por cada una de las sesiones 
del Pleno. Las actas contendrán una versión simplificada de lo acontecido durante la sesión.  
Artículo 149  
Para la debida conservación, archivo e historia del proceso legislativo estatal, la Secretaría de Servicios Parlamentarios, conservará el “Diario 
de los Debates”.  
Artículo 150  
El Diario de los Debates contendrá la fecha y lugar en que se verifiquen las sesiones, el sumario, nombre de quien presida, acta 
circunstanciada de las sesiones y transcripciones de la grabación magnetofónicas de las discusiones, en el orden en que se desarrollen e 
inserción de los documentos a los que se les dé lectura; pero en ningún caso, se publicarán las discusiones, ni los documentos que se 
relacionen en las sesiones privadas que se verifiquen.  
44 Acta #7, Acta #8 y Acta #9, relativas a los Diarios de los Debates de las sesiones ordinarias de los días veintiuno, veintiséis y veintiocho de 
octubre de dos mil veintiuno, correspondientes al primer periodo ordinario de sesiones del primer año del ejercicio constitucional de la 
Sexagésima Octava Legislatura del Honorable Congreso del Estado Libre y Soberano de Chiapas. Recuperadas de 
https://congresochiapas.gob.mx/legislaturalxviii/trabajo-legislativo/diario-de-debates 
Además, las listas de asistencia, el quórum, las votaciones y las propios Diarios de los Debates están disponibles en los anexos remitidos por 
el Poder Legislativo junto con su informe.  
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62. En la parte considerativa, la Comisión expuso, en resumen, que el uso eficiente y austero de los 

recursos públicos es apremiante, por lo que se debe establecer un modelo de financiamiento público 

con esas características para los partidos políticos locales y nacionales, sin pasar por alto la Ley 

General de Partidos Políticos y los criterios de la Suprema Corte de Justicia de la Nación45. 

63. Segunda lectura, discusión y votación del dictamen. En la sesión ordinaria de veintiséis de octubre 

de dos mil veintiuno, la Diputada Presidenta expresó ante el Pleno su solicitud para que la Diputada 

Secretaria leyera los puntos resolutivos del Dictamen de la Comisión de Gobernación y Puntos 

Constitucionales. 

64. Finalizada la lectura, la Diputada Presidenta puso a discusión el Dictamen, preguntando si algún 

legislador tenía la intención de hacer uso de la palabra lo hiciera levantando la mano. 

65. Dado que ningún legislador levantó la mano, la Presidenta sometió a votación nominal el Dictamen 

mediante el Sistema Electrónico. Transcurridos los dos minutos para la votación, la Presidenta solicitó 

su cierre a la Secretaría de Servicios Parlamentarios, quien cumplió lo solicitado e imprimió la lista con 

los votos. 

66. Enseguida, por instrucciones de la Presidenta, la Diputada Secretaria preguntó si algún legislador 

faltaba por emitir su voto; ante la negativa, la Presidenta manifestó lo siguiente: que el dictamen 

quedaba aprobado por mayoría; ordenó la publicación de la minuta proyecto de decreto en el medio 

oficial local; la inmediata comunicación a los ayuntamientos con copia de la minuta; y giró instrucción a 

la Secretaría de la Mesa Directiva para que verificara el sentido de la votación de los Ayuntamientos, 

con el fin de proponer la declaratoria correspondiente, todo con ello conforme al artículo 124 de la 

Constitución del Estado. 

67. El resultado de la votación nominal del dictamen fue la siguiente: 38 votos a favor, 0 abstenciones y 2 

votos en contra de los legisladores Leticia Méndez Tzintzin y Rubén Antonio Zuarth Esquinca. 

68. De la lista de asistencia, consta que la totalidad de los 40 legisladores estuvieron presentes en la 

sesión ordinaria del día veintiséis de octubre. 

69. Publicación de la minuta proyecto de decreto en el medio oficial. Por escrito recibido el mismo 

veintiséis de octubre de dos mil veintiuno, la Diputada Presidenta envió el Decreto 003 con la minuta 

proyecto de decreto al Gobernador del Estado, mismo que fue publicado el veintisiete de octubre en el 

medio oficial local. 

70. Aprobación de la minuta por una mayoría de los ayuntamientos. En la sesión ordinaria de 

veintiocho de octubre de dos mil veintiuno, la Diputada Presidenta expresó ante el Pleno que se había 

recibido un comunicado signado por la Secretaría de la Mesa Directiva, donde se informaba de los 

Ayuntamientos que habían aprobado la minuta. 

 
45 “Por otra parte, en este andamiaje que, además es dinámico, es pertinente realizar modificaciones a otras instituciones fundamentales de 
la democracia, como lo son los partidos políticos, para que su funcionalidad y finalidades se logren acorde a la realidad circundante y al 
panorama actual que exige una mayor necesidad de escuchar la voluntad popular a través de más y variados procesos de participación 
ciudadana, en un contexto en el que también es una exigencia apremiante el uso racional, íntegro, eficiente, prioritario y austero de los 
recursos públicos del Estado.  
En esta tesitura, es de relevada importancia establecer un modelo congruente con tal contexto del financiamiento público de los partidos 
políticos locales y nacionales que, además resulta acorde con los criterios sustentados por los Tribunales Constitucionales de nuestro país, en 
el sentido de que el financiamiento público ordinario a nivel estatal para los partidos políticos nacionales que conserven su registro en las 
entidades federativas se encuentra en el ámbito de configuración de las legislaturas locales.  
La Ley General de Partidos Políticos, en lo relativo al financiamiento público estatal para los partidos locales, da pautas precisas para su 
otorgamiento y distribución; y en el caso del financiamiento público estatal para los partidos políticos nacionales con presencia en la Entidad, 
únicamente se establece la obligación de otorgarlo entre todos aquellos que tengan derecho a percibirlo; así, la modificación que se propone 
da coherencia a la naturaleza y finalidad de los partidos políticos que, si bien tienen garantizado su acceso al financiamiento público, lo cierto 
es también que puede reconocérseles su participación a tal derecho como entes locales o nacionales.  
Este ajuste armoniza plenamente las disposiciones aplicables del régimen constitucional y legal del financiamiento público de los partidos 
políticos con el reconocimiento de las realidades diversas y plurales de cada entidad federativa del país, con la finalidad última de garantizar 
que los partidos políticos continúen eficazmente en la promoción de la participación del pueblo en la vida democrática.” 
Periódico oficial. Órgano difusión del Estado Libre y Soberano de Chiapas (2021, jueves 28 de octubre). Decreto No. 005. Por el que se 
reforman los párrafos primero y segundo del artículo 32; y los párrafos cuarto y noveno del artículo 101 de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Chiapas. Tuxtla Gutiérrez, Chiapas: Secretaría General de Gobierno. Recuperado de 
https://www.sgg.chiapas.gob.mx/periodico/periodico1824  
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71. A petición de la Presidenta, la Diputada Secretaria leyó el documento donde consta el nombre de los 

ciento diez Ayuntamientos que aprobaron la minuta46. 

72. La Diputada Presidenta declaró reformada la Constitución, y ordenó a la Secretaría que remitiera el 

Decreto al Poder Ejecutivo del Estado para su publicación en el medio oficial. 

73. De la lista de asistencia, consta que 37 legisladores estuvieron presentes en la sesión ordinaria del día 

veintiocho. 

74. Publicación del Decreto. Por escrito recibido el mismo veintiocho de octubre de dos mil veintiuno, la 

Diputada Presidenta envió el Decreto 005 al Gobernador del Estado. El mismo día, se publicó en el 

medio oficial el Decreto 005, “por el que se reforman los párrafos primero y segundo del artículo 32; y 

los párrafos cuarto y noveno del artículo 101 de la Constitución del Estado Libre y Soberano del Estado 

de Chiapas”. 

75. IV. RESPUESTA A LOS ARGUMENTOS DE INVALIDEZ. Conforme al marco normativo y los trabajos 

legislativos expuestos, este Tribunal Pleno concluye que en la reforma constitucional sí se cumplieron 

los estándares fijados por este Alto Tribunal y que no existieron las irregularidades señaladas por el 

partido accionante, toda vez que: 

76. A. Fundamentación y motivación. Es infundado que la reforma al artículo 32 de la Constitución del 

Estado de Chiapas carezca de alguna motivación como señala el PRI al inicio de su segundo concepto 

de invalidez. 

77. Es criterio de este Alto Tribunal que las autoridades legislativas satisfacen el requisito de 

fundamentación cuando actúan dentro de las atribuciones que les confiere la Constitución Federal, y 

que la motivación se cumple cuando las leyes se refieran a relaciones sociales que exijan regularse 

jurídicamente, lo que hace innecesario que cada norma deba ser materia de una motivación 

específica47. 

78. En este caso, ambos extremos quedaron acreditados, porque la Constitución Federal faculta a la 

legislatura del Estado de Chiapas a establecer en su Constitución lo relativo al financiamiento público 

de los partidos políticos, según se desprende del artículo 116, fracción IV, inciso g), de la propia 

 
46 El documento leído por la Diputada Secretaria aparece como documento inserto en el Acta #8, (ver la nota a pie 46), mismo que se 
transcribe a continuación:  
“PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO DE CHIAPAS  
‘TUXTLA GUTIÉRREZ, CHIAPAS. OCTUBRE 28 DEL 2021  
‘CC. DIPUTADOS Y DIPUTADAS DE LA SEXAGÉSIMA OCTAVA LEGISLATURA ‘DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO DE 
CHIAPAS.  
‘Por medio del presente, y en cumplimiento a lo dispuesto en el inciso c), del artículo 26 de la Ley Orgánica de este Poder Legislativo, me 
permito informar a esta Honorable Asamblea, que se han recepcionado 110 Actas de Cabildo debidamente requisitadas, en las cuales se 
acredita la aprobación de la Minuta Proyecto de Decreto por el que se reforman los párrafos primero y segundo del artículo 32; y los párrafos 
cuarto y noveno del artículo 101 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, las cuales corresponden a los siguientes 
municipios: 
‘Acacoyagua, Acala, Acapetahua, Aldama, Amatán, Amatenango de la Frontera, Amatenango del Valle, Ángel Albino Corzo, Arriaga, Bejucal 
de Ocampo, Benemérito de las Américas, Berriozábal, Bochil, Catazajá, Chalchihuitán, Chanal, Chapultenango, Chenalhó, Chiapa de Corzo, 
Chiapilla, Chicoasén, Chicomuselo, Chilón, Cintalapa de Figueroa, Coapilla, Comitán de Domínguez, El Bosque, El Parral, Emiliano Zapata, 
Escuintla, Francisco León, Frontera Comalapa, Frontera Hidalgo, Honduras de la Sierra, Huehuetán, Huitiupán, Huixtan, Huixtla, Ixhuatán, 
Ixtacomitán, Ixtapa, Ixtapangajoya, Jiquipilas, Jitotol, Juárez, La Concordia, La Grandeza, La Independencia, La Trinitaria, Larrainzar, Las 
Margaritas, Las Rosas, Mapastepec, Marquéz de Comillas, Mazapa de Madero, Mazatán, Metapa, Mezcalapa, Montecristo de Guerrero, 
Motozintla, Nicolás Ruíz, Ocosingo, Ocotepec, Ocozocoautla de Espinosa, Ostuacán, Osumacinta, Palenque, Pantepec, Pichucalco, 
Pijijiapan, Pueblo Nuevo Solistahuacán, Rayón, Reforma, Rincón Chamula San Pedro, Sabanilla, Salto de Agua, San Andrés Duraznal, San 
Cristóbal de las Casas, San Fernando, San Juan Cancuc, San Lucas, Santiago el Pinar, Siltepec , Simojovel, Sitalá, Socoltenango, 
Solosuchiapa, Suchiapa, Suchiate, Sunuapa, Tapachula, Tapalapa, Tapilula, Tecpatán, Tenejapa, Teopisca , Tila, Tonalá, Totolapa, Tumbalá, 
Tuxtla Chico, Tuxtla Gutiérrez, Tzimol, Unión Juárez, Venustiano Carranza, Villa Comaltitlán, Villa Corzo, Villa flores , Yajalón , y Zinacantán.  
‘Con lo anterior, se da cumplimiento a lo previsto en la fracción lll, del artículo 124, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Chiapas.  
‘ATENTAMENTE 
‘POR EL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO  
C. LETICIA MÉNDEZ INTZIN. DIPUTADA SECRETARIA” 
47 Tesis de rubro: “FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS DE AUTORIDAD LEGISLATIVA”. (Apéndice de 1995, Séptima 
Época, Pleno, jurisprudencia, tomo I, Parte SCJN, tesis 146, página 149, registro digital 389599). 
“FINES EXTRAFISCALES. NO NECESARIAMENTE DERIVAN DE LA EXPOSICIÓN DE MOTIVOS DE LA LEY CORRESPONDIENTE O 
DEL PROCESO LEGISLATIVO QUE LE DIO ORIGEN, SINO QUE PUEDEN DEDUCIRSE DEL PRECEPTO QUE LOS ESTABLEZCA”. 
(Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Pleno, tomo XXVI, diciembre de 2007, P. XXXIII/2007, página 20, registro 
digital 170741). 
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Constitución48, y lo mismo sucede en el caso de la motivación, porque el financiamiento público para 

partidos políticos es una prerrogativa que debe regularse por mandato constitucional. 

79. Además, y sin perjuicio de lo anterior, de la revisión de los trabajos legislativos se observa que, 
contrario a lo manifestado por el accionante, la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales sí 
motivó la reforma a los párrafos primero y segundo del artículo 32 de la Constitución del Estado de 
Chiapas, señalando, grosso modo, que era apremiante establecer un modelo austero de financiamiento 
a los partidos políticos, acorde con la Ley General de Partidos Políticos y los criterios del tribunal 
constitucional. 

80. En consecuencia, este Tribunal Pleno concluye que el legislador chiapaneco sí motivó la reforma al 
artículo 32 de la Constitución local. 

81. Similares consideraciones sostuvimos al resolver la acción de inconstitucionalidad 269/2020 y sus 
acumuladas 270/2020 y 271/2020, en la sesión pública de siete de diciembre de dos mil veinte49. 

82. B. Intervención de los Ayuntamientos en el procedimiento legislativo. El PRI considera que la 
intervención legislativa de los Ayuntamientos fue irregular, porque (i) en el dictamen y en el acta de 
veintiséis de octubre de dos mil veintiuno no se previó el procedimiento de intervención de dicho nivel 
de gobierno en el procedimiento legislativo; (ii) su intervención fue fast track, ya que entre el veintiséis y 
el veintiocho de octubre, ciento diez de ellos aprobaron y remitieron la minuta al Congreso; y (iii) en el 
acta de veintiocho de octubre no constaron los nombres de los Ayuntamientos que aprobaron la 
minuta. 

83. Es igualmente infundado este concepto de invalidez. 

84. Por una parte, conforme a las normas que rigen el procedimiento legislativo en la entidad federativa, el 
legislador local no estaba obligado a establecer en el dictamen ni en las actas lo relativo al 
procedimiento de intervención de los Ayuntamientos en el proceso de reforma constitucional, porque de 
ninguna de dichas normas se establece una obligación en ese sentido. 

85. Además, la intervención de los Ayuntamientos en el proceso de reforma constitucional se señala 
claramente en la fracción III del artículo 124 de la Constitución local, por lo que era innecesaria su 
reiteración en los dictámenes y actas legislativas como pretende el accionante. 

86. Ahora bien, en las normas del procedimiento legislativo tampoco se establece ninguna obligación de 
que las actas prevean los nombres de los ayuntamientos que aprueben las minutas con proyectos de 
decreto, sin que pase por alto que en el Acta #8 de veintiocho de octubre de dos mil veintiuno consta 
que la Diputada Secretaria dio lectura a un documento donde, contrario a lo que afirma el accionante, 
sí figuran los nombres de los ciento diez ayuntamientos que aprobaron la minuta. 

87. Por otra parte, el hecho de que ciento diez ayuntamientos hayan aprobado en un corto tiempo la minuta 
entre el veintiséis y el veintiocho de octubre no es un hecho que contravenga la fracción III del artículo 
124 constitucional. 

88. Dicha norma establece que se necesita la aprobación de una mayoría de los ayuntamientos “dentro de 
los 30 días siguientes a aquel en que [se les] hubiere comunicado la Minuta...” para que las adiciones o 
reformas puedan ser parte de la Constitución. 

89. Esto es, dicho enunciado constitucional no establece un término mínimo ni que éste deba agotarse, por 
lo que si la aprobación ocurrió entre el veintiséis y veintiocho de octubre, y estos días transcurrieron en 
el término constitucional de treinta días, entonces la intervención de los ciento diez ayuntamientos fue 
válida, por más que haya sido en un corto tiempo. 

 
48 ARTÍCULO 116. [...] 
IV. De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los 
Estados en materia electoral, garantizarán que: [...] 
g) Los partidos políticos reciban, en forma equitativa, financiamiento público para sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la 
obtención del voto durante los procesos electorales. Del mismo modo se establezca el procedimiento para la liquidación de los partidos que 
pierdan su registro y el destino de sus bienes y remanentes; [...] 
49 ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 269/2020 Y SUS ACUMULADAS 270/2020 y 271/2020, resuelta en la sesión pública de siete de 
diciembre de dos mil veinte. Mayoría de diez votos en el “Tema 1. Financiamiento público de los partidos políticos nacionales”, p. 50, de los 
Ministros y Ministras Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, apartándose de algunas consideraciones, Esquivel Mossa, Franco 
González Salas, Aguilar Morales en contra de algunas consideraciones, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán (ponente) 
y Zaldívar Lelo de Larrea (presidente) en contra de las consideraciones. Voto en contra del Ministro Pardo Rebolledo. 
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90. En este punto, es necesario reiterar que si bien el Poder Legislativo del Estado tiene razón cuando 
afirma que no existieron las violaciones alegadas, no la tiene cuando afirma que la reforma entró en 
vigor mediante el Decreto 003, pues mediante dicho Decreto se publicó la “minuta con proyecto de 
decreto” en cumplimiento de lo ordenado en la fracción II del artículo 124 de la Constitución del Estado. 
Por lo tanto, la publicación de la minuta implica sólo una fase más, pero no el fin, del proceso legislativo 
en la entidad federativa. 

91. Finalmente, de una revisión de los trabajos legislativos, este Tribunal Pleno advierte que el 
procedimiento legislativo se realizó conforme a los estándares que garantizan el carácter democrático 
de la decisión final. 

92. En efecto, en cada una de las etapas del proceso de reforma constitucional se respetó el derecho a la 
participación de todas las fuerzas políticas en condiciones de libertad e igualdad, porque la iniciativa de 
decreto fue presentada por el titular del Poder Ejecutivo del Estado, mediante la Secretaria General de 
Gobierno, sin que se advierta que alguna fracción parlamentaria haya estado impedida de presentar 
alguna iniciativa en un sentido similar. 

93. El dictamen fue firmado por todos los miembros de la Comisión de Gobernación y Puntos 
Constitucionales, y fue aprobado por una mayoría de seis de los siete integrantes, lo que revela que la 
comisión competente actuó de manera colegiada y tomó su decisión por mayoría absoluta, sin que el 
diputado que votó en contra haya emitido un voto particular. 

94. Al respecto, votaron a favor los diputados y diputadas Marcelo Toledo Cruz (presidente), Fabiola Ricci 
Diestel (Vicepresidenta), Enrique Zamora Morlet (Secretario), Carlos Mario Estrada Urbina, Elizabeth 
Escobedo Morales y Carolina Zuarth Ramos (Vocales), y en contra el diputado Rubén Antonio Zuarth 
Esquinca (vocal). 

95. La Comisión dictaminadora cumplió con los plazos legales, porque resolvió la iniciativa entre el 
veintiuno y el veinticinco de octubre de dos mil veintiuno, esto es, dentro del plazo de quince días que 
tiene desde que se le notifica la iniciativa y hasta que elabora el dictamen. 

96. Asimismo, el Presidente de la Comisión cumplió en turnarlo dentro del plazo a su homóloga de la Mesa 
Directiva, toda vez que el dictamen se resolvió el veinticinco y el veintiséis se discutió y aprobó en el 
Pleno, esto es, dentro de los tres días que se tiene para ello. 

97. El dictamen satisfizo los requerimientos de forma, pues dado que se refería a una iniciativa de decreto, 
debía contener una exposición de la materia, los fundamentos y los puntos resolutivos. En los hechos, 
el dictamen constó de los siguientes apartados, que en su título anticipan su contenido: I.- Del Trámite 
Legislativo; II.- Materia de la iniciativa; III.- Valoración de la iniciativa; Considerando; Resolutivo único; 
Transitorios. 

98. Si bien del expediente no se advierte que el Presidente haya convocado e informado del asunto a tratar 
con veinticuatro horas de anticipación al resto de los integrantes de la Comisión, así como tampoco 
consta la convocatoria con el orden del día, la fecha, hora y lugar, y los documentos relacionados con 
el asunto competencia de la Comisión; lo cierto es que puede presumirse que existió la convocatoria, 
pues del propio expediente y de los trabajos legislativos no consta que algún legislador se haya 
manifestado en sentido contrario. 

99. En la sesión de veintiséis de octubre de dos mil veintiuno, se cumplió con el quórum para que el Pleno 
del Congreso pudiera sesionar, pues se encontraban presentes la totalidad de los cuarenta legisladores 
que lo conforman. 

100. Asimismo, luego de que la Diputada Secretaria diera lectura a los puntos resolutivos del dictamen, la 
Diputada Presidenta lo puso a discusión del Pleno; no obstante, ningún legislador decidió participar. 

101. Sometido a votación nominal mediante el Sistema Electrónico, el dictamen fue aprobado por treinta y 
ocho votos a favor, dos en contra y cero abstenciones, observando así el requisito constitucional de 
que los dictámenes deben ser aprobados por las dos terceras partes de los legisladores que integran el 
Congreso. 

102. Por tanto, la reforma constitucional se aprobó de manera libre y en condiciones de igualdad, porque 
todos los diputados, de mayoría y minoría, pudieron participar en el debate parlamentario conforme a 
derecho. 
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103. Asimismo, consta que el procedimiento deliberativo culminó con la correcta aplicación de las reglas de 
votación, porque tanto en la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales como en la sesión 
plenaria de veintiséis de octubre, las decisiones fueron tomadas por la mayoría absoluta y las dos 
terceras partes de los legisladores, respectivamente. 

104. Por último, también debe entenderse satisfecho el requisito de que la deliberación parlamentaria y las 
votaciones sean públicas, porque de la parte final del dictamen y de los Diarios de los Debates no se 
entiende que la deliberación y la votación en la Comisión competente y en el Pleno del Congreso hayan 
sido de manera distinta a la pública, acorde con las disposiciones locales que así lo establecen como 
regla general. 

105. Por estas razones, no se vulneraron los estándares establecidos por este Tribunal Pleno, así como 
tampoco fue irregular la intervención de los Ayuntamientos chiapanecos, pues el procedimiento 
legislativo fue conforme a la Constitución, leyes y reglamentos vigentes en la entidad. 

106. Consideraciones similares sostuvo este Tribunal Pleno al resolver la acción de inconstitucionalidad 
131/2017 y sus acumuladas 132/2017, 133/2017 y 136/2017, en la sesión de veintisiete de noviembre 
de dos mil diecisiete50. 

TEMA 2. FINANCIAMIENTO PÚBLICO LOCAL DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS NACIONALES. 

107. En este apartado se analizará por separado la regularidad constitucional de los párrafos primero y 
segundo del artículo 32 de la Constitución del Estado de Chiapas, mismos que, en sus porciones 
impugnadas por los partidos políticos accionantes, versan sobre el tema del financiamiento público 
local de los partidos políticos nacionales. 

108. Acerca de este tema, este Tribunal Pleno ha sostenido51 que el artículo 41, fracción II, párrafo segundo, 
incisos a), b) y c), de la Constitución Federal52 regula el régimen electoral aplicable a las elecciones 
federales y, en lo que interesa, establece las bases para calcular los montos del financiamiento público 
que reciben los partidos políticos nacionales para el sostenimiento de sus actividades, así como su 
distribución en los procesos electorales federales. 

 
50 ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 131/2017 Y SUS ACUMULADAS 132/2017, 133/2017 y 136/2017, resueltas en la sesión pública 
de veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Unanimidad de once votos en el “considerando sexto, tema 1, violaciones al procedimiento 
legislativo” que derivaron en la reforma a la Constitución y la Ley Electoral del Estado de Chihuahua, p. 64, de las Ministras y Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Medina 
Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán (ponente) y Aguilar Morales (presidente). La Ministra Piña Hernández y el Ministro Medina Mora I., se 
separaron de algunas consideraciones y anunciaron votos concurrentes. 
Estas consideraciones fueron reiteradas de manera reciente por el Pleno al resolver la controversia constitucional 166/2018, resuelta en la 
sesión pública de veintitrés de marzo de dos mil veintiuno. Unanimidad de once votos en el considerando octavo, presuntas violaciones al 
proceso legislativo.  
51 El precedente más reciente es la acción de inconstitucionalidad 269/2020 y sus acumuladas 270/2020 y 271/2020, resueltas por el Pleno 
en la sesión de siete de diciembre de dos mil veinte. En ella, se sigue la acción de inconstitucionalidad 100/2018 y sus acumuladas 102/2018, 
103/2018 y 104/2018, resueltas por el Pleno en la sesión de cinco de septiembre de dos mil diecinueve, donde para establecer el parámetro 
de regularidad constitucional se invocó lo resuelto en las acciones de inconstitucionalidad 5/2015; 76/2016 y sus acumuladas 79/2016, 
80/2016 y 81/2016; 97/2016 y su acumulada 98/2016; 38/2017 y sus acumuladas 39/2017 y 60/2017; 50/2017, y 78/2017 y su acumulada 
79/2017. 
52 ARTÍCULO 41.- [...] 
[...] 
II. La ley garantizará que los partidos políticos nacionales cuenten de manera equitativa con elementos para llevar a cabo sus actividades y 
señalará las reglas a que se sujetará el financiamiento de los propios partidos y sus campañas electorales, debiendo garantizar que los 
recursos públicos prevalezcan sobre los de origen privado. 
El financiamiento público para los partidos políticos que mantengan su registro después de cada elección, se compondrá de las 
ministraciones destinadas al sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes, las tendientes a la obtención del voto durante los 
procesos electorales y las de carácter específico. Se otorgará conforme a lo siguiente y a lo que disponga la ley: 
a) El financiamiento público para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes se fijará anualmente, multiplicando el número 
total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral por el sesenta y cinco por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. El 
treinta por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos políticos en forma 
igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata 
anterior. 
b) El financiamiento público para las actividades tendientes a la obtención del voto durante el año en que se elijan Presidente de la República, 
senadores y diputados federales, equivaldrá al cincuenta por ciento del financiamiento público que le corresponda a cada partido político por 
actividades ordinarias en ese mismo año; cuando sólo se elijan diputados federales, equivaldrá al treinta por ciento de dicho financiamiento 
por actividades ordinarias. 
c) El financiamiento público por actividades específicas, relativas a la educación, capacitación, investigación socioeconómica y política, así 
como a las tareas editoriales, equivaldrá al tres por ciento del monto total del financiamiento público que corresponda en cada año por 
actividades ordinarias. El treinta por ciento de la cantidad que resulte de acuerdo a lo señalado anteriormente, se distribuirá entre los partidos 
políticos en forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que hubieren obtenido en la elección de 
diputados inmediata anterior. 
La ley fijará los límites a las erogaciones en los procesos internos de selección de candidatos y en las campañas electorales. La propia ley 
establecerá el monto máximo que tendrán las aportaciones de sus militantes y simpatizantes; ordenará los procedimientos para el control, 
fiscalización oportuna y vigilancia, durante la campaña, del origen y uso de todos los recursos con que cuenten; asimismo, dispondrá las 
sanciones que deban imponerse por el incumplimiento de estas disposiciones. 
De igual manera, la ley establecerá el procedimiento para la liquidación de las obligaciones de los partidos que pierdan su registro y los 
supuestos en los que sus bienes y remanentes serán adjudicados a la Federación. [...]. 
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109. Por su parte, el artículo 116, fracción IV, inciso g)53, de la Constitución Federal –que establece el 

régimen relativo a las elecciones locales– dispone que de conformidad con las bases establecidas en la 

propia Constitución Federal y en las leyes generales en la materia, la legislación estatal electoral debe 

garantizar que los partidos políticos reciban, de manera equitativa, financiamiento público para sus 

actividades ordinarias permanentes, así como las tendentes a la obtención del voto durante los 

procesos electorales. 

110. En esa lógica, y por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintitrés de mayo de dos 

mil catorce, se expidió la Ley General de Partidos Políticos, la cual tuvo su fundamento en el artículo 

73, fracción XXIX-U, de la Constitución Federal54, que otorgó competencia al Congreso de la Unión 

para expedir las leyes generales que distribuyeran competencias entre la Federación y las entidades 

federativas en las materias de partidos políticos, organismos electorales y procesos electorales, 

conforme a las bases de la Constitución Federal. 

111. La Ley General de Partidos Políticos es de orden público y de observancia general en el territorio 

nacional y tiene por objeto regular las disposiciones constitucionales aplicables a los partidos políticos 

nacionales y locales, así como distribuir competencias entre la Federación y las entidades federativas 

en materias como las prerrogativas de los partidos políticos55. 

112. En los artículos 23 y 26 de la Ley General se precisa que son derechos de los partidos políticos 

(nacionales y locales) acceder a las prerrogativas y recibir el financiamiento público en los términos del 

diverso 41 de la Constitución Federal, la misma Ley General y las demás leyes federales o locales 

aplicables56. 

113. En el artículo 50 de la citada Ley General se establece que los partidos políticos (nacionales y locales) 

tienen derecho a recibir financiamiento público para desarrollar sus actividades, que se distribuirá de 

manera equitativa conforme a lo establecido en el artículo 41, Base II, de la Constitución y en las 

constituciones locales57. 

 
53 ARTÍCULO 116. El poder público de los estados se dividirá, para su ejercicio, en Ejecutivo, Legislativo y Judicial, y no podrán reunirse dos 
o más de estos poderes en una sola persona o corporación, ni depositarse el legislativo en un solo individuo. 
Los poderes de los Estados se organizarán conforme a la Constitución de cada uno de ellos, con sujeción a las siguientes normas: 
[...]. 
IV. De conformidad con las bases establecidas en esta Constitución y las leyes generales en la materia, las Constituciones y leyes de los 
Estados en materia electoral, garantizarán que: 
[...] 
g) Los partidos políticos reciban, en forma equitativa, financiamiento público para sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la 
obtención del voto durante los procesos electorales. Del mismo modo se establezca el procedimiento para la liquidación de los partidos que 
pierdan su registro y el destino de sus bienes y remanentes; 
[...] 
54 ARTÍCULO 73.- El Congreso tiene facultad: 
[...] 
XXIX-U. Para expedir las leyes generales que distribuyan competencias entre la Federación y las entidades federativas en materias de 
partidos políticos; organismos electorales, y procesos electorales, conforme a las bases previstas en esta Constitución. 
[...] 
55 LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS  
ARTÍCULO 1. 
1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el territorio nacional, y tiene por objeto regular las disposiciones 
constitucionales aplicables a los partidos políticos nacionales y locales, así como distribuir competencias entre la Federación y las entidades 
federativas en materia de: [...] 
c) Los lineamientos básicos para la integración de sus órganos directivos, la postulación de sus candidatos, la conducción de sus actividades 
de forma democrática, sus prerrogativas y la transparencia en el uso de recursos;  
56 ARTÍCULO 23. 
1. Son derechos de los partidos políticos: [...] 
d) Acceder a las prerrogativas y recibir el financiamiento público en los términos del artículo 41 de la Constitución, esta Ley y demás leyes 
federales o locales aplicables. 
En las entidades federativas donde exista financiamiento local para los partidos políticos nacionales que participen en las elecciones locales 
de la entidad, las leyes locales no podrán establecer limitaciones a dicho financiamiento, ni reducirlo por el financiamiento que reciban de sus 
dirigencias nacionales; [...] 
ARTÍCULO 26. 
1. Son prerrogativas de los partidos políticos: [...] 
b) Participar, en los términos de esta Ley, del financiamiento público correspondiente para sus actividades; [...]. 
57 ARTÍCULO 50. 
1. Los partidos políticos tienen derecho a recibir, para desarrollar sus actividades, financiamiento público que se distribuirá de manera 
equitativa, conforme a lo establecido en el artículo 41, Base II de la Constitución, así como lo dispuesto en las constituciones locales. 
2. El financiamiento público deberá prevalecer sobre otros tipos de financiamiento y será destinado para el sostenimiento de actividades 
ordinarias permanentes, gastos de procesos electorales y para actividades específicas como entidades de interés público. 
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114. Por su parte, en el artículo 51 de la Ley General58 se prevé que los partidos políticos (nacionales y 
locales) tienen derecho al financiamiento público de sus actividades, estructura, sueldos y salarios. 

115. En el inciso a), punto 1 del mismo artículo 51 se precisa que para el sostenimiento de sus actividades 
ordinarias permanentes, el Consejo General, en el caso de los partidos políticos nacionales, o el 
Organismo Público local, en el de los partidos políticos locales, determinará anualmente el monto total 
por distribuir entre los partidos políticos. 

116. Con este fin, multiplicará el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral federal o local, 
según sea el caso, a la fecha de corte de julio de cada año, por el sesenta y cinco por ciento del salario 
mínimo diario vigente para el Distrito Federal, para los partidos políticos nacionales, o el salario mínimo 
de la región en la cual se encuentre la entidad federativa, para el caso de los partidos políticos locales 
(debiéndose entender la Unidad de Medida y Actualización59). 

117. Así, el resultado de esa operación constituye el financiamiento público anual de los partidos políticos 
por sus actividades ordinarias permanentes, misma que se distribuirá en la forma que establece el 
inciso a), Base II del artículo 41 de la Constitución; esto es, el treinta por ciento entre los partidos 
políticos en forma igualitaria y el setenta por ciento restante de acuerdo con el porcentaje de votos que 
hubieren obtenido en la elección de diputados inmediata anterior. 

118. Para gastos de campaña, el artículo 51, en el inciso b) del punto 1, establece lo correspondiente. En su 
punto 2, por otra parte, se estatuye lo relativo al financiamiento público de los partidos políticos 
(nacionales y locales) que hubieren obtenido su registro con fecha posterior a la última elección, o 
aquéllos que habiendo conservado registro legal no cuenten con representación en alguna de las 
Cámaras del Congreso de la Unión o en el Congreso local, por lo que hace a los partidos locales. 

 
58 Artículo 51. 
1. Los partidos políticos tendrán derecho al financiamiento público de sus actividades, estructura, sueldos y salarios, independientemente de 
las demás prerrogativas otorgadas en esta Ley, conforme a las disposiciones siguientes: 
a) Para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes: 
I. El Consejo General, en el caso de los partidos políticos nacionales, o el Organismo Público Local, tratándose de partidos políticos locales, 
determinará anualmente el monto total por distribuir entre los partidos políticos conforme a lo siguiente: multiplicará el número total de 
ciudadanos inscritos en el padrón electoral federal o local, según sea el caso, a la fecha de corte de julio de cada año, por el sesenta y cinco 
por ciento del salario mínimo diario vigente para el Distrito Federal, para los partidos políticos nacionales, o el salario mínimo de la región en 
la cual se encuentre la entidad federativa, para el caso de los partidos políticos locales; 
II. El resultado de la operación señalada en el inciso anterior constituye el financiamiento público anual a los partidos políticos por sus 
actividades ordinarias permanentes y se distribuirá en la forma que establece el inciso a), de la Base II, del artículo 41 de la Constitución; 
III. Las cantidades que, en su caso, se determinen para cada partido, serán entregadas en ministraciones mensuales conforme al calendario 
presupuestal que se apruebe anualmente; 
IV. Cada partido político deberá destinar anualmente por lo menos el dos por ciento del financiamiento público que reciba para el desarrollo 
de las actividades específicas, a que se refiere el inciso c) de este artículo, y 
V. Para la capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres, cada partido político deberá destinar anualmente, el 
tres por ciento del financiamiento público ordinario. 
b) Para gastos de Campaña: 
I. En el año de la elección en que se renueven el Poder Ejecutivo federal o local y las dos Cámaras del Congreso de la Unión o la Cámara de 
alguna entidad federativa, a cada partido político nacional o local, en su caso, se le otorgará para gastos de campaña un monto equivalente al 
cincuenta por ciento del financiamiento público que para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes le corresponda en ese 
año; 
II. En el año de la elección en que se renueve solamente la Cámara de Diputados federal o los Congresos de las entidades federativas, a 
cada partido político nacional o local, respectivamente, se le otorgará para gastos de campaña un monto equivalente al treinta por ciento del 
financiamiento público que para el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes le corresponda en ese año, y 
III. El financiamiento de campaña será administrado en su totalidad por los partidos políticos; estableciendo el prorrateo conforme lo previsto 
en esta Ley; teniendo que informarlas a la Comisión de Fiscalización diez días antes del inicio de la campaña electoral, la cual lo hará del 
conocimiento del Consejo General del Instituto en la siguiente sesión, sin que dichos porcentajes de prorrateo puedan ser modificados. 
c) Por actividades específicas como entidades de interés público: 
I. La educación y capacitación política, investigación socioeconómica y política, así como las tareas editoriales de los partidos políticos 
nacionales, serán apoyadas mediante financiamiento público por un monto total anual equivalente al tres por ciento del que corresponda en el 
mismo año para las actividades ordinarias a que se refiere el inciso a) de este artículo; el monto total será distribuido en los términos 
establecidos en la fracción II del inciso antes citado; 
II. El Consejo General, a través de la Unidad Técnica, vigilará que éstos destinen el financiamiento a que se refiere el presente inciso 
exclusivamente a las actividades señaladas en la fracción inmediata anterior, y 
III. Las cantidades que en su caso se determinen para cada partido, serán entregadas en ministraciones mensuales conforme al calendario 
presupuestal que se apruebe anualmente. 
2. Los partidos políticos que hubieren obtenido su registro con fecha posterior a la última elección, o aquellos que habiendo conservado 
registro legal no cuenten con representación en alguna de las Cámaras del Congreso de la Unión o en el Congreso local, por lo que hace a 
los partidos locales, tendrán derecho a que se les otorgue financiamiento público conforme a las bases siguientes: 
a) Se le otorgará a cada partido político el dos por ciento del monto que por financiamiento total les corresponda a los partidos políticos para 
el sostenimiento de sus actividades ordinarias permanentes a que se refiere este artículo, así como, en el año de la elección de que se trate, 
el financiamiento para gastos de campaña que corresponda con base en lo dispuesto por el inciso b) del párrafo 1 del presente artículo, y 
b) Participarán del financiamiento público para actividades específicas como entidades de interés público sólo en la parte que se distribuya en 
forma igualitaria. 
3. Las cantidades a que se refiere el inciso a) del párrafo anterior serán entregadas en la parte proporcional que corresponda a la anualidad, a 
partir de la fecha en que surta efectos el registro y tomando en cuenta el calendario presupuestal aprobado para el año. 
59 Artículo Tercero Transitorio de la reforma constitucional de veintisiete de enero de dos mil dieciséis, que a la letra dice: “Tercero.- A la 
fecha de entrada en vigor del presente Decreto, todas las menciones al salario mínimo como unidad de cuenta, índice, base, medida o 
referencia para determinar la cuantía de las obligaciones y supuestos previstos en las leyes federales, estatales, del Distrito Federal, así como 
en cualquier disposición jurídica que emane de todas las anteriores, se entenderán referidas a la Unidad de Medida y Actualización”. 



 DIARIO OFICIAL Viernes 20 de mayo de 2022 

119. Por último, el artículo 52 de la aludida Ley General60 estipula que para que un partido político nacional 
cuente con recursos públicos locales, deberá haber obtenido el tres por ciento de la votación válida 
emitida en el proceso electoral local anterior en la entidad federativa de que se trate, y que las reglas 
que determinen el financiamiento local de los partidos que cumplan con dicha estipulación se 
establecerán en las legislaciones locales respectivas. 

120. A. Condiciones de acceso de los partidos políticos nacionales al financiamiento público local. 

121. En su primer concepto de invalidez, el PAN considera que, conforme a la Constitución Federal y la Ley 
General de Partidos Políticos, para tener derecho al financiamiento público local, basta con que un 
partido político nacional obtenga el tres por ciento de la votación válida emitida en cualquier elección 
inmediata anterior, sea de gobernador, diputados o ayuntamientos. Por ello, estima que el párrafo 
primero del artículo 32 de la Constitución del Estado de Chiapas es inválido, porque acota el universo 
de elecciones únicamente a la de diputados locales. 

122. Añade que esta disposición también vulnera los artículos 23, párrafo 1, inciso d) y 26 de la misma Ley 
General, porque implica una manera de limitar el financiamiento a que tienen derecho los partidos 
políticos nacionales. 

123. Este Tribunal Pleno considera fundado el concepto de invalidez. 

124. La disposición impugnada establece lo siguiente: 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas 

“Artículo 32. Los partidos políticos nacionales y locales que mantengan su registro y 
alcancen el tres por ciento de la votación en la elección para Diputados inmediata 
anterior, recibirían financiamiento público local para sus actividades ordinarias 
permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales”. 

[Énfasis añadido] 

125. Como se advierte, la norma impugnada por los accionantes señala, en lo relevante, que los partidos 
políticos nacionales que alcancen el tres por ciento de la votación en la elección “para Diputados” 
inmediata anterior podrán recibir financiamiento público local para sus actividades ordinarias 
permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales. 

126. Por su parte, el artículo 52 de la Ley General de Partidos Políticos establece como condición que los 
partidos políticos deben obtener el tres por ciento de la votación válida emitida en el “proceso electoral 
local anterior” en la entidad federativa para que tengan derecho de acceder a la prerrogativa del 
financiamiento público local. 

127. En ese sentido, es claro que la expresión “proceso electoral local anterior” de la Ley General de 
Partidos Políticos debe interpretarse en el sentido de que, para obtener financiamiento público local, los 
partidos políticos nacionales deben obtener el tres por ciento de la votación válida emitida en alguna 
elección local inmediata anterior, sea para renovar al gobernador, a los miembros del poder legislativo 
o a los integrantes de los ayuntamientos en las entidades federativas, pues la propia Ley General no 
hace ninguna distinción respecto al tipo de elecciones para obtener derecho al financiamiento. 

128. En efecto, la Ley General de Partidos Políticos hace referencia al “proceso electoral local” de manera 
general, y no hace ninguna distinción al tipo de elecciones específicas para obtener derecho al 
financiamiento. Es decir, no se acota a una elección en particular, como sería si se estableciera 
expresamente la elección de gobernador, diputados o integrantes de los ayuntamientos únicamente. 

129. Además, si bien la Constitución Federal y la Ley General de Partidos Políticos no definen lo que se 
entiende por “proceso electoral”; la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales sí 
establece una caracterización, pues en su artículo 20761 señala que por “proceso electoral” se entiende 

 
60 Artículo 52.  
1. Para que un partido político nacional cuente con recursos públicos locales deberá haber obtenido el tres por ciento de la votación valida 
emitida en el proceso electoral local anterior en la entidad federativa de que se trate.  
2. Las reglas que determinen el financiamiento local de los partidos que cumplan con lo previsto en el párrafo anterior se establecerán en las 
legislaciones locales respectivas.  
61 Artículo 207. 
1. El proceso electoral es el conjunto de actos ordenados por la Constitución y esta Ley, realizados por las autoridades electorales, los 
partidos políticos, así como la ciudadanía, que tiene por objeto la renovación periódica de quienes integran los Poderes Legislativo y Ejecutivo 
tanto federal como de las entidades federativas, de quienes integran los ayuntamientos en los estados de la República y las Alcaldías en la 
Ciudad de México. En la elección e integración de los Ayuntamientos y Alcaldías existirá la paridad de género tanto vertical como horizontal.  
[...] 
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el conjunto de actos que tienen por objeto renovar de manera periódica a quienes integran los poderes 
legislativo, ejecutivo y los ayuntamientos en las entidades federativas. Esto es, por “proceso electoral 
local” se entiende la renovación de los tres niveles de gobierno en el ámbito local. 

130. Por tanto, es posible concluir que el párrafo primero del artículo 32 de la Constitución local se aparta de 
lo establecido en la Ley General de Partidos Políticos, ya que establece como condición que los 
partidos políticos nacionales podrán recibir recursos públicos locales si obtienen el tres por ciento de la 
votación en la elección inmediata anterior “para Diputados”, acotando así lo establecido en la Ley 
General, en el sentido de que para acceder a la prerrogativa del financiamiento local basta con obtener 
el tres por ciento de la votación válida emitida en alguna de las elecciones locales donde se renueven 
los cargos de elección popular, sea de ayuntamientos, diputados locales o gobernador del Estado. 

131. En consecuencia, lo procedente es declarar la invalidez de la porción normativa “para Diputados”, 
prevista en el párrafo primero del artículo 32 de la Constitución del Estado de Chiapas, razón por la 
cual la disposición quedará de la siguiente manera: 

“Artículo 32. Los partidos políticos nacionales y locales que mantengan su registro y 
alcancen el tres por ciento de la votación en la elección inmediata anterior, recibirán 
financiamiento público local para sus actividades ordinarias permanentes y las 
tendientes a la obtención del voto durante los procesos electorales”. 

132. Dado que se concluye la invalidez del precepto impugnado, se hace innecesario el estudio de los 
conceptos de invalidez restantes, pues su análisis en nada cambiaría la conclusión alcanzada62 

B. Porcentaje para determinar el financiamiento público local de los partidos políticos 
nacionales. 

133. En sus respectivos segundos conceptos de invalidez, los partidos políticos accionantes coinciden en 
demandar la invalidez del segundo párrafo del artículo 32 de la Constitución del Estado de Chiapas, 
argumentando que establece un porcentaje del 32.5% en la fórmula para calcular la asignación del 
financiamiento público local a los partidos políticos nacionales, lo que es contrario al porcentaje del 
65% establecido en la Constitución Federal, la Ley General de Partidos Políticos y los precedentes de 
este Alto Tribunal. 

134. Este Tribunal Pleno considera infundados tales conceptos de invalidez. 

135. El artículo 32, párrafo segundo de la Constitución de Chiapas establece lo siguiente: 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas 

“Artículo 32. [...] 

El financiamiento público para el sostenimiento de las actividades ordinarias 
permanentes de los partidos políticos locales se fijará anualmente en los términos 
establecidos por la Ley General de Partidos Políticos. El financiamiento público local 
para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos 
nacionales se fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en 
el padrón electoral del Estado de Chiapas, por el treinta y dos punto cinco por ciento del 
valor diario de la Unidad de Medida y Actualización. El relativo a las actividades 
ordinarias deberá ser entregado en tiempo y forma en los primeros días de cada mes, 
mientras que el tendiente a la obtención del voto, antes del periodo de campaña que 
corresponda. 

[...]” 

[Énfasis añadido] 

136. Tal como se advierte, la norma impugnada por los promoventes dispone que el financiamiento local 
para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos nacionales se fijará de 
forma anual de la siguiente manera: multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón 
electoral del Estado de Chiapas, por el 32.5% diario de la Unidad de Medida y Actualización. 

 
62 Sirve de apoyo la tesis P./J. 37/2004, de rubro: ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. ESTUDIO INNECESARIO DE CONCEPTOS DE 
INVALIDEZ. Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XIX, junio de 2004, página 863 y registro 181398. 
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137. Ahora bien, en este tema, las entidades federativas tienen libertad de configuración siempre que 
cumplan con lo establecido en el artículo 116, fracción IV, inciso g), de la Constitución Federal, que 
dispone que, de conformidad con las bases establecidas en ésta y las leyes generales en la materia, la 
legislación estatal electoral debe garantizar que los partidos políticos reciban, de manera equitativa, 
financiamiento público para sus actividades ordinarias permanentes, así como las tendentes a la 
obtención del voto durante los procesos electorales. 

138. De dicho precepto constitucional se advierte que no establece que el financiamiento público para los 
partidos políticos sea igualitario, sino que debe ser equitativo; así, si el legislador consideró un 
financiamiento estatal diferenciado para los partidos políticos nacionales y los locales, esta 
diferenciación es acorde con la Constitución Federal. 

139. Por las diferencias notorias que tienen los partidos nacionales con los locales y, tomando en 
consideración que para el financiamiento de los partidos locales las entidades federativas no pueden 
contravenir las estipulaciones del artículo 51 de la Ley General de Partidos Políticos, la diferencia 
señalada en la norma impugnada es correcta.  

140. La Ley General de Partidos Políticos tiene por objeto regular las disposiciones constitucionales 
aplicables a los partidos políticos nacionales y locales, así como distribuir competencias entre la 
Federación y las entidades federativas en materias como prerrogativas de los partidos políticos, entre lo 
que se encuentra el financiamiento público. 

141. En ese sentido, el artículo 52, párrafo 2, de la Ley General de Partidos Políticos dispone que, en caso 
de que se cumpla la condición prevista en el párrafo 1, esto es, que se obtenga el tres por ciento de la 
votación válida emitida en el proceso electoral local anterior, las reglas que determinen el 
financiamiento público local de los partidos políticos nacionales se establecerán en las legislaciones 
locales respectivas. 

142. Así, en el caso del financiamiento público para los partidos políticos locales, la Ley General de Partidos 
Políticos da pautas precisas para su otorgamiento y distribución –como lo reconoce la primera parte del 
párrafo impugnado–, en el caso del financiamiento público estatal para los partidos políticos nacionales 
sólo establece la obligación de proporcionarlo, dejando en libertad de configuración a las entidades 
federativas para establecer las reglas para su otorgamiento. 

143. Esto último tomando en cuenta incluso lo establecido en el artículo 23 de la Ley General de Partidos 
Políticos, que a la letra dice: 

“Artículo 23. 

1. Son derechos de los partidos políticos: 

d) Acceder a las prerrogativas y recibir el financiamiento público en los términos del 
artículo 41 de la Constitución, esta Ley y demás leyes federales o locales aplicables. 

En las entidades federativas donde exista financiamiento local para los partidos políticos 
nacionales que participen en las elecciones locales de la entidad, las leyes locales no 
podrán establecer limitaciones a dicho financiamiento, ni reducirlo por el financiamiento 
que reciban de sus dirigencias nacionales; 

[...]” 

[Énfasis añadido] 

144. Esto es así porque la reducción del financiamiento público, en el caso de los partidos políticos 
nacionales que contienden en el Estado de Chiapas no se basa en el financiamiento público que las 
dirigencias nacionales reciben, sino en el diferente posicionamiento frente a la ciudadanía por la fuerza 
nacional que representan. 

145. Tampoco se contradice el artículo 51 de la Ley General de Partidos Políticos, porque dicha norma se 
refiere exclusivamente al financiamiento público de los partidos políticos locales y al financiamiento 
público federal de los partidos nacionales que contienden en las elecciones federales, mas no al 
financiamiento estatal de los partidos políticos nacionales. 

146. Finalmente, es inexacto que en la acción de inconstitucionalidad 158/2020 y sus acumuladas 159/2020, 
161/2020, 224/2020 y 227/202063, este Alto Tribunal haya declarado la inconstitucionalidad de las leyes 
del Estado de Chiapas que pretendían reducir el financiamiento público de los partidos políticos. 

 
63 ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 158/2020 Y SUS ACUMULADAS 159/2020, 161/2020, 224/2020 y 227/2020, resueltas por el 
Pleno en la sesión pública de tres de diciembre de dos mil veinte. El resolutivo cuarto, donde consta la invalidez de los decretos señalados, 
fue aprobado por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara 
Carrancá, Esquivel Mossa, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos Farjat con reservas, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Zaldívar Lelo de 
Larrea (presidente). Los señores Ministros Franco González Salas (ponente) y Pardo Rebolledo votaron en contra. La señora Ministra Piña 
Hernández anunció voto concurrente. 
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147. En dicho precedente, lo que este Tribunal invalidó fueron los Decretos 235, 237 y 007, porque en su 
emisión se contravino el derecho a la consulta de los pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanas del Estado de Chiapas. Por tanto, no puede afirmarse como lo hace el PRI que el 
legislador local ignoró un precedente aplicable al caso. 

148. Tampoco se comparte con los partidos accionantes que la acción de inconstitucionalidad 100/2018 y 
sus acumuladas 102/2018, 103/2018 y 104/201864 sea un precedente aplicable, porque en dicho 
asunto lo que se determinó es que no existe libertad configurativa de las entidades federativas para 
determinar el cálculo del financiamiento público local de los partidos políticos locales –mas no de los 
nacionales–, dado que ese aspecto está previsto en la Ley General de Partidos Políticos. 

149. En suma, tomando en cuenta que la reducción del financiamiento público de los partidos políticos 
nacionales con acreditación local se encuentra dentro del ámbito de configuración legislativa del 
Congreso del Estado de Chiapas; lo procedente es reconocer la validez del segundo párrafo del 
artículo 32 de la Constitución del Estado de Chiapas. 

150. Similares consideraciones sostuvimos al resolver, entre otras, la acción de inconstitucionalidad 38/2017 
y sus acumuladas 39/2017 y 60/2017, en la sesión pública de veintiocho de agosto de dos mil diecisiete 
y la acción de inconstitucionalidad 126/2019 y su acumulada 129/201965. 

VII. EFECTOS. 

151. Con fundamento en el artículo 73, en relación con los diversos 41, fracciones IV y V, y 45, párrafo 
primero, todos de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos66, este Tribunal Pleno determina lo siguiente: 

152. A. No existe violación al procedimiento legislativo que culminó con la emisión del “Decreto 005, por el 
que se reforman los párrafos primero y segundo del artículo 32; y los párrafos cuarto y noveno del 
artículo 101 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas”, publicado el 
veintiocho de octubre de dos mil veintiuno en el Periódico Oficial del Estado de Chiapas. 

153. B. Se reconoce la validez del artículo 32, párrafo segundo, de la Constitución del Estado de Chiapas, 
reformado mediante Decreto 005 publicado el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno en el 
Periódico Oficial del Estado de Chiapas. 

 
64 ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 100/2018 Y SUS ACUMULADAS 102/2018, 103/2018 Y 104/2018, resuelta por el Pleno en la 
sesión pública de cinco de septiembre de dos mil diecinueve. Unanimidad de nueve votos de la Ministra y los Ministros Gutiérrez Ortiz Mena 
(ponente), González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales con distintas argumentaciones, Piña Hernández, Medina 
Mora I., Laynez Potisek, Pérez Dayán y Zaldívar Lelo de Larrea (presidente) por razones distintas y anunciando voto concurrente, respecto 
del apartado VIII, relativo al estudio de fondo, consistente en declarar la invalidez del artículo 9, apartado A, fracción VIII, inciso a), de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco. 
Las consideraciones anteriores fueron retomadas por este Pleno al resolver la ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 126/2019 Y SU 
ACUMULADA 129/2019 (precedente invocado por el Poder Ejecutivo del Estado de Chiapas en su informe), resueltas en la sesión de diez de 
marzo de dos mil veinte, por mayoría de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel 
Mossa, Franco González Salas, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Zaldívar Lelo de Larrea (presidente), respecto 
del considerando quinto, relativo al estudio de fondo, consistente en reconocer la validez del artículo 9, apartado A, fracción VIII, párrafo 
primero e inciso a), de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco. El señor Ministro Pardo Rebolledo votó en contra. 
Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena y González Alcántara Carrancá anunciaron sendos votos concurrentes. 
65 ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 38/2017 Y SUS ACUMULADAS 39/2017 y 60/2017, resuelta por el Pleno en la sesión pública de 
veintiocho de agosto de dos mil diecisiete. Por mayoría de siete votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco 
González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Piña Hernández, Laynez Potisek y Pérez Dayán se reconoció la validez de los artículos 13, fracción 
IV, incisos a) y b), de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 89, párrafo 2, del Código Electoral y de Participación Social del Estado 
de Jalisco, respecto del considerando octavo, relativo al financiamiento público de los partidos nacionales, por lo que ve al primer concepto de 
invalidez. Los señores Ministros Luna Ramos, Pardo Rebolledo (ponente), Medina Mora I. y Aguilar Morales (presidente) votaron en contra. 
ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 126/2019 y su acumulada 129/2019, fallada en sesión de diez de marzo de dos mil veinte. Se 
aprobó por mayoría de nueve votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco 
González Salas, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando 
quinto, relativo al estudio de fondo, consistente en reconocer la validez del artículo 9, apartado A, fracción VIII, párrafo primero e inciso a), de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Tabasco, reformado mediante Decreto 124, publicado en el Periódico Oficial de dicha 
entidad federativa el dieciséis de octubre de dos mil diecinueve. El señor Ministro Pardo Rebolledo votó en contra. Los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena y González Alcántara Carrancá anunciaron sendos votos concurrentes. 
66 ARTÍCULO 73. Las sentencias se regirán por lo dispuesto en los artículos 41, 43, 44 y 45 de esta ley. 
ARTÍCULO 45. Las sentencias producirán sus efectos a partir de la fecha que determine la Suprema Corte de Justicia de la Nación. [...] 
ARTÍCULO 41. Los artículos deberán contener: [...] 
IV. Los alcances y efectos de la sentencia, fijando con precisión, en su caso, los órganos obligados a cumplirla, las normas generales o actos 
respecto de los cuales opere y todos aquellos elementos necesarios para su plena eficacia en el ámbito que corresponda. Cuando la 
sentencia declare la invalidez de una norma general, sus efectos deberán extenderse a todas aquellas normas cuya validez dependa de la 
propia norma invalidada;  
V. Los puntos resolutivos que decreten el sobreseimiento, o declaren la validez o invalidez de las normas generales o actos impugnados, y en 
su caso la absolución o condena respectiva, fijando el término para el cumplimiento de las actuaciones que se señalen; [...] 
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154. C. Se declara la invalidez del artículo 32, párrafo primero, en la porción normativa “para Diputados”, de 
la Constitución del Estado de Chiapas, reformado mediante Decreto 005 publicado el veintiocho de 
octubre de dos mil veintiuno en el Periódico Oficial del Estado de Chiapas. 

155. La declaratoria de invalidez decretada en este fallo surtirá sus efectos a partir de la notificación de los 
puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Chiapas, en la inteligencia de que 
también se notificará al Instituto de Elecciones y Participación Ciudadana de la misma  entidad 
federativa. 

156. Para esta declaratoria no es obstáculo que el primero de febrero de este año haya dado inicio el 
proceso electoral extraordinario, ya que la invalidez incumbe el cálculo del financiamiento para 
actividades ordinarias permanentes, cuyas ministraciones, de conformidad con el artículo 51 de la Ley 
General de Partidos Políticos, serán entregadas mensualmente conforme al calendario  presupuestal 
aprobado. 

157. Por lo expuesto y fundado, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación  emite la 
siguiente: 

VIII. DECISIÓN 

PRIMERO. Es procedente y parcialmente fundada la presente acción de inconstitucionalidad y su 
acumulada. 

SEGUNDO. Se reconoce la validez del artículo 32, párrafo segundo, en su porción normativa ‘El 
financiamiento público local para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos 
políticos nacionales se fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón 
electoral del Estado de Chiapas, por el treinta y dos punto cinco por ciento del valor diario de la Unidad de 
Medida y Actualización’, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, reformado 
mediante el Decreto No. 005, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintiocho de 
octubre de dos mil veintiuno, de conformidad con el apartado VI de esta decisión. 

TERCERO. Se declara la invalidez del artículo 32, párrafo primero, en su porción normativa ‘para 
Diputados’, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, reformado mediante el 
Decreto No. 005, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintiocho de octubre de dos 
mil veintiuno, la cual surtirá sus efectos a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del 
Estado de Chiapas, en atención a los apartados VI y VII de esta determinación. 

CUARTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 
Estado de Chiapas, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto de los 
apartados I, II, III, IV y V relativos, respectivamente, a la competencia, a la precisión de las normas 
impugnadas, a la oportunidad, a la legitimación y a las causas de improcedencia y sobreseimiento. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá en contra de la tesis relativa a la fundamentación y motivación de los 
actos legislativos, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, 
Pérez Dayán separándose de los párrafos del noventa y uno al ciento cinco y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea por razones adicionales, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 1, 
consistente en reconocer la validez del procedimiento legislativo que culminó con el Decreto No. 005 por el 
que se reforman los párrafos primero y segundo del artículo 32 y los párrafos cuarto y noveno del artículo 101 
de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, publicado en el periódico oficial de dicha 
entidad federativa el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno. La señora Ministra Piña Hernández votó en 
contra y anunció voto particular. 
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Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 2, en su 
apartado B, consistente en reconocer la validez del artículo 32, párrafo segundo, en su porción normativa “El 
financiamiento público local para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos 
políticos nacionales se fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón 
electoral del Estado de Chiapas, por el treinta y dos punto cinco por ciento del valor diario de la Unidad de 
Medida y Actualización”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, reformado 
mediante el Decreto No. 005, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintiocho de 
octubre de dos mil veintiuno. Los señores Ministros Aguilar Morales y Pardo Rebolledo votaron en contra. La 
señora Ministra Piña Hernández votó en contra y por la invalidez de la totalidad del Decreto No. 005, al 
considerar que existieron violaciones en el procedimiento legislativo. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena apartándose de los párrafos ciento veintisiete al ciento treinta, González Alcántara Carrancá, Esquivel 
Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales con consideraciones adicionales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán con la precisión de que no incluye a los ayuntamientos y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea con razones adicionales, respecto del apartado VI, relativo al estudio de fondo, en su tema 2, en su 
apartado A, consistente en declarar la invalidez del artículo 32, párrafo primero, en su porción normativa “para 
Diputados”, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, reformado mediante el 
Decreto No. 005, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintiocho de octubre de dos 
mil veintiuno. La señora Ministra Piña Hernández votó en contra y por la invalidez de la totalidad del Decreto 
No. 005, al considerar que existieron violaciones en el procedimiento legislativo. El señor Ministro Gutiérrez 
Ortiz Mena anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo,  
Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del 
apartado VII, relativo a los efectos, consistente en determinar que la declaratoria de invalidez decretada en 
este fallo surta sus efectos a partir de la notificación de los puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso 
del Estado de Chiapas, en la inteligencia de que también se notificará al Instituto de Elecciones y Participación 
Ciudadana de la misma entidad federativa. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Ortiz Ahlf, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos 
precisados, dejando a salvo el derecho de las señoras Ministras y de los señores Ministros de formular los 
votos que consideren pertinentes. 

Firman los señores Ministros Presidente y el Ponente con el Secretario General de Acuerdos que autoriza 
y da fe. 

Presidente, Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Ponente, Ministro Juan 
Luis González Alcántara Carrancá.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. 
Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cuarenta fojas útiles en 
las que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de 
la sentencia emitida en la acción de inconstitucionalidad 176/2021 y su acumulada 177/2021, promovidas por 
el Partido Acción Nacional y el Partido Revolucionario Institucional, dictada por el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación en su sesión del veintiuno de febrero de dos mil veintidós. Se certifica con la finalidad 
de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veinticinco de abril de dos mil 
veintidós.- Rúbrica. 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL SEÑOR MINISTRO JORGE MARIO PARDO REBOLLEDO, EN LA 

ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 176/2021 Y SU ACUMULADA 177/2021 PROMOVIDAS POR EL PARTIDO 

ACCIÓN NACIONAL Y PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, RESPECTIVAMENTE. 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión de veintiuno de febrero de 
dos mil veintidós, resolvió la acción de inconstitucionalidad citada al rubro, donde se determinó por una 
parte, reconocer la validez del artículo 32, párrafo segundo1, en su porción normativa “El financiamiento 
público local para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos 
nacionales se fijará anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral 
del Estado de Chiapas, por el treinta y dos punto cinco por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y 
Actualización”; y por la otra, declaró la invalidez del artículo 32, párrafo primero2, en su porción normativa 
“para Diputados”, ambos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, reformados 
mediante el Decreto No. 005, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintiocho de 
octubre de dos mil veintiuno. 

En lo que a este voto interesa, a criterio de la mayoría de los Ministros integrantes del Tribunal Pleno de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, el artículo 32, párrafo segundo, de la Constitución Política del Estado 
Libre y Soberano de Chiapas, en la parte impugnada que se refiere al financiamiento público que se establece 
para los partidos políticos nacionales que mantengan su acreditación en el Estado después de cada elección, 
es constitucional. 

Ello acorde con lo señalado por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la nación al resolver 
la acción de inconstitucionalidad 38/2017 y sus acumuladas 39/2017 y 60/20173, en la que se reiteraron 
diversas consideraciones de la acción de inconstitucionalidad 64/2015 y sus acumuladas 65/2015, 66/2015, 
68/2015 y 70/20154; en el sentido de que la competencia para regular el financiamiento se encuentra 
directamente establecida por el artículo 116, fracción IV, inciso g), de la Constitución Federal, en donde se 
determina que el legislador local deberá prever que el financiamiento que reciban los partidos políticos deberá 
ajustarse a las bases establecidas en la Constitución y la Ley General de Partidos Políticos. 

Se precisó, que el precepto impugnado, en la parte que interesa, establece que el financiamiento local 
para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos nacionales se fijará de 
forma anual de la siguiente manera: multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón 
electoral del Estado de Chiapas, por el 32.5% diario de la Unidad de Medida y Actualización. 

Al efecto se dijo, que las entidades federativas tienen libertad de configuración siempre que cumplan con 
lo establecido en el artículo 116, fracción IV, inciso g), de la Constitución Federal, que dispone que, de 
conformidad con las bases establecidas en ésta y las leyes generales en la materia, la legislación estatal 
electoral debe garantizar que los partidos políticos reciban, de manera equitativa, financiamiento público para 
sus actividades ordinarias permanentes, así como las tendentes a la obtención del voto durante los procesos 
electorales. 

 
1 “Artículo 32. [...] 
El financiamiento público para el sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos locales se fijará 
anualmente en los términos establecidos por la Ley General de Partidos Políticos. El financiamiento público local para el sostenimiento 
de las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos nacionales se fijará anualmente, multiplicando el número total 
de ciudadanos inscritos en el padrón electoral del Estado de Chiapas, por el treinta y dos punto cinco por ciento del valor diario de 
la Unidad de Medida y Actualización. El relativo a las actividades ordinarias deberá ser entregado en tiempo y forma en los primeros días 
de cada mes, mientras que el tendiente a la obtención del voto, antes del periodo de campaña que corresponda.  
[...]”. 
2 “Artículo 32. Los partidos políticos nacionales y locales que mantengan su registro y alcancen el tres por ciento de la votación en la elección 
para Diputados inmediata anterior, recibirán financiamiento público local para sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la 
obtención del voto durante los procesos electorales”. 
3 Resuelta bajo la Ponencia del Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo, el 28 de agosto de 2017, por mayoría de siete votos de los señores 
Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de Larrea, Piña Hernández, Laynez Potisek y Pérez 
Dayán, se reconoció la validez de los artículos 13, fracción IV, incisos a) y b), de la Constitución Política del Estado de Jalisco y 89, párrafo 2, 
del Código Electoral y de Participación Social del Estado de Jalisco, respecto del considerando octavo, relativo al financiamiento público de 
los partidos nacionales, por lo que ve al primer concepto de invalidez. Los señores Ministros Luna Ramos, Pardo Rebolledo, Medina Mora I. y 
Presidente Aguilar Morales votaron en contra. 
Se aprobó por mayoría de diez votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Franco González Salas, Zaldívar Lelo de 
Larrea, Pardo Rebolledo obligado por la mayoría, Piña Hernández, Medina Mora I. obligado por la mayoría, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Aguilar Morales obligado por la mayoría, respecto del considerando octavo, relativo al financiamiento público de los partidos 
nacionales, consistente en declarar infundado el segundo concepto de invalidez, hecho valer por el Partido Verde Ecologista. La señora 
Ministra Luna Ramos votó en contra. Los señores Ministros Cossío Díaz y Franco González Salas reservaron su derecho de formular sendos 
votos concurrentes.  
4 Resuelta bajo la Ponencia del Ministro Cossío Díaz, el 15 de octubre de 2015, por unanimidad de votos en el punto relativo. 
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Advirtiendo que dicho precepto constitucional, no establece que el financiamiento público para los partidos 
políticos sea igualitario, sino que debe ser equitativo; así, si el legislador consideró un financiamiento estatal 
diferenciado para los partidos políticos nacionales y los locales, esta diferenciación es acorde con la 
Constitución Federal. 

En ese sentido, se dijo que el artículo 52, párrafo 2, de la Ley General de Partidos Políticos dispone que, 
en caso de que se cumpla la condición prevista en el párrafo 1, esto es, que se obtenga el tres por ciento de la 
votación válida emitida en el proceso electoral local anterior, las reglas que determinen el financiamiento 
público local de los partidos políticos nacionales se establecerán en las legislaciones locales 
respectivas. 

Por tanto, en el punto del financiamiento público para los partidos políticos locales, la Ley General de 
Partidos Políticos da pautas precisas para su otorgamiento y distribución –como lo reconoce la primera parte 
del párrafo impugnado–, en el caso del financiamiento público estatal para los partidos políticos nacionales 
sólo establece la obligación de proporcionarlo, dejando en libertad de configuración a las entidades 
federativas para establecer las reglas para su otorgamiento. 

Una vez precisado lo anterior, debo señalar que no comparto las consideraciones que sustentan la 
validez del artículo 32, párrafo segundo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Chiapas, ya que desde mi óptica, aunque las entidades federativas son competentes para regular el 
financiamiento público local, su libertad de configuración no es ilimitada, de conformidad con el acápite de la 
fracción IV del artículo 116 de la Constitución Federal, que remite a las bases establecidas en la propia 
Constitución y en las leyes generales de la materia. En este sentido, no existe razón que justifique la 
diferencia que se establece en la norma impugnada y el consecuente trato inequitativo a los partidos políticos 
nacionales con acreditación local; por lo que debió invalidarse la porción impugnada. 

En efecto, si bien las entidades federativas gozan de libertad para establecer el financiamiento público que 
corresponde a los partidos políticos nacionales que participan en la elección local; lo cierto es que, debe ser 
acorde con lo que establece el artículo 116, fracción IV, inciso g), de la Constitución Federal y los artículos 23 
y 51, numeral 1, fracción I, de la Ley General de Partidos Políticos; es decir deberá realizarse una distribución 
equitativa para sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la obtención del voto durante los 
procesos electorales y, no podrán establecer limitaciones a dicho financiamiento, ni reducirlo por el 
financiamiento que reciban de sus dirigencias nacionales; asimismo, deberá ajustarse al monto total por 
distribuir entre los partidos políticos. 

No obstante ello, con el fin de reducir los gastos electorales, mediante la norma impugnada se reduce 
significativamente únicamente el financiamiento de los partidos nacionales, sin que exista justificación clara 
para tal diferencia, volviéndola inequitativa; pero sobre todo, se introducen elementos ajenos a lo previsto en 
la Constitución Federal y en la Ley General para el cálculo del monto total del financiamiento público a 
distribuir entre los partidos políticos. 

Por lo que, el cálculo del financiamiento público provoca una inequidad sin sustento, entre los partidos 
políticos locales y nacionales, de ahí su inconstitucionalidad. 

Es por todo lo anterior que, en concordancia con mi voto emitido al resolverse la acción de 
inconstitucionalidad 38/2017 y sus acumuladas 39/2017 y 60/2017, mi voto en este asunto fue en contra 
de la validez del artículo 32, párrafo segundo, en su porción normativa “El financiamiento público local para el 
sostenimiento de las actividades ordinarias permanentes de los partidos políticos nacionales se fijará 
anualmente, multiplicando el número total de ciudadanos inscritos en el padrón electoral del Estado de 
Chiapas, por el treinta y dos punto cinco por ciento del valor diario de la Unidad de Medida y Actualización”, de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas, reformado mediante el Decreto No. 005, 
publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno. 

Ministro, Jorge Mario Pardo Rebolledo.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, 
Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de tres fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular del señor Ministro 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, formulado en relación con la sentencia del veintiuno de febrero de dos mil 
veintidós, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de 
inconstitucionalidad 176/2021 y su acumulada 177/2021, promovidas por el Partido Acción Nacional y el 
Partido Revolucionario Institucional. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la 
Federación.- Ciudad de México, a veinticinco de abril de dos mil veintidós.- Rúbrica. 
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA, EN 

LA ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 176/2021 Y SU ACUMULADA 177/2021, PROMOVIDAS POR EL PARTIDO 

ACCIÓN NACIONAL Y EL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL. 

En sesión pública celebrada el veintiuno de febrero de dos mil veintidós, el Tribunal Pleno de esta 

Suprema Corte de Justicia de la Nación resolvió la acción de inconstitucionalidad 176/2021 y su acumulada 

177/2021, promovidas por el Partido Acción Nacional y el Partido Revolucionario Institucional, en contra del 

procedimiento legislativo y del artículo 32, párrafos primero y segundo, de la Constitución del Estado de 

Chiapas, reformado mediante Decreto 005. 

Presento este voto concurrente, pues si bien estuve de acuerdo con el sentido de la sentencia, lo hice por 

consideraciones adicionales tanto en tema de violaciones al procedimiento legislativo, como en el tema de 

condiciones de acceso de los partidos políticos nacionales al financiamiento público local. 

Para explicar mis consideraciones, dividiré mi voto en dos apartados, cada uno de ellos referido a los 

temas anteriormente mencionados. 

I. Voto concurrente relativo al tema 1. Violaciones al procedimiento legislativo. 

En este apartado el Tribunal Pleno analizó si el procedimiento legislativo del Decreto 005 por el que se 

reforman los párrafos primero y segundo del artículo 32; y los párrafos cuarto y noveno del artículo 101 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas1 adolecía de vicios. Por mayoría de diez votos 

se declararon infundados los conceptos de invalidez en donde los partidos accionantes afirmaron que 

existieron violaciones al procedimiento legislativo. 

Para demostrarlo, se expone en la sentencia el parámetro de regularidad en la materia, resaltando que en 

un estado democrático es necesario que se respeten los requisitos de forma, publicidad y participación en el 

proceso legislativo para así, asegurar la participación de las minorías políticas y el cumplimiento de los 

principios democráticos. Asimismo, se expone el marco normativo y los trabajos legislativos relevantes para la 

solución, concluyendo que sí se cumplieron los estándares fijados por este Alto Tribunal y que no existieron 

las irregularidades señaladas. 

Si bien coincido con la mayoría en cuanto a declarar infundados los conceptos de invalidez referidos tanto 

a violaciones de procedimiento, como a la falta de fundamentación y motivación, tengo razones adicionales 

que desarrollaré a continuación: 

a) En mi opinión debió tomarse en cuenta que el argumento básico del partido consistió en que en la 

sesión de veintiocho de octubre de dos mil veintiuno no se dio lectura a los nombres de los 

ayuntamientos y, además, refiere que en el acta no constan dichos nombres. 

b) Como bien señala la sentencia, por una parte, no existe la obligación de consignar tales nombres, sin 

embargo, como consta en el acta 9 de veintiocho de octubre de dos mil veintiuno, se dio lectura al 

oficio suscrito por la Diputada Secretaria Leticia Méndez Intzin en donde informa la recepción de las 

ciento diez Actas de Cabildo debidamente requisitadas, se consigna el nombre de los Municipios y, 

además, dicho documento fue insertado en el acta, por lo que el partido accionante partió de una 

premisa inexacta. 

c) Los diputados secretarios pueden realizar certificaciones en términos del artículo 26, numeral 1, 

inciso d), de la Ley Orgánica del H. Congreso del Estado Libre y Soberano de Chiapas2 , lo que se 

realizó en el oficio de veintiocho de octubre de dos mil veintiuno, suscrito por la Diputada Secretaria 

 
1 Publicado el veintiocho de octubre de dos mil veintiuno en el periódico oficial de la entidad federativa. 
2 Ley Orgánica del Congreso del Estado Libre y Soberano de Chiapas 
 Articulo 26.- 
1. Los secretarios de la mesa directiva del Congreso del Estado tendrán las atribuciones siguientes: 
d) expedir las certificaciones que disponga el presidente de la mesa directiva; 
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Méndez Intzin, dirigido a las y los diputados, en donde se informa la recepción de las ciento diez 

Actas de Cabildo debidamente requisitadas en las que se acredita la aprobación de la reforma 

constitucional. 

d) Dicha circunstancia se constata con la reproducción de la transmisión en vivo de la sesión ordinaria 

del veintiocho de octubre de dos mil veintiuno del Congreso del Estado de Chiapas, disponible en el 

sitio de Youtube del Congreso de Chiapas, en donde efectivamente se menciona cada uno de los 

municipios que aprobaron la minuta de proyecto de decreto en comento, sin que en ningún momento 

algún diputado pusiera en duda esta situación. 

e) El Tribunal Pleno sostuvo en la acción de inconstitucionalidad 40/20163, donde se estudió un caso 

similar, que el Congreso estatal cumple con las formalidades establecidas por la Constitución local 

para el procedimiento de reformas constitucionales si en autos obran constancias que adviertan que 

el Congreso verificó la actualización del número e identificación particularizada de los municipios que 

aprobaron la reforma. 

f) El hecho de que las Actas no hayan sido aportadas al expediente por el Poder Legislativo, como fue 

requerido, no puede conllevar a presumir su inexistencia, pues fue decisión del Ministro Instructor no 

insistir en la adquisición procesal de dichas constancias y proceder al cierre de la instrucción, e 

incluso, dejar sin efectos el apercibimiento de multa con el que las había requerido4, por lo que al 

tratarse de una acción abstracta -donde no hay contención de partes- el incumplimiento de una carga 

procesal no puede generar presunción en contrario. 

g) No existe en autos alguna evidencia que ponga en duda la existencia de las actas de cabildo que fue 

certificada por la Secretaria del Órgano legislativo, la cual no fue cuestionada por el grupo 

parlamentario del partido accionante, ni por ningún otro grupo parlamentario en la sesión pública 

donde se dio lectura de los Ayuntamientos que aprobaron la reforma. Por el contrario, de una 

búsqueda de internet, resulta que el único municipio que tiene página de internet con sus actas de 

cabildo actualizadas es Tuxtla Gutiérrez, y consta la aprobación del decreto de reformas en el Acta 

Extraordinaria del veintiséis de octubre de dos mil veintiuno disponible en el sitio oficial del 

Ayuntamiento5.  En el caso de los Municipios como Tapachula, San Cristóbal o Comitán las páginas 

de internet no han sido actualizadas desde la administración pasada y, en los restantes, algunos ni 

siquiera tienen página de internet, por lo que no hay elementos para poner en duda la presunción de 

validez de la ley. 

II. Voto concurrente relativo al tema 2.A Condiciones de acceso de los partidos políticos 

nacionales al financiamiento público local. 

En este apartado el Tribunal Pleno analizó la constitucionalidad del párrafo primero del artículo 32 de la 

Constitución del Estado de Chiapas6 y declaró la invalidez de la porción normativa “para Diputados”. Para ello, 

la sentencia hace referencia al diverso 52 de la Ley General de Partidos Políticos, que establece que el 

derecho de acceder al financiamiento público local parte de haber obtenido el 3% de la votación válida emitida 

en el “proceso electoral anterior”, y no distingue ni acota a una elección en particular. Además, se señala que 

 
3 Acción de Inconstitucionalidad 40/2016, resuelta por el Tribunal Pleno en sesión del nueve de abril de dos mil diecinueve, aprobado por 
unanimidad de votos. Ponencia del Ministro Javier Laynez Potisek.  
4 Auto de cuatro de febrero de dos mil veintidós, dictado en la Acción de Inconstitucionalidad 176/2021 y su acumulada 177/2021.  
5 Acta Extraordinaria de Cabildo N°02. martes, veintiséis de octubre dos mil veintiuno. Consultado el diez de febrero de dos mil veintidós por 
última vez a las 9:09 pm y disponible en: https://tuxtla.gob.mx/Actas-de-cabildo-2021-2024. 
6 Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Chiapas  
Artículo 32. Los partidos políticos nacionales y locales que mantengan su registro y alcancen el tres por ciento de la votación en la elección 
para Diputados inmediata anterior, recibirán financiamiento público local para sus actividades ordinarias permanentes y las tendientes a la 
obtención del voto durante los procesos electorales.  
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si bien dicha ley no define que se entiende por “proceso electoral”, la Ley General de Instituciones y 

Procedimientos Electorales sí define dicho concepto en su numeral 2077, por lo que se puede entender como 

la renovación de los tres niveles de gobierno en el ámbito local. 

Estoy de acuerdo con la conclusión a la que arriba la mayoría, pero con razones adicionales, pues 

considero que para efectos de interpretar el “tres por ciento de la votación válida emitida en el proceso 

electoral local anterior" del artículo 52 antes referido, tenemos que acudir también a una interpretación 

sistemática con el diverso 94, incisos b) y c), de la Ley General de Partidos Políticos, que regula que para 

conservar el registro de partido político local, es necesario haber obtenido el tres por ciento de la votación 

válida emitida en alguna de las elecciones para Gobernador, diputados a las legislaturas locales y 

ayuntamientos, así como Jefe de Gobierno, diputados al Congreso y alcaldías en el caso de la Ciudad de 

México. 

Ciertamente, mientras que en el caso de los partidos políticos locales la obtención de una votación mínima 

del 3% en cualquier elección local es presupuesto para la conservación del registro y, por tanto, del 

financiamiento; en el caso de los partidos políticos nacionales –que no pierden el registro nacional en caso de 

no obtener ese umbral– lo es para conservar el acceso al financiamiento local, por lo que se trata de un 

requisito que atiende a la necesidad de demostrar un mínimo de representatividad, siendo este concepto el 

hilo conductor entre ambos artículos, el cual deriva de la obtención del umbral mínimo en cualquiera de los 

procesos electorales locales. 

Finalmente, no pasa inadvertido lo resuelto por este Alto Tribunal en la acción de inconstitucionalidad 

97/2016 y su acumulada 98/20168, precedente del cual me aparto, pues de manera inexacta se sostuvo la 

validez de condicionar la distribución de financiamiento público ordinario a que los partidos políticos 

nacionales hayan alcanzado cuando menos el 3% de la votación obtenida en la última elección  de diputados 

local9. 

Por todo lo anteriormente expuesto es que estoy de acuerdo con el sentido de la sentencia, aunque lo 

hago con razones adicionales. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 

Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cuatro fojas útiles, 

concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto concurrente del señor Ministro 

Presidente Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, formulado en relación con la sentencia del veintiuno de febrero de 

dos mil veintidós, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la acción de 

inconstitucionalidad 176/2021 y su acumulada 177/2021, promovidas por el Partido Acción Nacional y el 

Partido Revolucionario Institucional. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la 

Federación.- Ciudad de México, a veinticinco de abril de dos mil veintidós. Rúbrica. 

 
7 Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales  
Artículo 207. 
1. El proceso electoral es el conjunto de actos ordenados por la Constitución y esta Ley, realizados por las autoridades electorales, los 
partidos políticos, así como la ciudadanía, que tiene por objeto la renovación periódica de quienes integran los Poderes Legislativo y Ejecutivo 
tanto federal como de las entidades federativas, de quienes integran los ayuntamientos en los estados de la República y las Alcaldías en la 
Ciudad de México. En la elección e integración de los Ayuntamientos y Alcaldías existirá la paridad de género tanto vertical como horizontal.  
[...] 
8 Acción De inconstitucionalidad 97/2016 y su acumulada 98/2016, resuelta por el Pleno en la sesión pública de cinco de enero de dos mil 
diecisiete. Ponencia del Ministro Pérez Dayán. 
9 “[...] así, por lo hace a la fracción I del apartado A del artículo 47 reclamado, reitera la regla consistente en que para obtener financiamiento 
es necesario haber alcanzado cuando menos el tres por ciento de la votación obtenida en la última elección de diputados, tal y como lo prevé 
el numeral 1 del artículo 52 de la Ley General.” 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA EXTRANJERA PAGADERAS EN 

LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $19.9267 M.N. (diecinueve pesos con nueve mil doscientos sesenta y 
siete diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 19 de mayo de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Instrumentación de 
Operaciones, Lic. Pilar María Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Gerente de Operaciones Nacionales, Lic. Mayte 
Rico Fernández.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 7.2030 y 7.4685 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: BBVA Bancomer S.A., HSBC México S.A., Banca Mifel S.A., Banco Invex 
S.A., Banco Credit Suisse (México) S.A., ScotiaBank Inverlat S.A. y Banco Mercantil del Norte S.A. 

Ciudad de México, a 19 de mayo de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Instrumentación de 
Operaciones, Lic. Pilar María Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Gerente de Operaciones Nacionales, Lic. Mayte 
Rico Fernández.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 6.98 por ciento. 

Ciudad de México, a 18 de mayo de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Gerente de Instrumentación de 
Operaciones, Lic. Pilar María Figueredo Díaz.- Rúbrica.- Gerente de Operaciones Nacionales, Lic. Mayte 
Rico Fernández.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
RESOLUCIÓN del Consejo General del Instituto Nacional Electoral sobre la procedencia constitucional y legal de 
las modificaciones a los documentos básicos del Partido del Trabajo, en cumplimiento al artículo Transitorio 
Segundo de los Lineamientos aprobados mediante Acuerdo INE/CG517/2020 así como en el ejercicio de su libertad 
de autoorganización. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG205/2022. 

RESOLUCIÓN DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL SOBRE LA PROCEDENCIA 

CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LAS MODIFICACIONES A LOS DOCUMENTOS BÁSICOS DEL PARTIDO DEL 

TRABAJO, EN CUMPLIMIENTO AL ARTÍCULO TRANSITORIO SEGUNDO DE LOS LINEAMIENTOS APROBADOS 

MEDIANTE ACUERDO INE/CG517/2020 ASI COMO EN EL EJERCICIO DE SU LIBERTAD DE AUTOORGANIZACIÓN 

GLOSARIO 

CG/Consejo General  Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

Comisión de Corrección de 
Estilo del PT 

Comisión de Constitucionalidad, Legalidad y Corrección de los 
Acuerdos, Decisiones, Resoluciones, Elecciones y Nombramientos, 
del 4º Congreso Nacional Extraordinario del Partido del Trabajo 

CPEUM/Constitución  Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

CPPP Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos 

Decreto en materia de violencia 
política contra las mujeres en 
razón de género 

Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de 
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 
Violencia, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación 
en Materia Electoral, de la Ley General de Partidos Políticos, de la 
Ley General en Materia de Delitos Electorales, de la Ley Orgánica de 
la Fiscalía General de la República, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación y de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas. 

DEPPP  Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos 

Documentos Básicos Declaración de Principios, Programa de Acción y Estatutos 

DOF Diario Oficial de la Federación 

Estatutos 
Estatutos del Partido del Trabajo, aprobados mediante Resolución 
INE/CG550/2020. 

INE/Instituto Instituto Nacional Electoral 

LGAMVLV Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia 

LGIPE  Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

LGPP Ley General de Partidos Políticos 

LGSMIME 
Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral 

Lineamientos  

Lineamientos para que los partidos políticos nacionales y, en su caso, 
los partidos políticos locales, prevengan, atiendan, sancionen, reparen 
y erradiquen la violencia política contra las mujeres en razón de 
género, a través del Acuerdo identificado con la clave 
INE/CG517/2020, publicados en el DOF el diez de noviembre de dos 
mil veinte. 

PEF Proceso Electoral Federal 2020-2021 

PPN  Partido(s) Político(s) Nacional(es) 

PT Partido del Trabajo 
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Reglamento de Registro 

Reglamento sobre modificaciones a Documentos Básicos, Registro de 
integrantes de órganos directivos y cambio de domicilio de 
Agrupaciones y Partidos Políticos Nacionales; así como respecto al 
registro de Reglamentos internos de éstos últimos y la acreditación de 
sus representantes ante los Congresos del Instituto Nacional 
Electoral, aprobado mediante Acuerdo INE/CG272/2014, el 
diecinueve de noviembre de dos mil catorce. 

SCJN  Suprema Corte de Justicia de la Nación 

TEPJF Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

UTIGyND Unidad Técnica de Igualdad de Género y No Discriminación 

VPMRG Violencia política contra las mujeres en razón de género 

 

ANTECEDENTES 

I. Registro como PPN. En sesión ordinaria celebrada el trece de enero de mil novecientos noventa y 
tres, el Consejo General del otrora Instituto Federal Electoral otorgó el registro definitivo1 como 
PPN al PT, toda vez que cumplió con los requisitos y el procedimiento establecido en el Código 
Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales. 

II. Derechos y obligaciones. El PT se encuentra registrado como PPN en pleno goce  de sus 
derechos y sujeto a las obligaciones previstas en la Constitución, LGIPE, LGPP y demás normativa 
aplicable. 

III. Modificaciones previas a los documentos básicos. El Consejo General del otrora Instituto 
Federal Electoral, así como del INE, aprobaron diversas modificaciones a los documentos básicos 
del PT: 

# Fecha Resolución Observaciones 

1 23-dic-1993 *   

2 10-oct-1996 * 

3 14-oct-1999 CG131/1999 

4 09-ago-2001 CG73/2001 

5 03-jul-2002 CG117/2002 

6 21-sep-2005 CG177/2005 

7 29-sep-2008 CG409/2008 

8 27-oct-2010 CG373/2010 

9 25-may-2011 CG171/2011 En cumplimiento al Incidente sobre 
ejecución de sentencia en el 
expediente SUP-JDC-2638/2008 y SUP-
JDC-2639/2008 Acumulados. 

10 22-oct-2014 INE/CG221/2014   

11 20-jul-2017 INE/CG332/2017 Relacionada con el SUP-JDC-369/2017, 
SUP-JDC-399/2017 y SUP-JDC-
445/2017, Acumulados. 

12 28-oct-2019 INE/CG550/2020  

*Sin número de acuerdo. 

 
1 Mediante resolución del 22 de enero de 1991 el Partido del Trabajo obtuvo el registro condicionado como partido político nacional 
(consultable en línea: https://repositoriodocumental.ine.mx/xmlui/handle/123456789/101090 ). Sin embargo, el 6 de noviembre de 1991, 
perdió dicho registro al no alcanzar el porcentaje mínimo de votación (consultable en línea el 
https://dof.gob.mx/nota_to_imagen_fs.php?cod_diario=204949&pagina=6&seccion=0).  
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IV. Campaña internacional HeForShe. El veinte de octubre de dos mil diecisiete, los entonces nueve 
PPN (Partido Acción Nacional, Partido Revolucionario Institucional, Partido de la Revolución 
Democrática, Partido del Trabajo, Partido Verde Ecologista Mexicanos, Partido Movimiento 
Ciudadano, Partido Nueva Alianza, Morena y el Partido Encuentro Social) firmaron cinco 
compromisos en adhesión a la campaña HeForShe, promovida por ONU Mujeres. 

V. Reforma en materia de paridad transversal. El seis de junio de dos mil diecinueve, fue publicado 
en el DOF el Decreto por el que se reforman los artículos 2º, 4º, 35, 41, 52, 53, 56, 94 y 115 de la 
CPEUM, en materia de Paridad entre Géneros, conocida como paridad en todo o paridad 
transversal. 

VI. Reforma en materia de VPMRG. El trece de abril de dos mil veinte, fue publicado en la edición 
vespertina del DOF el Decreto en materia de VPMRG, mismo que entró en vigor al día siguiente de 
su publicación. 

 Dentro de las reformas realizadas se destacan para la presente resolución, la realizada en los 
artículos 23, numeral 1, inciso e); 25, numeral 1, incisos s), t), v) y w); 37, numeral 1, incisos f) y g); 
38, numeral 1, incisos d) y e); 39, numeral 1, incisos f) y g); y 73, numeral 1, incisos d) y e) de la 
LGPP. 

VII. Escrito de solicitud de incorporación de criterios del “3 de 3 Contra la Violencia”. El 
diecinueve de octubre dos mil veinte, los integrantes de la Asamblea Constituyente de la Ciudad de 
México dirigieron a la Comisión de Igualdad de Género y No Discriminación del INE un escrito 
signado por diversas legisladoras del ámbito federal, local, regidoras, organizaciones feministas, 
activistas de derechos humanos y ciudadanas de las entidades federativas del país para solicitar la 
inclusión de un mecanismo que velara por la implementación de la propuesta 3 de 3 contra la 
violencia, consistente en que las y los aspirantes a una candidatura no se encuentren en ninguno 
de los supuestos: no haber sido condenada o sancionada mediante resolución firme por violencia 
familiar y/o doméstica cualquier agresión de género en el ámbito privado o público, violencia sexual 
o por el incumplimiento de las obligaciones alimentarias.. 

VIII. Lineamientos en materia VPMRG. El veintiocho de octubre de dos mil veinte, en sesión ordinaria 
del Consejo General, se aprobaron los “Lineamientos para que los Partidos Políticos Nacionales y, 
en su caso, los Partidos Políticos Locales, prevengan, atiendan, sancionen, reparen y erradiquen la 
violencia política contra las mujeres en razón de género”, a través del Acuerdo identificado con la 
clave INE/CG517/2020, publicados en el DOF el diez de noviembre de dos mil veinte. 

IX. Resolución INE/CG550/2020 sobre la procedencia constitucional y legal de las 
modificaciones a los documentos básicos del PT. El veintiocho de octubre de dos mil veinte, 
fue aprobada la Resolución del Consejo General del INE, mediante la cual, declaró la procedencia 
constitucional y legal de las modificaciones a los Documentos Básicos del PT, publicada en el DOF 
el doce de noviembre de dos mil veinte. 

 Cabe mencionar que en el punto resolutivo Tercero, este Consejo General ordenó al PT que 
realizara a más tardar en un plazo de sesenta (60) días naturales posteriores a la conclusión del 
PEF, las modificaciones a sus documentos básicos, en cumplimiento al Decreto. 

X. Impugnación de la Resolución INE/CG550/2020. Con motivo de la declaración de procedencia 
constitucional y legal de las modificaciones a los Documentos Básicos emitida por este Consejo 
General del INE, a través de la Resolución INE/CG550/2020, el PT presentó Recurso de Apelación 
ante el INE, el cual fue radicado en la Sala Superior del TEPJF con el expediente SUP-RAP-
110/2020. 

XI. Sentencia dictada en el expediente SUP-RAP-110/2020. En sesión de fecha diecisiete de 
febrero de dos mil veintiuno, el Pleno de la Sala Superior del TEPJF determinó como único punto 
confirmar la Resolución INE/CG550/2020, en lo que fue materia de impugnación, decisión 
sustentada para resolver entre otros, que: “el término de sesenta días naturales posteriores a la 
conclusión del proceso electoral federal dos mil veinte-dos mil veintiuno, para realizar las 
adecuaciones a sus documentos básicos es razonable y no implica la inobservancia del 
procedimiento previsto en los Estatutos para la celebración de un Congreso Nacional de carácter 
extraordinario”. 

XII. Conclusión del PEF, asignación definitiva de diputaciones. En sesión extraordinaria de fecha 
treinta y uno de agosto de dos mil veintiuno, el Consejo General de este Instituto, aprobó el 
Acuerdo INE/CG1474/2021, en acatamiento a las sentencias dictadas por el TEPJF en los 
expedientes SUP-REC-1410/2021 y acumulados, así como SUP-REC-1414/2021 y acumulados, y 
modifica la asignación de las diputaciones federales que les corresponden a los Partidos Políticos 
Nacionales Acción Nacional y Verde Ecologista De México, aprobada mediante acuerdo 
INE/CG1443/2021. Con dicho acto se dio por culminado el PEF. 



Viernes 20 de mayo de 2022 DIARIO OFICIAL   

XIII. Congreso Nacional Extraordinario del PT. El veinticuatro de octubre de dos mil veintiuno, se 
celebró el 4º Congreso Nacional Extraordinario del PT, en el cual se aprobaron modificaciones a 
sus documentos básicos, materia de la presente Resolución. 

XIV. Notificación al INE. El cinco de noviembre de dos mil veintiuno, se recibió en la Oficialía de Partes 
Común del INE el oficio REP-PT-INE-SGU-625/2021, signado por el Licenciado Silvano Garay 
Ulloa, representante propietario de PT ante el Consejo General de este Instituto (en adelante 
Representante), mediante el cual comunicó la celebración del 4º Congreso Nacional Extraordinario 
de ese PPN, al tiempo que remitió la documentación soporte de su realización. 

XV. Requerimiento al PT. El veintidós de noviembre de dos mil veintiuno, la DEPPP, mediante oficio 
INE/DEPPP/DE/DPPF/13675/2022, signado por la Encargada de Despacho de la DEPPP, se 
requirió al PT a fin de que, en un plazo de cinco días hábiles, remitiera documentación 
complementaria sobre la celebración del 4º. Congreso Nacional Extraordinario, a fin de continuar 
con el estudio de la procedencia constitucional y legal de las modificaciones presentadas. 

XVI. Alcance de la notificación al INE. El veintitrés de noviembre de dos mil veintiuno, la Oficialía de 
Partes Común del INE recibió el oficio REP-PT-INE-SGU-636/2021, por medio del cual el 
Representante remitió diversa documentación relacionada con la celebración del 4º Congreso 
Nacional Extraordinario del PT. 

XVII. Desahogo del requerimiento formulado. El veintinueve de noviembre de dos mil veintiuno, la 
Oficialía de Partes Común del INE recibió el oficio REP-PT-INE-SGU-639/2021, por medio del cual 
el Representante remitió las treinta y dos (32) listas de asistencia de las personas delegadas 
congresistas con derecho a asistir a la celebración del 4º Congreso Nacional Extraordinario del PT, 
así como las constancias de difusión de la convocatoria de dicho congreso en el ámbito estatal. 

XVIII. Remisión de los Documentos Básicos modificados del PT a la UTIGyND. Una vez integrado el 
expediente correspondiente y verificado el cumplimiento al procedimiento estatutario respectivo 
para la modificación de los Documentos Básicos del PT, el trece de diciembre de dos mil veintiuno, 
la DEPPP, mediante oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/13938/2021, solicitó la colaboración de la 
UTIGyND del INE, para que se pronunciara sobre el cumplimiento a lo ordenado en los artículos 
Transitorios Segundo, Tercero y Cuarto de los Lineamientos dentro de las modificaciones al texto 
de los documentos básicos del PT. 

XIX. Dictamen de la UTIGyND. El trece de enero de dos mil veintidós, la UTIGyND, mediante oficio 
INE/UTIGyND/013/2022, remitió dictamen correspondiente al texto de los Documentos Básicos 
modificados del PT con las observaciones y sugerencias que consideró pertinentes, en atención al 
oficio precisado en el antecedente anterior. 

XX. Alcance al Dictamen de la UTIGyND. El diecisiete de febrero de dos mil veintidós, la UTIGyND, 
en alcance al oficio precisado en el numeral que antecede, el símil INE/UTIGyND/086/2022 de 
catorce del mismo mes y año, remitió dictamen complementario al texto de los Documentos 
Básicos modificados del PT con las observaciones y sugerencias que consideró pertinentes. 

XXI. Requerimiento al PT. El veinticinco de febrero de dos mil veintidós, la DEPPP, mediante oficio 
INE/DEPPP/DE/DPPF/00762/2022, requirió al Representante a fin de que, en el término de cinco 
días hábiles, remitiera las documentales correspondientes, en caso de adoptar las sugerencias y 
recomendaciones hechas por la UTIGyND, formuladas en los oficios anteriormente citados y a las 
diversas observaciones de fondo realizadas, para así continuar con el estudio de la procedencia 
constitucional y legal de las modificaciones presentadas. Requerimiento notificado el mismo día de 
su emisión. 

XXII. Desahogo al requerimiento formulado. EI cuatro de marzo de dos mil veintidós, la Oficialía de 
Partes Común del INE recibió el oficio REP-PT-INE-SGU-110/2022, por medio del cual el 
Representante desahogó el requerimiento señalado en el punto anterior, y remitió la 
documentación soporte para acreditar las modificaciones a los documentos básicos realizadas y 
adecuadas por la Comisión de Corrección de Estilo, Redacción y Constitucionalidad de los 
Acuerdos, Decisiones, Resoluciones, Elecciones y Nombramientos del 4º Congreso Nacional 
Extraordinario del mencionado instituto político, y señaló las precisiones que consideró pertinentes. 
También, remitió los textos definitivos de los documentos básicos modificados en medio impreso y 
magnético. 
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XXIII. Remisión de las adecuaciones a los Documentos Básicos modificados del PT a la UTIGyND. 
Una vez integrado el expediente correspondiente y verificado el cumplimiento al procedimiento 
respectivo por la Comisión de Corrección de Estilo, Redacción y Constitucionalidad de los 
Acuerdos, Decisiones, Resoluciones, Elecciones y Nombramientos del 4º Congreso Nacional 
Extraordinario para la modificación de los Documentos Básicos del PT, el ocho de marzo de dos 
mil veintidós, la DEPPP, mediante oficio INE/DEPPP/DE/DPPF/00874/2022, remitió los textos 
definitivos de los documentos básicos modificados del PT y solicitó la colaboración de la UTIGyND 
del INE, para que se pronunciara sobre el cumplimiento a las observaciones y sugerencias que 
consideró pertinentes mediante sus oficios INE/UTIGyND/013/2022 e INE/UTIGyND/0867/2022. 

XXIV. Dictamen final de la UTIGyND. El once de marzo de dos mil veintidós, la UTIGyND, mediante 
oficio INE/UTIGyND/140/2022, remitió dictamen definitivo correspondiente a los textos de los 
Documentos Básicos modificados del PT, y determinó que las observaciones realizadas  fueron 
atendidas. 

XXV. Alcance al dictamen final de la UTIGyND. El veinticinco de marzo de dos mil veintidós, la 
UTIGyND, mediante oficio INE/UTIGyND/162/2022 remitió oficio en alcance a su símil 
INE/UTIGyND/140/2022, con el cual adjuntó el cuadro de análisis de la revisión a los textos 
definitivos, relativa al cumplimiento de las observaciones que en su oportunidad fueron remitidas 
por esa Unidad, respecto de las observaciones a los documentos básicos del PT. 

XXVI. Integración de expediente. La DEPPP integró el expediente con la documentación presentada 
por el PT tendente a acreditar la celebración de su 4º Congreso Nacional Extraordinario. 

XXVII. Sesión de la CPPP. En sesión extraordinaria privada, efectuada el ocho de abril de dos mil 
veintidós, la CPPP del Consejo General del INE conoció el anteproyecto de Resolución sobre la 
procedencia constitucional y legal de las modificaciones a los documentos básicos del PT. 

Al tenor de los antecedentes que preceden y de las siguientes 

CONSIDERACIONES 

I. Marco convencional, constitucional, legal y normativo interno 

Instrumentos convencionales 

1. La Declaración Universal de Derechos Humanos, en sus artículos 2, 7, 19, 20 y 21, prevé que los 
Estados tienen la responsabilidad primordial y el deber de proteger, promover y hacer efectivos todos 
los derechos humanos y las libertades fundamentales, adoptando las medidas necesarias para crear 
las condiciones sociales, económicas, políticas, así como las garantías jurídicas y de cualquier otra 
índole, para que toda persona pueda disfrutar en la práctica de todos esos derechos y libertades, 
entre ellos, a reunirse o manifestarse pacíficamente, formar organizaciones, asociaciones o grupos 
no gubernamentales, a afiliarse o participar en ellos y participar en el gobierno y la gestión de los 
asuntos públicos. 

 El artículo 2, numerales 1 y 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, establece que 
los Estados Parte se comprometen a respetar y a garantizar a todas y todos los individuos que se 
encuentren en su territorio y estén sujetos a su jurisdicción los derechos reconocidos en el dicho 
Pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, 
origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social; así, 
también a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones del Pacto 
referido, las medidas oportunas para dictar las disposiciones legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos los derechos reconocidos y que no estuviesen ya 
garantizados por disposiciones legislativas o de otro carácter. 

 El propio Pacto invocado, en su artículo 25, incisos a) y b), establece la obligación de los Estados 
Parte para proteger que todas las personas ciudadanas gocen, sin ninguna distinción -de las antes 
referidas- y sin restricciones indebidas, del derecho y oportunidad a participar en la dirección de los 
asuntos públicos, directamente o por medio de personas representantes libremente elegidas y, 
consecuentemente, del derecho a votar y ser elegidas en elecciones periódicas, auténticas, 
realizadas por sufragio universal, y por voto secreto que garantice la libre expresión de la voluntad de 
las personas electoras. 

 En condiciones similares, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su artículo 1 
dispone que los Estados Parte de la Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta 
a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, 
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opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, 
nacimiento o cualquier otra condición social. Entre los derechos humanos que salvaguarda se 
encuentran los de asociarse libremente con fines ideológicos, religiosos, políticos, económicos, 
laborales, sociales, culturales, deportivos o de cualquier otra índole, así como los político-electorales 
de participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente o por medio de personas 
representantes libremente elegidas, de votar y ser elegidas en elecciones periódicas auténticas, 
realizadas por sufragio universal e igual, por voto secreto y acceder, en condiciones generales de 
igualdad, a las funciones públicas, conforme con los correlativos 16, apartado 1; y 23, apartado 1, 
incisos a), b) y c); del precitado instrumento convencional. 

El artículo 5 de la Convención Interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
la mujer (Convención de Belém Do Pará) prevé que toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus 
derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos 
derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos. 
Los Estados Parte reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio  de esos 
derechos. 

El artículo 7 de la citada Convención señala que los Estados Parte condenan todas las formas de 
violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, 
políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia. 

Dichas obligaciones y deberes convencionales del Estado Mexicano se regulan en cuanto a su 
protección y formas de ejercicio de los derechos político-electorales en la legislación  electoral 
nacional. 

Constitucionales 

2. El artículo 41, párrafo tercero, Base I, de la Constitución, preceptúa que los partidos políticos son 
entidades de interés público, que tienen como fin promover la participación del pueblo en la vida 
democrática, contribuir a la integración de los órganos de representación política y, como 
organizaciones de la ciudadanía, hacer posible el acceso de ésta al ejercicio del poder público, de 
acuerdo con los programas, principios e ideas que postulan, mediante el sufragio universal, libre, 
secreto y directo, así como las reglas para garantizar la paridad entre los géneros, en candidaturas a 
los distintos cargos de elección popular. 

El artículo 41, párrafo tercero, Base V, Apartado A, de la Constitución, en relación con los artículos 
29, numeral 1, 30, numeral 2, y 31, numeral 1, de la LGIPE, disponen que el INE es un organismo 
público autónomo que tiene como función estatal la organización de las elecciones, autoridad en la 
materia y cuyas actividades se rigen por los principios de certeza, legalidad, independencia, 
imparcialidad, máxima publicidad, objetividad, paridad de género, y se realizarán con perspectiva de 
género. 

El artículo 41, párrafo tercero, Base I, penúltimo párrafo, de la Constitución, establece que las 
autoridades electorales solamente podrán intervenir en los asuntos internos de los partidos políticos 
en los términos que señala la propia Constitución y la ley de la materia. 

Los artículos 1º, último párrafo, y 4º, primer párrafo, de la Constitución, establece que queda 
prohibida toda discriminación que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 
menoscabar los derechos y libertades de las personas; y que la mujer y el hombre son iguales  ante 
la ley. 

LGIPE 

3. El artículo 44, numeral 1, inciso j), de la LGIPE, determina que es atribución de este Consejo 
General, entre otras, vigilar que los partidos políticos cumplan con las obligaciones a que están 
sujetos y que sus actividades se desarrollen con apego a la citada ley, a la LGPP, así como a los 
lineamientos que emita, en su momento, este Consejo General, para que los partidos políticos 
prevengan, atiendan y erradiquen la VPMRG. 

El artículo 442 de la LGIPE determina que los PPN, las agrupaciones políticas nacionales, las y los 
aspirantes, precandidatos, candidatos y candidatos independientes a cargos de elección popular y la 
ciudadanía en general, entre otros, son sujetos de responsabilidad por infracciones cometidas a las 
disposiciones electorales. Los casos de VPMRG atentan contra lo establecido por la Constitución, los 
tratados internacionales y la Ley General mencionada. 
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LGPP 

4. Conforme a lo dispuesto en el artículo 23, numeral 1, inciso c), de la LGPP, los partidos políticos 
gozan de facultades para regular su vida interna y determinar su organización interior y los 
procedimientos correspondientes. 

En el artículo 34, numeral 1, de la LGPP, se dispone que los asuntos internos de los partidos 
políticos comprenden el conjunto de actos y procedimientos relativos a su organización y 
funcionamiento, con base en las disposiciones previstas en la Constitución, en esa Ley y en la 
normativa interna que aprueben sus órganos de dirección. 

Los artículos 3, numeral 4, 23, numeral 1, inciso e); 25, numeral 1, incisos s) a x); 37, numeral 1, 
incisos e) a g); 38, numeral 1, inciso e); 39, numeral 1, incisos f) y g); y 73, numeral 1 de la LGPP se 
establece que los PPN deberán: 

a) Prever en la Declaración de Principios la obligación de promover, proteger y respetar los 
derechos políticos y electorales de las mujeres, establecidos en la Constitución Federal y en 
los tratados internacionales firmados y ratificados por México, y determinar los mecanismos 
de sanción aplicables a quien o quienes ejerzan VPMRG, acorde a lo estipulado en la 
LGIPE y la LGAMVLV y demás leyes aplicables; 

b) Determinar en su Programa de Acción medidas para promover la participación política de 
las militantes y establecer mecanismos de promoción y acceso de las mujeres a la actividad 
política del partido, así como la formación de liderazgos políticos; 

c) Establecer en sus Estatutos los mecanismos y procedimientos que permitirán garantizar la 
integración de liderazgos políticos de mujeres al interior del partido, así como aquellos que 
garanticen la prevención, atención y sanción de la VPMRG; y 

d) Establecer criterios para garantizar la paridad entre los géneros en candidaturas; 

e) Garantizar en igualdad de condiciones la participación de mujeres y hombres en sus 
órganos internos de dirección y espacios de toma de decisiones; 

f) Garantizar la no discriminación por razón de género en la programación y distribución de 
tiempos del Estado; 

g) Garantizar a las mujeres el ejercicio de sus derechos políticos y electorales libres de 
violencia política, en los términos de la LGAMVLV; 

h) Sancionar por medio de los mecanismos y procedimientos internos con los que se cuente 
todo acto relacionado con la VPMRG; 

i) Cumplir con las obligaciones que la legislación en materia de transparencia y acceso a su 
información les impone; 

j) Elaborar y entregar los informes de origen y uso de recursos a que se refiere esa misma ley, 
dentro de los cuales deberán informar trimestralmente de manera pormenorizada y 
justificada sobre la aplicación de los recursos destinados para la capacitación, promoción y 
el desarrollo del liderazgo político de las mujeres; y 

k)  Aplicar los recursos destinados para la capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo 
político de las mujeres al rubro de la creación así como para el fortalecimiento de 
mecanismos para prevenir, atender, sancionar y erradicar la VPMRG. 

LGAMVLV 

5. El artículo 20 Bis de la LGAMVLV define a la VPMRG como toda acción u omisión, incluida la 
tolerancia, basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que 
tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos 
políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las atribuciones 
inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de 
decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, tratándose 
de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del mismo tipo. 

Asimismo, señala que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, cuando se dirijan 
a una persona por su condición de mujer, le afecten desproporcionadamente o tengan un impacto 
diferenciado en ella; que puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en 
la referida ley y puede ser perpetrada indistintamente por agentes estatales, por superiores 
jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes de partidos políticos, militantes, simpatizantes, 
precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos postulados por los partidos políticos o 
representantes de los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, por un particular o por un 
grupo de personas particulares. 



Viernes 20 de mayo de 2022 DIARIO OFICIAL   

El artículo 48 Bis de la LGAMVLV señala que corresponde al INE, en el ámbito de su competencia, 
promover la cultura de la no violencia en el marco del ejercicio de los derechos políticos y electorales 
de las mujeres y sancionar, de acuerdo con la normatividad aplicable, las conductas que constituyan 
VPMRG. 

Reglamento de Registro 

6. Los artículos 5 al 18 del Reglamento de Registro prevén el procedimiento que debe seguir este 
Consejo General, a través de la DEPPP, para determinar en su caso si la modificación a los 
documentos básicos se apega a los principios democráticos establecidos en la CPEUM y la LGPP. 

Lineamientos 

7. Los artículos Transitorios Segundo, Tercero y Cuarto, de los Lineamientos, aprobados por el Consejo 
General el veintiocho de octubre de dos mil veinte, mediante Acuerdo INE/CG517/2020, establecen 
la obligación de los PPN de adecuar sus documentos básicos a los parámetros legales en ellos 
establecidos: 

“Segundo. Los partidos políticos deberán adecuar sus documentos 
básicos, a fin de dar cumplimiento a lo establecido en los presentes 
Lineamientos, una vez que termine el Proceso Electoral; en tanto esto ocurra, 
se ajustarán a lo previsto en los presentes Lineamientos en la tramitación de las 
quejas y denuncias que se presenten en esta temporalidad. Las adecuaciones 
estatutarias de los partidos políticos para atender lo dispuesto en estos 
Lineamientos deberán llevarse a cabo una vez que termine el Proceso Electoral 
2020-2021. 

Tercero. La Comisión de Igualdad de Género y No Discriminación y la 
Unidad Técnica de Fiscalización darán seguimiento a los programas de trabajo 
de los partidos políticos conforme a los establecido en los presentes 
Lineamientos a partir del año 2021. 

Cuarto. Los presentes Lineamientos serán aplicables para los Partidos 
Políticos Nacionales y, en su caso, para los partidos políticos locales. Si los 
Organismos Públicos Locales Electorales emiten Lineamientos en esta materia 
los mismos serán aplicables siempre y cuando no se contrapongan con los 
presentes.” 

Ahora bien, de acuerdo con lo señalado en el artículo 12 de los Lineamientos, corresponde a la 
DEPPP, analizar que las modificaciones realizadas por los PPN a sus documentos básicos se 
apeguen a los principios democráticos de dicha materia y elaborará el proyecto de Resolución que 
será sometida para su aprobación al Consejo General. 

II. Competencia del Consejo General 

8. La competencia de este Consejo General para pronunciarse sobre la constitucionalidad y legalidad 
de las modificaciones a los documentos básicos de los PPN, a través de la resolución que emita al 
respecto, dentro de los plazos establecidos en la normatividad aplicable, tiene su fundamento en lo 
dispuesto por los artículos 25, numeral 1, inciso l), 34 y 36, de la LGPP. 

Así, en el artículo 36, numeral 1, de la LGPP, se establece que, para la declaratoria de procedencia 
constitucional y legal de los documentos básicos de los PPN, este Consejo General atenderá el 
derecho de éstos para dictar las normas y procedimientos de organización que les permitan funcionar 
de acuerdo con sus fines. 

En cumplimiento a lo dispuesto por los artículos 3, numerales 1 y 3, y 10, numeral 2, inciso a), 
relacionados con el 35, de la LGPP, los PPN deben disponer de documentos básicos, los cuales 
deberán cumplir con los extremos que al efecto precisan los artículos 37, 38 y 39 de la Ley en cita. 

Resolución INE/CG550/2022, plazo legal para realizar las modificaciones a los documentos básicos 
del PT 

9. El veintiocho de octubre de dos mil veinte, fue aprobada por el Consejo General del INE la 
Resolución INE/CG550/2020, mediante la cual, declaró la procedencia constitucional y legal de las 
modificaciones a los Documentos Básicos del PT, publicada en el DOF el doce de noviembre del 
mismo año, en cuyo punto resolutivo Tercero ordenó a dicho PPN, lo siguiente: 
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“TERCERO. En atención al principio de autoorganización, y visto el 
cumplimiento parcial del PT a las reformas aprobadas mediante el Decreto 
publicado en la edición vespertina del Diario Oficial de la Federación de 
trece de abril de dos mil veinte, por el que se reforman y adicionan diversas 
disposiciones de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre 
de Violencia, de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 
de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral, 
de la Ley General de Partidos Políticos, de la Ley General en Materia de Delitos 
Electorales, de la Ley Orgánica de la Fiscalía General de la República, de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación y de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, se le requiere, para que realice a más tardar 
60 días naturales posteriores a la conclusión del Proceso Electoral Federal 
2020-2021, las modificaciones a sus documentos básicos tomando las 
consideraciones vertidas en la presente Resolución, e informe a esta autoridad 
dentro del plazo contenido en el artículo 25, numeral 1, inciso l) de la LGPP.” 
(sic). 

Énfasis añadido 

La referida resolución fue impugnada a través del Recurso de Apelación radicado en la Sala Superior 
del TEPJF con el expediente SUP-RAP-110/2020, entre de los puntos impugnados, se encontraba la 
aprobación del plazo otorgado en el referido resolutivo Tercero. 

En sesión de diecisiete de febrero de dos mil veintiuno, el Pleno de la Sala Superior del TEPJF 
resolvió como único punto confirmar la Resolución INE/CG550/2020, en lo que fue materia de 
impugnación, decisión que sustenta entre otras determinaciones que: “el término de sesenta días 
naturales posteriores a la conclusión del proceso electoral federal dos mil veinte-dos mil veintiuno, 
para realizar las adecuaciones a sus documentos básicos es razonable y no implica la inobservancia 
del procedimiento previsto en los Estatutos para la celebración de un Congreso Nacional de carácter 
extraordinario”. 

Ahora bien, el acto por el cual se dio por culminado el PEF, fue aprobado en sesión extraordinaria de 
treinta y uno de agosto de dos mil veintiuno, del Consejo General de este Instituto, al emitir el 
Acuerdo INE/CG1474/2021, en acatamiento a las sentencias dictadas por el TEPJF en los 
expedientes SUP-REC-1410/2021 y acumulados, así como SUP-REC-1414/2021 y acumulados, y 
modifica la asignación de las diputaciones federales que les corresponden a los Partidos Políticos 
Nacionales Acción Nacional y Verde Ecologista de México, aprobada mediante acuerdo 
INE/CG1443/2021. 

En consecuencia, el plazo otorgado al PT en la Resolución INE/CG550/2020, se contabilizó a partir 
del uno de septiembre al treinta de octubre de dos mil veintiuno. Cabe señalar que en concordancia 
con la norma estatutaria del PT, para poder dar cumplimiento al plazo otorgado, la sesión del 
Congreso Nacional debió realizarse a través de una convocatoria extraordinaria. 

En virtud de que la modificación a los Documentos Básicos del PT, se llevó a cabo durante su 4º 
Congreso Nacional Extraordinario celebrado el veinticuatro de octubre de dos mil veintiuno, se dio 
cumplimiento al plazo otorgado, tal como se muestra a continuación: 

AGOSTO 2021 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

 31 

Conclusión del 
PEF 

 

 

SEPTIEMBRE 2021 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

 1 

(día 1) 

2 

(día 2) 

3 

(día 3) 

4 

(día 4) 

5 

(día 5) 

6 

(día 6) 

7 

(día 7) 

8 

(día 8) 

9 

(día 9) 

10 

(día 10) 

11 

(día 11) 

12 

(día 12) 
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SEPTIEMBRE 2021 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

13 

(día 13) 

14 

(día 14) 

15 

(día 15) 

16 

(día 16) 

17 

(día 17) 

18 

(día 18) 

19 

(día 19) 

20 

(día 20) 

21 

(día 21) 

22 

(día 22) 

23 

(día 23) 

24 

(día 24) 

25 

(día 25) 

26 

(día 26) 

27 

(día 27) 

28 

(día 28) 

29 

(día 29) 

30 

(día 30) 

 

 

OCTUBRE 2021 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

 1 

(día 31) 

2 

(día 32) 

3 

(día 33) 

4 

(día 34) 

5 

(día 35) 

6 

(día 36) 

7 

(día 37) 

8 

(día 38) 

9 

(día 39) 

10 

(día 40) 

11 

(día 41) 

12 

(día 42) 

13 

(día 43) 

14 

(día 44) 

15 

(día 45) 

16 

(día 46) 

17 

(día 47) 

18 

(día 48) 

19 

(día 49) 

20 

(día 50) 

21 

(día 51) 

22 

(día 52) 

23 

(día 53) 

24 

(día 54) 

4ª. CNE* 

25 

(día 55) 

26 

(día 56) 

27 

(día 57) 

28 

(día 58) 

29 

(día 59) 

30** 

(día 60) 

 

* 4º. Congreso Nacional Extraordinario del PT. 

**Fecha límite para aprobar las modificaciones. 

III. Comunicación de las modificaciones al INE 

10. De conformidad con el artículo 25, numeral 1, inciso l), de la LGPP, una vez aprobada cualquier 

modificación a los documentos básicos de los PPN, éstos deberán comunicarlo al INE dentro de los 

diez días siguientes a la fecha en que se tome el acuerdo correspondiente por el partido político. 

Sentado lo anterior, y tal como se ha referido con antelación, el veinticuatro de octubre de dos mil 

veintiuno el PT celebró el 4º Congreso Nacional Extraordinario, en el cual, entre otros asuntos, se 

aprobaron modificaciones a sus Estatutos, el Programa de Acción y la Declaración de Principios, 

documentos normativos que rigen su vida interna. 

En consecuencia, se advierte que el término establecido en el artículo 25 del ordenamiento citado, 

transcurrió del veinticinco de octubre al nueve de noviembre de dos mil veintiuno, descontando los 

días inhábiles, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 7, numeral 2, de la Ley General del 

Sistema de Medios de Impugnación. 

Dado que el PT presentó el oficio mediante el cual informó al INE sobre las modificaciones a sus 

documentos básicos el cinco de noviembre de dos mil veintiuno, por tanto, dicho PPN dio 

observancia a la disposición legal señalada, como se muestra a continuación: 
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OCTUBRE 2021 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

      24 

4ª. CNE* 

25 

(día 1) 

26 

(día 2) 

27 

(día 3) 

28 

(día 4) 

29 

(día 5) 

30 

(inhábil) 

31 

(inhábil) 

 

NOVIEMBRE 2021 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

1 

(inhábil)** 

2 

(inhábil)*** 

3 

(día 6) 

4 

(día 7) 

5 

(día 8) 

NOT**** 

6 

(inhábil) 

7 

(inhábil) 

8 

(día 9) 

9 

(día 10) 

 

* 4º. Congreso Nacional Extraordinario del PT. 
** Acuerdo INE/JGE115/2021. 
*** Articulo 52 Estatuto de Servicios Profesionales del INE. 
****Notificación al INE de la celebración de la Cuarta Convención Nacional Democrática de Movimiento 
Ciudadano. 

IV. Plazo para emitir la resolución que en derecho corresponde 

11. El artículo 25, numeral 1, inciso l) de la LGPP, en relación con el artículo 13 del Reglamento, 
establece que este órgano colegiado cuenta con treinta días naturales para resolver sobre la 
constitucionalidad y legalidad de los cambios aprobados a los documentos básicos de los institutos 
políticos. 

Por su parte el artículo 17 del Reglamento, señala que una vez desahogado el último requerimiento, 
la DEPPP deberá elaborar el Proyecto de Resolución sobre la procedencia constitucional y legal de 
las modificaciones a los documentos básicos, el cual será sometido a consideración de la CPPP a fin 
de que ésta, a su vez, lo someta a consideración del Consejo General. 

Ahora bien, el artículo 17 del Reglamento señala que dicho plazo se contabiliza una vez desahogado 
el último requerimiento al PPN, no obstante, la DEPPP tuvo la posibilidad de integrar el expediente 
correspondiente, hasta en tanto la UTIGyND emitiera su opinión técnica a los textos definitivos de 
modificaciones a los Documentos Básicos del PT presentados mediante oficio  REP-PT-INE-
110/2022, dada la relevancia que implica el cumplimiento por parte de este a los Lineamientos. 

Sentado lo anterior, el término se contabiliza a partir del veintiséis de marzo del presente año, para 
concluir, el veinticuatro de abril del mismo año; considerando que el veinticinco de marzo de dos mil 
veintidós la UTIGyND, mediante oficio INE/UTIGyND/162/2022 emitió dictamen final sobre los textos 
definitivos de modificaciones presentados. Por lo que, el plazo se contabilizó de la siguiente forma: 

MARZO 2022 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

 25 

Dictamen de 
la UTIGyND 

26 

(día 1) 

27 

(día 2) 

28 

(día 3) 

29 

(día 4) 

30 

(día 5) 

31 

(día 6) 
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ABRIL 2022 

LUNES MARTES MIÉRCOLES JUEVES VIERNES SÁBADO DOMINGO 

 1 

(día 7) 

2 

(día 8) 

3 

(día 9) 

4 

(día 10) 

5 

(día 11) 

5 

(día 12) 

7 

(día 13) 

8 

(día 14) 

9 

(día 15) 

10 

(día 16) 

11 

(día 17) 

12 

(día 18) 

13 

(día 18) 

14 

(día 20) 

15 

(día 21) 

16 

(día 22) 

17 

(día 23) 

18 

(día 24) 

19 

(día 25) 

20 

(día 26) 

21 

(día 27) 

22 

(día 28) 

23 

(día 29) 

24* 

(día 30) 

*Fecha límite para emitir la resolución. 

Ahora bien, el plazo para que este Consejo General determine lo conducente sería el veinticuatro de 
abril. Sin embargo, siendo aprobado por la CPPP el ocho de abril del presente año, el proyecto es del 
conocimiento de las personas integrantes del Consejo General previo al término de los treinta días 
para su discusión, y en su caso, aprobación en la siguiente sesión a celebrarse el mismo mes. 

V. Normatividad partidista aplicable 

Estatutos del PT 

12. Para la declaración de constitucionalidad y legalidad de las modificaciones presentadas por el 
Representante, esta autoridad electoral deberá analizar que el procedimiento de modificación de los 
documentos básicos del PT se haya llevado a cabo en términos de lo establecido en los artículos 23, 
fracción I; 24, 25, 26, 27, 28, 29, incisos d), f) y j); 30, 37, 37 Bis, 39, inciso c); 40, párrafo segundo y 
117 de los Estatutos. 

VI. Análisis de procedencia constitucional y legal de las modificaciones estatutarias presentadas 

13. En cumplimiento a lo establecido en el artículo 55, numeral 1, incisos m) y o), de la LGIPE, en 
relación con el artículo 46, numeral 1, inciso e), del Reglamento Interior del INE, la DEPPP auxilió a 
la CPPP en el análisis de la documentación presentada por el PT, a efecto de verificar el apego de la 
instalación, desarrollo y determinaciones tomadas en el 4º Congreso Nacional Extraordinario, 
conforme a la normativa estatutaria y reglamentaria aplicable. 

En este sentido la Sala Superior del TEPJF, al resolver el juicio para la protección de los derechos 
político-electorales del ciudadano, identificado con la clave SUP-JDC-670/2017, estableció que la 
autoridad electoral, nacional o local, debe verificar que la modificación estatutaria o 
reglamentaria se apegue a lo previsto constitucional y legalmente, además de revisar que 
tanto el procedimiento de reforma como el contenido de la norma, se ajusten a los parámetros 
previstos en la normativa interna de cada partido político. 

Por cuestión de método, el análisis de las modificaciones a los documentos básicos se realizará en 
dos apartados. En el apartado A se verificará que se haya dado cumplimiento al procedimiento 
estatutario establecido para la aprobación de las modificaciones a los documentos básicos y, en el 
apartado B, se analizará que el contenido de las modificaciones se apegue a los principios 
democráticos establecidos en la Constitución, la LGPP, los Lineamientos y demás disposiciones en 
materia electoral. 

A. Verificación del cumplimiento al procedimiento estatutario establecido para la aprobación de 
las modificaciones a los documentos básicos 

Documentación presentada por el PT 

14. Para acreditar que las modificaciones a los documentos básicos se realizaron de acuerdo con las 
reglas previstas en la normativa interna del PT, el referido partido político presentó la documentación 
que se detalla a continuación, clasificada en documentos originales, copias certificadas y otros: 

a) Documentos originales: 

● Convocatoria al 4º Congreso Nacional Ordinario del Partido del Trabajo de ocho de 
septiembre de dos mil veintiuno. 

● Lista de asistencia de las personas integrantes y delegadas convocadas al 4º Congreso 
Nacional Extraordinario, celebrado el veinticuatro de octubre de dos mil veintiuno. 
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● Dictamen que emite la Comisión de Revisión, Acreditación y Registro del 4º Congreso 
Nacional Extraordinario del PT, relativo a la declaración de la existencia del quórum legal 
para sesionar de manera extraordinaria, el veinticuatro de octubre de dos mil veintiuno. 

● Acta del 4º Congreso Nacional Extraordinario celebrado el veinticuatro de octubre de dos 
mil veintiuno. 

● Convocatoria a las personas integrantes de la Comisión de Corrección de Estilo del PT de 
dos de marzo de dos mil veintidós. 

● Acta de la reunión de trabajo de la Comisión de Corrección de Estilo del PT celebrada el 
tres de marzo de dos mil veintidós. 

● Lista de asistencia de la Comisión de Corrección de Estilo del PT a la reunión de trabajo 
celebrada el tres de marzo de dos mil veintidós. 

b) Copias certificadas: 

● Certificación de cuatro de noviembre de dos mil veintiuno, emitida por el Secretario Técnico 
de la Comisión Ejecutiva Nacional del PT, dentro de la cual se encuentran los documentos 
siguientes: 

 Convocatoria a la Sesión Ordinaria de la Comisión Coordinadora Nacional del Partido 
del Trabajo, a celebrarse el dos de septiembre de dos mil veintiuno. 

 Impresión de pantalla del correo electrónico mediante el cual se notifica a la 
integración de dicho órgano la convocatoria a la Sesión Ordinaria de la Comisión 
Coordinadora Nacional del PT, a celebrarse el dos de septiembre de dos mil veintiuno. 

 Lista de asistencia a la Sesión Ordinaria de la Comisión Coordinadora Nacional 
celebrada el dos de septiembre de dos mil veintiuno. 

 Acta de la Sesión Ordinaria de la Comisión Coordinadora Nacional celebrada el dos de 
septiembre de dos mil veintiuno. 

 Convocatoria a la Sesión Ordinaria de la Comisión Ejecutiva Nacional a celebrarse el 
ocho de septiembre de dos mil veintiuno, de dos de septiembre del mismo año. 

 Impresión de pantalla del correo electrónico mediante el cual se notifica a la 
integración de dicho órgano la convocatoria a la Sesión Ordinaria de la Comisión 
Ejecutiva Nacional, a celebrarse el ocho de septiembre de dos mil veintiuno. 

 Lista de asistencia de la Sesión Ordinaria de la Comisión Ejecutiva Nacional, 
celebrada el ocho de septiembre de dos mil veintiuno. 

 Acta de la Sesión Ordinaria de la Comisión Ejecutiva Nacional celebrada el ocho de 
septiembre de dos mil veintiuno. 

● Certificación de veintiséis de septiembre de dos mil veintiuno, signada por el Secretario 
Técnico, en la que se hace constar que la convocatoria al 4º Congreso Nacional 
Extraordinario fue publicada en los estrados de las oficinas de las Comisiones Ejecutivas 
Estatales en las treinta y dos entidades y en la página electrónica del partido 
http://partidodeltrabajo.org.mx/2017/ 

● Certificación de veintiséis de noviembre de dos mil veintiuno, signadas por el Secretario 
Técnico de la Comisión Ejecutiva Nacional, que contiene las treinta y dos listas (una por 
cada entidad) de las personas delegadas ratificadas y/o sustitutas para participar en el 4º 
Congreso Nacional Extraordinario, conforme al artículo 25, inciso h) de los Estatutos. 

c) Otros: 

● Publicación de la Convocatoria al 4º Congreso Nacional Extraordinario en el periódico de 
circulación nacional denominado “La Jornada” de cinco de octubre de dos mil veintiuno. 

● Reglamento de Debates, Participaciones y Votaciones del 4º Congreso Nacional 
Extraordinario del PT, aprobado el ocho de septiembre de dos mil veintiuno por la Comisión 
Ejecutiva Nacional. 

● Fe de Erratas de la lista de asistencia a de la Sesión Ordinaria de la Comisión Ejecutiva 
Nacional, celebrada el ocho de septiembre de dos mil veintiuno. 

● Textos de la Declaración de Principios, Programa de Acción y Estatutos en formato 
impreso. 
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● Cuadros comparativos de las reformas a la Declaración de Principios, Programa de Acción 
y Estatutos en formato impreso. 

● Un CD que contiene cuadros comparativos de las reformas a la Declaración de Principios, 
Programa de Acción y Estatutos, así como los textos en formato Word. 

● Textos de la Declaración de Principios, Programa de Acción y Estatutos modificados por la 
Comisión de Corrección de Estilo en formato impreso. 

● USB que contiene textos de la Declaración de Principios, Programa de Acción y Estatutos 
modificados por la Comisión de Corrección de Estilo en formato Word. 

● Evidencias fotográficas (treinta páginas), relacionadas con la publicación de la 
convocatoria al 4º Congreso Nacional Extraordinario. 

● Copia legible de las credenciales para votar de las personas nombradas como integrantes 
de la Comisión de Redacción. 

Procedimiento Estatutario 

15. De lo previsto en los artículos 23, fracción I; 24, 25, 26, 27, 28, 29, incisos d), f) y j); 30, 37, 37 Bis, 
39, inciso c); 40, párrafo segundo y 117 de los Estatutos, se desprende lo siguiente: 

I. A nivel nacional, son los órganos de Dirección e Instancias del PT: El Congreso Nacional, el 
Consejo Político Nacional, la Comisión Ejecutiva Nacional, la Comisión Coordinadora 
Nacional, y el Comisionado Político Nacional. 

II. El Congreso Nacionales la máxima autoridad del PT, tanto en su formato ordinario y 
extraordinario, por lo que es el único órgano competente para realizar las reformas y 
cambios que se consideren conveniente a los Documentos Básicos del PT. 

III. El Congreso Nacional se encuentra integrado por: 

“… 

a) La Comisión Ejecutiva Nacional, la Comisión Coordinadora Nacional, la 
Comisión Nacional de Contraloría y Fiscalización. 

b) Las y los Legisladores Federales del Partido del Trabajo acreditados conforme 
a la convocatoria respectiva. 

c) Las y los Legisladores Locales del Partido del Trabajo acreditados conforme a 
la convocatoria respectiva. 

d) Comisionadas Políticas o Comisionados Políticos Nacionales. 

e) Se deroga. 

f) Las y los Representantes Nacionales ante los Órganos Electorales Federales. 

g) Delegadas y delegados en el número y proporción que se establezca en la 
convocatoria respectiva, que emita la instancia convocante, (…) 

h) Delegadas y delegados nombrados por la Comisión Ejecutiva Nacional, con 
base en el artículo 40 párrafo segundo, de los presentes Estatutos. (…).” 

IV. El Congreso Nacional sesionará de manera ordinaria cuando menos cada tres años y de 
manera extraordinaria, cuando sea necesario por las mismas instancias. 

V. La Comisión Nacional Ejecutiva o el Consejo Político Nacional, como órgano convocante, 
deberán emitir la convocatoria en forma ordinaria por el 66% de sus miembros, cuando 
menos; en negativa u omisión, por las Comisiones Ejecutivas Estatales y de la Ciudad de 
México en un cincuenta por ciento (50%) más uno, de éstas. 

VI. La Comisión Coordinadora Nacional deberá firmar y publicar la Convocatoria en forma 
ordinaria por lo menos con dos meses de anticipación. En su caso, deberá hacerse por el 
cincuenta por ciento (50%) más uno de las personas integrantes de la Comisión Ejecutiva 
Nacional o por el cincuenta por ciento (50%) más uno de las Comisiones Ejecutivas 
Estatales y de la Ciudad de México. 

VII. El Congreso Nacional podrá ser convocado en forma extraordinaria, con los requisitos y 
proporciones señaladas en 27 de los Estatutos. 
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VIII. La convocatoria de manera extraordinaria la acuerda la Comisión Ejecutiva Nacional y la 
realiza, firma y ordena su publicación, la Comisión Coordinadora Nacional o el 50 % más 
uno de las y los integrantes de la Comisión Ejecutiva Nacional o por el 50 % más uno de las 
Comisiones Ejecutivas Estatales y de la Ciudad de México o por lo menos el 15 % de las y 
los militantes registrados en el padrón del PT. 

IX. El Congreso Nacional extraordinario deberá ser convocado, al menos, con un mes de 
anticipación a su celebración. 

X. Por lo que hace a la integración del Congreso Nacional de carácter extraordinario, 
corresponde a la Comisión Ejecutiva Nacional, realizar las acciones pertinentes para 
nombrar, ratificar y/o designar a las delegadas y delegados que deberán asistir con derecho 
de voz y voto. 

XI. El Congreso Nacional extraordinario sólo tratará el o los puntos para los que 
expresamente fue convocado. 

XII. La convocatoria deberá difundirse en forma amplia a todas las instancias estatales y de la 
Ciudad de México y, además, deberá publicarse en un período de circulación nacional con 
al menos quince días naturales antes de la celebración del Congreso. 

XIII. Los documentos objeto de análisis del Congreso Nacional deberán ser conocidos y 
discutidos por las y los militantes. Es responsabilidad de los organismos convocantes que 
las diversas opiniones sean conocidas por el conjunto de los miembros del PT. 

XIV. La sesión del Congreso Nacional extraordinario se instalará (quórum legal) con la 
asistencia del cincuenta por ciento más uno de sus integrantes. 

XV. Las personas integrantes de la Comisión Ejecutiva Nacional presidirán la sesión del 
Congreso Nacional. 

XVI. El Congreso Nacional aprobará, a propuesta y/o firma de las personas integrantes de la 
Comisión Coordinadora Nacional o de la Comisión Ejecutiva Nacional, el reglamento de 
debates que regulará su funcionamiento y toma de decisiones. 

XVII. Las formas de votación del PT en todas sus instancias Nacionales, Estatales, de la Ciudad 
de México, Demarcaciones territoriales, Municipales y Distritales, son: votación secreta por 
cédula, votación nominal y votación económica, dicha forma será determinada por el propio 
congreso. 

XVIII. La toma de decisiones acuerdos, resoluciones, elecciones, reelecciones, nombramientos y 
mandatos del congreso, serán válidos con el voto del cincuenta por ciento (50%) más uno, 
de las personas integrantes presentes. 

XIX. Las resoluciones del Congreso Nacional son obligatorias para todos sus órganos e 
instancias de dirección, para las personas militantes, afiliadas y afiliados. 

XX. El Congreso Nacional tendrá validez al contar con el quórum legal establecido y al estar 
presente la mayoría de las personas miembros de la Comisión Coordinadora Nacional o el 
cincuenta por ciento (50%) más uno de las personas integrantes de la Comisión Ejecutiva 
Nacional. 

Una vez establecidos los elementos a verificar, en análisis de la documentación presentada por el 
PT se obtiene lo siguiente: 

Órgano competente para la aprobación de las modificaciones estatutarias 

16. En el caso concreto, el Congreso Nacional tiene la facultad de aprobar las reformas a la Declaración 
de Principios, el Programa de Acción o los Estatutos del PT, al ser el máximo órgano de dirección y 
decisión del partido político: 

“Artículo 29. Son atribuciones del Congreso Nacional ordinario y extraordinario: 

(…) 

d) Realizar las reformas y los cambios que se consideren convenientes en la 
Declaración de Principios, el Programa de Acción y los Estatutos del Partido del 
Trabajo. 

(…)” 

Énfasis añadido 
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 De la documentación presentada por el Representante del PT ante el Consejo General del INE, 
específicamente del acta del 4º Congreso Nacional Extraordinario, respecto a la propuesta de 
modificaciones, se señaló lo siguiente: 

“(…) LA CELEBRACIÓN DEL 4º CONGRESO NACIONAL EXTRAORDINARIO, SE 
DEBE AL ACATAMIENTO A LA SENTENCIA SUP-RAP-110/2020, EMITIDA POR LA 
SALA SUPERIOR DEL TRIBUNAL ELECTORAL DEL PODER JUDICIAL DE LA 
FEDERACIÓN, EL PASADO 17 DE FEBRERO DE 2021, (…) CON LA QUE SE 
ESTABLECIÓ QUE EN UN TÉRMINO DE SESENTA DÍAS NATURALES 
POSTERIORES A LA CONCLUSIÓN DEL PROCESO ELECTORAL FEDERAL  2020-
2021, SE DEBEN REALIZAR LAS ADECUACIONES A LOS DOCUMENTOS 
BÁSICOS: DECLARACIÓN DE PRINCIPIOS, PROGRAMA DE ACCIÓN Y 
ESTATUTOS, PARA DAR CUMPLIMIENTO AL DECRETO EN MATERIA DE 
VIOLENCIA POLÍTICA EN CONTRA DE LAS MUJERES POR RAZÓN DE GÉNERO, 
PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 13 DE ABRIL DE 
2020 (…)”. 

“(…) LA PRESENTACIÓN, ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LAS PROPUESTAS DE 
MODIFICACIÓN, REFORMA Y ADICIÓN A LOS ESTATUTOS DEL PARTIDO DEL 
TRABAJO, Y QUE CONSISTEN EN LA ARMONIZACIÓN DE ÉSTOS CON LAS 
RECIENTES REFORMAS A LA LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A 
UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, LA INCORPORACIÓN DE LAS SANCIONES 
POR VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN RAZÓN DE GÉNERO, LA 
CREACIÓN DE UN ÓRGANO INTERNO ESPECÍFICO PARA ATENDER CASOS 
POR VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN RAZÓN DE GÉNERO, 
ENTRE OTRAS. DIVERSOS ORADORES PLANTEAN SUS PROPUESTAS PARA 
QUE SEAN DISCUTIDAS Y, EN SU CASO, INCORPORADAS A LAS 
MODIFICACIONES DE LOS DOCUMENTOS BÁSICOS: DECLARACIÓN DE 
PRINCIPIOS, PROGRAMA DE ACCIÓN Y ESTATUTOS (…)” 

Énfasis añadido 

En tal virtud, es razonable que el Congreso Nacional haya realizado las modificaciones a los 
documentos básicos del PT, pues ha ejercido las facultades establecidas en el artículo 29, inciso d) 
de los Estatutos, disposición estatutaria que lo prevé como el único órgano competente. 

Nombramiento de delegadas y delegados con derecho a asistir al Congreso Nacional. 

17. Si bien, de acuerdo con lo previsto en el artículo 25, inciso g) de los Estatutos, en relación con el 
artículo 40, primer párrafo, del mismo ordenamiento, de manera ordinaria corresponde a cada 
Congreso Estatal el nombramiento de las delegadas y delegados con derecho asistir al Congreso 
Nacional, sin embargo, para poder dar cumplimiento al plazo otorgado por este Consejo General 
mediante la Resolución INE/CG550/20220, la sesión del Congreso Nacional debió realizarse a través 
de una convocatoria extraordinaria. 

Por lo cual, la Comisión Ejecutiva Nacional al no existir las condiciones necesarias para realizar el 
procedimiento ordinario de nombramiento de Delegadas y Delegados al Congreso Nacional, en 
ejercicio de la facultad otorgada en el artículo 40, párrafo segundo, en su sesión celebrada el ocho de 
septiembre de dos mil veintiuno, realizó el nombramiento de manera directa, en el número y 
composición que consideró conveniente. 

En virtud de lo anterior, de acuerdo con el contenido del acta de Sesión Ordinaria de la Comisión 
Ejecutiva Nacional, en su punto número 5, se desprende que, se llevó a cabo: 

1. La ratificación de las Delegadas y los Delegados de casa entidad que fueron electos en 2020 
por sus respectivos Congresos Estatales; y 

2. La aprobación, en su caso, de las sustituciones planteadas y la designación de las personas 
propuestas por la Comisionada y/o el Comisionado Político Nacional adscrito a cada entidad. 

Asimismo, dentro del cuerpo de la citada acta, se desprenden los nombres de las personas 
nombradas como Delegada o Delegado con derecho a asistir al 4º Congreso Nacional Extraordinario. 



 DIARIO OFICIAL Viernes 20 de mayo de 2022 

Convocatoria 

Emisión de la Convocatoria 

18. De acuerdo con lo previsto en el artículo 27, segundo párrafo de los Estatutos vigentes, el Congreso 
Nacional extraordinario deberá ser convocado, al menos, con un mes de anticipación a su 
celebración. Del análisis de la documentación presentada por el Representante, se advierte que el 
pasado ocho de septiembre de dos mil veinte, la Comisión Ejecutiva Nacional del PT expidió, en 
tiempo y forma, la convocatoria para celebrar el 4º Congreso Nacional Extraordinario el veinticuatro 
de octubre de dos mil veintiuno. 

Para acreditar lo anterior, se acompaña copia certificada del acta de la Sesión Ordinaria de la 
Comisión Ejecutiva Nacional, celebrada el ocho de septiembre de dos mil veintiuno y su lista de 
asistencia, en la cual consta que en el punto cuarto del orden del día se aprobó (por mayoría) la 
Convocatoria al 4º Congreso Nacional Extraordinario, en cumplimiento a lo señalado por los artículos 
27, párrafo primero y 39, inciso c) de los Estatutos: 

 “La convocatoria la acuerda la Comisión Ejecutiva Nacional y la realiza, firma 
y ordena su publicación, la Comisión Coordinadora Nacional o el 50 % más 
uno de las y los integrantes de la Comisión Ejecutiva Nacional …”. 

En virtud de lo cual, se cumple con el requisito de temporalidad establecido en el artículo citado, ya 
que dicha convocatoria se aprobó cuarenta y cinco días antes de que se realizara la sesión del 
Congreso Nacional. 

Contenido de la convocatoria. Establecimiento del orden del día 

19. Para acreditar este requisito, la Comisión Ejecutiva Nacional determinó el orden del día bajo el cual 
sesionaría el Congreso Nacional el veinticuatro de octubre de dos mil veintiuno, en cuyo punto 
número 7 se estableció: 

“7. Análisis, discusión y en su caso, aprobación de las siguientes propuestas: 

a. Modificación a los Documentos Básicos del Partido del Trabajo: 
Declaración de Principios, Programa de Acción y Estatutos, en 
acatamiento a la sentencia derivada del expediente SUP-RAP-110/2020, 
emitida por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación, el pasado 07 de febrero del 2021. 

b. Propuestas de modificación, reforma o adición a los Documentos Básicos 
del Partido del Trabajo: Declaración de Principios, Programa de Acción y 
Estatutos, que el 4º Congreso Nacional Extraordinario decida.” 

Es decir, se determinó que en el 4º Congreso Nacional Extraordinario se llevaría a cabo el análisis, 
discusión y aprobación, en su caso, de la propuesta de reforma de los documentos básicos que rigen 
la vida interna del PT, en acatamiento a la sentencia emitida por el TEPJF, dentro del expediente 
SUP-RAP-110/2020, que confirma lo ordenado en la Resolución INE/CG550/2020. 

Publicación de la Convocatoria 

20. Los artículos 26, último párrafo, y 27 segundo párrafo de los Estatutos prevén que la convocatoria 
deberá publicarse en un periódico de circulación nacional, al menos quince días naturales antes de la 
celebración del Congreso. 

La Convocatoria al 4º Congreso Nacional Extraordinario fue publicada en el periódico de circulación 
nacional denominado “La Jornada” de cinco de octubre de dos mil veintiuno, con lo que se cumple 
con el requisito de temporalidad establecido en el artículo citado, ya que dicha convocatoria se 
publicó veinte días antes de que se realizara la sesión del Congreso Nacional. 

Lo anterior se constató por esta autoridad electoral mediante la revisión del contenido de: 

● La publicación original de la convocatoria al 4º Congreso Nacional Extraordinario en el 
periódico de circulación nacional denominado “La Jornada” de cinco de octubre de dos mil 
veintiuno, en su página 13. 

Notificación de la Convocatoria 

21. El artículo 27, primero párrafo, de los Estatutos señala que el Congreso Nacional podrá ser 
convocado en forma extraordinaria, con los requisitos y proporciones señaladas en el artículo 26, 
precepto que en su último párrafo dispone que la convocatoria deberá difundirse en forma amplia a 
todas las instancias estatales y de la Ciudad de México. 
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En tal virtud, se constató que, dentro de la documentación presentada, en la certificación de 
veintiséis de noviembre de dos mil veintiuno, signada por el Titular de la Secretaría Técnico, en la 
que se hace constar que la convocatoria al 4º Congreso Nacional Extraordinario fue publicada a partir 
del nueve de septiembre de dos mil veintiuno, en los estrados de las oficinas de las Comisiones 
Ejecutivas Estatales en las treinta y dos entidades y en la página electrónica del partido 
http://partidodeltrabajo.org.mx/2017/ 

Asimismo, de la documentación remitida por el representante se desprenden diversas imágenes 
impresas, que muestran que dicha convocatoria fue colocada en lugares públicos de cada entidad 
federativa. 

De la instalación y quórum del Congreso Nacional 

22. Para acreditar el cumplimiento de este requisito, en términos de los artículos 25, 26, párrafo cuarto y 
27, en relación con el artículo 28 de los Estatutos, así como, en cumplimiento a lo señalado en las 
Bases Segunda y Tercera de la Convocatoria al 4º Congreso Nacional Extraordinario, para la 
instalación y funcionamiento del Congreso Nacional, se requiere contar con: 

● El quórum legal establecido, es decir del cincuenta por ciento (50%) más uno de sus 
integrantes; y, 

● Estar presente la mayoría de las personas miembros de la Comisión Coordinadora Nacional o 
el 50% (cincuenta por ciento) más uno de las personas integrantes de la Comisión Ejecutiva 
Nacional. 

 Por tanto, a efecto de verificar el cumplimiento de primer requisito, del análisis del Acta del 4º 
Congreso Nacional Extraordinario se desprende que a dicha Sesión asistieron setecientas sesenta y 
dos (762) personas integrantes de un total de ochocientas noventa y uno (891) convocadas, lo que 
significa el ochenta y cinco punto cincuenta y dos por ciento (85.52%), que según el registro del 
partido político son las personas acreditadas a asistir. 

 Sin embargo, esta autoridad tomo en consideración la lista de asistencia definitiva presentada por el 
PPN, misma que se integró desde el inicio, hasta la conclusión de la sesión. Por lo que, de 
conformidad con el artículo 55, numeral 1, inciso i), de la LGIPE, la DEPPP tiene la atribución de 
“llevar el libro de registro de los integrantes de los órganos directivos de los partidos políticos y de 
sus representantes acreditados ante los órganos del Instituto a nivel nacional, local y distrital (…)”; y, 
en razón de ello, la verificación de la lista de asistencia se realizó tomando en consideración el 
registro de las personas integrantes de los órganos directivos que obra en los archivos de este 
Instituto, de la cual se concluye que asistieron setecientas noventa y un (791) personas integrantes 
de un total de ochocientas treinta y cinco (835), por lo que la sesión se llevó a cabo con el noventa y 
cuatro punto setenta y tres por ciento (94.73%). 

Es decir, el quórum se logró al contar con la presencia del noventa y cuatro punto setenta y tres por 
ciento (94.73%) de las personas integrantes, conforme lo establecen los artículos 26, párrafo cuarto, 
y 28 de los Estatutos. 

Aunado a lo anterior, no debe pasar desapercibido que fueron tomadas en consideración las listas de 
las personas delegadas aprobadas por la Comisión Ejecutiva Nacional el ocho de septiembre de dos 
mil veintiuno, que con fundamento en al artículo 25, inciso h), en relación con el 40, párrafo segundo 
de los Estatutos tiene la facultad para nombrar, ratificar y/o designar a las delegadas y delegados 
que deberán asistir con derecho de voz y voto. 

Por lo que hace a la segunda acepción del requisito que nos ocupa, de conformidad con el artículo 
55, numeral 1, inciso i), de la LGIPE, la verificación de la lista de asistencia de la Comisión 
Coordinadora Nacional y de la Comisión Ejecutiva Nacional se realizó tomando en consideración el 
registro de las personas integrantes de los órganos directivos que obra en los archivos del INE, de lo 
cual se concluye lo siguiente: 

De la Comisión Coordinadora Nacional asistieron dieciséis (16) personas integrantes de un total de 
diecisiete (17) que se tienen registradas, y de la Comisión Ejecutiva Nacional asistieron ciento 
veintitrés (123) de un total de ciento cincuenta y ocho (158) personas integrantes, por lo que se 
actualiza el criterio que señala que deberán estar presentes la mayoría de las personas que la 
integran, de acuerdo a lo previsto en el artículo 26, cuarto párrafo de los Estatutos. Es decir, el 
quórum legal se constituyó al contar con la presencia del noventa y cuatro punto once por ciento 
(94.11%) y del setenta y siete punto ochenta y cuatro por ciento (77.84%) de las personas 
integrantes acreditadas ante este Instituto de la Comisión Coordinadora Nacional y de la Comisión 
Ejecutiva Nacional, respectivamente. 
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El PT presentó las listas de asistencia correspondientes, así como el “Dictamen que emite la 
Comisión de Revisión, Acreditación y Registro del 4º Congreso Nacional Extraordinario del Partido 
del Trabajo, relativo a la declaración de la existencia de quórum legal para sesionar de manera 
extraordinaria, emitido el 24 de octubre de 2021, en el inmueble de la sede nacional del Partido del 
Trabajo (…)”. 

Conducción de la instalación 

23. El artículo 26, cuarto párrafo de los Estatutos, señala que las sesiones del Congreso Nacional sarán 
presididas por la Comisión Ejecutiva Nacional. 

 En tal virtud, del acta se desprende que la Comisión Ejecutiva Nacional designó al C. Alejandro 
González Yánez, integrante de la Comisión Coordinadora Nacional para que instalara formal y 
legalmente los trabajos del 4º Congreso Nacional Extraordinario. 

De la votación y toma de decisiones 

24. En el artículo 28, en relación con el artículo 117 de los Estatutos, se determina que los acuerdos, 
decisiones, resoluciones, elecciones, reelecciones, nombramientos y mandatos serán válidos con el 
voto del 50% más uno, de las personas integrantes presentes del Congreso Nacional, y que las 
votaciones serán por cédula secreta, nominal y económica. 

 En el caso concreto, de conformidad con lo establecido en el punto 6 del orden del día de la 
convocatoria al 4º Congreso Nacional Extraordinario, se desprende que se llevaría a cabo: 

“(…) 

6. Análisis, discusión y decisión del sistema de votación que adoptará el 4º 
Congreso Nacional Extraordinario. 

(…)”. 

 En tal virtud, del cuerpo del acta del 4º Congreso Nacional Ordinario, se determinó la forma en la que 
se llevarían a cabo las votaciones correspondientes: 

“…PARA ESTAR EN POSIBILIDADES DE DESAHOGAR EL PUNTO 
NÚMERO SEIS DEL ORDEN DEL DÍA, QUE SE REFIERE A LA 
PROPUESTA Y ELECCIÓN DEL SISTEMA DE VOTACIÓN QUE 
ADOPTARÁ EL CONGRESO, EL PRESIDENTE DE LA MESA DE DEBATES 
MENCIONA A LOS CONGRESISTAS QUE SON TRES LAS FORMAS DE 
VOTACIÓN, CONFORME A LO DISPUESTO POR EL ARTÍCULO 117 DE 
LOS ESTATUTOS VIGENTES (…) 

UNA VEZ RECIBIDAS LAS PROPUESTAS, EL (…) PRESIDENTE DE LA 
MESA DE DEBATES, PONE A LA CONSIDERACIÓN DEL PLENO LA 
PROPUESTA DE VOTACIÓN QUE ADOPTARÁ EL CONGRESO Y, CON 
762 VOTOS A FAVOR, 0 VOTOS EN CONTRA Y 0 ABSTENCIONES, EL 
PLENO DEL CONGRESO NACIONAL ACUERDA QUE LA FORMA DE 
VOTACIÓN SERÁ POR VOTACIÓN ECONÓMICA. 

(…)” 

Énfasis añadido 

 Es decir, se determinó que los acuerdos se tomarían por votación económica que, de acuerdo con 
el artículo 117, fracción III de los Estatutos, significa que se expresa levantando la mano de quienes 
estén por la afirmativa, a continuación, levantando la mano de quienes estén por la negativa y, 
finalmente, levantando la mano de quienes estén por la abstención. 

 Al respecto, es importante señalar que, conforme al acta citada, cada uno de los puntos de acuerdo 
fueron aprobados por unanimidad, destacándose las modificaciones a los documentos básicos 
materia de esta Resolución, pues, al ponerlas a consideración del Pleno, fueron aprobadas con 
setecientos sesenta y dos (762) votos a favor, cero (0) votos en contra y cero (0) abstenciones. 

De los acuerdos aprobados 

De la aprobación de modificaciones a los Documentos Básicos 

25. Una vez, determinado el sistema de votación, se procedió a abordar el punto número 7 del orden del 
día referente a la modificación a los Documentos Básicos del PT: Declaración de Principios, 
Programa de Acción y Estatutos. 
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 En tal virtud, del contenido del acta correspondiente, después de la presentación de las 
modificaciones a los Documentos Básicos las personas integrantes del 4º Congreso Nacional 
Extraordinario, determinaron lo siguiente: 

“(…) LA PRESENTACIÓN, ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE LAS PROPUESTAS 
DE MODIFICACIÓN, REFORMA Y ADICIÓN A LOS ESTATUTOS DEL 
PARTIDO DEL TRABAJO, Y QUE CONSISTEN EN LA ARMONIZACIÓN DE 
ÉSTOS CON LAS RECIENTES REFORMAS A LA LEY GENERAL DE 
ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA, LA 
INCORPORACIÓN DE LAS SANCIONES POR VIOLENCIA POLÍTICA 
CONTRA LAS MUJERES EN RAZÓN DE GÉNERO, LA CREACIÓN DE UN 
ÓRGANO INTERNO ESPECÍFICO PARA ATENDER CASOS POR 
VIOLENCIA POLÍTICA CONTRA LAS MUJERES EN RAZÓN DE GÉNERO, 
ENTRE OTRAS. DIVERSOS ORADORES PLANTEAN SUS PROPUESTAS 
PARA QUE SEAN DISCUTIDAS Y, EN SU CASO, INCORPORADAS A LAS 
MODIFICACIONES DE LOS DOCUMENTOS BÁSICOS: DECLARACIÓN DE 
PRINCIPIOS, PROGRAMA DE ACCIÓN Y ESTATUTOS”, SE PONE A 
CONSIDERACIÓN DEL PLENO EN LO GENERAL, MISMAS QUE SON 
APROBADAS POR UNANIMIDAD CON 762 VOTOS A FAVOR, 0 VOTOS 
EN CONTRA Y 0 ABSTENCIONES. 

ACTO SEGUIDO, SE PONE A CONSIDERACIÓN DEL PLENO EN LO 
PARTICULAR, LAS PROPUESTAS DE MODIFICACIONES A LOS 
DOCUMENTOS BÁSICOS: DECLARACIÓN DE PRINCIPIOS; PROGRAMA 
DE ACCIÓN Y ESTATUTOS, MISMAS QUE SON APROBADAS POR 
UNANIMIDAD CON 762 VOTOS A FAVOR, 0 VOTOS EN CONTRA Y 0 
ABSTENCIONES. 

De la Comisión de Corrección de Estilo del PT 

26. Cabe señalar que en el texto del Proyecto de las modificaciones a los Estatutos presentados, así 
como del acta del 4º Congreso Nacional Extraordinario, se desprende que en el artículo 
TRANSITORIO CUARTO, el Pleno de dicho órgano máximo de dirección aprobó por unanimidad el 
nombramiento de la Comisión de Constitucionalidad, Legalidad y Corrección de los Acuerdos, 
Decisiones, Resoluciones, Elecciones y Nombramientos, misma que fue facultada para realizar los 
ajustes, adecuaciones o modificaciones derivadas de las observaciones que realizara, en su caso, el 
INE o la Sala Superior del TEPJF. 

 Aunado a lo anterior, tal como se desprende del original de la Convocatoria 4º Congreso Nacional 
Extraordinario. 

Conclusión del Apartado A 

27. En virtud de lo expuesto, en los considerandos 14 al 26, se advierte que el PT dio cumplimiento a sus 
disposiciones estatutarias, específicamente a lo previsto en los artículos 23, fracción I; 24, 25, 26, 27, 
28, 29, incisos d) y j); 30, 37, 37 Bis, 39, inciso c); 40, párrafo segundo y 117 de los Estatutos, ya 
que, para llevar a cabo la aprobación de las modificaciones a sus documentos básicos contó con la 
deliberación y participación de sus personas integrantes con derecho a voz y voto del Congreso 
Nacional; y que adoptó la regla de votación económica como criterio básico para la toma de sus 
decisiones; elementos que dan certeza jurídica a los actos celebrados. 

B. Análisis del contenido de las modificaciones, a efecto de verificar su apego a los principios 
democráticos establecidos en la Constitución y en la LGPP, así como en lo mandatado por 
este Consejo General mediante Acuerdo INE/CG517/2020 

28. Al respecto, es preciso referir, como criterio orientador, el sostenido por la Sala Superior del TEPJF 
en su sesión celebrada el uno de marzo de dos mil cinco, en la cual aprobó la Tesis VIII/2005, 
vigente y obligatoria, de rubro “ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. EL CONTROL DE SU 
CONSTITUCIONALIDAD Y LEGALIDAD DEBE ARMONIZAR EL DERECHO DE ASOCIACIÓN DE 
LOS CIUDADANOS Y LA LIBERTAD DE AUTOORGANIZACIÓN DE LOS INSTITUTOS 
POLÍTICOS”, la cual establece el análisis que debe seguir la autoridad electoral en el ejercicio de la 
supervisión de la constitucionalidad y legalidad de las normas estatutarias de los partidos políticos, 
para armonizar la libertad de autoorganización de los mismos y el derecho político-electoral 
fundamental de asociación, así como de otros derechos fundamentales de la ciudadanía afiliada, 
miembros o militantes, misma que a la letra señala: 
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“ESTATUTOS DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS. EL CONTROL DE SU 
CONSTITUCIONALIDAD Y LEGALIDAD DEBE ARMONIZAR EL DERECHO DE 
ASOCIACIÓN DE LOS CIUDADANOS Y LA LIBERTAD DE AUTOORGANIZACIÓN 
DE LOS INSTITUTOS POLÍTICOS. Los partidos políticos son el resultado del ejercicio 
de la libertad de asociación en materia política, previsto en los artículos 9o., párrafo 
primero, 35, fracción III, y 41, párrafo segundo, fracción I, de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos; 22 y 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, así como 16 y 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo 
cual conlleva la necesidad de realizar interpretaciones de las disposiciones jurídicas 
relativas que aseguren o garanticen el puntual respeto de este derecho y su más 
amplia y acabada expresión, en cuanto que no se haga nugatorio o se menoscabe su 
ejercicio por un indebido actuar de la autoridad electoral. En congruencia con lo 
anterior, desde la propia Constitución federal, se dispone que los partidos políticos 
deben cumplir sus finalidades atendiendo a lo previsto en los programas, 
principios e ideas que postulan, lo cual, a su vez, evidencia que desde el mismo 
texto constitucional se establece una amplia libertad o capacidad 
autoorganizativa en favor de dichos institutos políticos. Esto mismo se corrobora 
cuando se tiene presente que, en los artículos 25, 26 y 27 del Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales se prevén las disposiciones normativas 
mínimas de sus documentos básicos, sin que se establezca, en dichos preceptos, un 
entero y acabado desarrollo de los aspectos declarativos, ideológicos, programáticos, 
orgánicos, procedimentales y sustantivos, porque se suprimiría o limitaría 
indebidamente esa libertad autoorganizativa para el ejercicio del derecho de 
asociación en materia político-electoral que se establece en favor de los ciudadanos. 
Sin embargo, esa libertad o capacidad autoorganizativa de los partidos políticos, no es 
omnímoda ni ilimitada, ya que es susceptible de delimitación legal, siempre y 
cuando se respete el núcleo básico o esencial del correspondiente derecho 
político-electoral fundamental de asociación, así como de otros derechos 
fundamentales de los propios ciudadanos afiliados, miembros o militantes; es 
decir, sin suprimir, desconocer o hacer nugatoria dicha libertad gregaria, ya sea porque 
las limitaciones indebidamente fueran excesivas, innecesarias, no razonables o no las 
requiera el interés general, ni el orden público. De lo anterior deriva que en el 
ejercicio del control sobre la constitucionalidad y legalidad respecto de la 
normativa básica de los partidos políticos, la autoridad electoral (administrativa 
o jurisdiccional), ya sea en el control oficioso o en el de vía de acción, deberá 
garantizar la armonización entre dos principios o valores inmersos, por una 
parte, el derecho político-electoral fundamental de asociación, en su vertiente de 
libre afiliación y participación democrática en la formación de la voluntad del 
partido, que ejercen individualmente los ciudadanos miembros o afiliados del 
propio partido político, y, por otra, el de libertad de autoorganización 
correspondiente a la entidad colectiva de interés público constitutiva de ese 
partido político. En suma, el control administrativo o jurisdiccional de la 
regularidad electoral se debe limitar a corroborar que razonablemente se 
contenga la expresión del particular derecho de los afiliados, miembros o 
militantes para participar democráticamente en la formación de la voluntad 
partidaria (específicamente, en los supuestos legalmente previstos), pero sin 
que se traduzca dicha atribución de verificación en la imposición de un concreto 
tipo de organización y reglamentación que proscriba la libertad correspondiente 
del partido político, porque será suficiente con recoger la esencia de la 
obligación legal consistente en el establecimiento de un mínimo democrático 
para entender que así se dé satisfacción al correlativo derecho de los 
ciudadanos afiliados, a fin de compatibilizar la coexistencia de un derecho 
individual y el que atañe a la entidad de interés público creada por aquéllos.” 

Énfasis añadido 

 Los artículos 34, 35, 36, 37 y 38, de la LGPP, en relación con los artículos 29, 39 al 41, 43 y 46 al 48 
de la misma ley, así como las Jurisprudencias 3/2005 y 20/2018, sostenidas por el TEPJF, 
establecen los documentos básicos con los que deben contar los partidos políticos, así como sus 
contenidos mínimos. 



Viernes 20 de mayo de 2022 DIARIO OFICIAL   

UTIGyND. Contexto normativo de las reformas legales que dan origen a las modificaciones de 
documentos básicos. 

29. El trece de abril de dos mil veinte, fue publicado en la edición vespertina del DOF el Decreto en 
materia de VPMRG, mismo que entró en vigor al día siguiente de su publicación; mediante el cual, se 
reforman diversas leyes, de las que se destaca las señaladas en los artículos 23, numeral 1,  inciso 
e); 25, numeral 1, incisos s), t), v) y w); 37, numeral 1, incisos f) y g); 38, numeral 1, incisos d) y e); 
39, numeral 1, incisos f) y g); y 73, numeral 1, incisos d) y e) de la LGPP. 

 Dichas reformas obligan a los PPN y locales, a establecer dentro de sus documentos básicos los 
mecanismos para evitar la VPMRG. Por lo que, con el objetivo de establecer referentes y criterios 
para facilitar la creación de dichas herramientas, el veintiocho de octubre de dos mil veinte, en sesión 
ordinaria del Consejo General, se aprobaron los Lineamientos, a través del Acuerdo identificado con 
la clave INE/CG517/2020, publicados en el DOF el diez de noviembre de dos mil veinte; instrumento 
que constituye un mandato, así como también un referente normativo para la consecución de los 
fines del Decreto y por ende de la vida interna partidaria en un ambiente libre de violencia en razón 
de género. Los referidos lineamientos, ordenan a los PPN adecuar sus documentos básicos en 
cumplimiento a los mismos, una vez terminado el PEF. 

 Lineamientos que tienen como fin, armonizar la normativa de los PPN como locales, con las 
disposiciones, mecanismos y herramientas para prevención, atención, sanción, reparación y 
erradicación de la VPMRG; mismas que de conformidad con lo establecido en su considerando 82, 
del acuerdo INE/CG517/2020, atienden cinco (5) temas fundamentales, los cuales son: 

I Generalidades, 

II Capacitación, 

III Candidaturas, 

IV Radio y TV, 

V Órganos Estatutarios. 

Lo anterior, considerando que la VPMRG afecta el derecho humano que tienen para ejercer el voto y 
ser electas en los procesos electorales; así como en su desarrollo en la escena política o pública, ya 
sea como militantes en los partidos políticos, aspirantes a candidatas a un cargo de elección popular, 
a puestos de dirigencia al interior de sus partidos políticos o en el propio ejercicio de un cargo 
público. 

Por su parte los artículos 10, 11 y 12, párrafos primero y segundo de los Lineamientos establecen 
que: 

“Artículo 10. La declaración de principios de los partidos políticos deberá 
establecer la obligación de promover, proteger y respetar los derechos humanos 
de las mujeres, reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales 
firmados y ratificados por el Estado mexicano, así como los mecanismos de sanción 
y reparación aplicables a quien o quienes ejerzan violencia política contra las mujeres 
en razón de género, acorde con lo previsto en las leyes aplicables. 

 
2 “(…) los artículos 25, numeral 1, incisos s) a w); 37, numeral 1, incisos e) a g); 38, numeral 1, inciso e); 39, numeral 1, incisos f) y g); y 73, 
numeral 1 de la LGPP se establece que los partidos políticos deberán:  
a) Garantizar en igualdad de condiciones la participación de mujeres y hombres en sus órganos internos de dirección y espacios de toma de 

decisiones;  
b) Garantizar a las mujeres el ejercicio de sus derechos políticos y electorales libres de violencia política, en los términos de la LGAMVLV;  
c) Sancionar por medio de los mecanismos y procedimientos internos con los que se cuente todo acto relacionado con la violencia política 

contra las mujeres en razón de género;  
d) Elaborar y entregar los informes de origen y uso de recursos a que se refiere esa misma ley, dentro de los cuales deberán informar 

trimestralmente de manera pormenorizada y justificada sobre la aplicación de los recursos destinados para la capacitación, promoción y 
el desarrollo del liderazgo político de las mujeres; 

e) Garantizar la no discriminación por razón de género en la programación y distribución de tiempos del Estado;  
f) Cumplir con las obligaciones que la legislación en materia de transparencia y acceso a su información les impone;  
g) Prever en la Declaración de Principios la obligación de promover, proteger y respetar los derechos políticos y electorales de las mujeres, 

establecidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales firmados y ratificados por México, así como los mecanismos de 
sanción aplicables a quien o quienes ejerzan violencia política contra las mujeres en razón de género, acorde a lo estipulado en la LGIPE 
y la LGAMVLV y demás leyes aplicables;  

h) Determinar en su Programa de Acción las medidas para promover la participación política de las militantes y establecer mecanismos de 
promoción y acceso de las mujeres a la actividad política del partido, así como la formación de liderazgos políticos;  

i) Establecer en sus Estatutos los mecanismos y procedimientos que permitirán garantizar la integración de liderazgos políticos de mujeres 
al interior del partido, así como aquellos que garanticen la prevención, atención y sanción de la violencia política contra las mujeres en 
razón de género; y  

j) Aplicar los recursos destinados para la capacitación, promoción y el desarrollo del liderazgo político de las mujeres al rubro de la creación 
o fortalecimiento de mecanismos para prevenir, atender, sancionar y erradicar la violencia política contra las mujeres en razón de 
género.” 
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Artículo 11. El programa de acción de los partidos deberá contar con planes de 
atención específicos y concretos que estén dirigidos a erradicar la violencia política 
contra las mujeres en razón de género, estableciendo aquellos destinados a promover 
la participación política de las militantes, así como los mecanismos de promoción y 
acceso de las mujeres a la actividad política del partido garantizando la paridad de 
género. 

Artículo 12. Los partidos políticos deberán establecer en sus Estatutos los 
mecanismos y procedimientos que permitirán la prevención, atención, sanción y 
reparación de la violencia política contra las mujeres en razón de género, además de 
garantizar la integración paritaria de los liderazgos políticos de las mujeres al 
interior de los mismos. 

Asimismo, deberán incorporar disposiciones para garantizar la no discriminación 
de las mujeres en razón de género en la programación y distribución de los 
tiempos del Estado en radio y televisión que les correspondan y de las 
prerrogativas para las precampañas y campañas políticas, incluidas aquellas ejercidas 
en coalición, así como los mecanismos mediante los cuales se rendirán cuentas en 
este sentido. 

(…)” 

Acorde con lo anterior, dichos preceptos determinan que tanto los PPN como los locales deberán 
adecuar sus documentos básicos, a fin de dar cumplimiento a lo establecido en los Lineamientos, 
los cuales tienen su andamiaje jurídico en el Decreto a través del cual se reformaron y adicionaron 
disposiciones de diversos ordenamientos, entre ellos, la LGIPE, LGISMIME, LGPP y la Ley General 
en Materia de Delitos Electorales, con el que se establecieron previsiones significativas y sin 
precedentes en materia de VPMRG. 

Ahora bien, por lo que hace al PT, como se ha mencionado, en la resolución INE/CG550/2020, este 
Consejo General otorgó un plazo de sesenta días naturales para acatar lo ordenado tanto en el 
Decreto como los Lineamientos referidos. 

Si bien, de acuerdo con lo establecido en el artículo 12 de los Lineamientos, corresponde a la 
DEPPP, analizar que las modificaciones realizadas por los PPN a sus documentos básicos se 
apeguen a dichos principios democráticos, sin embargo, ante la relevancia del tema y vistas las 
facultades y responsabilidades de la UTIGyND y con el fin de dar continuidad a los asuntos en 
materia de igualdad de género, no discriminación, inclusión, paridad, igualdad sustantiva, así como 
en lo concerniente a la VPMRG , con fundamento en el artículo 42, párrafo 6 de la LGIPE, se solicitó 
su colaboración, para que realizará el análisis pertinente, que permita concluir a esta autoridad sobre 
el cumplimiento dado por el PT. 

Derivado de dicha colaboración la UTIGyND, a través de los oficios INE/UTIGyND/013/2022 e 
INE/UTIGyND/086/2022 de trece de enero y diecisiete de febrero del presente año, respectivamente, 
emitió diversas observaciones. En tal virtud, la DEPPP, procedió a emitir oficio 
INE/DEPPP/DE/DPPF/00762/2022 de veinticinco de febrero de dos mil veintidós de requerimiento al 
PT, para que el término de cinco días hábiles remitiera las precisiones conducentes o, en su caso, 
manifestara lo que considerara conveniente, para así continuar con el estudio de la procedencia 
constitucional y legal de las modificaciones presentadas. 

De los textos definitivos de los documentos básicos 

30. En razón de lo anterior, el dieciséis de marzo de dos mil veintidós, se recibió en la DEPPP el oficio 
REP-PT-INE-SGU-110/2020, por medio del cual el Representante remitió la documentación soporte 
para acreditar las modificaciones a los documentos básicos realizadas y adecuadas por la Comisión 
de Corrección de Estilo del 4º Congreso Nacional Extraordinario del PT, a que se refiere el artículo 
Transitorio Cuarto de los Estatutos modificados, y señaló las precisiones que la referida Comisión 
consideró pertinentes, dentro de las cuales se determinó como inatendible, la observación realizada 
al Programa de Acción en el inciso d) del Dictamen emitido por la UTIGyND mediante oficio  que 
refiere a: 

“Establecer los mecanismos de sanción y reparación aplicables a quien o quienes 
ejerzan violencia política contra las mujeres en razón de género, acorde con lo previsto 
en las leyes aplicables”. 
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Manifestó que el mecanismo para garantizar la paridad de género en candidaturas se encuentra 
contemplado en el artículo 119 Bis 2 de los Estatutos. Y que, respecto a la participación activa de la 
militancia en los procesos electorales, ya se encuentra establecida en el numeral 9, a partir del 
párrafo cuarto del Programa de Acción. Ambas disposiciones fueron aprobadas en el 4º Congreso 
Nacional Extraordinario. 

Y precisó que se realizó la atención a las observaciones generales, se revisó y adecuó para usar un 
lenguaje incluyente, revisó la sintaxis y ortografía en los tres documentos básicos modificados. 

Asimismo, anexó la convocatoria original, lista de asistencia y el acta de la reunión de trabajo  de la 
Comisión de Corrección de Estilo del 4º Congreso Nacional celebrada el tres de marzo  de dos mil 
veintidós. 

También remitió los textos definitivos de los documentos básicos modificados en medio impreso y 
magnético. Dichos textos se encuentran como ANEXOS UNO, DOS y TRES a la presente resolución. 

31. En consecuencia, la DEPPP, remitió de nueva cuenta los textos definitivos de los Documentos 
Básicos modificados a la UTIGyND, para que determinase lo que corresponde. 

En respuesta, la UTIGyND, mediante oficios INE/UTIGyND/140/2022 e INE/UTIGyND/162/2022 
observó lo siguiente: 

“Al respecto se hace de su conocimiento que derivado de la revisión y análisis por la 
UTIGyND, a las modificaciones que fueron realizadas por el PT a sus documentos 
básicos, me permito comentar que las observaciones realizadas fueron atendidas. No 
omito señalar que, en el oficio emitido por el PT con folio REP-PT-INE-SGU-110/2022 
se señala que el inciso d) del Programa de Acción referente a mecanismos para 
garantizar la paridad no puede ser atendido, sin embargo, dadas las modificaciones 
integrales hechas a los documentos, se considera atendida la solicitud.” 

Por lo que, en materia de VPMRG, y en concordancia con los parámetros de la UTIGyND, las 
modificaciones realizadas por la Comisión de Redacción del PT a sus Documentos Básicos cumplen 
en su totalidad con lo establecido en los Lineamientos. 

Parámetro de control de regularidad constitucional de partidos políticos 

32. Previo al análisis del contenido de las modificaciones de fondo a los documentos básicos, por lo que 
hace a aquellas en el ejercicio de su libertad de autoorganización y autodeterminación, resulta 
necesario referir el parámetro de control de regularidad constitucional. 

 En el artículo 41, Base I, de la Constitución, se encuentra de forma integral el principio constitucional 
de autoorganización y autodeterminación de los partidos políticos, al señalar que éstos son entidades 
de interés público; que la ley determinará las normas y requisitos para su registro legal; las formas 
específicas de su intervención en el proceso electoral; y los derechos, obligaciones y prerrogativas 
que les corresponden. Asimismo, señala que las autoridades electorales solamente podremos 
intervenir en los asuntos internos de los partidos políticos en los términos que señalen la Constitución 
y la ley. 

 Al respecto, el Pleno de la SCJN, al resolver la Acción de Inconstitucionalidad 85/2009, en su sesión 
de once de febrero de dos mil diez, señaló que el precepto constitucional referido es revelador de 
que, en el sistema jurídico mexicano, los partidos políticos cuentan con una protección institucional 
que salvaguarda su vida interna. 

 Esa protección encuentra base en los principios de autoconformación y autoorganización, los cuales 
garantizan que los partidos políticos cuentan con un margen considerablemente abierto de actuación 
en todo lo concerniente en su régimen interior. Esto es, que cuentan con la posibilidad de tomar y 
ejecutar resoluciones en todos y cada uno de los rubros internos que les atañen. 

Asimismo, los principios referidos en el párrafo que antecede, dimanan de la voluntad de la 
ciudadanía que conforman los cuadros de los partidos políticos, quienes, en ejercicio de una decisión 
política, definen las bases, ideología, líneas doctrinarias y de acción de los institutos políticos, 
aspectos medulares que, prima facie y por virtud de la fuerza irradiadora del artículo 41 de la 
Constitución, no pueden ser alterados, influidos o anulados por agentes externos a los propios PPN. 

Estos principios tienden a salvaguardar que los PPN puedan, con libertad de decisión y acción, pero 
respetando el marco constitucional y legal que rige el ordenamiento jurídico, determinar aspectos 
esenciales de su vida interna. 
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Así, la SCJN dejó de manifiesto que la propia Constitución establece que la garantía constitucional 
de la cual gozan los PPN con base en los principios de autoconformación y autodeterminación es 
indisponible, pero no ilimitada; esto es, ningún órgano o autoridad del Estado mexicano puede 
suprimirlas o desconocerlas (indisponibilidad). Empero, su ejercicio no puede llevarse a cabo sin 
límite alguno (no ilimitación), ya que la propia Constitución estatuye en su artículo 41 que las 
autoridades electorales podrán intervenir en la vida interna de los PPN, estableciendo como 
condición para ello, que esa intrusión esté expresamente prevista en la ley. 

La trascendencia de los principios anotados desde la perspectiva constitucional nos lleva a concluir lo 
siguiente: 

■ Los PPN son entidades de interés público. 

■ El ámbito de tutela constitucional se traduce en la salvaguarda de su vida interna, conforme 
a los principios de autodeterminación y autoorganización. 

■ Los anotados principios dan esencia al carácter de entidades de interés jurídico a los PPN, 
porque dentro de los márgenes de libertad pueden decidir su vida interna. 

■ Existe un bloque de garantía que protege la vida interna de los PPN, consistente en los 
subprincipios de indisponibilidad y no limitación, supeditado únicamente a la conformidad 
con el principio constitucional democrático y los demás aplicables a la materia electoral y al 
bloque de de derechos humanos. 

■ El marco constitucional de los PPN permite proteger su ámbito de desarrollo, siempre que 
ello no trastoque los fines, valores e instituciones de la Constitución. 

Disposiciones de los Documentos Básicos del PT modificadas 

33. Las disposiciones de los textos definitivos de modificaciones a los Documentos Básicos, son las 
siguientes: 

De la Declaración de Principios: se modifican el párrafo segundo del numeral 45 perteneciente a la 
disposición intitulada XI. DERECHOS HUMANOS Y JUSTICIA, y se adiciona el Apartado “XIII. 
MUJERES Y LA ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA EN SU CONTRA EN RAZÓN DE GÉNERO”, 
con dos numerales (el 60 y 61). 

Del Programa de Acción: se modifican diversas disposiciones de los temas intitulados: I.- 
OBJETIVOS SOCIALES. Numerales 2, último párrafo; y 5, último párrafo; 8, párrafo segundo, inciso 
h.; y 9, párrafo tercero, y se adicionan los párrafos cuarto al octavo; II.- ESTRATEGIAS Y TÁCTICAS. 
Numerales 19, párrafo primero; y 27, párrafo segundo; y III.- POLÍTICAS. Numeral 58, párrafo quinto. 

De los Estatutos: Los artículos 10 Bis, párrafos tercero, cuarto y quinto; 14; 15, inciso b); 15 Bis, 
fracciones I y II; 15 Bis 1, numeral 12; 15 Bis 2, último párrafo; 16, incisos k), l), último párrafo, y t); 
19; 22, incisos a) y h); 23, fracciones I, párrafos primero, inciso d), y segundo, incisos c) y f), II, 
párrafo primero, inciso d) y III, párrafo primero, inciso d); 25, incisos a) y g); 26, párrafos cinco y seis; 
27, párrafo primero; 29, incisos e), párrafo segundo, f), i) y j); 33; 34, párrafos primero, inciso b), y 
segundo; 36, inciso g); 37; 37 Bis; 37 Bis 1, párrafos primero, inciso a) y c), y segundo; 38, párrafo 
segundo; 39, incisos d), al g), h), k), o), q) al w); 39 Bis, último párrafo; 40 párrafos primero, cuarto al 
sexto; 43; 44, incisos a), párrafo segundo, b), numeral 5, c), f), g), j), k) y l); 45; 46, incisos a), b) y h); 
47, párrafos primero, segundo, tercero y sexto; 47 Bis, último párrafo; 48, párrafo segundo; 49; 50 Bis 
1, párrafos tercero, cuarto, quinto y octavo; 50 Bis 2, párrafos primero, fracción IX, segundo y tercero; 
50 Bis 4, párrafos segundo y tercero; 50 Bis 5, fracción I; 51, párrafos primero, segundo y séptimo; 51 
Bis, incisos a) y b); 53, incisos h), al k); 54, inciso d); 55 Bis 9; 55 Bis 11; 55 Ter; 57, incisos a) y e); 
58, párrafos cuarto y quinto; 59, párrafo primero; 60; 62, incisos e) y j), párrafo segundo; 65; 66, 
incisos a) y e); 68, incisos d) y g); 69, párrafo segundo; 70, párrafo segundo; 71, incisos c), al g), i) y 
j); 71 Bis, incisos g) e i); 74; 75, incisos a), b) y h); 76; 85, inciso d); 87, párrafo primero; 89; 90, inciso 
e); 94; 95, inciso b); 97, inciso d); 98; 99; 100, inciso c); 113; 114, inciso p); 118, fracción IV; 119 Bis 
2; 119 Bis 3; 119 Bis 4; 121; 122, párrafo segundo; 123; 129; 132, párrafo primero; 134, párrafo 
segundo; 135, así como los artículos transitorios primero al cuarto. 

Método de estudio 

34. Ahora bien, en concordancia con lo ya desarrollado, la presente resolución tiene como finalidad 
determinar si el PT, ha dado cumplimiento a los Lineamientos aprobados por este Consejo General 
mediante acuerdo INE/CG517/2020, relativos a la VPMRG. 

En ese sentido, esta autoridad administrativa electoral considera como criterio orientador, además de 
las disposiciones de la LGPP (y las demás ya desarrolladas), lo establecido por la Sala Superior del 
TEPJF en lo determinado en el Considerando Segundo de la sentencia de diecinueve de agosto de 
dos mil cuatro que resolvió el recurso de apelación identificado con el expediente SUP/RAP-40/2004, 
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al señalar que este Consejo General: “…debe ceñirse al análisis de aquellas disposiciones que sean 
modificadas en su sustancia y sentido, y que de los preceptos cuyo contenido se mantiene y que ya 
fueron motivo de una declaración anterior, conforme al principio de seguridad jurídica, no es factible 
que se emita un nuevo pronunciamiento respecto de ellos...”. 

Sin embargo, para tener una perspectiva más amplia del cumplimiento a los Lineamientos que nos 
ocupan, mediante un análisis integral, es necesario realizar referencia a diversas disposiciones que 
no fueron modificadas por el PPN, las cuales fueron validadas a través de la Resolución 
INE/CG550/2020. 

En virtud de lo anterior, el análisis de las modificaciones a los documentos básicos presentados por 
el PT el veinticuatro de octubre de dos mil veintiuno, para determinar su constitucionalidad y 
legalidad se abordará de la manera siguiente: 

 PRIMERO: Se verificará de cada documento básico, el cumplimiento a los Lineamientos a través 
de los cinco temas ya mencionados: 

I. Generalidades: Cuyo propósito es, establecer las bases para que los PPN garanticen a 
las mujeres el ejercicio de sus derechos políticos y electorales, libres de VPMRG; 

II. Capacitación: Capacitar permanentemente a toda la estructura partidista en materia de 
VPMRG; 

III. Candidaturas: Establecer criterios para garantizar la paridad de género en la postulación 
de candidaturas; 

IV. Radio y TV: Incorporar disposiciones para garantizar la no discriminación de las mujeres 
en la programación y distribución de los tiempos en radio y TV; 

V. Órganos Estatutarios: Diseñar e implementar los órganos intrapartidarios que garanticen 
el cumplimiento del principio de paridad de género, el ejercicio de los derechos políticos y 
electorales, así como la prevención, identificación, atención, sanción, reparación y 
erradicación de conductas constituyentes de VPMRG. 

 Y como parte integral de éstas, en su caso, como numeral VI, las que se realizan con el fin de hacer 
uso de un lenguaje incluyente. 

 SEGUNDO: Se verificará de cada documento básico, el apego legal y constitucional a aquellas 
modificaciones que versan sobre la libertad de autoorganización, no vinculadas al cumplimiento de 
dichos Lineamientos. Estas desde dos perspectivas: de forma y de fondo, según sea el caso. 

I. Considerando de forma aquellas modificaciones que se refieren a una corrección de estilo, 
una forma de edición, sin que el sentido de la norma vigente se vea afectada por ello o se 
exprese algo con exactitud, sin cambiar el sentido de la norma, las cuales sólo serán 
mencionadas. 

II. Y de fondo aquellas que se refieren directamente a su libertad de autoorganización en 
relación con la integración de sus órganos de dirección para la consecución de sus fines. 

 Clasificaciones visibles en los ANEXOS CUATRO, CINCO y SEIS adjuntos a la presente Resolución, 
así como en el ANEXO SIETE elaborado de manera conjunta por la DEPPP y la UTIGyND. 

PRIMERO: Análisis de las modificaciones a los documentos básicos para determinar cumplimiento 
a los Lineamientos 

De la Declaración de Principios 

35. Los artículos 8, 10 y 14 de los Lineamientos, señalan que los PPN deberán establecer en su 
Declaración de Principios, la obligación de promover, proteger y respetar los derechos humanos 
de las mujeres y establecer los mecanismos de sanción y reparación aplicables a quienes ejerzan 
VPMRG. 

 Ahora bien, por lo que hace a la Declaración de Principios, en cumplimiento a los Lineamientos, se 
modifican las disposiciones contenidas en: el párrafo segundo del numeral 45 perteneciente al 
Apartado “XI. DERECHOS HUMANOS Y JUSTICIA”, y se adiciona el Apartado “XIII. MUJERES Y LA 
ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA EN SU CONTRA EN RAZÓN DE GÉNERO”, con dos 
numerales (el 60 y 61). 
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I. GENERALIDADES 

a. En los numerales 45, párrafos primero y segundo del tema intitulado “XI. DERECHOS 
HUMANOS Y JUSTICIA”, y 61, párrafo segundo, del tema “XIII. MUJERES Y LA 
ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA EN SU CONTRA EN RAZÓN DE GÉNERO”, del texto 
modificado de la Declaración de Principios, se establece la obligación de promover, proteger y 
respetar los derechos humanos de las mujeres, reconocidos en la Constitución y en los 
tratados internacionales firmados y ratificados por el Estado mexicano, por lo que el PT da 
cumplimiento a lo previsto en los artículos 443, numeral 1, inciso o), de la LGIPE, 37,  numeral 
1, inciso f), de la LGPP, y 10 de los Lineamientos. 

 Cabe señalar que dicho cumplimiento guarda relación con lo previsto en el segundo párrafo 
del numeral 57 del tema intitulado “XII. ESTADO SOCIAL DE DERECHO” (disposición 
vigente), que señala que, una vez ratificados y que entren en vigor los Convenios y Tratados 
Internacionales, éstos deberán ser respetados por su carácter de ley suprema y que, en caso 
de incumplimiento, las y los servidores públicos deberán ser sancionados administrativamente. 

b. En los numerales 45, párrafo segundo, del tema intitulado “XI. DERECHOS HUMANOS Y 
JUSTICIA” y 60 párrafo primero del tema “XIII. MUJERES Y LA ERRADICACIÓN DE LA 
VIOLENCIA EN SU CONTRA EN RAZÓN DE GÉNERO, el PT se compromete a conducirse 
con perspectiva de género e interseccionalidad, en concordancia con lo establecido en los 
artículos 2, fracciones I y IX; y 3 de los Lineamientos. 

II. CAPACITACIÓN 

c. En el numeral 61, párrafos primero y segundo, el PT refrenda su compromiso con la 
promoción y participación de las mujeres en igualdad de oportunidades y equidad respecto de 
los hombres en todos los niveles, órganos, instancias, precandidaturas y candidaturas de 
dicho instituto político, en cumplimiento a lo previsto en los artículos 25, numeral 1, inciso s), y 
37, numeral 1, inciso e), de la LGPP; y el artículo 14 de los Lineamientos. 

III. CANDIDATURAS 

d. Si bien, en el numeral 45, párrafo segundo, el PT, contempla garantizar la participación 
efectiva de las mujeres, erradicando la VPMRG ejercida en la esfera pública y/o privada, que 
limite, anule o menoscabe el ejercicio efectivo de sus derechos políticos y electorales. Dicha 
garantía es reiterada en el numeral 61, párrafos primero, segundo y tercero adicionados, en 
cumplimiento a lo establecido en los artículos 23, numeral 1, inciso e) y 25, numeral 1 inciso 
e), de la LGPP; y el artículo 1, segundo párrafo de los Lineamientos. 

IV. RADIO Y TV 

e. En la modificación a la Declaración de Principios se adiciona el numeral 61, y en su párrafo 
cuarto establece que: “(…) respecto de la programación y distribución de tiempos del Estado 
que corresponden por Ley a este instituto político, estos serán libres de discriminación por 
razón de género. Asimismo, no se alentará, fomentará ni tolerará la violencia política contra 
las mujeres, ni tampoco se reproducirán estereotipos de género”, con lo que cumple lo 
previsto en el artículo 163, numeral 3, de la LGIPE; los artículos 25, numeral 1, inciso w), y 37, 
numeral 1, inciso g), de la LGPP; y el artículo 14 de los Lineamientos. 

V. ORGANOS ESTATUTARIOS 

f. Relacionado con el órgano estatutario encargado de sancionar la VPMRG y lograr la 
reparación en favor de la víctima, en el numeral 61 (adicionado), párrafo tercero, se hace 
referencia que, en los Estatutos, se establecen de manera más amplia los mecanismos 
de sanción aplicables, y enumera los siguientes: 

● La advertencia formal; 

● La revocación del mandato del cargo de dirección partidaria; 

● La separación y suspensión temporal de sus derechos como militante del PT; 

● La expulsión definitiva; 

● La cancelación de membresía; 

● En su caso, promover la acción judicial que corresponda; 

● La inhabilitación para ser postulado a cargos de elección popular o partidaria; y, 

● La pérdida del derecho a ser electo como integrante de los Órganos directivos. 
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Asimismo, señala que se emitirán las medidas de reparación y/o resarcimiento que se estimen 
conducentes a favor de la víctima, tales como: 

● La disculpa pública de la persona denunciada; 

● La indemnización de la víctima, la reparación del daño; y, 

● La restitución del cargo o comisión partidista o la precandidatura o candidatura. 

Y que se determinarán medidas de seguridad y otras para asegurar el ejercicio del cargo. 

Con lo cual, se da cumplimiento a lo ordenado en el artículo 37, numeral 1, inciso g), de la 
LGPP; y los artículos 6, 10, 14, 18 y 24 de los Lineamientos. 

Vinculado a lo anterior, en el numeral 60, párrafos segundo y tercero de la modificación a la 
Declaración de Principios presentada, se establece la definición de VPMRG y se especifica 
que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, cuando se dirigen a una 
mujer por el solo hecho de ser mujer; lo que le afectan desproporcionadamente o tienen un 
impacto diferenciado en ella, y que dichos actos y omisiones pueden ser perpetrados 
indistintamente por agentes estatales, por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas 
dirigentes de partidos políticos, militantes, simpatizantes, precandidatas, precandidatos, 
candidatas o candidatos postulados por los partidos políticos o representantes de los mismos; 
medios de comunicación y sus integrantes, por una persona particular o por un grupo de 
personas particulares. 

En correlación a lo anterior, no pasa desapercibido para esta autoridad, que en el párrafo 
primero del numeral en cita se señala: 

“El Partido del Trabajo no únicamente está consciente de la importancia del 
papel revolucionario de la mujer a través de toda nuestra historia, si no 
también lo es de la discriminación y violencia que ha sufrido a través de 
esta.” (sic) 

Énfasis añadido. 

Discurso que enarbola el compromiso y sensibilización del PT, sobre la importancia de 
establecer acciones en favor de las mujeres militantes y adherentes, para acotar la brecha de 
discriminación creada por la VPMRG. 

Conclusión. Dichas modificaciones contemplan lo establecido en el artículo 37, numeral 1, incisos 
e), f) y g) de la LGPP, así como a los Lineamientos, pues contiene los elementos mínimos siguientes: 

 La obligación de promover la participación política en igualdad de oportunidades y 
equidad entre mujeres y hombres; 

 La obligación de promover, proteger y respetar los derechos políticos y electorales de las 
mujeres, establecidos en la Constitución Federal y en los tratados internacionales 
firmados y ratificados por México; y 

 Establece mecanismos de sanción y reparación aplicables a quien o quienes ejerzan 
VPMRG. 

Del Programa de Acción 

36. Los artículos 8, 11 y 14 de los Lineamientos, señalan que los PPN deberán contar en su Programa 
de Acción, con planes de atención específicos y concretos, dirigidos a erradicar la VPMRG, 
promover la participación política de las militantes y lograr su acceso a la actividad política del 
partido, garantizando la paridad de género. 

 En ese sentido el PT realiza modificaciones Programa de Acción en los temas siguientes: 

I.- OBJETIVOS SOCIALES. Numerales 2, último párrafo; y 5, último párrafo; 8, párrafo 
segundo, inciso h.; y 9, en el cual, se adicionan los párrafos cuarto al octavo; 

II.- ESTRATEGIAS Y TÁCTICAS. Numeral 19, párrafo primero; 

III.- POLÍTICAS. Numeral 58, párrafo quinto. 

I. GENERALIDADES 

a. En el numeral 9, párrafos cuarto al octavo adicionados, se da cumplimiento a lo establecido en 
los artículos 443, numeral 1, inciso o) de la LGIPE; 38, numeral 1, inciso e), de la LGPP; y 11 y 
14 Lineamientos, pues establece mecanismos de promoción y acceso a las mujeres a la vida 
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política, y establece planes específicos para promover la participación política de las 
militantes, como lo son la paridad, capacitación, el 3 de 3 contra la violencia, y propaganda 
política y electoral libre de VPMRG. 

b. En el párrafo séptimo del citado numeral, se establece como criterio de desempate para 
garantizar la paridad de género, a favor de las de las mujeres, dar preferencia a quienes 
participen en todas aquellas actividades para ser incluidas y promovidas en los órganos e 
instancias del partido, precandidaturas y candidaturas, teniendo en cuenta el cumplimiento 
irrestricto de la paridad de género, en cumplimiento a lo establecido en el artículo 11 de los 
Lineamientos, con ello se contribuirá al establecimiento de liderazgos políticos a su favor. 

c. En el citado numeral, párrafo octavo, inciso 6), establece la obligación de emitir un protocolo 
específico para establecer parámetros que les permitan atender, sancionar, reparar y erradicar 
la VPMRG, el cual deberá contar con un lenguaje sencillo, accesible, incluyente y de fácil 
comprensión, ello en cumplimiento de lo previsto en los artículos 14, fracción IV y 18, segundo 
párrafo de los Lineamientos. 

II. CAPACITACIÓN 

d. Si bien el PT, ya contempla dentro del numeral 9 que corresponde al tema “I.- OBJETIVOS 
SOCIALES”, en su párrafos tercero y hoy décimo lo siguiente: 

“Asimismo, estamos a favor de promover la participación efectiva de las 
mujeres en la política, estableciendo mecanismos de promoción y acceso 
de las mujeres a la actividad política, así como la formación de liderazgo 
político y su empoderamiento en todos los ámbitos, siempre en igualdad de 
condiciones entre la mujer y el hombre, erradicando la violencia política 
hacia las mujeres en razón de género.” 

(…) 

“Luchamos por que en todos los ámbitos de la vida las mujeres y los 
hombres sean considerados como sujetos sociales transformadores, y 
que su inclusión, sea por razones de talento, capacidad, experiencia  y 
trabajo y no por razones de género.” 

Se adicionan al citado numeral, los párrafos cuarto, quinto y octavo, inciso 3), para señalar de 
manera específica dichos mecanismos, mediante los cuales que busca: 

● Lograr la participación activa de las y los militantes; 

● Capacitar de manera permanente a toda la estructura partidista en todo el país; 

● Que dichos objetivos los logrará entre otros, a través de: cursos, talleres y seminarios. 

Actividades que a través del Sistema Nacional de Escuelas de Cuadros le permitirán 
sensibilizar a su militancia sobre el papel trascedente de la mujer en la vida política y 
democrática. 

Aunado a ello, en el inciso 4) del citado párrafo octavo, señala que garantizará que el 
financiamiento público sea destinado para la capacitación, promoción y desarrollo de 
liderazgos de las mujeres y el fortalecimiento de mecanismos sobre VPMRG. 

Con dichas disposiciones se atiende lo señalado en el artículo 38, numeral 1, inciso d) de la 
LGPP; y 14 de los Lineamientos. 

III. CANDIDATURAS 

e. En el numeral 9, párrafo octavo, inciso 5), del texto modificado, de manera específica, hace 
suyo como requisito de elegibilidad para el tema de precandidaturas y candidaturas, la acción 
denominada “3 de 3 contra la violencia”, al señalar que a toda persona aspirante a ellas 
deberá solicitarse el respectivo “formato 3 de 3 contra la violencia”. 

En el párrafo séptimo del numeral referido, se contempla que en todo proceso electoral se 
deberá tener en cuenta el cumplimiento irrestricto de la paridad de género. 

 Con dichas disposiciones cumple con lo dispuesto en el artículo 38, numeral 1, incisos d) y f), 
de la LGPP; y el artículo 14 de los Lineamientos. 



Viernes 20 de mayo de 2022 DIARIO OFICIAL   

IV. RADIO Y TV 

f. En el numeral 9, párrafo octavo, inciso 2), se prohíbe la emisión de spots, campañas o 
cualquier otra actividad en donde se aliente, fomento o tolere la VPMRG, o bien se 
reproduzcan estereotipos de género. Ello en atención a lo señalado en los artículos 163, 
numeral 3 de la LGIPE 38, numeral 1, inciso d), de la LGPP; y 14 de los Lineamientos. 

V. ORGANOS ESTATUTARIOS 

g. En el párrafo quinto del numeral 9, se refiere como se ha mencionado que los planes de 
atención específicos y concretos, como son las campañas de difusión y la capacitación, 
estarán a cargo del Sistema Nacional de Escuelas de Cuadros. 

VI. LENGUAJE INCLUYENTE 

h. En concordancia con el artículo 14, fracción IV de los Lineamientos, se modifican las 
disposiciones siguientes: 

I.- OBJETIVOS SOCIALES. Numerales 2, último párrafo; y 5, último párrafo; y 8, inciso h.; 

II.- ESTRATEGIAS Y TÁCTICAS. Numeral 19, párrafo primero; y, 

III.- POLÍTICAS. Numeral 58, párrafo quinto. 

Modificaciones en las que se incorpora el uso de un lenguaje incluyente, libre de 
discriminación y sexismo, con miras a lograr una sociedad integrada en la que todas las 
personas sean tratadas con respeto y con igualdad de derechos. Lo que en materia de 
VPMRG implica la visualización de igualdad entre mujeres y hombres, y con ello evitar la 
discriminación en razón de género. 

 Conclusión. A través de dichas modificaciones a los numerales 2, último párrafo; y 5, último párrafo; 
8, inciso h.; y 9, en el cual, se adicionan los párrafos cuarto al octavo; 19, párrafo primero; y 58, 
párrafo quinto, en relación las demás disposiciones del Programa de Acción, en específico con el 
numeral 28, párrafo segundo3 (vigente), el PT da cumplimiento a lo establecido en el artículo 41, 
Base I, párrafos segundo y tercero de la Constitución, en relación con los artículos 23, numeral 1, 
incisos c) y e); 25, numeral 1, incisos r), s) y t); 38, numeral 1, incisos d) y e) de la LGPP, en 
acatamiento del Decreto en materia de violencia política de género, así como a los Lineamientos. 

Al señalar que se promoverá la participación efectiva de las mujeres en la política, estableciendo 
mecanismos de promoción y acceso de las mujeres a la actividad política; así como la inclusión, sea 
por razones de talento, capacidad, experiencia y trabajo y no por razones de género. Y contemplar: 

 La promoción de la participación política de las militantes; 

 Establece mecanismos de promoción y acceso de las mujeres a la actividad política del 
partido, así como la formación de liderazgos políticos; y 

 Establece estrategias para fomentar la capacitación y lograr la participación activa de las 
y los militantes en los procesos electorales. 

De los Estatutos 

37. Los artículos 8, 12, 14, 13, 17, 19 y 21 de los Lineamientos, señalan que los PPN deberán 
establecer en sus Estatutos, los mecanismos y procedimientos que permitan la prevención, 
atención, sanción y reparación de la VPMRG y garantizar la integración paritaria de los liderazgos 
políticos de las mujeres al interior de éstos. 

 Del texto del proyecto de las modificaciones a los Estatutos en su versión final que fue presentado 
por el PT en cumplimiento a los Lineamientos, se desprende la modificación de los preceptos 
siguientes: 10 Bis, párrafos cuarto y quinto; 15 Bis 1, numeral 12; 16, inciso t); 23, fracción I, párrafo 
segundo, incisos c) y f); 25, inciso g); 34, párrafo segundo; 38, párrafo segundo; 39, inciso q); 43; 48, 
párrafo segundo; 50 Bis 1, párrafo tercero; 50 Bis 4, párrafo segundo; 50 Bis 5, fracción I; 51, 
párrafos primero y séptimo; 55 Bis 11; 55 Ter; 57, inciso e); 66, inciso e); 70, párrafo segundo; 76, 
párrafo segundo; 85, inciso d); 95, inciso b); 99; 119 Bis 2; 119 Bis 3; 119 Bis 4; 122, párrafo 
segundo; 123; y 134, párrafo segundo; y 135; así como los artículos transitorios primero al cuarto. 

 
3 Para alcanzar este objetivo, el Partido del Trabajo desarrollará programas para la permanente formación ética, ideológica y política de 
cuadros de masas, partidarios, servidores públicos y representantes populares del partido en el ideario revolucionario. Asimismo, se 
establecerán los programas tendientes a preparar la participación activa, eficaz y equitativa de la militancia del Partido del Trabajo en los 
procesos políticos electorales 
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 Las referidas modificaciones determinan de manera general: 

a. Los procedimientos y mecanismos para prevenir, atender y erradicar la VPMRG, se vincula 
con: 

1.  Las facultades de capacitación del Sistema Nacional de Escuelas de Cuadros; y 

2. El principio de paridad para la integración de los órganos internos y postulación de 
candidaturas. 

3. El requisito de elegibilidad del 3 de 3 contra la violencia. 

b. Los procedimientos y mecanismos para atender, sancionar y reparar los casos de VPMRG, 
de conformidad con los artículos 54, inciso d), y 55 Ter, de los Estatutos modificados, se 
vinculan a dos órganos: 

1. La Comisión Nacional de Atención a la Violencia Política contra las Mujeres en 
Razón de Género (órgano de nueva creación) que será el primer órgano de 
contacto, encargado de brindar la asesoría, orientación y acompañamiento; y 

2. La Comisión Nacional de Conciliación, Garantías, Justicia y Controversias será 
competente en única instancia para conocer y resolver todo acto relacionado con 
dicha violencia dentro de su estructura partidista, a través del recurso de Queja. 

 En virtud de lo anterior, y en concordancia con la clasificación ya mencionada en el considerando 34 
se puntualiza lo siguiente: 

I. GENERALIDADES 

 Rendición de cuentas 

a. En cumplimiento a lo establecido en los artículos 12, segundo párrafo, 15 y 16 y Tercero 
Transitorio de los Lineamientos: 

En el artículo 55 Ter, párrafo tercero, se adiciona el inciso f), que determina que la Comisión 
Nacional de Atención a la Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género 
presentará el informe anual ante la Comisión de Igualdad de Género y No Discriminación del 
Instituto Nacional Electoral. 

Asimismo, de acuerdo con lo previsto en el artículo 39, inciso q), la Comisión Ejecutiva 
Nacional recibirá el informe que el Representante presente ante la Comité de Radio y 
Televisión del INE, respecto a los tiempos asignados a cada género en materia de radio y TV. 

Obligaciones de la militancia 

b. En cumplimiento al artículo 25, numeral 1, inciso t) de la LGPP, en relación con el artículo 20, 
fracción IV de los Lineamientos, se adiciona el inciso t), del artículo 16, del proyecto de 
Estatutos, que establece como obligación de las y los militantes del PT: “Abstenerse de 
cometer conductas de violencia política en razón de género”. 

Dicha disposición guarda estrecha relación con el artículo 55 Bis 11, Sanciones, párrafo 
segundo del Estatuto modificado, al establecer: 

“Queda estrictamente prohibido a cualquier persona militante del Partido del 
Trabajo, sin distinción de jerarquías, amenazar o emprender cualquier acto 
de represalia en contra una persona que haya presentado una denuncia 
por violencia política contra las mujeres en razón de género, o que haya 
sido citada para dar testimonio, dar información o facilitar y aportar probanzas 
sobre la misma.” 

Énfasis añadido”. 

De los derechos de las víctimas de VPMRG 

c. En concordancia con lo establecido en los artículos 20, 21 y 24 de los Lineamientos, en el 
artículo 55 Bis 11, Derechos de las Víctimas, incisos a) al h) adicionado, se establecen como 
derechos de las víctimas entre otros los siguientes: 

¬ Ser tratadas sin discriminación, con respeto a su integridad y al ejercicio de sus 
derechos. 

¬ Recibir atención médica, asesoría jurídica y psicológica gratuita, integral y expedita. 

¬ Ser informadas del avance de las actuaciones del procedimiento. 

¬ Que se le otorguen las medidas de protección necesarias. 
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d. Asimismo, establece como derecho el recibir información y asesoramiento gratuito sobre sus 
derechos y las vías jurídicas para acceder a ellos, ser atendidas y protegidas de manera 
oportuna, efectiva y gratuita por personal especializado. 

e. Así como que, en caso de ser necesario, contratar intérpretes, defensores y defensoras que 
conozcan su lengua, su cultura. 

Del concepto de VPMRG 

f. En el artículo 55 Ter, párrafo primero se replica el concepto de VPMRG, establecido en el 
artículo 5 de los Lineamientos. 

De los principios para atender a las víctimas VPMRG 

g. En el artículo 9 de los Lineamientos se enumeran diversos principios rectores sobre la 
atención de VPMRG. 

Las modificaciones a los artículos 51, 55 Bis 9, párrafo primero, 55 Ter y 122, determinan que 
tanto la Comisión Nacional de Conciliación, Garantías, Justicia y Controversias como la 
Comisión Nacional de Atención a la Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género 
se encuentran obligadas a aplicar la perspectiva de género e interseccionalidad en todas sus 
actuaciones y resoluciones, con base en los principios de buena fe, debido proceso, dignidad, 
respeto, coadyuvancia, confidencialidad, calidad, diligencia, imparcialidad y contradicción, 
progresividad y no regresividad, colaboración, exhaustividad, máxima protección, igualdad, no 
discriminación, profesionalismo, personal cualificado, así como prohibición de represalias. 

De los agentes que generan VPMRG 

h. En los artículos 5, párrafo tercero y 7 de los Lineamientos, se establece la obligación de 
señalar de manera expresa quiénes son los agentes que pueden generar VPMRG. 

En virtud de lo anterior, en el artículo 55 Ter, se refrenda que la VPMRG puede ser perpetrada 
indistintamente por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes y 
representantes de partidos políticos, militantes, afiliadas o afiliados, simpatizantes, 
precandidatas, precandidatos, candidatas o candidatos que se postulen por este instituto 
político o bien, por cualquier persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión dentro del 
partido. 

De las conductas constitutivas de VPMRG 

i. El artículo 6 de los Lineamientos, determina que se deben señalar las conductas que son 
formas de expresión de VPMRG: 

Por lo que, se adiciona en el texto de Estatutos, el artículo 55 Ter, el cual, en su párrafo 
segundo, realiza una descripción general de las conductas que se consideran como VPMRG, 
entre éstas, las siguientes: 

¬ Incumplir las disposiciones jurídicas nacionales e internacionales que reconocen el 
ejercicio pleno de los derechos políticos de las mujeres; 

¬ Restringir o anular el derecho al voto libre y secreto de las mujeres, u obstaculizar sus 
derechos de asociación y afiliación a todo tipo de organizaciones políticas y civiles, en 
razón de género; 

¬ Ocultar información u omitir la convocatoria para el registro de precandidaturas, 
candidaturas o para cualquier otra actividad que implique la toma de decisiones en el 
desarrollo de sus funciones y actividades; 

¬ Obstaculizar la precampaña o campaña de una candidata de modo que se impida que 
la competencia electoral se desarrolle en condiciones de igualdad; 

¬ Realizar o distribuir propaganda política o electoral que calumnie, degrade o 
descalifique a una candidata basándose en estereotipos de género que reproduzcan 
relaciones de dominación, desigualdad o discriminación contra las mujeres, con el 
objetivo de menoscabar su imagen pública o limitar sus derechos políticos y electorales; 

¬ Difamar, calumniar, injuriar o realizar cualquier expresión que denigre o descalifique a 
las mujeres en ejercicio de sus funciones políticas, con base en estereotipos de género, 
con el objetivo o el resultado de menoscabar su imagen pública o limitar o anular sus 
derechos; 
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¬ Amenazar o intimidar a una o varias mujeres o a su familia o colaboradores con el 
objeto de inducir su renuncia a la precandidatura, candidatura o al cargo para el que fue 
electa o designada; 

¬ Impedir, por cualquier medio, que las mujeres electas o designadas a cualquier puesto 
o encargo público tomen protesta de su encargo, asistan a las sesiones ordinarias o 
extraordinarias o a cualquier otra actividad que implique la toma de decisiones y el 
ejercicio del cargo, impidiendo o suprimiendo su derecho a voz y voto; 

¬ Restringir los derechos políticos de las mujeres con base en la aplicación de 
tradiciones, costumbres o sistemas normativos internos o propios, que sean violatorios 
de los derechos humanos; 

¬ Imponer, con base en estereotipos de género, la realización de actividades distintas a 
las atribuciones propias de la representación política, cargo o función; 

¬ Imponer sanciones injustificadas o abusivas, impidiendo o restringiendo el ejercicio de 
sus derechos políticos en condiciones de igualdad. 

II. CAPACITACIÓN 

Del Sistema Nacional de Escuelas de Cuadros 

j. El artículo 39, numeral 1, inciso f) y g), de la LGPP, en relación con el artículo 14 de los 
Lineamientos, señalan que se deben establecer no sólo mecanismos para prevenir, atender, 
sancionar y erradicar la VPMRG, sino también aquellos que garanticen la integración de 
liderazgos políticos de mujeres en el interior del partido. 

El artículo 23, fracción I, párrafo segundo inciso f), en relación con el 122, párrafo segundo, del 
proyecto de modificaciones, otorga al Sistema Nacional de Escuelas de Cuadros, la calidad de 
instancia nacional, asimismo, se señala como el órgano responsable de impulsar las tareas 
necesarias para elevar el nivel teórico y político de las personas militantes, en consecuencia 
se encargará de la capacitación permanente a toda la estructura partidista, en todo el país, en 
materia de prevención, atención y erradicación de la VPMRG; desde la perspectiva 
interseccional, intercultural y de género, con enfoque de Derechos Humanos. 

Vinculado a lo anterior, el estatuto del PT, en su artículo 10, párrafo tercero, ya contempla que 
se garantizará a las mujeres el ejercicio de sus derechos políticos y electorales libres de 
violencia política en razón de género, con capacitaciones constantes, promoviendo la 
integración de liderazgos políticos de mujeres al interior del partido. Ahora bien, del texto del 
Proyecto de las modificaciones al artículo 122, dicha instancia tendrá, además, la 
responsabilidad de fomentar la formación y capacitación del personal partidista en materia de 
igualdad de género, no discriminación y participación política de grupos en situación de 
discriminación. 

Por lo que, en términos del artículo 135, adicionado, se establece como mecanismos para la 
formación de Liderazgos políticos de las mujeres, a través de uno o más de los siguientes 
mecanismos: 

a) Cursos 

b) Talleres 

c) Capacitaciones 

d) Conferencias magistrales 

Con ello fomentará dentro de todos los niveles, en todos los órganos e instancias, así como en 
las respectivas postulaciones a precandidaturas y candidaturas, la integración de liderazgos 
políticos de las mujeres. 

También, postula el derecho de cualquier persona militante y/o afiliada a participar en estas 
actividades; las cuales tendrán difusión impresa, verbal, en las páginas oficiales y/o redes 
sociales en internet del PT. Empero, a la vez dicho derecho se considera una obligación, tal 
como se desprende del artículo 18, inciso c), el cual no sufrió modificación: 

“Educarse teórica y políticamente en el sistema Nacional de Escuelas de 
Cuadros del Partido del Trabajo y actualizarse de la situación local, nacional e 
internacional.” 
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k. Como otra medida más, en concordancia con lo establecido en el artículo 14, fracción XIII de 
los Lineamientos, se ha establecido que, las personas precandidatas o candidatas, deberán 
acudir a los cursos, talleres y capacitaciones que implemente el Sistema Nacional de Escuelas 
de Cuadros como una plataforma para sensibilizarlos sobre la VPMRG. 

III. CANDIDATURAS 

l. Los artículos 3, numeral 3, 25, numeral 1, incisos r), s) y t), de la LGPP, en relación con el 
artículo 14, fracciones I y II, de los Lineamientos señalan la obligación de los PPN de 
garantizar la integración paritaria en las candidaturas y libres de discriminación. 

Al respecto, en el artículo 10 Bis, primer párrafo que fue objeto de modificación, el PT señala 
que promoverá y garantizará la paridad entre los géneros, en la postulación de candidaturas a 
los cargos de elección popular en los tres niveles de gobierno. 

En ese sentido, en el artículo 119 Bis 2, último párrafo, se establece que, en la suscripción de 
convenios de coalición, candidatura común o alianza partidaria, en todos los casos, se deberá 
atender a la paridad final de los géneros. 

Para garantizar lo anterior, en el citado artículo 119 Bis 2, establece y describe de manera 
puntual los criterios que deberán seguirse para lograr la postulación paritaria en la totalidad de 
candidaturas o puestos de elección popular. 

Resulta relevante a lo anterior, lo señalado en el artículo 135, último párrafo, como criterio de 
desempate, para la postulación de candidaturas entre mujeres, que las interesadas que 
participen y acrediten que han participado en las actividades mencionadas en el párrafo 
anterior, tendrán preferencia sobre aquellas que no las hayan realizado o participado respecto 
de su inclusión en los órganos e instancias del partido en todos sus niveles, así como en las 
precandidaturas y candidaturas en todo tipo de procesos electorales. 

 Finalmente, se prevé en el artículo 50 Bis 5, fracción I, que la Comisión Nacional de Vigilancia 
de Elecciones y Proceso Internos, deberá supervisar que el desempeño de la Comisión 
Nacional de Elecciones y Procedimientos Internos realice sus actividades bajo los principios 
de legalidad, imparcialidad, equidad, igualdad, certeza y transparencia. 

Del 3 de 3 contra la violencia 

m. En el artículo 32 de los Lineamientos, con el ánimo de promover, respetar, proteger y 
garantizar los derechos humanos de las mujeres, así como su protección, deberá requerirse a 
las personas aspirantes a una candidatura de buena fe el formato 3 de 3 contra la violencia, 
como requisito de elegibilidad. 

 En el artículo 119 Bis 3, adicionado de los Estatutos, se establece que toda persona aspirante 
a una candidatura deberá firmar un formato, de buena fe y bajo protesta de decir verdad, 
donde se establezca que no ha sido condenada o sancionada mediante resolución firme por 
violencia familiar y/o doméstica cualquier agresión de género en el ámbito privado o público, 
violencia sexual o por el incumplimiento de las obligaciones alimentarias. 

n. En relación con lo anterior, en el artículo 14, fracción XVII, se establece como obligación del 
PPN y de las coaliciones a las que pertenezcan, previo al registro de sus candidaturas se 
verificará en el Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia de Violencia 
Política Contra las Mujeres en Razón de Género, que las personas candidatas no se 
encuentren condenadas por delito de VPMRG o que tengan desvirtuado el requisito de 
elegibilidad consistente en tener un modo honesto de vivir. Obligación que se contempla en el 
artículo 119 Bis 4, adicionado del texto de Estatutos modificado. 

IV. RADIO Y TV 

o. Los artículos 12, párrafo segundo y 14, fracción XV de los Lineamientos, que prevén que los 
PPN deberán incorporar disposiciones para garantizar la no discriminación de las mujeres en 
razón de género en la programación y distribución de los tiempos del Estado en radio y 
televisión que les correspondan y de las prerrogativas para las precampañas y campañas 
políticas, incluidas aquellas ejercidas en coalición, así como los mecanismos mediante los 
cuales se rendirán cuentas en este sentido. 

 En razón de lo anterior, se adicionan dos párrafos al artículo 10 Bis, de los cuales se destaca 
que se garantizará que no haya discriminación alguna hacia ningún género en lo que 
corresponde a las campañas políticas; habrá igualdad de oportunidades en el acceso a 
prerrogativas, incluyendo el financiamiento público para la obtención del voto y el acceso a los 
tiempos de radio y televisión que correspondan por ley al PT. 
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p. Asimismo, establece que se deberá otorgar de igual manera no menos del 40% del 
financiamiento público con el que cuente cada partido o coalición para las actividades de 
campaña. En este último aspecto, bajo ninguna circunstancia se podrá otorgar menos del 40% 
de espacios a las mujeres. 

q. En el párrafo quinto del numeral citado, es establece la prohibición expresa de emitir spots, 
campañas, propaganda política y electoral o cualquier otra actividad en donde se aliente, 
fomente o tolere la violencia contra las mujeres, o bien, se reproduzcan estereotipos de 
género, tal como se dispone en el artículo 14, fracción XVI de los Lineamientos. 

V. ORGANOS ESTATUTARIOS 

Paridad de Género 

r. En concordancia con lo previsto en los artículos 13, y 14, fracción III, de los Lineamientos, en 
la integración de los órganos intrapartidarios se deberá garantizar el principio de paridad de 
género. 

De manera primigenia el artículo 10, párrafo segundo, de los Estatutos del PT, el cual no sufrió 
adecuaciones, establece que en la integración de los órganos de dirección nacional, estatal y 
municipal se garantizará la paridad de género. 

Sin embargo. a lo largo del proyecto de modificaciones, refrenda dicho principio, ya que los 
artículos 25, inciso g); 34, párrafo segundo; 38, párrafo segundo; 43; 48, párrafo segundo; 50 
Bis 1, párrafos tercero y octavo; 50 Bis 4, párrafo segundo; 51, párrafo primero; 57, inciso e); 
66, inciso e); 68, inciso d); 70, párrafo segundo; 76; 85, inciso d); 95, inciso b); 99; 123; y 134, 
párrafo segundo, señalan que en todos los procesos de elección imperará el principio de 
paridad. 

Ahora bien, el artículo 79, señala que, en la integración de la Comisión de Contraloría y 
Fiscalización Estatal o de la Ciudad de México, sus suplentes deberán ser del  mismo 
género. 

Del órgano encargado del ejercicio y protección de los derechos de las mujeres 

Comisión Nacional de Atención a la Violencia Política 

s. Los artículos 8 y 19 de los Lineamientos, establecen que los PPN están obligados a atender 
de manera integral las conductas que generan VPMRG, no sólo a través de sancionar, sino a 
través del acompañamiento a la víctima, que permita lograr una reparación integral. 

En ese sentido, se integra al artículo 23, fracción I, segundo párrafo en el inciso c), de los 
Estatutos, a la Comisión Nacional de Atención a la Violencia Política contra las Mujeres 
en Razón de Género. 

Dicha Comisión se encuentra facultada para proponer y coadyuvar en la organización de los 
mecanismos establecidos en el artículo 135 de los presentes Estatutos, con la finalidad de 
prevenir la violencia política contra la mujer. 

t. Asimismo, propondrá las actividades que estime convenientes para que sean incluidas en el 
programa anual de trabajo que presente este instituto político, tanto a nivel nacional como 
local, respecto de las actividades para prevenir, atender y erradicar la VPMRG, esto es, el 
órgano responsable de proponer nuevos mecanismos para lograr acotar la brecha de 
desigualdad que genera la VPMRG. 

Establecer y/o determinar un órgano de acompañamiento a las víctimas 

u. Como se ha señalado líneas arriba, el artículo 19 de los Lineamientos, señala que los PPN 
tienen la obligación de determinar al órgano encargado de proporcionar asesoría, orientación y 
acompañamiento a las víctimas de VPMRG, el cual deberá ser distinto al órgano de justicia 
intrapartidaria. 

En cumplimiento a lo anterior, se crea la Comisión Nacional de Atención a la Violencia Política, 
cuya facultad primordial se centra en proporcionar asesoría, orientación y acompañamiento a 
las víctimas de VPMRG. En el artículo 55 Ter adicionado del texto de Estatutos, se establece 
que será un órgano multidisciplinario y estará integrado por cinco personas, en estricto 
cumplimiento al principio de paridad, nombrado de manera ordinaria por el Congreso Nacional 
cada tres años, y en casos de ausencia será el Consejo Directivo Nacional quien nombrará a 
las personas sustitutas. 
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Sentado lo anterior, y ante la relevancia del tema, en el artículo Segundo Transitorio del texto 
de Estatutos modificado, se faculta por única ocasión a la aún Comisión Coordinadora 
Nacional para elegir en plazo breve a las personas que integrarán, a efecto de garantizar 
los derechos sustantivos de las mujeres. 

v. Ahora bien, para garantizar una atención integral a las víctimas de VPMRG en el artículo 21, 
fracción II de los Lineamientos, se prevé que, en caso de ser necesario, canalizará a la víctima 
para que sea atendida física y psicológicamente de forma inmediata a la Comisión Ejecutiva 
de Atención a Víctimas, la Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia Contra las 
Mujeres, ambas del gobierno federal, u otras instancias correspondientes. Disposición que se 
replica en el artículo 55 Ter, párrafo tercero, inciso d) de la modificación de Estatutos. 

w. En el citado artículo 55 Ter, y vinculado con el derecho de las víctimas de VPMRG a recibir 
atención médica, asesoría jurídica y psicológica gratuita, integral y expedita, la citada 
Comisión está obligada a brindarle atención de forma individualizada y deberá existir un 
tratamiento específico de conformidad con el caso concreto, ello en concordancia con lo 
establecido en el artículo 20, fracción VII y 24 fracción VIII de los Lineamientos. 

x. El artículo 19, párrafo primero en relación con el 22 de los Lineamientos, prevé que el órgano 
de acompañamiento cuente con un presupuesto apropiado para su funcionamiento, sin 
embargo, establece la prohibición de que no podrá obtenerse del 3 % destinado a la 
capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo político de las mujeres, al que refiere el 
artículo 51, numeral 1, inciso c), fracción I de la LGPP, prohibición asentada en el artículo 55 
Ter, párrafo quinto del Texto de Estatutos modificado. 

Refrendar que no es posible aplicar el mecanismo alterno de resolución 

y. En el artículo 55 bis 11, Sanciones, párrafo tercero, se establece que en ningún caso de 
VPMRG procederá la conciliación y mediación. 

Del órgano encargado de impartir justicia en materia de VPMRG 

Comisión Nacional de Conciliación, Garantías, Justicia y Controversias 

z. Cabe señalar que, de acuerdo con lo establecido en los artículos 25, numeral 1, inciso u); 43, 
numeral 1, inciso e), 46 numeral 3, y 48, numeral 1, inciso a), de la LGPP, el órgano 
encargado de impartir justicia intrapartidaria deberá ser un órgano de decisión colegiada 
UNIINSTANCIAL, responsable de la impartición de justicia, integrado por un número impar, 
independiente e imparcial. 

Ahora bien, los artículos 8 y 12 de los Lineamientos, determinan que los PPN están obligados 
a conocer, investigar, sancionar, reparar y erradicar las conductas que constituyan VPMRG, 
por lo que señalan que deberán establecer en sus Estatutos mecanismos y procedimientos 
que contribuyan al referido fin. 

Acorde a lo anterior, en el artículo 53, de los Estatutos vigentes, señala las facultades de la 
Comisión Nacional de Conciliación, Garantías, Justicia y Controversias, dentro de las cuales 
se destaca: 

“Artículo 53. (…) 

a) Proteger los derechos de las y los militantes, afiliadas y afiliados 
consignados en los artículos 15 y 17 y demás relativos de los presentes 
Estatutos. 

b) Garantizar el cumplimiento de los presentes Estatutos y, en su caso, 
aplicar la perspectiva de género en todas las resoluciones que 
emita. 

(…) 

h) Sancionar violaciones a las conductas que constituyan violencia 
política contra las mujeres en razón de género conforme con la 
normatividad aplicable.” 

Los artículos 13 y 17 de los Lineamientos, establecen la obligación de contar con un órgano 
de decisión colegiada, responsable de la impartición de justicia intrapartidaria de carácter 
independiente, imparcial y objetivo, que aplicará la perspectiva de género en todas las 
resoluciones que emita, encargado de conocer, investigar y resolver las quejas y denuncias en 
materia de VPMRG, en tal virtud, de manera expresa en el artículo 54, inciso d) de los 
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Estatutos vigentes se señala que la Comisión Nacional de Conciliación, Garantías, Justicia y 
Controversias es el órgano competente para conocer sobre: “Todo acto relacionado con la 
violencia política contra las mujeres en razón de género”. 

aa. Ahora bien, para el cumplimiento de sus fines, en relación con el presupuesto necesario para 
su funcionamiento, el artículo 51, párrafo séptimo adicionado del texto de Estatutos 
modificado, establece que, en ningún caso, podrá obtenerse del 3% destinado a la 
capacitación, promoción y desarrollo del liderazgo político de las mujeres a que se refiere el 
artículo 51, numeral 1, inciso c) fracción I, de la LGPP. 

bb. Para la atención y sanción, en su caso, de las conductas consideradas como VPMRG, los 
artículos 17 y 18 de los Lineamientos, señalan el establecimiento de un procedimiento interno: 
el recurso de Queja, mismo que se encuentra determinado en el artículo 53, inciso j), del texto 
de Estatutos modificado. 

cc. En el artículo 55 Bis 11, se prevé la presentación de la Queja por medios tecnológicos: 

¬ Mediante la utilización del micrositio habilitado en el portal web oficial de ese instituto 
político. 

¬ Dicho portal contará con los formatos para la presentación de estas con lenguaje claro 
e incluyente. 

dd. El artículo 53, inciso j), señala que las Quejas podrán ser presentadas por la víctima o víctimas 
o por terceras personas, siempre que se cuente con el consentimiento de éstas. 

ee. Cuando la Queja se presente ante una instancia distinta, ésta deberá informarla y/o remitirla 
por la vía más expedita a la instancia competente, en un plazo no mayor a veinticuatro horas 
contadas a partir de la recepción del escrito o documento que contenga la Queja o 
denuncia, o de que tenga conocimiento de los hechos. 

ff. En ese sentido, de conformidad con lo establecido en los artículos, 54, 55, 55 Bis, 55 Bis 1, 55 
Bis 2, 55 Bis 3, 55 Bis 6, 55 Bis 7, 55 Bis 8, 55 Bis 9, 55 Ter de la normativa modificada citada, 
se establece el procedimiento a seguir dentro del recurso de Queja: 

a)  Deberá presentarse dentro del término de cuatro días naturales contados a partir del día 
siguiente de aquél en que se tenga conocimiento del Acto o Resolución, debiendo ser 
comunicado por la persona titular de la Secretaría Técnica a la instancia correspondiente, 
dentro del término de veinticuatro horas, teniendo como requisitos: 

1.- Por escrito ante la Comisión Nacional de Conciliación, Garantías, Justicia y 
Controversias; 

2.- Señalar domicilio para recibir y oír notificaciones y, en su caso, a quien en su nombre 
pueda oírlas y recibirlas; 

3.- Acompañar el o los documentos que sean necesarios para acreditar la personería del 
promovente; 

4.- Identificar el Acto o Resolución motivo de la Queja y a la persona militante, afiliada o 
afiliado, precandidata o precandidato, candidata o candidato u órgano responsable 
del mismo; 

5.- Mencionar de manera expresa y clara los hechos en que se sustenta la Queja, y los 
agravios que le cause el acto o Resolución; 

6.- Los artículos de los Estatutos, norma jurídica, acuerdos o resoluciones de los 
órganos de dirección del partido presuntamente violados; y, 

7.- Ofrecer y aportar las pruebas dentro de los plazos para la interposición o 
presentación de la Queja con excepción de alguna prueba superveniente. 

b) De la improcedencia y sobreseimiento 

1.- El recurso de Queja será improcedente, cuando se pretenda impugnar actos o 
resoluciones que no afecten el interés jurídico de la parte actora, que se hayan 
consumado de un modo irreparable, que se hubiesen consentido o aquéllos contra 
los cuales no se hubiese interpuesto el recurso respectivo, dentro de los plazos y 
términos previstos en los Estatutos; que la persona promovente carezca de 
legitimación en los términos de los presentes Estatutos; cuando sea notoriamente 
frívola; y no se aporten u ofrezcan pruebas; 
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2.- Procede el sobreseimiento cuando, la persona promovente se desista expresamente 
por escrito, siempre y cuando se trate de una afectación directa a su esfera jurídica 
de derechos; habiendo sido admitido el recurso correspondiente, aparezca o 
sobrevenga alguna causal de improcedencia; y el militante, afiliada o afiliado, 
precandidata o precandidato, candidata o candidato, o que la persona promovente 
fallezca, o le sean suspendidos o privados sus derechos político-electorales. 

Obligaciones de la Comisión Nacional de Conciliación, Garantías, Justicia y 
Controversias en materia de VPMRG 

gg. El artículo 53, inciso j), del texto de Estatutos modificado, contempla que la Comisión Nacional 
de Conciliación, Garantías, Justicia y Controversias llevará el registro, estadística y control de 
todos los casos relacionados con VPMRG. 

hh. En caso de que, en la Queja se adviertan hechos o actos denunciados que no sean de la 
competencia de dicha Comisión, se deberá remitir la Queja o denuncia a la autoridad 
competente, en un plazo de entre veinticuatro a cuarenta y ocho horas contadas a partir de su 
recepción, haciéndolo del conocimiento de la persona quejosa dentro de ese mismo plazo. 

ii. En el artículo 55 Bis 9, de la modificación de Estatutos, se señala que la Resolución que 
adopte la Comisión se tomará por mayoría del 50% más uno de sus integrantes, debiendo 
estar fundada y motivada y estableciendo con claridad los puntos de la litis, así como en el 
caso de imposición de sanciones, la proporcionalidad entre la conducta susceptible de ser 
sancionada y la sanción que se imponga y, en su caso, aplicar la perspectiva de género e 
interseccionalidad en todas las resoluciones que emita, con base en los principios de buena 
fe, debido proceso, dignidad, respecto, coadyuvancia, confidencialidad, calidad, diligencia, 
imparcialidad y contradicción, progresividad y no regresividad, colaboración, exhaustividad, 
máxima protección, igualdad, no discriminación, profesionalismo, personal cualificado, así 
como prohibición de represalias. 

jj. De acuerdo con lo previsto en el artículo 55 Bis 11, desde el momento en que reciba una 
Queja, ésta deberá informar a la víctima de sus derechos y alcances de su Queja o denuncia, 
así como de las otras vías con que cuenta, e instancias competentes que pueden conocer y, 
en su caso, investigar y sancionar la violencia política en razón de género. 

Facultades de la Comisión Nacional de Conciliación, Garantías, Justicia y Controversias 
en materia de VPMRG 

kk. El artículo 53, inciso k), prevé que, únicamente en lo que corresponde a los casos 
relacionados con VPMRG, podrá iniciarse el procedimiento de Queja de manera oficiosa, 
siempre y cuando la víctima sea informada y consienta dicha acción. 

ll. En el artículo 55 Bis 8, el cual no fue modificado, se establece que una vez recibido el recurso 
de Queja y la documentación correspondiente, la Comisión Nacional de Conciliación, 
Garantías, Justicia y Controversias, realizará los actos y ordenará las diligencias que sean 
necesarias para su debida sustanciación y Resolución dentro de un plazo no mayor de 
cuarenta y cinco días naturales, salvo los casos previstos en la ley. 

Contará con un órgano instructor, el cual deberá allegarse de toda la información posible para 
hacer una primera valoración de la Queja. 

El proceso de recopilación de información debe efectuarse con la máxima rapidez, 
confidencialidad y sensibilidad, y con respeto a los derechos de cada una de las personas 
afectadas. 

Medidas cautelares 

mm. El artículo 29 de los Lineamientos, prevé que, una vez recibida una Queja, se deberá valorar 
de manera inmediata, el establecimiento de medidas cautelares, con la finalidad de cesar de 
manera inmediata los actos que pueden constituir la VPMRG. 

 Dichas medidas se establecen en el artículo 55 Bis 11 adicionado, del texto de modificación de 
Estatutos: 

a) Canalizar a la víctima para que reciba atención médica o apoyo psicológico; 

b) Ordenar la suspensión del mandato del cargo de dirección partidaria a la persona 
denunciada. 

c) Determinar la separación y suspensión temporal de sus derechos como militante del PT 
a la persona denunciada. 
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Medidas de protección 

nn. El artículo 30 de los Lineamientos, prevé, que deben establecerse de manera urgente medidas 
de protección en función del interés superior de la víctima, la cual tendrán naturaleza de 
medidas precautorias. 

En tal virtud se adiciona al segundo párrafo del artículo 55 Bis 11 de la modificación de 
Estatutos, las medidas de protección necesarias, tales como: 

■ La prohibición de acercarse o comunicarse con la víctima; 

■ La prohibición de asistir o acercarse al domicilio de la víctima o al lugar en que se 
encuentre; 

■ La prohibición de realizar conductas de intimidación o molestia a la víctima o a 
personas relacionados con ella; 

■ Así como todas aquellas necesarias para salvaguardar la integridad, la seguridad y la 
vida de la persona en situación de violencia y con la finalidad de evitar que el daño sea 
irreparable. 

Sanciones 

oo. El artículo 27 de los Lineamientos, establece que los PPN deberán sancionar las conductas de 
VPMRG en términos de sus Estatutos y/o protocolos emitidos en la materia, en tal virtud, de 
acuerdo con lo señalado en los artículos 55 Ter, 55 Bis 11, 114, inciso d), y 115, del texto de 
estatutos modificados se señala que: 

“Son motivo de sanción las siguientes acciones u omisiones, según sea el caso 
de (…) Quienes ejerzan violencia política en contra de las mujeres en razón de 
género.” 

En tal virtud, se impondrán según la gravedad de la falta y de manera específica o acumulada 
para la individualización las sanciones siguientes: 

a) Advertencia formal. 

b) Revocación del mandato del cargo de dirección partidaria. 

c) Separación y suspensión temporal de sus derechos como militante del Partido del 
Trabajo. 

d) Expulsión definitiva, cancelación de membresía, y en su caso, promover la acción 
judicial que corresponda. 

e) Inhabilitación para ser postulado a cargos de elección popular o partidaria. 

f) Pérdida del derecho a ser electo como integrante de los Órganos directivos. 

Asimismo, se podrá imponer como sanción a la persona denunciada el deber de inscribirse y 
aprobar cursos de sensibilización y capacitación, ya sea en línea o presenciales, de la 
Comisión Nacional de Derechos Humanos y que estime pertinentes la Comisión Nacional de 
Conciliación, Garantías, Justicia y Controversias. Debiendo remitir a esta última la evidencia 
del cumplimiento en un término no mayor a sesenta días naturales. 

Aunado a lo anterior, en el artículo 15 Bis 1, numeral 12 del texto de modificaciones a los 
Estatutos, se señala que, no podrán reelegirse las y los integrantes de los distintos cargos de 
Dirección y demás Órganos del PT que cometan conductas de VPMRG. 

Medidas de reparación 

pp. El artículo 28 de los Lineamientos, prevé, que con independencia de la sanción que 
corresponda, se deberán imponer medidas para la reparación integral del daño a la víctima. 

 En tal virtud se adiciona al segundo párrafo del artículo 55 Bis 9 de la modificación de 
Estatutos, las siguientes medidas de reparación integral: 

■ La disculpa pública de la persona denunciada. 

■ La indemnización de la víctima. 

■ La restitución inmediata en el cargo partidario a la persona que haya sido obligada a 
renunciar. 

■ La determinación de medidas de seguridad y otras para asegurar el ejercicio del cargo. 
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VI. LENGUAJE INCLUYENTE 

El artículo 14, fracción IV, de los Lineamientos, señala que deberá garantizarse que, en los 
protocolos, mecanismos y, en general, todas las actuaciones y documentos relacionados con la 
atención de VPMRG, cuenten con un lenguaje sencillo, accesible, incluyente, de fácil comprensión 
y considerando los diversos perfiles socioculturales. 

En tal virtud, se modifican las disposiciones siguientes: 14; 15, inciso b); 15 Bis, fracción II; 15 Bis 
2, último párrafo; 16, inciso l), último párrafo; 19; 22, incisos h), párrafo segundo; 25, inciso g); 29, 
incisos f) y j); 39, incisos f), párrafo segundo, k) y o); 43; 47, párrafo segundo; 50 Bis 1, párrafo 
octavo; 50 Bis 2, párrafos primero, fracción IX, segundo y tercero; 51 Bis, incisos a) y b); 55 Bis 9, 
párrafo segundo; 57, inciso e); 68, inciso d); 75, inciso h); 97, inciso d); y 134, párrafo segundo. 

Modificaciones en las que se incorpora el uso de un lenguaje incluyente, libre de discriminación y 
sexismo, con miras a lograr una sociedad integrada en la que todas las personas sean tratadas 
con respeto y con igualdad de derechos. Lo que en materia de VPMRG implica la visualización de 
igualdad entre mujeres y hombres, y con ello evitar la discriminación en razón de género. 

Conclusión. A través de dichas adiciones, el PT pretende dar cumplimiento a lo establecido en el 
artículo 41, Base I, párrafos segundo y tercero de la Constitución, en relación con los artículos 23, 
numeral 1, incisos c) y e); 25, numeral 1, incisos r), s), t) y u); 39, numeral 1, incisos d), e), f) y g); 
43, numeral 3; y 48, numeral 1, inciso a) de la LGPP, en acatamiento del Decreto en materia de 
VPMRG, así como de los artículos 5, 6, 7, 10 al 14, 17, 19 al 32 de los Lineamientos, al contemplar 
como elementos mínimos en dicho documento básico, los siguientes: 

 Los mecanismos y procedimientos que permitirán garantizar la integración de liderazgos 
políticos de mujeres al interior del partido; 

 Los mecanismos que garanticen la prevención, atención y sanción de la VPMRG.4 

De los cuales que se desprende lo siguiente: 

o Garantizará a las mujeres el ejercicio de sus derechos políticos y electorales libres de 
violencia política por razón de género, con capacitaciones constantes, en atención a lo 
señalado en el artículo 39, numeral 1, inciso f) de la LGPP. 

o Promoverá la integración de liderazgos políticos de mujeres al interior del partido en los 
términos de las Leyes aplicables, en atención a lo señalado en el artículo 39, numeral 1, 
inciso f) de la LGPP. 

o Que, entre las facultades de la Comisión Nacional de Conciliación, Garantías, Justicia y 
Controversias estará la de aplicar la perspectiva de género en todas las resoluciones que 
emita, en cumplimiento al artículo 43, numeral 1, inciso e) en relación con el artículo 48, 
numeral 1, inciso a) de la LGPP. 

o Asimismo, tiene la facultad de sancionar violaciones a las conductas que constituyan 
VPMRG conforme con la normatividad aplicable. 

o Que dicha Comisión será competente para conocer de todo acto relacionado con la 
VPMRG, en cumplimiento a lo establecido en el artículo 46, numeral 2. 

o En la resolución que se emita por VPMRG, la autoridad resolutoria deberá ordenar las 
medidas de reparación integral que corresponda. 

o Es motivo de sanción ejercer VPMRG. 

 
4 El artículo 20 Bis, de Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia establece que es toda acción u omisión, incluida 
la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular 
o menoscabar el ejercicio efectivo de los derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las 
atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, la toma de decisiones, la libertad de 
organización, así como el acceso y ejercicio a las prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del 
mismo tipo. Asimismo, dispone que se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, cuando se dirijan a una 
mujer por su condición de mujer; le afecten desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado en ella y que puede manifestarse en 
cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en la referida Ley y puede ser perpetrada indistintamente por agentes estatales, por 
superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes de partidos políticos, militantes, simpatizantes, precandidatas, precandidatos, 
candidatas o candidatos postulados por los partidos políticos o representantes de los mismos; medios de comunicación y sus integrantes, por 
un particular o por un grupo de personas particulares. 
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Determinación sobre la procedencia constitucional y legal de los documentos básicos en 
cumplimiento a los Lineamientos 

38. Como se ha señalado, los PPN, tienen la obligación constitucional, legal y reglamentaria, por virtud 
de los Lineamientos, aplicar y en su caso crear mecanismos de protección de los derechos humanos 
de las mujeres y la erradicación de la VPMRG. 

 Lo anterior es así, toda vez que, de acuerdo a lo establecido en los considerandos 32 al 37 el PT, 
cumple con dicha obligación, pues las modificaciones realizadas a los documentos básicos de 
manera interrelacionada contemplan, lo siguiente:5 

● Los mecanismos y procedimientos que permitirán garantizar la integración de liderazgos 
políticos de mujeres al interior del partido. 

● Los mecanismos que garantizan la prevención, atención y sanción de la VPMRG. 

 De entre los cuales se destaca: 

 La obligación de dar atención a las víctimas de VPMRG, sujetándose a principios como 
el debido proceso, la dignidad, la debida diligencia, la máxima protección, la 
imparcialidad, la igualdad y la no discriminación y el profesionalismo. 

 Se garantizará en la integración de los órganos del PT el principio de paridad de género. 

 Se señala como tema relevante de capacitación el de la VPMRG, como parte de una 
perspectiva transversal de igualdad de género y no discriminación con la finalidad de 
visualizarla y prevenirla. 

 El órgano de decisión colegiada responsable de la impartición de justicia intrapartidaria, 
se establece como independiente, imparcial y objetivo y con la obligación de aplicar y 
juzgar con perspectiva de género e interseccionalidad. 

 Se crea un órgano de acompañamiento que atienda a la víctima de VPMRG. 

 Se señalan las conductas que actualizan VPMRG. 

 Hace suya la obligación de investigar al interior de los órganos partidistas y, en su caso, 
sanciona a sus militantes y/o adherentes cuando sean los sujetos activos del delito. 

 Establece el recurso de Queja como procedimiento para investigar y sancionar la 
VPMRG. 

 Se establecen las sanciones en caso de incumplimiento a la obligación de prevención, 
atención y erradicación de la VPMRG. 

 Establece, medidas cautelares, de reparación, y de protección a las víctimas, para 
garantizar se logre una efectiva protección. 

 Se compromete a realizar un uso adecuado del presupuesto destinado a la capacitación, 
promoción y desarrollo del liderazgo político de las mujeres 

 Adopta el criterio 3 de 3 contra la violencia. 

 Se obliga a consultar el registro nacional de personas sancionadas por VPMRG. 

 Prohíbe propaganda política con contenido considerada VPMRG. 

 Garantiza que el financiamiento público de las campañas se distribuya de manera 
paritaria, al igual que los tiempos de radio y televisión. 

 La creación de un Protocolo que permita identificar la VPMRG, y con ello evitar mayores 
daños a la mujer víctima de ésta. 

Con dichas acciones, dentro de la normativa partidista de manera interrelacionada, se crea un 
marco especifico que brinda un margen de actuación detallado, por medio del cual el PT busca 
acotar la brecha del impacto diferenciada que ha tenido la violencia que, en razón de género, 
han sufrido las mujeres. Y así, cumple con lo establecido en los artículos de la LGPP, 
modificados a través del Decreto, así como a los artículos 10, 11, 12, 13, 14, 21, 22, 24, 27, 28, 
29 y 32, y demás relativos y aplicables de los Lineamientos. 

 
5 Jurisprudencia 1a./J. 22/2016 (10a.) de rubro “ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. ELEMENTOS PARA JUZGAR 
CON PERSPECTIVA DE GÉNERO”. Tesis: 1a. XXVII/2017 (10a.) de rubro “JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. CONCEPTO, 
APLICABILIDAD Y METODOLOGÍA PARA CUMPLIR DICHA OBLIGACIÓN” 
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SEGUNDO: Análisis de las modificaciones en ejercicio de su libertad de autoorganización 

De la Declaración de Principios 

39.  Sólo se realiza una modificación de forma, relacionada con cambio de redacción en el párrafo 
segundo del numeral 45 perteneciente a la disposición intitulada XI. DERECHOS HUMANOS Y 
JUSTICIA. 

Del Programa de Acción 

40. Por lo que hace al Programa de Acción, se modifican el párrafo tercero, del numeral 9, del tema 
OBJETIVOS SOCIALES; y el párrafo segundo del numeral 27, ESTRATEGIAS Y TÁCTICAS, 
modificaciones de forma relacionadas con un cambio de redacción. 

De los Estatutos 

41. Cabe destacar que, a lo largo del proyecto presentado, se puede advertir que son modificaciones 
vinculadas a su derecho de autoorganización, no sólo de forma, sino también de fondo, bajo la 
clasificación siguiente: 

I. Aquellas que se refieren a un cambio de redacción. Se modifican las disposiciones: 10 Bis, 
párrafo tercero; 14; 15 Bis, fracción I; 15 Bis 1, numeral 11; 22, inciso a); 44, inciso f); 53, 
inciso h); 54, inciso d); 55 Bis 9, párrafo segundo; y 114, inciso p). 

II. Fondo, aquellas relativas a la estructura de los órganos estatutarios: 

Mismas que se subdividen de la siguiente manera: 

i. Aquellas que se refieren al cambio de denominación de sus órganos de dirección. 

El cambio fundamental presentado por el PPN consiste, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 23, fracciones I, párrafo primero, inciso d), II, párrafo primero, inciso d) y III, párrafo 
primero, inciso d), del Proyecto de Modificación de los Estatutos que se analiza, en cambiar la 
denominación de tres órganos de dirección: 

● De la Comisión Coordinadora Nacional; 

● De la Comisión Coordinadora Estatal; y 

● De la Comisión Coordinadora Municipal. 

Para quedar como “Consejo Directivo Nacional, Consejo Directivo Estatal y Consejo 
Directivo Municipal”. 

TEXTO VIGENTE TEXTO REFORMADO 

Artículo 23. Los Órganos de Dirección y 
otros Órganos e Instancias del Partido del 
Trabajo son: 

I. Nacionales: 

(...) 

d) Comisión Coordinadora Nacional. 

(...) 

II. Órganos de Dirección y otros Órganos e 
Instancias del Partido Estatales o de la 
Ciudad de México. 

(…) 

d) Comisión Coordinadora Estatal o 
de la Ciudad de México. 

(…) 

III. Órganos de Dirección y otros Órganos e 
Instancias del Partido Municipales y 
Demarcaciones territoriales: 

(…) 

d) Comisión Coordinadora Municipal 
o Demarcación territorial. 

(…) 

Artículo 23. Los Órganos de Dirección y 
otros Órganos e Instancias del Partido del 
Trabajo son: 

I. Nacionales: 

(…) 

d) Consejo Directivo Nacional. 

(...) 

II. Órganos de Dirección y otros Órganos e 
Instancias del Partido Estatales o de la 
Ciudad de México. 

(…) 

d) Consejo Directivo Estatal o de la 
Ciudad de México. 

(…) 

III. Órganos de Dirección y otros Órganos e 
Instancias del Partido Municipales y 
Demarcaciones territoriales: 

(…) 

d) Consejo Directivo Municipal o 
Demarcación territorial. 

(…) 
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Adecuación que se relaciona con los artículos 16, inciso k); 22, incisos a) y h); 25, inciso a); 
26, párrafos cinco y seis; 27, párrafo primero; 29, incisos e), párrafo segundo, y j); 33; 34, 
párrafos primero, inciso b), y segundo; 36, inciso g); 37; 37 Bis 1, párrafos primero, inciso a) y 
c), y segundo; 39, incisos d), al g), h) y k); 39 Bis, último párrafo; 40 párrafos primero, cuarto al 
sexto; 43; 44, incisos a), párrafo segundo, b), numeral 5, c), g), j) y l); 45; 46, incisos a), b) y 
h); 47, párrafos primero, segundo, tercero y sexto; 47 Bis, último párrafo; 50 Bis 1, párrafos 
cuarto y quinto; 50 Bis 4, párrafo tercero; 51, párrafo segundo; 57, inciso a) 58, párrafos cuarto 
y quinto; 59, párrafo primero; 60; 62, incisos e) y j), párrafo segundo; 65; 66, incisos a) y e); 
68, inciso g); 69, párrafo segundo; 71, incisos c), al g), i) y j); 71 Bis, incisos g) e i); 74; 75, 
incisos a), b) y h); 87, párrafo primero; 89; 90, inciso e); 94; 98; 100, inciso c); 113; 118, 
fracción IV; 121; 129; 132, párrafo primero; así como el artículo transitorio primero, del 
Proyecto de Modificación a los Estatutos que se acompaña. 

Asimismo, se otorga al Consejo Directivo Nacional en el artículo 44, incisos j) y k), llevar un 
análisis anual de un Sistema de Indicadores del desempeño y evaluar de manera periódica la 
operatividad de las páginas electrónicas y redes sociales del PT. 

Al respecto, no debe pasar desapercibido lo señalado por el TEPJF al resolver el SUP-JDC-
10140/2020 y SUP-JDC-10141/2020 Acumulado, en relación con el cambio de denominación 
de los órganos partidista que: “(…) si bien es cierto que el Órgano (…) cambió su 
denominación e inclusive el número de sus integrantes derivado de las reformas que ha 
sufrido el Estatuto (…), lo cierto es que sigue siendo el mismo órgano encargado (…); es 
decir, sus responsabilidades siguen siendo las mismas”6. Por lo que, al tratarse solo de una 
cuestión de denominación de los órganos, no afecta su naturaleza como órganos colegidos7 y 
de representación política y legal8, en consecuencia, tampoco afecta ni vulnera los derechos 
de las personas militantes. 

Sentado lo anterior, dada la realización de modificación del cargo de denominación de dichos 
órganos en los tres niveles de gobierno del PT, se establece en el artículo Transitorio Primero, 
lo siguiente: 

“PRIMERO: Las adiciones, y reformas de los presentes Estatutos entrarán en 
vigor a partir de la correspondiente publicación del Acuerdo del Consejo 
General del Instituto Nacional Electoral en el Diario Oficial de la Federación y 
serán ejercidas por los órganos de dirección competentes con excepción de 
aquellas relacionadas con el Consejo Directivo Nacional y/o estatal y/o 
municipal, cuyas denominaciones, funciones, atribuciones y facultades 
entrarán en vigor y serán ejercidas una vez que sean electos sus 
integrantes en el próximo Congreso Nacional Ordinario y de manera 
posterior a que los órganos de dirección nacional actuales concluyan su 
mandato. 

Para garantizar el óptimo funcionamiento de la Comisión Coordinadora 
Nacional y/o estatal y/o municipal y Comisión Ejecutiva Nacional y/o estatal y/o 
municipal cuyo mandato concluye hasta el próximo Congreso Ordinario 
Nacional, las facultades y atribuciones de ambos órganos de dirección 
serán ejercidas de acuerdo con los estatutos aprobados por el Instituto 
Nacional Electoral mediante el acuerdo identificado con la clave 
INE/CG/550/2020 hasta en tanto se elijan e instalen los integrantes de los 
nuevos órganos de dirección nacional conforme a la presente reforma 
estatutaria.” (Sic) 

Énfasis añadido. 

Por lo que, en concordancia con su libertad de autodeterminación el PT, ha establecido que 
dicho nombre será efectivo y surtirá efectos una vez se renueven ordinariamente la integración 
de éstos, mientras tanto deberá seguir citándose con el nombre anterior, es decir como 
Comisión Coordinadora Nacional, Comisión Coordinadora Estatal y Comisión 
Coordinadora Municipal. 

 
6 Sentencia emitida el diecisiete de febrero de dos mil veintiuno, a página 48. 
7 Artículo 105. De los Estatutos (No modificado). “Estas instancias de dirección del Partido del Trabajo, estarán homologadas a su nivel 
con las instancias estatales, de la Ciudad de México y nacionales en su estructura, funciones, obligaciones y facultades y en sus 
términos o de acuerdo con lo que dispongan las leyes electorales vigentes.” 
8 Artículos 43. De los Estatutos. “(…) se elegirán en cada Congreso Nacional ordinario y será la representación política y legal del Partido 
del Trabajo y de su dirección Nacional.” 
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ii. Aquellas que se refieren a la modificación de facultades de sus órganos de 
dirección 

 Se adiciona en el artículo 39, los incisos r) al w), a través de los cuales se otorgan nuevas 
facultades a la Comisión Ejecutiva Nacional, como lo son: 

● Administrar, custodiar y ejecutar todo lo relativo al padrón nacional de militantes. 

● Propiciar el diálogo político con organizaciones civiles y sociales, así como 
personalidades, a fin de fortalecer la participación ciudadana en los procesos 
democráticos. 

● Brindar seguimiento al acontecer internacional y mantener relación con fuerzas políticas 
afines, con el propósito de fortalecer alianzas que beneficien el desarrollo del país y del 
PT. 

● Fijar los criterios para elaborar estudios políticos, económicos, sociales y culturales. 

Sin embargo, es de denotar la facultad adicionada y establecida el inciso v), del citado 
precepto, que señala: 

“v) Aprobar las medidas necesarias de carácter general, en caso de 
perturbación grave o conflicto, que imposibilite el cumplimiento adecuado 
de las disposiciones estatutarias, las leyes atinentes o la unidad del 
Partido, con el propósito de hacer frente oportuna y eficazmente a la situación 
de excepción, las medidas que en su caso tome la Comisión Ejecutiva Nacional 
del Partido del Trabajo, incluido nombrar Comisionadas o Comisionados 
Políticos Nacionales con funciones de la Comisión Ejecutiva Estatal y 
atraer facultades de la Comisión Ejecutiva Estatal, cuyo nombramiento 
será por un periodo hasta de un año, pudiendo ratificarse, removerse o 
sustituirse cuando así lo considere conveniente. 

Respecto a la facultad anterior, en el caso de no haber definido su vigencia, la 
Comisión Ejecutiva Nacional del Partido del Trabajo, en sesión de ese órgano 
colegiado definirá, fundando y motivando su acuerdo, la conclusión de la 
situación extraordinaria.” (Sic) 

Énfasis añadido. 

Al respecto, esta autoridad advierte, que dicha facultad se encuentra vinculada con las 
atribuciones establecidas en los artículos 39, inciso k), 40, párrafo cuarto y 47, párrafo quinto, 
a saber: 

Artículo 39. 

“k) En caso de corrupción, estancamiento, retroceso electoral, conflictos 
reiterados, situaciones políticas graves, indisciplina a la línea general del 
Partido o desacuerdos sistemáticos en los Órganos de dirección estatal, 
municipal o demarcación territorial, que impidan su buen funcionamiento, 
nombrará una Comisionada Política o un Comisionado Político Nacional para 
reorganizar, depurar e impulsar el desarrollo del Partido. La Comisionada 
Política o el Comisionado Político Nacional asumirá la representación política, 
administrativa, financiera, patrimonial y legal del Partido en la Entidad 
Federativa (…) 

Artículo 40. 

“También tendrá facultades para suspender, destituir y nombrar o reestructurar 
parcial o totalmente a las Comisiones Ejecutivas Estatales o de la Ciudad de 
México y Municipales o Demarcaciones territoriales y Consejos Directivos 
Estatales o de la Ciudad de México y Municipales o Demarcaciones 
territoriales. En su caso, la representación legal, política, financiera, 
patrimonial y administrativa recaerá sobre la Comisionada Política o el 
Comisionado Político Nacional, que para tal efecto designe la Comisión 
Ejecutiva Nacional.” 
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Artículo 47. 

“La Comisión Ejecutiva Nacional evaluará el trabajo desempeñado por la 
Comisionada Política o el Comisionado Político Nacional en la Entidad 
Federativa y con base en los resultados de esa evaluación podrá ratificarle o 
dar por terminado su encargo, en cualquier momento. El nombramiento de 
las Comisionadas Políticas y los Comisionados Políticos Nacionales será por un 
periodo hasta de un año, pudiendo ser ratificado, removido o sustituido 
cuando así lo considere conveniente, por la Comisión Ejecutiva Nacional.” 
(Sic) 

Énfasis añadido. 

Acorde con lo anterior, de una interpretación gramatical, sistemática y funcional de los 
preceptos vigentes citados, así como de la facultad adicionada en el artículo 39, inciso v), que 
nos ocupa, se desprende que, la Comisión Ejecutiva Nacional cuenta con las siguientes 
atribuciones: 

● Ordinariamente podrá nombrar Comisionadas o Comisionados Políticos Nacionales en 
las entidades federativas en caso de conflictos o desacuerdos de los órganos de 
dirección en estas, mismos que tienen el carácter de coadyuvantes9 de los órganos 
estatutarios de la entidad en que se trate. 

● Que como medida extraordinaria podrá suspender, destituir y nombrar o reestructurar 
parcial o totalmente a las Comisiones Ejecutivas Estatales o de la Ciudad de México. 

● Que en cualquiera de los dos supuestos, la representación legal, política, financiera, 
patrimonial y administrativa recaerá sobre la Comisionada Política o el Comisionado 
Político Nacional. 

● Que como medida necesaria de carácter general, podrá otorgarse de manera fundada y 
motivada a las Comisionadas o Comisionados Políticos Nacionales, funciones y/o 
facultades que de acuerdo a Estatutos, corresponde a la Comisión Ejecutiva Estatal o 
de la Ciudad de México. 

● Que dicho nombramiento será por un periodo de un año; el cual podrá ratificarse, 
removerse o sustituirse cuando así lo considere conveniente10. 

Por lo que, a contrario sensu, dicha disposición otorga como facultad extraordinaria a las 
Comisionadas o Comisionados Políticos Nacionales, las funciones y atribuciones de las 
Comisiones Ejecutivas Estatales o de la Ciudad de México, en caso de perturbación grave o 
conflicto, que les imposibilite a estás el adecuado cumplimiento de sus finalidades, siempre y 
cuando dichas atribuciones sean otorgadas de manera expresa por la Comisión Ejecutiva 
Nacional. 

Vinculado a lo anterior y en relación con el principio de autodeterminación que rige la vida 
interna de los PPN, el artículo 5, numeral 2, de la LGPP establece: 

“2. La interpretación sobre la resolución de conflictos de asuntos internos 
de los partidos políticos deberá tomar en cuenta el carácter de entidad de 
interés público de éstos como organización de ciudadanos, así como su 
libertad de decisión interna, el derecho a la auto organización de los 
mismos y el ejercicio de los derechos de sus afiliados o militantes.” 

Sin embargo, no debe pasar desapercibido lo estipulado por el artículo 25, numeral 1, incisos 
f) y l) de la LGPP, pues es obligación de los PPN mantener en funcionamiento efectivo a sus 
órganos estatutarios y comunicar los cambios de los integrantes de sus órganos directivos 
dentro de los diez días siguientes a la fecha en que se tome dicho acuerdo, por lo que, una 
vez superada la situación extraordinaria el PT está obligado de manera inmediata a realizar la 
renovación ordinaria11 de los órganos estatutarios en la entidad que corresponda. 

 
9 Así lo determinó la entonces Sala del Distrito Federal del TEPJF, el veintiséis de marzo del dos mil quince, al emitir sentencia dentro del 
expediente SDF-JDC-107/2015 a página 39. “Ello debe interpretarse en el sentido de que en todos los demás casos los distintos órganos 
de dirección del PT, que no hayan sido destituidos o suspendidos en sus funciones, deberán coordinarse con el comisionado político 
designado por la Comisión Ejecutiva, a efecto de no solamente evitar invadir su esfera competencial, sino de coadyuvar al restablecimiento 
de su vida orgánica, en beneficio de la militancia petista.” 
10 La Sala Superior del TEPJF, el veintisiete de enero de dos mil diez, al dictar sentencia dentro del expediente SUP-JDC-2638/2008 y SUP-
JDC-2639/2008 acumulado, señaló de se debe evitar “incurrir en prácticas de ejercicio indefinido o vitalicio en los cargos de dirección”. 
11 Artículo 10, inciso b), de los Estatutos vigentes del PT: “g) La renovación y elección de las y los integrantes de los Órganos Directivos y 
demás Órganos del Partido, se realizará a través del Congreso respectivo, cada seis años, de manera ordinaria.” 
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iii. Aquellas que se refieren a su funcionamiento. 

En el artículo 37 Bis, se deroga el “fax” como medio de notificación para notificar a las 
reuniones de la Comisión Ejecutiva Nacional, para adecuarla a las nuevas realidades digitales, 
implementando la “aplicación de mensajería instantánea”. 

Conclusión. Por lo que hace a las modificaciones presentadas por el PT a los artículos precisados 
en el presente punto considerativo, tal y como se muestra en los cuadros comparativos, anexos a la 
presente Resolución, esta autoridad advierte: 

I. Que los partidos políticos deben cumplir sus finalidades atendiendo a lo previsto en los 
programas, principios e ideas que postulan, lo cual, a su vez, evidencia que, desde la 
Constitución y las leyes en la materia, se establece una amplia libertad o capacidad 
autoorganizativa. Sin embargo, dicha libertad no es omnímoda ni ilimitada, ya que es 
susceptible de delimitación legal, siempre y cuando se respete el núcleo básico o esencial del 
correspondiente derecho político-electoral fundamental de asociación, así como de otros 
derechos fundamentales de las propias personas ciudadanas afiliadas, miembros o 
militantes; 

II. Que las modificaciones presentadas se refieren a cuestiones de fondo y forma; 

III. Que dichas modificaciones no vulneran los derechos de las personas afiliadas, simpatizantes 
o adherentes del partido político, ya que no cambia las reglas de afiliación ni de integración de 
sus órganos estatutarios; 

IV. Que dicha determinación es acorde con su derecho de autoorganización y libertad de decisión 
política que otorga la Constitución y la legislación electoral a los partidos políticos para normar 
y reglamentar su forma de organización interna, por lo que las autoridades electorales no 
podrán intervenir en los asuntos internos de los partidos políticos, salvo disposición en 
contrario. Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el penúltimo párrafo de la Base I, 
del artículo 41, de la Constitución, en relación con los artículos 23, numeral 1, inciso c), y 34, 
de la LGPP; 

V. Que es obligación de este Consejo General, al pronunciarse sobre la procedencia 
constitucional y legal de las modificaciones a los documentos básicos presentadas, atender el 
derecho de los partidos políticos para dictar las normas y procedimientos de organización que 
les permitan funcionar de acuerdo con sus fines, de conformidad con lo previsto en el artículo 
36, párrafo 1, de la LGPP. 

Derivado de lo anterior, esta autoridad administrativa electoral considera que el PT cumple con lo 
previsto en los artículos 23, numeral 1, inciso c), 34, numeral 2, inciso e), 37, 38 y 39, de la LGPP, 
tomando en cuenta las consideraciones vertidas en la presente resolución. 

Determinación sobre la procedencia constitucional y legal de los documentos básicos en ejercicio 
de su libertad de autoorganización 

42. En consecuencia, a las modificaciones de forma y fondo que en su caso realizó el PT en sus 
Documentos Básicos bajo el principio de autoorganización, de acuerdo a las manifestaciones 
vertidas en los considerandos 33, 34, 39 al 41, de la presente resolución, esta autoridad determina 
que no contradicen el marco constitucional y legal de los partidos políticos, para lo cual, en su 
análisis, se ha respetado el derecho político-electoral fundamental de asociación, en su vertiente de 
libre afiliación y participación democrática en la formación de la voluntad del partido político y que 
ejercen individualmente las personas ciudadanas afiliadas al PT; así como la libertad de 
autoorganización correspondiente a esa entidad colectiva de interés público. 

Conclusión al Apartado B 

Determinación sobre la procedencia constitucional y legal de los documentos básicos 

43. Con base en el análisis de los documentos presentados y en virtud de los razonamientos vertidos en 
los considerandos 14 al 26, y 32 al 42 de la presente Resolución, este Consejo General estima 
procedente la declaratoria de constitucionalidad y legalidad de las modificaciones a la 
Declaración de Principios, Programa de Acción y Estatutos del PT realizadas en materia de 
VPMRG, así como en ejercicio de su libertad de autoorganización, al contener los elementos 
mínimos a los que se refieren los artículos 35, 37, 38, 39 y 43, de la LGPP, en relación con los 
artículos 3, numeral 3, 29, 34, 40 y 41 de la misma ley, los artículos 8, 10, 11, 12, 13, 14, 21, 22, 
24, 27, 28, 29, 32,y demás relativos de los Lineamientos, así como en las Jurisprudencias 
VIII/2005 y 20/2018 sostenidas por el TEPJF. 
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Emisión de la Reglamentación correspondiente 

44. A efecto de garantizar el principio de certeza que rige el actuar de esta autoridad, resulta pertinente 
vincular al PT, a través de los órganos facultados conforme a sus Estatutos, para que, conozcan y 
aprueben las modificaciones a la reglamentación que deriven de la aprobación de las reformas a sus 
Estatutos y los remita a esta autoridad dentro de los diez días siguientes a su aprobación, para 
efectos de lo establecido en el artículo 36, numeral 2, de la LGPP, así como 53 al 64 del Reglamento 
de Registro de este Instituto. 

 Empero lo anterior y con la finalidad de continuar progresivamente con la eliminación de las brechas 
de exclusión que dificultan la plena participación y acceso de las mujeres a puestos de liderazgo de 
los distintos órganos de poder, lo que atiende a la necesidad de implementar mecanismos que 
permitan a las autoridades cumplir con sus obligaciones y garantizar el ejercicio de derechos 
humanos, así como la impartición de justicia, de manera eficaz y expedita, con fundamento en lo 
establecido en los artículos 6, numeral 2; 30, numerales 1, incisos b) y d) y 2; y 31, numeral 1 de la 
LGIPE, esta autoridad considera razonable fijar un plazo máximo de seis meses, contados a 
partir del día siguiente de la publicación de la presente resolución en el DOF, para cumplir con 
lo ordenado y ajustar su normativa reglamentaría. 

Emisión del Protocolo sobre VPMRG 

45. Como se ha referido el PT, en el numeral 9, párrafo octavo, inciso 6), del Programa de Acción, señala 
que se deberá emitir un protocolo específico relativo a la atención de los casos de VPMRG, el cual 
deberá contar con un lenguaje sencillo, accesible, incluyente, de fácil comprensión y considerando 
los diversos perfiles socioculturales. 

En tal virtud, y en cumplimiento a lo establecido en los artículos 14, fracciones IV y V; 27 y 30 de los 
Lineamientos, dada la relevancia del contenido normativo de dicho instrumento, se requiere para que 
en un plazo no mayor de seis meses, contados a partir del día siguiente de la publicación de la 
presente resolución en el DOF, sea aprobado a través de los órganos facultados conforme a sus 
Estatutos, y hecho lo anterior lo remita a esta autoridad dentro de los diez días siguientes a su 
aprobación, para efectos de lo establecido en el artículo 36, numeral 2, de la LGPP, así como 53 al 
64 del Reglamento de Registro de este Instituto. 

Acorde con lo anterior, debe prever que la naturaleza del Protocolo a emitir es la de guiar la 
actuación de la militancia del partido, del personal que forme parte del órgano de acompañamiento y 
del órgano de justicia intrapartidaria, así como de aquellos vinculados con la atención de VPMRG, y 
establecer los ejes rectores de la atención de primer contacto y de la elaboración del análisis de 
riesgo que permita determinar la necesidad de dictar las medidas de protección y/o un plan de 
seguridad a las mujeres que presenten una queja o denuncia y su debido seguimiento. 

Por lo que, el Protocolo respectivo en materia de VPMRG, debe fungir como referente de 
entendimiento y acción de la norma, no como norma sustantiva o adjetiva, es decir, en esté no 
pueden encontrarse reguladas ni las conductas ni las sanciones a través de las cuales se busca 
sancionar la VPMRG. 

46. En razón de los considerandos anteriores, la CPPP, en su sesión extraordinaria privada efectuada el 
ocho de abril de dos mil veintidós, aprobó el Anteproyecto de Resolución en cuestión, y con 
fundamento en el artículo 42, párrafo 8, de la LGIPE, somete a la consideración del Consejo General 
el Proyecto de Resolución de mérito. 

Fundamentos para la emisión de la Resolución 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

Artículos 1; 2; 4; y 41, párrafo tercero, Bases I y V. 

Jurisprudencias del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

Jurisprudencia 3/2005, Tesis VIII/2005 y Jurisprudencia 20/2018 

Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

Artículos 29, numeral 1, 30, numeral 2; 31, numeral 1; 42, numeral 8; 43, párrafo 1; y 44, numeral 1, incisos 
j) y jj); y 55, numeral 1, inciso o). 
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Ley General de Partidos Políticos 

Artículos 3, numerales 3 y 4; 10, numeral 2, inciso a); 23, numeral 1, incisos c) y e); 25, numeral 1, incisos 
r), s) y t); 28; 29; 34; 35; 36, numeral 1; 37; 38; 39; 40, numeral 1, inciso a); 41, numeral 1, incisos a), f) y 
g); 43 y 73. 

Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral 

46, numeral 1, inciso e). 

Lineamientos para que los partidos políticos nacionales y, en su caso, los partidos políticos 
locales, prevengan, atiendan, sancionen, reparen y erradiquen la violencia política contra las 

mujeres en razón de género 

Artículos 8, 10, 11, 12, 13, 14, 21, 22, 24, 27, 28, 29, 32, y demás relativos. 

 

En razón de los antecedentes, consideraciones y fundamentos señalados, el Consejo General del Instituto 
Nacional Electoral emite la siguiente: 

RESOLUCIÓN 

PRIMERO. Se declara la procedencia constitucional y legal de las modificaciones a la Declaración de 
Principios, Programa de Acción y Estatutos del PT, conforme al texto final presentado, aprobadas durante el 
4º Congreso Nacional Extraordinario del PT. 

SEGUNDO. Se tiene por cumplido lo ordenado en el Acuerdo INE/CG517/2020 así como a la Resolución 
INE/CG550/2020, en relación con el decreto en materia de VPMRG. Lo anterior, toda vez que dio 
cumplimiento a lo previsto en el artículo Transitorio Segundo de los Lineamientos. 

TERCERO. Se requiere al PT para que, en un plazo no mayor a seis meses, contados a partir del día 
siguiente de la publicación de la presente resolución en el DOF, y por conducto del órgano competente, 
realice las adecuaciones a los reglamentos que deriven de la reforma a sus Estatutos, y los remita a esta 
autoridad, a efecto de proceder conforme a lo señalado por el artículo 36, numeral 2, de la LGPP. 

CUARTO. Se requiere al PT para que, en un plazo no mayor a seis meses, contados a partir del día 
siguiente de la publicación de la presente resolución en el DOF, y por conducto del órgano competente, 
apruebe el Protocolo respectivo en materia de VPMRG que deriven de la reforma a sus Documentos Básicos, 
y lo remita a esta autoridad, a efecto de proceder conforme a lo señalado por el artículo 36, numeral 2, de la 
LGPP. 

QUINTO. Notifíquese por oficio la presente Resolución a la Comisión Coordinadora Nacional del PT, para 
que, a partir de su publicación en el DOF, el partido político rija sus actividades al tenor de las resoluciones 
adoptadas al respecto. 

SEXTO. Publíquese la presente Resolución en el DOF. 

La presente Resolución fue aprobada en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 27 de 
abril de 2022, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Maestra Norma Irene De La Cruz 
Magaña, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José Martín 
Fernando Faz Mora, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania Paola 
Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Maestra Beatriz Claudia 
Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Dr. Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 
Consejo General, Lic. Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 

 

La Resolución y los anexos pueden ser consultados en las siguientes direcciones electrónicas: 

Página INE: 

https://portal.ine.mx/sesion-extraordinaria-del-consejo-general-27-de-abril-de-2022/ 

Página DOF 

www.dof.gob.mx/2022/INE/CGext202204_27_rp_2_2.pdf 

___________________ 
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